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Mi  principal  objeto  cmi  la  publicación  de  estos  Principios  ha  sido 
íacililar  el  estudio  de  una  paite  impoitaiite  del  Derecbo  de  Gentes, 
de  que  las  obras  uias  estimadas  que  sobre  esta  materia  se  ban  dado 
á  luz  en  nuestra  lengua,  no  suministran  suliiiente  noticia,  ya  sea 
por  baberse  introducido  en  la  jurisprudencia  internacional  nove- 
dades qu(í  los  autores  de  aquellas  obras  no  alcanzaron,  yu  porque 
consider¿indola  bajo  un  punto  de  vista  puramente  especulativo  y 
abstracto,  no  tanto  fué  su  ánimo  exponer  las  leyes  positivas  que 
reconoce  la  república  de  las  naciones,  cuanto  investigar  los  prin- 
cipios generales  de  que  deben  deducirse  estas  leyes  para  queaíian- 
cen  la  seguridad  y  bienestar  común. 

Las  discusiones  á  que  han  dado  lugar  las  pretensiones  mutuas 
de  beligerantes  y  neutrales  en  las  guerras  de  Europa  y  .Vmérica 
durante  los  últimos  ocbenla  años,  lian  lijailo  no  pocos  puntos  dudo- 
sos, especialmente  en  lo  relativo  al  comercio  marítimo,  deslindando 
los  derechos  y  la  jurisdicción  de  unos  y  otros,  y  estableciendo  re- 
glas precisas  de  proceilimiento  y  adjudicación  en  los  tribunales 
de  presas.  Hallábase  esi)arc¡da  esta  nueva  doctrina  en  voluminosos 
repertorios  de  causas  judiciales,  recopiladas  en  Eurojia  y  en  los 
l'.stados  Unidos  de  América;  y,  si  no  me  engaño,  apareció  i)or  la 
primera  vez  bajo  una  forma  regular  y  metódica  en  el  Trillado  de 
las  leyes  sobre  el  comercio  y  manufacturas  dr  In  liran  Hrclníia 
por  Josepb  Cbilty,  dado  á  luz  pocos  años  há  (I).  Esla  obra  es  un 

(1)  A  IrealLse  on  liio  l;iws  oí  C.umnu'ico  and  Munufaclures  and  llioCon- 
Iracts  relaliiij?  Uiereto  —  Hy  Josi'jdi  (lliiily,  Esq.  of  Ihe  Middie  Temple, 
Barrisler  al  law ;  Londo.i,  ISái. 
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compKto  ro-úmen  do  la  jiirispruiliMicia  morcaiitil  de  Iniilatorra  :  y 
sus  priiniTOs  capítulos  conlienon  una  exposición  liinünosa  del 
Derecho  de  líenles  moderno  en  lo  que  mira  á  la  navegación  y  al 
comercio. 

Posleriormenlese  publicaron  en  Nueva  York  los  Comentarios  de 
los  leyes  americanas,  por  el  juez  James  Kent,  ([ue  en  la  pri  iiera 
parte  de  ellos  lia  dado  un  ixcelente  compendio  de  la  Ley  Ciiiversal 
de  las  naciones,  seírnn  se  entiende  y  practica  en  el  dia.  Aunque  el 
autor  americano,  en  la  maleria  conuin  á  ambas  obras,  jiace  poco 
mas  que  reproducii-  y  aun  copiiir  verbalmente  al  iniíiés,  tiene  el 
mérito  de  abrazar  todas  las  paites  del  Derecbo  de  Gentes  (mientras 
que  Cliitiy  se  ciñe  exclusivamente  al  comercio),  y  de  señalar  los 
puntos  en  que  la  interpretación  de  este  Derecbo  i)or  el  gobierno  y 
judicatura  de  su  país  no  está  acorde  con  los  principios  de  la  Gran 
Bretaña  y  de  otros  Kstados. 

Estas  Sun  las  dos  obras  ([ue  mas  constantemente  me  han  servido 
del  siglo  Wlll.  Me  he  valido  asimismo  de  otra  obra  americana,  el 
Código  diplumúiico  de  lilliul,  (|ue  entre  otras  cosas  contiene  un 
sumario  instructivu,  aun([ue  demasiado  conciso,  de  las  mas  intere- 
santes decisiones  de  los  juzgados  dií  aquella  república  en  causas 
de  Deriícho  de  Gentes.  He  teniílo  también  á  la  vista  las  Ordenanzas 
Marítimas  de  la  Francia,  [iroinulgadas  por  Luis  XIV,  con  las 
müdilicaciones  que  han  recibido  posteriormente,  y  he  indicado  las 
diferencia.s  mas  notables  ((ue  presenta  la  practica  de  la  nación  íran- 
cesa  en  varias  épocas.  Y  en  ílii,  deseoso  de  reunir  en  un  solo 
cuerpo  todas  las  nociones  elementales  indispensables,  be  insertado 
en  la  tercera  parte  de  estos  Principios  un  extracto  del  Manual 
Diplomático  del  Harón  de  Martens,  donde  espero  que  se  bailará 
reduciuo  á  pocas  paginas  todo  lo  sustancial  de  este  útil  prontuario 
de  la  Diplomacia  moderna. 

Incorjiorando  lo  <|ue  he  tomado  de  estas  luentes  con  la  doctrina 
de  Valle!,  ajustada  á  los  lími'.es  de  unos  elementos  (|ue  pudieran 
servir  á  la  in.strnccion  de  los  alumnos  de  jurisprud(Micia,  y  apro- 
vechándoim;  de  las  obras  de  otros  cébíbres  publicistas,  cuando  he 
creido  hallar  en  ellas  indicaciones  útiles,  be  procui'udo  poner  á  la 
viBla  de  mis  jóvenes  compatriotas  un  bosquejo  reducido,  i)ero 
comprensivo,  del  estado  actual  de  la  ciencia. 

.No  hí-  í'WTupulizndo  adoptar  literalmente  el  texto  de  los  autores 
que  sigo,  aunque  siempre  compendiándolo,  y  procurando  guardar 
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la  debida  consonancia  y  uniformidad  en  las  ideas  y  en  el  lenguaje. 
Cito  los  pasajes  de  que  liago  uso,  ya  como  autoridades  y  compro- 
bante?, ya  para  indicar  los  lugares  en  que  pueden  consultarse  y 
estudiarse  á  fondo  las  materias  que  toco.  Si  alguna  voz  me  sucede 
apartarme  de  las  opiniones  de  aquellos  mismos  que  me  sirven  de 
guia,  manifiesto  las  razones  que  me  asisten  para  hacerlo  así.  Cuando 
trato  de  cosas  que  están  suficientemente  elucidadas  en  las  obras  de 
Vattel,  Martens  y  otros,  trasladadas  ya  al  castellano,  soy  breve,  y 
me  limito  á  presentar  como  en  una  tabla  sinóptica  todo  aquello 
que  he  creido  digno  de  encomendarse  á  la  memoria ;  pero  en  las 
materias  que  tenian  algo  de  nuevo,  he  juzgado  de  mi  deber  exten- 
derme algo  mas,  apuntando  la  historia  de  las  instituciones  ó  usanzas 
internacionales  que  menciono,  comprobando  su  existencia  y  expo- 
niendo los  fundamentos  con  que  se  ha  tratado  de  sostenerlas  ó 
impugnarlas.  Según  este  plan,  que  me  ha  parecido  el  mas  útil  y 
cómodo  para  mis  jóvenes  lectores,  lo  mas  ó  menos  extenso  de  las 
explicaciones  no  tanto  es  en  razón  de  la  importancia  de  cada  ma- 
teria, romo  do  ladificultíid  de  estudiarla  en  libros  que  no  se  hallan 
á  mano,  y  en  idiomas  cuya  inteligencia  empieza  apenas  á  propa- 
garse entre  nosotros. 

Quisiera  que  esta  obra  correspondiese  de  algún  modo  al  liberal 
patrocinio  que  el  Gobierno  de  Chile,  con  su  acostumbrado  celo  por 
el  fomento  do  los  estudios,  lia  tenido  á  bien  dispensarle.  Mi  ambi- 
ción quedarla  satisfecha,  si  á  pesar  de  sus  defectos,  que  estoy  muy 
lejos  de  disimularme,  fuese  de  alguna  utilidad  á  la  juventud  de  los 
nuevos  Kstados  Americanos  en  el  cultivo  de  una  ciencia,  que  si 
antes  pudo  desatenderse  impunemente,  es  ahora  de  la  mas  alta 
importancia  para  l;i  defensa  y  vindicación  de  nuestros  derechos 
nacionales.  Si  á  lo  menos  esta  tentativa  sirviese  de  estímulo  á 
otras,  en  que  con  mas  luces,  mas  tiempo  y  mas  abundantes  mate- 
riales que  los  que  yo  he  tenido  á  mi  disposición,  se  desempeñase 
mejor  la  materia,  me  lisonjearla  de  no  haber  trabajado  sin  fruto. 
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Santiago,  julio  ile  1844. 

La  indulgencia  extremada  con  que  se  han  recibido  estos  Princi- 
pios, el  uso  que  se  ha  lieclio  y  hace  de  ellos  en  vario.^í  estableci- 
mientos de  educación  de  las  Repúblicas  Ilispano-Americanas,  y  los 
escasos  que  por  alizunos  años  habian  llegado  á  ser  en  Chile  los 
ejemplares  de  la  primera  edición,  no  obstante  sus  repetidas  reim- 
presiones en  América  y  Europa,  me  lian  impulsado  á  publicarlos 
de  nuevo,  revisándolos,  exponiendo  mas  á  fondo  y  con  mas  claridad 
la  doctrina  de  algunos  capítulos,  y  procurando  hacer  esta  obra  mas 
digna,  bajo  todos  respectos,  de  la  favorable  acogida  quo  se  le  ha 
dispensado,  y  de  la  liberalidad  con  que  el  Gobierno  de  Chile  ha 
contribuido  una  y  otra  vez  á  su  publicación. 

Para  este  nuevo  trabajo  lie  podido  consultar  no  pocos  libros  de 
íjue  antes  conocíamos  apenas  los  nombres,  y  que,  gracias  al  celo  de 
nuestro  Gobierno  por  la  propagación  de  las  luces,  ocupan  hoy  el 
lugar  que  merecen,  en  las  bibliotecas  de  los  tribunales  y  de  las 
secretarías  de  Estado.  He  mulliplicado  las  ellas,  no  para  ostentar 
una  erudición  que  no  tengo,  sino  para  indicar  á  los  jóvenes  las 
fuentes  á  (jue  deben  dirigirse,  cuando  en  el  curso  de  su  cnrrera 
literaria  ó  profesional  deseen  apoyar  sus  opiniones  en  autoridades 
resju'lables,  6  examinar  mas  profundamente  las  cuestiones  que 
ocurran.  Fácil  me  hubiera  sido  multiplicar  todavía  mas  estas  citas, 
copiando  las  í(ue  se  encuentran  al  pié  de  cada  página  en  otras 
obras  elementales;  pero  casi  siemprií  me  lie  limitado  á  las  ([ue  yo 
mismo  he  tenido  á  la  vista.  Estoy  convencido  de  que  en  las  apli- 
caciones prácticas  de  esta  ciencia  valen  mucho  menos  las  deduc- 
ciones teóricas,  que  las  reglas  positivas,  sancionadas  por  la  con- 
duela de  los  pueblos  cultos  y  de  los  gobiernos  poderosos,  y  sobre 
todo  por  la  decisiones  de  los  tribunales  (jue  juzgan  bajo  el  Derecho 
de  tientes;  y  esta  convicción  que  me  sirvió  de  guia  en  la  edición 
anterior,  ha  sugerido  casi  todas  las  ampliaciones,  ilnstracioiies  y 
notas,  con  que  he  deseado  mejorar  la  jiresente. 
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Bogotá,  8  de  Julio  Je  1846. 


Señor  José  Mari  a  de  Hojas. 

M=  estimado  amigo  :  —  Los  Principios  del  Derecho  Interna- 
cional os  la  primera  obra  científica  de  una  utilidad  general  é  in- 
cuestionable, que  se  ha  dado  á  luz  en  la  América  Española.  En  ella 
no  encontrarán  que  objetar  los  hombres  de  ninguno  de  los  partidos 
que  alternativamente  se  hacen  del  poder  en  estas  Uepúblicas;  por- 
que en  esta  obra  no  se  trata  sino  de  las  leyes  ó  reglas  de  conducta 
que  las  naciones  ó  estados  deben  observar  entre  si  para  su  segu- 
ridad y  bienestar  común. 

Esta  definición,  que  es  seguramente  la  mas  exacta  y  lamas  lacó- 
nica que  hoüioó  visto  en  ningún  tratado  de  Derecho  de  Gentes,  y 
que  es  mas  precisa  que  la  de  Vattel,  uos  da  en  su  laconismo  la 
explicación  del  misterio  de  haberse  podido  reducir  á  un  volumen 
de  tan  |iocas  páginas  la  inmensa  doctrina  que  se  contiene  en  las 
nuichas  obras  que  el  Sr.  Bello  ha  tenido  (jue  estudiar,  que  analizar, 
(|ue  extractar  al  fin  par.i  darnos  lo  (jue  hasta  hoy  no  había  visto  la 
luz  pública  en  ninguna  lengua  ,  es  decir,  los  l^rincipios  del  Derecho 
Internacional.  Antes  se  habían  escrito  muchos  tratados  con  diver- 
sos títulos,  y  muchos  de  ellos  de  un  mérito  inestimable  para  su 
tiempo ;  pero  ni  Grocio  en  su  obra  del  Derecho  de  la  Guerra  g  de 
la  Paz,  ni  Pufíendorf  en  su  Derecho  Xatural  g  de  Gentes,  ni  Wollio 
en  su  Derecho  de  Gentes,  ni  Real  en  su  Ciencia  del  Gobierno,  ni 
Vattel  en  su  conocida  obra  qua  le  hizo  adquirir  el  título  de  Príncipe 
de  los  publicistas,  ni  ninguno  de  los  que  hasta  hoy  se  han  dedicado 
á  tratar  estas  materias  iiUeresantísiraas,  han  podido  presentarnos 
una  colección  de   doctrinas  que  pudiera  merecer  el  nombre  de 
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tratado  completo  de  los  Principios  del  Derecho  Internacional.  Cada 
uno  de  estos  hábiles  maestros  de  sus  respectivos  tiempos  trato  la 
materia  según  su  modo  particular  de  verla,  y  fué  sacando  gra- 
dualmente la  ciencia,  digámoslo  así,  del  caos  en  que  se  encontraba, 
pero  sin  poderla  descubrir  toda,  porque  ella  era  demasiado  grande 
para  presentarse  á  los  ojos  de  los  hombres  de  una  vez,  sm  confun- 
dirlos. Era  preciso  que  se  fuese  dejando  conocer  parte  por  parte, 
para  que  llegase  el  dia  en  que  el  todo  fuera  conocido. 

Vatlel,  el  mas  metódico,  el  mas  juicioso,  y  de  mas  claro  ingenio 
y  mayor  elocuencia  entre  los  escritores  sobro  estas  materias,  no 
abrazó  todos  los  ramos  que  comprende  el  Derecho  Inlernacional 
con  el  mismo  acierto,  ni  con  la  necesaria  extensión  que  ellos 
requerían.  .Notamos  en  su  obra  muchos  vacíos  que  quizá  no  pro- 
ceden de  otras  causas,  sino  de  que  ni  el  comercio  ni  las  guerras 
marítimas  eran  entonces  de  la  consecuencia  que  en  nuestros  dias. 
En  todo  lo  que  tiene  relación  con  el  dereclio  marítimo  es  necesario 
ir  a  buscar  en  otras  fuentes  las  noticias  de  los  usos  y  costumbres 
de  las  diversas  naciones  europeas.  Así,  en  lo  relativo  al  corso,  á  los 
bloqueos,  á  las  presas,  á  las  visitas  de  buques  extranjeros,  al 
alistamiento  en  países  neutrales,  á  los  embargos  de  buques  no 
nacionales  para  emplearlos  en  la  guerra,  seria  en  vano  querer 
hallarla  en  Valtcl,  porque  en  su  tiempo  no  se  habían  agitado  las 
cuestiones  que  se  agitaron  después ;  y  sin  la  obra  del  Sr.  Helio, 
seria  preciso  ir  á  buscar  todo  esto  en  diferentes  autores  modernos, 
como  en  Azuni,  en  Kent,  en  Wheaton,  en  Chilty,  en  Elliol,  en  Valin, 
en  .Schmalz,  en  Capmany,  en  Pardessus,  cii  Morlin,  en  Martens,  en 
las  decisiones  de  los  almirantazgos  de  Inglaterra,  de  Francia  y  de 
ios  Estados  Unidos,  y  en  fin,  en  la  multitud  de  obras  que  se  han 
publicado  después  de  los  dias  de  aquel  Uran  Maestro  del  Derech 
de  Gentes. 

El  publicista  venezolano,  componiendo  esta  obra  importantísima, 
ha  hecho  un  servicio  de  valor  inestimable,  no  solo  á  aquellas 
geotes  á  quicFies  seria  muy  difícil  hacerse  de  todos  los  libros  (jue 
úebcn  componer  la  biblioteca  del  hombre  que  quiere  conocer  ái 
foodo  el  derecho  internacional,  sino  íi  aquellos  mismos  que  poseen 
la  mas  rompleta  colección  de  publicistas  ;  porque  61  ha  hecho  el 
trabajo  que  tendría  que  hacer  el  mas  estudioso  de  lodos  ellos  ;  y 
ticrlamente  e.«te  trabajo  es  de  los  mas  penosos,  pues  se  necesita  de 
UD  KCDio  particular  para  emprender  reducir  ii  un  cuerpo  de  doc- 
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trinas  todas  las  que  se  hallan  diseminadas  en  muchas  y  muy  volu- 
minosas obras,  publicadas  en  diversas  lenguas.  Para  hacer  esto 
como  se  debe,  es  indispensable,  no  solo  saber  perfectamente  los 
varios  idiomas  en  que  aquellas  obras  están  escritas,  sino  tener  un 
profundo  conocimiento  de  las  materias  y  una  versación  en  ellas, 
que  no  es  dada  ú  todos  los  literatos,  ni  á  todos  los  jurisconsultos. 
Foresto,  si  queremos  formarnos  una  idea  del  mórito  extraordinario 
de  esta  obra,  debemos  considerar  cuánto  estudio,  cuánta  atención 
necesita  poner  un  hombre  para  hacer  un  buen  extracto  de  una 
sola  obra  en  que  se  trate  de  diversas  materias,  y  después  de  con- 
sideradas estas  dificultades,  pasar  á  calcular  cuánta  mayor  atención, 
cuánto  mayor  cuidado  no  serán  necesarios  para  extractar  muchas 
obras  voluminosas  para  sacar  de  todas  ellas  lo  que  sea  conveniente 
para  presentar  un  cuerpo  de  principios  de  una  ciencia.  Esto  es  lo 
que  solo  es  dado  conseguirá  los  maestros,  á  los  talentos  superiores. 

Cierlamenteel  Sr.  Bello  no  ha  compuesto  su  libro  en  poco  tiempo. 
Hace  treinta  años  que  yo  le  conozco  estudiando  los  Principios  del 
Derecho  Internacional,  y  él  fué  el  primero  de  quien  yo  tuve  las  prue- 
bas de  la  deficiencia  del  Derecho  de  Gentes  de  Yattel  en  todas  las 
cuestiones  que  interesaban  á  la  causa  de  la  emancipación  de  la 
América  Española,  y  fué  él  quien  me  hizo  conocer  la  necesidad 
de  estudiar  á  los  escritores  mas  modernos.  Desde  entonces  este 
sabio  y  patriota  americano  se  ocupaba  en  el  estudio,  cuyo  fruto 
tenemos  á  la  vista  ;  y  desde  entonces  se  proponía  darnos  estos  Prin- 
cipios del  Derecho  Internacional  para  que  se  hiciesen  populares  en 
estas  Flepúblicas,  y  sirviesen  en  la  ventilación  de  nuestros  negocios 
con  las  demás  naciones. 

El  profundo  saber  del  Sr.  Dello  ha  sido  en  Chile  de  un  gran  be- 
neficio a  aquel  país,  porque  encomendado  de  las  relaciones  exte- 
riores de  afjuel  gobierno  durante  tudas  las  administraciones  que  se 
han  sucedido  unasá  otras  por  el  espacio  de  diez  y  ocho  años,  se 
han  dirigido  los  negocios  internacionales  con  las  potencias  europeas 
con  el  conocimiento,  el  lino  y  la  prudencia  que  convenía,  y  se  ha 
ahorrado  Chile  los  desagradabh  s  resultados  ((ue  se  han  tenido  en 
otras  llepúblicas,  por  haber  creido  malos  políticos  que  cada  uno 
puede  hacer  en  su  país  lo  <iue  le  da  la  gana,  como  si  las  naciones 
no  se  debiesen  unas  á  otras  los  respetos  y  consideraciones  que  se 
deben  en  todo  el  mundo  civilizado  los  individuos  entre  sí.  V  el 
modo  siempre  airoso  con  que  Chile  ha  salido  en  todas  sus  cuestio- 
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D66  con  Inglaterra,  con  Francia  y  con  los  Kstados  Unidos,  es  la 
prueba  concluyento  de  que  no  siempre  es  la  debilidad,  sino  la  im- 
prudencia luíjue  causa  el  mal  éxito  de  los  negocios  que  se  veiiiilaii 
entre  los  Kslados  fuertes  y  ilébiies ;  porque  cuando  se  sabe  iiacer 
evidente  la  justicia  del  ilébii,  se  hace  ceder  al  iuerle,  por  el  temor 
que  se  le  infunde  de  desopinarse  él  mismo  en  el  concepto  universal. 

Pero  el  Sr.  Bello  no  ha  tratado  de  adquiíir  su  vasta  erudición 
para  hacer  el  monopolio  de  ella  :  ha  querido  que  sus  desvelos  sean 
aprovechailus  pur  todos  los  americanos  sus  compatriotas  :  ha  hecho 
á  toda  la  América  Kspañola  el  preseute  de  toda  su  ri([ueza  en  cono- 
cimientos políticos;  porque  el  sabio  como  él  no  es  egoísta,  ni  tieny 
mezquinas  ambiciones,  sino  que  se  considera  como  el  ciudadano 
de  todas  Iús  naciones,  lü  que  dice  en  una  parte  de  su  obra  que  el 
Derecho  Internacional  considera  al  género  humano  esparcido  sobre 
la  faz  de  la  tierra  como  una  gran  sociedad  de  la  que  ccula  nación 
es  miembro,  y  en  que  las  unas  respecto  de  las  otras  tienen  los  mis- 
mos deberes  (¡ue  los  individuos  de  la  especie  humana  entre  si;  y 
el  que  en  otra  parte  asienta  que  los  hombres  están  obligados  por 
la  naturaleza  a  favorecerse  unos  d  otros  en  cuanto  puedan^  siempre 
que  les  sea  dable  hacerlo  sin  echar  en  olvido  lo  que  se  deben  á  si 
mismos,  era  jireciso  (jue  nos  diese  el  ejemplo  de  su  doctrina,  y  en 
efecto  nos  ha  probado  que  él  tiene  por  principios  suyos  los  que  nos 
da  para  lodos. 

iNo  me  resta  que  decir  en  eloí,úo  de  la  obra  del  Sr.  Bello,  sino  que 
su  se^'unda  edición,  corregida  y  aumentada  por  él  mismo,  hace 
ventajas  considerables  á  la  |)rimera,  como  las  baria,  sin  duda  algu- 
na, la  tercera  á  la  segunda  y  la  cuarta  á  la  tercera;  ponjue  un 
hombre  del  genio  del  autor,  un  sabio  que  siempre  estudia,  no  sa- 
tisfecho nunca  con  su  sab.T,  y  i)ersuadido  de  ((ue  la  ciencia  es  una 
fuente  inagotable  para  el  sediento  de  ella,  es  preciso  que  haga  pro- 
greso.H  mientra-  viva,  y  que  mejon;  sus  obras  cada  vez  que  las  re- 
toque. Yo  me  habia  propuesto  hacer  la  comparación  de  algunos 
textos  de  la  siígunda  edición  con  los  correspondientes  de  la  primera; 
pero  lo  lie  omitido,  porque  este  trabajo,  puramente  mecánico,  lo 
bará  Un  bien  como  yo  cualquiera  que  lo  emprenda;  y  así  solo  re- 
comendaré al  que  pueda  tener  ambas  ediciones,  ((ue  las  conserve 
como  un  testnnoniodel  progreso  íjue  se  hace  en  el  estudio  de  cual- 
quier materia  por  aípud  (|ue  no  deja  de  estudiar  mientras  vive. 

GloríeR»,  pueí},  Venezuela  de  haber  producido  en  esta  última  época, 
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entre  muchos  hombres  eminentes,  dos  de  los  tres  mas  grandes  ca- 
pitanes de  la  América,  y  el  primero  de  los  publicistas  ile  este  con- 
tinente, cuya  obra  liubiera  por  sí  sola  dado  celebridad  a  cualquiera 
de  los  miembros  del  Instituto  de  Francia,  ó  de  los  socios  de  la  Real 
Sociedad  de  Londres.  Gloríese  también  el  Gobierno  de  Chile  de  haber 
merecido  la  recomendación  de  esle  sabio  por  la  iienerosidad  con 
que  ha  contribuido  á  la  publicación  de  los  Principios  del  Derecho 
Internacional,  cumpliendo  con  el  deber  que,  según  Vattel,  tiene 
toda  nación  de  contribuir  á  la  felicidad  y  perfección  de  las  demás 
en  todo  lo  que  pueda ;  no  olvidando  que  el  mismo  gobierno  ha 
prestado  igual  protección  al  sabio  naturalista  francés  Mr.  Gay,  para 
que  este  hiciese  conocer  la  historia  natural  de  Chile,  no  solo  á  los 
chilenos,  sino  á  todos  los  hombres  estudiosos  de  la  tierra.  Estos 
son  beneficios  universales,  de  aquellos  que  ningún  espíritu  de  par- 
tido puede  desconocer,  y  que  yo,  poco  amigo  de  los  actuales  gober- 
nantes de  aquel  país,  debo  ensalzar,  porque  estos  beneíicios  harian 
la  gloria  de  mis  mas  íntimos  amigos. 

Nada  mas  tengo  que  decir  á  Vd.  sobre  el  juicio  que  he  formado 
de  la  obra  del  Sr.  Bello,  y  con  esto  quedo  de  Vd.,  como  siempre, 
su  amigo  y  servidor. 

Antomu  José  de  Iiusarri. 
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NOCIONES  PRELIMINARES. 


1.  Definición  del  Derecho  de  Gentes.  —  '2.  Autoridad  de  que  emana.  — 
3.  Saticiones.  —  i.  División  en  interno  y  externo.  —  5.  En  natural  é 
instituido.  —  6.  Su  fuerza  obligatoria.  —  7.  Autoridades  en  materia  de 
Derecho  Internacional. 


1. 

El  Derecho  Imer.nacional  ó  de  Gentes  es  la  colección  de  las 
leyes  ó  reglas  generales  de  conducta  que  las  naciones  ó  Esta- 
dos deben  observar  entre  si  para  su  seguridad  y  bienestar 
común. 


Toda  ley  supone  una  autoridad  do  que  emana.  Como  las  na- 
ciones lio  dependen  unas  de  otras,  las  leyes  ó  reglas  á  (|ue 
debe  sujetarse  su  conducta  reciproca,  solo  pueden  serles  dicta- 
das por  la  razón,  que  á  la  luz  de  la  experiencia,  y  consultando 
el  bien  común,  las  deduce  del  encadenamiento  de  causas  y 
efectos  que  percibimos  en  el  universo.  El  Ser  Supremo,  (jue 
lia  establecido  estas  causas  y  efectos,  (|ue  lia  dado  al  liombre 
un  iiTosisliblo  conato  al  bien  ó  la  felicidad,  y  no  nos  permite 
sacrilicar  la  ajena  á  la  nuestra,  es  por  consiguiente  el  verda- 
dero autor  de  estas  leyes,  y  la  razón  no  liace  mas  que  inter- 
pretarlas. El  Derecho  Internacional  ó  de  Gentes  no  es  pues 
otra  cosa  que  el  Natural,  que,  aplicado  á  las  naciones,  con- 
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sitiera  al  iréiioro  liiimano,  csiiaroido  sobre  la  la/  dt*  la  liei'ra, 
como  una  gran  sociedad  de  ({uo  cada  riial  do  ollas  os  iiiiom- 
bro,  y  en  que  las  unas  rospoi'lo  do  las  oirás  ticMion  los  mis- 
mos deberos  que  los  individuos  de  la  especie  humana  entre  sí. 

3. 

Toda  ley  supone  también  una  sniicion,  esto  es,  una  pena  que 
recae  sobre  los  infi'aclores,  y  mediante  la  cual  ol  bi(Mi  común, 
de  que  la  pena  os  una  garantía,  se  hace  condición  precisa  del 
bien  in<lividual. 

Kl  líerccho  Natural  tiene  (antas  sanciones  diferentes,  cuan- 
tas son  las  especies  de  males  que  pueden  sobrevenirnos  á  con- 
secuencia de  un  acto  voluntario,  y  que  no  se  compensan  por 
bienes  t'manados  de  ose  mismo  acto  (entendiendo  })or  bien 
lodo  sentimiento  de  felicidad  ó  placer,  y  por  mal  lodo  senti- 
miento contrario).  Estos  niales  ó  son  i)roducidos  sin  la  inter- 
vención humana  y  en  fuerza  solo  de  las  leyes  físicas  (pie  go- 
biernan el  universo  mateiial;  ó  consisten  en  la  pena  interior 
con  que  nos  afecta  la  aprehensión  de  los  padecimientos  ajenos  ; 
ó  nos  vienen  de  la  aversión,  ira  ó  desprecio  de  los  domas  hom 
bres  :  de  a(|ní  la  sanción  ([iie  podemos  llamar  física^  la  san- 
ción sinipúlicn,  la  sanción  de  l;i  viudiclu  lumiimn  ó  sanción 
social.  Esta  última,  en  el  seno  de  la  sociedad  civil,  se  ejercita 
y  se  rcíínlari/a  en  pran  parte  por  las  leyes  positivas  y  la 
adminisliacion  de  justicia. 

Poro  hay  otras  dos  sanciones,  (|uo  consngran,  por  decirlo 
así,  las  anteriores,  y  dan  al  Derecho  de  la  naturaleza  toda  su 
dignidad,  colocándolo  bajo  la  tutela  de  la  Divinidad  y  de  nuestra 
propia  conciencia.  La  sanción  dr  In  concinncia  ó  sanción  moral 
f»sla  peníi  fpie  en  un  cornzon  no  enleramente  dei)rava(l()  aconi- 
piiña  al  testimonio  que  el  alma  se  da  á  si  misma  do  la  irre^nda- 
ridjul  de  sus  actos;  y  la  sanción  rclif/wsa  consiste  en  los  casti- 
poíi  con  que  la  Divinidad  ofendida  conmina  á  los  (\ue  violan 
sus  leyes. 

\sH  sanción  de  la  vimiicta  humana  es  la  que  obra  entre  las 
nanones  del  modo  mas  (,'eneríil,  constante  y  efií^az.  Pero  aun 
í-IU  ínnuyc  ron  mucho  mas  vi^^or  y  r('t,'ularidad  en  la  conducta 
que  oliservan  unos  con  otros  los  individuos,  que  en  las  relacio- 
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nes  mutuas  de  los  pueblos  ó  de  las  potestades  supremas.  En 
el  estado  civil,  medianamente  organizado,  la  fuerza  de  la  so- 
ciedad, empleada  contra  los  infractores  de  las  leyes,  es  superior 
á  la  de  cualquier  individuo,  por  poderoso  que  sea.  Pero  las 
naciones  no  lian  constituido  una  autoridad  que,  armada  con 
la  fuerza  de  todas,  sea  capaz  de  hacer  cumplir  á  los  Estados 
poderosos  ni  aun  aíjuellas  reglas  de  eíjuidad  natural  (jue  están 
reconocidas  como  mas  esenciales  para  la  seguridad  común. 

Ni  podemos  decir  ({ue  el  interés  particular  de  cada  nación  la 
induce  á  cooperar  con  las  otras  al  escarmiento  de  la  inhumani- 
dad ó  injusticia.  Los  Estados,  como  los  individuos,  suelen  de- 
cidirse por  motivos  inmediatos  y  momentáneos  que  obran  vi- 
vamente sobro  sus  pasiones;  y  desatienden  los  ({ue  se  les 
presentan  á  lo  lejos  de  un  modo  especulativo  y  abstracto.  Una 
nación  formidable  por  su  poder  insulta  á  un  Estado  débil.  Las 
otras,  atendiendo  á  su  seguridad  propia,  deberían  coligarse 
para  castigar  el  insulto.  Mas  adoptando  esta  conducta,  tendrían 
que  someterse  desde  luego  á  todas  las  calamidades  y  contin- 
gencias de  la  guerra,  para  evitar  un  peligro  incierto  y  distante. 
Asi  vemos  que  cada  una  de  ellas,  aunque  susceptible  de  vivos 
resentimientos  cuando  se  le  hace  una  injuria,  mira  con  indife- 
rencia, ó  á  lo  sumo  con  una  indignación  tibia  y  pasajera,  los 
agravios  ajenos. 

Ademas,  para  obtener  la  reparación  seria  necesaria  una 
liga  de  Estados ;  semillero  de  disputas  y  querellas,  ({ue  em- 
peorarla muchas  veces  los  males  en  vez  de  ponerles  remedio. 

No  por  eso  hemos  de  pensar  que  la  opinión  de  los  hombres, 
su  alabanza  ó  vituperio,  su  amor  ú  odio,  carezca  de  todo  in- 
flujo sobre  la  conducta  de  los  Estados.  Hay  circunstancias  que 
dan  vigor,  aun  en  la  política,  á  este  gran  móvil  de  las  acciones 
humanas.  La  primera  es  la  cultura  intelectual,  que  difunde  las 
sanas  ideas  morales,  y  propende  continuamente  á  cimentar 
las  relaciones' de  los  pueblos  sobre  la  base  de  la  justicia,  que 
es  la  de  su  verdadero  interés.  La  segunda  es  el  incremento  de 
la  industria  y  del  comercio,  (jue  hace  apreciar  cada  vez  mas 
la  seguridad,  la  conliauza  nuitua.  La  tercera  es  la  semejanza 
de  instituciones  :  toda  la  historia  testifica  (pie  los  pueblos  (|ue 
se  rigen  |)or  dogmas,  costumbres  y  leyes  análogas^  simi)atizan 
mas  vivamente  unos  con  otros,  y  se  sujetan  á  reglas  mas  equi- 
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tativas  en  sus  neprocios  comunes.  La  cuarta,  en  fin,  es  la  \gim\- 
diid,  n  lo  que  puede  suplir  por  ella,  el  equilibrio  de  intereses 
y  fuerzas.  Un  Estado  que  por  su  excesiva  preponderancia 
nada  teme  de  los  otros,  puede  emi)lear  el  miedo  y  la  compul- 
sión para  hacerlos  servir  i'i  sus  miras  :  rodeado  {\c  ig-uales, 
se  ver?!  precisado  por  su  interés  propio  á  cultivar  su  buena 
voluntad  y  ií  merecer  su  ai>robacion  y  conlianza. 

La  operación  de  estas  causas  se  descubre  á  las  claras  en  la 
historia  de  las  naciones  modernas.  Si  las  de  Europa  y  Amé- 
rica forman  una  familia  de  Estados,  que  reconoce  un  Derecho 
común  infinitamente  mas  liberal  que  todo  lo  que  so  ha  llamado 
con  este  nombre  en  la  antif;iiedad  y  en  lo  restante  del  globo, 
lo  debrii  al  establecimiento  del  cristianismo,  á  los  progresos 
de  la  civilización  y  cultura,  acelerados  por  la  imprenta,  al  es- 
pü'itu  comercial  que  ha  licitado  á  ser  uno  de  los  principales 
reguladores  de  la  política,  y  al  sistema  de  ¿icciones  y  reaccio- 
nes, que  en  el  seno  de  esta  gran  familia,  como  en  el  do  cada 
Estado,  forceja  sin  cesar  contra  las  preponderancias  de  toda 
especie. 


4. 


La  palaijra  Derecho  tiene  (ios  sentidos.  En  el  jirimero  (que 
es  en  el  que  se  ha  tomado  hasta  ahora)  significa  una  colección 
ó  cuerpo  de  leyes;  en  el  segundo  signilica  la  facultad  de  exi- 
gir que  otro  ejecute,  omita  ó  tolere  algún  acto;  facultad  que 
tiene  por  objeto  inmediato  el  beneficio  de  hi  pursona  en  (jue 
existe,  pero  (fuc  debe  promover  al  mismo  tiempo  el  Jjeneficio 
común.  Derecho  en  este;  sentido  sui)one  siempre  una  ohlifja- 
ciou  correlativa  de  ejecutar,  omitir  ()  tolerar  algún  acto  ;  por- 
que es  evidente  que  no  podemos  tener  la  facultad  de  exigir  un 
servicio  positivo  ó  negativo,  si  no  existe  en  alguna  ¡«arte  la 
necesiílad  de  prestarlo. 

Los  derechos  'y  por  consiguiente  las  obligaciones)  son  per- 
fectos ó  imperfectos.  l)<jrecho  y>c/'/e67o,  lia  nado  tandjien  exler- 
no,  es  el  que  podemos  llevar  á  efecto,  empleando,  si  es 
necesario,  la  fuerza  :  en  el  estado  de  natn raleza,  la  fuerza 
individual;^y  en  la  sociedad  civil,  la  fuerza  pública  ilr.  (jur  cslá 
annada  la  "administración  de  justicia.  Derecho  inipcrfeclo,  ó 
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meramente  interno  y  es  aquel  ({ue  no  puede  llevarse  á  efecto  sin 
el  consentimiento  de  la  parte  obligada. 

Esta  diferencia  consiste  en  lo  mas  ó  menos  determinado  de 
las  leyes  en  que  se  fundan  los  derechos  y  las  obligaciones. 
Los  actos  de  beneficencia  son  obligatorios,  pero  solo  en  cir- 
cunstancias y  bajo  condiciones  particulares ;  y  á  la  persona 
que  ha  de  ejecutarlos  es  á  quien  toca  juzgar  si  cada  caso  que 
se  presenta  se  halla  ó  no  comprendido  en  la  regla  :  porque  si 
esta  fuese  general  y  absoluta,  producirla  mas  daño  que  bene- 
ficio á  los  hombres.  Debemos,  por  ejemplo,  socorrer  á  los  in- 
digentes ;  pero  no  á  todos,  ni  en  todas  ocasiones,  ni  con  todo 
lo  que  nos  piden;  y  la  determinación  de  estos  puntos  pertenece 
exchisivamente  á  nosotros.  Si  fuese  de  otro  modo,  el  derecho 
de  propiedad,  sujeto  á  continuas  exacciones,  perdeiia  mucha 
parte  de  su  valor,  ó  mas  bien  no  existiría. 

De  aquí  resulta,  (|ue  aunque  la  necesidad  moral  que  consti- 
tuye la  obligación,  existe  siempre  en  la  conciencia,  hay  muchas 
obligaciones,  que  sometidas  al  juicio  de  la  parte  que  ha  de 
observarlas,  lo  están  consiguientemente  á  su  voluntad,  por 
lo  que  toca  á  los  efectos  externos.  V>\\  particular  (>  una  nación, 
([ue  desatiende  una  de  estas  obligaciones,  obra  mal  sin  duda, 
y  se  labra,  no  solo  la  desai)robacion  de  la  Divinidad  y  la  de  su 
propia  conciencia,  sino  la  censura  y  aversión  de  los  hombres; 
mas  no  por  eso  podrá  el  agraviado  recurrh'  á  la  fuerza  para  hacer 
efectivo  el  derecho;  porque  en  materias  que  j)or  su  natural  in- 
determinación no  admiten  una  regla  precisa,  lo  que  se  hiciese 
para  corregir  la  voluntad,  destruirla  la  independencia  del  jui- 
cio, á  (¡ue  por  el  interés  mismo  del  género  humano  deben  su- 
jetarse las  obligaciones  de  esta  especie.  • 

Decir  (jue  un  servicio  que  se  nos  pide  es  de  obhgacion  im- 
perfecta, t's  lo  mismo  que  decir  que  el  exigirlo  por  la  fuerza 
seria. violar  nuestra  libertad  y  hacernos  injuria. 

El  Derecho  de  gentes,  (')  la  colección  de  las  leyes  ó  reglas 
internacionales,  se  llama  interno,  en  cuanto  mira  únicamente 
á  la  conciencia,  y  determina  lo  (¡ue  ésta  manda,  permite  ó  veda  ; 
y  externo,  en  cuanto  determina  las  obligaciones  cuyo  cumpli-' 
miento  puede  exigirse  por  la  fuerza.  Y  de  lo  expuesto  se  signe 
evidentemente  que  puede  una  nación  estar  obligada  á  prestar 
un  servicio,  según  el  Derecho  interno,  al  mismo  tiempo  que 
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liene  la  l^icullad  .K'  ivhusarlo,  según  ol  Derecho  externo.  Una 
nación,  por  ejemplo,  e.-lá  ol  tugada  en  el  fuero  de  la  concien- 
cia á  franifuenr  sus  pu(>rtos  al  comercio  de  las  otras,  siempre 
(|ue  de  ellti  no  le  ivsulle  daño,  como  regularmente  no  le  re- 
sulla,  sino  mas  bien  utilidad  y  ventaja ;  pero  si  por  razones 
buenas  ó  malas  determinase  i)rohibir  todo  comercio  extranjero, 
las  tílras  naciones,  con  (piienes  no  hubiese  pactado  permitirlo, 
deberían  someterse  á  ello  :  y  si  apelasen  á  la  violencia  ola 
amenaza  ])ara  coinpelerl;i  ;i  (pie  lo  permitiese,  le  harian  una 
grave  injuiia  (1). 


Se  llama  Derecho  de  g^entes  jj.-ifiinil,  universal,  común,  pvi- 
miiivo,  el  (¡ue  no  tiene  otro  fundamento  que  la  razón  ó  la  equi- 
dad natural,  y  voluntario,  especial,  convencional,  positivo,  el 
«pie  han  formado  las  convenciones  expresas  ó  tácitas,  y  cuya 
fuerza  s(jlo  se  deriva  medialamenle  de  la  razón,  que  prescribe 
á  las  naciones,  como  regla  de  importancia  suprema,  la  inviola- 
bilidad de  los  j)actos. 

Kl  Derecho  de  gentes  universal  puede  producir  todo  género 
de  obliíraciones.  En  cuanto  jti-oduce  oblig-aciones  perfectas, 
suclí'  llamarse  necesario. 

Kl  Derecho  de  gentes  jiosilivo  autoriza  siempre  á  emplear 
la  fuerza  para  hacer  cumplir  las  obligaciones  (jue  prescribe. 
A  veces,  al  mismo  liempo  que  j)ositivo,  (ís  natural  y  necesario, 
porque  ní>  necesitaba  áe  una  convención  para  producir  obliga- 
ciones exlernas;  otras  natural  y  voluntario,  porque  sin  la  con- 
vención obligaria  solo  en  conciencia;  y  otras  enteramente  ar- 
bitrario, iKinjue  saca  toda  su  fuerza  del  itacto. 

iJerecho  consuetudinario  es  el  (jm;  luice  de  la  costumbre, 
esto  es,  de  lo  que  se  pracliea  entre  dos  (')  mas  naciones  sobre 
alguna  materia.  Una  costundue,  si  se  relicrc  á  cosas  indife- 
refíles  ó  que  la  ley  natui-al  no  ordena  ni  j)rohil)e,  solo  obliga 
á  las  naciones  que  han  «pierido  observarla  ;  y  esta  obligación 
86  origina  de  un  contrato  tácito,  en  (pie  por  el  hecho  de  adop- 

(1  VaUel  llama  uf cetario  al  DítccIio  inlnrno  y  voluntario  ü1  exlorno. 
Pwo  en  el  lenguajo  (]••  Grr>cio,  Wolfio  y  olr.»s  publicistas,  volunlnrio  apli- 
'^o  al   Derertij   Je   i;.?ritp»  es    lo    misfruj  qiii-    convencional  o  urhUiario. 
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tai'  voluntariamente  una  práctica,  parece  que  nos  empeñamos 
á  regirnos  por  ella.  Por  consiguiente  el  Derecho  consuetudi- 
nario es  una  parte  del  convencional  ó  positivo.  Pero  no  hay 
ninguna  razón  para  suponer  (jue  adoptando  una  costumbre 
hemos  querido  empeñarnos  irrevocablemente  á  observarla. 
Podemos,  pues,  asemejar  las  obligaciones  del  Derecho  con- 
suetudinario á  las  que  nacen  de  aquellos  pactos  que  cada  parte 
se  reserva  la  facultad  de  terminar  cuando  quiere,  dando  noticia 
á  la  otra  con  la  anticipación  necesaria  para  no  causarle  per- 
juicio (1). 

Aunque  el  Derecho  primitivo  es  de  suyo  inmutable  como 
fundado  en  relaciones  constantes  de  (h-dcn  y  justicia,  i)uede 
variar  mucho  en  sus  aplicaciones  por  causa  de  las  diferentes 
circunstancias  en  que  suelen  hallarse  las  sociedades  humanas. 
Puede  ser  ademas  mejor  conocido  é  interpretado  en  una  edad 
que  en  otra  ;  y  así  es  que,  relativamente  á  este  como  á  los 
otros  ramos  del  saber,  se  han  visto  fncontestables  adelanta- 
mientos en  los  tiempos  modernos.  Finalmente  hay  convencio- 
nes y  costumbres  que  son  legítimas  según  la  conciencia,  y  que 
no  dejan  por  eso  de  producir  electos  extornos,  poríjue  la  in- 
dependencia de  cada  Estado  seria  quimérica,  si  los  otros  se 
arrogaran  la  facultad  de  llamarlos  á  cuenta  y  de  invalidar  sus 
pactos. 

El  derecho  introducido  por  los  pactos  y  la  costumbre  es  al 
derecho  pi-imitivo  de  gentes  lo  que  el  código  civil  de  cada 
pueblo  es  á  los  i)receptos  y  prohibiciones  de  la  ley  natural. 
Especitica,  pues,  y  regulariza  lo  que  en  el  Derecho  pi'imilivo 
era  vago  y  necesitaba  de  reglas  lijas.  Dictaba,  por  ejempk),  la 
naturaleza  i[ue  las  naciones  tuviesen  apoderados  por  cuyo 
medio  comunicasen  entre  sí,  y  (|ue  se  dispensase  á  estos  una 
completa  seguridad  en  el  desempeño  de  su  cargo;  pero  dejaba 
por  determinar  la  forma  de  sus  credenciales  y  la  c.vleusion  de 
sus  inuuinidades  ;  jíunlos  ([ue  si  no  se  lijaban,  abrian  campo 
á  desavenencias  y  fraudes.  Esta  determinación  jmuIo  hacerse 
de  varios  modos,  y  era  miuiester  (pie  convenciones  expresas 
ó  ttácitas  lijasen  alguno  como  en  electo  lo  han  hecho. 

Desgraciadamente  (pieilan  todavía  uuichos  casos  en  ijue  \)ov 

(l)  Martens.  Ih-écis  du  Droit  de  Gens.  Liv.  II,  oh.  3. 
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la  vaiíiioilail  do  las  loyes  naluralos  se  iicccsilan  reglas  especí- 
iicas  ciue  sirvan  i)ara  evitar  las  controversias  ó  dirimirlas.  La-, 
prescripción  nos  olVece  un  ejemplo.  Las  leyes  civiles  han  de- 
finido con  bastante  precisión  el  titulo  natural  que  la  iiosesion 
tranquila  de  largo  titMupo  nos  da  á  la  propiedad  de  las  cosas  ;. 
pero  en  el  Derecho  de  gentes  no  hay  todavía  regla  alguna  (pie 
delcnnine  el  espacio  de  tiempo  y  las  demás  circunstancias  que 
se  requieren  para  que  la  posesión  prevalezca  sobre  todo  otro 
titulo. 

En  una  fiimUia  de  naciones,  como  la  (pie  forman  actualmente 
los  pueblos  cristianos,  cuando  se  halla  establecida  una  de  estas 
reglas  que  corrigen  la  necesaria  imperfección  de  las  leyes 
naturales,  la  nación  que  cai)richosamente  se  apartase  de  ella 
obraría  contra  el  interés  general.  Importa,  pues,  sobremanera 
conocerlas. 

El  Herecho  convencional  puede  considerarse  también  bajO' 
otro  aspecto  :  él  es  con  relación  al  primitivo  lo  mismo  que  los 
pactos  de  los  particulares  con  relación  á  las  leyes  y  estatutos 
de  cada  pueblo.  Él  forma  las  alianzas,  transige  las  diferencias^ 
solemnizií  las  enajenaciones,  regida  el  comercio,  crea  en  íln 
gran  número  de  obligaciones  especiales,  ({ue  modifican  el  De- 
reclio  común,  pero  ((ue  solo  tienen  vigor  entre  los  contratan- 
tes, interesando  por  consiguiente  poco  ó  nada  á  la  ciencia,  si 
no  es  en  las  naciones  que  se  rigen  por  ellas  (1). 

(I I  Es  prpfiso  confesar  qu"  do  lisiado  .-i  Estado  la  diferencia  onlre  el 
Derpcho  iialural  exlerno  y  el  Dereciio  coiisueindinario  es  de  pura  teoría. 
Verdial  es  qo»>  liay  un  ciorlo  num'To  de  aKioiuas  morales  que  nadie  dis- 
puta ea  abüiraclu  ;  pero  su  aplicación  á  ios  casos  particulares  ocasiona 
dodas  y  controversias  á  cada  paso.  Así  vemos  que  el  llamado  Derecho 
natural  e-  variuldc  y  fluclnaiite,  no  solo  de  si^Io  á  si^do,  sino  de  nación 
4  naru<n  ;  >  qui;  una  regla  pr.ic»ica,  por  razonable  y  eqnilaliva  que  par(;/.ca, 
>  por  luminosas  que  sean  las  demoslracionts  de  los  escritores  que  la  de- 
üfiultn,  no  empieza  A  ser  de  ri(,'urosa  observancia,  sino  cuando  la  lia 
laociünadü  la  costumbre.  ¿  De  qué  sirvo,  pues,  el  Derecho  natural  por  si 
•olo,  hí  al  cabo  es  el  DercM-.tio  consueludinariu  el  que  lu  intor[)n'la  >  pro< 
fnu\g.*?  ÍVro  bay  ma».  La  coslumbr*;  que  lo  da  á  cunocer  y  le  iiiii)rini(!  el 
Ca-  r.')  supone  en  r''aliilad  la  libre  aqui(!scencia  de  los  pueblos 

^U'  nun  por  illa.  Kn  la  república  de  las  naciones  bay  una  aristo- 

cracia de  irraude*  poleneiax,  que  en  en  la  que  de  hecho  resido  exclusiva- 
lD''nt/>  la  autoridad  le(;i.Hla(iva  :  el  juicio  de  los  Estados  débiles  ni  se 
C<m»ulla  ni  ttf  rrapfia.  Lo  peor  es  que  las  versiones  del  códi^'o  inlernacio- 
■•1  *•'  '  los  diferentes  miembros  de  esa  aristocracia  de  Estados, 

*ou  á  idiciorias  :  bay   puntos  capilalcs  e/i  que  siendo  opuestos 
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6. 


Las  naciones  modernas  de  Europa  han  reconocido  el  Dere- 
cho de  gentes  como  una  parte  de  la  jurisprudencia  patria. 
«  Por  aquellos  estatutos  (dice  Sir  W.  Blackstone),  que  se  han 
hecho  de  tiempo  en  tiempo  en  Inglaterra  para  reforzar  esta 
ley  universal  y  facilitar  su  ejecución,  no  se  han  introducido 
reglas  nuevas,  sino  solo  se  han  declarado  y  explicado  las  an- 
tiguas constituciones  fundamentales  del  reino,  que  sin  ellas  de- 
jaria  de  ser  un  miembro  de  la  sociedad  civilizada,  y  El  canciller 
Talbot  declaró  que  el  Derecho  de  gentes  en  toda  su  extensión 
era  una  parte  de  las  leyes  británicas.  Los  tribunales  de  los 
Estados  de  la  Federación  Americana  han  ex-presado  una  doc- 
trina semejante. 

La  legislación  de  un  Estado  no  puedo  alterar  el  Derecho  de 
gentes,  de  manera  que  las  alteraciones  obliguen  cá  los  subdi- 
tos de  otros  Estados  ;  y  las  reglas  establecidas  por  la  razón  ó 
por  el  consentimiento  mutuo,  son  las  únicas  que  sirven,  no 
solo  para  el  ajuste  de  las  diferencias  entre  soberanos,  sino 
también  para  la  administración  de  justicia  de  cada  Estado  en 
todas  aquellas  materias  que  no  están  sujetas  á  la  legislación 
doméstica. 


7.. 

No  hay  un  código  en  (pie  estén  recopilados  los  preceptos  y 
prohibiciones  del  Derecho  internacional,  sea  natural,  sea  ins- 
tituido ,  lo  que  produce  incerlidumbres  y  dudas,  (jue  los  Es- 
tados i)oderosos  no  dejan  nunca  de  interpretar  á  su  favor.  A 
falta  de  este  código  se  recurre  ordinariamente  á  las  obras  de 
los  autores  mas  acreditados  de  jurisitrudencia  internacional, 
como  son  Grocio,  Wicqut^fort,  ruIlVndorf,  Barbeyrac,  Oyn- 
kersckoek,  Burlamaciui,  Wolllo ,  Valin ,  Valtel,  Enierigon, 
Azuni,  Pothier,  Martens,  Pardessus  y  otros.  En  algunos  pun- 
tos no  es  uniforme  su  doctrina  ;  poro  donde  los  principales 

los  intereses  de  los  Estados  poderosos  es  opuesta  su  jurisprutlo.noia  ;  >  en 
que  por  consiguienlo  las  naciones  que  caroovti  de  vol  >  dcliheralivü  para  el 
arreglo  de  los  negocios  comunes,  no  saben  á  qué  atenerse. 
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escritores  están  de  acuerde^  liay  una  fortísima  presunción  á 
favor  (le  la  solidez  de  sus  máximas,  y  ninguna  potencia  civi- 
lizada se  atreverá  ¡i  dcsprcH'iarlas,  si  no  tiene  la  arrogancia  de 
soltreponerse  al  juicio  del  género  humano  ;  de  lo  que  á  la  vei'- 
dad  no  han  fallado  ejeini)los  en  losúllimos  siglos  y  en  la  parte 
mas  culta  de  Europa. 

Vattei  es  el  escritor  mas  elegante  y  popular  de  esta  ciencia, 
y  su  autoridad  se  ha  mirado  tiempo  há  como  la  primera  de 
todas.  Su  obra  ha  sido  citada  con  respeto  en  los  juzgados  de 
almirantazgo,  donde  se  ventilan  causas  que  conciernen  á  esta 
clase  de  jurisprudencia,  en  los  debates  de  las  asambleas  le- 
gislativas y  en  las  negociaciones  diplomáticas.  Pero  «  Vattei 
(dice  un  autor  moderno)  carece  de  precisión  filosófica.  Sus 
discusiones  son  á  menudo  vagas  y  á  veces  fastidiosamente 
difusas.  Después  de  todo,  no  hay  obra  alguna  que  dé  nociones 
e.xaclas  del  Derecho  de  gentes  natural  é  instituido,  y  cuyas 
máximas  se  hallen  suiicientemenle  apoyadas  en  argumentos, 
autoridades  y  ejemplos.  De  la  edad  de  Grocio  á  la  nuestra  ha 
crecido  considerablemente  el  código  de  la  guerra  ;  sus  leyes 
se  han  lijado  con  exactitud  y  se  han  mitigado  en  gran  parte. 
La  ciiptura  maritima  y  las  obligaciones  y  privilegios  de  los 
neutrales  han  llegado  á  ser  asuntos  de  la  mas  elevada  impor- 
tancia. Ocurrimos,  pues,  ahora,  como  á  fuentes  mas  seguras 
y  auténticas,  á  las  decisiones  de  los  almirantazgos  y  demás  tri- 
bunales que  administran  justicia  en  casos  de  Derecho  de 
gentes,  y  á  las  ordenanzas  y  reglamentos  que  han  publicado 
algunas  potencias  para  la  dirección  de  sus  juzgados  y  i)ara  no- 
ticia de  las  naciones  extranjeras  (1).  »  Los  ti  atados  entre  dos 
ó  mas  naciones  i)ueden  rara  vez  citarse  como  pruebas  del  De- 
recho natural  de  gentes,  á  no  ser  que  en  ellos  se  propongan 
los  contratantes  interpretar  y  registrar  las  obligaciones  natu- 
rales, y  en  este  caso  no  solo  suministran  una  autoridad  res- 
pí'lable,  sino  una  venladera  norma  de  derecho,  á  (|ue  deben 
conformarse  en  su  conducta  con  los  demás  Estados.  Ademas, 
cuando  en  gran  número  de  convenciones  se  estipula  sobre 
algún  punto   una   regla  uniforme,  tenemos  fundamento  para 


(ly  keul.  Commentariei  on  Ameiican  law,    1*.  I,  Itct.  1. 


DE    DERECHO   INTERNACIONAL.  21 

inferir  que  es  dictada  á  todos  por  la  razón,  á  lo  menos  según  las 
circunstancias  en  que  se  halla  entonces  el  mundo  i)olitico  {iV 
Consideraremos  á  las  naciones  primeramente  en  el  estado 
de  paz  ;  después  en  el  de  guerra ;  y  daremos  al  fin  una  breve 
idea  de  los  medios  de  comunicación  entre  los  soberanos  ó  del 
Derecho  diplomático. 

(1)  Wheaton.  Elemenis  of  Jnlernatiunal  Laiv.  1*.  1,  olí.  1,  'i  14. 


PAUTE  PRIMERA. 


ESTADO    DE    PAZ 


CAPITULO  I. 

DE    LA    NACIÓN    Y    EL    SOBERANO. 

1.  Nación  ó  Estado.  —  2.  ígnaMíiil,  indpppndencia  y  soberanía  de  las  na- 
ciones. —  3.  Soberanía  originaria,  actual  y  titular.  —  4.  Inmanente  y 
transeúnte. —  5.  Personalidad  án  las  nacicines.  —  6.  Derecbo  de  un  Estado 
al  reconocimiento  de  los  oíros.  —  7.  Dereclios  que  se  derivan  de  la  in- 
<lej)eiidencia  y  soberanía  de  las  naciones.  —  8.  Perpetuidad  de  las  na- 
ciones. 

d. 

Nación  ó  Estado  es  una  sociedad  de  hombres  que  tiene  por 
objeto  la  conservación  y  felicidad  de  los  asociados;  que  se  go- 
bierna por  leyes  positivas  emanadas  de  ella  misma,  y  es  dueña 
de  una  porción  de  territorio. 

2. 

Siendo  ios  hombres  naturalmente  if/ualos,  lo  son  también 
los  agregados  de  hombres  que  comi>oncn  la  sociedad  uni- 
versal. La  República  mas  débil  goza  de  los  mismos  derechos  y 
está  sujeta  á  las  mismas  obligaciones  (jue  el  imperio  mas  po- 
deroso (1). 

(1)  Véase  la  nota  de  la  pág.  18.  Xociones  preliminares. 
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Como  una  nación  rara  vez  puedo  haeer  ali^o  por  sí  misma, 
eslo  es,  obrando  en  masa  los  individuos  ijue  la  componen,  es 
necesario  que  exisla  en  ella  una  persona  ó  reunión  de  perso- 
nas cncar^'ada  de  administrar  los  inleresi>s  de  la  comunidad,  y 
de  representarla  ante  las  naciones  extranjeras.  Esta  persona  ó 
reunión  de  personas  es  el  sobcnmo.  La  independencia  do  la 
nación  consiste  en  no  recibir  leyes  de  otra,  y  su  soberaniü  en 
la  existencia  de  una  autoridad  suprema  (pie  la  dirige  y  ret)re- 
senla. 

3. 

El  poder  y  autoridad  de  la  soberanía  se  derivan  de  la  na- 
ción, si  no  por  una  institución  positiva,  á  lo  menos  })or  su  tácito 
reconocimiento  y  su  obediencia.  Li  nación  puede  Irasferírla  de 
una  mano  á  otra,  alterai'  su  forma,  constituirla  á  su  arjjitrio. 
Ella  es  pues  ori'jinariumento  el  soberano.  Pero  lo  mas  común 
es  dar  este  nombre  al  jc'fe  (>  cuerpo,  que  independíente  de 
cuaUjuiera  oira  persona  (>  corporación,  sino  es  de  la  comu- 
nidad entera,  regula  el  ejercicio  do  todas  las  autoridades  cons- 
tituidas, y  da  leyes  á  todos  los  ciudmlnnos,  esto  es,  á  todos  los 
uiiendiros  de  la  asociación.  De  aijuí  se  sigue  que  el  poder 
leg^islalivo  es  actual  y  esencialmente  el  soberano. 

El  poder  legislativo,  el  poder  que  ejerce  actualmente  la  so- 
beranía suele  estar  constituido  de  varios  modos  :  en  una  per- 
sona, como  en  las  monarquías  absolutas ;  en  un  senado  de  no- 
bles, ó  de  propietarios,  como  en  las  aristocracias;  en  una  ó 
mas  cámaras,  délas  cuales  una  á  lo  menos  es  de  diputados 
del  pueblo,  como  en  las  democracias  puras  ó  mistas ;  en  una 
asamblea  compuesta  de  todos  los  ciudadanos  que  tienen  de- 
recbo  de  sufragio,  como  en  las  nei)úblicas  antiguas;  en  el 
príncipe  y  en  una  ó  mas  cámaras,  (-omo  en  las  monarcpiías 
conslilucionales  (pie,  según  el  número  y  composición  (h;  las 
cámaras,  pueden  participar  de  la  aristocracia,  de  la  demo- 
cracia, n  de  ambas. 

En  algunas  monanpiías  constitucionales  se  supone  que  la 
sanción  real  es  lo  que  da  el  vigor  y  fuerza  de  leyes  á  los 
acuerdos  de  bis  asambleas  legislativas  :  esta  es  una  ficción 
legal;  el  príncipr-  tiene  en  ell.is  el  Ululo,  auníjiie  no  el  poder, 
de  soberano. 
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4. 

La  parte  de  la  soberanía  á  (jne  se  debe  atender  principal- 
mente en  el  Derecbo  internacional  es  acuella  (jue  rei)resenía 
á  la  nación  en  el  exterior,  ó  en  que  reside  la  facultad  de  con- 
tratar á  su  nombre  con  las  naciones  extranjeras.  Los  tratados 
son  leyes  que  obligan  á  los  subditos  de  caria  uno  de  los  sobe- 
ranos contratantes ;  pero  la  autoridad  que  liace  esta  especie 
de  leyes,  y  la  autoridad  de  que  proceden  las  leyes  relativas  á 
la  administración  interna,  pueden  no  ser  exactamente  una 
misma.  En  las  monar({uías  absolutas  lo  son;  en  las  monar- 
quías constitucionales  y  en  las  Repúblicas  suelen  ser  diferen- 
tes. Asi  en  Inglaterra  el  príncipe,  que  concurre  con  los  Pares 
y  los  Comunes  en  la  formación  de  las  leyes  internas,  dirige 
por  sí  solo  las  relaciones  oxteriort'S,  y  contrata  delinitivamente 
con  las  potencias  extranjeras.  Adoptando  el  lenguaje  de  algu- 
nos publicistas,  se  puede  llamar  soberanía  inmanente  la  que 
regula  los  negocios  domésticos,  y  transeúnte  la  que  representa 
á  la  nación  en  su  correspondencia  con  los  otros  Estados  (i). 

Es  importante  determinar  á  punto  fijo  cuál  es  la  persona 
ó  cuerpo  en  que  reside  esta  segunda  especie  de  soberanía  se- 
gún la  constitución  del  Estado,  porque  los  pactos  celebrados 
con  cualquiera  otra  autoridad  serian  nulos. 

Importa  ademas  que  los  actos  de  esta  soberanía  no  salgan 
de  la  esfera  de  las  facultades  que  la  están  señaiadas  por  la 
constitución,  porque  todo  contrato  en  que  los  excediese,  ado- 
lecería también  de  nulidad. 

Sin  embargo,  es  preciso  obser\  ar  (|ue  la  constitución  de  un 
Estado  no  es  una  cosa  fija  é  inmutable,  sino  ([ue  experimenta 
(como  lo  acredita  la  liístoria  de  casi  todos  los  pueblos)  ya  vai- 
venes violentos  que  la  arrastran  de  un  extremo  á  otro,  ya  alte- 
raciones lentas  y  progresivas  (fue  la  liacen  toniíu*  díieriMites 
formas  con  el  trascurso  del  tiempo;  de  manera  (jue  sería  um- 
cbas  veces  dificultoso  ¡i  las  naciones  determinar  cu.'d  es  tMi 
cada  una  de  ellas  el  órgano  legitimo  de  representación  extcina 
y  hasta  donde  se  extienden  sus  jtoderos,  según  las  leyes  v¡- 

Jt)  Heinecc, />«  Jure  Mal.  ct  Cent.  Lüj.  11.  oap.  7,  g  l.i5. 
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genios;  y  así  la  mejor  rei;la  á  ([uc  los  Estados  extranjeros 
puctlen  atenerse  en  esta  materia,  es  la  posesión  aparente  de  la 
autoridail  eoii  uuien  tratan,  y  la  aqniescencia  de  la  nación  ásus 
actos. 


5. 


La  cualidad  esencial  ({ue  hace  á  la  nación  un  verdadero 
cuerpo  político,  m\i\  peí 'so na  que  se  entiende  dn-ectamente  con 
otras  de  la  inisma  especie  bajo  la  autoridad  del  Derecho  de 
¿rentes,  es  la  facultad  de  gobernarse  á  si  misma,  que  la  consti- 
tuye independiente  y  soberana.  Bajo  este  aspecto  no  es  menos 
esencial  la  soberanía  transeúnte  (¡ue  la  inmamente;  si  una  na- 
ción careciese  de  acpiella,  no  gozaría  de  verdadera  personalidad 
en  el  Derecho  de  gentes. 

Toda  nación,  pues,  que  se  gobierna  á  sí  misma,  bajo  cual- 
quiera Turma  que  sea,  y  tiene  la  iacultad  de  comunicar  directa- 
mente con  las  otras,  es  á  los  ojos  de  estas  un  Estado  inde- 
pendiente y  soberano.  Deben  contarse  en  el  número  de  tales 
aun  los  Estados  que  se  halhni  ligados  á  otro  mas  poderoso  por 
una  alianza  desigual  en  ([ue  se  da  al  poderoso  mas  honor  en 
cambiíí  de  los  socorros  ([ue  este  ])resta  al  mas  débil;  los  que 
pagan  ti'ibuto  á  otro  Estado;  los  feudatarios,  que  reconocen 
ciertas  obligaciones  de  servicio,  íidelidad  y  obsequio  á  un  se- 
noi-;  y  los  federados,  que  han  constituido  una  autoridad  común 
permanente  para  la  adminisi ración  de  ciertos  intereses  ;  siem- 
pre que  por  el  pacto  d(í  alianza,  triljiílo,  federación  ó  feudo, 
no  hayan  renunciado  la  facultad  de  diiigir  sus  negocios  inter- 
nos, y  la  de  entenderse  directamente  con  las  naciones  extran- 
jeras. Los  Estados  de  la  Union  anici-icana  han  renunciado  esta 
última  facultad,  y  por  tanto,  auiKpie  independientes  y  sobera- 
nos bajo  otros  aspectos,  no  lo  son  en  (;l  Derecho  de  gentes. 

Dos  ó  mas  Estados  pnedíMi  ser  regidos  accidentalmente  por 
un  un'smo  príncipe,  como  lo  hemf)s  visto  en  la  Gran  Dretaña  y 
el  Ilaniíver.  Tjiando  por  l;i  iiniíni-uiidad  de  la  ley  de  sucesión 
están  inseparablcment(;  uii¡<los,  como  el  Austria,  la  Doliemia, 
In  llimgrín  y  í'l  reino  Lombardo-Véneto,  su  independencia 
recipruca  desaparece  res|)(;cto  de  las  naciones  extranjeras  (1). 

(I)  Whfalon't  ttementi.  I».  I,  ch.  tí,  ^  0. 


DE    DERECHO    INTERNACIONAL.  27 

6. 

La  independencia  y  soLeranía  de  una  nación  es  á  los  ojos  de 
las  otras  un  hecho,  v  de  este  hecho  nace  naturalmente  el  dere- 
cho  de  comunicar  con  ellas  sohre  el  ]»ié  de  igualdad  y  de  buena 
correspondencia.  Si  se  presenta  pues  un  Estado  nuevo  por  la 
colonización  de  uu  pais  recien  descubierto,  ó  por  la  desmem- 
bración de  un  Estado  antiguo,  á  los  demás  Estados  solo  toca 
averiguar  si  la  nueva  asociación  es  independiente  de  hecho, 
y  ha  establecido  una  autoridad  que  dirija  á  sus  miembros, 
los  represente,  y  se  haga  en  cierto  modo  responsable  de  su 
conducta  al  universo.  Y  si  es  asi,  no  pueden  justamente  dejar 
de  reconocerla,  como  un  miembro  de  la  sociedad  de  las  na- 
ciones. 

En  el  caso  de  separarse  violentamente  de  una  antigua  na- 
ción y  constituirse  en  Estados  independientes  una  ó  mas  de 
las  provincias  de  (¡ue  estaba  aíjuella  compuesta,  se  ha  preten- 
dido que  las  otras  naciones  estaban  obligadas  á  respetar  los 
derechos  de  la  primera,  mirando  tá  las  provincias  separadas 
como  rebeldes  y  negándose  á  tiatar  con  ellas.  Mientras  dura 
la  contienda  entre  los  dos  partidos,  no  hay  duda  tpie  una  na- 
ción extraña  puede  abrazar  la  causa  de  la  metrópoli  contra  las 
provincias,  si  lo  cree  justo  y  conveniente,  asi  coino  la  de  las 
provincias  contra  la  melrói)oli  en  el  caso  contrario.  Pero  una 
vez  (jue  el  nuevo  Estado  ó  Estados  se  hallan  en  posesión  del 
poder,  no  hay  ningún  principio  que  proliiba  á  los  otros  recono- 
cerlos por  tales,  i)or({ue  en  esto  no  hacen  mas  que  reconocer 
un  hecho  y  mantenerse  neutrales  en  una  controversia  ajena. 
Las  Provincias  Unidas  de  los  Países  Bajos  habían  sacudido  e 
yugo  de  la  España  antes  de  espirar  el  siglo  XVI,  pero  la  Es- 
paña no  renunció  sus  derechos  sobre  ellos  hasta  la  paz  de 
Weslíalia  en  lOlK;  y  las  otras  naciones  no  aguardaron  esta  re- 
inmcia  [jara  establecer  i*elaciones  diriM^as  y  aun  alianzas  inti- 
mas con  acjuel  luievo  Estado.  Lo  mismo  sucedió  en  el  inter- 
valo entre  1640,  en  t[ue  el  Portugal  se  declaró  indeiJendiente 
de  la  España,  y  en  1068  en  que  la  España  reconoció  esta  inde- 
l)endencia. 

Pero  semejante  conducta  de  parte  de  las  otras  naciones,  no 
solo  es  licita  sino  necesaria,  porque,  como  expuso  Mr.  Caiming 
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en  su  nota  do  20  de  Marzo  ció  182.)  al  Sr.  Hios,  ministro  espa- 
ñol en  la  corto  do  LíMidrc^s.  jnslilicando  el  rocoiiooiiiiionto  do 
los  nuevos  Kstíidos  aniorioaiios  por  la  (iran  Hrotaua,  «  toda 
nación  es  responsable  de  su  conduela  á  las  otras,  esto  es,  se 
halla  li^nida  al  oumivüiiiitMilo  i\o  los  deberos  (pie  la  naturaleza 
ha  prescrito  á  los  pueblos  en  su  comercio  recíi)roco,  y  al  ro- 
sarciniicnlo  de  cuahpiiora  iiijui'ia  cometida  por  sus  ciudada- 
nos ó  subditos.  Pori)  la  moli(')p()l¡  no  puede  sor  ya  respoüsable 
de  actos,  cjue  no  tiene  medio  alguno  de  dirií^-ir  ni  reprimir. 
Resta,  pues,  ó  ijuo  los  habilantes  de  los  paises  cuya  mde- 
pendencia  se  halla  establecida  de  hecho  no  sean  responsa- 
bles á  las  otras  naciones  de  su  conducta,  (')  cpie  en  el  caso  de 
injuriarlas,  sean  lrata<los  como  bandidos  y  pií-atas.  La  ])rimora 
de  Orólas  allernalivas  os  absurda,  v  la  so*>unda  demasiado 
monstruosa  para  que  pueda  aplicai'se  á  una  porción  considera- 
ble del  {íénero  humano  por  un  espacio  indeíinido  de  tiom})(). 
No  (jueda  por  consijíuiento  otro  partido  que  el  do  roconocoi'  la 
existencia  do  las  nuevas  naciones,  v  extender  á  ollas  de  esto 
mod(»  la  eslora  de  las  obiijíacionos  y  derechos  que  los  pueblos 
civilizados  d(djen  respetar  nmtuamente  y  pueden  reclamar  unos 
de  otros.  > 

Al  cjení]»lo  de  la  restauración  de  los  Borbonesal  trono  Iran- 
ces  después  de  una  larga  serie  de  años  y  de  revoluciones, 
ejemplo  alegado  por  el  ministro  español  en  prueba  del  inox- 
linguible  derecho  de  los  soberanos  logitimos,  contestó  victo- 
riosamente Mr.  (lanniíig-,  (pie  todas  las  potencias  europeas,  y 
Kspaña  una  do  las  primeras,  habian  reconocido  los  \arios  y;o- 
biernos  que,  expelida  la  dinastía  borbónica,  dominaron  la  l-ran- 
cia  por  mas  de  veinte  años;  y  no  solamente  los  habian  rocoiio- 
cido,  sino  contraído  alianzas  con  todos  ellos  y  esp(;cialinoiite 
con  el  de  Honaparte;  contra  (¡uion,  si  se  coligó  toda  Kui-opa, 
no  lo  había  hecho  por  un  principio  do  res[)eto  á  los  derechos 
de  la  antigua  í'amilia,  sino  alarmada  |)0]-  la  insaciable  andjí- 
cirm  di'  aqufil  coriíjuistador.  La  Inglaterra  abrió  negociaciones 
en  17íH>  y  í)7  con  oí  l)iref'toiMo  ;  hizo  la  i)az  cíi  IHOl  con  el 
Consuladíí  ;  la  hubiera  hecho  (;n  180(>  con  (^1  Imjxiio,  si  linhÍÉ'- 
gen  podido  ajustarse  los  términos;  y  sí  desdo  IHOH  hasta  1814 
no  quÍ8o  dar  oídos  á  las  indicaciones  líacílií'as  (h;  la  Francia, 
procedió  asi  por  consideración  á  la  Kspaña  sola,  con  (\uum  (;1 


DE   DERECHO   INTERNACIONAL.  29 

Emperador  pertinazmente  rehusaba  tratar.  Mr.  Canning  añade 
(jue  aun  en  1814  la  Gran  Bretaña  no  distíiba  de  una  paz  con 
Bonaparte  sobre  bases  razonables;  y  que,  aun  excluido  Bona- 
parte,  íué  materia  de  discussion  entre  los  aliados  si  conven- 
dría colocar  en  el  trono  francés  un  príncipe  de  la  familia  de 
Borbon. 


7. 


De  la  independencia  y  soberanía  de  las  naciones  se  sigue 
que  á  ninguna  de  ellas  es  permitido  dictar  á  otra  la  forma  de 
gobierno,  la  religión,  ó  la  administración  (|ue  esta  deba  adop- 
tar;  ni  llamarla  á  cuenta  por  lo  que  pasa  entre  los  ciudadanos 
de  esta,  ó  entre  el  gobierno  y  los  subditos.  La  intervención  de 
la  Rusia,  Prusia  y  Austria  en  los  negocios  internos  de  la  Polo- 
nia, y  el  derecho  que  cá  consecuencia  se  arrogaron  do  desmem- 
brarla y  de  extinguir  por  lin  su  existencia  pohtíca,  se  miró  ge- 
neralmente como  un  escandaloso  abuso  de  la  fuerza.  Durante 
el  curso  de  la  revolución  francesa  ocurrieron  varios  ejemplos 
de  esta  violación  del  derecho  que  tienen  las  naciones  indepen- 
dientes para  constituirse  como  mejor  les  parezca.  Tal  fué  la 
invasión  de  la  Francia  i)or  las  armas  prusianas  en  1792,  y  la 
hostilidad  declarada  ])or  la  Francia  en  las  épocas  subsiguientes 
de  su  revolución  contra  los  Estados  monárquicos.  Tal  fué  tam- 
bién la  invasión  de  Ñapóles  por  el  Austria  en  1821,  y  la  de  Es- 
paña i)or  la  Francia  en  1823  bajo  pretexto  de  sufocar  un  espí- 
ritu peligroso  de  innovaciones  políticas.  La  Ojiinion  pública  se 
ha  declarado  contra  esta  especie  de  intervención  como  inicua  y 
atentatoria. 

No  hay  duda  ((ue  cada  nación  tiene  derecho  para  proveer  á 
su  pro})ia  conservación  y  lomar  medidas  de  seguridad  contra 
cualquier  peligro.  Pero  este  debe  ser  grande,  maniliesto  é 
inminente  pai'a  (pie  nos  sea  licito  exigir  por  la  fuerza  (jue  otro 
Estado  altere  sus  instituciones  á  bcnelicio  nuestro.  En  este 
sentido  decía  la  (íran  Bretaña  á  las  cortes  de  Europa  en  1821 
(con  ocasión  de  las  medidas  anunciadas  i)or  la  llamada  Santa 
Alianza  contra  las  nuevas  instituciones  de  España,  Portugal  y 
Ñápeles,  y  de  los  principios  generales  ijue  se  trataba  de  fijar 


3U  PRINCIPIOS 

para  la  coiuluola  futura  do  los  aliados  cu  iguales  casos),  «  (jue 
uiu¿;uu  ^Hibierno  esUiba  mas  dispuesto  que  el  británico  á  sos- 
tener el  dereclio  de  cualquier  Estado  á  intervenir^  cuantío  su 
seguridad  inmediata  ó  sus  intereses  esenciales  se  hallaban  se- 
riamente conqjronietidos  por  los  actos  domésticos  de  otros 
Estados  ;  pero  cpie  el  uso  de  osle  derecho  solo  podia  juslili- 
carse  i»or  la  mas  absoluta  necesidad,  y  dobia  reglarse  y  linii- 
t<irse  por  olla  ;  que  de  consii^uionto  no  era  })Osiblo  aplicarlo 
general  é  indistintamente  á  todos  los  inoviniiontos  revolucio- 
narios;  que  este  derecho  era  una  excepción  á  los  ja'incipios 
generales,  y  por  tanto  solo  podia  nacer  de  las  circunstancias 
del  caso  ;  y  que  era  peligrosísimo  convertir  la  excepción  en 
regla,  é  incorporarla  como  tal  en  las  instituciones  del  Derecho 
de  gentes.  »  «  Los  principios  que  sirven  de  base  á  esa  regla  » 
decia  la  ( irim  Bretaña  «  sancionarían  una  intervención  dema- 
siado frecuente  y  extensa  en  los  negocios  interiores  de  los 
otros  Estados  :  las  cortes  aliadas  no  })uoden  ai)oyar  en  los 
pactos  existentes  una  facultad  tan  extraordinaria;  y  tanqDoco 
podrían  atribuírsela  á  virtud  de  algún  nuevo  concierto  diplo- 
mático entre  ellas,  sin  arrogarse  una  supremacía  inconciliable 
con  los  derechos  de  soberanía  de  los  demás  Estados  y  con  el 
interés  general,  y  sin  erigir  un  sistema  federativo  opresor, 
que  sobre  ser  ineficaz  en  su  objeto,  traería  los  mas  graves 
inconvenientes  (1).  » 

Por  consiguiente,  la  limitación  de  las  facultades  del  prín- 
cipe, los  derechos  de  la  familia  reinante,  y  el  orden  de  suce- 
sión á  la  corona  en  los  Estados  monánjuicos,  son  puntos  que 
cada  nación  puede»  establecer  y  arreglar  cómo  y  cuándo  lo 
tenga  por  ronvenienle,  sin  que  las  otras  puedan  })or  eso  re- 
convenirla justamente,  ni  enq>lear  otros  medios  (jue  los  do  la 
persuasión  y  consejo,  y  aun  esos  con  circunspección  y  res- 
peto. Si  una  nación  ]»one  trabas  al  poder  del  monarca,  si  le 
depone,  si  le  trata  como  delincuente,  expeliéndole  de  su  ter- 
rilono  ó  condenándole  tal  vez  al  último  suplicio  ;  si  excluye  de 
la  8ucesi(;y  un  individuo,  una  rama  ó  toda  la  familia  reinante  ; 
la»  potencias  extranjeras  no  tienen  para  qué  mezclarse  en  ello, 
y  deben  mirar  estos  actos  como  los  de  umi  autoridad  indepen- 
dí Ctrcular  de  Lord  Caillereagh  de  10  de  Enero  de  1821  á  lat  Corles  de 
Burtpa. 
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diente  que  juzga  y  obra  en  materias  de  su  competencia  priva- 
tiva. Es  cierto  que  la  nación  que  ejecutase  tales  actos  sin  muy 
graves  y  calificados  motivos,  obraria  del  modo  mas  criminal  y 
desatentado ;  pero  después  de  todo,  si  yerra,  á  nadie  es  res- 
ponsable de  sus  operaciones,  en  tanto  que  no  infringe  los  de- 
rechos perfectos  de  los  otros  Estados,  como  no  los  infringe 
en  esta  materia,  pues  no  es  de  suponer  que  conservando  su 
independencia  y  soberanía,  haya  renunciado  la  facultad  de 
constituirse  y  arreglar  sus  negocios  domésticos  del  modo  que 
mejor  le  parezca. 

La  Francia  ha  ejercido  recientemente  estos  actos  de  sobe- 
ranía nacional  en  la  revolución  (|ue  derribó  la  rama  primogé- 
nita de  Borbon,  y  elevó  en  su  tugarla  deOrleans.  Las  grandes 
potencias  continentales,  después  de  haber  estado  algún  tiempo 
en  expectativa,  han  reconocido  solemnemente  la  nueva  di- 
nastía. 

Supongamos  ([ue  dos  príncipes  se  hubiesen  obligado  á  man- 
tenerse el  uno  al  otro  en  posesión  del  trono  ;  este  pacto  se 
aplicaría  á  los  casos  en  que  una  tercera  potencia  quisiese  tur- 
bar á  cualquiera  de  los  contratantes  en  la  posesión  del  trono  ; 
pero  seria  monstruoso  considerarlo  como  una  liga  personal 
de  estos  contra  los  respectivos  iiueblos.  El  título  de  jtropíedad 
patrimonial  ((ue  se  atribuyen  algunos  príncipes  sobre  sus  Es- 
tados, se  mira  en  el  día  por  los  mas  célebres  publicistas  como 
una  q» limera  :  el  patrimonio  privado  es  para  el  bien  de  su 
dueño  ;  piM'O  la  institución  de  la  sociedad  civil  no  lia  tenido 
por  objeto  el  bien  del  príncipe,  sino  el  de  los  asociados. 

De  lo  dicho  se  sigue  1°,  que  en  los  casos  de  sucesión  dispu- 
tada, la  nación  es  el  juez  natural  entre  los  contendientes;  y 
2®,  que  la  renuncia  (pie  hace  un  miembro  de  la  fíimilia  reinante 
de  sus  derechos  á  la  corona  por  si  y  sus  descendientes,  no  es 
válida  en  cnanto  á  los  últimos,  si  la  nación  no  la  conlirma.  Los 
que  son  llamados  al  trono  por  una  ley  fundamental  que  deter- 
mina A  orden  de  sucesión,  reciben  esto  derecho,  no  de  sus  an- 
tepasados, sino  déla  nación  inmediatamente.  Por  eso  so  creyó 
necesario  en  España  ([iie  las  reiiuncins  de  la^  infantas  Ana  y 
María  Teresa  de  Austria,  casadas  con  Luis  XIII  y  Luis  XIV 
de  Francia,  recibiesen  la  forma  de  leyes  acordadas  en 
cortes,  Y  efectivamente  se  les  dio  esta  forma  en  las  de  Madrid 
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de  1618  y  10G2  ;  con  lo  ([iie  rueroii  Icíialmente  excluidas  de  la 
sucesión  á  la  corona  de  España  los  descendientes  de  aquellas 
princesas. 

Si^'uese  también  de  lo  dicho,  ijue  cuando  un  soberano  cede 
a  otro  una  provincia  ó  distrito,  por  pequeño  (jue  sea,  el  titulo 
del  cesionario  puede  solo  nacer  del  asenso  de  la  parte  que  se 
supone  cedida,  la  cual  por  su  separación  del  todo  á  que  per- 
tenecía, adquiere  una  existencia  nacional  independiente.  Le  es 
licito,  pues,  resistir  á  la  nueva  incorporación,  si  la  cree  con- 
Irária  a  la  justicia  y  á  su  interés  projiio.  Lo  que  se  llama  cesión 
en  este  caso  es  una  simi)le  renuncia. 


Finalmente,  una  nacinn,  cualesquiera  alteraciones  (jue  ex- 
perimente en  la  organización  de  sus  poderes  supremos  y  en 
la  sucesión  de  sus  j^rincipes.  permanece  siempre  una  misma 
persona  mural ;  no  pierde  ninguno  de  sus  derechos  ;  sus  obli- 
gaciones de  todas  clases  respecto  de  las  otras  naciones  no  se 
menoscaban  ni  debilitan.  El  cuerpo  politice  subsiste  el  mismo 
que  era,  aunque  se  presente  b.ijo  oira  forma,  ó  tenga  diferente 
ór^rano  de  comunicación. 

Los  príncipes  restaurados  han  querido  á  veces  excusarse  de 
runqdir  las  obligaciones  contrjiidas  i)or  los  gobiernos  (pie  les 
han  precedido,  caliücándolos  de  usurpadores,  y  como  tales, 
incapaces  de  lig-u*  ;'i  la  nación  con  sus  actos.  Pero  esta  excep- 
ción es  inadmisible.  La  Francia,  durante  la  Restauración,  la 
opuso  largo  tiemjjo  i\  los  Estados  Unidos  de  América,  que  re- 
clamaban cuantiosas  indenmizaciones  de  propiedades  ameri- 
canas ¡legíiimamenle  confiscadas  en  la  época  ];)recedente ;  pero 
tuvo  \)0V  lili  que  abaiiílonjula.  «  ;. Oííbemos  nosotros  (decia  el 
du({ue  de  Hrnglie,  ministro  de  negocios  extranjeros,  á  la  Cá- 
mara de  Diputados  en  la  sesión  d(!  31  de  Marzo  de  18')4),  ¿de- 
bemos nosotros,  como  lo  babia  hecho  el  gí)b¡erno  de  la  res- 
tauración ,  (■)  mas  bien,  como  había  inlentado  tímidamente 
hacerlo,  alegar  la  irresponsabilidad  de  un  innovo  gobierno  por 
lo»  procediinientos  del  antiguo?  Un  eliigio  tan  vergonzoso  era 
indigno  de  nosotros.  > 


t§ 
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Tal  es  el  principio  general  :  bien  que  sujeto  á  limitaciones 
que  indicaremos  mas  adelante  (1). 

Aun  cuando  un  Estado  se  divide  en  dos  ó  mas,  ni  sus  dere- 
chos, ni  sus  obligaciones  padecen  detrimento,  y  deben  gozarse 
ó  cumplirse  de  consuno,  ó  repartirse  éntrelos  nuevos  Estados 
de  común  acuerdo  (2).  Bynkerschoek  censura  la  conducta  de 
la  Inglaterra  que  rehusaba  á  la  Holanda  la  libertad  de  pesca, 
pactada  entre  Henrique  III  de  Inglaterra  y  Felipe  archiduque 
de  Austria,  alegando  que  el  pacto  se  habia  celebrado  con  ol 
archidu(|ue,  no  con  los  Estados  generales.  Él  acusa  también 
de  mala  fe  á  la  Dinamarca,  que  no  quiso  guardar  á  aifuellos 
Estados  el  pacto  de  Espira,  ajustado  con  el  Emperador  Cíirlos  V 
á  favor  de  los  belgas  (3). 

Cuando  un  Estado  es  totalmente  absoi-bido  ó  conquistado 
por  .otro,  los  derechos  y  obligaciones  de  ambos  respecto  de 
las  naciones  extranjeras  subsisten  Íntegros  en  el  nuevo  Estado, 
compuesto  de  los  dos.  Y  si  un  Estado  es  parcialmente  subyu- 
gado [)or  otro,  conserva  su  existencia  y  su  identidad,  y  por 
tanto  sus  derechos  y  obligaciones  anteriores  (4). 


CAPITULO    II. 

DE  LOS  BIENES  DE  LAS  NACIONES. 

1.  Bienes  de  la  nación.  —  2.  Tilulos.  —  3.  Koquisilus  qti(>  Ic^'ilimiin  la 
apropiación.  —  4.  Cueslion  relaliva  á  la  alia  mar.  —  .%.  Líe  aljjm.us 
títulos  en  particular  :  Ocupación.  —  6.  Prescripción  —  7.  Ileslos  Uc  !a 
comunión  primilisa. 

1. 

Los  bienes  de  la  nación  son  de  varias  es{)ecies.  Los  unos 
pertenecen  á  individuos  ó  á  comunidades  particulari-s  (('oiuo 

(1)  W  1.  c.  9.  3. 

(2^  Rullierforlh.  Inalit.  vf  \atural  Laiv,  II,  cli.  10,  'i  IL  NViieatlun. 
Elements  of  lulenmt.    Late.   I*.  1,  cli.  á,  'f.  lt\   11,  ele. 

(3)  Qad'sliunes  Jar.  Pub.  L.  II,  c.  2:i,  I.  Sclimal/.  mira  esta  neiíaliva 
de  la  Dinamarca  como  justa  y  conformo  al  Derecho  consuetudinario  do 
Europa  :  Le  Droil  des  Geus  Knropé(u.   L.  I,  cli.   3. 

v4)  Wheaton.  Elemcnls  uf  Intcrnat.  Law.  P.  I,  w  ch.  2,  ji  IG,  17,  18. 
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íi  ciudades,  mtmiistorios,  ^remids)  y  se  llaman  b'wne^ pnríicii- 
/.vn\s-;  lus  otros  á  la  ooimuiidad  entera,  y  se  Uiumuí  públicas. 
I^ivídense  estos  últimos  en  bienes  comunes  de  la  unción,  cuyo 
uso  es  indislinLcuneuLe  de  todos  los  individuos  de  ella,  como 
son  las  calles,  plazas,  rios,  la^os,  canales;  y  bienes  de  la  co- 
rona O  do  la  liejJÚLlica,  los  cuales  ó  están  destinados  á  dife- 
rentes objetos  de  servicio  público,  v.  g.  las  fortificaciones  y 
arsenales,  ó  pueden  consistir,  como  los  bienes  de  los  particu- 
lares, en  tierras,  casas,  haciendas,  bosques,  minas,  que  se  ad- 
ministran por  cuenta  del  Estado  ;  en  muebles;  en  deredios  y 
acciones. 

2. 

Los  títulos  en  que  se  funda  la  jiropiedad  de  la  nación  ó  son 
ontjinavios  ó  accesorios  ó  derivativos.  Los  primeros  se  reducen 
todos  á  la  ocupación,  sea  que  por  ella  nos  apoderemos  de  co- 
sas (|ue  verdaderamente  no  pertenecían  á  nadie,  como  en  la 
especie  de  ocupación  que  tiene  con  niasi)ropiedad  este  nombre; 
ó  de  cosas  cuyos  dueños  han  perdido  por  un  abandono  pre- 
sunto el  derecho  que  tenían  sobre  ellas,  como  en  la  prescrip- 
ción ;  íj  finalmente  de  cosas  «pie  por  el  derecho  de  la  guerra 
pasan  á  la  clase  de  res  niilliiis  y  se  hacen  propiedad  del  ene- 
migo que  las  ocupa.  Los  títulos  accesorios  son  los  que  tenemos 
al  incremento  ú  producto  de  las  cosas  nuestras.  Y  los  deriva- 
tivos no  son  mas  que  trasmisiones  del  derecho  do  los  prime- 
ros ocupadores,  que  pasa  de  mano  en  mano  por  medio  de  ven- 
tas, cambios,  donaciones,  legados,  adjudicaciones,  etc.  Todo 
derecho  de  propiedad  supone  consiguientemente  una  ocupa- 
ción primitiva. 

I-as  cosas  fueron  todas  al  pnncipio  comunes.  Apropiáron- 
selas  los  hombres  por  grados  :  primero  las  cosas  muebles  v  los 
ammalcs;  luego  las  tierras,  los  rios,  los  lagos.  ¿Cuál  es  el  li- 
niile  |.M.-sto  a  la  propiedad  por  la  naturaleza?  ¿Cuáles  los  ca- 
radas con  que  Sí-  distin-uen  las  cosas  (lue  el  Criador  ha  des- 
imano i^arp  repartirse  entre  los  hombres,  (h;  las  que  deben 
IH-imaae'-er  para  siempre  en  la  cojuumoii  primitiva  ? 
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Si  toda  propiedad  supone,  según  hemos  visto,  una  ocupación 
primitiva,  es  evidente  que  no  son  susceptibles  de  apropiarse 
las  cosas  (jue  no  pueden  ocuparse,  esto  es,  aprehenderse  y 
guardarse  para  nuestro  propio  y  exclusivo  uso  y  líoce. 

Pero  la  susceplibiUdad  de  ser  ocupadas  no  es  el  único  re- 
quisito que  legitime  la  apropiación  de  las  cosas,  ó  la  posesión 
que  tomamos  de  ellas  con  ánimo  de  reservarlas  á  nuestra  uti- 
lidad exclusiva.  Porque  si  una  cosa  permaneciendo  común 
puede  servir  á  todos  sin  menoscabarse  ni  deteriorarse,  y  sin 
que  el  uso  racional  de  los  unos  embarace  al  de  los  otros,  y  si 
por  otra  parte,  para  que  una  cosa  -nos  rinda  todas  las  utilida- 
des de  que  es  capaz,  no  es  necesario  emplear  en  ella  ninguna 
elaboración  ó  beneficio  :  no  hay  duda  que  pertenece  al  i>atri- 
monio  indivisible  de  la  especie  humana,  y  que  no  es  permitido 
marcarla  con  el  sello  de  la  propiedad. 

La  tierra,  por  ejemplo,  puede  ocuparse  realmente,  supuesto 
que  que  podemos  cercarla,  guardarla,  defenderla  :  la  tierra  no 
puede  servir  indistintamente  al  uso  de  todos;  sus  productos 
son  hmitados ;  en  el  estado  de  comunión  primitiva  un  vasto 
distrito  seria  apenas  suficiente  i)ara  suministrar  á  un  corto 
número  de  familias  una  subsistencia  miserable :  la  tierra,  en 
fin,  no  acude  con  abundantes  esquilmos  sino  jjor  medio  de  una 
dispendiosa  preparación  y  cultura,  de  que  nadie  se  haria  cargo 
sin  la  esperanza  de  poseerla  y  disfrutadla  á  su  arbitro.  La  tierra 
es,  pues,  eminentemente  apropiable. 

Capacidad  de  ocupncion  real,  utilidad  limitada,  de  que  no 
pueden  aprovecharse  muchos  ;i  un  tiempo,  y  (pie  se  agota  ó 
menoscaba  por  el  uso,  y  necesidad  de  una  industria  (¡ue  me- 
jore las  cosas  y  las  adapte  á  las  necesidades  humanas,  tales 
son  las  circunstancias  que  las  constituyen  iipropiables.  La  pri- 
mera por  si  sola  no  basta  sin  la  segunda  n  la  tercera.  La  j)ri- 
mera  hace  posible  la  ai)ropiacion  y  las  otras  dos  la  hacen  legí- 
tima. 

Con  respecto  á  las  cosas  que  sin  estar  rigurosamente  apro- 
piadas sirven  ya  al  uso  de  algunos  individuos  ó  pueblos,  seria 
necesario  un  requisito  mas ;  que  la  apropiación  no  ])erjudicase 
á  este  uso,  oque  se  hiciese  con  el  consentimiento  de  los  inte- 
sados. 
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I  lomos  visto  que  la  tierra  es  apropia!  )le.  ¿Lo  es  igualmente 
el  mar?  Seldeu,  Bynkorsclioek  y  Ohitty  creen  que  sí  :  rirocio, 
PunViidorf,  Vattel,  Liarbeyrac  y  Azuni  lo  niegan.  Kn  primer 
lascar  examinemos  si  es  ó  no  capaz  de  ser  ocupado  realmente. 

Un  estrecho  de  poca  anchura,  un  golfo  (\ue  comunica  con  el 
resto  del  mar  por  una  angosta  boca,  pueden  ser  fácilmente 
guardadlos  y  del'endidos  por  la  nación  ó  naciones  que  señorean 
la  costa.  Esto  mismo  debe  decirse  de  un  gran  mar  interior, 
como  el  Caspio,  el  Euxino  y  aun  el  Mediterráneo  todo;  pues  no 
hay  duda  (pie  si  los  Estatlos  que  lo  circundan  quisiesen  apode- 
rarse de  él  de  mancomún  y  excluir  á  las  demás  naciones,  no 
tendrían  mayor  diiicultad  para  hacerlo,  (pie  una  tribu  de  indí- 
genas para  reservar  á  su  exclusivo  uso  un  espacioso  valle  acce- 
sible por  una  sola  garganta. 

La  ocupación  de  un  mar  abierto,  v.  g.  ei  Océano  Indico  en- 
tre los  tnipicos,  seria  mucho  mas  difícil  aun  para  el  Estado 
que  fuese  duefio  de  todas  las  tierras  contiguas  ;  y  la  dificultad 
subiría  muchos  grados,  si  se  tratase  de  una  porción  de  mar, 
distante  de  todo  establecimiento  terrestre;  pero  no  seria  de 
todo  jíunto  insuperable  para  una  gran  potencia  marítima.  Su 
posesión  podría  ser  á  veces  turbada ;  mas  no  por  eso  dejaría  de 
ser  efectiva.  Basta  cierto  grado  de  probabiHdad  de  que  tur- 
bándola nos  exponemos  á  un  mal  grave,  para  constituir  una 
posesifm  verdadera  ;  pues  aun  bajo  el  amparo  de  las  institu- 
ciones civiles  hay  cosas  cuya  propiedad  no  tiene  mejor  ga- 
rantía. 

En  realidad,  ni  aun  el  dominio  efectivo  de  todo  el  Océano  es 
por  naturaleza  imposible;  bien  que  para  obtenerlo  y  conser- 
vanlo  sfTÍa  menester  una  jjreponderancia  marítima  tan  exor- 
bitante, y  favorecida  de  circunstancias  tan  fí^lices,  como  no  es 
de  creer  se  presente  jamas  en  el  mundo. 

Mas  aun  extendiendo  esta  capacidad  de  ocupación  cuanto 
se  quiera,  no  habrá  razón  para  afirmar  (jne  «  tanto  el  Océano 
como  los  otros  mares  pertenecen,  á  manera  de  las  demás  cosas 
apropiables,  á  h.s  (pie  sin  valerse   de  medios  ilícitos  son  has- 
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íanfe  poderosos  para  ocuparlos  y  asegurarlos  (I),   »•  porque 
esta  sola  circunstancia  no  justificaria  la  apropiación. 

La  utilidad  del  mar,  en  cuanto  sirve  para  la  navegación,  es 
ilimitada  :  millares  de  bajeles  lo  cruzan  en  diversos  sentidos 
sin  dañarse  ni  embarazarse  entre  si ;  el  mismo  viento,  dice 
Puffendorf,  se  necesitaria  para  impeler  todas  las  escuadras  del 
mundo,  que  para  una  sola  nave ;  y  la  superficie  surcada  por 
ellas  no  quedada  mas  áspera  ni  menos  cómoda  que  antes.  El 
mar,  ¡)or  otra  parte,  no  ha  venido  á  ser  navegable  por  el  tra- 
bajo ni  por  la  industria  de  Ibs  hombres  :  en  el  mismo  estado 
se  halla  ahora  (|ue  al  principio  del  mundo.  Debemos,  pues, 
mirarlo,  por  lo  que  toca  á  la  navegación,  como  destinado  al  uso 
común  de  los  pueblos. 

Se  dice,  que  la  navegación  de  un  pueblo  i)erjudica  real- 
mente á  otro,  ya  quitándole  una  parte  de  las  ganancias  que 
sacaria  del  comercio,  si  no  tuviese  rivales;  ya  exponiendo  á 
peligro  sus  naves  y  sus  costas,  particularmente  en  tiempo  de 
guerra.  Parece,  pues,  justificada  la  apropiación  de  los  mares, 
aun  en  cuanto  navegables,  por  el  menoscabo  evidente  de  uti- 
lidad que  el  uso  de  unos  pueblos  ocasiona  á  otros  (2).  Pero  de 
este  raciocinio  se  inferiria  que  el  mas  fuerte  tiene  siempre  de- 
recho para  convertir  en  monopolio  cualquiera  utilidad  común, 
por  ilimitada,  jior  inagotable  que  sea,  y  (jue  si  pudiésemos 
interceptar  el  aire  y  la  luz,  nos  seria  licito  hacerlo  para  vender 
el  goce  de  estos  bienes  á  los  demás  hombres;  principio  i)alpa- 
blemenle  monstruoso.  Las  naves  y  las  costas  de  un  pueblo 
que  fuese  único  dueño  del  mar,  cstarian  mas  seguras  sin  duda; 
pero  las  naves  y  las  costas  de  los  otros  pueblos  estarian  mas 
expuestas  á  insultos  ;  y  la  ecpudad  natural  no  nos  autoriza 
l)ara  i)roveer  á  nuestra  seguridad  })r()pia  á  ox{)onsas  de  la 
íijena. 

Como  medio  de  seguridad  basta  el  dominio  de  aquella  pe- 
queñisima  porción  do  mar  adyacente,  (pie  no  puede  ser  del 
todo  libre,  sin  que  este  uso  común  nos  incomode  ;i  cada  paso, 
y  que  podemos  apropiarnos,  sin  hacer  inseguio  el  territorio  de 
los  demás  })ueblos,  y  aun  sin  embarazar  su  navegación  y  co- 
mercio. 

(1)  Chilly's  Commercial  Law.  Yol.   I,  diap.  4. 

(2)  Chitty.  76. 
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No  ilt'^lionios.  pues,  con'.ar  l;is  \  eiilnja;^  de  un  monopolio  de- 
bido imicainenlo  á  la  fuerza,  ni  la  seg-uridad  exclusiva  que  re- 
sullaria  del  dominio,  entre  los  frutos  naturales  y  lícitos  cuyas 
mermas  lepritiman  la  apropiación. 

Se  alepra  también  (\nc  el  mar  necesita  de  cierta  especie  de 
preparación;  (jue  la  industria  del  aríjuitecto  naval  y  del  nave- 
^nlc  es  lo  (píele  ha  hecho  útil  al  lioml)r(^  (Ij.  Pero  á  las  utili- 
dades (pie  un  pueblo  saca  del  mar  por  medio  de  la  naAíei^acion, 
nada  contribuyen  los  arsenales  y  los  buques  de  otro  pueblo : 
cada  cual  trabaja  j)or  su  parte  con'la  fundada  esperanza  de  que 
la  recon)pensa  de  sus  toreas  no  le  será  arrebatada ;  y  el  ser 
conumes  los  mares,  lejos  de  debilitar  esta  esperanza,  le  sirve  de 
fundamento.  No  es  estelo  que  succderia,  si  fuesen  comunes  las 
tieri-as:  nadi(í  podría  contar  con  el  producto  del  campo  que  hu- 
biese arado  y  sembrado;  los  industriosos  trabajarian  })ara  los 
holjrazanes.  Ks  verdad  (pie  mientras  es  libre  la  navegación  de 
los  mares,  un  descubrimiento  en  las  artos  de  construcción,  en 
la  náutica  ó  en  la  geoi^rafia,  no  aprovecha  exclusivamente  á  la 
nación  inventora;  pero  ella  reporta  las  primeras  ventajas ;  y 
después  que  ha  sido  sulicientemente  premiada,  es  cuando  el 
invento  útil  entra  en  el  patrimonio  común  de  los  pueblos.  Este 
es  el  curso  oi'dinario  de  las  cosas,  y  sin  dis])uta,  el  que  pro- 
duce mayor  suma  de  utilidad  al  g(3nero  humano ;  por  consi- 
íjuiente,  el  mas  justo. 

No  hay  pues  motivo  alguno  que  legitime  la  aproi)iacion  del 
mar  bajo  el  aspecto  en  (jue  ahora  lo  consideramos.  Ademas, 
él  sirve  ya  á  la  navegación  de  casi  todos  los  pueblos  :  este  es 
un. uso  que  les  pertenece,  y  de  (|ue  no  es  lícito  despojarlos. 

Pero  bajo  otro  asjiecto  el  mar  es  semejante  á  la  tierra.  Hay 
muchas  producciones  marinas  í\ue  se  hallan  circunscrilas  á 
ciertos  parajes;  porque  así  como  las  tierras  no  dan  lodos  unos 
mismos  frutos,  tampoco  todos  los  mares  sunúníslran  unos 
mismos  productos.  Kl  coral,  las  perlas,  el  ámbar,  las  ballenas, 
no  se  hallan  sino  en  limitadas  porciones  del  ÍJc(!'ano,  «jue  se 
emfKíbrecen  diariain(ínt(?  y  al  lin  se  agotan.  Las  ballenas  fre- 
cuentaban en  otro  tienqx)  el  golfo  de  Vizcaya ;  hoy  dia  es  ne- 
cesario  perseguirlas  hasta   l.is  costas  de   Groenlandia    y  de 

(I)  Cbilty.  Commercial  Law.ViA.  \,  cliapt.  4. 
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Spitzberg;  y  por  grande  fpie  sen  en  dichas  especies  la  fecun- 
didad de  la  natnraleza,  no  se  puede  dudar  que  la  concurrencia 
de  muchos  ptreblos  hariíi  mas  difícil  y  menos  fructuosa  su 
pesca,  y  acabaría  por  extinguirlas,  ó  á  lo  menos  por  alejarlas 
de  unos  mares  á  otros.  No  siendo  pues  inagotables,  es  licito 
á  un  pueblo  apropiarse  los  parajes  en  que  se  encnentr;m.  Mas 
esto  se  entiende  sin  despojar  á  otros  de  un  derecho  adquirido. 
Si  dos  ó  mas  naciones  frecuentan  una  misma  pesquería,  no 
pueden  excluirse  mutuamente;  y  para  que  alguna  de  ellas  se  la 
apropie,  es  necesario  el  conseiUimiento  de  los  demás  parti- 
cipes  1). 

5. 

Determinados  los  objetos  que  son  capaces  de  apropiación, 
ven  qué  términos,  hablaremos  de  aquellos  modos  de  adífuirir 
en  que  el  Derecho  de  gentes  tiene  algo  de  peculiar  ([ue  me- 
rezca notarse.  Nos  limitaremos  en  este  capítulo  á  la  ocupación 
de  las  tierras  nuevamente  descubiertas  y  cá  la  prescripción,  re- 
servando las  accesiones  territoriales  para  el  que  sigue,  y  la 
captura  bélica  para  cuando  se  trate  de  lo  concerniente  á  la 
guerra. 

Guando  una  nación  encuentra  un  país  inhabitado  y  sin  dueño, 
puede  apoderarse  de  él  legílimamente,  y  una  vez  que  ha  ma- 
nifestado hacerlo  así»  no  es  licito  á  las  otras*  despojarla  do 
esta  adquisición.  El  navegador  que  hace  viajes  de  descubri- 
miento, cuando  halla  islas  ú  otnis  I  ierras 'desiertas,  toma  po- 
sesión de  ellas  á  nombre  de  su  soberano,  y  este  título  es  ge- 
neralmente respetado,  si  le  acompaña  una  posesión  real.  Fer(^ 
esto  solo  no  basta.  Un  pueblo  no  tiene  derecho  para  ocupar 
regiones  inmensas  que  no  es  capaz  de  habitar  y  cultivar;  por- 
que la  naluraleza,  destinando  la  tierra  á  las  necesidades  de  los 
hombres  en  general,  solo  faculta  á  cada  nación  para  apropiarse 
la  parle  (jue  ha  menester,  y  no  para  impedir  á  las  otras  que 
hagan  lo  mismo  á  su  vez.  El  Derecho  de  gentes  no  reconoce 
pues  la  propiedad  y  soberanía  de  una  nación  sino  sobre  los 
países  vacíos  que  ha  ocupado  de  liecho,  en  que  ha  formado 

il),  Azuni.  Der.  AiariLf  cii^.  2,  art.  U  • 
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cslablociinientos,  y  de  que  t^stá  usíuuIo  actualmente.  Cuantío 
se  encuentran  re^Hones  desiertas  en  (|üe  otras  naciones  han 
levantado  de  paso  aljrnn  monumento  })ara  manifestar  que  toma- 
Itan  posesión  de  ellas,  no  se  hace  mas  caso  de  esta  vana  cere- 
monia, (|ue  de  la  bula  en  (jue  el  })apa  Alejandro  VI  ortog()  á 
los  Heves  Católicos  el  dominio  del  Nuevo  Mundo  recientemente 
descubierto  (1». 

(1)  Vane!.  L.  I,  ch.  18,  jl  á07. 

Ks  preciso  Confesar  que  algunas  potencias  han  llevado  sus  pretensiones, 
á  título  de  descubridoras  ó  de  primeras  ocupantes,  mas  allá  de  los  limites 
trazados  en  la  doctrina  anterior  de  Vatlel.  Kllas  se  han  atribuido  sobre 
vastas  regiones  del  continente  americano  el  derecho  exclusivo  de  adquirir 
de  los  naturales  el  suelo,  com<iráiulolo  ó  conquistándolo  :  derecho  que  todas 
l.an  hecho  valer  ;l  su  vez.  y  deben  reconocer  mutuamente.  De  este  pacto 
licito  re>»ullari  varias  consecuencias  importantes. 

!■  La  )>ol6ncia  descubridora  ó  primera  ocupante,  aun  respetando  la  pose- 
sión de  los  indígenas,  ejerce  una  especie  de  supremacía  ó  dominio  directo, 
reconocido  de  las  otras  naciones;  de  manera  que  á  ella  toca  privativamente 
ajustar  con  los  indígenas  las  controversias  que  pueden  nacer  del  conflicto  de 
derechos  sobre  el  suelo  :  y  si  una  tercera  potencia  turbase  de  cuabjuier 
modo  esta  especie  de  dominio  directo,  semejante  acto  se  miraria  como  una 
agresión  hostil,  que  podria  repulsarse  con  las  armas. 

2*  En  \irlud  de  este  dominio  directo,  la  potencia  descubridora  ó  primera 
orapanle.  tiene  la  facultad  tie  ilar  ó  vender  el  suelo  mientras  se  halla 
tolavia  en  poder  de  las  tribus  nativas  :  coiiUriendo  á  los  compradores  ó 
d<'natarios,  no  un  título  absoluto,  sino  sujeto  al  derecho  de  posesión  de 
estas  tribus. 

3*  Las  naciones  pueden  trasmitirse  unas  á  otras  este  dominio  directo 
por  tratados.  .\sí  lo  hizo  la  Francia  ;i  la  (irán  Bretaña  en  el  de  Utrecht 
df  1713,  cediéndoíe  toda  la  Acadia  ó  Nueva  Escocia,  gran  parte  de  la  cual 
es'aba  en  poder  de  las  tribus  indígenas.  Asi  lo  hicieron  la  Francia  á  la 
Gran  Bretaña  y  la  Gran  Bretaña  á  la  Francia  en  el  tratado  de  1763,  esti- 
pulando que  el  deslinde  de  los  territorios  de  las  dos  naciones  en  la  Amé- 
lica  S«-lentrional  seria  una  línea  que  desde  las  fuentes  del  Misisipi  corriese 
por  medio  de  aquel  rio  y  de  los  ia^'os  de  Mauropas  y  Ponlchartrain  hasta 
el  mar.  Por  ese  tratado  ceclió  la  Francia  todo  el  país  al  Este  del  Misisipi, 
úunqne  lo»  indios  ocupaban  en  él  una  vasta  y  preciosa  porción,  y  la 
Gran  Bretaña  cedió  por  su  parte  todas  sus  pretensiones  al  país  de  Oeste, 
en  qu.'  no  po.«eia  una  pulgada  de  tierra.  En  el  mismo  sentido  y  por  este 
nji.-.mo  irataílo  cedió  la  E>|»aña  á  ¡a  Gran  Bretaña  la  Florida,  y  todas  las 
lirras  Sudeste  de  aquel  rio,  mu<h:i  ¡larle  de  las  cuales  estaban  en  posesión 
d.;  lo5  indios.  La  Francia,  erdió  después  la  Luisiana  á  la  España,  y  la 
1-^paña  la  retrocedió  al  cabo  de  algún  tiempo  á  la  Francia,  quo  la  vendió 
I 'I  fin  á  los  Estados  Unido»,  aunque  habitada  de  numerosas  tribus  de 
ii.  nr;i|.»,  que  \ivian  en  salvaje  iíid.'pen-leneia.  D»;  la  misma  especie  lian 
»i  ¡o  l.s  ira*mÍ!»iones  de  «lomitiio  por  la  (irán  Bretaña  y  la  España  á  los 
L&lados  Unidos  en  aquel  continente. 

4«  Kl  (lerecho  que  los  indio»  pueden  conferir  á  otros  por  venta,  dona- 
t'un  ó  cualquier  otro  título,  no  menoscaba  de  ningún  modo  el  domi/iio 
directo  de    U   nación    descubridora  ó    primera    ocupante;  y   el  efecto    de 
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Se  pregunta  si  una  nación  puede  ocupar  legítimamente  al- 
guna parte  de  un  vasto  espacio  de  tierra,  en  que  solo  se  en- 
cuentran tribus  errantes,  que  por  su  escaso  número  no  bastan 
í\  poblarlo.  La  vaga  habitación  de  estas  tribus  no  puede  pasar 
por  una  verdadera  y  legitima  posesión,  ni  por  un  uso  justo  y 
razonable,  que  los  demás  hombres  estén  obligados  á  respetar. 
Las  naciones  de  Europa,  cuyo  suelo  rebosaba  de  habitantes, 
encontraron  extendidas  regiones,  de  que  los  indígenas  no  te- 
nían necesidad,  ni  hacían  uso  alguno  sino  de  tarde  en  tarde. 
Erales,  pues,  lícito  ocuparlas  y  fundar  colonias,  dejando  á  ellos 
lo  necesario  para  su  cómoda  subsistencia.  Si  cada  nación 
hubiese  querido  atribuirse  desde  su  principio  un  territorio  in- 
menso para  vivir  de  la  caza,  la  pesca  y  frutas  silvestres,  nues- 
tro globo  no  hubiera  sido  capaz  de  alimentarla  centésima  parte 
de  los  habitantes  que  hoy  lo  pueblan. 

Las  tribus  pastorales  que  viven  errantes  dentro  de  ciertos 
límites  sin  haberse  repartido  la  tierra  entre  si,  llevando  de  un 
paraje  á  otro  sus  movibles  aduares,  según  sus  necesidades  y 
las  de  sus  ganados,  la  poseen  verdaderamente,  y  no  pueden 
ser  despojadas  de  ella  sin  injusticia  (1).  Pero  hay  alguna  afini- 
dad entre  este  caso  y  el  precedente,  y  seria  difícil  fijar  los 
caracteres  precisos  que  distinguen  la  posesión  verdadera  de  la 
que  no  lo  es,  y  el  uso  racional  y  justo  del  que  tiene  un  carác- 
ter diverso  (2). 

semejante  título,  por  lo  tocante  á  la  propiedad  de  la  tierra,  se  redace  á 
incorporar  al  comprador  ó  donatario  en  la  nación  ú  tribu  que  so  lo  ha 
conferido.  (Véase  el  interesante  discurso  del  juez  >I¡irsli;dl  en  la  Corle  Su- 
prema de  los  Estados  Unidos  :    W'heaton's  /{fjwrts.  VIII,  543  y  tig.) 

(I)  Vatlel.  Liv.  II,  chap.  7,  g  97. 

(2i  La  doctrina  de  Seismal/,  sobre  este  ponto  es  algo  diferente  de  la  de 
VaUel.  «  La  propiedad  de  las  tierras  se  adquiere  solo  por  el  cultivo,  por- 
que ella  debe  ser  la  recompensa  del  trabajo,  no  la  presa  de  la  fuerza.  De 
aquí  es  que  el  mero  acto  de  tomar  posesión  no  da  ni  propiedad  real  ni 
derecho  alguno  que  se  extienda  á  mas  de  lo  que  dure  la  ocupación.  Un 
Estado  europeo  no  puede  pues  verdaderamente  adquirir  nada  en  las  re- 
giones desiertas  de  las  otras  partes  del  mundo,  sino  |»or  los  trabajos 
agrícolas  de  sus  cilonos  que,  rasgando  con  el  arado  terrenos  incultos, 
avasallan  de  este  modo  la  tierra  á  la  soberanía  de  su  madie  patria.  ¿.Mas 
hasta  qué  punto  es  permitido  uear  de  este  derecho  contra  los  indígenas? 
Donde  quiera  que  el  cazador  salv.ije  ó  el  ¡tastor  nómade  lIcNa  una  viila 
errante,  la  tierra  carece  de  dueño,  y  nada  prohibe  su  cullixo  al  colono  in- 
dustrioso. ¿  Á  qué  titulo  se  arrogarian  las  hordas  nati\as  el  dominio  de 
un  suelo,  que  no  han  querido  marcar  con  el  trabajo  ?  »  [Droil  des  (iens 
Européen,  L.  IV,  ch.  1.) 
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e. 

Plisemos  á  la  prescripción  (1).  Los  escritores  de  Derecho  de 
^ntes  distinp-iren  dos  especies,  la  usiicnpion  y  \a  prescripción 
propiamente  dicha.  La  primera  es  la  adi{uisicion  de  dominio, 
fundada  en  una  larga  posesión,  no  interrumpida  ni  disputada, 
ó  seg^m  Woltio,  la  adquisición  de  dominio  fundada  en  un 
cít>amIono  presunto.  Dilerénoiase  do  la  del  Derecho  romano 
en  que  esta  exige  una  posesión  de  cierto  número  de  años, 
pretija<lo  por  las  leyes,  mientras  ({ue  en  la  del  Derecho  de 
gentes  el  tiempo  es  indeterminado. 

La  prescripción  propiamente  dicha  es  la  exclusión  de  un 
derecho  fundada  en  el  largo  intervalo  de  tiempo  durante  el 
cual  ha  dejado  de  usarse,  ó  según  la  deiinicion  de  Wolíio,  la 
pérdida  de  un  derecho  en  virtud  de  un  consentimiento  pre- 
sunto. 

La  usucapión  es  relativa  á  la  persona  que  adquiere;  la  cual, 
mediante  ella,  se  convierte  en  dueño  legítimo  de  lo  que  ha 
poseido  larpo  ticnnpo  :  la  prescripción  proi)iamente  dicha  es 
relativa  ;\  un  derecho  (¡ue,  [K)r  no  haberse  ejercido  largo  tiem- 
po, se  extingue,  i'sucapimos  el  dominio  :  los  derechos  y 
acciones  j/rcsrriben. 

í^onio  la  palabra  usiicapiun  es  de  uso  raro  en  las  lenguas 
modernas,  sino  es  en  el  estilo  del  foro,  se  acostumbra  emplear 
el  iévm'mo  prescrij/cioii  todas  las  veces  ([uo  uo  hay  necesidad 
de  señalar  particularmente  la  prhnera  especie. 

La  itrescrípcion  es  aun  mas  importante  y  necesaria  entre 
las  naciones  que  entre  los  individuos,  como  que  las  desave- 
nencias  de  aquellas  tienen  resultados  harto  mas  graves,  acar- 
reando muchas  veces  la  guerra.  Exigen  la  jtaz  y  la  dicha  del 
peñero  humano,  aun  mas  imperiosamente  que  en  el  caso  de 
los  particulares,  que  no  se  turbe  la  ¡)Osesíon  de  los  soberanos 
•ino  con  los  mas  caliíicados  motivos,  y  que  desjiucs  de  cierto 
núniíTo  de  anos  S(!  mire  como  justa  y  sagrada.  Si  í'uesc  por- 
milido  raslreai*  siempre  el  origen  d(;  la  posesión,  jjocos  dere- 
chos habria  «pie  no  pudiesen  disputarse.  Se  engañan  pues  los 

(I)  Lü  que  sigue    SI',  ha  lomado  principalmí-nto  de  Vatlol.  L.  II,  cap,  11. 
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■que  creen  que  la  prescripción  no  tiene  fundamento  alguno  en 
la  justicia  natural  :  ellos  confunden  el  derecho,  que  incontes- 
tablemente emana  de  la  razón  como  necesario  para  la  seguri- 
dad en  el  goce  de  los  bienes,  con  las  formas  y  requisitos  á  que 
las  leyes  civiles  han  determinado  sujetarlo. 

La  prescripción  puede  ser  mas  ó  menos  larga,  que  se  llama 
ordinaria^  y  puede  ser  también  inmemorial.  A([uella  rerjuiere 
tres  cosas  :  la  duración  no  interrumpida  de  cierto  número  de 
años  ;  la  buena  fe  del  poseedor  ;  y  que  el  propietario  se  haya 
descuidado  realmente  en  hacer  valer  su  derecho. 

Por  lo  que  toca  al  número  de  años,  una  vez  que  el  Derecho 
convencional  lo  ha  dejado  por  determinar,  las  circunst.'mcías 
que  prestan  motivo  para  presumir  en  el  supuesto  propietario 
de  un  antiguo  derecho,  un  verdadero  abandono,  aunque  no 
positivamente  expresado,  harán  tal  vez  mas  fuerza  que  el  mero 
trascurso  del  tiempo.  Los  ejemplares  ocurridos  podrán  tam- 
bién servir  de  norma  ;  y  sobre  todo,  é.  nadie  debe  de  ser  per- 
mitido recusar  la  regla  que  él  mismo  haya  adoptado  en  sus 
controversias  con  otros. 

Si  el  poseedor  llega  á  desculjrir  que  el  verdadero  propieta- 
rio no  es  él  sino  otro,  está  obligado  en  conciencia  á  la  restitu- 
ción de  todo  ai[uello  en  ([ue  la  posesión  le  haya  hecho  mas 
rico.  Pero  no  puede  oponerse  la  excepción  de  mala  fe,  aun 
contra  la  prescripción  ordinaria,  sino  es  en  los  casos  de  evi- 
dencia palpable :  en  los  otros  se  supone  siemi)re  que  la  nación 
ha  poseído  de  buena  fe. 

P.n  orden  al  descuido  (hd  propietario  son  neces;u'ias  tres 
condiciones  :  1°  (jue  no  haya  habido  ignorancia  invencible  de 
su  parte,  ó  de  parte  de  a((uellos  de  quienes  se  deriva  su  dere- 
cho ;  2"  ([ue  haya  gunrd.ido  silencio  ;  y  8'  que  no  pueda  justi- 
ücar  esto  silencio  ciui  razones  plausibles,  como  la  opresión  t» 
el  fundado  lomor  de  un  mal  g-rave. 

La  prescripción  inmemorial  da  al  poseedor  un  título  incon- 
trovertible (1). 

\l|  Marieus  [Précis.  L.  II,  cap.  i)  opina  4110  la  piüscripcion  no  debe 
ser  cousÍLlera<la  como  una  luenlc  del  Dereclio  de  genles  ;  que  por  ella  ni 
pueden  ail(|uirirse  derociios  ni  perderse:  que  ni  el  ÜerocUo  universal  la 
reconoce,  ni  el  positivo  la  lia  introducido  ;  que  á  la  verdad  las  potencias 
la  legan  á  nieiuido,  y  se  preca\en  dü  sus  efeiMos  liaciondü  protestas  para 
la  conservación  de  sus  deieclios,  con  lo  que  parecía  supoaer  la  obli^'adon 
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7. 

IVro  vi)  los  derechos  ele  propiedad  de  que  eslán  revestidos" 
lanto  la  nación  en  cuerpo  como  los  individuos  (jue  la  compo- 
nen, no  han  e.\tinj;uido  de  todo  punto  vn  los  demás  individuos 
y  puehlos  la  facultad  de  servirse  de  los  ohjetos  apropiados. 
Esta  facultad,  resto  de  la  comunión  primitiva,  subsiste  ó  re- 
vive en  dos  casos  :  en  el  uno  es  el  derecho  de  necesidad  y  en 
el  otro  el  derecho  de  uso  inocente. 

El  primero  es  aquel  ({ue  la  necesidad  sola  nos  da  para  ciertos 
actos  que  de  otro  modo  serian  ilícitos,  y  sin  los  cuales  no  po- 
demos cumplir  una  obligación  indispensable,  v.  g.  la  de  con- 
servarnos. Es  preciso,  pues,  i)ara  que  este  derecho  tenga  ca- 
bida, t|ue  se  verifiquen  dos  condiciones  :  es  á  sal>er,  que  la 
obligación  se;i  verdaderamente  indispensable,  y  que  solo  por 
el  acto  de  (jue  se  trátanos  sea  posible  cumi)lirla.  Si,  por  ejem- 
plo, una  nación  carece  absolutamente  de  víveres,  puede  obli- 
gar á  sus  vecinos,  que  los  tienen  sobrantes,  á  que  le  cedan 
una  parle  de  los  suyos  por  su  justo  precio,  y  aun  arrebatárselos 
por  fuerza,  si  rf^husan  vendérselos.  Y  no  solo  reside  este  de- 
nvhí»  i'w  fl  cuí^rpo  de  la  nación  ó  en  el  soberano,  sino  en  los 
particulares.  Los  marineros  arrojados  por  una  tempestad  á 
una  playa  extranjera,  lo  tendrían  para  obtener  á  viva  fuerza  los 

de  romper  cl  sileririo  cuantío  se  les  usurpa  lo  que  no  tienen  ánimo  de 
abandonar ;  pero  que  su  ieiiguaj»'  soljre  este  punto  ha  sido  muy  vario  y 
conlradiriorio;  y  que  como  nin^'un  tratado  ni  costumbre  lia  lijado  el  tiempo 
necesario  para  la  prescripción,  nada  se  ganarla  con  admitirla  en  teoría. 

E^las  razones  no  parecen  coiicluyentes.  1"  La  ciencia  y  jtaciencia  del 
du'fi<i  que  no  carece  de  libertad  para  reclamar  sus  (bípeclios,  es  una  prueba 
natural  de  que  los  abandona.  2"  La  prescri[)cion  es  necesaria  j)ara  la 
•í^.  iiridad  de  las  antiguas  pose.siones  ;  ¿qué  derecho  habría  seguro  si  se 
^♦•rniilie'»c  rastrear  su  orí^'en  en  la  oscuridad  de  los  tiempo.?  Lo  que  es 
íodúip<>n.«able  para  la  tratujuilidad  de  los  propietarios  y  la  paz  del  ;.,'énero 
humano,  es  d»*  Derecho  universal.  3*>  Ll  uso  de  las  protestas  es  un  recoiio- 
rirnienio  formal  de  la  prescripción  ;  de  ellas  se  irdiere  legitimaníenle  que 
el  silencio  dé  un  motivo  fundado  para  presumir  abandono  ;  y  el  lenguaje 
rontradirtorio  de  las  potencias  no  prueba  mas  en  esta  materia  que  en 
murhi4ima^  otras:  nunca  faltan  al  interés  alegaciones  especiosas  para  pa- 
liar la  irijaHti':ia.  4"  Li  indetcrminaciori  del  tn;mpo  es  un  inconveniente  ; 
j>fro  el  l>*'rec||o  universal  es  indeierminatbj  \  vago  de  suyo  ;  y  miititras 
el  l)«recho  positivo  lo  íija,  la  razón,  atendiendo  á  las  circunstancias  de 
cada  CASO,  lo  mterpreía  y  lo  aplica.  (Véase  VVheaton.  I».  II,  c.  4,  ^  4.j 

(t    Vallel.  Liv.  II.  chap.  \). 
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medios  indispensables  de  subsistencia,  si  se  los  rehusasen  los 
halñtantes. 

Una  necesidad  igual  de  parte  de  la  nación  á  quien  se  de- 
manda el  socorro,  invalida  el  derecho  del  demandante. 

El  demandante  queda  obHgado  á  satisfacer,  cuando  le  sea 
posible,  el  justo  precio  del  socorro  obtenido  de  grado  ó  por 
Tuerza. 

Utilidad  ó  uso  inocente  es  el  que  no  produce  perjuicio  ni 
incomodidad  á  los  demás  hombres  y  particularmente  al  dueño 
-de  la  cosa  útil.  Derecho  de  utilidad  inocente  es  el  que  tenemos 
para  que  se  nos  conceda  este  uso. 

Este  derecho  no  es  perfecto,  como  lo  es  el  de  necesidad, 
pues  al  dueño  de  la  cosa  es  á  quien  toca  decidir  si  el  uso  (¡ue 
se  pretende  hacer  de  ella  le  ha  de  perjudicar  ó  no.  Si  otro  que 
él  se  arrogase  la  facultad  de  juzgar  en  esta  materia  y  de  obrar 
en  consecuencia,  el  dueño  de  la  cosa  dejarla  de  serlo.  Sin  em- 
bargo, cuando  la  inocencia  del  uso  es  absolutamente  indubi- 
table, la  repulsa  es  una  injuria,  que  autoriza  á  la  nación  ofen- 
dida para  hacerse  justicia  apelando  á  las  armas. 

Si  por  las  leyes  y  la  costumbre  de  un  Estado  se  permiten 
generalmente  ciertos  actos  á  los  extranjeros,  como  por  ejem- 
plo, transitar  hbremente  por  el  pais,  comprar  ó  vender  cier- 
tas mercaderías,  cazar  ó  pescar,  no  se  puede  excluir  de  este 
permiso  á  un  pueblo  particular  sin  hacerle  injuria,  ])orque 
eso  seria  negarle,  lo  que  por  el  hecho  de  concederse  indife- 
rentemente á  todos,  es  aun  en  nuestro  propio  juicio  una  uti- 
lidad inocente.  Para  que  una  exclusión  particular  de  esta  es- 
pecie no  se  mirase  como  una  injuria,  seria  necesario  (pie  se 
apoyase  en  algún  motivo  plausible,  como  el  de  una  justa  re- 
torsión ó  el  de  la  seguridad  del  Estado. 
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CAPITULO   III. 


DEL    TERRITORIO. 


1.  Parios  del  lerritorio.  —  2.  Límites  y  accesiones  territoriales.  —  3.  In- 
violabilidad del  lerrilorio.  —  4.  Servidumbres.  —  Tránsito  por  aguas 
ajenas. 

i. 

El  territorio  de  una  nación  es  toda  aquella  parte  de  la  su- 
perlicie  del  ylobo,  de  que  ella  es  duefío,  y  á  que  se  extiende 
su  soberanía. 

El  territorio  comprende,  en  primer  lugar,  el  suelo  que  la 
nación  habita,  y  de  que  düspone  á  su  arbitrio  para  el  uso  de 
sus  individuos  y  del  Estado. 

En  segundo  lugar,  comprende  los  rios,  lagos  y  mares  in- 
teriores. Si  un  rio  atraviesa  diferentes  naciones,  cada  una  es 
dueño  de  la  parte  que  baña  sus  tierras.  Las  ensenadas  y  pe- 
queños golfos  de  los  rios,  lagos  y  mares  que  limitan  su  suelo, 
le  pertenecen  igualmente.  Los  estrechos  de  poca  anchura, 
como  el  de  los  Dardanelos,  y  los  grandes  golfos  que,  como  el 
Delaware  de  los  Estados  Unidos  de  América  (1),  comunican 
Cí»n  el  resto  del  mai'  i)or  un  canal  angosto,  pertenecen  asi- 
mismo á  la  nación  «pie  posee  las  tierras  contiguas. 

El  territorio  comprende,  en  tercer  lugar,  los  rios,  lagos  y 
maros  contiguos  basta  cierta  distancia.  Para  la  determinación 
de  esta  distancia,  por  lo  (jue  toca  ;'«  los  rios,  hé  a(iuí  las  reglas 
que  dfbcn  tfufr.se  presentes  : 

!•  Kl  pueblo  (pie  ])rimero  se  ha  establecido  á  la  oiilla  de 
un  rio  df  poíiueña  ó  mediana  anchura,  se  (intiende  haber  ocu- 
pado toda  «(|uella  parte  del  rio,  que  limita  .su  stielo,  y  su  do- 
minio alcan/a  hasta  l;i  oiill.i  (.pij»'sl;i ;  ])()r(iue  siendo  tal  el 
rio,  que  ku  uso  no  liuijjera  ¡jodido   servir  cómodamente  á  mas 

(i    Keril.  Commeut.  I*.  I,  |<ci.  3. 
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de  un  pueblo,  s-u  posesión  es  demasiado  importante,  pai'a  que 
no  se  presuma  que  la  nación  ha  querido  reservársela. 

2*  Esta  presunción  tiene  doble  fuerza,  si  la  nación  ha  hecho 
uso  del  rio,  v.  g-.  para  la  navegación  ó  la  pesca, 

3'  Si  este  rio  separa  dos  naciones,  y  ninguna  de  las  dos 
puede  probar  prioridad  de  establecimiento,  la  donúnaciojí  de 
una  y  otra  se  extiende  hasta  el  medio  del  rio. 

4''  Si  el  rio  es  caudaloso,  cada  una  de  las  naciones  conti- 
guas tiene  el  dominio  de  la  mitad  del  ancho  del  rio  sobre  toda 
la  ribera  que  ocupa. 

5'"*  Ninguna  de  estas  reglas  debo  prevalecer,  ni  contra  los 
pactos  expresos,  ni  contra  la  larga  y  pacifica  posesión  que  un 
Estado  tenga,  de  ejercer  exclusivamente  actos  do  soberanía 
sobre  toda  la  anchura  del  rio  que  le  sirve  de  lünite  (1). 

Esto  mismo  se  aphca  á  los  lagos.  Asi,  de  La  prioridad  de 
establecimiento  á  la  oiilla  de  un  lago  pequeño  ó  mediocre, 
se  presume  ocupación  y  dominio,  mayormente  si  se  ha  hecho 
uso  de  sus  aguas  para  la  navegación  ó  la  pesca ;  y  si  no  puede 
probarse  prioridad  de  establecimiento,  ó  si  el  lago  es  de  una 
grande  extensión,  lo  mas  natural  es  considerar  á  cada  i)ueblo 
como  señor  de  una  pai'te  proporcionada  á  la  longitud  de  la 
orilla  que  ocupa  ;  subordinándose  en  todo  caso  estas  reglas  á 
la  antigua  y  tranquila  posesión  y  á  los  pactos, 

£ln  cuanto  al  mar,  lié  aqui  una  regla  que  está  generalmente 
admitida  :  cada  nación  tiene  derecho  para  considerai*  como 
perteneciente  á  su  territorio  y  sujeto  á  su  jurisdicción  el  mar 
que  baña  sus  costas,  hasta  cierta  distancia,  que  se  estima  i)or 
el  alcance  del  tii'o  de  cañón,  ñ  una  legua  marina  (2). 

(1)  Watlel.  L.  1,  ch.  2^,  ^  506. 

(2)  Aunque  el  Conj,'reso  de  los  Efilados  Unidos  de  América  lia  reconocido 
esta  liniilarioii  aulorizaiido  á  sus  iriijuiiaJos  á  lomar  coiiüoiiuiento  de  las 
presas  que  se  liiciescn  á  menor  distancia  de  la  costa,  algunos  ministros  y 
jurisconsultos  americanos  lian  sostenido  que  aquellos  Estados  podrian  legí- 
timamente extender  su  imperio  mas  allá  del  tiro  de  cañón,  abrazando  toda 
la  porción  de  aguas  i|uo  corre  entre  ciertos  promontorios  algo  dislanlcs 
coaao  el  cabo  Aun  y  el  cabo  Cod,  enlre  Nanluckcl  y  la  punta  de  Wt»nlauck, 
entre  esta  y  el  Delaware,  y  entre  el  cabo  Sur  de  la  Florida  y  el  Misisipi. 
(keat.  Commenl.  P.  I,  locl.  ±  WUeaton.  I»,  I,  c.  4,  g  7.)  La  Gran  Bre- 
laña  reconocí^  el  mismo  principio.  iWhealon,  Jb.) 

Mariens  sienta  que  en  muchos  tratados  se  reconoce  el  dominio  liasla 
la  distancia  de  tros  leguas  de  la  costa.  [Ptécis.  L.  U.  c,  1,  g  40.)  Según 
Schmalz,  nitt¿'una  poleocia    lia  tiKieadido  el  ejercicio  de   los   derechos   de 
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Ademas  de  las  bahías,  g-olfos,  estrechos,  comprendidos  entre 
costiis  y  promontorios  (jue  pertenecen  al  Estado,  varias  nacio- 
nes se  han  atribnido  jnrisdiccion  y  dominio  sobre  ciertas  por- 
ciones del  mar,  á  titulo  de  posesión  inmemorial.  Tal  era  l:i 
soberanía  de  la  Hei)ública  de  Venecia  sobre  el  Adriático.  La 
supremacía  que  ha  reclamado  la  Gran  Bretaña  sobre  los  es- 
trechos conlijíuos  [tho  narrow  seas)  se  ha  reducido  á  exigir 
que  se  hagan  en  ellos  cíeutos  honores  al  pabellón,  los  cuales 
se  le  han  concedido  ó  rehusado  según  las  circunstancias,  y 
nunca  han  sido  reconocidos  por  una  a(iuiesc(mcia  general. 

Míen  I  ras  las  costas  del  Kuxino  fueron  poseídas  exclusiva- 
mente i>or  la  Turcpiia,  se  pudo  mirar  aquel  mar  como  cerrado 
{maiv  clausuní),  y  la  Puerta  Otomana  tuvo  derecho  para  i)ro- 
hibir  su  navegación  y  la  de  los  estrechos  })or  donde  comunica 
con  el  Mediterráneo  ;  pero  después  de  las  adquisiciones  de  la 
Husia  en  aquellas  costas,  el  imperio  ruso  y  las  domas  potencias 
marítimas  navegan  libremente  el  Mar  Negro,  y  sus  naves  mer- 
cantes pasan  sin  estorbo  los  Dardanelos  y  el  Bosforo;  derecho 
que  les  fué  expresamente  reconocido  en  el  tratado  de  Adrianó- 
poli,  celebrado  en  182U  entre  la  Rusia  y  la  Puerta. 

Los  publicistiis  daneses  alegan  posesión  inmemorial  á  favor 
de  la  bUpi-emacia  de  Dinamarca  sobre  la  Sonda  y  los  canales 
entre  el  Báltico  y  el  Océano.  En  virtud  de  esta  posesión,  re- 
conocida por  varios  tratados,  cobra  la  Dinamarca  un  impuesto 
á  his  naves  que  transitan  por  a(piellas  aguas.  Hay  naciones 
privilegiadas  (|ue  solo  i¡agan  los  derechos  (pie  se  fijaron  en  el 
tratado  de  1015  entre  Dinamarca  y  Holanda  :  las  no  privile- 
giadas se  sujetan  á  una  tarifa  mas  antigua  sobre  las  merca- 
derías cspecilicadas  en  ella,  y  pa^an  uno  y  un  cuarto  i)or 
ciento  sobn'  U)dos  los  otros  arlículos. 

Kl  Báltico  se  ha  considerado  por  las  })otcncias  marítimas  de 

ftot>erania  á  mas  disUncia  (\w   la  (lo  ires  leguas  marinas,  roncodida  por  la 
co*lumLr.-.  [L,   IV,  c.   1,  y  L    V,  r.  i.) 

1^^  palabras  á  una  leijua  marina  ile  la  coala  cu  el  acia  del  Cohgrcso, 
«ignifican,  sctrui»  la  iiiierprfl.nion  de  los  juzgados  americanos,  li  una  legua 
mariiu  «Ic^de  la  línea  dr  l»;ij;iiMar,  y  no  d<'xd<í  los  arrecife»  o  hancos,  sepa- 
rador d'*  U  ro^la.  EHioCk  /Ji¡il(nnatic  ÍJode,  Ucfcr.  n.  2K()  »/  (ill.j  Sir 
William  SroU,  en  id  raso  «le  la  Auna  {Uahinson'x  Ucpuils.  V,  .iS.'»),  mira 
cono  parle  de  la  tierra  lo»  islotes,  aunque  desiertos,  á  la  enihocadura  d 
los  rio«,  y  rr<re  que  debe  contarse  desde  ellos  el  mar  territorial. 
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SUS  costas  como  un  mar  cerrado  para  otras  naciones  relativa- 
mente al  derecho  de  la  guerra,  de  manera  que,  mientras  están 
en  paz  las  potencias  del  Báltico,  no  es  lícito,  según  ellas,  á 
ningún  beligerante  cometer  hostilidades  en  sus  aguas.  La 
Inglaterra  ha   declarado  que  no  reconoce  S(*mejante  principio 

Alejandro,  Emperador  de  Rusia,  por  elúkase  de  4  (16,  nuevo 
estilo)  de  Noviembre  de  1821,  se  atribuyó  el  dominio  exclu- 
sivo de  toda  la  costa  norueste  de  América,  desde  el  estrecho 
de  Behring  hasta  el  grado  51  de  latitud  Norte,  de  las  islas 
Aleutias  sobre  la  costa  oriental  de  Siberia,  y  de  las  islas  Kuriles 
desde  el  mismo  estrecho  hasta  el  cabo  del  Sur,  en  la  isla  de 
Ooroop,  á  los  45  grados  y  31  minutos  de  latitud  Norte ;  vedando 
á  todas  las  demás  naciones  la  navegación  y  pesca  en  las  islas, 
golfos  y  puertos  dentro  de  estos  limites,  y  prohibiendo  que 
las  naves  extranjeras  se  acercasen  á  los  establecimientos  rusos 
allí  situados,  á  menor  distancia  que  la  de  100  millas  italianas, 
so  pena  de  conliscacion  de  la  carga.  Alegábala  Rusia  tres  titu- 
les :  el  de  descubrimiento,  el  de  ocupación  })rimitiva  y  el  de 
pacífica  y  no  disputada  posesión  por  mas  de  medio  siglo  :  aña- 
diendo que  estas  aguas  formaban  un  verdadero  mar  cerrado,  y 
que  sin  embargo  se  limitaba  á  prohibir  por  aquella  disposición  el 
contrabando.  Varias  potencias  reclamaron;  y  por  una  conven- 
ción de  5  (17)  de  Abril  con  los  Estados  Unidos,  se  estipuló  que 
serian  libres  la  navegación  y  pesca  en  todos  los  puntos  no 
ocupados  ;  que  los  Estados  Unidos  no  formarían  establecimien- 
tos sobre  las  costas  é  islas  adyacentes  al  Norte  de  los  54  gra- 
dos 40  minutos  de  latitud,  ni  la  Rusia  al  Sur  del  mismo  para- 
lelo ;  y  que  no  se  haría  comercio  con  los  naturales,  en  licores, 
armas  y  numiciones  de  guerra  (1). 

Á  la  verdad,  puede  suceder  (|ue  ciertas  porciones  del  mar 
sean  propiedad  [)eculiar  de  ciertos  Estados  ;  mas  para  desva- 
necer la  presunción  general  á  favor  del  uso  común,  seiia  me- 
nester que  el  que  se  atribuye  este  dominio  exclusivo,  estable- 
ciese sus  títulos  de  un  modo  claro  y  satisfíiotorio,  probando  el 
reconocimiento  expreso  (')  la  aquiesc(>ncia  de  otras  naciones,  v.  g. 
por  pesquerías  de  (pie  estas  hayan  sido  excluidas;  por  el  cobro 
de  impuestos  á  que  liayan  estado  sujetas  ;  por  el  largo  ejercicio 

(1)  Whíaton.  P.  1,   c.  4,  2  í>,  0. 
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de  una  jurisdicción  no  tlispuUula ;  por  presidios  ó  fortalezas  que 
aleslii^üen  haberse  proclamado  y  sostenido   el  derecho    (1). 

Kn  cuarto  hijear,  el  territorio  de  una  nación  incluye  las  is- 
las circuntladas  por  sus  ayuas.  Si  una  ó  mas  islas  se  hallan  en 
medio  de  un  rio  ó  lago  que  dos  Estados  posean  por  quitad,  la 
linea  divisoria  de  has  aguas  deslindará  las  islas  ó  partes  de  ellas 
que  pertenezcan  á  cada  Estado,  á  menos  que  haya  pactos  ó 
una  larga  })osesion  en  contrario. 

Con  respecto  á  las  islas  adyacentes  á  la  costa,  no  es  tan  es- 
tricta la  regla.  Aun  las  ifue  se  hallan  situadas  á  la  distancia 
de  10  ó  áO  leguas,  deben  reputarse  dependencias  naturides 
del  leri'itorio  de  la  nación  que  posee  las  costas,  á  quien  im- 
porta iniuiitamente  mas  cpie  á  otra  alguna  el  dominio  de  estas 
islas  para  su  seguridad  terrestre  y  marítima. 

En  quinto  lugar,  se  consideran  como  partes  del  territorio 
los  buques  nacionales,  no  solo  mientras  flotan  sobre  las  aguas 
de  la  nación,  sino  en  alta  mar  ;  y  los  bajeles  de  guerra  perte- 
necientes al  Estado,  aun  cuando  navegan  ó  están  surtos  en  las 
aguas  de  una  potencia  extiajera. 

ÚUimamenle,  se  reputan  partes  del  territorio  de  un  Estado 
las  casas  de  liabitacion  do  sus  agentes  diplomáticos,  residentes 
en  país  extra jero  {2). 

(I)  Sir  W.  Scüll,  en  el  caso  del   Twee  Ccbroeders.  {fíobinson's   Jícports, 

III,  p.  33(;.) 

(á)  Disi-urso  <lel  juez  Marslial  en  la  Cámara  de  Represcnlanies  de  los 
EsUdui  Unidos.  (Aijcndice  á  Wlieuluii's  Hcpurls,  V;  Pardes.-jus.  Droit 
Commereial.  1*.  Vil,  t,  VI.  c.  4,  sect.  1.) 

Cuando  se  ilice  qtie  el  buijue  de  guerra  surto  en  las  aguas  de  una  7>olon- 
cia  eMranj«íra  forma  parle  dtd  lerriiorio  de  la  nación  cuya  bandera  lleva, 
se  usa  ilc  u  .a  expresión  meuforica,  con  la  cual  sülainonle  se  quiere  decir, 
que  el  huquo  de  guerra  que  entra  en  un  puerto  aniigo  con  pcM-miso  ex- 
preso ó  ti«'iio  de  lu  autoridad  local,  en  virtud  de  este  permiso  está 
exeolo  de  la  jurisdicción  del  soberano  en  cuyo  territorio  se  halla.  (Caso 
de  U  gol'la  /-JhuKje,  en  la  (^orte  Suprema  de  los  Estados  Unidos.  Crdu- 
cH'm  íie/iorts,  VII,  p.  1 IG  i  MI  r;o:n;ini|,iiil ;  do  un  Jmque  d«  guerra  no 
pue-J..'  meiio.H  do  ejercer  sobre  su  oficialidad  y  marinería  las  faculiíules  de 
inip«rio  y  juriidicciun  que  se  le  han  confiado  por  las  leyes  y  ordenauxas 
d*'l  gobierno  .'i  quien  sirve  :  este  es  un  deber  suyo,  y  una  iKM-fsidad  del 
servicio  y  de  la  disciplina  donde  quiera  ([w  se  halle  :  prumiiiéndosole 
entrar.  rmiio   el  ejercicio    de    esias   facultades   con    enlera  indepen- 

'•*»  i  }  •   -i    lo  «pie  se   extiende,  y  eslo  lo  que   significa  su  lenilu- 

riali'lai  uncionnl.  Algunos  han  censurado  esta  expresión  como  impríqda, 
y  et    ifinefíablc  que  tdla  ha  da  io  motivo  íi  errores  y  abusos. 

«  Viendo  ejercer  (dice  Azuni.  Droit.  Alaiit.,  c.  3,  arl.  7)  los  derechos 
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Nada  importa  mas  á  las  naciones  para  precaver  disputas  y 
guerras,  i[ue  fijar  con  la  mayor  exactitud  los  linderos  ó  tér- 
minos de  sus  territorios  respectivos.  Estos  linderos  pueden 
ser  naturales  ó  demarcados.  Los  linderos  naturales  son  los 
mares,  rios,  lagos  y  cordilleras.  Los  demarcados  son  lineas 
rectas  imaginarias,  que  se  determinan  de  cuahjuier  modo  :  lo 
mas  común  es  señalar  sus  intersecciones  por  medio  de  colum- 
nas, padrones,  ú  otros  objetos  naturales  ó  arliíiciales. 

Llámanse  territorios  nrcilinios  los  ({ue  tienen  limites  natu- 
rales. Se  presume  que  es  arcifmio  el  territorio  situado  á  las 
orillas  de  un  rio  ó  lago,  ó  á  las  faldas  de  una  cordidera  :  la 
parte  litoral  necesariamente  lo  es. 

Cuando  el  territorio  es  limitado  por  aguas,  la  línea  divisoria 
que  lo  separa  de  los  Estados  vecinos  ó  de  la  alta  mar,  se 
determina  por  las  reglas  expuestas  en  el  artículo  precedente. 
Si  el  limite  es  una  cordillera,  la  línea  divisoria  corre  por  sobro 
los  puntos  mas  encumbrados  de  ella,  pasando  por  entre  los 
manantiales  de  las  vertientes  que  descienden  al  un  lado  y  al 
otro. 

Es  propia  do  los  territorios  arciílnios,  limitados  por  rios  (3 
lagos,  la  accesión  aluvial.  En  virtud  de  este  derecho  les  acre- 
cen las  tierras  (jue  con  el  trascurso  del  tiempo  deja  á  veces 
descubiertas  el  lento  retiro  de  las  aguas. 

de  soberanía,  hasta  el  de  imponer  la  pena  de  ninerle,  al-junos  autores, 
de  cuyo  iiúniero  es  llubner,  han  pretendido  que  se  debían  mirar  esto» 
buques  como  I»  rrilorio  extranjero,  por  la  especiosa  razón,  que  si  el  paraje 
ocupado  por  las  naNCs  de  guerra  cunlinuase  bajo  el  dominio  liel  sol)iTaiio 
del  puerto,  no  seria  lícito  (j'Tcitar  allí  nnos  aclns  tan  formales  de  juris- 
dicción. Pero  es  fácil  resolver  esta  diticuliad  reflexionando  qu»'  esta  juris- 
dicción se  funda  en  la  naturaleza  del  mando  núíiiar  que  se  ejerce  á  bordo 
y  conserva  la  intetjridad  de  su  fuerza  todas  las  \eces  que  d  soberano  de 
puerto  con>ienti'  en  reciliir  una  nave  de  ^uierra  como  tal.  Sin  esta  conser 
vacion  del  poder  militar  seria  iíuposilde  mantener  la  di-ciplina.  Kl  ejercicio 
de  este  poder  en  lo  interior  de  la  nave  es  una  constciieueía  necesaria  de  la 
acogida  que  se  le  concede,  y  no  un  derecho  propio  del  comandante  de  la 
nave,  y  mucho  menos  un  derecho  de  territorio.  » 

La  leiriloiialulad  de  lus  buques  mercantes  en  alta  mar,  y  la  de  las 
casas  de  los  ministros  di|)lomálicos,  tampoco  deben  tomarse  al  pié  de  la 
letra,  porque  están  sujetas  á  varias  limitaciones,  que  daremos  á  conocer  á 
su  tiempo. 
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Cuando  un  rio  ó  lago  deslinda  dos  territorios,  sea  que  per- 
tenezca en  común  á  los  dos  Estados  /'i/^tvví/io^ fronteros,  oque 
estos  lo  posean  por  mitad,  ó  que  uno  de  ellos  lo  baya  ocupado 
enteíamenle,  los  derechos  que  tienen  ambos  sobre  este  lago  ó 
rio,  no  sufren  nuidanza  alguna  por  aluvión  :  las  tierras  insen- 
siblemente invadidas  i)or  las  aguas,  se  pierden  para  el  uno  de 
los  riberanos,  y  las  que  el  agua  abandona  en  la  ribera  opuesta, 
acrecen  al  dominio  del  otro.  Pero  si  por  algún  accidente 
natural  el  agua  i{ue  separaba  dos  Estados  se  entrase  repenti- 
namente en  las  tierras  de  uno  de  ellos,  pertenecería  desde  en- 
tonces al  Estado  cuyo  suelo  ocupase,  y  el  lecho  ó  cauce  aban- 
donado no  variarla  de  dueño  (1). 

No  es  licito  hacer  á  la  margen  de  un  rio  ninguna  obra  que 
propenda  á  mudar  su  corriente  con  perjuic'o  de  otro  Estado. 

3. 

El  territorio  es  la  mas  inviolable  de  las  propiedades  nacio- 
nales, como  que  sin  esta  inviolabilidad  las  personas  y  los  bie- 
nes de  los  particulares  correrian  pehgro  á  cada  paso. 

De  dos  modos  puede  violarse  el  territorio  ajeno  :  ocupán- 
dolo con  ánimo  de  retenerlo  y  señorearlo,  ó  usando  de  él  con- 
tra la  voluntad  de  su  dueño  y  contra  las  reglas  del  Derecho 
de  gentes. 

Los  Estados  ambiciosos  suelen  valerse  de  diferentes  pre- 
textos para  apoderarse  del  territorio  ajeno  :  el  mas  ordinario 
y  especioso  es  el  de  la  seguridad  propia,  que  peligra,  según 
ellos  dicen,  si  no  toman  estos  ó  aquellos  límites  naturales, 
que  los  protejan  contra  una  invasión  extranjera.  Pero  conce- 
der á  los  pueblos  lin  derecho  tan  indefinido,  seria  lo  mismo 
que  autorizailos  para  dospojí'rse  arbitrariamenlí3unos  á  otros, 
y  en  vez  de  cimentar  la  paz,  ninguna  iHígla  seria  mas  fec^imda 
(le  discordias  y  guerras. 

Debemos  ademas  abstenernos  de  todo  uso  ilegítimo  del  ter- 
ritorio ajeno.  Por  consiguiente  no  se  puede  sin  hacer  injuria 
a!  soberano,  entrar  á  mano  armada  en  sus  tierras,  auníjue  sea 
para  perseguir  á  un  enemigo,  ó  para  prender  á  un  delincuente. 

|l.  Crol.  De  Jurt  D.  el  y>.  L.  U.  c.  3,  J  Ui,  17. 
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Toda  nación  que  no  quisiese  dejarse  hollar,  miraria  semejante 
conducta  como  un  grave  insulto,  y  no  baria  mas  que  defender 
los  derechos  de  todos  los  pueblos,  si  apelase  á  las  armas  para 
rechazarlo  y  vengarlo.  No  nos  es  licito,  sin  el  consentimiento 
de  una  nación  que  no  nos  ha  hecho  injuria,  ocupar,  ni  aun  mo- 
mentáneamente, su  territorio,  sino  cuando  este  es  el  único 
medio  de  defender  el  nuestro,  amenazado  de  una  invasión  ine- 
vitable y  próxima ;  y  aun  entonces,  pasado  el  pelii^To,  estaría- 
mos obhgados  á  la  restitución  (i). 

4. 

El  territorio  del  Estado,  como  las  heredades  particulares, 
suele  hallarse  gravado  con  servidumbres  diferentes.  Las  unas 
pertenecen  al  Derecho  natural;  las  otras  al  convencional  ó  con- 
suetudinario. 

Las  primeras  no  son  quizá  otra  cosa  que  modificaciones 
del  derecho  de  utilidad  inocente. 

Podemos  sentar  como  un  principio  incontestable  y  de  fre- 
cuente aplicación  á  las  cuestiones  relativas  al  uso  del  terri- 
torio ajeno,  que  un  inconveniente  ó  perjuicio  de  poca  monta 
no  nos  autoriza  para  rehusar  un  servicio  de  que  resulta  una 
grande  y  esencial  utilidad  á  otro  pueblo,  y  que  allanándose 
este  á  compensarnos  completamente  aquel  perjuicio,  el  caso 
se  reduciría  á  los  de  un  uso  de  evidente  inocencia,  cuya  de- 
negación seria  justa  causa  de  guerra. 

Pasemos  á  los  derechos  que  una  nación  tiene  por  pacto  ó 
costumbre  sobre  las  posesiones  territoriales  do  otra,  como 
el  de  cortar  madera  en  sus  bosques,  navegar  ó  pescar  en 
sus  aguas.  En  casos  de  esta  especie  puede  suceder  que  sa 
hallen  en  contradicción  dos  derechos  diferentes  sobre  una 
misma  cosa,  y  que  se  dude  cuál  de  los  dos  deba  prevalecer. 
Atenderemos  enl(3nces  á  la  naturaleza  de  los  derechos  v  á  su 
origen. 

En  cuanto  á  su  naturaleza,  el  derecho  de  i{ue  resulta  mayor 
suma  de  bien  y  utilidad  debe  prevalecer  sobre  el  otro. 

Por  ejemplo  :  si  la  nación  A  tiene  derecho  de  cortar  ma- 

(i    Vallel,  II.,  c  7,  I  93. 
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dei*a  en  los  bosijiios  de  l;i  u.icion  B,  esto  iio  quita  á  B  la  fa- 
culUíd  de  desti'uirlos  i);ii'íi  ruiidar  colonias  y  labrar  la  tierra, 
porque  si  le  iuese  necesario  conservarlos  por  consideración 
al  uso  de  A,  no  solo  sei'ia  la  propiedad  del  Estado  B  ilusoria, 
sino  que  se  sacriüearia  la  mayor  utilidad  á  la  menor.  De  la 
misma  suerte,  el  uso  de  la  pesca  que  tiene  M  en  las  aguas 
de  N,  no  embaraza   al  segundo  la   facultad  de    navegar  en 
ellas,  aunque  esta  navegación  haga  menos  fructuosa  su  pes- 
ca, porque  este  perjuicio  es  de  menos  entidad  que  el  otro. 
Pero  si  F  tuviese  el  derecho  de  navegar  en  las  aguas  de  Q, 
no  seria  licito  á  Q  echar  sobre  ellas  un  puente  ó  calzada  ({ue 
obstruyese  la  navegaiion  :  pues  no  podria  ponerse  en  balanza 
la  conveniencia  que  le  resultaría  de  aquella  obra,  con  la  di- 
minución de  bienest.u*  y  de  felicidad  que  probablemente  oca- 
sionaría con  ella    á  P,  embarazando   su    navegación    y  co- 
mercio. 

Por  lo  que  toca  al  origen  y  constitución  de  los  derechos, 
que  es  el  jiunto  de  mayor  imi)ortancia,  hé  aquí  las  reglas 
que  parecen  mas  conformes  á  la  equidad.  1»  El  derecho  mas 
antiguo  es  por  su  naturaleza  absoluto,  y  se  ejerce  en  toda  su 
extensión  :  el  otro  es  condicional,  es  decir,  solo  tiene  cabida 
eu  cuanto  no  perjudica  al  primero;  pues  no  ha  podido  esta- 
blecerse sino  sobre  ese  pié,  á  menos  que  el  poseedor  del  pri- 
mer derecho  haya  consentido  en  limitarlo.  2»  Los  derechos 
cedidus  por  el  propietario  se  ])resumen  cedidos  sin  detri- 
mento de  los  demás  que  le  competan,  y  en  cuanto  sean  con- 
ciliables con  estos,  si  no  es  que  de  la  declaración  del  propie- 
tario, de  los  motivos  que  este  ha  tenido  para  la  cesión,  ó  de 
la  naturaleza  misma  de  los  derechos,  resulte  manifiestamente 
lo  contrai'io  (1). 

5. 

El  tránsito  de  las  naves  extranjeras  [)or  los  mares  territo- 
riales, se  mira  en  general  como  un  uso  inocente,  y  las  nacio- 
nes lo  conceden  sin  dificultad  unas  á  otras  (2). 

(I)  Vatl*;!.    I..  I.  r.  22.  ?  ÍT.'i. 

(t)  ChMy't  C'ofnmercial  ¿uw,  1,       r  ■*• 
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Lo  mismo  es  natm'almente  aplicable  á  los  rios  y  lagos.  La 
diferencia  de  circunstancias,  sin  embargo,  produce  algunas 
modificaciones  importantes  con  respecto  á  los  rios,  en  los 
cuales  el  tránsito  por  aguas  ajenas  suele  ser  absolutamente 
indispensable  para  el  comercio  de  los  Estados  riberanos.  Una 
nación,  que  es  dueño  de  la  parte  superior  de  un  rio  navegable, 
tiene  derecho  á  que  la  nación  que  posee  la  parte  inferior,  no 
le  impida  su  navegación  al  mar,  ni  la  moleste  con  reglamen- 
tos y  gravámenes  que  no  sean  necesarios  para  su  propia  se- 
guridad, ó  para  compensarle  la  incomodidad  que  esta  nave- 
gación la  ocasione.  En  el  año  de  1702,  cuando  la  España  po- 
seía la  boca  y  ambas  orillas  del  Misisipi  inferior,  y  los  Estados 
Unidos  de  América  la  orilla  izquierda  de  la  parte  superior  del 
mismo  rio,  se  sostuvo  fuertemente  por  parte  de  los  Estados 
Unidos,  que  la  ley  de  la  naturaleza  y  de  las  naciones  les  daba 
derecho  á  la  navegación  de  aquel  rio  hasta  el  mar,  sujeta  solo 
á  las  reglas  que  España  razonablemente  creyese  necesarias  á 
su  seguridad  y  á  la  protección  de  sus  ordenanzas  fiscales. 
Sostuvieron  ademas  los  Estados  Unidos,  que  como  el  derecho 
á  un  ñn  acarreaba  el  derecho  á  los  medios  indispensables  para 
obtener  este  fin,  la  facultad  de  navegar  el  Misisipi  llevaba  con- 
sigo la  de  echar  ancla  ó  amarrar  á  la  playa,  y  aun  la  de 
desembarcaren  caso  necesario  (1). 

Gomo  las  dos  riberas  del  Misisipi  están  ahora  comprendidas 
en  el  territorio  de  la  Federación  Americana,  la  navegación  de 
este  rio  pertenece  exclusivamente  á  los  Estados  Unidos  (2). 

El  mismo  principio  se  ha  seguido  y  aun  ampliado  en  las 
convenciones  de  la  Europa  moderna.  Las  potencias  que  con- 
currieron al  Congreso  de  Viena  en  1815,  sentaron  jior  base 
para  el  reglameuto  de  navegación  del  Hhin,  el  Neckar,  el  Mein, 
el  Mosela,  el  Meusa  y  el  Escalda,  todos  los  cuales  separan  ó 
atraviesan  diferentes  Estados,  «  que  la  navegación  en  lodo  el 
curso  de  estos  rios,  desde  el  punto  en  que  empieza  cada  uno 

(1)  Kent's  Comment.  P.  I,  lecl.  2.  Caso  del  Apollo,  senlonciado  por 
la  Corte  Suprema  do,  los  Estados  Unidos.  Whealuns  lieporls,  IX,  p.  363. 
Véanse  también  las  in>triu'ciones  de  Jeílerson.  secrelario  de  Ksl;ido.  á 
los  agentes  americanos  en  Madrid,  sobre  la  libre  uevegacion  del  .Misisipi, 
American  Slate  Papers.  T.   I,  p.  253  y  sig. 

(2)  Whiaton's  Elementi.  P.  II,  c.  4,  g  18. 
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de  ellos  á  ser  navegable  hasta  su  embocadura,  fuese  entera- 
mente libre,  conforniánilose  los  navegantes  á  las  ordenanzas 
que  se  proinulji-asen  para  su  policía,  las  cuales  serian  tan  uni- 
formes entre  si,  y  tan  lavoniblos  al  comercio  de  todas  las  na- 
ciones, como  fuese  posible  (1).  » 

Adoptóse  igual  regla  para  la  libre  navegación  del  Elba,  entre 
las  potencias  interesadas  en  ella,  por  una  acta  firmada  en 
Dresde  el  12  de  Diciembre  de  18:21.  Los  tratados  de  3  de 
Mayo  de  1815  entre  el  Austria,  la  Rusia  y  la  Prusia,  confirma- 
dos en  el  Congreso  de  ^'iena,  establecieron  la  misma  fran- 
queza para  la  navegación  del  Vístula  y  de  los  otros  grandes 
rios  de  la  antigua  Polonia.  Principios  semejantes  se  extendie- 
ron al  Po  (2). 

Las  discusiones  entre  la  Gran  Bretaíía  y  los  Estados  Unidos 
acerca  de  la  navegación  del  rio  San  Lorenzo,  presentan  la  cues- 
tión de  la  libre  navegación  de  los  rios  bajo  todos  los  puntos 
de  vista.  Los  Estados  Unidos  poseen  las  riberas  meridionales 
de  los  lagos  y  del  San  Lorenzo  hasta  el  punto  en  que  su  fron- 
tera setentrional  toca  al  rio  :  mientras  que  la  Gran  Bretaña 
posee  no  solo  esta  ribera  desde  dicho  punto  hasta  el  mar, 
sino  todas  las  riberas  setentrionales  del  rio  y  de  los  lagos.  Los 
Estados  Unidos  alegaban  á  favor  de  la  franquicia  el  juicio  de 
la  Europa  civilizada,  expresado  en  los  pactos  de  que  se  acaba 
de  hacer  mención.  Agregábase  que  la  navegación  de  aquel  rio 
había  sido,  antes  de  la  independencia  americana,  propiedad 
común  de  todos  los  subditos  británicos  que  habitaban  el  con- 
tinente. Pero  por  parte  de  la  Gian  Bretaña  se  sostenía  que  los 
publicistas  mas  eminentes  miraban  este  derecho  de  tránsito 
como  una  limitada  y  accidental  excepción  del  derecho  supe- 
rior de  propiedad,  sin  distinguir  el  uso  de  un  rio  que  corre 
I>or  entre  los  dominios  de  una  sola  nación,  del  de  cualquiera 
otra  via  de  comunicación,  terrestre  ó  acuática,  natural  ó  arti- 
ficial, y  sin  distinguir  tampoco  el  uso  mercantil  y  pacífico  del 
que  podía  tener  cabida  para  objetos  de  guerra,  ni  el  uso  de 

(i)  AcU  fJel  Congreso  de  Vicna,  de  9  de  Junio  de  1815,  pieza  XVI. 
YéaM  Umhi<-n  la  convención  de  31  do  Marzo  de  18.il,  entre  varios  Es- 
Udoi  nberano»  dfl  Khiii,  lomo  I  de  ios  Árehivet  du  Commerce,  p.  18, 
Pahs,  1833. 

{t    W7ieo«rT»4  EUmenlt.  P.    1,  c.  4,  J  10. 
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las  naciones  riberanas  del  de  otras  naciones  cualesquiera. 
Pidiendo,  pues,  aquella  franquicia  los  americanos,  debian  es- 
tar dispuestos  á  concederla  por  reciprocidad  en  las  aguas  del 
Misisipi  y  del  Hudson,  accesibles  á  los  habitantes  del  Canadá 
por  medio  de  unas  pocas  millas  de  acarreo  terrestre,  ó  de  las 
comunicaciones  artificiales  creadas  por  los  canales  de  Nueva 
York  y  de  Ohio.  De  aquí  la  necesidad  de  limitar  un  principio 
tan  extenso  y  de  tan  peligrosa  trascendencia,  restringiéndolos 
á  objetos  de  utilidad  inocente,  calificada  de  tal  por  el  respec- 
tivo soberano;  de  reducirlo,  en  una  palabra,  á  la  categoría  de 
derecho  imperfecto.  Ni  en  la  doctrina  de  los  publicistas,  ni  en 
las  estipulaciones  de  Viena,  fundadas  en  el  común  ínteres  de 
los  contratantes,  había  nada  que  obligase  á  considerarlo  como 
un  derecho  natural  absoluto.  Del  mismo  modo  se  interpreta- 
ban las  convenciones  relativas  al  Misisipi.  Y  en  cuanto  al 
goce  común  de  las  aguas  del  San  Lorenzo  antes  de  la  inde- 
pendencia, el  tratado  de  1783,  que  la  reconocía,  estableció  un 
nuevo  orden  de  cosas  dividiendo  los  dominios  británicos  de 
Norte  América  entre  la  Gran  Bretaña  y  los  Estados  Unidos. 

Insistían  estos  diciendo  que  el  San  Lorenzo  era  como  un 
estrecho  entre  dos  mares,  y  que  la  navegación  de  los  estrechos 
era  accesoria  á  la  de  los  mares  que  se  comunicaban  por  ellos. 
La  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos  poseían  exclusivamente  la 
navegación  de  los  lagos,  y  el  San  Lorenzo  inedia  entre  estos 
y  el  mar.  ¿Era,  pues,  razonable  que  uno  de  los  coproprícta- 
rios  de  los  lagos,  privase  al  otro  de  esta  vía  necesaria  de  co- 
municación, formada  por  la  naturaleza?  Ni  era  lo  mismo  el 
derecho  de  ti'ánsito  por  agua  que  por  tierra  :  este  segundo 
ocasionaba  incomodidades  y  detrimentos  á  que  no  estaba  ex- 
puesto el  primero.  En  cuanto  á  la  regla  do  reciprocidad,  los 
Estados  Unidos  la  aceptaban,  pero  en  circunstancias  análogas. 
Si  se  descubriese  entre  el  Misisipi  y  el  alto  Canadá  una  cone- 
xión como  la  que  existe  entre  los  Estados  Unidos  y  el  San  Lo- 
renzo, no  vacilaría  la  Union  en  apUcar  iguales  principios  á 
ambos  ríos ;  pero  no  debe  confundirse  el  uso  de  un  rio  que 
nace  y  muere  en  los  dominios  de  una  sola  potencia,  con  el  de 
aquellos  (jue  corren  por  las  tierras  de  una  nación  y  desembo- 
can al  mar  dentro  de  los  límites  de  otra.  En  el  primer  caso  el 
abrir  ó  no  aquellas  aguas  á  las  naciones  extranjeras,  era  una 
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cueslioii  de  puro  comei'cio  exterior,  y  el  soberano  podia  re- 
glarla oomo  mejor  le  pareciese.  Mas  en  el  segundo  la  na  vecta- 
ción de  todo  el  rio  era  un  derecho  natural  de  las  potencias 
riberanas  sujieriores,  del  ipie  no  podían  ser  privadas  por  el 
capriclio  del  Estado  que  poseía  la  embocadura.  En  fin,  los 
tmlndos  de  Viena  no  probaban  que  este  derecho  naciese  solo 
de  consideraciones  especiales  y  de  convenciones,  por^jue  las 
leyes  de  la  naturoleza,  aunque  suiícion tómenle  obvias  é  inte- 
lifribles  en  sus  objetos  generales,  dejan  en  duda  muchos  pun- 
tos imrticulares,  (pie  resultan  de  las  varías  y  complicadas  ne- 
cesid  ules  de  la  navejí-acion  y  el  comercio  modernos.  Los 
pactos  de  Viena  y  las  otras  estipulaciones  análogas  (decían  loá 
ministros  de  la  Federación)  habían  sido  un  liomenaje  espon- 
táneo al  Supremo  Legislador  del  Universo,  rompiendo  las  ca^ 
dcnas  artiilciales  y  las  trabas  interesadas  con  (jue  arbitraria- 
mente se  había  querido  embarazar  y  obstruir  el  goce  de  sus 
grandes  dádivas  (1). 


CAPITULO  IV. 

DEL  DOMIMO,  EL  IMPERIO  Y  LA  JURISDICCIÓN. 


1.  Dominio.  —  2.  Enajenaciones  del  dominio.  —  3.  Imperio  sobre  los  ha- 
bi(an(e«,  inclusos  los  evlranjeros.  —  4.  Potestad  legislativa,  ro^ínladora 
de  los  derechos  de  propiedad.  —  5.  Imperio  sobre  los  ciudadanos  en 
país  extranjero.  —  6.  Kfectos  extraterritoriales  de  las  leyes.  —  7.  Juris- 
dicción. —  8.  Materia  de  la  jurisdicción.  —  9.  Valor  extraterritorial  de 
los  aclos  jurisdiccionales. 


i. 

La  utilidad  pública  exige  (¡ue  el  soljerano  tenga  la  facultad 
de  disponer  de  todas  las  especies  de  bienes  que  i)ertenecen 
colectiva  ó  distributivamente  á  la  nación  ;  al  establecerse  la 
cual,  se  presumo  que  no  concedió  la  propiedad  de  ciertas  cosas 
sino  ron  esta  reserva.  La  facultad  de  disi)oncr,  en  caso  neoe- 

1     M'UeAon'i  £i«m/nfi,  ib.,  {  19. 
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sario,  de  cualquier  cosa  contenida  en  el  Estado,  se  llama  domi- 
nio eminente  ó  simplemente  dominio  (1). 

Hay,  pues,  dos  especies  de  dominio  inherente  á  la  sobera- 
nía :  el  uno  sem  >jante  al  de  los  particulares,  que  es  el  (jue  se 
ejerce  sobre  los  bienes  públicos ;  y  el  otro  superior  á  este,  en 
virtud  del  cual  puede  el  soberano  disponer,  no  solo  de  los 
bienes  públicos,  mas  también  de  las  propiedades  de  los  parti- 
culares, si  la  salud  ó  la  conveniencia  del  Estado  lo  requieren. 

Emana  de  este  dominio  la  facultad  de  establecer  impuestos, 
y  el  derecho  de  expropiación,  por  el  cual  se  dispone  de  una 
propiedad  pirticiilar  para  algún  objeto  de  utilidad  pública,  in- 
demnizando al  propietario. 

Cuando  se  dice  que  tal  ó  cual  extensión  de  país  está  sujeta 
al  dominio  de  un  soberano,  se  entiende  al  dominio  eminente, 
y  los  territorios  sobre  los  cuales  este  ejerce,  se  llaman  también 
dominios. 

Un  Estado  puede  tener  propiedades  en  el  territorio  de  una 
potencia  extranjera,  pero  no  podrá  entonces  ejercer  sobre 
ellas  mas  que  el  dominio  ordinario,  semejante  al  de  los  particu- 
lares, porque  el  dominio  eminente  pertenece  al  soberano  del 
territorio. 

Los  efectos  del  dominio  consisten  en  dar  á  la  nación  el  de- 
reciio  exclusivo  de  disfrutar  sus  bos  jues,  minas,  pesquerías, 
y  en  general  el  de  hacer  suyos  todos  los  productos  de  sus 
tierras  y  aguas,  ya  sean  ordinarios,  ya  extraordinarios  ó  acci- 
dentales :  el  de  prohibir  que  se  transite  ó  navegue  por  ellas, 
ó  permitirlo  bajo  determinadas  condiciones,  quedando  á  salvo 
los  derechos  de  necesidad  y  de  uso  inocente  y  los  establecidos 
por  tratado  ó  costumbre  :  el  de  imponer  á  los  transeúntes  y 
navegantes  contribuciones  por  el  uso  délos  caminos,  puentes, 
calzadas,  canales,  puertos,  muelles,  etc.;  el  de  ejercer  juris- 
dicción sobre  toda  clase  de  personas  dentro  del  territorio  ;  y  el 
de  exigir  que  las  naves  extranjeras  que  entran  ó  pasan,  hagan 
en  reconocimiento  dt^  soberanía  los  honores  acostumbra- 
dos (2), 


(11  VaUol,  I,  20.  I  544. 

{i)  «  Caila  soberano  ti-'ne  derecho  pan  fijar  ©1  ceremonial  marítimo  qao 
ha  de  observarse  por  las  propias  naves  entre    sí,    ó  con    l&s  de  olru  na- 
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Como  el  derecho  de  enajenar  los  bienes  públicos  (1)  no  es 
necesario  para  las  funciones  ordinarias  de  la  administración, 
no  se  presume  en  el  principe  (pie  no  está  investido  de  una 
soberanía  plena,  á  menos  que  la  nación  so  lo  haya  conferido 
expresamente;  pero  se  presume  en  la  autoridad  legislativa, 
si  por  las  leyes  fundamentales  la  nación  no  se  lo  ha  reservado 
á  sí  misma;  y  en  este  último  caso  no  es  válida  la  enajenación 
de  territorio  ni  de  los  demás  bienes  públicos,  si  no  la  autoriza 
directamente  la  nación  ó  una  necesidad  imperiosa,  que  da  al 
soberano  todas  las  facultades  indispensables  para  la  salud  del 
Estado. 

Los  diferentes  miembros  de  la  asociación  política  se  hallan 
reunidos  i)ara  trabajar  de  concierto  en  la  felicidad  común,  y 
por  consiguiente  ni  el  depositario  de  la  soberanía,  ni  la  na- 
ción misma  tiene  la  facultad  de  traficar  en  ellos,  enajenándo- 
los, cualesquiera  que  sean  las  ventajas  (\ue  se  prometa  de  se- 
mejante tráfico.  La  nación  no  está  facultada  para  la  desmem- 
bración de  sus  provincias  sino  con  el  consentimiento  de  ellas 
ó  cuando  una  necesidad  extrema  lo  requiere  para  salvar  el 
Estado. 

Asi  como  el  dominio  eminente  no  conftprende  por  lo  común 
la  facultad  de  desmembrar  el  Estado,  tampoco  es  lícito  á  una 
provincia  separarse  de  la  asociación  de  (|ue  es  miembro,  aun- 
que sea  por  sustraerse  á  un  peligro,  y  aunque,  el  Estado  no  se 
halle  en  situación  de  darle  un  socorro  eficaz  é  inmediato.  Pero 
esta  regla  tiene  sus  excepciones.  1^  Si  una  provincia  se  halla 
en  el  caso  de  rendirse  á  un  enemigo  (3  perecer,  la  irresis- 
tible ley  de  la  necesidad  cancelar;»  sus  i)rimcras  ojjligacio- 
nes  :  jurando  fidelidad  al  vencedor,  no  hará  injuria  á  su  sobe- 
rano natural.   2'  Si  se  alteran   las  leyes  fundamentales  del 

rion^n,  en  alia  mar,  ó  dentro  de  la  jurisdicción  del  Kstaiio  ;  y  asimismo 
el  cer**monÍHl  que  las  naves  de  ludas  las  oirás  naciones  observen  donlro 
de  la  juriidicrioii  d»*!  Estado,  ya  entre  sí,  ya  con  sus  fortalezas  ó  buques 
de  ífuf rra,  y  los  honores  con  que  eslas  fortalezas  correspondan  á  los  que 
reatan.  Ksios  ceremoniaU.-í  se  establfCfMi  por  sus  propias  ordenanzas  ó  por 
tratado»  con  ..tras  naciones.  »  Whealon't  /■:innru(s.  V.  II,  c.  3,  g  7.) 
,1    Ko  eiu  articulo  sn  ha  seguido  principalm<.'nlo  á  Vallel,  I,  ch.  21. 


DE   DERECHO    INTERNACIONAL.  61 

Estado,  los  miembros  de  la  asociación  política  á  quienes  no 
agrade  el  nuevo  orden  de  cosas,  pueden  erigirse  en  Estados 
independientes  o  agregarse  á  otras  naciones.  3"  Si  el  Estadu 
se  descuida  en  socorrer  á  un  pueblo  que  hace  parte  suya,  si 
una  provincia  sufre  una  opresión  cruel,  ó  ve  que  se  sacrifican 
constantemente  sus  intereses  á  los  de  otros  miembros  favore- 
cidos, este  pueblo  abandonado  ó  maltratado  tiene  derecho  para 
proveer  á  su  seguridad  y  bienestar,  separándose  de  aquellos 
que  han  quebrantado  primero  las  obligaciones  recíprocas. 

3. 

La  soberanía,  que  en  cuanto  dispone  de  las  cosas  se  llama 
dominio,  en  cuanto  da  leyes  y  órdenes  á  las  personas  se  llama 
propiamente  impeuio.  Las  funciones  del  uno  y  del  otro  se  mez- 
clan á  menudo,  y  un  mismo  acto  puede  pertenecer  ya  al  do- 
minio, ya  al  imperio,  según  se  considera  con  relación  á  las 
personas  ó  á  las  cosas. 

El  imperio  recae  ya  sobre  los  ciudadanos,  ya  sobre  los  extran- 
jeros. 

El  imperio  sobre  los  extranjeros  tiene  los  mismos  límites 
que  el  territorio ;  el  Estado  no  puede  dar  leyes  ni  órdenes  á 
los  individuos  que  no  son  miembros  de  la  asociación  civil,  sino 
mientras  que  se  hallan  en  sus  tierras  ó  sus  aguas. 

Sin  embargo,  hay  objetos  de  administración  doméstica  en 
que  se  tolera  el  ejercicio  del  imperio  y  por  consiguiente  déla 
jurisdicción,  fuera  de  los  límites  del  territorio.  Por  un  es- 
tatuto británico  de  Jorge  II,  estaba  prohibido  el  trasbordo  de 
mercaderías  extranjeras  á  la  distancia  de  menos  de  cuatro  le- 
guas de  la  costa,  sin  i)agar  derechos;  y  una  acta  del  Congreso 
americano,  de  2  de  Marzo  de  17U9,  contiene  igual  prohibi- 
ción (i).  Sir  William  Scott  declaró  en  el  caso  del  Louis,  que 
los  Estados  marítimos  se  lian  atribuido  el  derecho  de  visita  y 
registro,  en  tiempo  de  paz,  dentro  de  ciertas  porciones  de 
mar  adyacente,  que  i)or  la  cortesía  de  las  naciones  han  sido 
consideradas  como  partes  de  los  dominios  de  aquellos  para  va- 
rios objetos  domésticos,  y  sobré  todo  para  los  reglamentos 

(1)  KenCs  Commtnt.  I,  p.  31  (edición  de  1832). 
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fiscales  y  defensivos,  mas  inincilialamente  dirigidos  á  su  sa- 
lud y  bienestar  :  tales  son,  ilijo,  nuestras  leyes  de  resguardo 
innrílinio,  que  sujetan  las  naves  extranjeras  á  este  examen,  á 
moderadas  distancias  de  la  costil  (1).  En  Francia  la  aduana 
por  medio  de  sus  embai'caciones  ejerce  la  policía  hasta  la 
distancia  de  cuatro  leguas  de  la  costa  (2).  La  Corte  Suprema 
de  los  Estados  Unidos,  guardando  consonancia  con  esta  cos- 
tumbre, ha  i*econocido  (jue  el  ejercicio  de  jurisdicción  sobre 
loilo  ese  espacio  de  mar  adyacente,  con  la  mira  do  proteger 
la  observancia  de  los  reglamentos  do  navegación  y  comercio^ 
era  conforme  á  las  leyes  y  usos  de  las  naciones  (3). 

La  misma  Sui)rema  Corte  ha  declarado  repetidas  veces  que 
las  embarcaciones  extranjeras,  á  consecuencia  de  una  ofensa 
conki*a  las  leyes  del  Estado,  cometida  en  el  territorio,  podian 
ser  perseguidas  y  apresadas  en  alta  mar,  y  llevadas  á  los 
puertos  americanos  para  el  competente  juzgamiento  (4).  Esto 
sin  embargo  no  se  extiende  al  derecho  de  visita  y  registro.  El 
que  a[)rehende  la  nave  lo  hace  bajo  su  responsabil  dad  :  si 
pruelja  delito  que  merezca  confiscación,  queda  justiücado;  si 
no  lo  prueba,  debe  compensar  plenamente  los  pei'juicios  (5). 
En  un  estatuto  británico  de  Jorge  IV  se  previene  que  todo  bu- 
que nacional  ó  extranjero,  que  se  descubriese  hoJjer  estado  á 
distancia  de  menos  de  una  legua  de  las  islas  de  Guernsey, 
Jersey,  Alderney,  Sark  ó  Man,  ó  dentro  de  cualquiera  bahía, 
ensenada  ó  rio  de  alguna  de  dichas  islas,  teniendo  á  bordo 
efectos  de  ilícito  comercio,  sea  confiscado  con  ellos  (6). 

Otra  decisión  de  aquella  Corte,  pronunciada  en  1824,  esta- 
blece que  el  derecho  de  visitar  y  registrar  los  buques  nacio- 
nales, y  los  extranjeros  destinados  á  puertos  americanos,  con 
la  iiiira  de  proteger  la  observancia  de  las  leyes  relativas  al  co- 
mercio y  á  la  hacien  !a  pública,  jiodia  verificarse  legítimamente 
en  alta  m;u',  pero  no  en  el   territorio  pai'tieular  de  otra  na- 


(1/   Uüihnnt  UrporlK,  II    p.  '■Ur,. 

(ii  \ifir<Mis.  Leijinlnlit.n   commercialc,  II,  p.  Tilü,  'Al. 

<3,  Véase  la  %«rfii«nria  riel  juez  Marshall  eu   el  caso  de    f.Uurch  ;  V.   Hub- 

rt,  Cranch't  ii^port»,  II,  p,   171,  y  siguientes. 

(4i   Crnuclii   Hffiínl»,    VI,  p.  281. 

'5;  Ca*o  t\i'  |;i  Marinua  flora.    Wln'alon's  /{rports,   \I,  p.  4:3. 

'6)  Mar.  Cullocli,  /Jiciionnary  of  Commercc  :  v.  Smuijyliiiíj. 
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cion  (1).  Pero  la  Alta  Corte  del  almirantazgo  Lrilánico,  en  el 
caso  del  Louis  arriba  citado,  expresó  muy  diversa  opinión  : 
a  El  derecho,  dijo  Sir  W.  Scott,  que  recientemente  se  ha  atri- 
buido la  Suecia  de  registrar  en  alta  mar  los  buques  extranje- 
ros destinados  á  puertos  suecos,  fué  resistido  por  nuesti'o  go- 
bierno como  ilegal,  y  la  Suecia  dejó  por  fm  de  insistir  en 
él  (2).  » 

4. 

Del  dominio  y  del  imperio  emana  la  potestad  de  dar  leyes 
sobre  la  adquisición,  goce,  enajenación  y  trasmisión  de  las 
propiedades  existentes  en  el  territorio  del  Estado. 

La  ley  del  Estado  en  que  se  hallan  los  bienes  raíces,  es  la 
que  determina  lo  concerniente  á  ellos,  aun  cuando  sean  po- 
seídos por  extranjeros  ó  por  personas  domiciliadas  en  i)ais 
extraño;  de  donde  se  infiere,  según  la  doctrina  común,  (jue 
si  un  extranjero  posee  bienes  raíces  en  nuestro  suelo,  no  puede 
disponer  de  ellos  á  título  gratuito  en  peijuicio  de  sus  descen- 
dientes ó  ascendientes,  sino  hasta  concurrencia  de  lo  que  poi-- 
mitan  á  los  ciudadanos  las  leyes  locales  ;  que  no  puede  hipo- 
tecarlos, sino  por  los  medios  y  con  las  formalidades  prescritas 
por  las  mismas  leyes ;  y  que  en  las  sucesiones  al)  inlesínlo  los 
bienes  raices  son  regidos,  no  por  las  leyes  del  país  á  que  i)er- 
teneció  el  difunto,  sino  por  las  del  territorio  en  (lue  están  si- 
tuados los  bienes  (3). 

(1)  Caso  del  A  pollón.   ]Vheaton's  fíepoils,  IX,  371. 

(2)  Dodsons  Jieporls,  II,  i».  2in. 

(3)  Morliii.  Hépertiiirc  de  Léíjislniion,  v.  Loi,  17,  '2.  Estas  elediicciones 
no  parecen  adniisiWles  en  toda  su  lalilud,  setrun  el  puro  D«iecho  natural. 
No  debemos  confundir  las  leyes  que  miran  especial  y  diiociamenle  á  los 
bi»  nes  raíces  (llamadas  eslalutns  miles)  con  las  que  tocan  dircciamonle  á 
las  porsonas,  y  por  medio  de  estas  á  los  bienes,  sin  consideración  ;i  su 
calidad  de  muehlcs  ó  inmuebles,  ó  á  su  siluaciou  en  lirriturio  nacimial  ó 
extraño  (estatuios  personales).  Si  en  iiueslro  país  la  tra-mision  de  bienes 
raices  estuviese  sujeta  á  réjalas  especiales  ;  si,  por  ejemplo,  solo  pudiese 
suceder  en  ellos  el  piimogOnilo,  deberia.i  sin  duda  ubsi'rvarse  esas  re^jlas  : 
el  primc^'énito  d«l  exiranjero  difunto  excluiria  de  esos  bienes  ;i  sus  lieriua- 
nos,  cualesquiera  que  fm  sen  las  leyes  del  domicilio  de  su  i)adre  ó  del 
suyo.  Pero  si  la  diferencia  entre  núes! ras  leyes  y  las  extranjeras  fuese  solo 
relati\a  á  la  división  de  los  bienes  por  testamento  ú  «6  inleslalo,  sin  dis- 
tineion  do  muebles  ó  inmuebles;  si,  por  ejemplo,  las  leyes  extranjeras 
llamasen  á  la  viuda  á  partir  con  los  bijos,  y  las  nuestras  no.  ;.  qué  ventaja 
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Con  respecto  á  los  muebles  la  regla  que  se  sigue  es  la  mis- 
jiia  que  para  los  bienes  raíces.  Pero  en  los  muebles  se  reco- 
noce generalmente  que  la  ley  del  domicilio  del  difunto  regla 
la  trasmisión  liereditaria  y  nb  intostato  (1). 

La  ley  del  domicilio  del  que  otorga  un  acto  regla  las  forma- 
lidades á  que  debe  sujetarse  el  acto,  donde  quiera  que  estén 


nos  rcsuUaria  do  negar  á  la  viuda  en  los  inmuebles  la  parle  que  le  conce- 
diesen las  leyes  de  su  pais  en  la  iierencia  de  su  marido  difunto  ?  La  ad- 
misión de  la  viuda  no  tendría  nada  de  contrario  á  nuestras  leyes,  dado 
que  ella-i  pirmiían  que  se  dividan  los  bienes  raíces  entre  los  herederos  y 
que  sean  poseidos  por  extranjeros  :  el  modo  en  que  ileban  dividirse  es  un 
punto  que  no  nos  concierne,  y  en  que  versan  consideraciones  de  otra  es- 
pecie, coniO  después  veremos. 

Si  el  extranjero,  dueño  de  los  bienes  raíces,  dispusiese  de  ellos  por  tes- 
lameniu  en  faNor  d"  una  persona  que  en  su  i)aís  fuese  incapaz  de  heredarle, 
pero  que  no  lo  fuese  en  el  nuestro,  excluiríamos  seguramente  al  heredero 
testamentario.  De  la  misma  manera,  si  el  extranjero,  según  las  leyes  de  su 
domicilio,  no  fuese  hábil  para  disponer  de  sus  bienes  por  contrato  entre 
\ivos,  sino  con  ciertos  requisitos,  y  en  nuestro  país  lo  fuese  sin  ellos,  el 
contrato  por  la  falta  de  esos  requisitos  carecería  de  valor  entro  nosotros. 
(M'-rlm,  i6.)  ¿No  es  esto  reconocer  en  la  enajenación  y  trasmisión  de  los 
inmuebles  el  imperio  de  los  estatutos  personales  de  un   país  extranjero? 

La  ley  que  exige  para  las  hipotecas  registro  especial  ó  protocolo,  es  un 
estatuto  real  :  la  otorgada  en  país  exlranjeru  no  podría  dispensarse  de  estas 
solemnidades.  La  hipoteca  legal  exigiría  ademas,  que  concurriesen  la  ley 
del  domicilio  y  la  ley  del  lugar  de  los  bienes.  Si,  por  ejemplo,  la  ley 
extranjera  da  á  la  mujer  casada  una  hipoteca  sobre  los  bienes  del  marido 
para  la  seguridad  de  los  suyos,  ¿  producirá  este  efecto  en  nuestro  país  el 
matrimonio  extranjero  ?  Si  rige  la  misma  ley  en  nuestro  país,  se  debe  estar 
por  la  afirmativa.  Merlin.  Jicpert.  v.  liemploi,  II,  9.)  Reconociendo  nos- 
otros el  matrimonio  le  damos  los  mismos  efectos  que  si  se  hubiese  celebrado 
oü  nuestro  país,  y  s-í  contrae  la  hipoteca  legal  por  uno  de  los  medios  que 
nuestras  leyej  prescriben.  Pero  ¿que  seria  si  esa  hipoteca  legal  fuese  des- 
conocida en  nuestro  código?  Las  hipoiecas  legales  son  criaturas  de  la 
ley  ;  la  ky  e\tranjf;ra  no  (.-s  entre  nosotros  ley  ;  no  puede  por  consiguiente 
gravar  ron  psa  pren.la  los  inmuebles  de  nuestro  suelo.  Y  si  se  alega  que 
un  matrimonio  extranjero,  ya  que  no  produzca  entre  nosotros  la  hipoteca 
1-gaI,  pro  lucirá  á  lo  menos  una  hipoteca  convencional,  en  virtud  de  la 
\olundad  d»;  los  esposos  expresa  ó  tácilanicnte  incorporada  en  el  contrato 
nupcial,  seria  necesario  para  osle  efecto  la  observancia  de  las  solemnidades 
á  qu"  por  nuestras  leyes  están  sujetas  las  hipotecas  convcneíonales.  Lo 
mismo  seria  si  la  hipoteca  legal  á  favor  de  la  majer  casada  no  rigiese  en 
el  país  del  matrimonio,  aunque  rigiese  en  el  nuestro.  En  este  caso,  aun 
reconocien-lo  nosotros  el  malrimonio  extranjero,  no  podríamos  dalle  otros 
•feclo'  qii»-  Ion  que  han  qucrilo  darle  los  contrayentes,  en  quienes  (Uihemos 
presumir  la  voluntad  de  eouformarsc  :i  las  leyes  bajo  cuyo  imperio  visen. 

(I'othier.  /Je  la  Communantc  légale,  IJ,  13.) 

i;  H'heatou't  EUmentí,  II,  2,  K  5. 
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situados  los  bienes  muebles  de  que  en  él  se  dispone  (i)  :  sin 
perjuicio  de  las  solemnidades  externas  necesarias  para  ({ue 
conste  la  autenticidad  del  acto  en  el  país  donde  debe  jjroducir 
sus  efectos. 

Finalmente  cualquiera  influencia  que  se  conceda  á  las  leyes 
de  un  Estado  sobre  los  bienes  situados  en  suelo  extraño,  debe 
siempre  quedar  salvo  el  derecho  del  fisco  de  cada  nación  para 
suceder  en  los  bienes  que  existen  en  ella,  á  la  falta  de  todo 
otro  heredero.  El  fisco  en  este  caso  sucede  menos  como  here- 
dero que  por  su  derecho  á  ocupar  los  bienes  vacantes ;  derecho 
inlierente  á  la  soberanía  territorial. 


5. 

Con  respecto  á  los  ciudadanos  el  imperio  no  está  circuns- 
crito al  territorio.  Asi  es  que  son  responsables  al  Estado  de  su 
conducta  i)or  actos  de  infracción  de  las  leyes  patrias,  aun  co- 
metidos en  territorio  extranjero. 

.  Hay  leyes  meramente  locales,  que  solo  obligan  al  ciuda- 
dano mientras  se  halla  dentro  de  los  Hmites  del  territorio. 
Hay  otras  de  cuya  observancia  no  podemos  eximirnos  donde 
(juiera  que  estemos ,  como  son  aquellas  que  nos  imponen 
obhgaciones  particulares  para  con  el  Estado  ó  para  con  otros 
miembros  de  la  asociación  civil  á  que  pertenecemos.  Asi  todo 
acto  de  hostilidad  de  un  ciudadano  contra  su  patria  es  un  cri- 
men donde  quiera  que  se  cometa.  Así  el  ciudadano  que  testa 
en  país  extranjero,  debe  dejar  á  sus  hijos  ó  á  sus  otros  here- 
deros forzosos,  cuidadanos  del  mismo  Estado  que  él,  las  legí- 
timas que  por  las  leyes  j)atrias  les  })erteiieren;  y  estos  lieiv- 
(leros,  defraudados  de  sus  legítimas,  tendrían  acción  para  que 
se  les  enterasen  de  los  bienes  del  testador  existentes  en  A 
territorio  patrio  (2). 

En  general  las  leyes  relativas  al  estado  civil  y  capacidad 
personal  de  los  ciudadanos,  ejercen  su  imperio  sobre  ellos 
donde  (juiera  que  residan.   Tales  son  las  (¡iie  determinan  la 

(1)  Locus  rcgit  aclum.   Wheaton,  í6.,  g  8. 

(2)  Vallel,  II,  8,  8  '11.  Biirlamaqui.  Droit  de  /i  Xatnrc  el  des  G'Uf, 
Vil,  P.  3,  ch.  10. 
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efkid  en  que  se  puede  eoiiü-acr  matninonio,  la  necesidad  del 
consentimiento  de  los  padres  para  coutraerlo,  los  impedimen- 
tos que  K'  hacen  ilícito  ó  nulo,  y  las  obligaciones  á  que  por  la 
imion  coiivu^ral  se  sujetan  ambos  consortes .  Lo  mismo  se 
aplica  á  las  leyes  que  reglan  la  legitimidad  de  los  hijos,  los 
años  de  la  pubertad  y  de  la  edad  mayor,  la  capacidad  ó  inca- 
paci^ldd  de  los  menores  para  ciertas  fiuiciones,  y  los  recpii- 
sitos  y  formalidades  de  la  emancipación.  Todas  estas  leyes  se 
imeden  decir  que  viajan  con  los  ciudadanos  á  donde  quiera 
que  se  trasladan  (i).  Su  patria  puede  por  consiguiente  desco- 
nocer y  castigar  todos  los  actos  ejecutados  en  contravención  á 
ellas,  cualquiera  que  fuese  el  valor  que  se  diese  á  tales  actos 
en  país  extranjero  (2). 

La  misma  reglase  aplicad  la  disolución  del  matrimonio.  Ma- 
nifiestos son  los  inconvenientes  que  se  seguirían,  si  el  que 
se  ha  casado  bajo  el  imperio  de  leyes  que  lo  hacen  indiso- 
luble pudiese  disolverlo  mudando  de  domicilio,  ó  lo  que  se- 
ria peor,  trasladándose  momentáneamente  á  otro  país,  donde 
las  leyes  autorizasen  la  disolución.  El  divorcio  qiioacl  vinciihnu 
pronunciado  en  estas  circunstancias  no  tendría  valor  alguno 


ili  Whfaloni  Elemenls,  II,  2,  g  7.  Pardessus.  Droil  commercinl,  VI, 
I.  VII.  ch.  2J  1. 

{i  En  algunas  naciones  se  observa  con  menos  rigiilez  este  principio.  El 
malrimoiiio  de  un  o\lran]ero  que  se  casó  según  las  leyes  el  país  en  que 
hahii  fijado  de  buena  fe  su  domicilio,  es  válido,  según  la  doctrina  de  va- 
ríos  trihanales  y  publicislas,  en  lodos  los  países  del  mundo,  y  debe  serk) 
en  la  palria  misma  del  extranjero,  cualquiera  que  sea  la  legislación  que 
rija  en  esii.  Y  aunque  la  indulgencia  no  parece  que  debiera  extenderse  .i 
los  i  iri    de  domicilio,  y    mucbo   menos  á  los  que    se   ausentan  mo- 

inei,  ,  •  tite  dtd  suyo,  con  el  objeto  de  sustraerse  á  las  leyes  [lalrias, 
porque  f:%U:  seria  un  acto  ejecutado  de  propósito  ad  eversioiiem  juris  nos- 
tri  .lluberl,  Prwlecl,  t.  De  Confliclu  legum,  sect.  8),  con  todo,  aun  cu 
ese  caso,  el  principio  qne  se  sigue  en  algunas  parles,  relativamente  al 
rnatrinionio,  es  que  la  ley  del  domicilio  prevalece  sobre  la  ley  de  la  nacio- 
italidad  d»d  individuo  y  la  ley  del  lugar  del  contrato  sobre  las  otras,  l-^sla, 
según  líS  juz|;ados  eclciiásliros  de  Inglaterra,  es  una  parte  dd  Derecho  do 
gvnles  de  la»  naciones  cri^tima.';,  y  se  segoiria  mucba  confu.-vion  y  perjui- 
cios eoo  rM(>ccUj  ú  la  legiliniuiad  del  na'^:i miento,  la  sucesión  ptjr  (-ausa  de 
muerte,  y  varios  otros  Í!n[)ortantcs  derecbos,  si  no  se  adoptase  como  cri- 
terio de  la  \alid<-z  dtd  matritnonio  la  ley  d(d  piís  en  que  se  ha  C(  Icbrado. 
La  <-orl'í  Suprema  de  Massacliu-íells  ha  sido  de  la  misma  opinión,  aun  con- 
Imauáo  que  B«ai^ani<;  doctrina  re|)ugnabaá  los  jirineipios  generales  relativos 
á  los  eoniraUiS.  {Kend  Cutnmcnl.   I».  IV.  lecl.  !2(j.) 
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ante  las  leyes  bajo  cuyo  imperio  se  celebró  el  matrimonio  (I). 
Con  respecto  al  divorcio  á  mensa  el  toro  es  otra  la  regla. 
Este  divorcio  tiene  por  objeto  la  tranquilidad  de  las  familias 
y  la  seguridad  personal  y  doméstica,  que  no  pueden  prote- 
gerse eficazmente  sino  por  la  autoridad  local.  Asi  vemos  que 
en  todas  partes  se  concede  con  arreglo  á  las  leyes  locales  (2). 
La  excepción  mas  frecuente  al  principio  de  la  indelebilidad 
de  las  obligaciones  emanadas  de  la  ciudadanía  nativa,  es  la 
que  nace  del  derecho  de  los  Estados  soberanos  á  naturalizar 
extranjeros,  á  domiciliarlos,  y  á  conferirles  los  privilegios  de 
su  nueva  naturaleza  ó  domicilio  .  Esto ,  relativamente  á  los 
privilegios  comerciales,  está  generalmente  admitido,  y  así 
lo  observa  la  Gran  Bretaña,  no  obstante  que  sus  leyes  desco- 
nocen de  todo  punto  el  derecho  de  abdicar  la  ciudadanía  na- 
tiva (3). 


6. 

Las  leyes  de  un  Estado  no  tienen  mas  fuerza  en  otro  que  1j 
que  el  segundo  haya  querido  voluntariamente  concederles; 
por  consiguiente  no  produce  por  sí  misma  obligacioa  al- 
guna en  los  subditos  de  los  otros  Estados,  ([ue  existen  fuera 
del  territorio  del  primero;  y  do  aquí  es,  por  ejemplo,  q^ue 
una  garantía  de  neutralidad  en  una  póliza  de  seguro  no  se 
falsifica  por  la  sentencia  de  un  tribunal  extranjero,  que  haj-a 
condenado  el  buque  neutral  por  contravención  á  cualquiera 
ordenanza  ó  reglamento,  que  adicione  ó  altere  en  alguna  cosa 
el  Derecho  común  de  gentes,  y  que  no  teuga  á  su  favor  Los 

(1)  Los  doce  jueces  de  Iiiglalerr.i  decidieron,  el  año  de  ISI'2,  en  el  caso 
de  Lolly,  que  siendo  por  las  leyes  in^'l«'s;is  indisoluble  el  matrimonio  sin  la 
intervención  ilol  j)  irlanienlo ,  los  divurcio>  íjhikuI  vmcutuiu  obtnidos 
fiiera  tlel  reino  orau  nulos  y  de  ningún  valor  eu  Inglaterra.  Diáculiose  lUía 
cuestión  semejante,  el  año  de  1813,  en  la  Cámara  df  los  Pares  de  la  (irán 
Bretaña,  como  tribunal  de  apelación.  Disputábale  si  un  matrimonio  ingles 
pedia  ser  disuello  iioruna  corle  escocesa,  aun  suponiendo  que  las  parles  se 
hubiesen  domiciliado  en  Escocia;  \  >i  bien  no  Ueg..  á  sentoiiciarse  la 
causa,,  el  Canciller  Lord  EIdon  emitió  un  juicio  conforme  al  d  •  los  doce 
jueces  expresado  el  año  anlerior,  negando  la  corapiH^encia  *  juzgado  alguno 
extranjero  para  disolver  un  matrimonio  celebrado  en  Inglaterra.    ,Kent,  i6.) 

{i)  kenl's  Coinmciit.  ib. 

(3)  Wheaton's.Elements.  P.  11,  2,  ?  T. 
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paclosenlre  la  nación  iiue  coiidona  la  i)resa  y  la  nación  á  que 
pertenece  el  buque  (1). 

La?;  leyes  de  un  Kslado  se  suponen  ignoradas  por  los  otros; 
los  cuales,  por  consiguiente,  si  no  intervienen  traliidos  en  con- 
trario, no  están  obligados  á  prestar  la  fuer/a  do  la  autoridad 
pública  para  compeler  á  persona  alguna  á  obedecerlas.  Son 
pali>ables  los  inconvenientes  que  resi>ltarian  de  un  sistema 
contrario.  Las  naciones  ejercerian  una  continua  intervención 
en  los  negocios  domésticos  una  de  otra;  de  lo  ({ue  resullarian 
clioiiues  y  desavenencias.  Ni  seria  conciliable  semejante  de- 
recho con  los  de  expatriación  voluntaria  y  de  asilo.  Con  res- 
pecto á  los  ciudadanos  (pie  no  han  abandonado  su  patria  para 
siempre,  esta,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  tiene  medios 
dentro  de  si  misma  para  hacer  respetar  sus  leyes. 

Las  naciones  modernas  han  llevado  esta  independencia  re- 
cíproca mas  allá  de  los  limites  que  la  equidad  natural  parece 
prescribirles.  Es  una  regla  establecida  en  la  Inglaterra  y  en 
los  Estados  Umdos  de  América,  que  una  nación  no  está  obli- 
gada á  darse  por  entendida  de  los  reglamentos  comerciales  ó 
fiscalei  de  otra;  y  por  una  consecuencia  de  esta  regla,  no  se 
rehusa  la  protección  de  las  leyes  á  los  contratos  relativos  al 
tráfico  de  los  ciudadanos  con  los  subditos  de  las  potencias 
e.xtran jeras,  aunque  en  los  contratos  mismos  se  eche  de  ver 
que  se  trata  de  una  especie  de  tráfico  que  las  leyes  de  estas 
potencias  prohiben.  En  los  tribunales  de  la  primera  se  ha  deci- 
«hdo  que  no  era  ilegal  el  seguro  de  un  viajo  en  que  se  trataba 
de  defraudar  al  fisco  de  una  nación  amiga  con  documentos  fic- 
ticios. Mas  aunque  está  tolerada  esta  práctica,  es  difícil  conci- 
liaria con  los  principios  universales  de  justicia.  Para  hacer  el 
contrabando  en  pais  extranjero  es  necesario  inducir  á  los  sub- 
ditos á  (juebrantar  las  leyes  que  están  obligados  á  obedecer, 
lo  cual  es  instigarlos  al  crimen.  Agrégase  á  esto  la  obligación 
natural  de  observar  las  leyes  del  Estado  que  nos  dispensa  hos- 
pitalidad, y  nos  permite  traficar  con  sus  subditos  bajo  la  con- 
dición tácita  de  conformar  á  ellas  nuestra  conducta.  Obrar 
d2  otro  modo  es  proceder  de  mala  fe;  y  un  contrato  diri- 
jjido  á  fonícntar  semejante  comercio  no  debe  producir  obJiga- 

(♦)  ChUiy't,CommercialLaw,\o\,  I,ch.  4. 
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cion.  No  se  puede  alegar  á  favor  de  esta  práctica  la  dificul- 
tad de  saber  los  complicados  reglamentos  fiscales  de  las  na- 
ciones con  quienes  tenemos  comercio.  Difíciles  son  tam- 
bién de  conocer  las  leyes  extranjeras  relativas  á  los  contra- 
tos, y  con  todo  eso  no  se  dejan  de  interpretar  y  juzgar  según 
ellas  los  que  se  han  celebrado  en  pais  extranjero.  No  se  di- 
visa motivo  alguno  para  que  las  naciones  cultas  no  concurran 
desde  luego  á  la  total  abolición  de  un  sistema  tan  dir»^cta- 
mente  contrario  á  las  reglas  de  probidad  entre  hombre  y  hom- 
bre, si  no  es  el  lucro  mezquino  que  produce  a  las  potencias 
marítimas  (1). 

Aunque  un  Estado  solo  atiende  á  sus  propias  leyes  para  ca- 
lificar de  legales  ó  ilegales  los  actos  ({ue  se  ejecutan  bajo  su 
imperio,  los  actos  ejecutados  en  otro  territorio  y  bajo  el  im- 
perio de  otras  leyes  deben  calificarse  de  legales  ó  ilegales  con 
arreglo  á  estas.  La  comunicación  entre  los  pueblos  estarla  su- 
jeta á  gravísimos  inconvenientes,  si  así  no  fuese  :  una  dona- 
ción ó  testamento  otorgado  en  un  país  no  nos  daría  título  al- 
guno cá  la  propiedad  situada  en  otro  :  dos  esposos  no  serian 
reconocidos  por  tales  desde  que  saliesen  del  país  cuyas  leyes  y 
ritos  han  consagrado  su  unión;  en  suma,  nuestros  mas  pre- 
ciosos derechos  desaparecerían,  ó  solo  tendrían  una  existen- 
cia precaria,  luego  (|ue  dejasen  de  hallarse  bíijo  la  tutela  de 
las  instituciones  civiles  á  cuya  sombra  han  sido  creados. 

7. 

L;i  jurisdicción  os  la  facultad  de  adiniíiislrar  justicia.  Su 
extensión  es  la  misma  (pie  la  del  imperio.  A  los  tribunales  de 
la  nación  corresponde  tomar  conocimiento  de  todos  los  actos 
que  eslán  sometidos  á  la  inlluoncia  de  sus  leyes,  y  prestar  la 

(1)  ChiUy,  ib.  Es  prdclica  coriieiite  recibirse  como  váiinjj,  por  los  tribu- 
nales de  justicia  los  coiilralos  de  seguros  do  luarcaderías  que  se  destinan  i 
un  comercio  de  cunlrabando.  Las  razones  á  favor  de  ella  pueden  verse  en 
en  Merlin,  Hépert.  v.  Arrét  de  Prince.  Se  ha  querido  fundarla  principal- 
mente en  el  derecho  tie  retorsión.  «  Tal  \ez  Püthier  hul)iera  sido  menos 
rígido  (dice  Emerigon,  Tratado  de  setjuios,  1,  pá.;.  ¿ir»  ,  si  hubiese  C'  nside- 
rado  que  el  contrabando  es  un  vicio  común  de  todos  los  países  comerciantes  : 
los  csi)añoles  y  los  ingleses  lo  hacen  en  Francia,  y  por  tanto  nu  es  per  ■ 
milido  por  una  especie  de  represalias  hacerlo  en  Inglaterra  y  España.  » 
Defender  una  práctica  por  el  derecho  de  retorsión  es  reconocer  su  injusticia. 
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fiicjza  de  la  autoriilad  pública  ;'i  la  lU^Viisa  y  vindicación  .do  to- 
dos los  derechos  croados  por  ellas. 

Las  personas  (lue  existen  dentro  del  territorio  so  hallan  pri- 
vativamente snjetas  á  la  jurisdicción  del  Estado.  Las  naciones 
extranjeras  no  tienen  facultad  para  instituir  en  él  un  tribunal 
ó. judicatura  de  nin^'una  clase,  sino  es  que  el  soberano  del  ter- 
ritorio se  la  baya  conferido.  Fundada  en  este  principio  declaró 
la  Corte  Suprema  de  la  Federación  Americana,  el  año  de  1794, 
que  no  era  lei^al  la  jurisdicción  de  almirantazgo  ejercida  por 
los  cónsules  de  Francia  en  el  territorio  de  aiiuellos  Estados, 
pues  no  se  apoyaba  en  pacto  alguno  (1). 

La  misma  Corte  declaró  el  año  de  1812,  en  un  caso  célebre 
á  que  estuvieron  presentes  todos  los  jueces  :  que  la  jurisdic- 
ción de  los  tribunales  es  una  parte  de  la  ({ue  reside  en  el  Es- 
tado, en  virtud  de  su  independencia  y  soberanía;  que  la  juris- 
dicción del  Estado  en  su  territorio  es  necesariamente  exclusiva 
y  absoluta,  y  no  es  susceptible  de  ninguna  limitación,  (|uc  él 
no  se  haya  impuesto  á  sí  mismo ;  que  toda  restricción,  á  que 
se  intentase  someterla  y  que  se  originase  de  una  fuente 
externM,  menoscabarla  su  poder  soberano  en  esa  parte  y  lo 
trasladarla  al  Estado  de  que  emanase  la  restricción;  y  que, 
por  consiguiente,  todo  lo  que  Umita  esa  plenitud  de  jurisdic- 
ción dentro  del  territorio,  debe  rastrearse  al  consentimiento 
de  la  nación  misma,  y  no  i  uede  derivarse  de  otra  fuente  le- 
gítima (2). 

Cesa  la  jurisdicción  de  un  Estado  dentro  de  su  propio  Icr- 
rilorio : 

1®  Cuando  la  persona  de  un  soberano  entra  en  las  tierras  de 
una  potencia  amiga.  Representando  la  dignidad  y  soberanía 
de  su  nación,  y  pisando  el  teiM-i torio  ajeno  con  el  beneplácito 
del  gobierno  local  (beneplácito  í|ue  en  tiempo  de  paz  se  pre- 
sume}, está  exento  de  la  jurisdicción  del  pais  en  (|ue  momen- 
Uíncamente  reside. 

2»  Hespecto  de  los  agentes  diplomáticos. 

3"  Respecto  de  los  ejércitos,  escuadras  ó  naves  de  guerra, 
qu('  liaiisilíin  |ior  nuestras  tierras,  ó  navegan  ó  anclan  en 
nuefitruK  agunR.  Para  el  tn'insito  de  troj)as  i)or  tierra  se  ne- 

(f     n»¡¡at'$  UejiorU,  III.   líi. 
\%    (Jkranch't  Ur¡,oitt,  MI,  136. 
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cesita  el  permiso  expreso  de  la  autoridad  local ;  pero  si  no  hay 
prohibición  expresa,  los  puertos  de  una  potencia  se  conside- 
ran abiertos  á  las  naves  de  las  otras  con  quienes  la  primera 
está  en  paz  (1). 

La  territorialidad  de  las  naves  de  guerra  y  de  los  agentes 
diplomáticos  expresa  por  medio  de  una  íiccion  ó  metciíora  esta 
independencia  de  la  jurisdicción  local. 

En  alta  mar  los  buques  de  toda  potencia,  sean  púbhcos  ó 
particulares,  permanecen  sujetos  á  su  jurisdicción.  Si  se  co- 
mete un  crimen  á  bordo  de  un  buque  en  alta  mar,  solo  la 
nación  á  que  pertenece  el  buque  puede  juzgar  y  castigar  al 
reo  (2). 

El  derecho  de  visitar  y  registrar  los  buques  extranjeros  en 
alia  mar,  no  existe  en  ningún  tiempo  respecto  de  las  naves 
públicas  ó  de  guerra,  ni  en  tiempo  de  paz  respecto  de  las  na- 
ves privadas,  á  no  ser  que  se  haya  concedido  por  tratados. 
Como  la  piratei'ia  es  á  un  mismo  tiempo  un  crimen  y  un  es- 
tado de  guerra  contra  todas  las  naciones,  cada  una  de  ellas 
puede  apresar  la  nave  pirática  en  alta  mar,  y  apoderarse  de 
los  que  la  mandan  y  tripulan  para  enjuiciarlos  y  castigarlos. 
Pero  sobre  la  nave  pirática  (jue  se  acerca  á  la  costa,  solo  tiene 
jurisdicción  el  soberano  (jue  manda  en  ella;  y  aunque  no 
tendría  razón  para  llevará  mal  que  una  fuei'za  extranjeiti  apre- 
hendiese en  sus  aguas  á  un  enemigo  común  del  género  hu- 
mano, estarla  sin  duda  autorizado  para  exigir  que  el  aprehen- 
sor  le  entregase  á  la  justicia  local  (3). 

El  comercio  de  esclavos  que  antes  era  considerado  como  le- 
gítimo está  hoy  prohibido  por  casi  todas  las  naciones  cristia- 
nas, y  aun  declarado  en  algunas  de  ellas  i)iratería.  Pero  esta 
piratería  no  es  la  del  Derecho  natural  de  gentes:  es  creada 


(1)  Wheaton's  Elemenis,  II,  2,  ?,  iO. 

(!2)  Discurso  dil  juoz  MarsIiiiU  en  la  Cámara  do  RepresonUuiles  de  los 
Estados  Unidos.    Apéndice  al  tomo  V.  de  Wheatou's  Heports. 

«  Los  tribunales  de  los  E.  Unidos  ejercieron  jurisdicción  sobre  un  homi- 
cidio conielido  en  alta  mar  desdo  un  buque  tle  los  Estados  Unidos  por  un 
exlranjcro  quo  ib;i  á  su  bordo,  siendo  el  mui  rto  oxtranjejü,  y  liullan- 
doso,  al  recibir  la  muerte,  :i  bordo  do  un  buque  también  extranjero.  » 
(Juzí^ado  así  en  la  Corlo  Suprema  de  los  Estados  Unidos.  H'hfutou't 
fíeports.  L,  V,  184.) 

(3)  ScUmalz,  I,  5,  ch.  í. 
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por  las  leyes  civiles;  y  no  nos  confiere,  sino  por  medio  de  pac- 
tos, la  facultad  de  visitar  y  registrar  un  buque  extranjero  en 
alta  mar  y  cu  tiempo  de  paz,  y  la  de  aprehender  y  juzgar  á 
los  tralicantes  de  esclavos  ^I). 

Como  Vtirias  potencias  lian  relmsado  conceder  á  otras  esa 
facultad  de  visita  y  registro,  se  abusa  á  menudo  de  su  ban- 
dera para  cubrir  el  comercio  de  esclavos;  y  la  Gran  Bretaña, 
empeñada  en  abolir  este  infame  tráfico,  ha  reclamado  y  sos- 
tenido el  derecho  de  visitar  en  todo  tiempo  cualesquiera  em- 
baraciones  sospechosas  con  el  solo  objeto  de  reconocer  si  es 
genuina  l;i  bandera  que  llevan,  dejándolas  ir  en  libertad  con 
su  carga,  aunque  sea  de  esclavos,  si  las  embarcaciones  perte- 
necen á  Estados  que  no  han  concedido  á  la  Gran  Bretaña  la 
faculta»!  de  registro  y  jurisdicción.  Es  preciso  confesar  (pie  sin 
ese  derecho  de  visita,  los  otros  vendrían  á  ser  en  gran  parte 
ilusorios  ;2). 


8. 

Habiendo  examinado  la  extensión  de  la  jurisdicción,  se  sigue 
ahora  considerar  la  materia  sobre  que  recae. 

1"  El  conocimiento  de  los  delitos  cometidos  en  cualquiera 
parte  del  territorio  de  la  nación,  sean  ciudadanos  ó  extranje- 
ros los  delincuentes,  compete  primitivamente  á  sus  juzga- 
dos (3). 

(1)  Whealon't  Elehienli,  II,  2,  g  17. 

(2)  EsU  jurisdicción,  según  los  traíalos  que  la  Gran  Bretaña  ha  cele- 
brado con  v.irias  potencias  para  la  abolición  del  comercio  de  esclavos,  se 
ejerce  por  trihunales  mistos  en  que  concurren  la  potencia  apresadora  y  la 
potencia  á  qu»;  pertenece  la  nave. 

(3)  «  Cuando  un  extranjero  lia  delinquido  en  nuestro  territorio,  es  casti- 
gado por  niif>tras  íiutoridades  y  sí'giin  nuestras  leyes.  Lo  aprelicndenios  y 
•  .mitramos  :  su  sub'-rano  no  puede  pedir  su  e\lr;idiccion  ;  y  el  extranjero 
perseguido  puede  por  .*u  parte  reclamar  lodos  los  derechos  de  los  ciudada- 
no* de  nuestro  Estado.  Ni  seria  justo  tratarle  con  rnas  rigor  que  al  ciu- 
dailano,  ni  hay  razón  para  mostrarle  mas  iiidul^;en(;ia,  á  pretexto  de  que 
ta  delito  le  habría  acarreado  una  pena  menos  severa  en  su  patria  :  él  no 
ha  conirav.-nido  á  la»  leyes  de  su  nación  sino  á  las  nuestras.  K.«la  regla 
M  «plici  igualmente  á  las  acciones  que  no  son  injustas  en  sí  mismas,  y 
por   consiguiente  no  acarrean  castigo  en   todas   partes;    por   ejemplo,    la 

introducción  de   mercaderías  prohibidas Si   la  ley  amenaza  indis- 

lifitanipnt^:  á  lodoi  lo*  mdividuos,  el   magistrado  deb*'  aplicarla  sin  dislinc- 
cíoD,  ami  cuando  el  extrarij»jro  hubiese  obrado   por   orden  de  su   gobierno. 
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Por  consiguiente,  el  delito  cometido  á  bordo  de  cualquier  bu- 
que mercante  en  nuestras  aguas,  debe  ser  privativamente  juz- 
gado y  castigado  por  nuestras  judicaturas,  entendiéndose  por 
delito  la  contravención  á  nuestras  leyes.  Si  un  acto,  pues,  co- 
metido en  una  nave  extranjera  surta  en  nuestras  aguas  no  fuese 
prohibido  por  nuestras  leyes,  pero  lo  fuese  por  las  leyes  del 
país  á  que  pertenece  la  nave,  el  conocimiento  y  castigo  de  ese 
delito  no  correspondería  á  nuestros  juzgados  nacionales.  Por 
el  mismo  principio,  las  infracciones  de  la  disciplina  interior 
del  bu({ue  extranjero  cometidas  por  individuos  de  la  tripula- 
ción, no  son  de  la  competencia  de  nuestros  juzgados  (1). 

2"  En  las  obligaciones  civiles,  la  consideración  de  la  materia 
está  intimamente  unida  con  la  de  las  personas. 

En  primer  lugar  es  un  principio  generalmente  reconocido  que 
todo  contrato  confiere  jurisdicción  á  los  tribunales  del  país 
en  que  se  ha  celebrado  (2). 

Sin  embargo,  las  leyes  de  cada  Estado  pueden  limitar  la  ju- 
risdicción de  sus  judicaturas  respecto  de  los  extranjeros  tran- 
seúntes. Así  según  las  leyes  francesas,  cuando  un  contrato 
celebrado  en  Francia  tiene  por  objeto  la  construcción,  equipo, 
abastecimiento,  ó  venta  de  un  buque,  el  contratante  extran- 

Atravesando  nuestras  fronteras  se  somete  á  nuestras  \eye?,  y  es  justamente 
casligado,  cuando  en  correspondencia  di  la  hospitalidad  con  que  le  acoge 

mos,  se  conduce  entre  nosotros  como  un  enemigo  pérlido Si  se  comete 

en  un  país  alguna  ofonsa  contra  un  gobierno  ó  soberano  exlranjiTO,  td 
gobierno  ó  soberano  ofendido  puede  de  la  misma  manera  que  los  particu- 
lares solicitar  el  castigo  y  reparación.  Si  se  publican  libelos  contra  una 
corte  extranjera,  es  conforme  al  tlerecho  y  á  la  costumbre  satisfacerla  cas- 
tigando al  di'liiicuente.  Mas  este  castigo  no  podrá  exigirse  sino  conforme 
á  las  leyes  dd  Estado  en  que  se  lia  perpetrado  el  delito.  »  (Schin;ilz.  Üruil 
des  Gens,  IV,  cli.  3. ) 

(1)  «  Un  dicláiiien  del  Consejo  de  Estado,  aprobado  el  "20  de  Noviem- 
bre de  18ÜG,  contiene  la  exposición  de  los  principios  admitidos  en  Francia 
sobre  esta  materia.  Kn  él  se  declaró  que  un  bu(|ue  extranjero  está  ipso  jure 
somolido  á  las  leyes  de  policía  del  territorio  en  que  se  baila  ;  que  los 
individuos  de  la  tripulación  están  sujetos  á  los  tribunales  del  país  en  toda 
clase  de  delitos  cometidos  contra  personas  que  no  pertenecen  a  ella,  aun 
cuando  fue>eii  cometidos  á  bordo  ;  que  en  cuanto  á  los  cometidos  á  bordo 
por  un  indis iduo  de  la  tripulación  contra  otro  imlisiduo  de  la  misma,  si 
solo  conciernon  á  la  iliscijilina  interior,  en  que  la  auli  ridad  loc;>l  lo  debe 
ingerirse,  mientras  no  se  invoque  su  auxilio  o  no  peligro  la  tranquilidad 
del  puerto,  la  represión  de  tales  ilelitos  se  deja  al  cónsul  de  la  nación  á 
que  pertei.ece  el  buque.  »  Pardessus.  Droit  comivcrcial.  V.  VII,  t.  VI, 
c.  4,  sect.  1 . 

^2)  Ley  19,  ^  1  y  !2,  D.    De  JHdiciis. 
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jero  puede  ser  demandacio  ante  los  tribunales  franceses  para 
su  ejecución,  auntpie  no  esté  domiciliado  en  el  reino.  La  misma 
protección  se  concede,  seg-un  aijuellas  leyes,  á  las  contratos 
celebrados  en  Francia  entre  extranjeros,  con  obligación  de 
entregar  una  mercadería  ó  su  precio  en  Francia.  De  la  misma 
manera,  un  extranjero,  auncpie  no  esté  domiciliado,  puede  ser 
citado  ante  los  tribunales  franceses  para  el  cumplimiento  de 
las  oblig-aciones  cpie  ha  contraído  con  un  francés  en  Francia. 
Pero  en  los  otros  casos  no  serian  competentes  ios  tribunales 
franceses,  á  menos  que  los  contratantes  extranjeros  les  proro- 
grasen  la  jurisdicción,  ó  que  hubiesen  elegido  domicilio  en  el 
reino  para  la  ejecución  del  contrato. 

Y  así  seria  aunque  se  i^robase  que  en  la  nación  del  deman- 
dado acostumbraban  los  tribunales  conocer  de  /contratos  otor- 
gados en  ella  ])or  extranjeros,  ó  que  sus  leyes  ordenaban  á  los 
ciudad¿inos  someterse  relativanienfe  á  los  contratos  celebrados 
en  otro  país,  á  los  juzgados  locales.  «  Es  innegable,  »  dice  Mer- 
lin,  «  que  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  de  América,  á 
quien  toca  adjninistrar  justicia  á  sus  ciudadanos,  puede  dele- 
gar esta  administración  á  nuestro  gobierno  para  mientras  re- 
sidan en  Francia ;  pero  que  sus  leyes  obliguen  al  gobií^rno 
francés  á  turnar  soljre  si  este  cargo,  repugna  á  todos  los  prin- 
cipios, porque  la  delegación  de  jurisdicción,  de  potencia  á  po- 
tencia, e-;  un  verdadero  mandato,  para  cuyo  valor  es  indispen- 
sable que  concuna  Ja  voluntad  del  mandatario.  El  consenti- 
miento del  gobierno  americano  á  ({ue  sus  ciudadanos  litiguen 
ante  los  tribunales  franceses,  fuera  de  aipellos  casos  en  que 
pueden  ser  constreñidos  á  ello  por  nuestras  leyes,  no  puede 
imponer  obligación  alguna  á  los  tribunales  franceses  sino  des- 
pués que  imesLro  gobierno  haya  aceptado  este  encargo  y  pro- 
clamado la  acqjtacion,  hasta  entonces  ni  aun  debe  presumirse 
que  lo  sepan,  pues  á  nuestro  gobií.Tno  corresponde  exclusiva- 
mente hacer  siiber  las  reglas  (jue  determinaban  la  competen- 
cia de  las  judicaturas  francesas  (1).  » 

En  cuanto  á  los  contratos  celebrados  en  país  extranjero  es- 
tán i^nialmcntc  discordes  las  opiniones  de  los  escritores,  y  la 
práctica  de  las  grandes  naciones. 

(i)  fíf'jiftt.   V.  lílranQcr. 
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ce  La  protección  que  debe  concederse  á  los  extranjeros,  no 
se  limita,  »  dice  Fritot,  «  á  asegurar  la  ejecución  de  las  obli- 
gaciones contraidas  con  ellos  en  el  territorio,  antes  bien  abraza 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones  conlraidas  en  pais  extran- 
jero, y  según  las  leyes  y  formas  de  otras  naciones ;  y  no  solo 
en  las  controversias  entre  extranjeros  de  un  mismo  país,  sino 
entre  los  de  paises  diversos,  y  aun  entre  extranjeros  y  ciuda- 
danos  En  Inglaterra  y  en  los  Estados  Unidos  de  América 

un  extranjero  tiene  acción  contra  otro  por  deudas  contraidas 
en  pais  extranjero.  Nada  mas  natural  ni  mas  justo  que  dar  á 
las  partes  los  medios  de  hacer  cumplir  sus  obligaciones  recí- 
procas. Se  dice,  es  verdad,  que  la  Inglaterra  lleva  en  esto  la 
mira  de  atraer  el  comercio  á  sus  puerios,  haciendo  pai'Licipar 
á  los  extraños  del  amparo  de  sus  instituciones  civiles.  ¿Pero 
por  ventura  hace  mal  la  Inglaterra  en  consultar  su  interés  de 
ese  modo  ?  ¿  Y  no  deljíeran  los  demás  pueblos  seguir  su  ejem- 
plo ?  Se  dice  también  que  los  magistrados  de  una  nación  igno- 
ran las  leyes  de  las  otras  y  es  de  temer  que  las  interpreten  y 
apliquen  mal.  Pero  la  razón  y  la  moral,  que  deben  ser  la  base 
de  toda  legislación,  son  inmutables  y  universales,  de  todos  los 
tiempos  y  países;  y  á  las  partes  que  im})loran  el  auxiho  de  los 
tribunales  es  á  quien  toca  daráconocúT  el  espíritu  de  sus  con- 
venciones y  el  de  las  leyes  bajo  cuyo  imperio  contrataron  (1).  » 

Según  esta  jurisprudencia,  todo  contrato  por  lo  que  toca  á 
su  valor,  su  intehgencia,  las  obligaciones  que  impone  y  el 
modo  de  llevarlas  á  efecto,  debe  arreglarse  á  las  leyes  del  país 
en  ([ue  se  ajustó;  |  ero  si  ha  de  ejecutarse  en  otro  ¡laís,  se  le 
aplican  las  leyes  de  este?  último.  Por  consiguiente,  se  suponen 
incorporadas  en  el  contrato  mismo  todas  las  leyes  que  lo  afeo- 
tan;  y  los  tribunales  de  cualquier  país,  (pie  tengan  actual  ju- 
risdicción sobre  las  partes,  pueden  hacerles  cumj)lir  sus  obli- 
gaciones recíprocas  con  arreglo  á  las  cláusulas  exjvresas  del 
contrato  y  á  las  leyes  incorporadas  en  él  {"2'. 

La  capacidad  personal  de  los  contratantes  depende  de  su 
condición  civil  on  el  Estado  de  que  son  miembros,  la  cual,  como 
vimos  arriba,  viaja  con  ellos  adonde  (juiera  (jue  se  trasladan. 

(1)  Science  da  ¡xiblicislr.  T.  II,  p.  3(>4,  3()5,  etc. 

(2)  EllioCs  Diiilomalic  Code ;  lief.  248,  249,  262,  297,  ote.  Kení'g  Com- 
mnU.  P.  V.  lect.  39;  t.  II,  p.   i57. 
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Si  la  miijor  casada,  si  el  menor,  según  las  leyes  ile  su  patria, 
ó  del  pais  en  que  han  lijado  su  doniicilio,  son  inhábiles  para 
contratar,  sus  contratos  serán  inválidos  cualesquiera  que  sean 
las  leyes  del  país  en  que  se  han  celebrado,  ó  del  país  en  t(ue 
se  quiere  llevarlos  á  efecto.  Pero  en  materias  comerciales, 
cuando  el  pais  de  la  celebración  del  contrato  es  el  mismo  en 
que  se  ha  de  ejecutar,  se  atiende  solamente  á  sus  leyes  i)ara 
caUficar  la  capacidad  de  los  contratantes.  Son  manifiestos  los 
inconvenientes  que  se  segnirian  de  adoptar  otra  regla. 

La  forma  externa  del  contrato  depende  enteramente  de  las 
leyes  del  país  en  que  se  celebra.  Si  no  se  observan  estas,  el 
contrato  es  nulo  ah  inilio,  y  no  i)uede  llevarse  á  efecto  en 
ninguna  otra  pai'te.  Pero  hay  diferencia  entre  las  formas  exter- 
nas del  contrato,  y  las  pruebas  de  su  existencia.  Las  formas 
externas  |)or  ejemplo,  si  ha  de  ser  por  escritura  privada  ó 
pública,  con  el  sello  de  las  partes,  etc.),  se  determinan  por  la 
ley  del  país  en  que  se  contrata  {Icx  loci  contractus) ;  las  prue- 
bas de  su  existencia  (por  ejemplo,  si  non  ó  no  admisibles  en 
juicio  las  testimoniales),  se  determinan  por  las  leyes  del  país 
á  cuyas  judicaturas  se  recurre  {lex  fori)  (1). 

El  efecto  de  las  leyes  incorporadas  en  los  contratos  no  se 
extiende,  pues,  á  alterar  las  formas  de  los  procedimientos  ju- 
diciales que  son  propios  del  pais  á  cuyos  juzgados  se  ocurre, 
ni  las  reglas  que  estos  siguen  relativamente  á  las  pruebas  ó  á 
la  prescripción  (2¡. 

Aunque  la  forma  en  que  debe  otorgarse  un  testamento  se  su- 
jeta! á  las  leyes  locales,  para  que  sea  protegido  por  los  tribuna- 
les de  otro  de  país,  es  necesario  que  primeramente  se  autorice, 
o  como  dicen  los  franceses,  se  uomologue  en  este  (3). 

Notaremos  también  que  las  leyes  ó  reglamentos  puramente 
üsí'ales  no  obran  fuera  del  territorio.  La  falta  de  un  sello  pú- 
blico, que  piden  las  leyes  de  un  país  con  el  objeto  de  producir 
una  renta  fiscal,  no  puede  alegarse  como  causa  de  nulidad 
ante  los  juzgados  de  otro  (A). 

Finalmente,  ninguna  nación  está  oblig/ida  á  reconocer  una 

U»  W'Uenlont  /CUmenls,   II,    ^2,  'i  "¿1. 

{ti  H'h'ut'tn'i  hlemcntH,   II,  i>.   jj  9. 

í  Wh^aton't  ICiemeulM,  II,  2,  Jl   líí. 

(4  WUfatnn't  EUrnthl»,   II,  t,  ^  "ll. 
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especie  de  derecho,  que  sus  leyes  han  condenado  ó  proscrito 
como  contrario  á  la  ley  divina  positiva,  á  la  justicia  natural,  ó 
á  las  buenas  costumbres.  Asi  el  dueño  de  un  esclavo  no  puede 
reclamarlos  derechos  de  tal  en  paises  cuya  legislación  ha  abo- 
lido la  esclavitud  y  declarado  libre  á  todo  hombre  que  pise  su 
suelo,  como  sucede  en  Inglaterra,  Francia,  Prusia  y  Chile. 

9. 

Resta  ver  cuáles  el  valor  de  los  actos  jurisdiccionales  fuera 
del  territorio  del  Estado.  Las  reglas  siguientes  adoptadas  por 
la  Suprema  Corte  americana  parecen  conformes  á  los  mas  sanos 
principios.  «  Si  un  tribunal  extranjero  no  puede,  según  el  De- 
recho de  gentes,  ejercer  la  jurisdicción  que  asume,  sus  sen- 
tencias no  tienen  valor  alguno.  »  Acerca  de  la  jurisdicción  que 
los  tribunales  extranjeros  puedan  ejercer  según  las  leyes  de  la 
nación  á  que  pertenecen,  el  juicio  de  los  mismos  tribunales  es 
la  única  autoridad  á  que  debe  estarse  :  «  Toda  sentencia  de 
adjudicación  pronunciada  por  un  tribunal  que  tiene  jurisdic- 
ción en  la  materia  del  juicio,  da  sobre  la  cosa  adjudicada  un 
titulo  incontrovertible  en  los  paises  extranjeros.  »  «  Los  tri- 
bunales de  un  soberano  no  pueden  rever  los  actos  ejecutados 
bajo  la  autoridad  de  otro  (1).  » 

Para  la  mejor  inteligencia  y  aplicación  de  estas  reglas  gene- 
rales, haremos  algunas  observaciones. 

1°  Una  sentencia  criminal  pronunciada  en  un  Estado  no 
produce  efectos  en  otro,  porque  ni  puede  ejecutarse  en  la  per- 
sona ó  bienes  del  reo,  que  se  hallen  fuera  de  los  límites  del 
Estado,  ni  le  acarrea  las  inliabilidades  civiles  á  que  conven- 
cido de  un  crimen  infame  quedarla  sujeto  en  otro  país.  Con 
todo,  una  sentencia  de  condenación  ó  absolución,  pronunciada 
por  autoridad  competente,  daría  ¡d  supuesto  delincuente  lo 
excepción  de  cosa  juzgada  contra  el  que  le  persiguiese  por  el 
mismo  delito  en  otro  i)aís.  Pronunciada  por  autoridad  incom- 
petente seria  nula,  y  no  serviría  de  nada  al  reo  contra  la  Jus- 
ticia del  país  á  cuyas  leyes  hubiese  contravenido  (2). 


(1)  EUioCs  Hef.  ti.  31.  ¿Gi.   Cranch's  Reports,  IV,  2G7. 

(2)  WUeaton's  Elemtnls^  ib.,  ji  15. 
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f?  El  jnzframiento  dt'  un  tiihiiiial  compelenle  que  procede  iii 
ivni  es  decisivo  en  cuanto  á  la  })roiñedad  de  la  cosa  de  que  se 
trata  ;  y  el  título  que  coníiere  á  ella  debe  reconocerse  cu  los 
demás  Estados.  Tienen  este  valor  no  solo  las  sentencias  en 
causas  de  presas  bajo  el  Derecho  de  g-entes,  sino  los  fallos  de 
los  almirantazg'os,  cortes  de  hacienda  y  demás  judicaturas  que 
aplican  las  leyes  civiles.  Por  dudosa  ([ue  })arezca  la  autoridad 
de  una  sentencia  extranjera  en  cuanto  al  mérito  de  los  hechos 
accesoriamente  envueltos  en  el  juicio,  la  i)az  del  mundo  civi- 
lizado y  la  seguridad  y  conveniencia  general  del  comercio  exi- 
^'en  manilieslamenle  que  se  dé  pleno  y  completo  efecto  á  tales 
seuteücias,  cuando  en  otro  pais  se  trata  de  controvertir  el 
título  especillco  de  propiedad  declarado  por  ellas  (1). 

3°  Aunque  la  división  de  la  herencia  mueble  de  un  extran- 
jero se  sujeto  alas  leyes  del  país  en  que  tuvo  su  domicilio,  no 
por  esto  se  sigue  que  la  distribución  deba  siempre  hacerse  por 
los  juzgados  de  ese  pais  con  exclusión  de  los  de  aquel  en  (|ue 
se  hallan  los  bienes.  Siendo  un  deber  de  lodo  gobierno  pro- 
teger á  sus  ciudadanos  en  el  cobro  de  sus  créditos,  fío  seria 
justo,  cuando  la  sucesión  está  solvente,  dejar  sahr  los  fondos 
y  poner  ;i  los  acreedores  en  la  necesidad  de  perseguir  sus  de- 
rechos en  país  extianjero  (^2). 

4®  Los  jjrincipios  adoptados  por  la  Inglaterra,  la  España  y 
los  Estados  Unidos,  sobre  el  valor  extraterritorial  de  los  actos 
jurisdiccionales,  no  son  tan  universalmentc  seguidos,  que  de- 
ban considerarse  como  de  Derecho  natural  estrinctamcnte  ol)li- 
galurio.  La  autoridad  de  las  leyes  de  un  país  y  de  los  actos 
jurisiiccionales  que  se  ejercen 'bajo  su  iujperio,  se  admite  en 
otros  países,  no  ex  propio  vigore  sino  ex  comitütCy  ó  según  la 
doctrina  de  llubert,  quaíenus  sinepncjudicio  induhjcntiuní  íicvi 
poiesl  (3).  Asi  la  juiisjirudencia  francesa  haadoplado  en  esta 
materia  (jtrus  piincipios.  Las  sentencias  de  los  tribunales 
extranjeros priiuuciadas  eutj'e  extranjeros,  se  ejecutan  en  Fran- 
cia biii  nuevo  examen  y  á  virtud  de  un  simple  y; ¿/re// //.s-;  i)ero 
ai  »e  trata  de  dai*  valor  á  una  sentencia  extranjera  contra  un 
francés,  ó  contra  un  exti-anjero   domiciliadtj  en  Francia,   su 

(1)  Whfatoti'M  FAemenU,  ih.,  ?  iíO. 

(«i   \\'firaloi,'t  Ffemfnti,  ih.,  ?  19.   Kent'í  Commeyít .   V.    V,  lect.   37. 

(3)  kent't  Commeut.,  ib. 
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autoridad  se  desvanece ;  no  hay  seaLencia  :  el  francas  y  el 
extranjero  domiciliado  tienen  derecho  para  pedir  que  la  causa 
se  ventile  de  nuevo  ante  sus  jueces  naturales  (1). 

La  distinción  que  vamos  á  exponer  entre  los  actos  jurisdic- 
cionales extranjeros  que  pueden  reformai-se  y  los  que  no  i)ue- 
den,  es  la  que  parece  mas  fundada  en  juslicia. 

Si  estos  actos  jurisdiccionales  recayeron  sobre  obUgaciones 
contraidas  bajo  la  influencia  de  las  leyes  del  mismo  país  á  (jue 
el  tribunal  pertenece,  deben  ser  siempre  reconocidas  en  los 
otros  })aises,  ciñéndose  los  juzgados  de  estos  cá  hacer  cumplir 
por  un  simple  exequátur  ó  auto  de  pareatJs  las  decisiones  ({ue 
han  intervenido  en  la  materia. 

Pero  no  seria  lo  mismo  si  se  tratase  de  convenciones  cele- 
bradas bajo  el  imperio  de  nuestras  leyes,  ya  entre  un  ciuda- 
dano y  un  extranjero,  ya  entre  dos  ciudadanos,  ó  entre  dos 
extranjeros.  Los  actos  de  jurisdicción  extranjera  que  han  re- 
caído sobre  estas  convenciones,  y  que  les  han  dado  una  inter- 
pretación contraria  al  espíritu  de  las  leyes  patrias,  pudieran 
ciertamente  reformarse ;  y  no  hay  duda  que  nuestras  autori- 
dades judiciales  tendrían  derecho  para  restablecer  su  verda- 
dera interpretación  según  las  reglas  de  justicia  y  de  equidad, 
bajo  cuyo  imperio  se  ajustaron  (2). 

Según  la  doctrina  de  Vattel,  «  no  debe  un  soberano  dar 
oído  á  las  quejas  de  sus  subditos  contra  un  tribunal  extran- 
jero, ni  tratar  de  sustraerlos  á  los  efectos  de  una  sentencia 
pronunciada  por  autoridad  competente ;  eso  seria  lo  mas  á 
propósito  para  excitar  desavenencias  continuas.  »  Es  verdad 
que  el  mismo  autor  añade  :  «  ({ue  se  debe  obligar  á  los  sub- 
ditos, en  todos  los  casos  dudosos,  y  á  monos  que  haya  una  h- 
sion  manifiesta^  á  someterse  á  las  sentencias  de  los  tribunales 
extranjeras  por  quienes  han  sido  juzgados.  »  ¿Pero  por  «jué 
esa  restricción?  F^n^a  averiguar  si  hay  lesión,  es  necesario  exa- 
minar la  cause  á  fondo;  y  entonces  ¿á  qué  se  reduce  el  prin- 
cipio (3)? 

La  distinción  que  dejamos  expuesta  es  la  mas  racional  y 

(1)  Frilol.  Science  du  publiciste.  T.   II,  p.  36:..   Merlin.  lieperl.  \.  Scu- 
vcrainele,  'i  5. 
[t]  Friini,  i/í.,  p.   ?>'± 
(3)  Frilol,  ib,,  p.  37o. 
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equitativa;  y  cuando  fuera  de  ella  ocumese  un  caso  de  in- 
justicia manifiesta,  qnedaria  siempre  al  agraviado  el  recurso 
de  la  reparación  solicitada  de  soberano  á  soberano  por  el  con- 
ducto de  los  agentes  diplomáticos  :  como  en  las  causas  de  pre- 
sas maritiinas,  condenadas  contra  el  Derecho  de  gentes. 


CAPITULO  V. 

DE    LOS    CIUDADANOS  Y  LOS  EXTRANJEROS. 

I.  Modos  de  adquirir  la  ciudadanía.  —  2.  Modos  de  perderla.  —  3.  En- 
trada de  lus  extranjeros  en  el  territorio.  —  4.  Refugio.  —  5.  Asilo.  — 
G.  Naufragio.  —  7.  Mansión  de  los  extranjeros  en  el  territorio;  sus  de- 
rechos y  obligaciones  según  sus  diferentes  clases.  —  8.  Sus  dereclios 
civiles. 

1. 

Ciududano,  en  el  Derecho  de  gentes,  es  todo  miembro  de  la 
asociación  civil,  todo  individuo  que  pertenece  á  la  nación. 

Esta  cualidad  se  adquiere  de  varios  modos,  según  las  leyes 
de  cada  pueblo.  En  muchas  partes  el  nacimiento  es  suficiente 
para  conferirla,  de  manera  que  el  hijo  de  un  extranjero  es 
ciudadano  \)0v  el  hecho  de  haber  nacido  en  el  territorio  (1).  En 
algunos  países  basta  la  extracción^  y  el  hijo  de  un  ciudada- 
no (2)  aunque  jamas  haya  pisado  la  tierra  de  sus  padres,  es 
también  riudadano  ^3).  En  otros  el  domicilio,  esto  es,  cierta 
manera  de  establecimiento,  ó  cierto  número  de  ailos  de  resi- 

(1)  Así  es  en  Inglaterra  y  en  los  Estados  L'nidos.  Lo  mismo  era  en  Es- 
paña il.  1,  1.  XX.  partida  II,  y  1.  19,  t.  Xlll,  lib.  I,  Ordmam.  Real).  La 
L  7,  1.  XIV,  L  I,  \oü.  licc.  fija  otra  regla  :  es  ciudadano  el  que  nace  en 
«lominio  español,  de  |)adre  y  madre,  ó  á  !o  menos,  de  padre,  que  hayan 
luicido  <í  conlranlo  domicilio  en  los  reinos  do  España. 

(2  El  iiijo  legitimo  sigue  la  condiccion  del  p^idre;  el  ilegítimo  la  de  la 
roa/Jre.  Según  la  citada  I.  7,  el  hijo  legítimo  y  el  natural  siguen  la  condi- 
cioo  d«'l  pa<ire ;  el  espurio  la  de  la  madre. 

(3  k%i  c«  en  Inglaterra  por  el  estatuto  de  i  (ieo.  II,  c.  iíJ .  El  padre, 
BO  la  madr'",  v.s  quien  trasmite  la  calidul  de  súhdilu  natural  inglés  al  hijo 
nacido  f-n  país  «íxtranjero.  En  Francia,  )ior  el  art.  iO  d.d  Código  civil,  el 
padre  o  la  madre.  En  España,  según  la  citada  ley  7,  se  sigue  la  misma 
refU  qoo  en  Inglaterra,  con  tal  que  el  padre  no  haya  contraído  domicilio 
fuera  de  España. 


DE   DERECHO  INTERNACIONAL.  81 

dencia  continua,  de  que  se  infiere  el  ánimo  de  permanecer 
para  siempre,  habilita  á  los  extranjeros  para  obtener  la  ciu- 
dadanía. Y  en  todos  puede  el  soberano  concederla  por  privile' 
gio  á  un  extraño. 

La  mera  extracción  es  el  menos  natural  de  estos  títulos, 
porque  no  supone  por  sí  misma  una  reciprocidad  de  benefi- 
cios ni  de  afecciones  entre  el  ciudadano  y  la  patria.  El  domi- 
cilio y  el  privilegio,  generalmente  hablando,  no  pueden  com- 
petir con  el  nacimiento.  La  sociedad  en  cuyo  seno  hemos 
recibido  el  ser,  la  sociedad  (jue  protegió  nuestra  infancia,  pa- 
rece tener  mas  derecho  que  otra  alguna  sobre  nosotros ;  de- 
recho sancionado  por  aquel  afecto  al  suelo  natal,  que  es  uno 
de  los  sentimientos  mas  universales  y  mas  indelebles  del  co- 
razón humano  (1). 

Para  ({ue  el  privilegio,  el  domicilio  ó  la  extracción  impon- 
gan las  obligaciones  jjropias  de  la  ciudadanía,  es  necesario  el 
consentimicuto  del  individuo  (2). 

El  nacimiento  por  sí    solo  no  excusa  tampoco  la  necesidad 


{\\  «  ríeselo  qua  natale  soluin  du'cedine  cúnelos 

Ducil,  et  immemores  non  sinil  esse  sui.  »  —  Oyid. 

ce  Por  mayor  tuvieron  los  sabios  antiguos  aquella  naturaleza  que  los 
ornes  han  con  la  tierra  por  nacer  en  ella:  »  I.  1,  t.  20.  P.II. 

(2)  Cuando  las  leyes  de  un  piís  conce  len  la  ciudadanía  al  (|ue  ha  re- 
sidido cierto  número  de  años,  ó  al  que  compra  una  finca  ó  ejerce  cierlo 
ramo  de  industria,  se  debe  entender  que  solo  ofrecen  al  extranjero  qae 
se  halla  en  uno  de  estos  casos  la  calidad  de  ciudadano,  dejándole  en  li- 
berlad  para  aceptarla  ú  no.  Pero  puedo  suceder  que  las  leyes  imponi:aD 
expresa  y  forzosamente  esta  calidad  al  evlranjeru  que  ha  contraído  alguna 
de  esas  especies  de  domicilio.  El  que,  por  ejemplo,  compra  una  finca  en 
los  países  en  que  las  leyes  hacen  forzosamente  ciudadanos  á  los  poseedores 
de  lincas,  declara  por  el  mismo  hecho  su  ac^plaiion  de  la  ciudailanía.  La 
posesión  do  la  linca  se  le  concede  bajo  esa  condición,  y  debe  sonieterse  á 
ella. 

El  privilegio  por  sí  solo  es  claro  qur  no  couüero  la  ciud  idania  sin  el 
consentimiento  del  agraciado  :  Bene^cium  invito  non  dattu-. 

La  mera  extracción  s.'  halla  en  el  mismo  caso,  pero  por  una  razun  difo- 
renle.  Seria  injusto  forzar  al  que  se  halla  lidiado  por  el  nacimiento  á 
un  país  y  i)or  la  extracción  á  otro,  ;i  romper  ol  mas  fuerte  de  tstos  dos 
vínculos,  haciéndole  miembro  de  una  socieilad  que  quizá  no  conoce  \  de 
quien  oo  ha.  recibido  n¡nj:un  heuflicio.  Siu  embargo,  como  el  extranjero 
está  sujeto  á  las  leyes  patrias  ilomle  quiíMa  (|ue  existe,  y  el  hijo  dol  e\tranr 
jero  sigue  naturalmente  la  contlicion  del  padre,  mientras  se  halla  h.ijo  m  po- 
testad, la  emancipación  sola  puede  darle  el  di-roch  >  de  elegir  entro  la 
ciudadanía  de  extracción,  y  la  ciudadanía  de  nacimiento. 

G 
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de  esle  consentimiento ;  porqne  si  clol)o  presumirse  que  el  ex- 
tranjero conserva  el  ánimo  de  volver  á  su  patria,  y  para  des- 
vanooeresla  presunción  se  necesita  (pie  la  parte  declare  de  un 
modo  lormal,  ó  á  lo  menos  por  hechos  ineijuivocos,  su  volun- 
tad de  incorporarse  en  otro  Estado ;  y  si  es  conforme  á  la  ra- 
zón que  el  hijo  no  emancipado  siga  U\  condición  del  padre, 
es  manifiesto  que  las  leyes,  propendiendo  á  separarlos,  obra- 
rian  de  un  modo  violento;  que  la  naturalización  del  hijo  que 
vive  bajo  la  ])0testad  paterna,  se  opera  ipso  laclo  por  la  natu- 
ralización del  padre ;  y  que  de  otro  modo  es  indispensable  el 
consentimiento  del  hijo,  luego  que  tenga  la  facultad  de  pres- 
tarlo (1). 

Ciudadanos  naturales  son,  pues,  projiiamente  los  que  han 
nacido  de  padres  ciudadanos  y  en  el  territorio  del  Estado  ;  los 
otros  son  adoptivos  ó  untaralizados;  y  su  consentimiento  es 
necesario  para  legitimar  su  naturalización  según  el  Derecho 
de  gentes  (2). 

(1}  Fritol.  T.  III,  p.  tío,  6tí.  Según  el  Códijío  civil  de  los  franceses,  el 
niño  nacido  en  Francia  de  un  extranjero  si^'ue  la  condición  del  padre,  pero 
llepando  ;i  la  mayor  edad,  puede  reclamar  la  calidad  de  francés. 

El  principio,  que  lodo  hombre  pertenece  por  naturaleza  al  Estado  en 
cuyo  suelo  nace,  está  en  conflicto  con  el  otro  principio,  que  lodo  hombre 
pertenece  por  naturaleza  a  la  patria  de  sus  padres,  donde  quiera  que 
nazca.  Si  una  legislación  los  promulgase  ambos,  y  mantuviese  al  mismo 
tiempo  que  nemo  jmlriayn  exuere  jjotest,  pugnaria  con  aquella  regla  eterna 
de  moral  y  justicia  :  nadie  debe  ¡trelendcr  [¡ara  si  lo  que  en  igualdad  de 
eireuu$lancias  no  concede  á  oíros. 

^áy  ÍS'o  oslará  de  mas  txponer  aquí  brevemente  la  sustancia  de  las  leyes 
de  los  Estados  Unidos  relativas  á  la  naturalización.  El  extranjero  que 
titano  intención  de  naturalizarse,  ilebe  declarar  bajo  juramento,  dos  años 
áni''s,  su  inlencion  de  hacerse  ciudadano  de  los  Estados  Unidos  y  de  abju- 
rar su  f-alidad  de  vasallo  del  soberano  cuyo  subdito  es.  Ademas,  al  tiempo 
de  su  admisión,  debe  prestar  juramento  de  fidelidad  á  la  constitución  de 
los  Estados  Unidos  y  renunciar  también  con  juramento  su  calidad  de  ciu- 
dadano o  subdito  de  lodo  otro  Estado,  y  en  es()ecial  de  aquel  á  quien 
ha  pert^n-vido  últimamente.  Debe  probar  asimismo  cinco  años  á  lómenos 
de  r'-Hid' íKÍa  continua  en  el  territorio  de  los  Estados  Unidos,  y  un  año 
dentro  de  la  jurisdicción  del  respectivo  juzgado.  Los  hijos  menores  de 
perdona»  debidamente  naturalizadas  son  considerados  como  ciudadanos 
americanos,  si  |termaneccn  residifrnlo  en  el  territorio  do  los  Estados  Uni- 
dor. iKrnt'i  Ci,n,menl.,  vol.  II,  [i.  Ci;  segund.i  edición.)  Y  según  la  opi- 
M  ti  <\t  e^ie  jurisconsulto,  basta  la  naturalización  del  padre  para  naturalizar 
al  ni'.n  ^r    ih     p    .«ji). 
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2. 


La  ciudadanía  cesa  ó  por  la  expatriación  penal,  ó  por  la 
expatriación  voluntaria. 

En  el  primer  caso  la  patria  renuncia  todos  sus  derechos  so- 
bre el  individuo. 

En  el  segundo  los  pierde,  si  las  leyes  permiten  á  los  indivi- 
duos la  expatriación  voluntaria. 

Pero  aun  cuando  no  la  permitan,  los  lazos  ({ue  unen  al  ciu- 
dadano con  su  patria  no  son  indisolubles.  Maltratado  por  ella, 
compelido  á  buscar  en  otro  suelo  el  bienestar  y  la  felicidad 
que  no  puede  encontrar  en  el  suyo,  le  es  licito  abandonar  la 
asociación  á  que  pertenece,  é  incorporarse  en  otra.  Este  es  un 
derecho  de  que  las  leyes  civiles  no  pueden  privarle,  y  en  el 
ejercicio  del  cual,  como  en  el  de  todos  aquellos  que  envuel- 
ven la  disolución  del  vínculo  social,  cada  individuo  juzga  y 
decide  por  sí  mismo  (1).  Puede  sin  duda  abusar  de  él;  pero  si 
abusa  ó  no,  es  una  cuestión  cuvo  excámen  seria  difícil  á  las 
naciones  extranjeras  y  en  que  estas  no  son  jueces  competentes. 

Aun  en  el  supuesto  de  ([ue  los  otros  Estados  debiesen  mirar 
la  emigración  como  un  delito,  no  podrían  negar  al  extranjero 
refugiado  en  su  seno  el  asilo  que  por  humanidad  y  por  cos- 
tumbre se  concede  á  los  delincuentes  (|ue  no  han  cometido 
crímenes  atroces. 

De  lo  dicho  se  sigue  :  P  que  si  la  antigua  jtatria  del  emi- 
grado le  reclama,  los  otros  Estados,  aun  mirándole  como  de- 
lincuente, no  tendrían  obligación  de  entregarle ;  y  2°  que  si  el 
emigrado,  después  de  naturalizarse  en  otro  país,  cae  en  poder 
del  Estado  á  que  })erteneci(')  primero,  y  este  le  trata  como  de- 
lincuente, su  nueva  patria  no  tiene  derecho  para  consideriU' 
semejante  procedímienlo  como  una  injuria  {2), 

(\]  Paley.  Moml    PUilosophy,  l\.   VI,  cli.  3. 

\-2)  Hay  listados  que  proliibon  la  expatriación  ;  oíros  la  pt'rmiten,  per- 
dieiulo  el  expalriatlo  una  p:irle  de  sus  bienes.  Según  la  Ify  inglesa,  el  sub- 
dito nativo  tiene  con  el  íoberano  una  obligación  de  lideliJad  y  vasallaje 
{allcgiance)  intrínseca  y  perpetua,  de  que  no  puede  desnudarse  p  r  ningún 
acto  suyo.  Los  tribunales  ingleses  han  declarado  repelidas  veces,  que  un 
subdito  naliNo  que  recibe  comisión  de  un  principe  extranjero  y  pelea 
contra  su  patria,  es  reo  de  alta  traición  :  que  no  puede  el  subdito  deponer 
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3. 


Pasemos á  los  exiraiijoros  no  naturalizados,  y  consideremos 
|inniorainon(e  su  entrada  en  el  territorio. 
St^g-un  el  Derecho  externo,  el  soberano  puede  prohibir  la 

su  vasallaje  ni  ini$p«.'ilarlo  ii  un  piíncipo  exUanjoro,  ni  puede  príncipe 
algano,  empleaiulo  ó  naUíralizamlo  á  un  infries,  disolver  el  vínculo  que  le 
li^ra  con  su  soberano  nativo.  En  los  listados  Unidos  han  discordado  los 
juriscúusultos.  Por  una  parlo  se  ha  dicho  que  el  derecho  al)stracto  de  los 
individuos  ú  separarse  de  la  sociedad  de  que  son  miembros,  es  antecedente 
}•  snperiur  á  la  ley  de  la  sociedad,  y  está  reconocido  por  los  niuj  sabios 
pnblicislas  y  por  la  práctica  de  las  naciones  ;  que  ese  inextinguible  vasa- 
llaje os  uua  úmanacion  del  sistema  feudal  en  que  los  hombres  estaban 
eocadepadns  ;i  la  tierra;  que  el  derecho  de  expatriación  es  incontestable,  si 
se  ejercita  de  cunformidad  con  las  obligaciones  morales,  esto  es,  de  buena 
fe,  en  lieiupo  adwuado,  y  por  un  acto  público:  que  la  facultad  de  natu- 
ralizar, lan  ampliamente  usada  por  los  Estados  Unidos,  reconoce  virlualmente 
en  los  otros  gobiernos  la  facultad  de  naturalizar  á  los  ciudadanos  de  aque- 
llos Estados.  Pero  por  otra  parle  se  alega  que  la  adopción  de  una  nueva 
patria  no  hace  perder  á  la  tierra  natal  sus  derechos  sobre  nosolros,  })orque 
uu  hombre  puede  ser  ciudadano  de  dos  naciones  ;  que  así  como  el  indis i- 
duo  tiene  derecho  á  la  protección  social,  está  á  su  vez  sujelo  á  deberes 
sociales,  ilo  que  no  le  es  dudo  eximirse  abandonando  la  sociedad  ;  y  que 
una  persona  puede  Lien  naturalizarse  en  otro  país,  pero  mientras  no  ha 
sido  le^alinente  exenta  de  su  natural  dependencia,  conserva  su  antiguo 
carácter,  no  obstante  las  dificultades  á  que  se  exponga  por  el  conflicto  de 
los  derechos  de  dos  naciones.  La  opinión  mas  conforme  al  lenguaje  de  las 
jadicaiUMs  americanas  parece  ser,  que  no  su  puede  abjurar  la  ciudadanía 
>»n  permiso  legal  del  (iobierno,  y  que  pues  el  Congreso  de  los  Estado» 
Uijido>  ha  guardado  silencio  sobre  la  materia,  j)crmanacen  allí  sin  altera- 
ción lus  |>rincipios  de  la  ley  común  de  Inglaterra.  [Kenl's  Commenl.  P.  IV, 
leel.  25;  vol.  ÍI,  p.  43,  seg,  edic.)  Lo  que  habia  pues  de  abusivo  y  con- 
trario al  Derecho  de  gentes  en  el  impvessmenl  de  marineros  ingleses,  ó  la 
práctici  qne  la  Gran  Bretaña  adoptó  de  extraerlos  de  los  buques  mercantes 
qii  iban   ron   bandera  americana,  no    era  el   que  ella  reclamase  las 

I"  i  j  servicios  de  los  i|Uo  habian  nacido  subditos  suyos,  sino  el  apo- 

denrie  de  ellos  bajo  el  pabellón  de  una  nación  amig.i,  y  el  confundir  á 
incnndo  con  ellos  á  los  ciudadanos  americanos  nativos.  Ni  durante  la 
última  cruerra  contra  la  Gran  Bretaña  tuvieron  razón  los  Estados  Unidos 
\>  '  romo  contrario  al  Derecho  de   gentes  (pues  ni  aun  lo  era  .i  sus 

pr  \e-.;  el  que  los  ¡n^ileses  que  sirviendo  en  los  ejércitos  de  la  l'ede- 

racijfi  tiahian  sido  hechos  prisioneros  por  las  armas  británicas,  fuesen 
Ju7{r»<lo«  y  «*a%ligados  como  traidores  en  Inglaterra.  Sobre  una  y  otni  cues- 
tión pue.J.Ti  verse  dismsione"*  interesantes  en  los  Americun  Stuti;  Pupers. 

La  ky  es   enteramente  eonforme   á  lo    (]u<!  dicta  la  razón  :  el 

•rine^*   jm,  iic.ir    sn   patria,    pero    no    puede    nunea   lomar    servicio 

btjo  un  soberano  extranjero   conlr»  la  Francia. 

Si  d«l  Derecho  e\lcrn<j  tni'«ladantos  la  ruestion   al  interno,  y  la  referimos 
al  principio  supremo  de  la  utilidad  del   género  humano  {qno  nifíil   homini 
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entrada  en  su  territorio,  ya  constantemente  y  á  todos  los  ex- 
tranjeros en  general,  ya  en  ciertos  casos,  ó  á  cierta  clase  de 
personas,  ó  para  ciertos  objetos.  Según  el  Derecho  interno, 
la  prohibición  debe  fundarse  en  justicia,  en  motivos  razona- 
bles de  seguridad  ó  conveniencia.  De  todos  modos,  es  necesa- 
rio que  sea  pública,  y  que  lo  sean  también  la  pena  en  que  se 
incurra  por  la  desobediencia,  y  las  condiciones  con  que  se 
permite  la  entrada. 

4. 

El  derecho  (1)  de  un  desterrado  á  la  acogida  de  la  nación 
•en  que  se  refugia,  es  imperfecto.  Esta  á  la  verdad  debe  tener 
muy  buenas  razones  i)ara  rehusarla.  Consultando  las  reglas  do 
la  prudencia,  que  le  manda  alejar  de  su  suelo  á  los  advenedi- 
zos que  pudieran  introducir  enfermedades  contagiosas,  cor- 
romper las  costuml)res  de  los  ciudadanos,  ó  turbar  la  tranqui- 
lidad pública,  no  debe  olvidar  la  conmiseración  á  que  son 
acreedores  los  desgraciados,  aun  cuando  hayan  caído  en  in- 
fortunio por  su  culpa.  Pero  á  la  nación  es  á  quien  corrcsi)onde 
hacer  juicio  de  los  deberes  que  la  impone  la  humanidad  en 
tales  casos ;  y  si  se  engaña,  ó  si  obra  contra  su  conciencia,  no 
€s  responsable  á  los  hombres. 

Los  proscritos  no  deben  abusar  de  la  hospitalidad  que  se  les 
dispensa,  para  inquietar  á  las  naciones  vecinas.  Si  lo  hacen, 
el  Estado  en  cuyo  territorio  residen,  })uede  expelerlos  ó  cas- 
tigarlos ;  y  la  tolerancia  seria  mirada  justamente  como  una  in- 
fracción de  la  paz. 

esse  ilebet  anliquius^  es  evidente  que  dejando  d  los  subditos  de  cada  lis- 
iado la  facultad  de  lijarse  on  aquel  país  y  bajo  aquellas  instituciones  a 
que  cstcán  li^-ados  mas  poderosamente  sus  idi'as  y  afectos,  se  multiidicau 
los  medios  de  promover  la  felicidad  individual  ;  el  talento,  la  inteligencia, 
la  actividad,  se  dirigen  al  país  en  que  es  mas  fácil  y  fraclifero  su  dosar- 
rollo;  se  establece  un  premio  para  los  gobiernos  bien  administrados;  y  no 
por  eso  perderían  los  Estados  á  quienes  fuese  tle>faNorable  el  cambio  de 
las  emigraciones.  La  energía  moral  comprimida  es  en  todas  parles  un  ele- 
mento peligroso,  y  la  emigración  no  ha  despoblado  jamas  á  ningún  país, 
sino  el  mal  Gobierno.  Y  tlespues  do  todo  ¿  de  qué  servirían  las  restricciones 
en  osla  materia  ?  A  los  que  no  detiene  d  amor  al  suelo  natal,  ¿qué  cade- 
nas pueden  detenerlos  en  un  orden  social  qui-  reprueban  u  en  que  carecen 
lie  los  medios  de  sub>islencia.* 
(1)  Vatt.  1,  cb.  111,  g  ^231. 
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La  nación  (1)  no  tiene  derecho  para  castigar  á  los  extranje- 
ros que  llojían  á  su  suelo  por  delito  alguno  (pie  hayan  come- 
tido en  otra  parto,  sino  es  que  sean  de  aquellos  que,  como  la 
piratería,  constituyen  á  sus  perpetradores  enemigos  del  gé- 
nero humano.  Pero  si  el  crimen  es  do  grande  atrocidad  ó  de 
consecuencias  altamente  perniciosas,  como  el  homicidio  ale- 
voso, el  incendio,  la  l'alsilicacion  de  moneda  ó  documentos  pú- 
blicos, y  el  soberano  cuyas  leyes  han  sido  ultrajadas  reclama 
los  reos,  se  le  deben  entregar  para  que  haga  justicia  en  ellos  ; 
porque  en  el  teatro  de  sus  crímenes  es  donde  pueden  ser  mas 
fácilmente  juzgados  ;  y  porcjue  la  nación  ofendida  es  á  la  que 
mas  importa  su  castigo.  lAíunasc  extra  ilición  esta  entrega. 

r.omo  la  obligación  de  entregar  al  delincuente  nace  del  de- 
recho (jue  tiene  cada  Estado  para  juzgar  y  castigar  los  delitos 
cometidos  dentro  de  su  jmisdiccion,  se  aplica  igualmente  á  los 
súbílitos  del  Estado  á  (|uien  se  pide  la  extradición  (jue  á  los 
del  Estado  ([ue  la  solicita  y  á  los  de  otro  cualquiera  (2). 

Asilo  es  la  acogida  ó  refugio  que  se  concede  á  los  reos, 
acompañado  de  la  denegación  de  sus  personas  ala  justicia  que 
los  persigue,  t  Sobre  el  derecho  de  asilo,  »  dice  Fritot  (3),  «  hay 
que  hacer  una  distinción  importante.  El  que  ha  delin({uido 
contra  las  leyes  de  la  naturaleza  y  los  sentimientos  de  huma- 
nidad, no  debe  hallar  })roteccion  en  parte  alguna ;  ])or(|ue  la 
represión  de  estos  crímenes  interesa  á  todos  los  pueblos  y  á 
todos  los  hombres,  y  el  mal  que  causan  debe  repararse  en  lo 


(!'  Vall.  I,  oh.  in,  {{  232,  233.  Schmalz.  L.  IV,  ch.  3. 

i)  Kenl.  (Jomvient.  I\  I.  lecl.  2.  Según  Scliinalz,  no  es  esta  la  práctica 
de  Enropa.  Si  el  Gobierno  del  país  en  que  se  ha  cometido  el  delito,  no 
V»  qo'ja  al  sohf-rano  ihl  fu;,'itivo,  este  soberano  se  abstiene  ordinariamente 
d<»  raftligaile.  Si  le  pide  su  entrega,  se  declina  el  re(jueriiiiienlo,  sea  (juo 
«I  rrímen  presente,  motivog  de  exrusa,  ó  qu(5  la  conducta  irreproiisiblí;  que 
*'\  d''lmroenic  ha  guardado  cd  su  patria,  hable  á  favor  suyo.  Un  soberano 
no  enlreira  nunca,  ó  á  lo  menos  rarísima  vez,  á  sus  propios  subditos  ;  lo 
qy  hari»  os  n-jiervarsc  su  castigo;  y  en  est(!  caso  el  delito  es  rasti;íado  con- 
formí;  á  las  h-yeí  del  país  en  que  se  cometió,  si  son  allí  rmnos  severas  las 
leyet,  ó  «f>gan  la<(  leyes  de  la  patria  ilel  delincuente,  si  oslas  le  son  mas 
fa«  orable»    Ib  , 

(3)T.  III.  p.  32. 
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posible.  El  Derecho  de  gentes,  según  el  Marqués  de  Pastoret, 
no  es  proteger  un  Estado  á  los  maUícrliores  de  otro,  sino  ayu- 
darse todos  mutuamente  contra  los  enemigos  de  la  sociedad  y 
de  la  virtud.  Según  M.  de  Héal,  los  reyes  entregan  los  asesi- 
nos y  los  demás  reos  de  crimones  atroces  á  sus  soberanos  ofen- 
didos, conformándose  en  esto  á  la  ley  divina,  que  liace  cul- 
pables del  homicidio  á  los  encubridores  del  homicida.  Pero  si 
se  trata  de  delitos  que  provienen  del  abuso  de  un  sentimienta 
noble  en  si  mismo,  pero  extraviado  por  ignorancia  ó  preocu- 
pación, como  sucede  en  el  caso  del  duelo,  no  hay  razón  para 
rehusar  el  asilo.  » 

Se  concede  generalmente  el  asilo  en  los  delitos  i)olíticos  ó 
de  lesa  majestad;  regla  que  parece  tener  su  fundamento  en  la 
naturaleza  de  los  actos  que  se  califican  con  este  titulo,  los  cua- 
les no  son  muchas  veces  delitos,  sino  á  los  ojos  de  los  usur- 
padores y  tiranos  ;  otras  veces  nacen  de  sentimientos  puros  y 
nobles  en  sí  mismos,  aunque  mal  dirigidos ;  de  nociones  exa- 
geradas ó  erróneas ;  o  de  las  circunstancias  ¡¡eligrosas  de  un 
tiempo  de  revolución  y  trastorno,  en  que  lo  difícil  no  es  cum- 
plir nuestras  obligaciones,  sino  conocerlas.  Pasiones  crimina- 
les los  producen  también  muchas  veces;  pero  no  es  fácil  á  las 
naciones  extranjeras  el  examen  de  estos  motivos,  ni  son  jue- 
ces competentes. 

Un  Estado  puede  tener  justas  razones  para  no  jicrmitir  la 
residencia  en  su  territorio  á  esta  clase  de  reos,  i)ero  el  entre- 
garlos se  miraria  como  un  acto  inhumano  y  bárbara. 

Aquellos  jefes  de  bandidos,  (jue  apellidando  la  causa  de  la 
libertad  (')  del  trono,  la  deshonran  con  toda  csi^ccie  de  ci'imc- 
nes,  y  no  respetan  bis  leyes  de  la  humanidad  ni  de  la  i^uerra, 
no  tienen  derin-ho  al  asilo. 

Es  costumbre  conceder  asilo  á  lodos  los  delitos  (juc  no  están 
acompañados  (le  cii-cunstancias  muy  gi*aves.  Pcio  las  nacio- 
nes pueden  limitar  por  tratados  el  derecho  ile  asilo,  y  así  la 
hacen  los  })uel)los  vecinos  (')  (jue  tienen  fn^Miontes  comunica- 
ciones comerciales,  obligi'uidose  reciprocanuMite  Á  la  entrega 
de  los  soldados  ó  marineros  desertores,  di^  los  ladrones,  etc. 
Wanl  considera  estos  tratados  comió  una  ¡trueba  de  los  pro- 
gresos ({ue  hacen  las  naciones  en  r"»gulari(lad  y  iunUmi. 

La  legislatura  de  \ueva  York  se  ha  extendido  á  mas  toda- 
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via,  autorizando  al  ("lobornailor  para  la  ontreíra  de  todo  de- 
liiunienle  acusado  de  homieidio,  falsilicacion,  hurto  ó  cualquier 
otro  crimen,  ;í  que  las  leyes  de  Nueva  York  impongan  la  pena 
de  uuierle  ó  prisión  en  hi  cárcel  de  Estado,  sienii)re  que  las 
pruel'fls  del  hecho  sean  suiicientes,  según  las  mismas  leyes, 
para  jirender  y  enjuiciar  al  reo  (1). 


6. 


Los  náufraj^os,  y  generalmente  aciuellos  (jue  una  tempes- 
tad ú  otro  accidente  forzoso  obliga  á  arribar  <á  nuestras  costas, 
tienen  un  derecho  particular  á  la  conmiseración  y  hospita- 
lidad. Nada  mas  bárbaro  ({ue  la  costumbre  de  pillar  sus  ofec- 
los,  que  cu  otro  tiemi)0  fué  general  en  la  Grecia,  la  Italia,  las 
Galias  y  toda  la  Europa.  Los  romanos,  á  la  verdad,  recono- 
cieron ({ue  los  efectos  náufragos  no  debían  pertenecer  ni  al 
tisco  ni  al  primer  ocupante,  porque  permanecía  dueño  de  ellos 
el  que  lo  era  antes  del  naufragio,  en  (fuien  no  se  debía  pre- 
sumir la  intención  de  abdicar  su  dominio  (2).  Pero  con  la  ave- 
nida de  las  naciones  setentrionales,  revivió  la  antigua  bar- 
barie. Durante  la  edad  del  feudahsmo,  los  señores  vecinos  á  la 
c(»sta,  después  de  haber  participado,  como  particulares,  de  la 
rapiña  de  estos  efectos,  se  la  apropiaron  como  un  derecho  ex- 
clusivo, inherente  al  dominio  territorial.  La  iníluencia  de  las 
luces  y  del  comercio  lia  desterrado  al  fin  esta  práctica.  En  to- 
dos los  pueblos  civilizados  se  han  establecido  reglas  para  })ro- 
hibir  el  pillaje  de  propiedades  náufragas,  y  para  su  conser- 
vación y  custodia  á  beneficio  de  los  propietarios,  sujetándolas 
á  un  premio  moderado  de  salvamento.  Cuando  durante  algún 
tiempo  no  se  hace  reclamación  alguna  })or  los  náufragos  ó  sus 
representantes,  se  adju<licau  á  las  personas  á  que  se  debe  su 
conservación,  ó  al  ÍIscíj  (8). 


(1)  Kf-nl.    I.nv.mpul.    \*.    I,    Ic'Ct.    2. 

(t)  l'.iril*-svus.  (Jullectiini  drs  Luis  Mnrilimcs.  T.  I,  p.  77. 
(3^  üarlcus.  I'réeít.  L.  IV,  c.  i,  >,,  1 1  i,   li:,. 
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7. 

Las  restricciones  (1)  y  desventajas  á  que  por  las  leyes  de 
muchos  países  están  sujetos  los  extranjeros,  se  miran  general- 
mente como  contrarias  al  incremento  de  la  población  y  al  ade- 
lantamiento de  la  industria;  y  los  países  que  han  hecho  mas 
progresos  en  las  artes  y  comercio  y  se  han  elevado  á  un  grado 
mas  alto  de  riqueza  y  poder,  son  cabalmente  aquellos  que  han 
tratado  con  mas  humanidad  y  liberalidad  á  los  extranjeros. 
Pero  si  prescindimos  de  lo  que  es  ó  no  conveniente  en  polí- 
tica y  economía,  y  solo  atendemos  á  lo  que  puede  ó  no  ha- 
cerse sin  violar  los  derechos  perfectos  de  las  otras  naciones, 
podemos  sentar  como  una  consecuencia  incontestable  de  la  h- 
bertad  ó  independencia  de  los  Estados,  (}ue  cada  uno  tiene  fa- 
cultad para  imponer  á  los  extranjeros  todas  las  restricciones 
que  juzgue  convenientes,  inhabilitándolos  para  el  ejercicio  de 
ciertas  profesiones  y  artes,  cargándolos  con  impuestos  y  con- 
tribuciones particulares,  etc.  Estas  reglas  deben  ser  conoci- 
das de  todos  y  no  es  lícito  alterarlas  caprichosamente.  En  caso 
de  hacerse  en  ellas  alguna  novedad  que  empeore  la  condición 
de  los  extranjeros,  dicta  la  justicia,  que  se  conceda  un  i)lazo 
razonable  á  los  ({ue  no  quieran  conformarse  con  el  nuevo  or- 
den, para  que  se  ti*asladen  con*sus  bienes  á  otra  parte.  La  sa- 
lida de  los  extranjeros  debe  ser  enteramente  libre,  si  no  es 
que  momentáneamente  la  impida  alguna  importante  razón 
de  Estado,  v.  g.  en  el  caso  de  temerse  que  fuesen  á  dar  á  los 
enemigos  noticias  de  que  resultase  peligro.  En  lin,  es  obliga- 
ción del  soberano  que  les  da  acogida  atender  á  su  seguridad, 
haciéndoles  justicia  en  sus  pleitos,  y  protegiéndolos  aun  con- 
tra los  naturales,  demasiado  dispuestos  á  maltratarlos  y  ve- 
jarlos, particularmente  en  jtaíses  de  atrasada  civilización  y 
cultura.  El  extranjero  á  su  entrada  contrae  tácitamente  la 
obligación  de  sujetarse  á  las  leyes  y  á  la  jurisdicción  local,  y 
el  Estado  le  ofrece  de  la  misma  manera  la  })rotecc¡on  de  la  au- 
toridad i)ública,  depositada  en  los  tribunales.  Si  estos  contra 
derecho  rehusasen  oír  sus  ([uejas-,  ó  le  hiciesen  un.i  iujusticia 

(1)  VaUle.  L.  11,  ch.  8. 
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iiíaniliostn,  puoiU*  oiitiuirt^s  iiiterpoiuM'  la  auloridail  de  su  pro- 
pio «;ol)Ci'ano,  i>ara  (juo  solicilo  s?  \o  oij^a  en  juicio,  ó  se  le  in- 
deninioen  los  perjuicios  causados. 

Los  aclos  jurisdiccionales  de  una  nación  s()])ro  los  extran- 
jeros que  en  ella  residen,  del)en  ser  resix'tados  de  las  otras 
naciones;  i)or([ue  al  poner  el  pié  en  el  territorio  de  un  Estado 
extranjero,  conlracMnos,  según  se  ha  diciio,  la  oblii^acion  de 
someternos  á  sus  leyes,  y  por  consií^uienle  á  las  reíalas  que 
tiene  establecidas  jiara  la  administración  de  justicia.  Pero  el 
Estado  contrae  también  i)or  su  jtarle  la  obligación  de  obser- 
varlas respecto  del  extranjero,  y  en  el  caso  de  una  palpable 
infracción,  el  daño  (jue  se  infiere  á  este,  es  una  injuria  contra 
la  sociedad  de  (jue  es  miembro.  Si  el  Estado  instiga,  apruelja 
ó  tolera  los  actos  de  injusticia  ó  violencia  de  sus  subditos  con- 
tra los  extranjeros,  los  hace  verdaderamente  suyos,  y  se  cons- 
tituye responsable  de  ellos  para  con  las  otras  naciones. 

Hay  dos  clases  de  extranjeros,  los  (rnnsountes  que  transi- 
tan por  el  territorio,  ó  hacen  mansión  en  él  como  simples  via- 
jeros (')  para  el  despacho  de  negocios  (|ue  no  suponen  ánimo 
de  permanecer  largo  tiempo ;  y  los  hnbitantcs  ó  domiciliados^ 
que  son  aijuellos  \\  quienes  se  permite  establecerse  permanen- 
temente en  el  país,  sin  adtpiirir  la  calidad  de  ciudadanos.  Se 
conf^ideran  trans(^untes  los  em¡)Ieados  de  una  potencia  extran- 
jera qu»,*  desempeñan  alguna  comisión  relativa  al  servicio  de 
ella,  aunque  no  sea  de  naturaleza  transitoria,  v.  g.  los  cónsu- 
les y  agentes  comerciales. 

Lo  que  se  hn  dicho  en  este  artículo  se  aplica  á  los  extran- 
jeros de  cuahiuicr  clase  y  condición  f|ue  sean,  exceptuando 
los  ministros  públicos,  de  los  cuales  se  tratará  en  la  tercei'a 
|)arl<'  de  este  curso,  llesta  manifestar  las  diferencias  que  se 
observan  entre  los  transeúntes  y  los  habitantes  (>  domici- 

I¡:k106. 

Toca  indudaiilemerite  á  la  jurisdicción  local  fijar  las  condi- 
ciones bajo  las  cuales  se  contj'ae  voluntaria  (')  forzosamente  el 
domicilio.  Los  extranjeros  habitantes  d(;b(Mi  sopoj-tnr  todas  las 
cargas  í|ue  las  leyes  y  la  antoriílad  cjeculivíi  inq)onen  á  los 
ciudadanos.  Están  por  consiguiente  o)>ligados  á  la  defensa  del 
Estado,  si  no  es  contra  su  propia  jMliia.  I  *ero  es  necesario  (jue 
el  peso  de  los  servicios  y  graváirienes  de  esta  especie  se  re- 
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parta  en  una  proporción  equitativa  entre  los  ciudadanos  y  los 

extranjeros,  y  que  no  haya  exenciones  ó  preferencias  odiosas 
entre  los  de  diversas  naciones  (1). 

Los  transeúntes  están  exentos  de  la  milicia  v  de  los  tribu- 
tos  y  demás  cargas  personales;  pero  no  de  los  impuestos 
sobre  los  efectos  de  uso  y  consumo. 

8. 

La  sana  política  aconseja  igualar  á  los  extranjeros  con  los 
naturales  en  lo  que  respecta  á  la  adquisición  de  los  títulos  de 
propiedad,  y  al  uso  y  disposición  de  los  bienes  que  posean 
dentro  del  territorio  del  Estado.  Los  bienes  raíces  son  los  úni- 
cos que  pueden  razonablemente  exceptuarse  de    esta  regla. 

Una  nación,  pues,  consultando  su  propia  utilidad,  se  abs- 
tendrá de  arrogarse  sobre  los  extranjeros  aquel  derecho  odio- 
so de  peregrinidad  ó  all)iimgio  [droit  craiibaine),  por  el  cual 
se  les  menoscababa  el  derecho  de  sucesión,  va  fuese  en  los 
bienes  de  un  ciudadano,  ya  en  los  de  un  extranjero,  y  consi- 
guientemente no  podían  ser  instituidos  herederos  por  testa- 
mento, ni  recibir  legado  alguno ;  y  llegando  á  morir  en  el 
territorio  del  Estado,  se  apoderaba  el  fisco  de  todos  los  bienes 
que  poseían  en  él  y  despojaba  á  sus  herederos  legítimos  de 
una  gran  parte  de  la  sucesión  y  á  veces  de  toda  ella  (2) .  Las 
leyes  de  algunos  países  han  llevado  el  rigor  en  este  punto  has- 
ta incapacitar  á  la  viuda  del  extranjero,  aunque  ciudadana, 
de  las  sucesiones  ([uc  le  tocaban  durante  el  matrimonio,  por- 
que la  mujer,  según  ellas,  hasta  la  época  de  su  viudedad  se- 
guía la  condición  del  maríilo.   Entre  las  naciones  cristianas 


(1)  Valle!.  L.   1,  cli.  \9.  ^  -213. 

(2)  Valle!.  L.  II,  cli.  8,  j¿  112.  Potliior.  Trnttr  des  personnes  et  des 
dioses.  P.  I.  t.  I,  sed.  2.  Fritol.  Srirme  da  l^iiblicisle.  T.  II,  p.  ;?0T.  No  co- 
nociendo niníiuna  palaljia  castellana  que  corresponda  a  !a  francesa  au- 
baiup  en  e!  senlido  pailicular  de  qne  aquí  so  Irala.  mo  !ie  alroNÍtlo  a 
Iraducirla  ¡lor  !a  voz  albinntjin,  derivada  de  albauatjium  ó  albiuoiiium. 
que  en  la  l»aja  latinidad  .>íignitu'ai)a  lo  mismo  que  nubdiue.  Algunos  au- 
tores distinguen  el  dereclio  de  peregrinidad  y  e!  de  all)ina;:io  :  e!  primero, 
según  ellos,  se  reflere  ó  la  facultad  de  suceder,  y  e!  segundo,  a  la  de  dis- 
poner de  los  bienes  por  causa  de  muerte.  Llamábase  lambien  derecho  de 
peregrinidad  el  de  delraccinu,  de  que  se  !íablar¿i  mas  adelante. 
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apenas  lux  queiiiulo  vestigio  de  esto  b;irbai'o  derecho.  La 
Asamliloa  Constituyente  lo  suprimió  del  todo  en  Francia,  lia- 
ciendo  á  los  extranjeros  capaces  de  suceder  en  todos  casos, 
aun  á  los  ciudadanos  franceses.  El  Código  Civil  en  los  artí- 
culos 11  y  726  limitó  esta  liberal  disiiosicion  á  los  extranje- 
ros de  los  países  en  (jue  se  trataba  del  mismo  modo  á  los  fran- 
ceses ;  pero  fué  restablecida  en  toda  su  integridad  el  año 
de  1819. 

El  derecho  de  detracción  [droil  de  troilc  foraine^  gabelle 
(Péinigralion,  Jiis  deti'actus,  riglil  of  detraclion),  derecho  en 
\nrtud  del  cual  se  retiene  una  moderada  i)orcion  de  los  bienes, 
tanto  de  los  subditos  naturales,  como  de  los  extranjeros,  cunn- 
*\o  dejan  para  siempre  el  territorio  del  Estado  en  que  han  na- 
cido ó  resiihdo  largo  tiempo,  no  tiene  la  odiosidad  del  ante- 
lor,  porque  la  extracción  de  estos  bienes  es  una  pérdida  para 
el  Estado,  que  tiene  por  consiguiente  algún  título  á  esta  es- 
pecie de  indemnización  (1).  Pero  esta  doctrina  es  disputable. 
Lo  que  se  j-ierde  por  la  salida  se  compensa  por  lo  que  se  gana 
con  la  entrada  de  valores,  cuando  no  se  embaraza  con  des- 
falcos la  circulación  natural  de  las  propiedades  entre  las  di- 
versas naciones  ;  ó  si  hay  alguna  diferencia  es  contra  los  paí- 
ses, cuyos  reglamentos  opresivos  ó  mal  entendidos  ahuyentan 
las  personas  y  capitales  extranjeros  (2). 

t  Supuesto  que  el  extranjero  permanece  ciudadano  de  su 
r^atria,  los  bienes  que  deja  (dice  Vatlel)  deben  pasar  natural- 
mente á  sus  herederos  según  las  leyes  del  Estado  de  ({ue  es 
miembro ;  lo  cual  no  se  opone  á  que  en  los  bienes  raíces  se 
si;:;ui  las  leyes  del  país  on  que  están  situados.  »  Burlamaqui 
♦'Sl^dilece  la  misma  doctrina.  Poro  si  el  extranjero  somete  á 
las  leyes,  costumbres  y  usos  de  cada  pueblo  no  solo  las  pro- 
pieduíles  raíces  (|ue  arlquiere  en  él,  sino  también  los  bienes 
muebles  que  allí  posee,  y  aun  su  i)orsona  misma,  parece  na- 
tural que  dejando  viuda,  hijos  legítimos  ó  naturales,  ú  oti-as 
personas,  que  sean  ciudadanos  del  Estado,  ó  S(;  hallen  domi- 

(1)  Vau^l,  1.  ii.rh.  8,  g  ll.H. 

í%)  Se  da  latnliUTi  ..1  nombre  do   derecho  do  delraccion  {droil  de  detrae 
io»,  jui    dfi       '  .       ,|  derecho    de  alhiiiagio,  reducido  por    algunas   con- 
VMkciooM  ¡mi  al  Cubro  >h¡  una   |..iri-  de  la  hí-rciicia  á   que  sucede 

*I  Mlranjero.  ^k al»í,  Saencé  du  Public,  i.  II,  p.  398.j 
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Ciliados  en  él,  y  á  quienes  por  las  leyes  locales  toque  el  todo 
ó  parte  délos  bienes,  tengan  estas  personas  derecho  para  re- 
clamar su  cuota  legal  en  el  patrimonio  del  difunto  (1). 


CAPITULO  VI. 

DEL  DERECHO  COMERCIAL  Y  MARÍTIMO    EN   TIEMPO    DE  PAZ. 

1 .  Obligación  que  tienen  las  naciones  de  comerciar  entre  sí.  —  2.  Liber- 
tad de  comercio,  según  el  dereciio  externo.  —  3.  Tratados  de  comercio. 
—  4.  Fuentes  del  derecho  consuetudinario  comercial  y  maiílimo.  5. 
Gravámenes  á  ({ue  está  sujeto  el  comercio  de  las  naciones  amigas.  — 
6.  Cuarentena. 

1.        • 

Mientras  duró  la  comunión  primitiva  (2j,  los  hombres  to- 
maban las  cosas  de  que  tenían  necesidad  donde  quiera  que  se 
les  presentaban,  si  otro  no  se  había  apoderado  primero  de 
ellas  para  sus  propios  menesteres.  La  introducción  del  domi- 
nio no  ha  podido  vei'ificarse  sino  en  cuanto  se  dejaba  gene- 
ralmente á  los  hombres  algún  medio  de  procurarse  lo  que  les 
fuese  útil  ó  necesario.  Este  medio  es  el  comercio,  porque  de 
las  cosas  que  han  sido  ya  apropiadas  no  podemos  hacernos 
dueños  sin  el  consentimiento  del  actual  propietario,  ni  obte- 
ner este  consentimiento  sino  comprándolas  o  dando  cosas 
equivalentes  en  cambio.  Kstáii  pues  obligados  los  hombres  á 
ejercitar  unos  con  otros  este  comercio  para  no  apartarse  de  las 
miras  do  la  naturaleza,  que  les  prescribe  favorecerse  unos  á 
otros  en  cuanto  puedan,  siempre  cpie  les  sea  dable  hacerlo 
sin  echar  en  olvido  lo  que  se  deben  á  sí  mismos. 

De  aquí  se  sigue  cpie  cada  nación  está  obligada  á  permitir  y 
proteger  este  comercio  por  todos  los  medios  i)osil»les.  La  se- 
guridad y  comodidad  de  los  caminos,  puertos  y  mercados  es 
lo  mas  conducente  á  ello,  y  de  los  costos  que  estos  objetos  le 

(1)  Fritot,  ib.    p.  887. 
[-2)  Valtel.  i  ch.  ± 
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ocasioiion  jtULvlo  rácilineiitt'  íiuUmuiiízcU'so  estableciendo  pea- 
jos,  portazgos  y  otros  tlereclios  moderados. 

Tal  es  la  regla  que  la  razón  dieta  á  los  Kstados  y  que  los 
obliga  en  eoncieneia.  Fijemos  ahora  los  itriucipios  del  dere- 
cho externo. 


El  derecho  que  tiene  eada  pueblo  á  comprar  á  los  otros  lo 
que  necesita,  está  sujeto  enteramente  al  juicio  y  arbitrio  del 
vendedor.  Este  por  su  parte  no  tiene  derecho  alguno  períecto 
ni  imperfecto,  á  que  los  otros  le  compren  lo  que  él  no  nece- 
sita para  sí.  Por  consiguiente  cada  Estado  es  arbitro  de  po- 
ner sus  relaciones  comerciales  sobre  el  pié  que  mejor  le  pa- 
rezca, á  menos  que  él  mismo  haya  (juerido  limitar  esta  liber- 
tad, pactando  concesiones  (')  privilegios  particulares  en  favor 
«le  otros  Estados. 

Un  simple  permiso  ó  tolerancia,  aunque  haya  durado  al- 
gún t¡em[)0,  no  basta  para  establecer  derechos  perfectos; 
porque  la  autoridad,  inherente  al  soberano,  de  arreglar  las 
relaciones  comerciales  de  sus  subditos  con  las  otras  nacio- 
nes, es  un  jus  inenr  fucullníis,  que  no  prescribe  por  el  no- 
uso  (1). 

Las  pretensiones  de  dictar  leyes  al  comercio  y  navegación 
(le  otros  pueblos  han  sido  constantemente  rechazadas.  Los  por- 
tugueses, en  el  tiempo  de  su  preponderancia  naval  en  el 
Oriente,  trataron  de  prohibir  á  las  demás  naciones  de  Europa 
lodo  comercio  con  los  pueblos  de  la  India.  Pero  esta  preten- 
sión se  miró  como  absurda ;  y  los  actos  de  violencia  con  (|ue 
quisieron  sostenerla,  dieron  á  las  otras  naciones  justo  motivo 
para  hacerles  la  guerra. 

En  virtud  de  esta  libei-tíid  'lo  c(»nicrcio  el  soberano  está  au- 
l»»r¡zado  :  I»  p.-jra  prohibir  cuahjuiera  especie  de  importación 
^  exportación,  y  2"  i)ara  establecer   aduanas    y   aumeiititr    ó 

!l  L/íS  ijí-rechos  de  mera  facultad  son  lales  ])ür  su  naluialeza,  que  el 
qae  los  po»i.»,-  \,wúe  uiarlos  ó  no,  se^ua  le  parece,  y  de  coti.s¡;ru¡eiJle  no 
pu^'den  príMvcribirs"  por  el  no-uso,  porque  la  prescripción  se  funda  en  un 
couicfilim¡<«nlo  presunto,  y  la  omisión  de  lo  que  podemos  ejecutar  ó  no  á 
n»«ilro  arhKrio,  no  da  motivo  para  pr«^suIuir  que  conseniimos  en  abando- 
oirio.  (Vattel,  I.  I.,  .|,.  8,  'i  95.) 
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disminuir  á  su  cnrbitr'o  los  impuestos  que  se  cobran  en  ellas ; 
3**  para  ejercer  jurisdicción  sobre  los  comerciantes,  marine- 
ros, naves  y  mercaderías  extranjeras  dentro  de  los  limites  de 
su  territorio,  imponiendo  penas  á  los  contraventores  de  sus 
ordenanzas  mercantiles ;  y  4°  para  hacer  las  diferencias  que 
quiera  entre  las  naciones  que  trafican  con  la  suya,  conce- 
diendo gracias  y  privilegios  particulares  á  algunas  de  ellas  (1). 

Cuando  se  imponen  prohibiciones  ó  restricciones  nuevas, 
dicta  la  equidad  que  se  dé  noticia  antici})ada  de  ellas,  ponjue 
de  otro  modo  podrian  ocasionarse  graves  perjuicios  al  comer- 
cio extranjero. 

Una  nación  obrará  cuerdamente  si  en  sus  relaciones  con 
otras  se  abstiene  de  parcialidades  y  preferencia,  siempre  odio- 
sas; pero  ni  la  justicia  ni  la  prudencia  reprueban  las  venta- 
jas comerciales  que  franqueamos  á  un  pueblo  en  considera- 
ción á  los  privilegios  ó  favores  que  este  se  halle  dispuesto  á 
concedernos. 

3. 

Los  tratados  de  comercio  (2j  tienen  por  objeto  ñijar  los  dere- 
chos comerciales  entre  los  contratantes,  ya  sea  durante  la  paz, 
ya  en  el  estado  de  guerra  entre  los  contratantes,  ya  en  el  es- 
tado de  neutralidad,  esto  es,  cuando  el  uno  de  ellos  es  beli- 
gerante y  el  otro  neutral. 

En  cuanto  al  primer  punto,  especificar  los  privilegios  reln- 
tivos  á  las  personas  y  propiedades,  concedidos  por  cada  una 
de  las  partes  contratantes  á  los  subditos  de  la  otra,  que  ven- 
gan á  hacer  el  comercio  en  sus  puertos,  ó  residan  en  sus  ter- 
ritorio, V.  g.  la  exención  de  ciertas  cargas,  de  confiscaciones  y 
secuestros,  el  libre  ejercicio  de  su  industria,  la  facultad  de 
testar  ó  de  trasmitir  sus  bienes  tib  iiitcslnlo  según  las  leyes  de 
la  iialria  del  testador,  las  franquezas  relativas  á  aduanas,  to- 
nelada, anclaje,  etc.  Agrégase  frecuentemente  una  tarifa  ó 
enumeración  de  los  articules  de  mutuo  comercio,  con  sus 
precios,   para  que  estos   sirvan  de  norma  en  el  cobro  de  los 


(1)  Chitly.  Comm.  Late,  vol.  1,  cli.  4. 

(2)  VaUel,  ibid. 
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(iereolios  ilc  aduana;  poro  la  Inrila  no  es  necesariamente  inal- 
terable en  toda  la  duración  del  tratado.  Suelen  también  de- 
leruiinarse  en  él  la  autoridad,  jurisdicción  y  privilegios  de 
los  cónsules. 

En  cuanto  al  estado  de  guerra,  el  principal  objeto  de  los 
tratados  es  eximir  de  apresamiento  y  embargo  las  personas 
y  propiedades  de  los  subditos  de  cualquiera  de  los  contratan- 
tes, que  al  tiempo  de  estallar  la  guerra  residan  en  el  territo- 
rio del  otro  ;  concederles  un  i)lazo  para  la  salida  de  sus  per- 
sonas y  efectos,  después  del  rompimiento  de  las  liostilidades  ; 
ó  especificar  las  condiciones  bajo  las  cuales  pueden  permane- 
cer alli  durante  la  guerra.  En  algunos  tratados  se  ha  estipu- 
lado la  continuación  de  ciertos  ramos  de  comercio  á  pesar  de 
la  guerra. 

En  cuanto  al  tercer  punto,  se  suele  estipular  en  los  trata- 
dos de  comercio  la  exención  de  angarias  á  favor  de  los  buques 
del  Estado  neutral ;  se  enumeran  las  mercaderías  que  debe- 
rán considerarse  como  contrabando  de  guerra,  y  se  fijan  las 
penas  á  que  estarán  sujetos  los  traficantes  en  ellas;  se  deter- 
minan las  reglas  y  formalidades  de  los  bloqueos  y  de  la  visita 
de  las  naves ;  y  se  especifican  los  ramos  de  comercio  que  han 
de  gozar  de  las  inmunidades  neutrales. 

Los  tratados  de  comercio  pueden  ser  ó  de  duración  in- 
definida ó  por  tiempo  limitado.  Lo  mas  prudente  es  no  obli- 
garse para  siempre,  jiorquc  es  muy  posible  que  ocurran  des- 
pués circunstancias  que  liagan  pernicioso  y  opresivo  para 
'una  de  las  partes  el  mismo  tratado  de  que  antes  reportó  bene- 
ñcio. 

Los  derechos  comerciales  adquiridos  por  tratado  son  tam- 
bién de  mera  facultad,  y  por  tanto  imprescriptibles.  ILay  con 
todo  circunstancias  que  podrian  invalidar  esta  regla.  Si,  por 
ejemplo,  pareciese  evidente  qiu;  la  nación  ha  concedido  un 
privilegio  ó  monoijolio  comercial  con  la  mira  de  proporcio- 
narse una  mercadería  do  í|ue  necesitaba,  y  la  nación  agraciada 
dejase  de  proporciorjársela,  no  bay  duda  (pie  la  i)rimera  })0- 
dria  revr)far  el  privilegio  y  concederle  á  otra,  por  haber  fal- 
lado líi  Kfj,ninda  á  la  condición  tá(;ita. 

Cuando  un  pueblo  posee  solo  cierta  especio  de  producciones 
naturalcfí,  otro  puede  por  un   tratado  adquirir  el  privilegio 
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exclusivo  de  comprárselas,  para  revenderlas  al  resto  de  la  tier- 
ra. Si  este  pueblo  no  abusa  de  su  monopolio  vendiendo  á  un 
precio  exorbitante,  no  peca  contra  la  ley  natural;  mas  aun  dado 
caso  que  lo  hiciese,  el  propietario  de  una  cosa,  de  que  los 
otros  no  tienen  necesidad  indispensable,  puede  según  el  de- 
recho externo,  ó  reservarla  para  si,  ó  venderla  al  precio  que 
guste. 

U. 

Por  lo  que  hace  al  derecho  comercial  fundado  en  la  cos- 
tumbre (1),  bastará  presentar  aíjuí  una  breve  enumeración 
histórica  de  los  códigos  mercantiles  que  han' gozado  de  mas 
autoridad  entre  los  Estados  de  Europa,  como  documentos  de 
las  reglas  á  que  han  consentido  sujetarse.  Casi  todas  las  pro- 
visiones de  estos  códigos  son  relativas  al  tráfico  maritimo, 
porque  á  causa  de  las  ventajas  del  acarreo  por  agua,  y  de  la 
situación  marítima  de  las  principales  potencias,  la  mayor  parte 
del  comercio  exterior  sa  ha  hecho  por  mar. 

El  mas  antiguo  sistema  de  leyes  marítimas  se  dice  haber 
sido  compilado  por  los  rodios  como  900  años  antes  de  la  era 
cristiana.  Corre  impresa  una  colección  con  el  titulo  de  Leyes 
liodias ;  pero  manifiestamente  espuria.  Todo  lo  que  sabemos 
de  la  jurisprudencia  marítima  de  aquel  pueblo  se  reduce  á  lo 
que  nos  dicen  Cicerón,  Tito  Livio,  Éstrabon  y  otros  escritores 
antiguos,  y  á  los  fragmentos  conservados  en  el  Digesto  (2). 
Parece  por  un  rescripto  de  Antoniíio  que  las  controversias  ma- 
rítimas se  dirimían  por  el  Derecho  rodío,  en  todo  lo  que  no 
era  contrario  á  textos  positivos  de  las  leyes  romanas. 

Acaso  la  j)arte  principal  del  Derecho  marítimo  de  los  rodios, 
se  conserva,  aunque  esparcida  según  la  conexión  d(^  materias, 
en  el  Digesto  y  el  Código  de  Justiniano.  M.  PiU'dessus  ha  re- 
copilado todas  las  leyes  romanas  lelativas  á  negociaciones  ma- 
rítimas, y  i)or  ellas  se  ve  cuánto  deben  á  la  jurisprudencia  de 
Homa  las  naciones  modernas,  aun  relativamente  al  comercio 


[\)  Lo  qu<^  sipup  se  hii  lomado  on  pran  parlo  do  la  Colección  de  Leyet 
Marilivtas  de  M.  Pardessus.  Tambifii  so  ha  loiiido  presente  á  Chitly,  1.  I, 
cli.  ± 

(2)  Til.  De  Leíjc  Rhúdia^  de  Jactu. 

7 


p'>  riirNCipios 

de  mar,  quo  se  supone  liaber  sido  inirailo  con  indiferencia  po-r 
los  conquistadores  del  mundo. 

Una  de  las  colecciones  de  cosUunbres  y  usos  marítimos  que 
kan  jrozado  de  mas  celel)ridad,  y  íicaso  la  mas  antigua  de  to- 
das en  el  Occidente,  es  la  conocida  con  el  título  de  lióles  á 
jfaz'^fímionioB  (le  Oleron .  Diversas  han  sido  las  opiniones  soljre 
su  origen  y  sobre  la  edad  en  que  se  redactó,  alriljuyéndola 
algunos  á  Hicardo  1  de  Inglaterra,  otros  á  su  madre  Eleonora, 
du([uesa  de  Aquitania,  y  suponiéndola  otros  tomada  de  las 
ordenanzas  de  Wisby  ó  de  la  Flándes.  M.  Pardessus  cree  que 
estas  leyes  son  de  origen  francés,  y  que  se  recopilaron  algún 
tiempo  antes  de  que  por  el  casamiento  de  Eleonora  pasase  á 
un  rey  de  Inglaterra  la  Aquitania,  esto  es,  antes  de  1152.  Lo 
cierto  es  que  en  el  siglo  XIV  servían  ya  para  la  decisión  de 
las  causas  maritimas,  y  que  desdp  el  siglo  XIII  gozaban  de 
cierta  autoridad  en  España,  donde  se  tuvieron  presentes  para 
varias  disposiciones  contenidas  en  el  Código  do  las  Siete  Pai^ 
tidas  (1). 

Sin  deteneruíjs  en  las  colecciones  á  que  se  liau  dado  los 
•omtires  de  Dnmnw  y  de  Westcapelle,  ciudades  de  los  Países 
Bajos  meridioníiles,  porque  está  probado  que  son  meras  tra- 
ducciones de  los  Roles;  sin  hacer  alto  en  las  Costumbres  de 
Amsíordam,  de  Knchuysen,  do  Slavern,  tomadas  en  parte  de 
los  Holes,  en  parte  de  las  ordenanzas  de  varias  ciudades  del 
Báltico;  mencioiiíireinos la  compilación  que  se  conoce  general- 
mente con  el  titulo  de  Derecho  Mar/limo  de  Wisby,  en  Gotlan- 
dia, presentada  por  los  jurisconsultos  é  historiadores  del 
Norle  como  el  mas  antiguo  monumento  de  legislación  marítima 
de  la  edí»d  media.  Pero  él  contiene,  según  M.  Pardessus, 
{mieiias  claras  de  haberse  formado,  no  i)or  autoridad  sobe- 
rana, sino  por  una  persona  privada  que  (luiso  reunir  en  un  solo 
ciiCTjio  varias  disposiciones  de  los  Juzgamientos  de  (Jleron,  de 
bs  de  iJanune,  del  Derecho  de  Lubeck,  observado  por  los  niíi- 
reantes  de  la  (Inion  Hanseática,  y  de  las  Costund^res  de  Ams- 
lerdam,  Enchuyseu  y  Stavern.  Su  redaccií^n  no  puede  ser  an- 
Ufrior  <il  siglo  \V. 

De  todas  lus  antiguas  recopilaciones  de  leyes  maritimas,  el 

{%  Capmaiii,  CotUmbret  Manlimus,  i,  J|,  p.  31.  Azuiii,  j".  1,  c  4, 
wt.  10.    Pardesíus.  6'o//<cí,,  cb.   Vill. 
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Consulado  del  Mar  es  la  mas  célebre,  la  mas  com})leta,  y  la 
mas  generalmente  respetada.  Fuera  de  ios  reglamentos  pura- 
mente comerciales  que  contiene;  deslinda  con  bastante  preci- 
sión los  derechos  mutuos  de  beligerantes  y  neutrales  en  lo 
concerniente  al  comercio  de  mar,  y  ha  contribuido  mucho  á 
formar  en  esta  parte  el  Derecho  Internacional  que  hoy  rige. 
Casi  todos  los  que  mencionan  esta  obra  ponderan  su  mérito, 
y  algunos  parecen  como  embarazados  para  hallar  palabras  con 
que  significar  la  admiración  que  les  inspira.  Se  echará  menos 
en  ella  el  orden  ó  el  buen  gusto,  dice  Parde'ssus,  })ero  no 
puede  desconocerse  la  sabiduria  de  sus  disposiciones,  que  han 
servido  de  base  á  las  leyes  marítimas  de  la  Europa. 

Los  jueces  domésticos  á  quienes  tocaba  el  conocimiento  de 
causas  relativas  al  comercio,  se  llamaban  Cónsules  ;  su  auto- 
ridad y  jurisdicción,  Consulado  :  de  aquí  el  titulo  de  esta  fa- 
mosa colección.  Se  ha  exagerado  su  anligiiedad  i'ehriéndola 
al  año  900  de  la  era  cristiana.  Según  Gapmani,  se  compiló  por 
los  magistrados  de  Barcelona  en  tiempo  del  rey  Ü.  Jaime  el 
Conquistador  ;  y  como  en  ella  no  se  hizo  mas  que  consignar 
los  usos  ya  establecidos  y  antiguos  en  los  puertos  del  Medi- 
terráneo, no  es  extrafiQ  que  la  atribuyesen  tanta  antigüedad, 
y  que  Pisa,  Genova  y  otros  países  disputasen  á  los  cat;danes 
la  gloria  de  haberla  dado  ;'i  luz.  Pero  el  sabio  escritor  de  quien 
tomamos  estas  noticias,  adhiere  ;'i  la  oi)inion  de  Capmani  en 
cuanto  al  origen  barcelonés  del  Consulado.  El  calaiíui  fué 
ciertamente  el  idioma  en  (jue  se  compuso,  y  el  siglo  XIV  la 
época  de  su  redacción. 

Otro  sistema  de  leyes  marítimas  ijue  ha  merecido  mucha 
aceptación  es  el  de  la  Liga  Hanseática,  formado  sucesivamente 
en  varios  de  los  recesos  ó  dietas  que  celebrabim  en  Lubock 
los  di})utn(los  do  la  Liga,  y  mas  pai-tioularmenteen  los  de  lóQl 
y  ICOL 

Pero  el  cuerpo  mas  extenso  y  comi)leto  es  la  Ordenanza  de 
Marina,  (h^  Luis  XIV,  dada  á  luz  en  ir>89  ;  obra  maestra,  que 
so  formó  bajo  la  dirección  de  ('olbert,  entresacando  \o  mejor 
de  todas  las  antiguas  ordenanzas  de  mar,  y  á  que  concurrieron 
los  mas  doctos  jurisconsultos  y  publicistas  de  la  Francia,  pre- 
cediendo consulta  de  los  })arlanieutos,  cortes  de  almirantazgo 
y  cámaras  de  comercio  ilel   reino.  Hay  en  ellas  ciertas  dispo 
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Bidones  suproriilas  por  el  interés  nacional;  pero  á  pesar  de 
esle  defeelo,  es  mirada  como  nn  código  de  p'ande  an((^ridad, 
V  con  el  juicioso  comentario  de  Valin,  es  una  de  las  fuentes 
mas  copiosas  y  puras  de  jurisprudencia  marítima. 


r>. 


El  permiso  de  comerciar  con  una  nación,  y  de  transitar  por 
sus  tierras,  mares  y  rios,  está  sujeto  á  varios  importantes  de- 
rechos. Tal  es  primeramente  el  de  anclaje,  impuesto  que  se 
l>ercibe  de  toda  embarcación  extranjera  siempre  que  echa  el 
ancla  en  un  puerto,  aunque  veng:a  de  arril)ada,  ó  forzada  por 
alpun  temporal;  salvo  ([ue  habiéndolo  pagado  saliese,  y  algún ^ 
accidente  la  obligase  á  volverse,  antes  í\e  haber  hecho  viaje 
á  otra  parte  (1). 

De  aqui  ])roceden  también  las  angarias,  ó  el  servicio  que 
deben  prestar  á  un  gobierno  los  buques  anclados  en  sus  puer- 
tos, empleándose  en  trasportarle  soldados,  armas  y  municio- 
nes, cuando  se  ofrece  alguna  expedición  de  guerra,  mediante 
el  pago  de  cierto  flete  y  la  indemnización  de  todo  perjuicio.  El 
capitán  de  una  embarcación  extranjera  que  se  pusiese  en  fuga 
para  sustraerse  á  esta  obligación,  ó  que  retardase  con  astucia 
el  trasporte,  ó  de  cualquier  otro  modo  suscitase  dificultades 
que  perjudicasen  al  suceso  de  la  expedición,  estaría  desde 
luego  sujeto  á  la  confiscación  de  su  buque,  lecayendo  también 
sobre  la  tripulación  las  penas  })roporc¡onadas  á  su  complici- 
dad. Vsi  el  capitán  aporta  maliciosamente  á  otra  parte  y  vende 
allí  las  í)rovisíones  ó  aprestos  de  guerra,  se  acostumbra  casti- 
garle rigorosamente  y  aun  con  el  último  suplicio,  exponiéndose 
lam^jien  á  graves  penas  los  que  comprasen  estos  efectos  á  sa- 
biendas. Pero  seria  contra  la  eípiiflad  el  j)recisnr  una  embar- 
cación á  (pií'  hiciese  segundo  viaje. 

Ninguna  rmbarcacion  puede  excusarse  de  las  ¿mgarias  bajo 
prelpxlo  de  dignidad  ó  do  i)rivilegio  particular  de  su  nación. 

Derívase  del  mismo  princijjio  el  derecho  de  cinbaiyo,  jior 
el  cual  una  potencia  jjrohibíí  la  salida  de  los  buques  anclados 
cit  uii^  |.iu.rt(.s^  y  ge  sirve  de  ellos  p;ira  algún  objeto  de  ne- 

(I;  Aiuní,  iJerecho  Marti,  j»,  I,  cap.  2,  arl.  4. 
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cesírlad  pública  y  no  de  íiuerra,  indemnizaiiílo  á  los  interesa- 
dos. Este  derecho  y  el  anterior  se  sujetan  á  unas  mismas  re- 
glas. Azuni  pretende  ({ue  en  el  uso  del  derecho  de  angarias 
no  se  halla  el  gobierno  obligado  á  indemnizar  la  pérdida  por 
causa  de  naufragio,  apresamiento  de  enemigos,  ó  de  piratas ; 
pei'O  es  mucho  mas  conforme  ;i  la  equidad  natural  conceder 
esta  reparación  en  ambos  casos,  cuando  el  accidente  que  ha 
causado  la  j)érdida,  proviniendo  de  la  naturaleza  del  servicio, 
no  debe  mirarse  como  enteramente  fortuito,  y  cuando  por  otra 
parte  el  Hete  no  es  bastante  grande  para  compensar  el  peligro. 

Otra  carga  conocida  también  con  el  nombre  de  embargo  es 
la  (jue  consiste  en  prohibirse  la  salida  de  todos  los  buques  sur- 
tos en  un  puerto,  para  que  no  den  aviso  al  enemigo  de  alguna 
cosa  que  importa  ocultarle,  v.  g.  el  apresto  ('»  destino  de  una 
expedición  militar  (1). 

Solo  una  absoluta  urgencia  puede  autorizar  esta  suspensión 
de  los  derechos  de  los  Estados  amigos.  Pero  como  la  parte 
interesada  es  el  único  juez  de  la  necesidad  que  se  alega,  es 
imposible  evitar  el  abuso.  De  aquí  es  que  las  naciones  han 
procurado  eximirse  de  este  gravamen,  estii)ulando  que  sus 
naves,  tripulaciones  y  mercaderias  no  puedan  embargarse  á 
virtud  de  ninguna  orden  general  ó  particular,  ni  aun  so  color 
de  la  conservación  ó  defensa  del  Estado,  sino  concediendo  á 
los  interesados  uua  plena  indemnización. 

Del  derecho  do  ¡jívcncion  [jus  jji'ioemjjtionis),  por  el  cual  un 
Estado  detiene  las  mercaderias  que  pasan  por  sus  tierras  o 
aguas  para  proporcionar  á  sus  subditos  la  prefereniMa  de  com- 
pra ;  del  (lo  oséala  forzada^  que  consiste  en  obligar  las  em- 
barcaciones j'i  hacer  escah  en  determiuíidos  paraj'<^s,  i)ara  re- 
('onoc(írlas,  para  cobrar  i)or  ellas  ciertos  im}niestos,  (')  para  su- 
jetarlas al  derecho  anterior  ;  del  de  mercado  ó  feria  (droit  (Vó- 
lapo^  riifhl  oí stujjlo)  <{ue  consiste  en  obligar  ;'«  les  Iralicanles 
extranjeros  ;i  tpie  exjjongan  al  pi'iblico  (mi  un  mercado  parti- 
cular los  efectos  (|ue  llevan  de  tninsito;  y  del  de  trasbordo 
for/.ndo  para  proporciouar  ;'i  las  navt^s  uacionales  el   beuí^licio 

(li  Azuni,  ib.,  arl.  Ti,  (5.  Beawos,  Lex  Mercaloiia,  vul.  I,  p.  3l>á  ^ellic. 
de  ChiUyk  Kl  nombre  úf  embargo  como  sus  equivalentes  nrrt'í  de  princt', 
arrét  de  puissnnce)  suele  tomarse  en  un  stMiiido  general,  comprendiendo 
las  angaria-;.  Llámase  enihaigo  ciril  para  dislinguirle  del  hostil  o  bélico, 
de  (¡ue   se  hablara  mas  adelanie. 
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del  Hete,  acaso  no  que  la  ya  ejtMiiplo  iii  aun  cu  los  rios  de  Ale- 
mania; y  por  la  tendencia  de  las  naciones  modernas  ;'i  la  in- 
munidad del  comercio  y  ;i  la  facilidad  de  las  conmnicaciones 
60  puede  anunciar  (¡ue,  si  subsisten  algunos,  desaparecerán 
totalmente.  La  convención  de  15  de  agosto  de  1804  entre  la 
Alemania  y  la  Francia  y  los  reglamentos  del  Congreso  de 
X'ieua,  i-estringieron  considerablenienle  su  ejercicio. 


Entre  los  gravámenes  á  que  está  sujeto  el  comercio  en  todo 
tiempo,  no  delte  omitirse  \n  cunrcntona.  Cuando  un  bu({ue  es 
obligado  á  liai^ei-la,  j)or  venir  de  un  puerto  apostado,  ó  poripio 
hay  títro  motivo  de  temer  que  propague  una  enfermedad  con- 
tagiosa, se  le  pone  en  un  estado  completo  de  incomunicación 
por  un  espacio  de  tiempo  que  en  general  es  de  10  dias,  aun- 
([ue  puede  ser  mayor  ó  menor  según  las  circunstancias.  P]l 
principal  documento  que  sirve  para  averiguar  si  el  buíjue 
debe  hacer  cuarentena  y  por  cuánto  tiempo,  es  el  covtiñcndo, 
boleta  ó  fo  de  sanirlnrl^  dada  en  el  puerto  de  donde  procede  el 
buque.  En  este  documento  se  notifica  el  estado  de  salud  de 
a'riiel  puerto.  Se  llama  certificado  limpio  el  ([iw  atestigua  que 
el  puerto  se  hallaba  exento  de  ciertas  enfermedades  contagio- 
sas, como  la  ]»este  ó  la  fiebre  amarilla ;  sospechoso,  si  había  solo 
rumores  de  infección;  y  simio,  si  la  plaza  estaba  a])estada.  Su 
falta,  cuando  el  bu([ue  viene  de  paraje  sospechoso,  se  consi- 
deraría como  equivalente  á  un  certificado  sricio. 

En  todos  tiempos  ha  habido  gran  diversidad  de  opiniones 
sobre  el  rarácter  contagioso  do  varias  enfermedades.  El  de 
la  ppste  (lo  /.ovante,  por  ejemjdo,  so  ha  revocado  en  duda  poi* 
muchos  liáhiles  profesores  de  medicina,  que  la  lian  observado 
en  los  países  donde  aparece  mas  á  memido.  No  oi)stante  las 
frecMenlisimas  romunicaciones  comerciales  de  la  Inglaterra 
con  las  ¡)lMzas  en  que  suelo  liarer  mas  estragos  la  j)esle,  y  sin 
emharf^o  de  la  notoria  faciliíJad  con  cpie  se  eluden  los  regla- 
mentos do  sanidad  en  los  f)uertos  británicos,  no  hay  ejemplo 
do  (jue  en  mas  de  un  siglo  haya  prendido  la  infección  en  ellos, 
ó  en  los  eínjileados  y  sirvientes  de  los  la /.a  re  los.  Ni  hay  mo- 
tivo de  creer  que  la  peste  cpie  alligifj  á  LiHidros  en  1005  y  06 
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fuese  la  misma  de  Levante,  y  parece  mas  verosímil  que  la 
engendrase  espontáneamente  una  viciosa  constitución  de  la 
atmósfera  originada  de  la  estrechez  de  las  calles,  la  densidad 
de  la  población,  la  escasez  de  agua  para  los  menesteres  do- 
mésticos, la  acumulación  de  inmundicias,  y  otras  circunstan- 
cias (|ue  contribuían  á  la  insalubridad  de  Londres  antes  del 
grande  incendio  de  1666,  desde  cuya  época  no  ha  ocurrido  un 
solo  caso  de  peste.  Es  sabido  que  los  turcos  no  tienen  el  me- 
nor recelo  de  usar  la  ropa  de  los  que  han  muerto  de  la  peste, 
y  que  los  vestidos  y  sábanas  que  quedan  en  los  lazaretos  for- 
man uno  de  los  emolumentos  de  los  gobernadores,  y  se  ven- 
den públicamente  en  los  bazares.  De  la  liebre  amarilla  se  cree 
ya  casiunivcrsalmente  que  no  es  contagiosa.  Pero  pocas  en- 
fermedades habrán  producido  tanto  ten'or  por  la  actividad  del 
supuesto  contagio  que  la  produce,  como  la  cólera  morbo  que 
desoló  algún  tienq»o  la  Europa.  En  todas  partes  han  sido  sin 
fruto  las  vigorosas  providencias  que  se  han  tomado  para  ata- 
jar su  carrera,  y  la  opinión  que  en  el  día  parece  tener  mas 
séquito  es,  que  la  cólera  no  es  contagiosa  tanq)oco  ;  que  nace 
de  una  constitución  atmosférica  particular,  y  que  contra  sus 
efectos  es  mucho  mas  eficaz  la  policía  sanitaria  doméstica,  que 
las  cuarentenas  y  lazaretos,  porque  dado  caso  que  no  detenga 
la  marcha  del  contagio,  á  lo  menos  modera  su  actividad  y 
disminuye  el  número  de  sus  víctimas.  Admitiendo,  pues,  que" 
soi)re  los  misteriosos  medios  de  proi)agacion  de  estas  y  otras 
dolencias  no  se  sabe  todavía  lo  bastante  para  formar  un  juicio 
seguro  de  la  utilidad  de  las  cuarentenas,  lo  cierto  es,  que  para 
puriíicar  el  aire  y  mantener  la  sanidad  de  las  poblaciones  se 
debe  atender  principalmente  á  la  limpieza  y  ventilación  da 
las  ciudades  y  casas,  á  la  desecación  di^  los  pantanos  y  marja- 
les, buena  calidad  de  las  provisiones  do  abasto,  abundancia 
de  agua  i)ara  el  servicio  de  la  habitaciones,  y  otros  bien  co- 
nocidos objetos  de  policía  doméstica. 


lO.'i  pr.iNT.irios 


CAPITULO  VIL 


DE  LOS  CÜ>'SULES. 


1.  Oficio  y  clarificación  ile  los  cónsules;  idea  general  do  sus  atribuciones; 
requisitos  |iara  serlo.  —  t?.  Autoridad  judicial  de  los  cónsules.  —  3.  Fun- 
ciones de  los  cónsules  á  favor  del  comercio  y  de  los  individuos  de  su 
nación.  —  i.  Inmunidades  de  los  cónsules. 


1. 

Los  cónsules  (1)  son  agentes  que  se  envían  á  las  naciones 
amigas  con  el  encargo  de  proteger  los  derechos  é  intereses 
comerciales  de  su  jiatria,  y  lavorecer  á  sus  compatriotas  co- 
merciantes en  las  dificultades  que  les  ocurran. 

El  objeto  principal  de  la  misión  del  cónsul  es  velar  sobre 
los  intereses  del  comercio  nacional,  sugerir  los  medios  de  me- 
jorarlo y  extenderlo  en  los  países  en  que  reside,  observar  si 
se  cumi)len  y  guardan  los  tratados,  ó  de  qué  manera  se  infrin- 
gen <)  eluden,  solicitar  su  ejecución,  protei^er  y  defender  á  los 
comerciantes,  capitanes  y  gente  de  mar  de  su  nación,  darles 
los  avisos  y  consejos  necesarios,  mantenerlos  en  el  goce  de  sus 
inmunidades  y  jjrivilegios,  y  en  l¡n,  ajustar  y  terminar  amiga- 
blemente sus  diferencias,  ó  juzgarlas  y  decidirlas,  si  está  com- 
l>etentemente  autorizado. 

Cuando  el  comercio  llevó  á  puertos  lejanos  multitud  do  na- 
vegantes y  traficantes  de  varias  naciones,  que  regularm(3nt8 
viajaban  con  sus  propias  mercaderías,  los  de  cada  país  solían 
elegir  un  arbitro,  que  dirimiese  sus  diferencias  según  las  le- 
yes y  usos  patrios.  Ya  con  la  mira  de  alentar  el  comercio 
extranjero,  ya  por  la  iníluencia  de  aíjuel  principio  (juíj  prevalo- 
ciíí  tanto  en  la  época  de  la  emigración  do  los  pnoblosdol  norte, 
cuando  se  juntaban  varias  razas  en  un  mismo  suelo  :  «  que 
cada  uno  debe  guai  dar  las  leyes  de  la  sociedad  en  cuyo  seno  ha 

1  Muf-iia  parle  de  la  doctrina  de  csl»;  caiutulo  so  ha  tomado  do  Cliilty 
iComm.  Latr,  vol.  I,  chap.  3i,  y  do  Konl  (P.  1.  lect.  2).  Lo  que  se  ha 
McadQ  de  olroi  «atorei  so  anota  separadanienic. 
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nacido;  »  los  soberanos  de  los  puertos  dispensaban  de  buena 
gana  á  estos  arbitros  una  autoridad  semejante  á  la  de  sus  jue- 
ces, y  se  la  otorgaron  algunas  veces  por  privilegios  escritu- 
rados. Dióse  á  esta  especie  de  magistrados  el  título  de  cónsii- 
JeSj  porque  tal  era  el  que  tenian  los  jueces  aomésticos  de 
comercio  en  Pisa,  Lúea,  Genova,  Venecia  y  Barcelona.  Pero 
cuando  los  comei'ciantes  dejaron  de  viajar  ellos  mismos  con  sus 
mercaderías,  y  los  contratos  y  operaciones  mercantiles  se  hi- 
cieron por  escrito,  y  por  medio  de  factores  y  de  agentes,  fué 
menguando  poco  apoco  la  jurisdicción  consular,  y  prevaleciendo 
la  de  las  justicias  locales  ;  á  lo  que  contribuyo  grandemente  la 
semejanza  de  leyes  y  usos  de  los  pueblos  cristianos.  Por  eso 
vemos  que  subsisten  los  antiguos  privilegios  de  los  cónsules 
europeos  en  los  i)uertos  de  naciones  infieles  (i). 

Los  Estados  mas  civilizados  no  empezaron  ;'i  emplear  esta 
clase  de  agentes  en  sus  relaciones  recíprocas  hasta  fines  del 
siglo  XV  ó  principios  del  XVÍ. 

Nómbranse,  ademas  de  los  cónsules  ordinarios,  C()nsules 
generales  y  vizcónsules ;  estos  para  los  puertos  de  menor  im- 
portancia, ó  para  obrar  bajo  la  dependencia  de  un  cónsul; 
aquellos,  para  jefes  de  cónsules,  ó  para  atender  á  muchas  pla- 
zas comerciales  á  un  tiempo.  Las  atribuciones  y  privilegios  de 
estos  empleados  son  unos  mismos  respecto  de  los  gobiernos 
extranjeros. 

Los  cónsules  pueden  también,  cuando  han  recibido  facultad 
para  ello,  nombrar  agentes  de  comercio,  cuya  obligación  es 
prestar  todos  los  buenos  oficios  que  están  á  su  alcance,  á  los 
subditos  del  Estado  i\  quien  sirven,  manteniendo  correspon- 
dencia con  el  cónsul  respectivo  y  ejecutando  sus  órdenes.  Al- 
gunos Estados  conceden  ñ  sus  iiiinislros  diplomáticos  y  íi  sus 
C(')nsules  la  facultad  de  nombrar  vizccmsules. 

Aunijue  las  funciones  consulares  parecen  riH(ucrir  (jue  el 
cónsul  no  sea  subdito  del  Estado  en  (|ue  reside,  la  |)r;ictica  de 
las  naciones  marítimas  os  bastante  laxa  en  este  j)unto  ;  y  nada 
es  mas  común  que  valerse  de  e.xtraiijeros  para  que  desempe- 
ñen este  cargo  en  los  puertos  de  su  misma  nación.  Las  leyes 
españolas  exigen  que  los  Cfmsules  sean  ciudadanos  naturales 

(1)  Schmalz,  I.  V.  ch.  3. 
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iiel  Kstailo  a  quitMi  sirvou,  y  no  (louiieiliados  en  España;  pero 
ii  los  v¡zcün¿;nles  se  les  dispensa  del  i^rinier  reqnisito  (1). 

.\l^'unos  gobiernos  i)roliiben  á  sus  cónsules  ejercer  la  profe- 
sión de  comerciantes  ;  pero  generalmente  se  les  permite.  Es 
una  regla  recibida  (pie  el  carácler  de  c()nsul  no  })rotegc  al  de 
comerciante,  cuando  concurren  ambos  en  una  misma  i)er- 
sojia  (2). 

Ninguna  nación  esl;i  obligada  A  recibir  esta  clase  de  em- 
pleados, si  no  se  lia  comprometido  á  ello  i>or  tratado,  y  aun  en 
este  caso  no  est;i  obligada  á  recibir  la  persona  particular  que 
se  le  envia  con  este  carácter;  pero  si  no  la  admite,  es  necesa- 
rio que  baga  saljer  al  gobierno,  que  la  ba  nombrado,  los  moti- 
vos en  (pie  se  funda  su  oposición.  El  cónsul  viene  provisto  de 
im  despacbo  ó  patente  de  la  suprema  autoridad  ejecutiva  de 
su  nación,  y  su  nombramiento  se  notifica  al  jefe  del  Estado  en 
que  va  á  residir,  el  cual  expide  una  declaración,  llamada  exe- 
ff'inhn\  aprobándole  y  autorizándole  para  ejercer  funciones 
de  tal. 


Ningún  gobierno  puede  conferir  á  sus  cónsules  poder  al- 
guno que  se  ejerza  sobre  sus  subditos  ó  ciudadanos  en  país 
extranjero,  sin  el  consentimiento  de  la  autoridad  soberana  del 

1)  Ley  (i,  t.  Xl,  I.  VI.  Nuv.  Uccop. 

2)  La  experiencia  ha  probado  la  necesiilaJ  de  una  tarifa  que  señale  los 
emolumentos  de  los  cónsules  ;  pero  la  práctica  que  deberla  preferirse  con- 
sulMndo  su  digíiiiiad  \  el  bien  del  coniercio,  seria  lu  de  remunerarlos  con 
sálanos  fijos.  Alé|.'ase  en  contra,  que  los  que  reportan  el  b-iieílcio  de  las 
ingtii liciones  deben  pagar  sus  ("ostos  ;  pero  «  esla,  »  d»ícia  Mr.  Livingslon, 
Secretario  de  Estado  de  la  República  Norte-Americana,  «  no  parece  una 
respuesta  satibfacloria,  porque  el  país  entero,  y  no  solamente  los  individuos 
comercianles,  report.m  el  beneficio  en  la  institución  consular.  Los  jueces 
rerihen  salarios;  y  apenas  una  i'écima  parte  de  los  babilautes  .«e  bailará 
en  el  caso  de  recurrir  á  los  tribunales.  Otro  tanto  puede  decirse  de  los 
deniag  empleos  asalariados.  »  Ueniuuerando  de  esa  moiiera  los  cónsules  no 
seria  O'-cesario  tolerar  que  U<  fuesen  los  comerciantes.  ((  En  muchos  casos 
M  tolicila  la  investidura  consular  por  la  utilidad  é  infinjo  (|ue  projtorciona 
p.ira  dar  ■  r  4  jos  n"gocios  mercanlilfs  del  (-(msiil.  ¿  \  podrá  cri'crso 
que  ••-I.'  1,  «ejercerá  con  rectitud  y  pureza?  Y  dado  caso  que  así  se 
ej'iza,  4  D/f  m  so«pocUaria  lo  eonlrário  ?  De  aquí  cflos  y  rivalidades  que 
degradin  la  dipnida»!  consular,  y  menoscaban  la  influencia  saludable  que 
«I  eór  »al  podría  tener  ron  las  autoridades  locales.  »  (Ueport  of  llie  "¿^ 
March,  1811;  EUioV»  Code.) 
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mismo.  De  aquí  es  que  en  los  tratados  de  navegación  y  co- 
mercio se  tiene  paticular  cuidado  de  determinar  las  facultades 
y  funciones  públicas  de  los  cónsules    [\ 

Si  un  soberano  concediese  á  su  cónsul  atril )uciones  judiciales 
que  no  estuviesen  fundadas  en  tratado  ó  costumbre,  los  juz- 
gamientos de  estos  cónsules  no  tendrían  fuerza  alguna  en  el 
país  de  su  residencia,  ni  serian  reconocidos  por  las  autorida- 
des locales,  pero  podrían  tenerla  en  la  nación  del  cónsul  y  obli- 
garían bajo  este  respecto  á  los  ciudadanos  de  ella,  y  a  los 
extranjeros  en  sus  relaciones  con  ella. 

Los  cónsules  en  los  países  europeos  no  ejercen  comunmente 
sobre  sus  compatriotas  otra  jurisdicción  que  la  volimlaria ; 
y  en  las  controversias  so])re  negocios  de  comercio  sus  fa- 
cultades se  limitan  de  ordinario  á  un  mero  ar])i(rnje  (2).  En 
Inglaterra  no  tienen  autoridad  judicial  ninguna.  El  gabinete  de 
Washington,  en  las  instrucciones  circuladas  cá  sus  cónsules 
en  l'J  de  julio  de  1805,  les  hace  saber  que  no  pertenece  á  su 
oficio  ninguna  especie  de  autoridad  judicial,  sino  la  que  expre- 
samente se  les  haya  concedido  por  una  ley  de  los  Estados  Uni- 
dos, y  sea  tolerada  por  el  gobierno  en  cuyo  territorio  residen  ; 
y  que  todo  incidente  que  por  su  naturaleza  pida  la  intervención 
de  la  justicia,  debe  someterse  cá  las  autoridades  locales  en  caso 
de  no  poder  componerse  por  los  consejos  y  amonestaciones 
del  cónsul  (3).  Las  leyes  españolas  declaran  rpielos  cónsules  no 
pueden  ejercer  jurisdicción  alguna,  aunque  sea  entre  vasallos 
de  su  propio  sob-^rano,.  sino  solo  componer  amigable  y  extra- 
judicialmente  sus  diferencias,  y  procurar  que  se  les  dé  la  ]iro- 
teccion  que  necesiten  para  que  tengan  efecto  sus  arbitrarias  y 
extrajudiciales  providencias  (4).  Si  registramos  los  tratados  de 
navegación  y  comercio  y  las  convenciones  consulares,  apenas 
hallaremos  estipulación  alguna  (pie  les  confiera  mas  extensas 

(1)  La  jurisdicción  consular  «  no  omaiia  dol  soberano  que  los  erslaMf'Co, 
el  cual  no  tiene  poder  sobre  sus  sübililos  en  país  oxlranjaro.  Klla  se  deriva 
del  Estado  en  que  los  cónsules  rosideu,  y  por  lunlo  supune  siempre  trata- 
dos en  que  ha  sido  estipulada.  »  (De  Stftck,  Des  Cotisuh,  64.) 

(2)  Martens,  Précis  <lti  Droit  des  (íetis,  I.  IV.  ch.  3,  ?  US.  Sclimnlx, 
Druil  des  Gens,  I.  V,  cli.  3. 

,3   Estas  y  otras  iustruccioiines  consulares  so  bailan   insertas  á  la  letra  on 
el  1.  11  del  Cód.  Diplom.  de  Elliot. 
(4)  Nov.  Recop.,  1.  fi.  1.  11,  lib.  VI. 


lOí^  PI'.INCilMOS 

fiícMiltaileji  on  la  administración  do  justicia.  Kn  la  convención 
de  líi  (le  mayo  de  17GU  entre  la  España  y  la  Francia,  se  pre- 
viene que  «  los  cónsules  no  intervengan  en  los  buques  de  sus 
respectivas  naciones  sino  i)ara  acomodar  amig-ablemento  las 
diferencias  entre  la  p:ente  de  mar  ó  entre  sus  com})atriotas  pa- 
sajeros, de  manera  que  cada  individuo,  sea  capitán,  marinero 
(')  pasajer(\  conserve  el  derecho  natural  do  recurrir  á  los  juz- 
Lrados  del  pais  cuando  crea  (pie  su  ctuisul  no  lo  hace  justicia  (1). 
En  la  antigua  convención  entre  los  Estados  Unidos  y  la  Fran- 
cia, se  les  (li<í  cierta  especie  de  jurisdicción  en  la  policía  de  los 
l)U(iues  y  en  las  causas  entre  los  transeúntes  de  sus  naciones 
respectivas;  pero  al  presente  no  hay  en  pié  tratado  alp^uno  que 
conceda  á  los  c()nsules  extranjeros  residentes  en  el  territorio 
de  la  Union  ni  aun  estas  limitadas  facultades  (2;.  Hacen  al 
mismo  propt)sito  el  tratado  de  comercio  de  1785  entre  el  Aus- 
tria y  la  Husia,  arf.  lü ;  el  do  1781  entre  la  Francia  y  la  Rusia, 
art.  (),  7,  8;  el  de  la  misma  fecha  entre  el  Portugal  y  la  Rusia, 
art.  i  ;  el  de  181Ü  entre  América  y  Suecia,  art.  5;  el  de  1818 
cntn^  Prusia  y  Rusia,  art.  0;  y  otros  varios  (3).  Es  de  notar 
que  las  naciones  en  que  mas  ha  florecido  el  comercio  han  sido, 
á  excepción  de  la  Francia,  las  mas  cuidadosas  en  restringir  las 
atribuciones  de  cónsules  extranjeros,  y  esto  en  aquellas  mis- 
mas convenciones  que  se  dirigian  á  protegerlo  y  fomentarlo  ; 
lo  (jue  prueba  (jue  aun  en  el  concepto  de  estas  naciones  la  au- 
toridad judicial  produce  mas  inconvenientes  que  ventajas. 

La  Francia  hubiera  querido  seguir  otro  sistema.  Ella  lia 
conferido  á  sus  cónsules  la  facultad  de  juzgar  todo  género  de 
controversias  entre  los  comerciantes,  navegantes  y  demás 
france.ses,  y  aun  ha  prohibido  á  estos  llevar  los  pleitos  (pie 
tuvieren  unos  con  otros  á  ninjíuna  anloridad  extranjera,  con- 
minando á  los  infractores  con  una  iiiuila  de  1,500  francos. 
P.TO  oigamos  sobre  esto  asunto  á  uno  (h;  h)s  mas  respetables 
jun.sconsultos  y  publiíústas  de  la  Francia. 

«  El  derecho  de  i)Oner  (;n  ejecución  una  sentencia  empleando 
la  fuerza  pública  es  una  emanación  de  la  se])(iraiiía  :  todos 
los  Estados  están  interesados  en  mantener  esta  regla,  y  todos 

(I)  Harlen^  Hecmü  de»    Trnilés,   1.  I.  p.  fi'M  iseg.   edic). 
(t    Kful't   Cotnnieitt,  p .    J^    led,  j» 

13)  En  la  Colecciofi  <!»•  Marlí-ns. 
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la  invocan  cuando  les  llega  el  caso.  Las  cortes,  tribunales  y 
funcionarios  á  quienes  se  ha  confiado  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción voluntaria  ó  contenciosa,  solo  por  delegación  tienen 
este  derecho;  y  en  las  legislaciones  mas  conforines  á  los  ver- 
daderos principios,  los  decretos  judiciales  que  llevan  apare- 
jada ejecución,  suelen  ir  revestidos  de  una  fórmula  en  que  á 
nombre  del  soberano  mismo  se  manda  emplear  en  caso  nece- 
sario la  fuerza  pública  del  Estado.  Y  de  aqui  es  que  ningún 
Gobierno  reconoce  fuerza  ejecutoria  en  las  sentencias  ó  decre- 
tos extranjeros,  y  que,  por  consiguiente,  ningún  soberano 
tiene  derecho  para  instituir  en  país  extranjero,  por  su  sola 
autoridad,  judicatura  alguna  que  decida  las  controversias  en- 
tre sus  subditos,  y  cuya  sentencias  tengan  fuerza  ejecutoria 
en  él. 

»  Estos  principios  generales  pueden  modilicarse  perlas  con» 
venciones  que  intervienen  entre  los  soljeranos,  no  solo  por  lo 
que  concierne  á  la  ejecución  de  las  sentencias  y  decretos  extran- 
jeros en  su  territorio,  sino  también  por  lo  tocante  á  la  juris- 
dicción de  los  cónsuleS;  y  al  cumplimiento  de  lo  que  estos 
provean.  En  esta  materia,  conocimientos  positivos  son  mas 
necesarios  que  teorías.  Pero  no  debemos  dejar  de  advertir  que 
la  diferencia  extremada  de  civilización  entre  los  países  ilumi- 
nados por  el  cristianismo  y  los  (|ue  pro.fesan  otras  ci-eencias, 
ha  producido  necesariamente  otra  diferencia  no  menos  grande 
en  la  jurisdicción  consular.  Los  cónsules  extranjeros  tienen 
extensas  facultades  en  los  pueblos  infieles  :  el  rey  se  ha  pro- 
curado allí  una  especie  de  extraterritorialidad  (pie  da  á  sus 
cónsules,  sobre  todos  los  individuos  de  nación  francesa,  casi 
los  mismos  derechos  que  ejercería  sobre  ellos  un  magistrado 
ordinario  en  su  i)alria,  y  esto  aun  para  la  policía,  y  para  la 
persecución  y  castigo  de  los  delitos.  Kn  las  naciones  cristia- 
nas no  es  así.  Hay  pocos  países  en  que  las  siMitencias  de  los 
cónsules  lleven  aparejada  ejecución,  como  las  de  los  jueces 
locales  ;  pues  el  mero  hecho  de  haber  admitido  cónsules  con 
derecho  do  juzgar,  no  basta  pira  dar  fuerza  ejecutoria  ¡i  sus 
juzgamientos.  Á  veces  debe  pedirse  esta  ejecución,  y  no  se 
concede  sin  conocimiento  de  causa  ;  á  veces  la  jurisdicción 
consular  está  reducida  á  un  mero  arbitraje. 

»  Tor  eso  mismo  la  obligación  impuesta  á  los  franceses  de 


lio  ruiNcirios 

no  intentar  acción  alguna  contra  un  compatriota  sino  ante  su 
cónsul,  ioi|uiorc  una  distinción.  Las  leyes  no  deben  aplicarse 
de  uu  modo  contrario  á  la  intención  del  legislador.  El  fin  que 
se  propone  el  litigante  obteniendo  una  condenación  es  el 
constreñir  á  su  adversario  á  que  la  cumpla.  Si  las  relaciones 
politicas  entre  la  Francia  y  la  nación  cu  que  reside  el  cónsul 
son  tales  que  la  condenación  consular  no  serviria  de  nada  al 
litigante,  porque  no  seria  posible  hacerla  ejecutar  allí,  no  pa- 
rece justo  que  se  le  castigue  por  haber  recurrido  á  la  jurisdic- 
.ciou  local,  como  la  sola  que  pudiese  acoger  eficazmente  la 
demanda.  Asi  un  Trances  interesado  en  obtener  una  sentencia 
que  deba  llevarse  á  electo  en  un  país  donde  los  tratados  no 
aseguran  la  ejecución  de  los  juzgamientos  consulares,  no  de- 
bería incurrir  en  ninguna  pena  por  haber  demandado  á  su 
compatriota  ante  la  justicia  local. 

»  Mas  aun  en  este  caso  el  francés  que  quiere  proceder  ulte- 
riormente contra  su  adversario  en  Francia,  tiene  ínteres  en 
provocar  una  sentencia  de  su  cónsul,  que  si  bien  destituida  do 
fuerza  en  jiaís  extraño,  cuando  el  soberano  territorial  no  ha 
consentido  en  revestirla  de  un  carácter  ejecutorío,  no  por  eso 
es  nula  en  sí  misma  y  respecto  de  la  Francia;  antes  bien  tiene 
allí  igual  valor  que  los  actos  de  cualquier  otro  juzgado 
francés... 

>  l'or  claros  y  \erdaderos  que  sean  estos  principios,  se  mo- 
difican, cuando  por  una  desconfianza,  acaso  mal  entendida, 
pero  á  que  puede  ser  necesario  someterse  para  evitar  mayores 
inconvenientes,  el  gobierno  local  no  permita  al  cónsul  ejercer 
funciones  judiciales  sobre  sus  compatriotas,  aun  cuando  las 
senl-encias  no  iiayan  de  ejecutarse  sino  en  Francia.  En  tal  caso 
el  cónsul  debe  abstenerse  de  ellas,  y  la  Francia  tendrá  el 
derecho  de  retorsión  contra  los  cónsules  del  gobierno  que  trata 
de  este  modo  á  los  suyos  (1).  » 

Según  el  mismo  autor,  es  de  derecho  común  que  todas  las 
disputas  relativas  á  los  salarios  y  demás  condiciones  de  en- 
Kanche  de  la  gente  de  mar,  y  todas  las  contiendas  que  se  sus- 
citan en  la  tripulación  de  un  buque  ñ  entre  los  marineros  y 
«i  capitau,  ó  entre  los  capitanes  de  dos  ó  mas  buques,  sean 

(I)  PaH»»<ím,  ihoit  Commereia!,  j..  VII,  i.  VI,  cli.   2,  sed.  1,  2. 
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decididas  por  el  cónsul.  Los  jueces  locales,  aun  cuando  se 
ocurre  á  ellos  con  esta  clase  de  demandas  ó  querellas,  tienen 
la  cortesía  de  remitirlas  al  cónsul  respectivo,  auxiliándole 
para  ({ue  se  cumplan  sus  disposiciones,  sin  apreciai^  el  mérito 
de  estas.  El  interés  común  dicta  esas  reglas  :  sin  ellas  no  se 
podría  mantener  el  orden  en  las  tripulaciones,  ni  obligarlas  á 
continuar  el  viaje. 

En  esta  (^specie  de  jurisdicción  de  los  C('>nsules  (ejercida  á 
falta  de  funcionarios  consulares  por  los  capitanes  respecto  de 
cada  buque)  y  en  la  que  se  les  haya  concedido  por  capitula- 
ciones ó  costumbre,  se  comprenden  todos  los  oficiales  y  gente 
de  mar  de  las  naves  mercantes  de  su  nación,  aunque  no  sean 
ciudadanos  de  ella  ;  pues  entrando  á  servir  bajo  su  bandera,  se 
someten  t;'icitamente  á  sus  leves  v  usos  marítimos  (Ij. 

Es  práctica  general  que  el  cónsul  legalice  los  documentos 
otorgados  en  el  país  de  su  residencia  para  que  hagan  fe  en  su 
nación.  Con  el  mismo  objeto,  atestigua  los  actos  relativos  al 
estado  natural  y  civil  de  las  personas,  como  matrimonios,  na- 
cimientos y  muertes;  da  certificados  de  vida;  toma  declara- 
ciones juradas  por  comisión  de  los  tribunales  de  su  país  ;  re- 
cibe protestas  ;  autoriza  contratos  y  testamentos.  Donde  las 
leyes  locales  lo  permiten,  se  encarga  do  los  bienes  de  sus 
conciudadanos  difuntos,  que  no  dejan  representantes  legíti- 
mos en  el  país,  y  asegura  los  efectos  de  los  náufragos,  en  au- 
sencia del  capitán,  propietario  ó  consignatorío,  pagando  el 
acostumbrado  i)remio  de  salvamento  (2\ 


Como  encargados  de  velar  sobre  la  observancia  de  los  tra- 
tados de  comercio,  toca  á  los  cónsules  reclamar  contra  sus 
infracciones,  dirigiéndose  á  las  autoridades  del  distrito  en  que 
residen,  y  en  caso  necesario  al  gobierno  supremo  por  medio 
del  agente  diplom;itico  de  su  nación,  si  le  hay,  ó  directamente 
en  caso  contrario. 

(1)  Pardessus,  ib. 

'2)  Kent's  Covtmeut.,  p.  I,  li'ct.  tí.  Instrucciones  consiilaTcs  de  los  Esta- 
dos Unidos,  cu  Klliol's  Diplom.  Codr,  ]».  430  y  siguientes  (edic.  de  1834). 
mieatons  Elemenls  of  International  Law.  p.   II,  ch.  "2,  §  12. 
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Kl  iHUisul  lleva  ordiiiariamentc  iiii  rejíistro  de  la  entrada  y 
salida  de  los  biK[iies  nue  iiavei;aii  bajo  su  bandera,  expresando 
en  él  los  ca] titanes,  eargas,  procedencias,  destinos  y  consig- 
naciones. Suele  hallarse  facultado  para  exigir  á  los  capita- 
nes de  estos  buques  manifiestos  jurados  de  la  carga  de  en- 
trada ;  como  también  de  la  carga  de  salida,  cuando  llevan  destino 
á  los  puertos  de  la  nación  del  cónsul ;  y  esto  segundo  suele 
hacerse  extensivo  jí  los  buques  de  otras  naciones.  El  c(')nsul 
trasmite  los  duplicados  de  estos  manifiestos  á  su  gobierno. 

Según  la  práctica  de  la  Gran  Bretaña  y  de  otras  naciones,  el 
cónsul  no  debe  permitir  que  un  bucpie  mercante  de  la  suya 
salga  del  puerto  en  que  reside,  sin  su  pasaporte  ;  ni  concedér- 
selo basta  (|uo  el  capitán  y  tripulación  han  satisfecho  todas  las 
justas  demandas  de  los  baliilantes  ó  prestado  seguridad  sufi- 
ciente; á  cuyo  efecto  les  exige  el  pase  ó  licencia  de  las  autori- 
dades locales. 

El  cónsul  debe  proteger  contra  todo  insulto  á  sus  conciuda- 
danos, ocurriendo,  si  es  necesario,  ai  gobierno  supremo.  Si 
sucediere  que  las  autoridades  locales  tomen  conocimiento  de 
deütos  cometidos  por  sus  conciudadanos  fuera  del  territorio  á 
que  se  extiende  la  jurisdicción  local,  reclamará  contra  tales 
procedimientos,  requiriendo  que  se  reserve  cada  caso  de  estos 
al  conocimiento  de  su  juez  competente,  y  que  se  le  entreguen 
los  delincuentes  aprehendidos  ])()r  las  autoridades  locales. 

líebe  también  el  cónsul,  en  caso  de  ser  solicitado  á  hacerlo 
por  sus  compatriotas  ausentes,  in(|uirir  el  estado  de  los  nego- 
cios de  estos  en  el  distrito  consular,  y  comunicar  á  las  partes 
el  resultaílo  de  sus  gestiones.  Un  cónsul,  según  la  doctrina 
reconocida  por  los  Estados  Unidos  de  América,  es,  en  virlud 
de  su  oficio,  apoderado  nato  de  sus  compatriotas  ausentes  (lue 
no  sean  representados  de  otro  modo,  imdiendo  en  consecuen- 
cia pai-ecer  en  juicio  por  ellos,  sin  (|ue  se  le  exija  mandato 
especial,  si  no  es  para  la  actual  i'cstituciou  de  la  propiedad  re- 
clamada  1). 

Si  el  país  di!  su  i-esidencia  está  en  guerra,  os  (h)  la  parlicu- 


(1  Véawj  f-n  Mliculont  HrporU,  VI,  |>.  ir,¿,  d  caso  d».'!  /{ello  Coruñés, 
jut((ado  por  U  Corle  Supríima  df  los  K.slu<los  Unidos,  á  ijelicioii  del  cónsul 
Je  España  ,  y  X,  p.  OG,  el  caso  de  la  Autélope. 
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lar  incumbencia  del  cónsul  cuidar  que  por  parte  de  los  bu- 
ques de  su  nación  no  se  quebrante  la  neutralidad  :  é  informar 
á  los  aseguradores  compatriotas  si  se  han  invalidado  las  póli- 
zas por  la  conducta  ilegal  de  los  capitanes  ó  de  otras  personas 
interesadas  en  los  buques  ó  cargas. 

4. 

Se  ha  disputado  mucho  si  los  cónsules  tienen  ó  no  el  ca- 
rácter de  ministros  púMicos.  SI  por  ministro  público  se  en- 
tiende un  agente  diplomático,  no  hay  fundamento  i)ara  dar  este 
título  á  un  cónsul.  Lo  que  constituye  al  agente  diplomático  es 
la  cartR  credencial  de  su  soberano,  en  la  cual  se  acredita  pira 
todo  lo  que  diga  de  su  parte.  El  cónsul  no  va  revestido  de  esta 
ilimitada  confianza.  Su  misión  no  es  á  la  autoridad  so'.jerana  de 
un  pais  extranjero,  sino  á  sus  compatriotas  residentes  en  él. 
Por  consiguiente  no  le  conviene  el  dictado  de  ministro  público 
sino  en  el  sentido  general  en  que  lo  aplicamos  á  todos  los  em- 
pleados civiles. 

De  aquí  es  que"  los  cónsules  no  gozan  de  la  protección  espe- 
cial ([ue  el  Derecho  de  gentes  concede  á  los  embajadores  y 
demás  ministros  diplomáticos.  En  el  ejercicio  de  sus  funciones 
son  indei)endientes  del  Estado  en  cuyo  territorio  residen,  y  sus 
archivos  y  papeles  son  inviolables.  Mas  por  lo  tocante  á  sus 
personas  y  bienes,  tanto  en  lo  criminal  como  en  lo  civil,  se 
hallan  snjetos  á  la  jurisdicción  local.  En  la  Convención  de  1769 
entre  la  España  y  la  Francia,  solo  se  da  á  los  cónsules  (que 
sean  ciudadanos  del  Estado  que  los  nombra)  la  inmunidad  de 
prisión,  si  no  es  por  delitos  atroces;  si  son  comerciantes,  esta 
inmunidad  no  se  extiende  á  causa  criminal  ó  cuasi  ciiminal,  ni 
á  causa  civil  que  proceda  de  sus  negocios  de  comercio;  y  ade- 
mas se  determina,  (jue  cuando  el  magistrado  local  tenga  nece- 
sidad de  la  declaración  jnridica  del  cónsul,  no  podrá  este  rehu- 
sarla, ni  retai'darla,  ni  faltar  al  día  y  hora   señalados.  En  la 
Convención  de  comercio  de  «S  de  julio  de  1815  entre  la  Gran 
Bretaña  y  los  Estados  Unidos  de  América,  se  estipula  (pie  en 
caso  de  |)Ortarse  el  cónsul  de  una  manera  ilegal  ú  ofensiva  al 
gobierno  del  país,  se  le  pueda  castigar  con  arreglo  á  las  leyes, 
si  la  ofensa  está  al  alcance  de  estas,  ó  se  le  haga   salir    del 
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país,  signilicando  el  jíobicrno  ofendido  al  otro  gobierno  las  ra- 
zones que  haya  tenido  para  tratarle  de  este  modo.  Los  mismos 
Estados  Unidos  y  la  Suecia  estipularon  en  4  de  setiembre 
de  1816  que  en  el  caso  de  mala  conducta  del  cónsul  se  le  pu- 
diese castij^ar  conforme  á  las  leyes,  privarle  de  sus  funciones, 
o  hacerle  salir  del  país,  dándose  cuenta  del  hecho  al  otro  go- 
bierno ;  bien  entendido  (pie  los  archivos  y  pajjeles  del  consu- 
iadp  no  habian  de  examinarse  por  ningún  motivo,  sino  que  de- 
berian  guardarse  cuidadosamente,  bajo  los  sellos  del  cónsul  y 
de  la  autoridad  local. 

Vattel  cree  que  el  cónsul,  por  la  importancia  de  las  funcio- 
nes que  ejerce,  debe  estar  exento  de  la  jurisdicción  criminal 
del  país,  á  menos  que  cometa  algún  crimen  enorme  contra  el 
Derecho  de  gentes;  y  que  en  todos  los  otros  casos  se  le  debe 
poner  á  disposición  de  su  propio  gobierno  para  que  haga  jus- 
ticia en  él.  Otros  escritores  (1)  han  sido  de  la  misma  opinión. 
Pero  la  práctica  moderna,  dice  Kcnt,  no  concede  semejantes 
inmuniílades  á  los  cónsules ;  y  puede  mirarse  como  fuera  de 
duda,  que  el  Derecho  de  gentes  no  dispensa  una  protección 
mas  especial  á  es  os  empleados,  que  á  lis  p  rsonas  que  han 
entrado  en  el  tenitorio  de  la  nación  bajo  salvo  conducto,  las 
cual  s  en  lo  civil  v  criminal  están  sujetas  á  la  jurisdicción  del 
país  (2). 

Por  la  citada  Convención  entre  la  España  y  la  Francia  se 
les  j»ermite  poner  sobre  la  puerta  de  sus  casas  un  cuadro  con 
un  navio  pintado  y  esta  inscripción  :  Consulado  de  Espmía  ó 
de  Francia;  pero  se  declara  al  mismo  tiempo  que  esta  insignia 
no  supone  derecho  de  asilo,  ni  sustrae  la  casa  ó  sus  habitantes 
á  las  pesquisas  de  los  magi-trados  locales,  siendo  meramente 
una  seña  de  la  morada  del  cónsul  para  la  conveniencia  de  los 
cxt!an,eros  (pjo  rjfcesiíen  r('ciiri'ir  á  él. 

La  constitución  de  los  Estados  Unidos  do  Améi'ica  ha  dado 
á  la  Suprema  Corte  de  la  Federación  el  conocimiento  |  rivat.vo 
d<!  las  «ansa-;  qm*  conciernen  persona'mcntc  á  los  cóiisidcs, 
como  á  los  embajadores  y  ministros  jjúbiicos.  En  España,  paia 

(I  WarÓPR  (Ün  Ihe  orirjin  nnlurp..  el<:.,  of  Ciinsuhir  Hxlnblishmrnts'.  Du 
F'iinqiinnay  (/<•  Minittte  piiblic],  Boi«;l  {/Je  COriíj.ne,  ele,  des  fonclion» 
dfg  rontult  ,  riuii\o<  por  (^liiliy. 

(i    Covimeni.,  iIj.  lillwl's  Dipl.  Code,  Jtcfercnces,  535. 
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proceder  á  tomar  á  los  cónsules  una  declaración  jurídica,  debe 
el  magistrado  trasladarse  á  su  casa,  y  prevenírselo  de  ante- 
mano por  un  recado  atento,  señalándoles  día  y  hora.  Es  cos- 
tumbre solicitar  del  uiisino  modo  su  asistencia  á  los  tribuna- 
les, cuando  es  necesaria,  y  darles  asiento  en"  ellos  al  lado  de 
las  autoridades  locales. 

Los  cónsules,  como  los  demás  transeúntes,  están  exentos  de 
la  carga  de  alojamit^ntos,  tributos  y  contribuciones  persona- 
les ;  pero  no  de  los  derechos  impuestos  sobre  los  efectos  de 
uso  y  consumo  (1). 


CAPITULO  VIII. 

DE    LOS    TÍTULOS    Y    DE    LAS    PRECEDENCLAS. 

1.  Tílul^s.  —  2.  Preceden' ia  eiilrp  Ins  nacioies.  —  ."  Prñclica  moderna 
relaliv.i  al  ran^o  de  lus  Eá  aJus  y  de  lus  ajenies  diploiuúucus,  y  á  los 
liüHures  leales. 

1. 

Aunque  la  nación  (2)  puede  dar  á  su  conductor  los  dictados 
y  honras  que  ((uiera,  es  conveniente  ijue  en  este  punto,  se 
conforme  al  uso  generalmente  recibido,  proporcionándolos  al 
poder  efectivo.  Un  Estado  de  corla  población,  sin  rentas,  co- 
mercio, arles,  ni  letras,  decorado  con  el  nombre  de  imperio, 
lejos  de  granjea:  se  mas  consideración  y  respeto,  se  haría  ri- 
dículo. 

Las  potencias  extranjeras,  por  su  i)arto,  no  están  obligadas 
á  defei'ir  á  los  di'seos  del  soberano  que  se  aiTOga  nuevos  ho- 
nores. Verdad  es  que  si  en  estos  no  hay  nada  de  extravagante 
ni  de  contririo  al  uso,  na  la  que  a  .une  e  pretensiones  nutivas 
en  perjuicio  de  oíros  Esta  lus,  no  seria  ji;sto  n  chazarlos.  Ne- 

(1)  Pa'a  fiirniar  iilea  de  ia  va  i  dad  é  imporlancia  de  la;  fiimione^  cii- 
coni'Midadas  á  Ins  cimisuIcs,  pneilcii  verse,  adcinnN  de  I  is  Iiislrucciuncs 
C')iisidarO'.  de  los  Estallos  Iriidos  ya  c¡iada>,  lis  OrJi'iiaii/as  del  Hoy  de 
los  Pranci'ses,  Ai  clines  du  Cünéunrce,  1.  IV,  p.  245  y  siguientes. 

(2)  Vailid,  I.    II.  rh.  3. 
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par  en  tal  caso  á  un  gobierno  extranjero  el  título  que  le  ha 
conlerido  su  nación,  se  miraria  fundadamente  como  una  señal 
de  mala  voluntad  y  un  disfavor  gratuito. 

Los  soberanos  que  desean  recil-ir  nuevos  títulos  y  honores 
de  parle  de  las  naciones  extranjeras,  procuran  asegurárselos 
por  íralados.  Á  falta  de  estos  la  costumbre  hace  regla. 

Algunas  veces  el  reconocimiento  de  un  nuevo  dictado  se 
concede  bajo  la  condición  expresa  de  que  por  esta  novedad  no 
se  alterará  el  óiden  establocido.  Cuando  la  España  y  la  Fran- 
cia reconocieron  la  dignidad  imperial  de  la  Rusia,  se  hicieron 
dar  letras  reversales;  y  como  Catalina  II  rehusase  después 
renova.las,  la  corte  de  Francia  en  18  de  enero  y  la  España  en 
5  (le  febrei'o  de  1763,  declararon  que  adherían  al  reconoci- 
inienlo  del  nuevo  dictado ;  pero  que  si  en  lo  sucesivo  alguno 
de  los  sucesores  dj  la  emperatriz  llegase  á  formar  pretensio- 
nes contrarias  al  orden  de  precedencia  establecido  por  el  uso, 
volverían  por  el  mismo  hecho  al  estilo  antiguo  (1). 


Como  las  naciones  son  todas  iguales  ó  independientes,  nin- 
guna de  ellas  ]iuede  atribuirse  naturalmente  y  de  derecho  la 
primacía  sobre  las  otras.  Pero  supuesto  que  un  vasto  y  pode- 
roso Estado  es,  en  la  sociedad  universal,  mucho  mas  impor- 
tante que  un  Estado  pequeño,  la  razón  dicta  que  el  segundo 
cela  el  paso  al  primero  en  todas  las  ocasiones  en  que  sea  ne- 
cesario que  el  uno  de  los  dos  lo  ceda  al  otro.  En  esto  no  hay 
mas  que  una  prioridad  de  orden,  una  precedencia  entre  igua- 
les. Los  otros  Estados  han  de  dar  la  primacía  al  mas  fuerte,  y 
por  consiguií-nte  seria  tan  inútil  como  ridículo  que  el  mas  dé- 
bil se  obstinase  en  negarla. 

La  antigüedad  es  otro  punto  do  que  pende  el  rango  de  los 
Estados,  es  decir,  el  órflon  de  precedencia  entre  ellos.  Una 
nueva  nación  no  ¡iuede  desposeer  á  las  otras  del  lugar  que 
tienen  ya  ocupado. 

La  forma  de  gobíernr)  influye  poco  ó  nada  en  el  rango.  Si 

(1)  Mtrlens,  Uecuetl  det  TraiUt,  t.  I.,  p.  13.3  y  135  (seg.   edic). 
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la  república  romana  se  atribuyó  en  otro  tiempo  la  preemi- 
nencia sobre  todos  los  monarcas  de  la  tierra,  si  los  emperado- 
res y  reyes  se  la  arrogaron  después  sobre  las  repúblicas,  ha 
consistido  solo  en  la  superioridad  de  fuerzas,  de  que  á  la  sazón 
gozaban.  Las  Provincias  Unidas  de  los  Paises  Bajos,  la  Repú- 
blica de  Venecia,  la  Confederación  Helvética,  reconocían  la 
precedencia  de  los  emperadores  y  reyes  ;  y  con  todo  esto 
Cromwel  supo  hacer  respetar  á  todas  las  testas  coronadas  la 
dignilad  de  la  República  de  Inglaterra,  tratando  con  ellas  de 
igual  á  igual,  y  la  Francia  democrática  no  se  hizo  respetar 
menos  en  sus  relaciones  con  las  monarquías  mas  antiguas  de 
Europa.  Así  que,  por  el  hecho  de  mudar  un  pueblo  su  gobierno, 
ni  sube  ni  baja  en  la  escala  de  bs  naciones. 

En  fin,  si  los  tratados,  ó  un  uso  constante  fundado  en  un 
consentimiento  tácito,  han  fijado  el  rango  de  las  naciones,  es 
preciso  atenerse  á  ellos. 

3. 

Como  por  la  división  de  los  Estados  de  Carlomagno  pasó  el 
imperio  al  hijo  primogénito,  el  menor  que  heredó  el  reino 
de  Francia,  le  cedió  tanto  mas  fácihnento  el  paso,  cuanto  es- 
taba todavía  reciente  en  aquel  tiempo  la  idea  de  la  majestad 
del  verdadero  imperio  romano.  Sus  sucesores  siguieron  lo 
que  hallaron  establecido,  y  fueron  imitados  por  los  otros  reyes 
de  Europa.  De  este  modo  la  corona  imperial  de  Alemania  se 
halló  en  posesión  de  la  primacia  entre  los  pueblos  cristianos, 
y  el  titulo  de  emperador  se  consideró  como  el  mas  eunnenle 
de  todos. 

Los  reglamentos  que  dictaron  los  papas  il),  y  principalmente 
Julio  II,  para  dirimir  las  dudas  y  controversias  acerca  de  la 
precedencia  de  los  soberanos  de  Europa,  no  han  sido  jamas 
reconocidos  ni  observados  fuera  del  recinto  de  los  concilios. 
Los  soberanos  lanq)OC()  han  acordado  de  un  modo  formal  sus 
pretensiones  recíprocas,  y  en  el  Congreso  de  Viena  se  agitó 
esta  cuestión  vanamente. 

Las  potencias  católicas  conceden  el  primer  lugar  al  Papa, 

(1)  Martrn>,  Manurl  diplomatiquc,  d\ll[^.  Mil,  U  "-N  80,  M . 
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en  su  carador  do  X'icario  do  Jesuoristo  y  Sucesor  do  San  Pe- 
dro. Los  oíros  pnncipos  que  goz.vii  do  lioiioros  roalos,  aunque 
no  lo  Hjiran  sino  oomo  soborano  temporal  do  los  Estados  ])on- 
tiÜcios,  y  alegan  tenor  dereoho  a  precederle,  sin  embargo  le 
ceden  hoy  el  paso  por  cortesía.  En  el  Congreso  de  ^'iena  los 
embajadores  de  Rusia  y  do  la  Tiran  I  Bretaña  lo  cedieron  al 
nuncio  del  Papa. 

\'arias  potencias,  como  la  Francia,  la  España,  ol  Austria  y 
la  Rusia,  no  admiten  la  igualdad  do  rango  de  los  emperado- 
res y  reyes,  sino  respecto  de  algunos,  y  en  ciertas  ocasiones 
solamente. 

La  dignidad  imperial  ó  real  ¡i)  de  que  estaban  revestidos 
los  sobei'anos  mas  poderosos  de  Europa  al  tiempo  (pie  el  ce- 
remonial empe  (')  á  Ibrmarse,  y  la  importancia  que  so  dio  en- 
tonces á  la  consagración  do  los  emperadores  y  reyes,  lian  sido 
las  principales  causas  de  las  prerogativas  que  se  han  arrogado 
sobre  los  jefes  de  los  otros  Estados,  y  que  se  miran  todavía 
como  las  mas  altas  y  señaladas  á  ({uc  pueden  aspirar  las  na- 
ciones. Estas  i)rerogativas,  llamadas  honores  reales,  consisten 
por  parte  de  los  Estados  en  la  precedenci  t  á  lodos  los  otros,  y 
en  la  facultad  de  nombi-ar  ministros  de  primera  clase  i)ara 
las  funciones  dij)l(im;'iticas  (prerogativas  concedidas  también 
á  las  írrandes  repúblicas,  como  la  Gonfodi'racion  Helvélica 
y  los  Estados  Unidos  de  América)  ;  y  por  parte  de  los  sobe- 
ranos en  la  insignia  de  la  corona  imperial  ó  real,  y  en  el 
tratamiento  mutuo  de  Iiorniíinos.  El  elector  do  Hesse  y  los 
grandi's  ducjues  reinantes  participan  mas  ó  menos  de  todas 
ellas. 

Los  sítbei'anos  que  gozan  de  honores  reales  sin  tener  el  tí- 
lu'o  de  emperador  ó  rey,  cedon  el  paso  á  estos  últimos;  asi 
como  aquellos  que  no  c.-tán  en  posesión  de  los  honores  reales, 
lo  ceden  á  torios  los  que  gozan  de  ellos. 

Polenrjas  de  igual  rango  suelen  concederse  unas  á  otras  la 
aUomalivu ;  alternando  entre  ellas  la  precedencia  ya  on  cierto 
orden  regulnr  de  tienqio,  ya  por  sorteo,  ya  tomando  cada  una 
el  primer  lugar  en  los  documentos  expedidos  por  ella.  La 
practica  mas  frecuente  en  los  ¡irolocolos  de  los  plenipotencia- 
di  Marlíins   ManufA  diplom.,  c]í\í\),  VIII.  ?;,  71. 
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ríos  reunidos  en  una  conferencia  ó  congreso,  es  colocarlas  fir- 
mas en  el  orden  alfabético  de  sus  respectivas  potencias. 

Por  el  Derecho  natural  todo  gobierno  está  autorizado  para 
emplear  su  idioma  en  sus  comunicaciones  con  otros.  La  conve- 
niencia general  hizo  que  la  Europa  adoptase  por  muchos  siglos 
la  lengua  latina,  á  que  sucedió  casi  generalmente  la  francesa 
desde  el  reinado  de  Luis  XIV.  Los  Estados  (jue  todavía  re- 
tienen la  suya,  suelen  agregar  á  los  documentos  internacio- 
nales expedidos  por  ellos  una  traducción  en  el  idioma  d  j  los 
Estados  con  quienes  tratan,  dado  que  por  parte  de  estos  se 
corresponda  con  igual  cortesía.  Asi  lo  observan  la  Confedera- 
ción Germánica,  la  España  y  las  cortes  italianas.  Los  que  ha- 
blan un  idioma  común  se  entienden  siempre  en  él,  como  su- 
cede entre  los  miembros  de  la  Confederación  Germánica,  entre 
los  Estados  de  Italia,  entre  la  Gran  Bretaña  y  los  Estados  Uni- 
dos de  América  (1). 

El  rango  (2)  que  los  agentes  diplomáticos  acreditados  á  una 
misma  corte  han  de  guardar  entre  sí,  se  ha  reglado  por  el 
acta  del  Congreso  de  Viena  de  9  de  junio  de  1815  (3),  á  que 
concuri'ieron  los  plenipot  'uciaiios  de  Austria,  España,  Fran- 
cia, Gran  Bretaña,  Portugal,  Prusia,  Rusia  y  Suecia,  las  cua- 
les invitaron  á  las  otras  potencias  á  adoptarlo.  En  él  se  esta- 
bleció : 

1"  Que  los  empleados  diplomáticos  se  dividiesen  en  tres 
clases  :  1'  embajadores,  legados  ó  nuncios  :  2»  enviados,  mi- 
nistros ú  otros  agentes  acreditados  de  soberano  á  soberano ; 
y  3'  encargados  de  negocios,  acreditados  con  los  secretarios 
de  relaciones  exteriores  (á  las  cuales  añadieron  los  plenipo- 
tenciarios de  Austria,  Francia,  Gran  Bretaña,  Prusia  y  Rusia 
en  el  congreso  de  Aquisgran  ó  Aix-la-Chapeüo,  sesión  de  21  de 
noviembre  de  1818,  la  clase  de  ministros  residentes,  inter- 
media entre  los  de  segundo  orden  y  los  encargados  de  ne- 
gocios). 

2°  Que  solo  los  ministros  de  primera  clase  tuviesen  el  ca- 
rácter representativo  (en  vii-tud  del  cual  se  les  dispensan  on 


(1)  Wliealon's  Elements.    p.  II,  rli.  :t,^  *». 

(2)  Martens.  Manuel  diplom.,  cli.   IV.  jl  83. 

{?>)  Pieza  XVIll;  Marlens,  Recueil  des   Traites,  Mipp.,  i.  VI.  p.  449. 
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alpriinas  ocasiones  las  mismas  lionras  que  á  sus  soberanos,  si 
se  liallasen  presentes). 

3»  Que  los  enviados  extraordinarios  no  tuviesen  á  titulo  de 
tales  superioridad  alg-una. 

Á"  Que  en  cada  clase  la  precedencia  entre  los  empleados  di- 
plomáticos se  reglase  por  la  fecha  do  la  notificación  oficial  de 
su  llegada ;  pero  sin  hacer  innovación  con  respecto  a  los  repre- 
sentantes del  Papa. 

5"  Que  en  cada  Estado  se  estableciese  un  modo  uniforme 
de  recepción  para  los  empleados  diplomáticos  de  cada  clase. 

6°  Que  ni  el  parentesco  entre  los  soberanos,  ni  las  alianzas 
politicas,  diesen  un  rango  particular  á  los  empleados  diplomá- 
ticos. 

7®  Que  en  las  actas  ó  tratados  entre  varias  potencias  que 
admitiesen  la  alternativa,  la  suerte  decidiese  entre  los  minis- 
tros para  el  orden  de  las  firmas.  (Hoy  se  sigue  generalmente  el  ^ 
de  las  letras  del  alfabeto ;  y  así  se  hizo  en  este  mismo  regla- 
mento, firmando  los  plenipotenciarios  en  el  orden  siguiente  : 
Austria,  España,  Francia,  Gran  Bretaña,  Portugal,  Prusia, 
í^usia,  Suecia.) 


CAPITULO  IX. 


I»E  LOS   TRATADOS. 


!.  Tratados  en  penfral.  —  Í2.  Diversas  especias  do  Iralailos.  —  3.  Di«olu- 
rion  fie  los  traiaiJí'S.  —  4.  Pactos  Ik'cIios  por  las  polostades  iriforiores  ; 
««pofisioii.  —  5.  Pactos  'It;l  soberano  con  los  paruculares.  —  6.  PdClos 
accesorios. 


1. 

Trntnrlo  (ífffhís)  es  un  contrato  entre  naciones  (1).  Son  há- 
biles para  celebrar  tratados  no  solamente  los  Estados  que  go- 
zan (\<'  una  plena  y  absoluta  indepf'ndenria,  sino  los  ledera- 

(1^  La  doctrina  de  este  capítulo  sn  ha  si-alo  principalmentr  do  Vatlel, 
I.    II,  cb.  ti.  l.'í,  14,  I.-,,  16. 
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dos,  Ó  los  que  se  han  colocado  bajo  la  protección  de  otros, 
siempre  que  por  el  pacto  de  unión  ó  de  alianza  no  hayan  re- 
nunciado este  derecho. 

Contratan  válidamente  á  nombre  de  las  naciones  sus  jefes, 
si  ejercen  una  soberanía  ilimitada,  ó  si  por  las  leyes  funda- 
mentales están  autorizados  para  hacerlo. 

Las  potestades  supremas,  ó  las  que  tienen  el  derecho  de  re- 
presentar á  la  nación  en  sus  pactos  con  los  otros  Estados,  tra- 
tan por  medio  de  procuradores  ó  mandatarios  revestidos  de 
plenos  poderes  y  Uamndos  por  esta  razón  plenipotenciarios. 
Cada  uno  de  estos  mandatarios  tiene  derecho  i)ara  que  se  le 
exhiban  los  plenos  poderes  del  que  negocia  con  él  un  tratado ; 
pero  no  las  instrucciones  (1).  Las  facultades  de  estus  plenipo- 
tenciarios sort  definidas  por  el  mandato,  y  todo  lo  ({uc  pro- 
meten sin  exceder  los  términos  de  su  comisión  y  de  sus  pode- 
res, liga  á  sus  comitentes.  En  el  dia  para  evitar  peligros  y  di- 
ficultades se  reservan  los  príncipes  ratificar  lo  que  se  ha  pac- 
tado á  nombre  de  e'los  por  sus  ministros  (2).  Mas  para  que 
pueda  rehusarse  de  un  modo  honroso  la  ratificación,  es  nece- 
sario que  el  principe  tenga  poderosos  motivos,  como  el  de  Jia- 
ber  excedido  ó  quebrantado  las  instrucciones  el  plenipotencia- 
rio, ó  el  no  haberse  aprobado  el  tratado  poi*"  la  leiiislatura, 
donde  esta  aprobación  es  indispensable  para  que  pueda  váli- 
dan^ente  ratificarse. 

Si  el  príncipe  contratante  no  lia  nionester  el  consentimiento 
do  la  legislatura,  pero  so  compromete  á  cosas  que  para  lle- 
varse á  efecto  necesitan  (jue  se  las  dé  la  fuerza  de  leyes,  ¿es- 
tará ó  no  obligado  el  cuerpo  legislativo,  en  virtud  de  una  ra- 
tificación en  que  no  ha  tenido  parte,  á  d¿irles  esa  forma,  ó 
dependerá  de  su  voluntad  el  que  tenga  ó  no  vahn*  un  pacto 
debidamente  ratificado?  Este  es  un  punto  en  ipie  no  puede 
darse  regla  segura.  El  tratado  de  comercio  de  Ulrecht,  entre  la 
Francia  y  la  Gran  Bretaña,  quedó  sin  efecto,  porcpio  el  par- 


(I)  Schmalz,  Droil  (/r,s  Geiis  europeni.  1.   II,  rh.  3. 

(í2)  «  Todo  Iraiailo  debu  ralilicarse,  a  menos  que  por  una  oonvencioii 
mulua  se  haya  querido  excusar  osla  süloimiidad,  ó  que  sea  necesario  eje- 
cutarlo   ininedialainenle ;  i)ero   no    suele    halter   esla   necesiilad,   í.ino   en  la 

puerra  » «  Es  cosUiral)ro  canjear  en  forma  los  diplomas  de  las  ratifica- 

cione>.  »  Schmalz.  ib. 
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lamento  británico  rehusó  modilicar  las  leyes  vigentes  de  co- 
mercio y  naveg:acion  para  adaptarlas  al  tratado.  En  los  que 
exi^ren  inversión  de  caudales  la  i)ráctica  del  gobierno  britá- 
nico es  estipular  que  el  rey  recomendará  al  parleinento  la  ne- 
cesa>ia  apropiación  de  íbndos.  Por  olra  parle,  bajo  la  consti- 
tución de  los  E.  U.,  que  conliere  al  Presidente  la  facultad  de 
ratificar  con  el  asenso  del  senado,  y  dar  á  los  pactos  naciona- 
les ratiticados  de  esta  suerte  el  carácler  de  leyes  supremas,  pa- 
rece entenderse  que  el  Congreso  es  obligado  á  deseni])eñar 
la  fe  pública,  expidiendo  las  leyes  necesarias  para  la  ejecu- 
ción (1). 

Los  tratados  son  nulos,  yaúmeramente,  por  la  inhabilidad  de 
los  contratantes  {2) ;  2"  por  la  f;dta  de  su  consentimiento  mu- 
tuo, sulicientemente  declarado  (3)  ;  3''  por  la  misión  de  los 
requisitos  que  exige  la  Constitución  del  Estado  (4) ;  4°  por 
lesión  enorme,  que  entre  Estados  no  puede  ser  sino  la  que  en- 
vuelve poco  menos  de  una  ruina  completa  ;  y  5«  por  la  iniqui- 
dad ó  torpeza  del.  objeto 

Los  tratados  producen  derechos  perfectos;  de  que  se  sigue, 
primeramente:  que  un  soberano  ligado  ya  con  otra  potencia 
por  un  tratado  no  puede  celebrar  con  otras  potencias  nuevos 
tratados  contrapios  al  primero  ;  2°  (jue  si  un  tratado  se  halla 
en  coDlradicciofi  con  otro  anterior  celebrado  con  diversa  po- 
tencia, el  tratado  anierior  pre.valcce  ;  3°  ({ue  si  media  un  })ac- 
lo  secreto  en  ir.'  dos  potencias,  se  procederia  de  mala  fe  con- 

• 

(ll    Whealijn'i  Lli'ii,  ■nls,    j.     111,   cli.  Ü,   ^  (j. 

{t)  Véase  lo  dicho  arriba,  cap.  1,  4. 

■'3)  Las  caucas  i;»Mierales  que  vician  el  ronserilimienlo,  á  í-aber,  el  error, 
la  fa>'rza  y  el  •  olo,  no  son  ;<plic.il)les  sino  con  grandes  restricciones  á  ios 
parus  nil«rnac.oíiak"i.  Si,  por  ej.^tnplo,  aparecioc  claramente  que  el  IralaiJo 
habla  Iri  id»  por  funilanieiilo  la  suposición  errónea  <le  un  liecliu,  seria  inicuo 
«•xigir  so  cumplimiento.  De  l.i  misma  manera,  el  dolo  para  producir  nuli- 
dad dche  ser  evidente;  y  la  fuerza  il'KÍlima.  Y  como  cnlrc  naciones  es 
if;!Íiimo  el  n^o  d'*  la  fuerza  ó  d'*  la  amenaza  [)ara  sostener  los  di'reclios  que 
c.ida  tual  cree  pefiencceric,  esta  nliima  especie  de  nulidad  liene  cahida 
mjIo  en  aquelltis  ca«os  en  que  el  empleo  de  la  fuerza  no  pudo  ser  anlori- 
lado  |»or  el  derecho  de  la  guerra.  Asi  Bonap.irle  no  hubiera  podido  retrae- 
lar  ^u  ahdiraciondc  Foiilairebleau,  como  pudo  Fernando  Vil  la  de  Bayona. 
La  thdi.:aci(»n  d<  I  primero  fué  el  resultado  de  una  guerra  franca  y  re<,'ular: 
id  \eKund'»  fué  atraid<>  alevo^amenlo  á  las  redes  iJel  usurpador.  Véase  (irocio, 
/}e  Jure  brlli  rl  p'icn,  I.  II,  c.  11,  'i  G,  7.  Schinalz,  th. 
(4;  Véafte  arriba, ''a|i.   I,    ( 
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trayendo  obligaciones  opuestas  con  otra,  la  cual,  descubierto 
el  engaño,  tendrá  á  su  arbitrio  renunciar  el  nuevo  tratado,  ó 
contentarse  con  la  ejecución  de  las  cláusulas  que  no  se  opon- 
g'an  al  tratado  anterior,  exigiendo  la  inionmizacion  de  los 
perjuicios  que  á  consecuencia  experimente  ;  i"  (jue  si  llegan  á 
ser  incompatiDles  las  promesas  bochas  en  diferentes  tratados, 
con  diieruntes  i)Otenc:as,  las  anteriores  se  entienden  absolutas, 
y  las  posteriores  condicionales. 

Cuando  un  tratado  por  la  mudanza  do  circunstancias  llega  á 
producirá  una  de  las  potencias  contratantes  un  daño  grave  que 
no  pudo  razonablemente  preverse,  obraria  contra  la  equidad  la 
otra  potencia,  insistiendo  en  su  cumplimiento  (1). 


Los  tratados  son  de  varias  especies.  Primera  división  :  (ra- 
tarlos  en  que  solamente  nos  conqjrometemos  á  cosas  á  que  es- 
tábamos \a  obligados  por  la  ley  natural,  y  tratados  en  que  nos 
comprometos  á  al^o  mas. 

Los  pri':neros  sirven  para  convertir  en  perfectos  los  dere- 
chos (pie  naturalmente  no  lo  soi.  Cuando  se  estipula  cumplir 
una  obligación  que  por  si  misma  es  de  rigurosa  justicia,  v.  g. 
abstenernos  de  una  injuria,  el  tr.da  lo  no  crea  ni  perlecciona 
ningún  derecho.  Mas  no  por  eso  dejará  de  ser  útil,  sea,  por 
ejemplo,  para  contener  á  los  pueblos  bárbaros,  que  lo  creen 
todo  licito  contra  los  extranjeros,  y  á  K)s  cuales  suele  hacer 
menos  fuerza  una  obligación  natural  (pie  la  (jue  ellos  mismos 
han  conlnudo  poi-  una  promesa  solemne  :  sea  porque  añadien- 
do á  un  delito  simjjle  la  agr¿ivacion  de  la  perlidia,  se  da  mas 
eiicacia  á  la  sanción  moral. 

Los  tratailos  en  ipie  nos  obligamos  ;i  algo  mas  de  lo  ijue  la 
ley  natural  nos  prescribe ,  ó  son  i'juulos  (>  (k'sirfuules.  Kn 
aquellos  los  contratantes  se  jjrometen  cosas  equivalentes,  ora 
sea  absoluta  esta  e(pii\  alenoia,  ora  proporcionada  ;i  las  fat'ul- 
tades  de  los  contratantes,  (')  á  su  interés  cu  el  objeto  del  tra- 
tado :  en  estos  las  cargas  cpie  se  invtonen  las  partes  son  de  di- 
ferente valor. 

No  es  lo  inismt»   Irntmlo    igiail  ({uo   uliuit¿n  iijunl  :  on   los 

y\)  S-'limalz,  <6. 
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tratados  i*.'ualos  se  i^uaivla  la  e(|UÍvaloiicia  do  concesiones 
reciprocas;  en  las  alianzas  ií^nalos  se  trata  de  igual  á  igual, 
ó  admitiendo  solainenle  aliíuna  preeminencia  de  honor,  á  la 
manera  que  trataban  los  ivyes  con  el  emperador  de  Alemania, 
ó  la  Fetleraciou  lUlvética  con  la  Francia.  De  la  misma  suerte, 
los  Iratmlos  desu/uüles  imponen  cargas  de  diverso  valor,  y  las 
ulianzus  ílcsiij nales  estahlecen  una  diferencia  considerable  en 
la  di^niílad  de  los  contraíanles.  Tero  eslas  dos  especies  de 
desigualdad  andan  frecuentemente  unidas. 

Sef^unda  división  :  tratados  propiamente  dichos  y  conven- 
ciones. Los  jirimeros  están  destinados  á  durar  perpetuamente, 
ó  por  largo  tiempo,  v.  g.  un  tratado  de  paz,  de  comercio  ó  de 
limiten.  Las  segimdas  se  consuman  por  un  aclo  único,  pa- 
sado el  cual,  quedan  enteramente  cumplidas  las  obligaciones 
V  extinguidos  los  tlerechos  de  los  contratantes;  v.  g.  una 
convención  para  el  canje  de  los  prisioneros  que  dos  beUge- 
rantes  se  lian  hecho  uno  á  otro  (1). 

Tercera  división  :  tratados  personales  y  reales.  Los  tratados 
personales  se  refieren  á  las  personas  de  los  contratantes  y  es- 
piran con  ellas  :  los  tratados  reales  no  dependen  de  las  per- 
sonas, y  los  derechos  y  obligaciones  que  constituyen  son  in- 
herentes á  las  naciones.  Para  distinguir  unos  de  otros  se  debe 
atender  á  las  reglas  siguientes  :  1^'  Todo  tratado  concluido  por 
una  rejaiblica  es  real,  y  consigni;'ntomenle  no  se  invalida  por 
las  mudanzas  (jue  sobrevengan  en  1 1  forma  de  gobierno,  salvo 
íiue  se  retiera  áella  :  2^  Los  tratados  concluidos  por  monarcas 
se  presumen  gv-ncralmcnle  reales  :  8=*  Los  que  obligan  para 
siempre  ó  i)or  tiempo  determinado  son  reales,  pues  no  dei)en- 
<len  (le  la  duración  de  la  vida  de  los  (contratantes  :  4"  Lo  son 
i'^ualmenle  aquellos  en  <jiie  el  soberano  se  enqjeña  por  si  y  sus 
sucesores,  ó  en  que  se  declaia  (expresamente  (pie  tienen  por 
objeto  el  bien  del  Estado  :  5»  Si^cl  i)a(lo  es  de  aquellos  íjuo 
granjean  un  b(Mjellcio  jicriuaiiente  al  Kstado,  hay  motivo 
para  presumii'lo  real,  á  menos  que  se  exprese  ó  se  denmestre 
claraíncnle  (pie  se  ha  ('Oiicediilo  (;ste  b(;nel¡cio  por  consid(;racion 
n  la  persona   dr.'l  principo  reinante  :  í)"  Kn  caso  de  duda   se 

{%)  Üa*«  Umhieri  no  pocas  voc»'»  el  nomlirR  <l<!  conviMiciíjn  á  iraliidos 
royos  tíÍTlnH  itotí  (fíMifrale*  y  |»  rmaii»'i)t(!s.  ilc  lo  i|U(;  se  jiicden  ver  has- 
Un(«»  vy;m\t\"^    »'U  la  colercion  de  Marlnis 
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presume  real  el  pacto,  si  rueda  sobre  cosas  favorables,  esto  es, 
que  tiendan  á  la  común  utilidad  de  las  partes,  y  personal  en  el 
caso  contrario. 

En  el  dia  para  evitar  dudas  los  soberanos  determinan  cuida- 
dosamente la  duración  de  los  tratados,  expresando  que  se 
obligan  á  si  mismos,  sus  herederos  y  sucesores  para  siemf)re, 
ó  por  cierto  número  de  años,  ó  que  solo  tratan  por  el  tiempo 
de  su  reinado,  ó  por  un  asunto  personal  ó  de  familia,  etc.  Acos- 
tumbran también  confirmar  las  alianzas  reales  estipuladas  por 
sus  predecesores  :  precaución  que  no  es  del  todo  inútil,  pues 
los  hombres  suelen  hacer  mas  caso  de  las  obligaciones  (|ue 
ellos  mismos  han  contraido  expresamente,  que  de  aipiellas  que 
les  han  sidoimpueslas  por  otros. 

Cuando  un  tralado  personal  espira  por  la  muerle  de  uno  de 
los  conlratanles,  se  puede  dudar  si  se  extinguen  ó  no  por  el 
mismo  hecho  las  obligaciones  del  otro.  Si  el  tralado  establece 
prestaciones  determinadas  y  ciertas,  que  se  suponen  equiva- 
lentes, y  que  las  dos  partes  se  prometen  una  á  otra  como  por  \  ia 
de  cambio,  el  que  lia  recibido  la  suya  debe  dar  lo  que  ha  })ro- 
metido  en  retorno,  ó  por  lo  menos  con  pensarlo,  ó  restituir  las 
cosas  in  inlecjrum.  Pero  si  se  traía  de  prestaciones  contingentes 
é  inciertas,  que  no  obligan  si  no  se  presenta  el  caso  de  cum- 
plirlas, su  retorno  es  también  contingente,  y  llegado  el  término 
de  la  alianza,  todas  las  obligaciones  espiran. 

Si  el  sobreviviente,  creyendo  que  el  jiacto  era  extensivo  al 
sucesor,  obrase  en  consecuencia,  v.  g.  suministrándole  tropas 
ó  víveres,  el  soberano  beneficiado  ó  debe  mirar  el  pacto  como 
renovado  tácitamente,  o  recompensar  los  servicios  recibidos. 
Los  pnctos  do  familia  son  una  especie  de  tratados  iiersonales 
con  la  diferencia  de  no  limitarse  á  un  intlivíduo  solo,  exten- 
diéndose á  la  familia  entera  ó  á  los  herederos  naturales  de  los 
contratantes. 

Los  tratados  pueden  ademas  divi  1irse  en  tantas  especies,  como 
son  los  diferentes  negocios  de  ((ue  los  soberanos  puc^den  tratar 
unos  con  otros.  Hay  tratados  de  paz,  de  alianza,  de  neutralidíul, 
de  subsidio,  de  navegación  y  comercio,  de  limites,  etc.  Los 
tratados  que  se  hacen  con  el  Papa,  como  jefe  de  la  Iglesia 
católica,  para  la  administración  de  los  negocios  eclesiásticos, 
se  llaman  concordatos. 
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3. 


Los  Iralndos  se  disuelven,  i)1'¡iik  rnmenle  por  haberse  cum- 
plido su  objeto.  Asi  una  alianza  estipulada  para  una  guerra 
particular,  espira  por  el  tratado  (lo  paz.  * 

2°  Se  disuelveu  por  lial)er  llep:ado  su  término,  ya  sea  fijo, 
como  en  los  tratados  de  comercio  que  se  estipulan  por  tiempo 
limitado,  ya  eventual,  como  en  los  tratados  })ersünales,  cuan- 
do acaba  la  vida  ó  reinado  de  uno  de  los  principes  contratan- 
tes, ó  como  en  los  j)actos  de  familia  por  I;i  (extinción,  abdicación 
ó  destronamiento  de  la  dinastía  reinante. 

Se  prepruiita  si  la  alianza  ¡¡ersonal  es})¡ra,  cuando  por  algu- 
na revolución  uno  de  los  contratantes  lia  sido  despojado  de  la 
corona.  Si  un  rey  es  injustanienLo  destionado  por  un  usurpa- 
dor, no  pierde  el  carácter  de  tí^l  por  el  solo  hecho  de  per  1er 
la  posesión  del  reino,  y  conserv.i  ido  sus  derechos,  conserva 
con  ellos  sus  a.ianzas.  Pero  si  la  nació  i  depone  al  i'ey,  no  toca 
á  ningún  otro  Estado  ó  principe  erigirse  en  juez  de  su  con- 
ducta ;  y  el  aliado  pei'sonal  quo  traíase  de  auxiliarle,  baria  sin 
duda  una  «:rave  injuria  al  pueblo  que  ha  u.-a  ;o  de  sus  derechos 
de¡  oniéiidole.  Pero  en  los  casos  dudosos  y  cuando  la  voluntad 
nacional  no  se  ha  declarado  libremente,  se  debe  naturalmente 
sostener  y  defender  al  aliado. 

Ln  tratado,  cuyo  término  llegó  á  espirar,  puedo  renovarse 
por  el  consentimiento  expreso  ó  tácito  do  las  partes.  El  con- 
sentimiento tácito  no  se  presume  fácilmente  ;  es  nef^esario  fun- 
darlo en  actos  que  solo  pudieron  ejecutarse  á  virtud  de  lo  pac- 
lado,  y  aun  entó  .ees  es  necesario  averiguar  si  de  estos  actos 
se  inliere  la  renovación  ó  solo  una  extensión  del  pació.  Cuando 
cumpüd'i  el  núm  -ro  (hí  aíios  por  el  cu.d  se  acordaron  ci(;rlas 
franquicias  comerciales,  si-nen  los  contratantes  g  .zando  de 
ellas  a  sabiendas,  h.-m  consentido  t icilanienle  en  r?.\7e/;^ye/'  la 
duraí-ioii  del  pacto;  y  cualquiera  d(!  los  dos  tienií  la  fac  dtad 
áit  terminarlo  cuando  gust.i,  noliíh  ándelo  antiíM^adanento  al 
otro.  Pero  supongamos  .pu;  un  soberano  hubiese  estqjula.lo 
con  otro  la  facultad  de  mantener  guarincion  en  una  de  sus 
plazas  durante  diez  años,  pagándole  en  ellos  un  millón  de  pesos. 
Si  espirado  el  término,  eñ  vez  de  relirar  su  gmirnicion,  en- 
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trepra  otro  mülon  de  pesos  y  su  aliado  lo  acepta,  el  tratado  en 
tal  caso  se  renueva  tácitamente. 

Aunque  espirado  el  término  de  un  tratado,  cada  cual  de  los 
contratantes  queda  libre,  con  todo  si  solo  el  uno  de  ellos  hu- 
biese reportado  el  beneficio,  ])nreceria  poco  lionroso  que  se 
negase  á  renovar  el  pacto,  mayormente  aproximándose  ya  el 
caso  de  utilizarlo  el  otro  á  su  vez. 

3°  Los  tratados  se  disuelven  por  la  infidelidad  de  uno  de  los 
contratantes.  El  injuriado  puede  entonces  ó  apelar  á  las  armas 
l)ara  hacerse  justicia,  ó  declarar  roto  el  pacto. 

Cuando  entre  dos  naciones  hay  mas  de  un  tratado,  por  la 
infracción  de  uno  do  ellos  no  se  exime  directamente  la  parte 
injuriada  de  las  obligaciones  que  los  otros  le  impongan;  pero 
puede  intimar  al  infractor  que  si  no  le  hace  justicia,  romperá 
todos  los  lazos  qne  la  ligan  con  él,  y  en  caso  necesario  llevar  á 
efecto  la  amenaza. 

Algunos  extendiendo  esta  regla  á  los  diversos  articules  de 
un  mismo  Iratado,  preti^nden  (jne  la  violación  de  uno  de  ellos 
no  es  suficiente  motivo  para  rescindir  inmediatamente  los  arlí- 
culos  que  no  tienen  conexión  con  él.  Pero  no  se  trata  a  ;ui 
de  lo  que  pueda  ha  'erse  por  pi-incipios  dj  moderación  y  gene- 
rosidad, sino  de  estricta  justicia.  Bajo  este  aspeólo,  parece 
mas  fundada  la  doctrina  de  Grocio.  Toda  cláusula  de  un  tra- 
tado tiene  la  fuerza  de  una  condición,  cuyo  delecto  lo  invalida. 
Estipúlase  algunas  veces  que  por  la  infracción  de  uno  de  los 
articules  no  dejarán  de  observarse  los  otros;  precaución 
cuerda,  para  que  las  partes  no  se  desdigan  ligeramente  de  sus 
empeños. 

4"  Se  disuelven  los  tratados,  cuando  una  de  las  naciones 
aliadas  se  destruye  ó  pierde  su  cual  da  I  de  nación,  esto  es, 
su  independencia  poütica.  Asi  cuando  un  i^ueblo  se  dispersa, 
ó  es  subyugado  por  un  con  piistador,  lodos  sus  ti-atados  pere- 
cen. Pero  los  derechos  cedidos  á  pei'petu  d  id  por  la  nación  no 
se  invali  lan  por  la  conquisla.  Lo  mismo  decimos  de  las  deu- 
das nacionaK'S,  ó  de  a  ¡uell.is  p  ra  cuya  seguridad  se  ha  hipo- 
tecado alguna  ciudad  ó  provincia. 

Si  un  pueblo  se  pone  bajo  la  protección  ó  dependencia  de 
otro,  no  j)ue(lc  ser  sino  con  la  reserva  de  las  alianzas  ó  trata- 
dos anteriores,  á  los  cuales  no  puede  iiTogar  detrimento  por 
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osle  nuevo  pacto.  Si  lo  hace  obligado  de  la  necesidad,  sus  an- 
l¡«»uns  i»bli^aoione>  subsistiMi  en  ciianlo  no  son  incompatibles 
con  él. 

La  nuidanza  de  Tonna  de  una  sociedad  no  cancela  sus  obli- 
¿raciones  anteriores,  y  si  tuviese  algunas  que  fuesen  incom- 
patibles con  la  nueva  forma,  solo  por  una  necesidad  imperiosa 
le  seria  permitido  tomarla. 

5*  Se  disuelven  los  tratados  por  el  mutuo  consentimiento  de 
las  partes. 

0°  Se  disuelven  también  por  la  imposibilidad  absoluta  de 
llevarlos  á  efecto. 

7°  En  ÜM,  la  guerra  cancela  los  tratados  que  antes  de  ella 
existían  entre  los  beligerantes  (1).  Mas  (^slo  no  debe  enten- 
derse de  un  modo  absoluto.  Hay  tratados  (jue  suspensos  du- 
rante la  guerra,  reviven  luego  sin  necesidad  de  acueido  expreso. 
Tales  son  los  de  cesión,  límites,  cambios  de  lerrilorio,  y  en 
general  todos  ajuefos  que  establecen  derechos  que  no  pueden 
derogaise  tácitamente.  Un  tratado  de  comercio  necesítai'ia  de 
renovarse  explícitamente  en  el  tratado  de  paz,  para  que  no  se 
entendiese  que  había  caducado  por  la  gueria ;  pero  si  por  un 
pacto  anterior  á  la  guerra  se  hubiese  reconocido  cierta  demar- 
cación de  frontera,  que  no  hubiese  sufrido  alteración  por  las 
conquistas  de  uno  de  los  beligerantes  sobre  el  otro,  seria  me- 
nester, para  que  no  reviviese,  que  se  hiciese  una  nueva  de- 
marcación en  el  tratado  de  paz.  Aun  suponioido  que  los  de 
1783  y  1794  entre  la  Gran  Bretaña  y  los  Estados  Unidos  hu- 
biesen caducado  por  la  gueri'a  de  1812,  no  se  seguí lia  de  aijuí 
la  extinción  de  los  dereclios  de  propiedad  inmueble,  otorgados 
por  los  dos  primeros  á  los  subditos  de  la  Gran  Bretaña  en 
aquellos  Estados,  y  á  ciudadanos  americanos  en  la  Gi'an  Bre- 
taña, y  así  lo  declai'ó  ternnnanl emente  la  Corte  Suprema  de 
los  Estados  Unidos.  Segnn  ella,  ia  cancelación  de  los  pactos 
preexistentes  por  la  guerra  no  puede  mirarse  como  una  regla 
universalmentc  verdadera,  no  obstante  la  generalidad  con  que 
los  publicistas  la  sientan.  Cuando  en  los  tratados  se  conceden 
derechos  de  pro[)iedad  territorial,  ó  cuando  sus  estipulaciones 
se  rcüeren  al  estado  rnismo  de  guerra,  seria  conti-a  todas  las 

(1)  Scliinalz,  ib. 
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reglas  de  legítima  interpretación  el  suponer  que  tales  con- 
venios caduquen  por  el  solo  hecho  de  sobrevenir  hostihtades 
entre  los  contratantes.  Si  así  fuera,  decia  la  Corte,  hasta  el 
tratado  de  1783,  que  demarcaba  el  territorio  y  reconocía  la  in- 
dependencia de  los  Estados  Unidos,  haljría  perecido  por  la 
guerra  de  1812,  y  el  pueblo  americano  habría  tenido  que  pelear 
otra  vez  por  ambos  ;  suposición  tan  monstruosa,  que  no  es 
necesario  impugnarla.  La  Corte  en  conclusión  declaró  que  los 
tratados  en  (|ue  se  estipulan  derechos  permanentes  y  arreglos 
generales  (|ue  envuelven  la  idea  de  perpetuidad,  y  se  relieren 
al  estado  de  guerra  como  al  de  paz,  no  caducan  sino  se  sus- 
penden, cuando  mas,  por  la  guerra;  y  á  menos  que  se  renun- 
cien ó  se  modifiquen  por  nuevos  pactos,  reviven  luego  por  la 
paz  [i). 

Apenas  es  necesario  advertir  que  un  tratado  no  se  invalida 
l-or  medio  de  protestas  secretas,  ni  por  la  mudanza  de  religión 
de  uno  de  los  contratantes ;  y  que  no  hay  autoridad  sobre  la 
tierra  que  pueda  absolverlos  de  sus  obligaciones  recíprocas  (2). 

4. 

Ligan  igualmente  á  las  n  iciones  los  pactos  celebrados  á  su 
nombre  por  las  potestades  inferiores^  á  virtud  de  una  comi- 
sión expresa  ó  de  facultades  inherentes  á  ellas.  Se  llaman  po- 
testades inferiores  ó  subalternas  las  personas  públicas  (pie 
ejercen  una  parte  del  imperio  á  nombre  y  i)or  autoridad  del  so- 
berano, como  los  generales,  gobernadores  y  magistrados. 

Si  una  persona  púljlica  hace  un  tratado  ó  convención,  sin 
orden  del  soberano,  y  sin  estnr  autorizado  á  ello  por  las  facul- 
tades inherentes  a  su  emi)leo,  el  tratado  es  nulo,  y  solo  puede 
darle  valor  la  voluntaria  raliticacíon  del  soberano,  expresa  n 
tácita.  La  ratilicacíon  tácita  se  colige  de  aquellos  actos  que  el 


(1)  Wlientnn's  Elfmcnl^,  p.  III,   cli.  !2,  7. 

(2)  Según  S^hmalz.  puedo  disoUerse  un  Irala  io  por  la  simple  relr.ic- 
talion  de  uno  de  los  contraíanles.  «  Cualesquiera  esli;  ulaciones  que  hayan 
interviMiido  eiilre  dns  potei.cias,  puede  una  de  ellas  apartarse  del  iralado, 
si  la  olra,  en  virtud  de  lo  coincnido,  no  ha  hcclio  prestación  al.'una,  ni 
lomado  ó  dejado  de  tomar  aljiuna  medida.  Kii  lal  caso  la  reclralacit.n  de 
uno  de  los  cunlralaiites,  hecha  de  buena  fe,  no  irrojia  perjuicio  al  olro.  » 
Liv,  II,  ch.  3.  Es  difícil  conciliar  esle  principio  con  el  honur  y  la  justicia. 
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soborano  so  presumí"'  ejecutar  ;i  virtuil  del  (raUulo,  porciue  no 
hubiera  podido  j)roceder  á  ellos  de  otro  modo.  Esta  especie  de 
couvetiio  se  llama  esponsión  (sponsio)  (1). 

El  esponsor,  si  el  Estado  no  conünna  sus  actos,  no  se  halla 
por  eso  en  el  caso  de  un  particular  que  hubiese  j)rometido 
j)ura  y  simplemente  á  nombre  de  otro,  sin  comisión  para  ello. 
El  particular  está  oblig-ado,  si  no  se  ratifican  sus  promesas,  á 
cumplirlas  por  si  mismo,  ó  á  restituir  las  cosas  á  su  estado  an- 
terior, ó  en  ün  á  indemnizar  á  la  persona  con  quien  ha  tratado. 
Su  esponsión  no  puede  tomarse  en  otro  sentido.  Pero  no  su- 
cede así  regularmente  con  el  hombre  público  que  ha  prometido 
sin  orden  ni  facultades.  Con  respecto  á  él,  se  trata  de  cosas 
que  suelen  exceder  intinitamente  sus  medios.  Si  ha  obrado  de 
mala  fe  atribuyéndose  una  autoridad  que  no  tenia,  puede  el 
engañado  exijií-ir  su  castigo  ;  pero  si  él  mismo  ha  dado  á  en- 
tender (jue  no  estaba  facultado  para  ligar  á  su  gobierno,  s 
nada  ha  hecho  para  inducirá  la  otra  parte  á  creerlo  así,  se  debe 
presumir  que  esta  ha  {juerido  correr  un  riesgo,  esperando  que 
por  consideración  al  esponsor  ó  por  otros  motivos  se  ratiílcaria 
la  convención  ;  y  si  el  éxito  no  cores])onde  á  sus  esperanzas, 
solo  debe  (juejarse  de  su  propia  imprudencia. 

El  esponsor,  en  el  caso  de  desaprobarse  lo  í(ue  ha  pactado 
con  un  enemigo,  no  está  obligado  á  entregársele,  si  no  se  ha 
comprometido  expresamente  á  ello,  ó  si  la  costumbre  no  le 
impone  esta  ley,  como  se  verificaba  en  el  derecho  fecial  de  los 
roniímos.  Satisface  á  su  empeño  haciendo  de  su  parte  todo  lo 
<|ue  legítimamente  pueda  para  obtener  la  ratificación.  Pero  si 
le  es  posible  cumplir  por  sí  mismo  el  convenio,  ó  dar  una  in- 
demnización, debe  hac(Mlo  jiara  desempeñar  su  palabra  (2). 

Al  soberano  del  esponsor  toca  manifestar  desde  luego  su 
oposición  al  pacto,  si  no  tioíie  ánimo  de  ratificarlo ;  y  restituir 
lodo  lo  (jue  haya  recibido  á  virtud  de  él,  ó  en  caso  de  no  serle 
esto  posible,  su  valor.  Se  deshonraría  abusando  de  la  credu- 
lidad ó  generosidad  dul  otro  contratante,  aun  cuando  fuese  su 

<1>Croeío,  De  Jure   li.  el  /^.  lil..   II,  c.  15,  3. 

Í2  ■  Ciptiviis  iKab:u»  .Maximus)  ab  H  iimiliaUí  inlerposila  paclionc  nurn- 
moriirn  rccperal,  qui  rurii  a  seíaüj  non  |)ra53larc'nliir,  luisso  iri  urbem 
lílio,  fun'lura  qu'rm  nnicum  possiílíihal  sr-inlid  l,  ejusquo  preliuin  Ilauni- 
hali  proliiiut  iiumcriivii.  n  (Val.  Max.,  I.  IV,  r.  8.) 


DE    DERECHO    INTERNACIONAL.  131 

enemigo.  Pero  si  por  la  excesiva  confianza  de  este  en  un  pacto 
cuya  ratifit-acion  era  incierta,  hubiese  logrado  sustraerse  á  un 
peligro,  la  equidad  natural  no  le  obligada  á  colocarse  otra  vez 
en  él. 


5. 

El  soberano  puede  también  hacer  contratos  con  los  particu- 
lares, sea  de  su  nación,  sea  de  las  extrañas.  Las  reglas  á  que 
están  sujetos  son  las  mismas  que  entre  personas  privadas  : 
hion  que  el  soberano,  usando  de  su  dominio  eminente,  puede 
alguna  vez  anular  los  pactos  hechos  con  los  subditos,  lo  cual  ya 
se  sabe  que  solo  tiene  cabida,  cuando  una  grave  consideración 
de  bien  público  lo  exige,  y  concediendo  una  hberal  indemni- 
zación á  los  interesados. 


Resta  hablar  de  aquellos  contratos  internacionales  que  tie- 
nen por  objeto  asegurar  la  observancia  de  otros  contratos.  Se 
pueden  reducir  á  cuatro  :  garantía,  fianza,  prenda  y  rehenes. 

La  garanda  es  un  pacto  en  que  se  promete  auxiliar  á  una 
nación  para  constreñir  á  otra  á  que  le  cumpla  lo  jactado.  La 
garantía  puede  prometerse  á  todas  las  jjartes  contratantes,  ó 
solamente  á  algunas  de  ellas  ó  á  una  sola.  Sucede  también  cjue 
los  contratantes  se  garantizan  reciprocamente  la  observancia 
de  lo  pactado. 

Hé  aíjuí  las  reglas  principales  á  que  está  sujeta  la  garan- 
tía :  !■  el  garante  no  interviene,  sino  cuando  es  requerido  á 
hacerlo ;  2»  si  las  partes  quieren  de  común  acuerdo  revocar  ó 
modificar  sus  obligaciones  recíprocas,  no  puede  el  garante 
iini)edirsclo  :  regla  importante  i>ara  precaver  el  peligro  de 
que  un  soberano  poderoso,  á  pretexto  de  una  garantía,  se  in- 
giera en  los  negocios  de  sus  vecinos,  y  trate  de  dictarles  leyes  ; 
3"  espira  la  obligación  del  garante,  si  las  partes  alteran  lo 
pactado,  sin  su  aprobación  y  concurrencia  ;  h*  no  está  obligado 
á  intervenir  con  la  fuerza,  sino  cuando  la  j)olencia  garantida 
no  se  halla  en  estado  de  hacerse  justicia  á  sí  misma ;  5"  si  se 
suscitan  disputas  sobi  e  la  inteligencia  del  pacto  garantido,  y  el 
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fraraiito  halla  iiiruiiiladíís  las  preteiisioiu's  de  la  parle  á  quien 
ha  prometido  auxiliar,  no  le  es  lícito  sostenerlas  :  j)or  lo  cual 
es  de  su  obligracion  averiguar  el  verdadero  sentido  del  pacto  ; 
6*  es  nula  de  suyo  la  garanlía  (jue  recae  sobre  un  pacto  inmo- 
ral ó  inicuo ;  1*  en  caso  de  duda  se  presume  que  la  garantía  no 
aspira  sino  con  el  pacto  principal. 

Los  soberanos  se  {^anuilizan  á  veces  el  orden  de  sucesión 
de  una  lamilia,  ó  la  posesión  de  sus  Estados  respectivos.  La 
garantía  no  es  entonces  un  pacto  accesorio,  sino  un  tratado  de 
alianza. 

La  canción  ó  fianza  es  un  })aclo  por  el  cual  una  potencia  se 
obliga  á  cumplir  lo  pactado  por  otra,  si  esta  es  infiel  á  su  })ro- 
mesa.  Es  nías  segura  una  lianza  que  una  garantía,  porque  el 
fiador  debe  cumplir  la  promesa  en  defecto  de  la  parte  principal, 
mientras  que  el  garante  tiene  solo  la  obligación  de  hacer  lo  que 
le  sea  posible  para  que  el  que  la  ha  hecho  la  cumpla. 

Porcl  contrato  de  prenda  ó  empeño  s;;  entregan,  ó  solamente 
se  hipotecan  ciudades,  provincias,  joyas  ú  otros  efectos  para 
la  seguridad  de  lo  pactíKlo.  Si  se  ceden  al  mismo  liempo  las 
rentas  ó  frutos  de  la  cosa  empeñada,  el  contrato  se  llama  an- 
tier ésis. 

Reglas  :  1'  Al  tenedor  de  la  prenda  solo  compete  la  custo- 
dia, no  los  frutos  ni  la  administración  ó  gobierno  de  ella,  si 
no  se  le  han  concedido  ex})resamente ;  y  es  responsable  de  la 
pérdida  ó  deterioro  que  acaezca  en  ella  por  su  culpa  ;  2''  Si  se 
le  concede  el  gobierno  de  la  ciudad  ó  provincia  empeñada, 
debe  mantener  su  constitución  y  sus  leyes  ;  3*  La  prenda  no 
puede  retenerse,  ni  la  hipoteca  subsiste,  una  vez  satisfecha  la 
obligación  ¡¡ara  cuya  seguridad  se  han  constituido  ;  A"*  Si  la 
obligación  no  se  cumple  dentro  del  lérmino  convenido,  puede 
la  potencia  acreedora  apropiarse  la  prenda  ú  ocupar  la  hii)0- 
teca  liasta  concurrencia  de  la  deuda  ó  de  una  justa  indem- 
nb-acion. 

Los  rehenes  son  personas  de  consideración  (pie  una  potencia 
c-nlrega  á  otra  en  prenda  de  una  promesa. 

líeglas  :  1'  I)an  rehenes  no  solamente  los  soberanos,  sino 
las  potestades  subalternas  ;  2'  Solo  un  subdito  ¡)uede  ser  dado 
en  rehenes  á  pesar  suyo  :  no  corre  esta  obligación  al  feudata- 
rio ;  3*  Como  los  rehenes  se  sufionen  ser  píírsonas  de  alta  es- 
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fera,  se  miraría  como  un  fraude  vergonzoso  hacer  pasar  por 
tales  las  que  no  lo  son ;  k'  Seria  también  grave  mengua  que 
el  soberano  que  los  ha  dado  autorizase  su  fuga,  ó  que  habién- 
dose fugado  y  siéndole  posible  restituirlos,  no  lo  hiciese  : 
5"  La  nación  que  los  entrega  debe  proveer  á  su  subsistencia ; 
6*  Si  alguno  de  los  rehenes  llega  á  morir,  ó  sin  participación 
de  ella  se  fuga,  no  está  obligada  á  poner  otro  en  su  lugar, 
salvo  que  se  haya  comprometido  expresamente  á  ello  ;  7'  La 
libertad  sola  de  los  rehenes  está  empeñada  :  si  su  soberano 
quebranta  la  fe  dada,  quedan  prisioneros  :  mas  según  el  De- 
recho de  gentes  que  hoy  se  obs?rva,  no  es  lícito  darles  la 
muerte ;  8^  Se  pueden  tomar  las  precauciones  necesarias  para 
su  custodia  :  hoy  día  su  palabra  de  honor  se  considera  como 
seguridad  suficiente ;  9=*  Sí  alguna  persona  sustituye  por 
cierto  tiempo  á  la  que  estaba  en  rehenes  y  esta  muere,  la  pri- 
mera queda  libre  de  todo  empeño  :  sí  muere  el  sustituto,  dura 
la  obligación  del  principal ;  10*  Si  un  príncipe  dado  en  rehenos 
sucede  á  la  corona,  debe  permitirse  su  canje  por  otra  persona 
ó  personas,  que  constituyan  una  seguridad  equivalente ;  pero 
en  caso  de  infidelidad  por  parte  de  la  potencia  deudora,  se 
podría  licitamente  retenerle;  11"  Cumplida  la  obligación  del 
soberano  de  los  rehenes,  son  ipso  t'acto  libres,  y  no  es  per- 
mitido retenerlos  por  otro  motivo,  sí  no  es  que  durante  el 
empeño  hayan  cometido  algún  crimen  ó  contraído  deudas  en 
el  territorio  del  otro  soberano 
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CAPITULO  X. 

INTKRrHETACION     DE    LOS    TRATADOS,    LEYES    Y    OTROS     DOCUMENTOS. 

1.  Noct'sidad  do  las  reglas  de  ¡iitorprelacion.  —  2.  Axiomas  generales. — 
3.  Hoglas  pnrticulares.  —  4.  Roj:las  relativas  á  la  distinción  -íiilre  lo 
favorable  y  lo  odioso.  —  5.  Reglas  relativas  á  los  casos  de  contradic- 
ción ó  incompatibilidad. 

1. 

Es  necesario  lijar  reglas  para  la  interpretación  de  los  trata- 
dos ¡r,  testamentos,  leyes  y  demás  actos  escritos,  que  sirvan 
para  fundar  dei'cchos  entre  los  diferentes  Estados  ;  primera- 
mente por  la  inevitable  ambig'üeda  1  á  que  da  margen  mnclias 
veces  la  imperfección  del  lenguaje ;  2**  por  la  generalidad  de 
las  expresiones  (pie  es  necesario  saber  aplicar  á  los  casos  par- 
licnlares  (jne  se  present^m  ;  3°  por  la  perpetua  ñuctuacion  de 
las  cosas  humanas,  (jue  produce  nuevas  ocurrencias  dificiles 
de  reducir  á  los  términos  de  la  ley  ó  tratado,  si  no  es  por  in- 
ducciones sacadas  del  espíritu  del  legislador  ó  de  los  contra- 
tantes ;  /i«  por  las  contradicciones  é  incompatibilidades  aparen- 
tes ó  reales  que  en  lo  escrito  se  nos  ofrecen,  y  que  es  necesario 
examinar  cuidadosamente  para  conciliarias,  ó  á  lo  menos  para 
elegir  entre  los  diferentes  j)artidos;  y  5°  por  la  estudiada  oscu- 
ridad de  (jue  se  sirven  muchas  veces  los  contratantes  de  mala 
fe  para  labrarse  especiosos  derechos,  ó  prepararse  efugios 
con  que  eludir  sus  obligaciones. 


2. 

Las  máximas  generales  en  materia  de  interpretación  son 
estas  :  1'  (pie  no  se  debe  interpretar  lo  que  no  tifiio  necesidad 

(1)  La  hernu-néulica.  ó  arle  de  inlr-rprelar,  es  jiropiamcrite  una  parlo  do 
la  lóiricí.  Ha  pap-rido  conví-nicnii;  dar  aquí  una  ligera  idea  do  la  borme- 
néulKa  l»-pal,  imitando  el  íjfiiiplo  do  Valtí-I  y  oíros  publicistas,  y  pura 
Ib-nar  el  \arío  quo  pro-onlan  en  osle  punto  los  tratados  de  lógica  que 
hoy  dia  lien*  II  mas  bo.i  *n  las  escuelas.  Memos  .H-guido  á  Vatl(d.,  I.  II, 
cap.  17. 
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de  interprelacion  ;  2^  que  no  debe  hacerse  novedad  en  la  inte- 
ligencia de  las  palabras  á  que  siempre  se  ha  dado  un  sentido 
determinado  (1) ;  3*  que  si  el  que  pudo  y  debió  explicarse  clara 
y  plenamente,  no  lo  ha  hecho,  es  suya  la  culpn,  y  no  puede 
perinilirsele  que  introduzca  después  las  restricciones  ([ue  no 
expresó  en  tiempo  (2) ;  /i^  que  ni  el  uno  ni  el  otro  de  los  inte- 
resados tiene  la  facultad  de  interpretar  el  tratado  á  su.  arbi- 
trio ;  b"  que  en  toda  ocasión  en  que  cualípiiera  de  los  contra- 
tantes ha  podido  y  debido  manifestar  su  intención,  todo  lo 
que  ha  declarado  suficientemente  se  mira  como  verdadero 
contra  él ;  6^  que  cuando  los  tratados  se  hacen  proponiendo 
una  de  las  partes  y  aceptando  la  otra,  como  sucede  en  las  ca- 
pitulaciones de  plazas,  debe  estarse  principalmente  á  las  pala- 
bras de  la  parte  que  propone,  aceptadas  por  la  otra  parte  (3) ; 
y  7'  que  la  interpretación  de  todo  documento  debe  ajustarse  ;'i 
reglas  ciertas,  pro()ias  á  determinar  el  sentido  en  que  su  au- 
tor ó  autores  lo  extendieron,  y  obligatorias  í\  todo  soberano  y 
á  todo  hombre,  en  cuanto  deducidas  de  la  recta  razón  y  pres- 
critas por  la  ley  natural. 


3. 


Pasando  á  las  reglas  particulares  que  se  deducen  de  estos 
axiomas,  me  limito  á  dai"  un  cat;ilogo  desnudo  de  ellas,  remi- 
tiéndome, por  lo  tocante  á  sus  ilustraciones,  á  Vattel,  1.  II, 
cap  17. 

1.  En  todo  pasaje  oscuro  el  objeto  que  debemos  proponer- 
nos es  averiguar  el  pensamiento  de  la  persona  ([ue  lo  dictó  ; 
de  que  resulta  (pie  debemos  lomar  las  exi)resiones  unas  veces 


(1)  Minime  siinl  muliiid;i  qu;i'  inlerpietaiioncm  ctM-lam  semper  habue- 
ruiil :  1.  '■2,  D.  De  Icíjibus. 

(^)  VetiMÍI)us  placuit  piclionem  i>l)soni\iin  vol  ambi;;u:un  vorulitori  el  qui 
locavil  iiocere,  iii  quorum  fuil  polesiale  logem  aperlius  conscribore  :  I.  ;W, 
D.  De  padis. 

(3)  Fere  secuiulum  promisiíorem  iiikMproia'iiur,  quia  slipulalori  libenini 
fuil  verba  tale  concipere,  ncc  rursus  foramlu-'  promissor,  si  ejus  inlereril 
do  cerlis  polius  vasis  aul  liominibus  aclum  :  I.  99,  1).  De  vcrborum 
obliyat. 
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en   un  sentido   i)articular  y  otras  en   ol  i^eiieral,   sogun  los 
casos  (1). 

2.  No  debemos  apartarnos  del  uso  común  de  la  lengua,  si 
no  leñemos  Tortísimas  razones  para  hacerlo  así.  Si  se  expresa 
»|ue  las  paliíbras  se  han  de  tomar  precisanionto  en  su  mas  pro- 
pia y  natural  signilicacion,  habrá  doble  motivo  para  no  sepa- 
i-arnos  del  uso  común  ;  entendiendo  por  tal  el  del  tiempo  y 
país  en  que  se  dictó  la  ley  ó  tratado,  y  comprobándolo,  no  con 
vanas  etimologías,  sino  con  ejemplos  y  autoridades  contcm- 
porííneas. 

3.  Cuando  se  ve  claramente  cuál  es  el  sentido  que  conviene 
á  la  intención  del  legislador  (')  de  los  contratantos,  no  es  lícito 
dar  á  sus  expresiones  otro  distinto. 

'i.  Los  términos  técnicos  deben  tomarse  en  ol  sentido  i^ropio 
que  les  dan  los  profesores  de  la  ciencia  ó  arte  respectiva  ;  me- 
nos cuando  consta  ({ue  el  autor  no  estaba  suficientemente  ver- 
sado en  ella. 

f).  Si  los  términos  se  refieren  á  cosas  que  admiten  diferen- 
tes formas  (')  grados,  deberemos  entenderlos  en  la  acei)cion 
que  mejor  cuadre  al  razonamiento  en  que  se  introducen  y  á 
la  materia  de  (jue  se  trata. 

6.  De  que  se  sigue  que  es  necesario  considerar  lodo  el  dis- 
curso ó  razonamiento  para  penetrar  el  sentido  de  cada  expre- 
sión, y  darle,  no  tanto  el  significado  que  en  general  pudiera 
convenirle,  cuanto  el  que  le  corresponde  por  el  contexto  (2). 

7.  Si  alguna  ex})resion  susceptible  de  significados  diversos 
ocurre  mas  de  una  vez  en  un  mismo  escrito,  no  es  necesario 
(jue  le  demos  en  todas  partes  un  sentido  invariable,  sino  el 
que  corresponda  según  el  asunto  (jji'u  sujjsírala  matcrin, 
rx)mo  diren  los  maestros  del  arte). 

8.  Ks  preciso  desechar  toda  interprelacion  (\\ni  hubiese  de 
conducir  á  un  absurdo. 

y.  Debemos  jior  consigiiienlc  di.'seídiar  toda  intcr])r(^lacion 

(1)  In  ronveriiionibuR  contralicnliiim  voliiniairin  po'iiis  (juam  verba  spec- 
Uri  pLicoit  :  I.  2!í>,  I).  í)p  verhorum  nitjnific. 

(%,  Inrivile  í-sl,  iiíjí  lou  Ifigc  perspecUi,  una  ali(jija  partícula  rjiis  propo- 
»iU,  judicare  el  ro*poridorc  :  I.  24,  De  Icgibus . 
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de  que  resultase  que  la  ley  o  la  convención  seria  del  todo  ilu- 
soria (1). 

10.  Las  expresiones  equívocas  ú  oscuras  deben  interpretarse 
por  medio  de  los  términos  claros  y  precisos  que  con  relación  á 
la  materia  de  que  se  trata  ha  empleado  el  autor  en  otras  par- 
tes del  mismo  escrito,  (3  en  otra  ocasión  semejante. 

11.  Debe  ser  tal  la  interpretación,  que  entre  todas  las  cláu- 
sulas del  razonamiento  haya  la  mayor  consonancia ;  salvo  que 
aparezca  que  en  las  últimas  se  ha  querido  modiíicar  las  pri- 
meras. Otro  tanto  se  aplica  á  los  diferentes  tratados  que  se  re- 
fieren á  un  mismo  asunto. 

12.  Sabida  la  razón  que  ha  determinado  la  voluntad  del  que 
habla,  han  de  interpretarse  sus  palabras  de  manera  que  se 
conformen  con  ella.  Mas  es  jtreciso  saberla  de  cierto,  y  no 
atribuirle  intenciones  ó  miras  dudosas  ])ara  violentar  el  sen- 
tido. Mucho  menos  será  licito  suponer  motivos  secretos,  con- 
trarios ñ  los  que  él  mismo  iia  declarado. 

13.  Si  ha  habido  mas  de  una  razón  impulsiva,  y  es  claro 
que  el  legislador  ó  los  contratantes  no  han  querido  la  ley  ó  el 
contrato  sino  en  virtud  de  todas  ellas  reunidas,  de  manera 
que  sin  esta  reunión  no  hubiera  tenido  lugar  la  disposición  de 
la  ley  ó  contrato,  la  interpretación  debe  ser  copulativa  ;  y  si 
jjor  el  contrario  es  mamüeslo  que  la  voluntad  ha  sido  deter- 
minada por  cada  una  de  ellos  separadamente,  la  interpreta- 
ción debe  ser  dis-  unliva.  Supongamos  que  se  hubiesen  ofre- 
cido ventajas  particulares  á  los  oxlranjeros  urlosanos  y  católi- 
cos (jue  viniesen  á  establecerse  en  un  pais.  Si  no  hay  en  él  ne- 
cesidad de  ])obladore>,  sino  meramente  de  artesanos,  y  no  so 
tolera  otra  religión  que  la  católica,  es  manifiesto  que  el  proini- 
sor  exige  ambas  condiciones  ))ara  (jue  se  verifiípien  las  j)ro- 
mesas.  Si  j)()r  el  conlr;irio  v\  país  esl.i  escaso  de  po])lacion  y 
sobre  todo  de  artesanos,  y  es  domiiianle  en  él  la  leligion  ca- 
tólica, pero  no  se  excluyen  las  otras,  hay  motivo  {\c  cieer  «pie 
solo  se  exige  una  de  las  dos  condiciones  (2). 

{{)  QiiotÍP<?  \áom  sermo  ilims  sonlonlias  exprimit,  poli-ísitnum  accipiiur, 
qut'C  rei  fr'^ronda^  aplior  :  h-y  67,  De  diversis  reíjulis  jitris 

(2)  No  (l(M)emos  sopáramos  sin  niny  <:raves  inolivos  titM  s.'nlido  naHir.il 
(le  la  frase.  I'^stninjerus  nrteí^anos  //  ctitoUn  s  ofrece  iiatiiralmonlc  un  scii- 
lido  copulativo  :  ile  oiro  modo  la  expresión  propia  y  obvia  hubiera  sido 
extranjeros  artrstanos  o  cntólicos.  8i  se  concediese  cierlo  privilev^o  á  las 
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ik.  Conocida  la  rnzon  sn/icionlc  de  uun  dií^posicion  (esto  es, 
la  razón  ó  conjunto  de  razones  ijiie  la  lian  dictado)  se  extien- 
de la  disposición  á  lodos  los  casos  á  que  es  aplicable  la  razón, 
aunijue  no  e^itén  comprendidos  en  el  valor  do  las  palabras  ;  y 
por  el  contr;irio  si  ocurre  un  caso  á  que  no  es  aplicable  la  ra- 
zón suficiente,  debemos  exceptuarlo  de  la  disposición,  aunque 
atendiendo  á  lo  literal  parezca  comprenderse  en  ella.  En  el 
primer  caso  la  interpretación  se  llama  cxlensiva,  y  en  el  se- 
prundo  rcstrictiwi.  Re([uiérese  para  una  y  otra  conocer  con 
toda  certidumbre  la  razón  suficiente. 

15.  Xo  debe  estarse  al  rigor  de  los  términos  cuando  estos 
en  su  sentido  literal  envolverian  alguna  cosa  contraria  á  la 
equidad  natural,  ('•  inqjondrian  condiciones  demasiado  duras, 
(pie  no  es  presumible  liayan  entrado  en  la  mente  del  que 
liabla  (1  . 

IG.  En  todos  los  casos  en  cjue  la  natural  latitud  del  signifi- 
cado pugna  con  las  circunstancias  que  el  autor  lia  tenido  á  la 
vista,  y  ([ue  no  ha  (juerido  ó  podido  variar,  es  necesaria  la  in- 
ter|jretacion  restiicliva. 

17.  Si  es  manifiesto  ([ue  la  consideración  del  estado  en  (|ue 
se  bailaban  las  cosas  di(')  motivo  á  la  disposición  ó  promesa,  de 
manera  que  faltando  acjuel  no  se  hubiera  pensado  en  esta,  el 
valor  de  la  disposición  ú  promesa  depende  de  la  permanencia 
de  las  cosas  en  el  mismo  estado.  Así  los  aliados  que  hubiesen 
prometido  auxilios  ;'i  una  potencia  poco  temible  por  sus  fuer- 
zas, tendrían  justo  motivo  para  rehusarlos,  y  aim  para  opo- 
nerse á  sus  luirás,  desd(?  e!  momento  que  viesen  (pie  lejos  de 
haberlos  menester,  amenazaba  á  la  líbert  id  de  sus  vecinos. 

IH.  En  los  casos  imprevistos  debemos  estai-  ;'i  la  intención 
mas  l>íen  (|ue  á  las  palabras,  intepretanilo  lo  escrito,  como  es 
verosiuiil  que  lo  interpretaría  su  autor,  si  estuviese  jiresente. 

líJ.  (Cuando  (d  tcmoi'  (b,;  nii  suceso  continiíente  es  el  motivo 


mtrcndei  tus  Uritiniicun  y  i  iiiniiiciilní  vn  buijiirs  hriláiiicos  se  supondría 
la  coffti»lpn''ia  «le  Iük  dos  corxiiciones  :  si  solo  se  tratas»  do  una  de  ellas, 
«>«(fiui  <•!  (feíiio  >ln  nuestra  leiii^iia,  se  diria  :  /«»  incrcaderins  brilánicds  y 
las  conduci'lné  fn  butjw  t  hrilunicas,  <»  Ijien,  lat  inercaderias  brilanicas  ó 
coHiiuci'la»  rn  huijuet  bníinicot. 

1)  B»u  fi  una  re((la  qm*  difb'^  solo  aplicarse  á  casos  rxlri  mos  ;  de  olio 
moíJi  abrirn  |iu«rria  á  cavilaciones  y  pretexlos  |)ara  eludir  lo  pacUdo. 
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de  la  ley  ó  del  convenio,  solo  pueden  exceptuarse  los  casos  en 
que  el  suceso  es  manifiestamente  imposible. 

20.  En  caso  de  duda,  si  se  trata  de  cosas  favorables,  es  mas 
seguro  ampliar  la  significación  ;  y  f  i  se  trata  de  cosas  odiosas, 
es  mas  seguro  restringirla  (1). 

4. 

Para  distinguir  lo  favorable  de  lo  odioso,  atenderemos  á  las 
reglas  siguientes  :  1^  Todo  lo  que  sin  causar  un  gravamen 
notable  á  persona  alguna,  cede  en  beneficio  general  de  la  es- 
pecie humana,  es  favorable,  y  lo  contrario  es  odioso  ;  2"»  Todo 
lo  que  tiende  á  la  utilidad  común  yá  la  igualdad  de  las  partes, 
es  favorable,  y  lo  contrario  es  odioso  ;  S'"*  Todo  lo  (juo  va  á 
mudar  el  estado  presente  haciendo  consistir  la  ganancia  de 
los  unos  en  la  pérdida  de  los  otros,  es  odioso  :  inconimoda  vi- 
tanlis  meliory  quam  coinmodn  petentis  est  causa ;  4^  Todo  lo 
(|ue  contiene  una  ])ena  es  odioso  ;  5'  Todo  lo  que  jiropende  á 
inulih'zar  un  pacto  y  hacerlo  ilusorio,  es  odioso ;  6'  En  las 
cosas  que  participan  de  lo  favorable  y  de  lo  odioso,  debe  com- 
pararse el  bien  con  el  mal,  y  mirarse  como  favorable  aquello 
en  que  prepondera  el  bien,  y  como  odioso  lo  contrario. 


Si  hay  oposición  entre  dos  ó  mas  leyes  ó  pactos,  hé  aquí  las 
reglas  generales  {|ue  pueden  guiarnos  :  i"  Si  el  permiso  llega 
á  ser  incouipatibh^  con  el  precepto,  i)revalece  <'l  precepto; 
2»  Si  el  i)ermiso  llega  á  ser  incompatil>le  con  la  prohibición, 
prevalece  la  prohibición;  8"  La  ley  ó  cláusula  que  manda, 
cede  á  la  ley  ó  cláusula  que  prohibe ;  i'  Lo  mas  reciente  pre- 
valece ;  5'  En  en  confiiclo  de  dos  disposiciones,  se  ilebc  prefe- 
rir avtcris  pnrihns,  la  menos  general,  esto  es,  la  que  concierne 
mas  especialmente  al  caso  de  ipie  se  trata  ;  (>"  Lo  que  exige 
una  ejecución  inmediata,  prevalece  sobre  lo  ipie  puede  dife 
rirse  á  otro  tiempo  ;  7 '  Ku  el  coulliclo  de  dos  deberes,  se  pre- 
fiere el  (pío  mas  importa  al  género  hunumo  ;  S'  1mi  el  confiiclo 

(1)  Ubi  de  obligando  (iu;vrilur,  propcii.siüíes  osso  deltomus,  si  occasionom 
habeamus,  ad  negandutn  :  ul)i  de  liberando,  e\  di\erso,  ul  faciiior  sis  ad 
liberalioiiom  :   I.   \1,  D.    De   obliq.   rt   action. 
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de  dos  traladüs,  el  uno  jurado  y  el  olro  no,  nr/cris  puribiis^ 
el  sejrumlo  debe  ceder  al  primero  ;  9"  De  dos  cláusulas  incom- 
p;ilil)les,  la  (jue  ¡nipone  una  pena,  ó  la  ({ue  impone  mayoi' 
pena,  debe  ser  pri'ferida  á  la  otra;  y  lO-»  Si  dos  cosas  promo- 
li  las  á  una  misma  persona  lle¿;an  á  ser  incompatibles,  debe- 
mos prestar  la  (pie  ella  elija. 


GAPITrLO  XI. 

HE    I.OS    MKPIOS    I>E    TEH\UNAH    LAS     DESAVENENCIAS    ENTRE    LAS    NA- 
CIONES. 

1  Modios  ronciliatorio<«  :  Irán-Facción,  mediicion,  arbitraje.  —  "2.  Elección 
«Tilre  esto-;  medios.  —  "i.  Medios  en  que  se  emplea  la  fuerza  sin  llegar 
u  un  rompimii'nlu. 

1. 

Knire  los  particulares  ipje  lian  reci])i(lo  una  injuria  (1)  y 
las  naciones  que  se  hallan  en  el  mismo  caso,  bay  esta  dife- 
rencia, que  un  pnriicular  puede  abandonar  su  derecbo,  ó  des- 
entenílerse  de  la  injuria  recibida,  pero  á  las  naciones  no  es 
posililc  obrar  del  mismo  modo  sin  comj)romcler  su  segui'irlad, 
ponjue  vivionfb)  (Mi  el  est'ido  de  natural  independencia,  á  cada 
una  de  ellas  loca  li  protección  y  vindicación  de  los  derechos 
propios,  y  jiorqu  ■  la  impunidad  de  un  acto  de  injuria  (')  de  in- 
sullo  le  acarreari  i  pi'obablemente  muchos  otros  :  ;»  lo  (píese 
si^^reíía,  que  lf»s  negocios  de  las  naciones  son  administrados 
¡»nr  sus  conduclí)res  ó  jefes,  á  los  cuales  no  es  lícito  ser  fi^ení!- 
rosos  en  lo  ajeno. 

Una  nación  injuriada  se  halla,  piics,  jnuy  pocas  veces  (mi  (Ú 
riifto  de  ceder  de  su  derecho,  y  lodo  lo  (jik;  puede  y  debe;  en 
obsequio  íle  la  ¡>az,  es  recunir  juimeramente  á  los  medios 
Huaves  y  conciliatorios  j)ara  (jue  se  le  bap^a  justicia.  Pastos, 
dpRpu«»8  que  \nn'  la  via  de  las  ne^'ociacioiK^s  ha  h(!cho  valer  las 
ra/,oneH  que  la  asisten  y  solicitado  inútilmente;  una  Jusfn  nvc- 

K\)  S«  Iu  tegiiilu  |»rincip»lmenle  íí  Vallcl.,  I.  II.  .  h.    is. 
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nencia  sobre  la  base  de  una  satisfacción  completa,  se  reducen 
á  la  transacción,  la  mediación,  y  el  juicio  de  arbitros. 

La  transacción  es  un  medio  en  que  cada  uno  de  los  conten- 
dientes renuncia  una  parte  de  sus  pretensiones  á  trueque  de 
asegurar  el  resto. 

En  la  mediación,  un  amigo  común  interpone  sus  buenos 
oficios  para  facilitar  la  avenencia.  El  mediador  debe  ser  im- 
parcial, mitig-ar  los  resentimientos,  conciliar  las  pretensiones 
opuestas.  No  le  toca  insistir  en  una  rigurosa  justicia,  penpie 
su  carácter  no  es  el  de  juez.  Las  partes  contendientes  no  es- 
tán obligadas  á  aceptar  la  mediación  no  solicitada  por  ellas,  ó 
á  conformarse  con  el  parecer  del  mediador,  aunque  hayan 
solicitado  su  asistencia  ;  ni  el  mediador  por  el  hecho  de  serlo 
se  constituye  garante  del  acuerdo  que  por  su  intervención  se 
haya  hecho. 

Tratado  el  compromiso,  esto  es,  convenidas  las  partes  en 
someterse  a  la  sentencia  de  un  arbitro,  están  obligadas  á  eje- 
cutarla, si  no  es  que  por  una  sentencia  manifiestamente  injusta 
se  halla  este  despojado  del  carácter  de  tal.  Mas  pai*a  ipiitar 
todo  pretexto  á  la  mala  fe  por  una  parte  o  por  otra,  conviene 
lijar  claramente  en  el  compromiso  el  asunto  de  la  controversia 
y  las  pretensiones  respectivas,  para  poner  límites  á  las  facul- 
tades del  arbitro.  Si  la  sentencia  no  sale  de  estos  limites,  es 
necesario  cumplirla,  ó  dar  pruebas  indubitables  de  que  ha  sido 
obra  de  la  parcialidad  ó  la  corrupción. 


Los  medios  de  que  hemos  hablado,  se  emplean  con  el  obje- 
to, ya  de  evitar,  ya  de  poner  fin  á  la  guerra.  Para  facilitarlos 
se  entablan  conferencias  y  congresos,  en  (pu»  se  reúnen  los 
plenipotenciarios  de  tres  ó  mas  potencias,  á  fin  de  conciliar 
las  i)retensiones  de  algunas  de  ellas,  ó  dirimir  controversias 
de  interés  general. 

Por  lo  (pie  loca  á  la  elección  de  estos  medios,  debemos  dis- 
tinguir los  casos  ciertos  de  los  dudosos,  y  a(piellos  en  ipie  se 
trata  de  un  dereclio  esencial,  de  acpiellos  en  (pie  se  agitan 
})untos  de  menor  importancia.  La  transacción  y  el  arbitraje 
convienen  ])articulariuenle  \\  los  casos  en  (pie  las  pret(Misiones 
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presenten  alpro  de  dudoso.  CuMiido  so  trata  de  un  derecho 
claro,  cierto,  inoon'estable,  el  soberano  puede  defenderlo  á 
lodo  trance,  sin  admitir  tt'rmiuos  medios,  ni  someterse  á  la 
decisión  de  arbitros;  inayormtMite  si  hay  motivo  do  creer  que 
la  parle  contr;íria  no  abrazaria  los  medios  conciliatoi'ios  de 
buena  fe,  sino  |)ara  j^anar  tiempo  y  aumentar  nuestro  embarazo. 

En  las  cuestiones  de  poca  im])ortancia  podemos  abandonar 
nuestros  intereses  hasta  cierto  punto,  y  aun  estamos  oblíg-ados 
á  hacerlo  en  obsequio  de  la  paz  y  por  el  bien  de  la  sociedad 
humana.  FVro  si  se  intenta  despojarnos  de  un  derecho  esen- 
cial, si,  por  ejem|)lo,  un  vecino  ambicioso  amenaza  á  nuestra 
independencia,  no  debemos  vacilar  en  defenderlo,  cerrando  los 
oídos  á  toda  especie  de  transacción  ()  de  compromiso. 

La  mediación  es  de  un  uso  mucho  mas  general.  Sin  embar- 
co, estamos  autorizados  á  rechazarla  como  los  otros  medios 
conciliatorios,  cuando  es  j  atente  la  mala  fe  del  adversario  y 
con  la  demora  pudiera  aventurarse  el  éxito  de  la  guerra.  Pero 
la  aplicación  de  esta  máxima  es  algo  delicada  en  la  práctica. 
El  que  no  cpjiere  ser  mirado  como  un  perturbador  de  la  tran- 
quilidad pública,  se  guardará  de  atacar  atropelladamente  al 
Eslado"(pie  se  ])resta  álasvia's  coiicihatorias,  si  no  puede  justi- 
ficar á  los  ojos  del  nnindo  que  con  estas  apariencias  de  paz  solo 
.*;e  trata  de  inspirarle  una  falaz  seguridad  y  de  sorprenderle. 
Y  aunque  cada  nación  es  el  único  juez  de  la  conducta  que  la 
justicia  y  el  interés  de  su  conservación  la  autorizan  á  adoptar, 
el  abuso  de  su  natural  independencia  en  esta  parto  la  hará  jus- 
tamente odiosa  á  las  otras  naciones,  v  las  incitará  tal  vez  á  fa- 
vorecer  á  su  enemigo  y  á  ligarse  con  él. 

8. 

Agotados  los  medios  de  conciliación,  llega  el  caso  de  hacer 
uso  de  otros,  que  sin  romper  culeramente  las  relaciones  de  paz 
y  amistad,  son  ya  un  empleo  de  la  fuerza. 

El  primero  d»;  estos  medios  es  el  /nJion,  íjmc  consiste  en  ha- 
cer fiufrír  á  la  potencia  ofensora  la  misma  especie  de  daíío  que 
rlln  ha  inferido  á  la  ¡lOtencia  agraviada. 

El  talion,  consideradíj  como  una  i)e!ia,  destinada,  no  á  re- 
parar i\  daño  hecho,  sino  á  proporcionar  una  seguridad  para 
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lo  futuro  escarmentando  al  ofensor,  es  un  medio  demasiado 
costoso  entre  particulares,  porque  dobla  el  mal  á  que  se  aplica 
como  remedio,  y  aun  es  menos  conveniente  á  las  naciones, 
porque  entre  estas  la  pena  caeria  difícilmente  sobre  los  auto- 
res del  daño.  ¿  Qué  derecho  habria  para  cortar  la  nariz  ó  las 
orejas  al  embajador  de  un  bárbaro  que  hubiese  tratado  al  nues- 
tro de  este  modo?  Semejante  procedimiento  podría  solo  jus- 
tificarse, cuando  el  acto  talionado  fuese  habitual  en  la  nación 
ofensora,  cuyos  subditos  serian  entonces  responsables  de  la 
conducta  de  su  gobierno,  y  cuando  por  otra  parte  fuese  nece- 
sario el  talion  para  la  seguridad  de  los  subditos  i)ropios. 

Señalaremos  las  especies  de  talion  que  no  tienen  nada  de 
contrario  al  derecho  natural  y  están  autorizados  por  la  cos- 
tumbre. 

Cuando  el  tratamiento  que  reciben  en  un  Estado  los  subditos 
de  otro,  sin  llegar  á  violar  sus  derechos  perfectos,  no  parece 
bastante  liberal  ó  equitativo,  la  nación  que  se  cree  tratada  con 
poca  consideración  ó  favor,  puede  intimar  que  usará  de  retor- 
sión^ esto  es,  que  tratará  del  mismo  modo  á  los  subditos  de 
la  otra  ;  y  nada  le  prohibe  llevar  á  efecto  la  intimación  como 
un  medio  de  obligar  al  otro  soberano  á  variar  de  conducta. 
Asi  se  practica  frecuentemente  en  materias  de  navegación  y 
comercio,  adoptando  un  Estado  respecto  de  otro  reglamentos 
particulares,  semejantes  á  los  que  el  segundo  ha  establecido 
con  respecto  al  primero. 

En  materia  de  injurias  contra  hi:^  personas,  á  todo  lo  que 
se  extiende  el  Derecho  de  gentes  reconocido  por  las  naciones 
modernas,  es  á  apresar  y  detener  á  los  subditos  de  otro  Es- 
tado, sea  para  lograr  de  este  modo  la  seguridad  de  los  subdi- 
tos propios,  cuando  hay  fundamento  jjara  temer  que  se  les 
maltrate,  sea  para  obtener  la  reparación  competente,  cuamlo 
se  ha  inferido  la  injuria.  Las  j)ersonas  así  detenidas  se  consi- 
deran como  una  prenda,  y  su  libertad  sola  est;'i  empeñada.  Xo 
hay,  pues,  un  verdadero  tidion  en  esto  caso. 

Guando  se  trata  de  una  deuda  reconocida,  ó  cuyo  reconoci- 
miento se  demora  con  pretextos  frivolos,  ó  se  niega  á  virtud 
de  una  sentencia  manifiestamente  parcial  ó  injusta  ;  ó  cuando 
s.c  trata  de  una  injuria  ó  daño,  (jue  puede  valuarse  en  dinero, 
y  resarcirse  por  el  apresamiento  de  j)roi)iedades  de  iiiual  valor, 
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se  arosluinbra  hacer  uso  do  /v7;n'^v?y//?5,  apoderándose  la  na- 
rion  a^Míiviaila  (\c  lo  iiue  i)erlenece  á  la  nncioii  ofensora,  y 
apropiáiulúselo  liasla  eoiicurrencia  de  la  deuda  ó  do  la  esli- 
niaeion  del  daño  recibido  con  los  intereses  correspondientes. 
Si  la  ofensa  ha  sido  cometida  }ior  parlicidares,  no  es  lícito  or- 
denar ó  conceder  rei)resalias,  sino  á  consecuencia  de  la  dene- 
gación de  justicia  del  soberano  do  la  ])í\v[c  ofensora,  el  cua 
hace  de  este  modo  suy;i  la  culpa. 

Las  propiedades  apresadas  pueden  ser  públicas  ó  de  parti- 
culares. De  Estado  á  Estado,  lo  que  pertenece  á  los  miembros 
se  mira  como  perteneciente  ;d  cueri)0  ;  de  que  se  sigue  que 
en  1 1  ejercicio  de  las  represalias  no  se  hace  diferencia  entre 
los  bienes  de  los  particulares  y  los  del  público.  Es  verdad  (|ue 
de  este  modo  parece  recaer  sobre  los  individuos  la  satisfacción 
por  unos  actos  en  (pie  no  han  tenido  parte  ;  pero  esta  culpa 
es  del  Estado  deudor,  á  (juien  loca  indemnizar  á  sus  ciudada- 
nos por  los  daños  que  les  ha  acarreado  su  injusticia  (1) 

Están  sujetas  al  ejercicio  de  las  represalias  todas  las  propie- 
dades que  lo  están  ;d  apresamiento  en  tiempo  de  guí^'r;).  Las 
í'xcepciones  son  las  mismas  con  respecto  al  uno  y  al  otro,  y  se 
tratará  de  ellas  en  la  i)arte  segunda. 

Solo  la  jiotestad  suprema  tiene  la  facultad  de  ordenar  ó  con- 

(1)  ««  La  lesión  que  se  traía  de  \engar  por  las  represalias  puede  haber 
sido  comeiida.  Na  en  el  Estado  ú  soberano,  ya  en  los  pariicularijs,  y  las 
represali:is  puedfn  liac('i>e  por  los  mismos  medios  que  se  emplearon  para 
cometer  la  ofensa,  (luando  un  soberano  ha  \iolado  los  dereclios  de  otro, 
la  sali-ifaccion  qu»'  esle  loma  debe  ser  sobre  los  derechos  del  agresor  misrro, 
y  no  extenderse  á  los  subditos.  Si  un  soberano  extranjero  ha  hecho  ;i¡iri- 
^ionar  ilegalmenle  á  nuestro  enviado,  podemos  hacer  otro  lanío  con  el 
j^uyo,  ó  ejercer  represalias  sobre  cualquiera  otro  (hí  los  dercclios  que  le 
pertefipren  ;  poro  no  seria  justo  v('n|:ar  afiuella  injuria,  coníiscaiuio  las 
niercadería'i  ilc  los  subditos.  L^s  Estados  de  Europa  siguen  tan  eslricla- 
menle  romo  les  es  ¡losible  la  ley  del  liiliín...  Las  represalias  deben  limitarse 
á  \oi  derechos  de  cuyo  despojo  puedo  un  soberano  indemnizar  á  los  súbdi- 
lOH  ;  la  delencion  y  coiifi-carion  esi.in  permitidas  ;  poro  la  respoiisal)ili  lad 
del  «-xtranjero  pnr  los  tuertos  ile  su  haciou  n(j  debe  extenderse  .i  la  vida  : 
solo  la  jruerra  «la  lu(far  á  semejantes  represalias  »..  ..  «  En  to<i«)S  los  casos 
en  que  nos  es  licilo  auxiliar  á  un  aliado,  nos  es  periniíiilo  usar  de  represa- 
lias contra  la  potencia  que  ha  \iolado  sus  derechos.  ¿  Será  necesario  advertir 
que  el  uso  de  rxi-re^^alias  rontra  un  tercero  que  no  ha  sido  C('implic('  de  la 
injuria  «-s  unn  injusticia  evidente?  Si  un  beli;!eranle  ha  violado  un  territo- 
rio neutral  á  pr'l-\lo  de  haberse  cometido  jior  su  advcirsario  una  lra-^,'re- 
sioii  i^nal,  semejante  ejemphj  no  es  ^u^(■,ienle  |iani  establecer  cosluii  hre 
legítima.  »  ^Sclimal/,  I.  VL  ch.  5.' 
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ceder  represalias.  Cuando  un  particular  se  cree  dañado  en  sus 
intereses  por  una  potencia  extranjera,  recurre  á  su  soberano 
para  que  le  permita  usar  de  represalias,  y  se  le  autoriza  al 
efecto  por  una  patente  que  se  llama  letras  de  represalia  ó  letras 
de  marca.  Sin  ella  correria  peligro  de  ser  tratado  como  ladrón 
ó  pirata. 

Como  la  protección  que  el  soberano  debe  á  sus  subditos  es  lo 
único  que  autoriza  este  medio  de  obtener  justicia,  se  sigue  qíie 
las  letras  de  represalia  no  pueden  darse  nunca  á  favor  de  ex- 
tranjeros no  domiciliados.  Pero  el  Derecho  universal  de  gentes 
no  se  opone  á  que  los  tenedores  ó  ejecutores  de  estas  letras  sean 
subditos  de  otros  Estados. 

Si  son  justas  las  represalias,  es  permitida  la  violencia  con- 
tra los  que  se  resisten  á  ellas,  y  si  se  hace  necesario  quitarles 
la  vida,  se  debe  ecliar  la  culpa  de  esta  desgracia  á  su  injusta 
oposición. 

La  palabra  represalias  suele  tomarse  en  un  sentido  mas  ge- 
neral que  el  que  acaba  de  dársele,  aplicándola  á  todo  acto  de 
talion. 

Algunas  veces  en  lugar  de  confiscarse  desde  luego  los  efec- 
tos apresados,  se  detienen  solamente,  sea  con  el  objeto  de  res- 
tituirlos en  caso  de  obtenerse  por  otros  medios  la  reparación 
del  daño  recibido,  sea  como  una  medida  de  seguridad,  cuando 
se  teme  fundadamente  que  van  á  ser  violados  los  derechos 
de  propiedad  de  la  nación  ó  de  los  subditos.  Esta  medida  de 
detención  provisional  se  llama  embargo^  y  participa  de  la  na- 
turaleza del  embargo  hostil  ó  bélico,  de  que  se  tratará  mas 
adelante. 

El  últhno  medio  que  tenemos  de  hacernos  justicia  es  apelar 
á  las  armas,  rompiendo  todas  las  relaciones  de  paz  y  amistad 
con  la  nación  ofensora.  Pasamos  entonces  atestado  de  guerra, 
que  va  á  ser  la  materia  de  los  capitules  que  siguen. 


PARTE    SEGUNDA. 


ESTADO    DE   GUERRA 


CAPITULO  I. 

CONSIDERACIONES  GENERALES  RELATIVAS  A  LA  GUERRA. 

i.  Definición.  —  2.  Legitimidad  de  la  guerra.  —  3.  Sus  causas.  —  4.  For- 
malidades previas.  —  5.  instrumentos  de  la  guerra. 

1. 

Guerra  es  la  vindicación  de  nuestros  derechos  por  la  fuerza. 
Dos  naciones  se  hallan  en  estado  de  guerra,  cuando  á  conse- 
cuencia del  empleo  de  la  fuerza  se  interrumpen  sus  relaciones 
de  amistad. 

Se  dice  que  la  paz  es  el  estado  natural  del  hombre  ;  y  que 
si  se  emprende  la  guerra,  es  para  obtener  una  paz  segura, 
su  único  lin  y  objeto  legitimo.  Es  preciso  confesiu*  que  la 
casi  no  interrumpida  serie  de  contiendas  hostiles  que  pre- 
sentan los  anales  del  género  humano,  da  algún  color  á  la 
guerra  general  y  constante  de  todos  contra  todos,  que  es  la 
base  de  la  extravagante  teoría  de  Hobbes,  y  á  la  opinión  de  va- 
rios autores,  (jue  hal)iondo  observado  el  carácter  de  las  tribus 
indias,  sostienen  que  el  hombre  en  el  estado  salvaje  tiene  un 
instinto  y  apetito  nativo  de  guerra.  Pero  tampoco  admite  duda 
que  uno  de  los  primeros  resultados  de  la  civilización  es  el 
amor  á  la  paz  y  el  justo  aprecio  de  sus  inestimables  bienes  (1). 

^1)  Valle!,  1.  11,  cli.  I  ;  Kenl,  [i.  1.  K-cl,  J. 
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Se  llama  guerra  pública  la  que  so  hace  entre  naciones,  y 
querva  privad íi  la  que  se  liace  entre  particulares.  Desde  el  es- 
tablecimiento de  la  sociedad  civil,  el  derecho  de  hacer  la  g'uerra 
pertenece  exclusivamente  al  soberano,  y  los  particulares  no 
pueden  ejercerlo,  sino  cuando  privados  de  la  protección  del 
cuerpo  social,  la  naturaleza  misma  los  autoriza  á  repulsar  una 
injuria  por  todos  los  medios  posibles. 

Xo  hay,  i)ues,  guerra  legítiiim  sino  la  que  se  hace  por  la 
autoridad  soberana.  La  constitución  del  Estado  determina 
cuál  es  el  órgano  de  la  soberanía  á  quien  compete  declarar  y 
hacer  la  guerra  (1).  Pero  esta  facultad,  como  todas  las  otras, 
reside  originariamente  en  la  nación.  De  aquí  es  que  toda  guerra 
nacional  se  debe  considerar  como  legítima,  aunque  no  se  haya 
declarado  y  ordenado  por  la  autoridad  constitucional  compe- 
tente. La  guerra  ({ue  declararon  las  provincias  de  España  á 
José  Napoleón,  sostenido  por  las  armas  del  imperio  francés, 
tuvo  desde  el  principio  un  carácter  incontestable  de  legitimi- 
dad, sin  embargo  de  haberle  faltado  el  pronunciamiento  de 
todos  los  órganos  reconocidos  de  la  soberanía. 

3. 

Las  causas  de  la  guerra  son  de  dos  especies  :  razones  Jus- 
tificativas y  motivos  de  conveniencia. 

El  Un  legitimo  de  la  guerra  es  impedir  ó  repulsar  una  in- 
juria, obtener  su  reparación,  y  proveer  á  la  seguridad  futura 
del  injuriado,  escarmentando  al  agresor.  Por  consiguiente, 
las  razones  justilicativas  se  reducen  todas  á  injurias  inferidas 
ó  manifiestamente  am.'igadas  (entendiendo  siempre  por  injuria 
la  violación  di?  un  dereclio  jierfecto)  y  á  la  imposibilidad  de 
obtener  la  reparación  ó  seguridad,  sino  por  medio  de  las  ar- 
mas. Es  guerra  justa  la  que  se  emprende  con  razones  justi- 
Ikativas  sulicientes  (2). 

(I)  Valtel,  I.  III  .  ch.  I. 

(i  Lo.  i'.rrilor.r,  |,,iifios  y  ri  su  cjfm[)l<.  los  publirislas  modernos,  sue- 
lea llam;ir  junum  hrllum,  (jufirní  justn,  lo  que.  acercándonos  ma^  ;í  la 
»iguiflcacion  ürdinaria  M..  las  palahras,  llamamos  guerra  Ingítima. 
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Los  motivos  de  conveniencia  ó  de  utilidad  pública  pueden 
ser  de  varias  especies,  como  la  extensión  del  comercio,  la  ad- 
quisición de  un  territorio  fértil,  de  una  frontera  seg-ura,  etc. 
Por  grandes  que  sean  las  utilidades  que  nos  prometamos  de 
la  guerra,  ellas  solas  no  bastarían  para  hacerla  licita.  Al  con- 
trario, hay  casos  en  que  una  guerra  justísima  ocasionará  pe- 
ligros y  daños  de  mucha  mayor  importancia  que  el  objeto  que 
nos  proponemos  en  ella.  Entonces  nos  aconseja  la  prudencia 
desentendernos  del  agravio  ó  limitarnos  á  los  medios  pacíficos 
de  obtener  la  reparación,  antes  que  aventurar  los  intereses 
esenciales  ó  la  salud  del  Estado  en  una  contienda  temeraria. 

Se  llaman  pretextos  las  razones  aparentemente  fundadas, 
que  se  alegan  para  emprender  la  guerra,  p^ro  que  no  son  do 
bastante  importancia,  y  solo  se  emplean  para  paliar  designios 
injustos. 

La  guerra  es  defensiva  ú  ofensiva.  El  que  toma  las  armas 
para  rechazar  á  un  enemigo  que  le  ataca,  no  hace  mas  que 
defenderse ;  si  atacamos  una  nación  que  actualmente  se  halla 
en  paz  con  nosotros,  hacemos  una  guerra  ofensiva. 

La  defensa  no  es  justa  sino  contra  un  agresor  injusto.  Mas 
auníjue  toda  nación  está  obligada  á  satisfacer  las  justas  deman- 
das de  las  otras  y  reparar  los  daños  que  les  haya  hecho,  no 
])or  eso  debe  ponerse  á  la  merced  de  un  enemigo  irritado. 
Atacada,  le  toca  ofrecer  una  satisfacción  competente  :  si  no  se 
le  admite,  ó  se  le  imponen  términos  demasiado  duros,  la  re- 
sistencia es  legitima. 

Para  que  la  guerra  ofensiva  sea  justa,  es  necesario  que  lo 
sea  su  objett),  (pie  reclamemos  el  goce  de  un  derecho  fundado, 
ó  la  satisfacción  de  una  injuiia  evidente,  y  que  la  guerra  sea 
ya  el  único  arbitrio  que  nos  queda  para  lograrlo. 

El  in  remento  de  poder  de  un  Estado  no  autoriza  á  los  otros 
á  híicerle  la  guerra,  á  iiretexto  del  peligro  que  amenaza  á  su 
seguridad.  Es  prcviso  haber  recibido  una  injuria  ó  hallarse 
visiblemente  amagado,  para  (jue  sea  permitido  el  recurso  á  las 
armas.  No  se  debe  objetar  que  la  salud  ])ública  es  la  suprema 
ley  del  Estado.  El  poder  y  la  intención  de  hacer  mal  no  están 
necesariamente  unidos.  Solo,  pues,  cuando  una  potencia  ha 
dado  pruebas  repetidas  de  orgullo,  y  de  una  desordenada  am- 
bición, hay   motivo  })ara  nnrarla  como  un  vecino  peligroso. 


4  50  ruiNcinos 

Mas  aun  enlónct's  no  son  las  armas  el  único  medio  de  precaver 
la  ajjresion  de  un  poderoso  Estatlo.  El  mas  eficaz  es  la  confe- 
deración de  otras  naciones,  (pie  reuniendo  sus  fuerzas,  se 
hagan  capaces  de  ecpiilibrar  las  de  la  potencia  que  les  causa 
recelos,  y  de  imponerle  respeto.  Se  })uede  también  pedirle 
garanlias,  y  si  rehusase  concederlas,  esta  negativa  la  haria 
fundadamente  sospechosa,  y  justiticaria  la  guerra.  Ultima- 
mente,  cuando  una  i)otencia  da  á  conocer  sus  miras  ambicio- 
sas, atacando  la  independencia  de  otra,  ó  llevando  sus  demandas 
mas  allá  de  lo  que  es  justo  y  razonable,  es  licito  á  las  demás, 
aun  en  el  Derecho  interno,  después  de  tentar  los  medios 
pacilicos  interponiendo  sus  buenos  oficios,  favorecer  á  la  nación 
oprimida. 

Cuando  un  vecino  en  medio  de  una  paz  profunda  construye 
fortalezas  sobre  nuestra  frontera,  equipa  escuadras,  junta 
numerosos  ejércitos,  provee  sus  almacenes,  en  una  palabra, 
hace  preparativos  de  guerra,  tenemos  derecho  para  solicitar 
que  se  explique  y  nos  dé  á  conocer  la  causa  de  ellos,  y  aun 
]>ara  ])edirle  seguridades,  si  se  nos  ha  hecho  sospechosa  su 
buena  fe.  La  negativa  seria  suficiente  indicio  de  malos  de- 
signios. 

No  se  debe  mirar  como  justo  motivo  de  guerra  la  conducta 
viciosa  ó  criminal  de  una  nación,  siempre  que  no  viole  ó  ponga 
en  [)eligro  los  derechos  perfectos  de  otra.  Nada  produciría 
mayores  inconvenientes  <|ue  la  facultad  que  algunas  potencias 
se  han  arrogado  íle  castigar  á  un  pueblo  independiente,  eri- 
giéndose de  su  j)ropia  autoridad  en  vengadoras  de  la  causa  de 
I)ios  y  de  las  buenas  costumbres. 

Toca  principalmente  á  la  nación  ofendida  la  vindicación  de 
sus  derechos.  Aunque  la  guerra  no  puede  ser  por  ambas  par- 
tes justa,  es  muy  posible  que  ambas  estén  de  hueca  fe.  Y 
como  un  Estado  no  puede  erigirse  en  juez  de  los  otros,  debe 
considerar  las  armas  de  los  dos  bi^ligerantes  como  igualmente 
justas,  á  lo  menos  por  lo  tocante  á  los  efectos  externos,  y 
hasta  i\\u'  la  controversia  se  decida.  Tal  es  la  regla  gcmeral, 
que  8<í  deriva  de  la  indej)endenc¡a  de  las  naciones,  ['ero  esa 
misma  independencia  da  ?i  un  tercero  el  derecho  de  hacer  causa 
común  con  aijUí»!  beligerante  que  le  parece  tener  de  su  parte 
h  juKticm,  asi  como  da  á  cualquiera  de  las  otras  naciones  el 
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derecho  de  declararse  contra  esta  intervención,  y  resistirla  con 
las  armas,  si  la  considera  inicua. 

El  soberano  que  emprende  una  guerra  injusta  comete  el 
mas  grave,  el  mas  atroz  de  los  crímenes,  y  se  hace  respon- 
sable de  todos  los  males  y  horrores  consiguientes  :  la  sangre 
derramada,  la  desolación  de  las  familias,  las  rapiñas,  violen- 
cias, devastaciones,  incendios,  son  obra  suya.  Él  es  reo  para 
con  la  nación  enemiga,  cuyos  ciudadanos  ataca,  oprime  y  mata 
desapiadadamente  :  reo  para  con  su  propio  pueblo,  arrastrán- 
dole á  la  injusticia,  y  exponiéndole  sin  necesidad  á  todo  género 
de  peligros  :  reo  en  fin  para  con  el  género  humano,  cuyo  reposo 
turba,  y  á  quien  da  un  ejemplo  tan  pernicioso.  Él  está  obligado 
á  la  reparación  de  todos  estos  daños  ;  pero  por  desgracia 
muchos  de  ellos  son  irreparables  por  su  naturaleza,  y  el  re- 
sarcimiento de  los  que  pueden  repararse  excede  mucho  á  sus 
fuerzas.  La  restitución  de  las  conquistas,  de  los  prisioneros  y 
de  los  efectos  que  se  hallan  en  ser,  no  admite  dificultad,  cuando 
se  reconoce  la  injusticia  de  la  guerra.  La  nación  en  cuerpo  y 
los  particulares  deben  desprenderse  de  la  mal  habida  posesión 
de  estos  bienes,  y  restituirlos  á  los  dueños  antiguos. 

Pero  los  generales,  oficiales  y  gente  de  guerra  no  están 
obhgados  en  conciencia  á  la  reparación  de  los  daños  que  han 
hecho,  como  instrumentos  del  soberano,  sino  cuando  la  guerra 
es  tan  palpablemente  inicua,  que  no  se  puede  suponer  ninguna 
secreta  razón  de  Estado,  capaz  de  justificarla,  porque  en  todos 
los  casos  susceptibles  de  duda  los  particulares,  y  especialmente 
los  militares,  deben  atenerse  al  juicio  del  gobierno  (I). 

Tal  es  la  justicia  de  la  guerra,  considerada  en  el  Derecho 
interno,  ó  con  respecto  á  la  conciencia.  En  el  Derecho  externo, 
esto  es,  atendiendo  á  los  efectos  que  nacen  de  la  libertad  é 
independencia  de  las  naciones,  toda  guerra  legítima  es  justa, 
de  manera  que  los  derechos  fundados  sobre  este  estado  de 
hostilidad  (v.  g.  la  propiedad  de  las  adijuisiciones  hechas  por 
las  armas)  dependen,  no  de  las  razones  justificativas,  sino  de 
la  legitimidad  de  la  guerra  :  de  lo  cual  se  sigue  que  todo  lo 
que  es  lícito  al  uno  de  los  beligerantes  en  virtud  del  estado  de 
guerra,  lo  es  también  al  otro.  Pero  no  debe  perderse  de  vista 

(I)  Vallel,  Mil,  ch.  11. 


J52  PRINCIPIOS 

que  esle  derecho  no  disminuye  el  reato,  ni  puede  tranijuilizar 
la  conciencia  del  agresor  inicuo,  jjorque  solo  produce  los 
eítxHos  exteriores  de  la  justicia,  y  la  impunidad  entre  los  hom- 
bres ^\). 

4. 

La  mayor  parte  de  los  publicistas  opinan  que  para  la  jus- 
ticia de  la  guerra  no  basta  que  tengamos  un  motivo  fundado 
de  queja,  y  que  se  nos  haya  rehusado  la  satisfacción  compe- 
tente, ni  para  su  legitimidad,  (pie  la  autorice  el  soberano.  Se- 
gún ellos,  debemos  ademas  declarar  la  guerra^  esto  es,  inti- 
mar públicamente  á  la  nación  ofensora  que  vamos  ya  á  recurrir 
al  úliimo  remedio,  á  emplearla  fuerza  para  reducirla  á  la  razón. 
Otros  sostienen,  que  demandada  la  satisfacción,  y  rehusada 
por  nuestro  adversario,  no  necesitamos  ninguna  otra  formalidad 
para  apelar  á  las  armas.  Hé  aquí  las  razones  que  por  una  y 
otra  parte  se  alegan. 

Los  que  están  por  la  necesidad  de  la  declaración  formal, 
dicen  que  el  declarar  la  guerra  es  un  deber  para  con  los  sub- 
ditos propios,  á  quienes  es  necesario  instruir  de  los  peligros 
que  van  á  correr  por  mar  y  tierra  ;  y  que,  por  otra  j)arte,  la 
guerra  crea  ciertos  derechos,  cuyo  principio  es  preciso  lijar. 
¿Cómo,  por  ejemplo,  se  conocerá  si  una  presa  hecha  al  ene- 
migo hacia  la  época  del  rompimiento  es  buena  ó  mala,  si  no 
es  señalando  por  medio  de  una  declaración  formal  y  solemne 
e\  punto  fijo  en  que  espira  la  paz  y  principia  la  guerra?  Aña- 
dfn  que  debemos  en  obsequio  de  la  paz  hacer  lui  último  es- 
fuerzo, intimando  al  enemigo  la  inevitable  alternativa  de  some- 
terse á  la  satisfacción  i)edida,  ó  de  remitirse  á  la  decisión  de 
las  armas ;  qué  hay  una  especie  de  alevosia  en  atacarle  sin 
previa  denunciación  ;  y  que  si  no  se  notilica  el  nuevo  estado 
de  rosas  á  las  demás  naciones,  no  podrán  contraer  ni  cumplir 
las  obligaciones  j)ropias  del  carácter  n(;ulral. 

Los  que  sostienen  la  opinión  contraria,  responden  que  si  el 
fioberano,  haciendo  la  guerra  antes  de  declararla,  adopta  la 
medida  qun  If»  parece  mas  conveniente  á  la  salud  del  Pastado, 
en  nada  falla  á  lo  qiií-  dobe  á  sus  subditos  ;  y  que  su  conducta 

(1;  V»U«I,  I.  111,  rli.   15 
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para  con  ellos  es  un  punto  en  que  las  otras  naciones  nada  tie- 
nen que  ver,  y  que  por  tanto  no  influye  en  la  justicia  externa, 
ni  en  la  legitimidad  de  la  guerra.  Según  ellos,  el  rompimiento 
efectivo  de  las  hostilidades  deterniina  de  un  modo  tan  claro  el 
principio  de  las  hostilidades  como  pudiera  hacerlo  una  decla- 
ración solemne  ;  y  una  vez  demandada  la  satisfacción  y  rehu- 
sada, se  pueden  tomar  todas  las  medidas  conducentes  á  la  mas 
pronta  y  fácil  reparación  del  agravio.  El  Derecho  de  gentes, 
dice  el  mismo  Vattel  (que  es  uno  de  los  que  sostienen  la  nece- 
sidad de  la  declaración),  no  nos  obliga  á  dar  tiempo  á  nuestro 
adversario  para  prevenir  una  injusta  defensa.  Podemos,  según 
él,  diferir  la  declaración  hasta  el  punto  mismo  de  invadir  su 
frontera,  y  aun  hasta  después  de  haber  entrado  en  su  territorio 
y  ocupado  en  él  un  puesto  ventajoso,  con  tal  que  en  este  último 
caso  no  se  proceda  á  cometer  hostilidades,  sino  aiiuellas  que 
la  resistencia  de  los  habitantes  haga  indispensables.  <í  Si  el  que 
entra  asi  en  el  territorio  de  otra  nación  (dice  este  autor)  guarda 
una  severa  disciplina,  y  declara  que  no  viene  como  enemigo, 
que  no  cometerá  ninguna  violencia,  y  hará  saber  al  soberano 
la  causa  de  su  venida,  no  deben  los  habitantes  atacarle,  y  si 
se  atreven  á  ello,  le  será  licito  escarmentarlos.  No  es  permi- 
tido á  los  subditos  comenzar  las  hostilidades  sin  orden  del 
soberano,  sino  limitarse  á  ocupar  los  puestos  ventajosos  y  ;i 
defenderse  en  ellos,  si  son  atacados.  «  Pero  el  entrar  en  terri- 
torio ajeno  á  mano  armada,  es  una  operación  hostil,  un  insulto, 
que  constituye  un  estado  de  guerra,  y  solo  puede  justificarse 
por  él ;  y  según  la  doctrina  misma  de  Vattel,  se  hallan  los 
subditos  facultado^:  y  aun  obligados  á  resistirlo,  ponjue  la 
autoridad  del  soberano  se  presume  legitimamente  en  todo  acto 
de  necesaria  defensa.  ¿Qué  gobernador  de  provincia,  pudiendo 
rechazar  una  fuerza  extraña  que  intentase  ocupar  el  territorio 
que  le  está  confiado,  dejaría  de  hacerlo,  ó  creeria  que  el  espe- 
cioso lenguaje  del  comandante  de  esta  fuer/a  dejaba  su  res- 
ponsabilidad á  cubierto?  Vattel,  ])ues,  admite  en  sustancia  que 
por  lo  tocante  al  enemigo,  se  pueden  comenzar  las  operaciones 
hostiles  sin  declarar  la  guerra. 

Añádt^se,  que  en  el  estado  actual  del  mundo  no  es  posible 
que  una  potc^ncia  equipe  una  tLUa  ó  levante  un  ejército,  sin 
((ue  lo  sepan  al  instante  las  otras.  La  nación  amenazada  co- 
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ñoco  de  anlomnno  el  peligro  que  corre.  Si  se  exige,  pues,  la 
declaración  para  cpie  un  pueblo  que  reposa  tranquilo,  confiado 
en  la  buena  le  de  sus  vecinos,  no  sea  pérfulaniente  atacado,  y 
para  que  la  i'onducta  de  la  potencia  agresora  no  se  parezca  <á 
la  del  salteador  que  se  lanza  improvisamente  sobre  el  pasajero 
indefenso,  este  objeto  se  logra  completamente  con  la  facilidad 
y  rapiílez  que  el  comercio  ha  dado  á  las  comunicaciones,  con 
la  perspicaz  vigilancia  de  los  intereses  privados,  demasiado 
suscepübles  tal  vez  de  alarmarse,  y  con  la  práctica  de  lega- 
ciones permanentes,  que  da  á  cada  Estado  los  medios  de  es- 
piar la  conducta  de  los  gabinetes  extranjeros.  Ni  se  debe  lla- 
mar sorpresa  la  agresión  de  una  potencia  que  apela  á  las  armas 
j (revocad a  por  un  procedimiento  de  su  adversario,  después  de 
haberle  notificado  que  lo  miraria  como  un  acto  de  hostilidad  (1). 

Cuando  se  suscita  una  controversia  delicada  entre  dos  po- 
tencias y  hay  fundamento  para  temer  que  sea  necesario  re- 
currir á  la  fuerza,  cada  cual  de  ellas  empieza  á  tomar  medidas 
para  un  inmediato  rompimiento ;  y  nadie  ignora  lo  perniciosas 
que  son  estas  alarmas  á  la  industria,  al  comercio,  á  la  hacien- 
da pública,  á  la  felicidad  general ;  ¿pero  podria  prevenirlas  una 
declaración  que  solo  se  hiciese  el  momento  antes  de  atrevesar 
la  frontera  con  un  ejército,  ó  de  dar  orden  para  el  apresa- 
miento de  las  propiedades  enemigas  en  el  mar? 

En  cuanto  alas  otras  potencias,  no  seria  razón  exigir  que  se 
portasen  como  neutrales,  aun  cuando  la  guerra  se  hubiese  de- 
clarada formalmente,  sino  después  de  trascurrir  el  tiempo  ne- 
cesario para  que  hubiese  llegado  el  hecho  á  su  noticia.  Sus 
obligaciones  emanan  del  conocimiento  positivo  ó  presunto  del 
estado  de  guerra,  y  este  conocimiento  pueden  adquirirlo  ó  por 
la  mera  notoriedad  del  rompimiento,  ó  por  una  notificación 
posterior  á  rl. 

nynkej'schoek  sostiene  (pie  este  es  un  punto  que  depende 
enteramente  de  la  costumbre,  y  cita  varios  ejemplares  de 
tnierrag  comenzadas  sin  una  declaración  previa,  en  los  dos  si- 
kIo»  quf  le  precedieron.  Del  tiempo  de  Bynkerschoek  al  mies- 
Iro  panxe  haberse  decidido  [)or  la  prácticH  do  las  nacioiKís, 
que  la.s  hostilidades  pued<Ti  principiar  legilimamente  sin  ella. 

(I)  Sebaijili.  I.  VI,  rh.  i. 
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Desde  la  paz  de  Versálles  de  1769,  se  ha  procedido  en  el  con- 
cepto de  que  todas  las  consecuencias  necesarias  y  legítimas  de 
la  guerra,  respecto  de  las  potencias  neutrales,  nacen  de  la  exis- 
tencia de  las  hostilidades,  notificada  por  uno  de  los  beligeran- 
tes. Con  respecto  al  enemigo,  el  retiro  del  ministro  se  ha  mi- 
rado como  e((uivalente  á  una  declaración  en  forma.  Pero  aun 
este  paso  previo  se  ha  omitido  algunas  veces  entre  las  na- 
ciones mas  civihzadas.  En  el  rompimiento  de  los  Estados  Uni- 
dos contra  la  Inglaterra  en  1812,  comenzaron  las  hostilidades 
por  parte  de  la  república  americana,  luego  que  las  autorizó  el 
Congreso,  sin  dar  tiempo  á  que  llegase  A  la  Gran  Bretaña  la 
noticia.  Sin  embargo,  es  preciso  observar  que  la  opinión  pú- 
blica se  ha  declarado  casi  siempre  contra  semejante  con- 
ducta (1). 

Podemos  sentar  con  alguna  seguridad  las  proposiciones  si- 
guientes : 

1*  Lo  que  constituye  una  verdadera  alevosia  es  la  sor- 
presa. 

2*  Un  rompimiento  no  precedido  de  la  aserción  de  nues- 
tros derechos  y  de  la  demanda  de  satisfacción,  es  una  sor- 
presa. 

3=»  Un  procedimiento  de  nuestro  adversario,  que  de  ante- 
mano hemos  declarado  se  miraria  como  un  acto  de  hostilidad, 
hace  innecesaria  una  nueva  declaración  para  dar  principio  á  la 
guerra. 

4'  La  omisión  de  esta  formalidad  es  claramente  lícita  contra 
las  potencias  que  no  acostumbran  observarla. 

5*  Aunque  la  notoriedad  de  la  guerra  equivale  á  una  notitl- 
cacion  respecto  de  las  potencias  neutrales,  es  mas  conve- 
niente notificarla  de  un  modo  formal  y  solemne  que  no  dé  lugar 
á  disputas  (2). 

6*  La  declaración  es  superfina  con  respecto  al  enemigo, 
cuando  las  hoslilidades  han  principiado  por  su  parte,  y  con 
respecto  jí  los  neutrales,  cuando  el  otro  beligerantt^  les  ha  no- 
tificado la  existencia  del  estado  de  guerra. 

7'  La  promulgación  de  la  guerra  es  necesaria  para  que  los 


;i)  Kcnt,  p.  I,  It'ct.  3. 
<2)  Kent,  »6. 
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subditos  conlraigMii  las  obligaciones  del   estado  de  guerra. 

La  deelaracion  de  guerra  es  simple  ó  condicional.  En  la  pri- 
mera se  derlara  iiositivamenle  la  guei-ra  ;  en  la  segunda,  ame- 
nazamos hacerla  si  nuestro  adversario  no  se  allana  iniíiediata- 
menle  á  la  satisfacción  demandada. 

Antes  ó  después  de  comenzar  la  guerra,  suelen  los  belige- 
rantes publicar  una  exposición  délas  causas  justificativas  de 
ella,  que  se  dice  ninni/iesto,  y  va  á  veces  incorporada  en  la  de- 
ciaracion.  Suele  asimismo  el  uno  ó  la  otra  contener  las  órde- 
nes generales  que  el  soberano  da  tí  sus  subditos  relativamente 
á  las  operaciones  hostiles.  Pero  elol)jeto  principal  del  manifies- 
to es  conciliarnos  la  opinión  de  los  otros  Estados,  haciendo  pa- 
tente la  justicia  de  nuestra  causa.  Apenas  es  necesario  adver- 
tir que  el  lenguaje  de  estos  documentos  debe  ser  noble  y  deco- 
roso :  una  nación  culta  no  olvida,  ni  aun  con  su  enemigo,  el 
respeto  que  debe  á  las  otras. 

5. 

Sigúese  hablar  de  los  instrumentos  de  la  guerra  (1),  bajo 
cuyo  título  entendemos  aqui  las  personas  que  componen  la 
fuerza  armada  de  mar  y  tierra.  El  Derecho  de  gentes  se  limita 
á  considerar  este  punto  en  cuanto  puede  poner  en  conflicto  los 
derechos  de  diversos  Estados. 

1°  Toda  potencia  puede  alistar  en  sus  ejércitos  á  los  extran- 
jeros que  voluntariamente  se  presentan  á  servirle  en  ellos  : 
se  llaman  mercenarios  los  que  no  estando  domiciliados  en  el 
país,  asientan  plaza  bajo  ciertas  condiciones.  Como  no  deben 
senício  alguno  á  un  soberano  extraño,  sino  en  virtud  del  pacto 
de  enganche,  es  necesario  cumplirles  puntualmente  lo  prome- 
tido, y  .si  se  les  falta  á  ello,  pueden  retirarse  y  abandonar  el 
sen'icio  de  un  principe  infiel;  ])ero  bajo  todos  los  otros  res- 
pectos contraen  |)or  su  víjluntariü  empeño  las  obligaciones  de 
los  hüldadüs  nativos.  No  se  deben  con  tundir  con  los  mci'cena- 
ri08  los  auxiliares,  esto  es,  las  tropas  «inc  un  soberano  snmi- 
nislni  á  otro,  pnra  (|ue  le  sirvan  en  la  guerra. 

2*Coinr»í;l  den'cho  de  alislai"  tropas   pcrtenet^e  excliisiva- 

(I)  VaUel.  I.  III,  rU.'i. 
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mente  al  soberano,  no  se  puede  sin  su  permiso  hacer  reclutas 
en  su  territorio  para  el  servicio  de  otro  Estado ;  y  el  que  con- 
traviene á  esta  regla,  aunque  solo  emplee  la  seducción,  se 
hace  culpable  did  plagíalo  ó  hurlo  de  hombres,  y  se  expone  á 
la  pena  de  muerle.  El  soberano  que  autoriza  este  delito  en  las 
tierras  de  otro  Estado,  le  hace  una  injuria  que  se  mira  como 
justo  motivo  de  guerra. 

3**  Los  extranjeros  transeúntes  están  exentos  de  todo  servi- 
cio militar  compulsivo. 

4°  Aunque  los  extranjeros  domiciliados  no  tienen  derecho 
á  igual  exención,  no  es  costumbre  obligarlos  í\  alistarse  en  la 
tropa  de  linea,  y  lo  mas  que  suele  exigirse  de  ellos  es  el  ser- 
vicio en  los  cuerpos  cívicos  ó  guardias  nacionales,  que  por  lo 
común  toman  poca  ó  ninguna  parte  en  las  operaciones  de  la 
guerra. 

50  Es  contra  todo  derecho  obligar  á  los  extranjeros  á  tomar 
pai'te  en  las  disensiones  civiles. 

6°  Un  pueblo  bárbaro,  que  desconoce  los  deberes  de  la  hu- 
manidad y  las  leyes  de  la  guerra,  debe  mirarse  como  enemigo 
del  género  humano  :  en  las  irrupciones  de  estos  pueblos  no 
hay  persona  á  quien  no  alcance  la  obligación  de  socorrer  á  la 
sociedad  en  cuvo  seno  vive. 


CAPITULO  IL 

EFECTOS   INMEDIATOS    DE    LA    GUERRA. 

1.  Principios  generales.  —  2.  Efectos  del  rompimiento  sobre  las  personas 
y  cosas  de  un  beli^'cranle  situadas  en  el  terrilorio  del  otro.  —  3.  Sus- 
pensión de  ludo  trato  y  comercio  entre  los  dos  beligerantes. 

1. 

Según  el  Derecho  de  la  guerra,  reconocido  por  las  naciones 
antiguas,  y  aun  en  gran  parte  por  los  jmeblos  modernos, 
luego  que  un  soberano  la  declara  á  otro,  todos  los  subditos  del 
primero  pasan  á  ser  enemigos  de  todos  los  subditos  del  se- 
gundo :  los  enemigos  conservan  este  carácter  donde  quiera 
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que  están,  uiiéntras  no  dejan  de  ser  miembros  de  la  sociedad 
con  quien  nos  hallamos  en  guerra  :  es  licito  usar  de  violencia 
contra  ellos  en  cualquier  parte,  como  no  sea  territorio  neu- 
tral ;  las  cosas  del  enemigo,  ya  consistan  en  electos  materiales, 
ya  en  derechos,  créditos  ó  acciones,  se  vuelven  respecto  de 
nosotros  res  nullius ;  podemos  apoderarnos  de  ellas  donde 
quiera  que  se  encuentren,  menos  en  territorio  neutral ;  y  ocu- 
padas verdaderamente,  podemos  luego  trasíerir  su  propiedad 
aun  á  las  naciones  neutrales  (1). 

Pero  el  rigor  de  estas  máximas  se  halla  considerablemente 
mitigado  en  la  práctica,  sobre  todo  en  las  hostilidades  terres- 
tres; y  es  de  creer  que  el  influjo  de  la  cultura  y  el  ascendiente 
del  comercio  extiendan  cada  dia  mas  las  excepciones,  hasta 
que  la  guerra  venga  á  ser  una  contienda  de  soberanos,  en  que 
no  se  ataquen  las  personas,  ni  se  haga  daño  á  las  propiedades 
particulares,  sino  en  cuanto  lo  exigan  las  operaciones  de  los 
ejércitos  y  escuadras,  dirigidas  exclusivamente  á  la  ocupación 
del  territorio  y  de  los  demás  bienes  públicos.  En  esta  impor- 
tante transición  se  han  dado  ya  algunos  pasos,  y  el  objeto 
principal  en  (jue  vamos  á  ocuparnos  desde  ahora,  es  deslindar 
la  extensión  y  manifestar  las  aphcaciones  y  restricciones  de 
cada  uno  de  los  principios  generales  que  acaban  de  indicarse. 

2. 

¿Están  sujetas  á  confiscación  las  propiedades  enemigas  que 
se  hallan  en  nuestro  territorio  al  estallar  la  guerra,  y  pueden 
hacerse  prisioneras  las  personas  enemigas  en  el  mismo  caso  ? 
Según  Vattel  (2),  t  los  extranjeros  han  entrado  en  el  país  con 
penniso  del  soberano,  y  bajo  la  protección  de  la  fe  pública  :. 
el  soberano,  permitiéndoles  entrar  y  morar  en  sus  tierras,  les 
ha  prometido  tácitamente  toda  libertad  y  seguridad  para  salir. 
Es  justo,  pues,  darles  un  plazo  suüciente  para  que  se  retiren 
con  sus  efectos  ;  y  si  se  ven  detenidos  por  algún  obstáculo 
insuperable,  por  ejemplo,  una  enfermedad,  se  les  debe  pro- 
loo^ar  ealí!  plaxo.  .  El  argumento  en  que  se  funda  la  regla 
ptrece  mas  ('specioso  que  sólido.  La  guerra  pone  lin  ó  suspende 

}t  v.iu-i.  .    III,  ,.|i.  r,,  13. 
(1>L.  111,  cb.  4,  J63. 
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á  lo  menos  los  tratados  mas  explícitos  y  solemnes  ;  ¿  por  qué 
ha  de  ser  de  mejor  condición  un  pacto  tácito  ?  Otra  razón  de 
mas  peso  es,  que  la  regla  contraria,  si  se  observase  general- 
mente, seria  perniciosisima  al  comercio,  por  la  inseguridad  y 
alarma  que  produciría  cada  rumor,  verdadero  ó  falso,  de  una 
desavenencia  entre  dos  Estados.  Las  convenciones  comerciales 
en  que  tan  frecuentemente  se  ha  estipulado  la  libertad  de  las 
personas  y  bienes  de  los  subditos  de  una  potencia  en  los  do- 
minios de  otra,  cuando  sobreviene  entre  ambas  la  guerra, 
prueban  suficientemente  que,  según  el  juicio  de  los  gobiernos 
mismos,  el  beneficio  que  como  beligerantes  pudieran  reportar 
de  la  regla  contraria,  no  compensa  los  inconvenientes  y  pér- 
didas á  que  expondrían  su  comercio  observándola.  Podemos, 
pues,  dar  por  sentado,  que  la  regla  de  que  se  trata  en  su  resul- 
tado total,  es  perniciosa  al  género  humano,  y  que  por  consi- 
guiente no  está  fundada  en  ningún  verdadero  derecho  de  los 
beligerantes,  porque  el  fundamento  de  todo  derecho  es  la  uti- 
lidad que  produce  á  los  hombres. 

No  estará  de  mas  observar  cuál  ha  sido  y  es  actualmente  la 
doctrina  y  la  práctica  de  algunas  de  las  principales  naciones 
modernas  con  relación  á  este  punto.  La  Magna  Charla  de  los 
ingleses  disponía,  que  los  comerciantes  subditos  del  enemigo 
que  se  liallaran  en  el  reino  al  estallar  la  guerra,  fuesen  dete- 
nidos sin  daño  de  sus  propiedades  y  efectos,  hasta  saberse 
cómo  eran  tratados  por  el  enemigo  los  comerciantes  ingleses ; 
y  si  nuestros  comerciantes,  decia  la  Carta,  son  bien  tratados 
por  el  enemigo,  los  suyos  lo  serán  también  por  nosotros. 
Montesquieu  se  admira  de  que  se  hubiere  dado  lugar  á  esta 
liberal  providencia  en  un  convenio  entre  un  rey  feudal  y  sus 
barones,  hecho  con  el  objeto  de  asegurar  las  libertades  y  fue- 
ros de  los  ingleses.  Pero  esta  medida  se  limitaba  á  los  comer- 
ciantes residentes,  y  según  se  cree,  domiciliados  en  Inglaterra. 
Mucho  mas  liberal  fué  la  ordenanza  de  Carlos  V  de  Francia, 
en  que  se  prevenía  que  los  comerciantes  extranjeros,  residen- 
tes en  el  reino  al  principiar  las  hostilidades  con  su  nación,  no 
tuviesen  nada  ijue  temer,  antes  bien  se  les  dejase  partir  Ubre- 
mente  y  llevar  sus  efectos.  Por  un  estiUuto  de  Eduardo  111  de 
Inglaterra  se  ordenó  también,  que  se  les  diese  la  compel^ile 
noticia  y  un  plazo  de  cuarenta  días  para  que  saliesen  con  sus 
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efectos  libremente  ó  los  vendiesen ;  y  si  por  alj^un  accidento 
se  viesen  imposibilitados  de  hacerlo,  se  les  doblase  este  plazo. 
El  Congreso  norte-americano  pareció  animado  de  iguales  sen- 
timientos de  equidad  en  su  acta  de  O  julio  de  1798,  autorizando 
al  Presidente  para  (pie  en  caso  de  guerra  concediese  á  los 
subditos  de  la  nación  enemiga  todo  el  tiempo  compatible  con 
la  seguridad  pública,  durante  el  cual  pudiesen  recobrar,  ena- 
jenar y  remover  sus  propiedades,  y  veriíicar  su  salida  (i). 

No  va  acorde  con  esta  práctica  la  doctrina  que  los  tribunales 
británicos  profesan  actualmcnle  Ellos  reconocen  la  legitimi- 
dad dol  embargo  hostil  ó  bélico^  esto  es,  la  íucultad  de  dete- 
ner las  propiedades  enemigas  existentes  en  el  territorio  en  el 
momento  de  principiar  la  guerra,  ó  de  temerse  un  rompimientq 
próximo.  Hé  aqui  las  expresiones  de  que  se  valió  sir  William 
Scott,  juez  de  la  corte  de  almirantazgo,  y  uno  de  los  mas  emi- 
nentes publicistas  de  la  Gran  Bretaña,  en  el  caso  del  buque 
holandés  Boceles  Lust,  y  en  circunstancias  de  haberse  orde- 
nado un  embargo  de  las  propiedades  holandesas  sin  previa  de- 
claración de  guerra.  La  conducta  de  Holanda,  en  el  concepto 
de  la  corte,  debia  mirarse  como  una  declaración  implícita, 
cuyos  efectos  fueron  coníirmados  y  sancionados  por  la  decla- 
i-acion  formal  que  sobrevino  después.  «  La  detención  tuvo  al 
principio  un  carácter  equívoco,  y  si  la  controversia  hubiese 
parado  en  una  avenencia  amigable,  aquel  procedimiento  se  hu- 
biera convertido  en  un  mero  embargo  civil,  y  terminaría  como 
tal.  La  avenencia  hubiera  obrado  retroactivamente.  De  la  misma 
suerte,  sobreviniendo  la  guerra,  da  un  carácter  hostil  al  em- 
bargo, que  deja  de  ser  desde  este  momento  un  acto  equívoco, 
susceptible  de  dos  interpretaciones  diversas,  y  aparece  como 
una  medida  de  hostilidad  ub  inilio.  Los  ef(!ctos  embargados 
pueden  ya  mirarse  como  propiedad  de  personas  que  han  irro- 
gado injurias  y  rehusado  resarcirlas.  Este  es  un  resultado  ne- 
cesario, si  no  interviene  contrato  expreso  para  la  restitución 
de  la  propiedad  embargada  antes  de  la  declaración  formal  de 
guerra.  »  En  el  caso  d(il  J/crsíelder,  declaró  el  mismo  juez,  que 
c  la  época  de  las  hostilidades  no  comenzaba  ;i  la  fecha  de  la 
declararion  formal,  porque  esta  se  aplicaba  entonces  de  una 

'^1;  Kfiil  1  (.'ovimi  iit,  |i.  I,  lect.  3. 
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manera  retroactiva  (1).  »  Lord  Mansíield  expresó  igual  doctrina 
en  el  tribunal  del  Banco  del  Rey  :  «  Todos  los  buques  del  ene- 
migo  son  detenidos  en  nuestros  puertos  al  tiempo  de  la  decía 
ración  de  guerra,  para  confiscarse  después,  si  uq  tiene  lugar 
la  avenencia  (2).  » 

Se  pretende  fundar  este  procedimiento  en  el  derecho  de  re- 
presalias. Pero  las  represalias  son  una  especie  de  talion,  que 
se  aplica  solo  á  injurias  de  un  género  particular,  es  decir,  á 
las  que  afectan  el  derecho  de  propiedad.  Extenderlas  á  todos 
los  (lemas  casos  es  lo  mismo  (pie  dar  por  sentado  ([ue  es  licito 
proceder  á  operaciones  hostiles  antes  de  la  declaración  formal 
de  guerra  ;  á  que  se  agrega  ({ue  si  hay  razón  para  eximir  de 
la  captura  béhca  las  propiedades  enemigas  existentes  en  el 
f  territorio  á  la  época  del  rompimiento,  la  misma  razón  milita 
á  favor  de  ellas  contra  el  ejercicio  del  Derecho  de  represalias, 
por  fundado  que  sea :  á  menos  que  el  enemigo  haya  provocado 
esta  conducta  con  su  ejemplo. 

a  No  obstante  el  gran  peso  de  las  autoridades  que  hay  á  fa- 
vor de  la  moderna  y  mas  benigna  interpretación  de  las  reglas 
del  Derecho  internacional  sobre  esta  materia,  la  cuestión  (dice 
un  publicista  americano)  está  ya  decidida  en  sentido  contrario 
por  los  tribunales  de  este  país,  los  cuales  han  declarado, 
como  principio  incontrovertible,  que  la  guerra  autoriza  al  sobe- 
rano para  apresar  las  personas  y  confiscar  las  propiedades  del 
enemigo  en  cimh[iiiera  parto  que  se  encuentren,  y  que  las 
mi  ligaciones  de  esta  rigida  máxima,  introducidas  por  la  sa- 
bia y  humana  j)olítica  de  los  tiempos  modernos,  podian  in- 
fluir mas  ó  menos  en  el  ejercicio  del  derecho,  pero  no  podian 
menoscabarlo.  Las  naciones  comerciales  tienen  siemjjre  una 
gran  cantidad  de  efectos  y  valores  en  manos  del  extranjero. 
Si  sobreviene  un  rompimiento,  la  conducta  que  debe  obser- 
varse con  las  jtropiedades  ont^nigas  exislentes  en  el  territorio 
l)r()pio,  es  mas  bien  una  cuestión  de  política  (pie  de  estricta 
justicia,  y  su  resolución  no  compele  á  los  juzgados.  El  dere- 
cho de  apresarlas  existe  en  el  ('ongreso;  y  sin  un  actn  Icgis- 


l)  Chilhjs  Commercial  Lato,  1.   I,  p.  HO,  117. 
{'■1)  KenCs  Cowment.,  p.  1.,  lecl.  3. 
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lalivo  (jiio  antoriro  su  (^ontisiracioii,  osli'm  bajo  fl  amparo  de  la 
It'V  (1).  » 

De  loilos  modos,  el  lenguaje  oficial  y  l;i  })ríiclica  de  los  di- 
versos Estadios  no  ha  sido,  por  lo  lornníc  á  Jas  mcrcadcnas, 
bastante  uniforme  para  deducir  de  ello  una  regla  cualquiera,  y 
mucho  menos  la  regla  que  parece  dictada  por  el  interés  del 
comercio.  \.í\^ personas  \mn  sido  mas  generalmente  respetadas. 

Las  deudas  conlraidas  por  los  ciudadanos  propios  con  los 
sididitos  de  la  potencia  enemiga  antes  de  la  declaración  de 
guerra,  deben  naturalmente  sujetarse  á  la  misma  regla  que 
las  pnqúedades  enemigas  tangibles.  El  derecho  de  confiscar- 
las ha  sido  reconocido  por  los  moralistas  de  la  antigüedad, 
entre  ellos  Cicerón,  })or  las  leyes  civiles  romanas,  por  Grocio, 
Pulíendorf,  Bynkersclioek,  etc.  Hasta  mediados  del  siglo  XVllI 
se  ])nede  decir  (jue  la  opinión  estaba  generalmente  á  su  favor, 
líny  (lia  prevalece  entre  los  escritores  el  dictamen  contrario  ; 
y  aunque  los  juzgados  de  Norte  América  han  sostenido  ter- 
minantemente la  existencia  del  derecho,  sujetando  su  ejerci- 
cio, como  en  el  caso  anterior,  á  la  decisión  de  la  legislatura, 
han  admitido  al  mismo  tiempo  que  la  práctica  universal  era 
abstenerse  de  usarlo  (2). 

De  lo  dicho  podemos  deducir  :  1"  (|ue  las  naciones  civiliza- 
das no  han  revocado  (•xi)resamente  el  derecho  de  confiscación 
(h'  las  propiedades  y  créditos  del  enemigo  existentes  en  el 
territorio  á  la  época  del  rompimiento  ;  2°  que  la  opinión  pú- 
Idica  parece  decididamente  contraria  al  ejercicio  de  semejante 
derecho  ;  y  >i°  que  los  gobiernos  jiiisiiios  lo  (consideran  como 
«lañoso  á  sus  permanentes  y  mas  esenciales  intereses. 

La  práctica  mas  autorizada  es  conceder  á  los  enemigos  un 
plazo  razonable  jiara  quv  disi)ongan  de  sus  efectos  y  verifi- 
quen su  salida,  lo  cual  se  hace  g(?neralmente  en  la  declara- 
ción de  guerra.  Sus  personas  ó  bienes  no  se  apresan  ó  cm- 
líargan,  sino  como  medida  de  tallón  i')  de  seguridad,  cuando 
bis  personas  ú  bienes  d(;  los  ciudarlanos  ¡jropios  han  sido  (h;- 
tenidos  í'n  el  tí'n-itorio  enemigo,  ó  linidadaniente  se  teme  (pie 
lo  sean.  Algunas  veces  se   les  pernnie  perman(!cer  (MI  el  país 


(1)  Keiii.  i6. 
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durante  la  guerra,  ejercitando  sus  ocupaciones  ordinarias.  En 
fin,  por  lo  tocante  á  los  contratos  entre  los  subditos  de  los  dos 
beligerantes,  la  guerra  termina  ó  suspende  su  ejecución,  y  los 
derechos  recíprocos  que  la  terminación  ó  suspensión  no  ha 
extinguido  en  los  contratantes,  pueden  hacerse  valer  en  los 
tribunales,  luego  que  se  restablece  la  paz. 


Como  la  guerra  (1)  pone  fin  á  todo  trato,  á  toda  comunica- 
ción entre  los  beligerantes,  no  solo  termina  ó  suspende  la  eje- 
cución de  los  pactos  existentes,  sino  ({ue  hace  de  todo  punto 
nulos  aquellos  que  los  particulares  de  las  dos  naciones,  sin 
permiso  expreso  de  los  respectivos  soberanos,  celebren  entro 
si  durante  la  guerra. 

Según  la  doctrina  de  los  tribunales  ingleses,  ningún  ron- 
trato  hecho  por  un  súbdiío  con  un  enemigo  en  tiempo  de 
guerra,  puede  ser  reconocido  y  llevado  á  efecto  por  una  judi- 
catura británica,  aunque  se  intente  la  acción  después  de  res- 
tablecida la  paz ;  de  manera  que  si  A,  subdito  de  la  nación 
enemiga,  teniendo  valores  en  poder  de  B,  subdito  británico 
residente  en  la  Gran  Bretaña,  gira  una  libranza  contra  B,  á 
favor  de  G  ,  subdito  británico  residente  en  pais  enemigo ,  y 
este,  restaljlecida  la  paz,  demanda  á  B,  se  ha  decidido  que  es 
inadmisible  la  acción. 

El  seguro  de  una  proi)iedad,  la  remesa  de  fondos  en  hHras 
ó  dinero,  en  una  palalira,  la  constitución  de  todo  derecho  en- 
tre los  subditos  de  los  dos  beligerantes,  son  actos  ilicilos  qut^ 
no  producen  ningún  efecto  en  juicio  ;  y  la  prohibición  se  ex- 
tiende aun  á  las  comunicaciones  que  se  hacen  indirectamente 
ü  i)or  rodeo,  es  decir,  por  la  intervención  de  terceros.  El  va- 
lerse, i)ues,  de  un  i)uerlo  neutral  en  las  expediciones  de  ida 
ó  vuelta,  con  el  obj(;lo  de  disfrazar  el  comercio  con  el  (Mkmmí- 
go,  no  le  da  un  carácter  legílimo. 

De  la  inhabilidad  de  los  beligerantes  y  de  sus  resp(H'livos 
ciudadanos  para  eomei'ciíu*  entre  sí,  es  consecuencia  precisa, 


(l)  Hn  osle  arlículo  se  ha  compendiado  la  doctrina  do  Cliilly    [Commer 
cial  Lnw,  vol.  I,  cli.  8,  sccl.  1),  y  do  Ki-n    {Commeut  ,  p.   I,  cli.  3). 
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que  aun  los  contratos  anteriores  á  la  guerra,  si  no  son  sucep- 
tibles  lie  suspenderse,  (luedan  lerininados  por  ella.  De  aquí 
es  que  las  conqiariías  de  comercio,  compuestas  de  socios  que 
á  virtud  del  estado  de  guerra  se  hallan  en  la  relación  de  ene- 
migos, se  disuelven  inmediatamente,  á  dilerencia  de  otros 
contratos  que  solo  se  suspenden  para  revivir  á  la  paz. 

Un  agente  neutral  empleado  por  un  subdito  en  operaciones 
de  comercio  con  el  enemigo,  no  les  da  un  carácter  legal  que 
exima  de  conliscacion  las  mercaderías.  Pero  pueden  muy  bien 
los  neutrales  trasierir  á  los  subditos  la  propiedad  de  sus  bu- 
ques y  cargas,  surtos  en  aguas  enemigas,  sin  que  la  localidad 
de  los  buques  haga  ilícita  la  traslación  ;  bien  entendido  que  los 
comerciantes  domiciliados  en  territorio  enemigo,  á  cualquiera 
nación  (jue  pertenezcan,  no  se  consideran  bajo  este  respecto 
como  neutrales. 

Tan  rígida  es  en  este  punto  la  práctica,  que  no  se  permite 
á  los  ciudadanos  extraer  de  país  enemigo  sus  propiedades  sin 
permiso  especial,  y  la  infracción  de  esta  regla  las  sujeta  á  con- 
fiscación. Pero  si  lüs  propiedades  han  sido  embarcadas  antes 
de  la  guerra,  aunque  el  buque  permanezca  algún  tienqjo  des- 
pués en  aguas  enemigas,  se  restituyen  á  su  dueño,  probando 
este,  (jue  á  la  primera  noticia  de  las  hostilidades  empleó  toda 
la  diligencia  posible  para  alterar  el  destino  del  viaje  ó  zarpar 
del  puerto  enemigo.  En  Inglaterra  y  en  los  Estados  Unidos  de 
América  no  admiten  los  juzgados  la  excepción  de  haberse  com- 
prado los  efectos  antes  de  estallar  la  guerra. 

No  por  esto  se  desentienden  los  juzgados  de  las  razones  par- 
ticulares de  equidad  que  })ucdan  autorizar  alguna  vez  la  inob- 
servancia de  la  regla.  En  el  caso  del  bu(|ue  Dreo  Gebroedcrs^ 
ob.servó  Sir  W.  Scott,  (pie  la  alegación  de  extraer  fondos  pro- 
pios situados  en  el  territorio  enemigo,  debe  siempre  rec¡])irse 
con  nnicha  circunspección  y  cautela  ;  pero  ({ue  cuando  la  ope- 
ración aparece  claramente  haberse  ejecutado  de  buena  fe  con 
este  olijeto,  se  puede  usar  de  alguna  indulgencia. 

Siendo  permitido  á  cada  cual  restringir  y  cercenar  como 
guste  el  ejíTcicio  de  los  derechos  (pie  exclusivamente  le  per- 
tenecen, el  soberano  d(í  una  n;ic¡oii  (jue  h;ic(í  la  guerra  i)or  sí 
sola  puede  í\í\v  jmsuvantos  ó  permisos  particulares  de  cíjíncn^io 
con  el  enemigo  ;  pero  de  dos  ó  mas  potencias  aliadas  ninguna 
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puede  concederlos  sin  aprobación  de  las  otras.  Los  aliados  ha- 
cen causa  común  en  la  guerra;  y  es  una  condición  implícita 
en  el  pacto  de  alianza,  que  ninguno  de  ellos  comerciará  con 
el  enemigo  sin  el  consentimiento  de  los  otros,  porque  esto  se- 
ria contrariar  el  oLjeto  de  la  coalición.  Por  consiguiente  cada 
beligerante  tiene  dereclio  para  detener  y  confiscar  las  propie- 
dades de  los  subditos  de  sus  aliados,  empleadas  en  este  ilícito 
tráfico  (1). 

Esta  prohibición  de  comerciar  con  el  enemigo  Comprende, 
y  aun  con  mayor  severidad,  á  los  carteles  ó  buques  parlemen- 
tarios  que  se  emplean  en  el  canje,  ó  rescate  de  los  prisioneros 
de  guerra,  y  sujeta  á  la  pena  de  confiscación  todo  comercio 
que  se  haga  á  bordo  de  estos  buques  sin  expreso  permiso  de 
uno  y  otro  beligerante.  El  ínteres  de  la  humanidad  exige  que 
no  se  abuse,  para  objetos  de  especulación  mercantil,  de  las 
limitadas  comunicaciones  que  las  leyes  de  la  guerra  permiten 
con  el  enemigo,  y  que  tan  necesarias  son  para  templar  de  al- 
gún modo  sus  horrores  y  acelerar  su  fin. 

(1)  Sea  que  el  pasavante  se  dé  á  un  subdito  para  comerciar  con  el  ene- 
migo, ó  á  un  enemigo  para  comerciar  con  ios  subditos,  debe  ser  otorgado 
por  el  gobierno  supremo,  ó  por  una  auloridad  á  quien  este  liaya  delegado 
expresamente  la  facultad  de  otorgarlo,  ó  que  la  tenga  por  su  naturaleza. 
Un  cónsul  no  la  tendria.  Un  almirante  podría  suspender  el  ejercicio  de 
los  derechos  de  la  guerra  por  las  naves  que  manda  actualmente  ;  pero  no 
pudría  conceder  un  pasavante  para  mas  allá  de  lus  limites  de  su  est:icion 
ó  aposialero.  Véase  el  caso  de  la  IJope,  Dodsoii's  Keports,  I,  p  2áG,  y 
]\'heatoHS  Elements,  p.  IV',  cli.  3,  g  13. 
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CAPITl  LO  111. 

nt  l.AS    HOSTILIDADES    EN    GENEHAI.,  V    DE    LAS    HOSTILIDADES  CONTRA 

LAS  PERSONAS. 


I.  IlostilHuilos  011  general:  derecho  de  los  particulares  en  la  guerra.  — 
á.  Princi|tio  relativo  a  todo  jícnero  de  hostilidades.  —  3.  Cómo  se  deho 
tratar  al  enemigo  que  se  rindo.  —  i,  Al  enemigo  que  por  su  edad,  sexo 
ü  jirofesioii  no  opone  resistencia.  —  5.  Y  á  los  prisioneros  de  guerra.  — 
1).  Miramiento  particular  á  la  persona  de  los  soberanos  y  jefes.  —  7.  Mo- 
dos de  lioslilidad  ilícitos. 


No  solaineiUo  (1)  es  pi'ivativo  del  soberano  determinar  y  de- 
ciai-ai'  la  ^u(M"i'a,  sino  dirig'ir  las  operaciones  de  ella. 

I^os  subditos,  sej^iiii  Vallel,  no  pueden  cometer  hostilid;ides 
sin  orden  del  soberano,  si  no  es  en  el  caso  de  una  necesaria 
defí'nsa.  La  orden  del  soberano  es  general  ó  particular.  La 
primera  se  dirijíe  á  la  nación  toda.  Las  declaraciones,  mani- 
Hestos  y  proclamas,  rpie  hablan  á  todos  los  habitantes  notiíi- 
cíindoles  el  eslado  de  guerra,  y  exhortándoles  á  sostener  los 
derechos  de  la  patria  ó  á  repulsar  al  enemigo  que  la  invade, 
son  órdenes  generales.  Las  órdenes  i)aríiculares  se  comuni- 
can á  los  jefes  militares,  á  los  oficiales,  soldados,  armadores  y 
guerrilleros.  Las  órdenes  generales,  según  el  escritor  citado, 
no  nos  facultan  sino  para  detener  las  personas  y  i)ropiedade3 
oneinigas  que  vienen  á  nuestro  poder  ;  d*;  manera  ({ue  cuando 
los  paisanos  cometen  actos  d(!  hostilidad  sin  comisión  pública, 
se  les  trata  como  ladrones  y  bandidos  :  lo  cual  no  se  opone  á 
que  se  presuma  legilimamente  en  algunos  casos  la  aii  I  oriza- 
clon  del  soberano,  como  si  obr.'iran  con  una  comisión  t;icita  ; 
V.  g.  cuando  (d  pueblo  dí^  una  ciudad  oí'U))ada  por  (d  enemi- 
go, se  levanta  contra  la  guarnición. 

No  ílídíon,  |»ues,  tomarse  al  pié  de  la  Idi-a  las  e.\[)rcsiones  de 

I)  Se  ha  compendiado  la  doctrina  de  Vattel,  liv.  111,  cli.  i:,. 
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que  suele  hacerse  uso  en  las  declaraciones  de  guerra  y  otras 
órdenes  generales,  mandando  á  los  ciudadanos  correr  á  las 
armas;  porque  el  uso  ha  dado  á  este  lenguaje  una  interpreta- 
ción limitada. 

Pero  el  mismo  Vattel  sienta  que  «  si  los  subditos  tienen 
necesidad  de  una  orden  del  soberano  para  hacer  la  guerra,  no 
es  en  virtud  de  alguna  obligación  para  con  el  enemigo,  porque 
desde  el  momento  que  una  nación  toma  las  armas  contra  otra, 
se  declara  enemiga  de  todos  los  individuos  de  esta,  y  los  auto- 
riza á  tratarla  como  tal.  ¿Qué  razón  tendria,  pues,  para  ((ne- 
jarse de  las  hostilidades  que  las  personas  privadas  cometiesen 
contra  ella  sin  orden  superior?  Asi  que,  la  regla  de  ((ue  habla- 
mos pertenece  mas  bien  al  Derecho  público  general  (jue  al  De- 
recho de  gentes  propiamente  dicho.  » 

De  aquí  se  sigue,  cjue  solo  el  soberano  estcá  autorizado  á 
castigar  i\  sus  subditos,  cuando  cometiendo  hostilidades  sin  or- 
den suya,  quebrantan  una  de  las  leyes  esenciales  de  toda  so- 
ciedad civil ;  y  (pie  estas  hostilidades,  aunque  opuestas  á  la 
costumbre,  irregulares  y  peligrosas,  no  son  actos  de  latrocinio 
(')  piratería,  ni  sus  ejecutores  deben  ser  tratados  como  bandi- 
dos; á  uK'uos  que  por  una  conducta  atroz  ó  pérfida,  contrju'ia 
á  los  principios  inmutables  de  la  justicia  natural  y  el  Derecho 
de  gentes,  se  constituyan  enemigos  del  g(''nero  humano.  Fuera 
de  este  caso,  á  todo  lo  que  el  otro  beligrante  puede  exten- 
derse, es  á  privarlos  del  beneficio  de  las  leyes  mitigadas  de  la 
guerra,  que  hoy  se  observan  entre  los  })ueblos  cultos. 

Sígnese  también  de  lo  dicho,  (jue  por  lo  tocante  al  enemigo, 
son  legítimas  las  presfis  hechas  por  personns  privadas  sin 
comisión  especial.  Kl  asunto  se  ha  discutido  varias  veces  en  la 
Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos  de  América,  la  cual  ha 
declarado  como  doctrina  del  Derecho  de  gentes,  ([iie  si  los  sub- 
ditos apresan  propiedades  enemigas  sin  autoridad  del  sobc- 
i-auo,  se  exponen  á  ser  castigados  por  este,  p(U'o  no  iulViui^cu 
ninguna  de  las  leyes  de  }»resa,  y  el  enemigo  no  tiene  razoii 
I)ara  considerarlos  como  delincuentes  (1). 

(i)  Kent,  p.  I,   It'ct.  Ti. 
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El  fin  logílimo  (1)  de  la  guorra  da  (IíM'ocIio  á  los  medios  no- 
oosariospara  ohtonorlo  ;  lodo  lo  ({ur  i)asa  do  oslo  limito  es  eou- 
Ir.irio  á  la  ley  natural.  Y  aiiiKnie  segim  esta  máxima,  el  dere- 
elio  i\  (al  o  cual  acto  de  hostilidiid  dei)eiido  de  las  circunstan- 
cias, y  un  mismo  acto  puede  ser  lícito  ó  no  set»'un  la  variedad 
de  los  casos;  sin  embar^'O,  como  es  diíicil  sujetar  á  re^4as 
precisas  la  exigencia  de  cada  caso,  y  por  otra  parto  al  sobe- 
i'ano  solo  es  á  (piien  toca  juzg-ar  do  lo  (pu^  su  situación  particu- 
lar le  j)ermite,  es  menester  que  las  naciones  adopten  principios 
generales  (jue  dirijan  en  este  punto  su  conducta.  Si  un  acto,' 
pues,  considerado  en  su  generalidad,  es  necesario  para  vencer 
la  resistencia  del  enemigo  y  alcanzar  el  oljjelo  de  una  guerra 
legitima,  deberá  tenerse  por  licito  según  el  Derecho  de  gentes, 
sin  embargo  de  (pie  empleado  sin  necesidad,  y  cuando  medios 
mas  suaves  habieran  sido  sulicientes,  sea  criminal  ante  Dios  y 
en  la  conciencia. 

Tratándose  on  la  guerra  de  obligar  por  la  fuerza  al  que  no 
quiere  oir  la  voz  de  la  justicia,  tenemos  el  derecl^o  de  ejecutar 
contra  nuestro  enenn'go  todo  aípiello  que  fuere  ncesario  para 
debilitarle  y  hacerle  incaj)az  de  sostener  su  iniqíudad,  y  pode- 
mos valemos  de  los  medios  mas  elicaces  de  lograrlo,  siempre 
que  no  sean  ilícitos  en  sí  mismos  y  conlrarios  á  la  ley  natural. 

De  este  principio  deduciremos  primeramente  las  reglas  par- 
ticulares relativas  á  las  hostilidades  contra  las  personas. 

3. 

El  í?nem¡go  (2)  que  nos  acomclc  injuslamentc  nos  obliga  á  i-e- 
piils.'ir  su  violencia,  y  el  (pn;  nos  opone  las  armas,  cuando  dc- 
iiiandainos  justicia,  sí»  hací»  verdadero  agresor.  Si  en  est(!  uso 
necesario  do  la  fuerza  llega  el  r-aso  de  matarle,  S(í  lo  debe  im- 
l»ut;ir  á  sí  mismo;  pues  si  para  no  atentar  contra  su  vida,  liu- 
biénemosdc  tolerar  sus  injurias,  los  buenos  serian  constanto- 

(l|  Vaikl,  m,  cíi.  8. 
(S)  Vatiel,  ib. 
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rasnte  víctimas  de  los  malos.  Tal  es  el  origen  del  derecho  do 
matar  al  enemigo  en  una  guerra  legítima ;  entendiendo  por 
enemigo  no  solo  al  primer  autor  de  la  guerra  sino  tá  todos  los 
que  com])aten  por  su  causa. 

Pero  de  aquí  tamjjíen  se  sigue  que  desde  el  punto  que  un 
enemigo  se  somete,  no  es  licito  quitarle  la  vida.  Debemos, 
pues,  dar  cuartel  á  todos  los  que  rinden  las  armas  en  el  com- 
bate, y  conceder  vida  salva  á  la  guarnición  que  capitula. 

El  único  caso  en  que  sé  puede  rehusar  la  vida  al  enemigo 
(lue  se  rinde,  y  toda  capitulación  á  una  plaza  que  se  halla  en 
la  última  extremidad,  es  cuando  el  enemigo  se  ha  hecho  reo 
de  atentados  enormes  contra  el  Derecho  de  gentes  :  la  nuierte 
es  entonces  necesaria  como  una  seguridad  contra  la  repetición 
del  crimen  :  pero  esta  pena  no  seria  justa  sino  cuando  reca- 
yese sobre  los  verdaderos  delincuentes.  Si  semejantes  actos 
fuesen  habituales  en  la  nación  enemiga,  todos  sus  individuos 
particii)arian  entonces  del  reato,  y  el  castigo  podría  caer  indi- 
ieren tómenle  sobre  cualquiera  de  ellos.  Así,  cuando  guerrea- 
mos con  un  pueblo  feroz  que  no  da  cuartel  á  los  vencidos  y  no 
observa  regla  alguna,  es  lícito  escarmentarle  en  la  persona  de 
los  prisioneros  que  le  hacemos,  porque  solo  con  esta  rigurosa 
medida  podemos  proveer  á  nuestra  seguridad,  obligándole  á 
variar  de  conducta. 

Si  el  general  enemigo  acostumbra  matar  á  los  rendidos  ó 
cometer  otros  actos  de  atrocidad,  podemos  notilicarle  que  tra- 
taremos del  mismo  modo  á  los  suyos,  y  si  no  varía  de  con- 
ducta, es  justificable  el  talion.  La  frecuencia  de  estos  actos 
hace  á  los  subditos  participantes  de  la  responsabilidad  del  jefe. 

En  el  siglo  XVll  se  creía  contrario  á  las  leyes  de  la  guerra 
defender  una  plaza  hasta  la  última  extremidad  sin  esperanza 
de  salvarla,  ó  atreverse  en  un  puesto  débil  á  hacer  cara  á  un 
ejército  real;  y  por  consiguienle  se  daba  la  muerte  al  coman- 
dante, y  aun  se  pasaba  la  tropa  á  cuchillo,  como  culpables  de 
una  inútil  (afusión  de  sangre.  Pim'o  este  es  un  punto  de  (pie  el 
enemigo  no  puede  se;*  juez  imparcial.  Esta  porfiada  resisten- 
cia ha  salvado  muchas  veces  plazas  cuya  conservación  parecía 
totalmente  desesperada  :  por  otra  parle,  deteniendo  las  arnuis 
enemigas  da  tiempo  á  la  nación  invadida  i)ara  juntar  y  inuicr 
en  movimiento  sus  fuerzas.  No  se  debe,  pues,  mirar  como  en- 
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terainonte  iiiúlil  la  resistencia,  y  (v*^  iiiuclio  inas  conforme  á  la 
razón  la  jiráclica  (jue  hoy  i'i^-e  no  solo  de  jierdonar  la  vida, 
sino  de  conceder  todos  los  honores  (]v  la  í^nerra  al  jefe  y  tropa 
en  tales  casos.  Una  conduela  conlr;'n'ia  se  rei)rol)fn'ia  como 
cruel  y  alroz,  y  la  intimación  de  la  nnierte  con  el  objeto  de  in- 
timidar á  los  sitiados  jiasai'ia  iioruii  insulto  bárbaro. 

( Jiando  se  rinde  una  i)laza,  se  acostumbra  castií^ar  con  la 
j)ena  de  muerte  cá  los  desertores  (jue  encuentran  en  ella,  y  me- 
nos que  se  haya  cajíilulalo  lo  contrario;  \)^vo  es  porcjue  se  les 
cois¡d3ra  como  ciu  la  lanos  traidores  á  su  patria,  no  como  ene- 
mip:os.  Ks  común  en  las  capitulaciones  conceder  al  jefe  que 
evacúa  una  plaza  la  facultad  de  sacar  cioi'to  número  de  carros 
cubiertos,  de  los  cuales  se  sirve  }iara  ocullai'  á  los  desertores 
V  salvarlos. 


4. 


Las  mujeres  (1),  niños  y  ancianos,  los  heridos  y  euftu'mos, 
son  enemigos  «pie  no  oponen  resistencia,  y  por  consií^iiienLo 
no  hay  derecho  de  quitarles  la  vida,  ni  de  maltratarlos  en  sus 
jiersonas  mientras  que  no  toman  las  armas.  Lo  mismo  se  a})lica 
á  los  ministros  del  altar  y  á  todas  las  profesiones  pacíficas. 
Lna  severa  disciplina  debe  rejn'imir  los  actos  de  violencia  á 
que  se  abandona  la  soldadesca  desenfrenada  en  las  plazas  {\ue 
se  toman  por  asalto.  Pero  en  nuestros  dias  hemos  visto  dema- 
siadas veces  violada  esta  refala. 

Después  de  un  combate,  debe  el  vencedor  cuidar  de  los  he- 
ridos que  el  enemigo  deja  en  el  canqjo  de  batalla.  Las  leyes 
de  la  humanidad  y  las  del  honor  vedan  matarlos  ó  desnudar- 
los. Se  ajustan  á  veces  aruiisticios  i)ara  enterrar  á  los  muertos 
y  trasportar  á  los  heridos. 

Cuando  se  esí)era  reducir  una  plaza  por  hambre,  se  rehusa 
dejar  salir  las  bocíis  inútiles.  Valtel  cree  que  las  leyes  d(í  la 
guerra  autorizan  esta  cíínducla.  Oíf'os  escritores  la  condenan 
como  un  resto  de  bai'barie. 

(1)  Vaual,  ib.  Schmalz,  VI,  3. 
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5. 


Aunque  las  leyes  estrictas  de  la  guerra  permiten  hacer  pri- 
sioneras á  toda  clase  de  personas  con  el  objeto  de  debilitar  ni 
enemigo,  entre  las  naciones  civilizadas  no  tiene  ya  lugar  esta 
práctica  sino  con  los  individuos  que  manejan  las  armas  :  si  al- 
guna vez  se  extiende  á  otros,  es  menester  que  haya  razones 
plausibles,  que  hagan  necesario  este  rigor  (1). 

No  es  lícito  matar  rá  los  prisioneros,  sino  en  los  casos  extre- 
mos, cuando  su  conocida  disposición  á  la  resistencia,  ó  el  apa- 
recimiento de  una  fuerza  enemiga,  que  viene  á  librarlos,  hace 
imposible  ó  peligrosa  su  guarda.  Solo  la  mas  imperiosa  nece- 
sidad pudiera  justificar  semejante  conducta  (2). 

El  antiguo  Derecho  de  gentes  autorizaba  para  esclavizar  ;i 
los  prisioneros.  Esta  era  una  de  las  compensaciones  ({ue  daba 
la  guerra  á  la,  nación  injuriada.  La  influencia  benéfica  de  la 
religión  cristiana  ha  hecho  desaparecer  esta  costumbre.  Se  les 
detiene,  i)ues,  hasta  la  terminación  de  la  guerra,  ó  hasla  ([ue 
por  mutuo  consentimiento  se  ajusta  un  convenio  de  canje,  <) 
rescate.  No  hay  derecho  para  reducirlos  á  esclavitud  sino  cuando 
personalmente  se  han  hecho  reos  de  algún  atentado  ([iic  tenga 
la  pe!:a  de  muerte. 

En  otro  tiempo  los  prisioneros  estaban  obligados  á  resca- 
tarse, y  el  rescate  perleiiecia  á  los  oliciales  ó  soldados  que  se 
habian  apoderado  de  sus  personas  en  hi  guerra.  De  esta  cos- 
tumbre se  ven  muchos  ejeini)l()s  en  la  edad  feudal.  La  de  los 
tiemj)Os  modernos  es  mas  suave.  El  estado  que  no  puede  con- 
seguir durante  la  guerra  la  libertad  de  los  ciudadanos  ([ue  han 
caído  en  poder  del  enemigo,  la  obtiene  á  lo  menos  por  medio 
del  tratado  de  paz. 

Se  retienen  á  veces  los  prisioneros  para  obti^ner  de  su  sol)(*- 
raiio  la  satisfacción  de  una  injuria  como  precio  de  su  libertad. 


(1)  En  esle  y  los  siguientes  ariíeulos  ilcl  presento  capítulo,  se  lia  seguido 
principalmento  á  Vatlel,  III,  ch.  8;  á  Schmalz,  VI,  cli.  3;  y  á  Wlioato», 
¡).   1,  ch.  tí,  i   1,  2,  3,   i. 

(í)  Rulherforlii,  II,  cli.  "J,  ^  15. 
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No  oslamos  entonces  obligados  á  soltarlos,  sino  después  de  ha- 
ber sido  satistVchos. 

Se  puede  asegurar  á  ios  i)risioneros  de  guerra,  encerrarlos 
y  aun  alarlos,  si  se  teme  que  se  levanten.  No  es  licito  maltra- 
tarlos de  otro  modo,  á  no  ser  en  i)ena  de  algún  crimen.  En  los 
oficiales  se  considera  como  suficiente  seguridad  su  palabra  de 
no  salir  de  cierto  distrito,  ó  de  no  tomar  las  armas  mientras 
dura  su  condición  de  prisioneros,  y  en  este  último  caso  suele 
dárseles  la  lacultad  de  ir  á  residir  donde  gusten  y  aun  en  su 
misma  patria.  1.a  infidelidad  en  el  cumplimiento  de  este  em- 
peño sagrado  no  solo  es  una  fea  mancha  en  el  honor,  sino  un 
crimen  contra  la  humanidad,  jiorciue  es,  en  cuanto  depende  del 
oficial  infiel,  desacreditar  la  palabra  de  los  demás  individuos  que 
se  hallen  en  una  situación  semejante,  hacer  necesaria  su  con- 
finacion,  y  agravar  las  calamidades  de  la  guerra. 

Es  injusto  forzar  ó  seducir  á  un  prisionero  de  guerra  á  ser- 
vir bajo  las  banderas  de  su  enemigo  ó  de  una  tercera  po- 
tencia. 

La  i)ropie(lad  de  un  individuo  no  pasa  ai  que  le  liace  prisio- 
nero, sino  en  cuanto  el  ai)resador  se  apodera  actualmente  de 
ella.  Pero  en  el  dia  se  mira  como  una  acción  villana  despojar 
al  prisionero  de  lo  (|ue  trae  consigo;  á  lo  monos  un  oficial  se 
deshonrarla  si  le  (piilase  la  menor  cosa.  Los  soldados  fran- 
ceses que  en  la  batalla  de  Roconx  a])resaron  á  un  general  in- 
glés, solo  creyeron  tener  d(?recho  para  tomar  sus  "armas  (1). 

Es  necesario  proveer  al  mantenimiento  de  los  prisioneros, 
pero  no  es  obligatorio  suministrarles  objetos  de  lujo  ó  de  pura 
comodidad.  Lo  (jue  se  gasta  en  ellos  es  por  cuenta  del  sobe- 
rano enemigo;  y  á  la  paz,  y  aun  durante  la  guerra,  suelen  los 
beligerantes  saldar  entre  sí  estos  gastos.  Mas  la  demora  en 
pagar  un  saldo  no  seria,  después  do  hecha  la  paz,  motivo  sufi- 
ciente para  detener  á  los  ])risioneros,  pues  estos  no  son  res- 
ponsables de  las  deudas  de  su  soberano. 

0. 

Hay  entro  los  soberanos  de  Europa,  y  aun  entre  los  gene- 
rales, una  especie  de  convención  tácita  de  rcsjx'tar.s:*  mutua- 

(I)  Vallel.lll,  el..  17,  Jí  2Hr>. 
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mente  en  la  guerra.  El  sitiador  suele  enviar  algunas  veces  pro- 
visiones frescas  al  jefe  sitiado,  y  es  costumbre  no  hacer  fuego 
hacia  la  parte  donde  está  el  rey  ó  general  enemigo.  Pero  esta 
especie  de  cortesía  caballeresca  no  es  obligatoria,  y  nada  ten- 
dría de  razonable  con  un  usurpador  ó  un  tirano  que  por  conten- 
tar su  ambición  asuela  y  extermina  los  pueblos. 

7. 

Se  trata  ahora  de  examinar  si  se  puede  emplear  toda  espe- 
cie de  medios  para  quitar  la  vida  á  un  enemigo. 

¿Es  Itíí^'ú'uno  e\  asesinato  en  la  guerra?  Primeramente  de- 
bemos fijar  la  significación  de  esta  palabra,  distinguiendo  el 
asesinato  de  las  celadas  y  sorpresas  que  el  estado  de  guerra 
hace  lícitas.  Introducirse,  i)or  ejemplo,  en  el  campo  enemigo 
por  la  noche,  penetrar  á  la  tienda  del  príncipe  ó  general  y  ma- 
tarle, no  es  criminal  en  una  guerra  legítima.  El  ejecutor  de  un 
hecho  semejante  tiene  necesidad,  para  llevarlo  á  cabo,  de  mu- 
cho valor  y  presencia  de  ánimo,  y  se  expone  á  ser  tratado  con 
la  mayor  severidad  por  el  enemigo,  en  quien  es  lícito  escar- 
mentar con  rigurosas  penas  á  los  atrevidos  que  emplean  tan 
peligrosos  medios.  Pero  es  mucho  mejor  no  hacer  uso  de  nin- 
guna especie  de  hostilidad  que  ponga  al  enemigo  en  la  preci- 
sión de  emplear  medidas  extraordinariamente  severas  para  pre- 
caverla. 

Se  llama  pues,  asesinato,  el  que  se  comete  alevosamente, 
emi)leando  traidores,  subditos  del  mismo  á  quien  se  da  la 
muerte  ó  de  su  soberano,  ó  valiéndonos  de  emisarios  que  se 
introducen  como  desertores,  como  desterrados  que  buscan  asi- 
lo, como  mensajeros,  ó  á  lo  menos  como  extranjeros.  La  fre- 
cuente repetición  de  esta  especie  de  atentados  introduciría  la 
desconfianza  mutua  y  la  alarma  en  todas  las  relaciones  socia- 
les, y  sobre  lodo  pondría  trabas  innumerables  en  las  coinuni- 
cacíoni^s  entre  los  beligerantes.  De  a([uí  es  que  la  opinión  un;í- 
nime  del  género  hiunano  los  ha  vedado  bajo  las  mas  severas 
penas,  y  los  ha  tiznado  con  la  nota  de  infamia. 

El  envenenamiento  es  aun  mas  odioso  que  el  asesinato  á 
hierro,  porque  sus  efectos  serian  mas  inevitables  y  por  consi- 
guiente mas  funestos  al  género  liumano.  V  si  este  modo  de 
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liostiliilad  es  jiiíílanionto  deteslado,  aun  cuando  el  veneno  se 
emplea  conlra  determinadas  perdonas,  ¿(pie  será  cuando  se 
adminisira  en  las  fuentes  y  i)ozos,  haciendo  recaer  la  destruc- 
ción no  sobre  los  enemigos  armados,  sino  sobre  las  perso- 
nas mas  inocentes?  El  uso  de  armas  enherboladas  es  mas  to- 
lerable, })or(jue  en  v\  no  hay  alevosia  ni  clandestinidad.  Sin 
embargo  está  proscrito  entre  las  naciones  cultas.  Sori  patentes 
las  perniciosas  consecuencias  (jue  resultarian  de  poner  en  ma- 
nos de  los  soldados  un  medio  de  destrucción,  do  que  os  tan 
fácil  abusar.  Por  otra  parte,  si  es  preciso  herir  al  enemigo,  no 
lo  es  que  muera  inevitablemente  de  sus  heridas  :  una  vez  que 
se  le  ha  inhabilitado  para  volver  en  algún  tiempo  á  tomar  las  ar- 
mas, se  ha  alcanzado  todo  lo  que  el  dereclio  de  la  guerra  con- 
cede sobre  su  ])ersona.  En  íhi,  el  uso  de  armas  envenenadas, 
haciendo  mortal  toda  herida,  da  á  la  guerra  un  carácter  infruc- 
luosamente  cruel  y  funesto,  porque  si  el  uno  de  los  beligeran- 
tes enherbola  sus  armas,  el  otro  imitará  su  ejemplo,  y  la  guer- 
i-a  sera  igualmente  costosa  á  los  dos . 

Se  pueden  cegar  las  fuentes  y  torcer  el  curso  de  las  aguas, 
con  el  objeto  de  obligar  al  enemigo  á  rendiise.  Cortar  los  di- 
ques para  inundar  una  extensión  considerable.de  país,  ha- 
ciendo perecer  á  los  moradores  inocentes  que  no  han  podido 
prever  esta  calamidad,  es  un  acto  horrible,  que  solo  podria 
disculparse  algima  vez  para  proteger  la  retirada  de  un  grande 
í'jrrcito,  y  habiendo  precedido  una  iiilimacio  i  al  enemigo. 
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CAPITULO   IV. 

DE  LAS  HOSTILIDADES  CONTRA  LAS  COSAS  DEL  ENEMIGO  EN  LA 

GUERRA  TERRESTRE. 


1.  Máximas  genéralos.  —  2.  Diferencia  entre  las  hoslilidadcs  marílimas 
y  las  terrestres.—  3.  Regla  relativa  á  las  liosliliilades  terrestres :  contri- 
buciones. —  4.  Botin  qne  suele  permitirse  ni  soldado.  —  5.  T;il.i.  — 
6.  Destrucción  de  propiedades  públicas  y  privadas.  —  7.  Salüa(jan>dias. 
—  8.  Derecho  de  postliminio. 


1. 

El  Derecho  estricto  de  la  guerra  (1)  nos  autoriza  para  qui- 
tar al  enemigo  no  solamente  las  armas  y  los  demás  medios 
que  tenga  de  ofendernos,  sino  las  propiedades  pi'iblicas  y  par- 
ticulares, ya  como  satisfacción  de  lo  ({ue  nos  debo,  ya  como  in- 
denmizacion  de  los  gistes  de  la  guerrn,  ya  para  ol)ligarle  á 
una  paz  ecpiitativa,  ya  en  fin  para  escarmentarle  y  retraerle  á 
él  y  á  otros  de  injuriarnos. 

Se  llama  conquista  la  captura  bélica  del  territorio,  J)olii}  la 
de  las  cosas  muebles  en  la  guerra  terrestre,  y  el  nombre  do 
presa  se  aplica  particularmente  i'i  las  naves  y  mercaderías  que 
se  quitan  al  enemigo  en  el  mar.  Kl  derecho  de  propiedad  sobre 
todas  estas  cosas  pertenece  inmediatamente  al  soberano,  ([ue 
reservándose  el  dominio  eminenttí  do  l;i  ti(M'ra,  suele  dejar  .i 
los  captores  una  parle  mas  o  menos  consideral)lc  délos  efectos 
apresados. 

Kl  derecho  de  apropiarnos  las  cosas  de  luiestro  enemigo  in- 
cluye el  derecho  de  destruirlas.  Pero  como  no  estamos  auto, 
rizados  á  hacer  mas  daño  del  necesario  })ara  obtener  el  iui  Ile- 
gitimo de  la  guerra,  es  claro  (|ue  no*  podemos  destriur  siin) 
aquello  de  (jue  no  iiodemos  privar  al  enemigo  de»  otro  modo, 
y  de  que  es  conveniente  privarle  :  aipiello  ([ue  tomado  no 
puede  guardarse,  y  cpie  no  es  posible  (l(\jíU'  en  i)¡é  sin  perjui- 

(1)  En  oslo  capítulo  lie  seguido  piincipalnuíUe  ;i  Valtol,  I.  III,  cli   i>,    I  i. 
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cío  de  las  operaciones  inililaivs.  Si  traspasamos  alguna  vez  es- 
tos límites  es  solo  ciiamlo  c\  enemigo,  igcrciendo  el  dereclio 
de  captura  con  demasiada  dureza,  nos  obliga  <i  talionar  para 
contener  sus  excesos. 

2. 

La  pri'iclica  de  las  naciones  civilizadas  lia  introducido  una 
diferencia  notable  entre  las  hostilidades  que  se  hacen  por  tier- 
rii  y  las  epic  se  hacen  por  mar,  relativamente  al  dereoho  de 
cai>tura.  Kl  objeto  de  una  guerra  marítima  es  debilitar  ó  ani- 
(piilar  el  comercio  y  navegación  enemiga,  como  fundamentos 
de  su  poder  naval.  El  apresamiento  (')  destrucción  de  las  pi'o- 
píedades  privadas  se  considera  necesario  para  lograr  este  lin. 
Pero  en  la  guerra  terrestre  se  tratan  con  nmcho  menos  rigor 
los  bienes  de  los  particulares,  como  vamos  á  ver  (1). 

3. 

Al  pillaje  del  campo  y  de  los  pueblos  indefensos  se  ha  sus- 
tituido en  los  tiempos  modernos  el  uso  ,  inlinitamente  mas 
igual  y  h  .mano,  de  imponer  moderadas  contribuciones  á  las 
cíu'lades  y  ])rovincias  que  se  con({uistan.  Se  ocupa,  ]jues,  el 
territorio,  sea  con  el  objeto  do  retenerlo,  ó  do  obligar  al  ene- 
migo íi  la  paz.  Se  toman  iguahnente  los  bienes  muebles  per- 
tenecientes al  público.  Pero  las  propiedades  privadas  se  res- 
pelan,  y  solo  se  impone  á  los  particulares  el  gravamen  de  las 
contribuciones  de  (jue  acabo  de  hal>lar. 

Kslí'in  sujetos  ú  pagarlas  no  solamente  los  ciudadanos,  sino 
los  projíielarios  de  bienes  raices,  aunque  sean  extranjeros; 
porque  siendo  estos  bienes  una  parte  del  tci'j-itoi'io  nacional 
sus  dueríos  se  deben  mi:ar))ajo  este  respecto  como  miembros 
de  la  asociación  civil,  sin  cnd^argo  do  (jue  jjajo  otros  níspectos 
no  lose/in.  Por  una  consecuencia  de  este  principio,  los  b¡en(!s 
raíces  que  los  ciudadanos  de  un  Kslado  enemigo  han  adijui- 
rido  antes  de  la  guerra  en  nuestro  suelo,  se  miran  como  na- 
cionales, y  reciprocamente  los  que  nuestros  ciudada  nos  han 

(1)  Kcíit,  1».   I,  l(Mt.  5, 
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adquirido  en  el  territorio  enemigo  que  ocupamos  con  las  ar- 
mas, son  ligurosamente  enemigos  ;  bien  que  está  al  arbitrio 
del  conquistador  moderar  el  uso  de  sus  derechos  á  beneficio 
de  sus  compatriotas  ó  de  los  neutrales. 

Los  extranjeros  avecindados  pero  no  naturalizados  en  el 
país  enemigo,  se  miran  como  neutrales  por  lo  tocante  á  los 
efectos  de  comercio  y  bienes  muebles  que  posean,  á  menos 
que  vol  intariamente  hayan  tomado  parte  en  las  operaciones 
militares,  ó  auxiliado  al  enemigo  con  armas,  naves  ó  dinero. 


4. 


Los  efectos  muebles  que  se  toman  á  un  individuo  armado 
pueden  hacerse  propiedad  del  apresador.  A  los  habitantes  pa- 
cíficos se  permite  la  tranquila  posesión  de  sus  bienes,  median- 
te el  pago  de  las  contribuciones  de  guerra.  Las  excepciones  á 
este  principio  son,  en  primer  lugar,  las  represalias  que,  sin 
endjnrgo,  serian  injustas,  si  solo  tuviesen  por  ol)jeto  una  ven-' 
ganza  inútil  :  en  segundo  lugar,  si  los  moradores  del  territo- 
rio que  ocupan  nuestras  armas,  lejos  de  conducirse  como  ciu- 
dadanos pacíficos,  nos  hostilizan,  es  licito  saquear  ó  incendiar 
sus  habitaciones.  En  fin,  este  tratamiento  es  el  castigo  con 
que  se  conmina  y  se  escarmienta  á  los  (jue  resisten  el  i  ago 
de  las  contribuciones  de  guerra  ó  de  otras  requisiciones  seme- 
jantes (1). 

Se  permite  á  los  soldados  el  despojo  de  los  enemigos  tiue 
quedan  en  el  campo  de  batalla,  el  de  los  cam})amentos  forza- 
dos, y  á  veces  el  de  las  ciudades  (pie  se  loman  por  asalto.  Mas 
esta  última  práctica  es  un  resto  de  la  barbarie,  por  cuya  abo- 
lición clama  tiempo  há  la  humanidad,  auiupie  con  poco  fruto. 
El  soldado  adquiere  con  un  título  mucho  mas  justo  lo  (jue 
toma  á  las  tropas  enemigas  en  las  descubiertas  y  en  otros  gé- 
neros de  servicio,  excepto  las  armas,  municiones,  convoyes 
de  provisión  y  forraje,  (jue  se  aplican  .í  las  necesidades  del 
ejército. 


(1)  Schmah,  VI,  3.  ^ 
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o. 


Si  es  licito  arraigar  los  sombrados  do  que  el  enoinigo  saca 
ininedialainonte  su  suhsistenoia,  no  lo  es  arrancar  las  viñas  y 
corlar  los  .irboles  frutales,  ponjue  esto  seria  desolar  el  país 
l»ani  muchos  años,  y  cansarles  estragaos  que  no  son  necesa- 
rios para  el  fin  leprítimo  de  la  guerra.  Semejante  conducta  pa- 
recería mas  bien  dictada  por  el  rencor  y  i)or  una  ciega  fero- 
cidail  tpie  por  la  i)rudencia. 

Á  veces,  es  verdad,  el  terrible  derecho  de  la  guerra  permite 
talarlos  campos,  saipiear  los  pueblos,  llevar  por  todas  partes 
el  hierro  y  el  fuego,  })ero  solo  para  castigar  á  una  nación  in- 
justa y  femz,  ó  para  oponer  ima  barrera  á  las  incursiones  de 
un  enemigo  que  no  es  posible  detener  de  otra  suerte.  El  me- 
flio  es  duro,  pero  ¿  por  qué  no  ha  de  emjjlearse  contra  el  ene- 
migo, para  atajar  sus  progresos,  cua-nclo  con  este  mismo  ob- 
jeto se  toma  á  veces  el  partido  de  asolar  el  territorio  pro- 
pió  (1)? 

6. 

Se  debe  en  todo  caso  respetar  los  temi)los,  palacios,  los  sepul- 
cros, los  monumentos  nacionales,  los  archivos;  en  suma,  todos 
los  edilií'ios  públicos  de  utilidad  y  adorno,  todos  aquellos  ob- 
jetos de  ([ue  no  se  pueden  privar  al  enemigo,  sino  destruytMido- 
los,  y  cuya  destrucción  eii  nada  contribuye  al  logro  del  luí 
legiliuij  de  la  guerra.  Lo  mismo  decimos  de  las  casas,  fábricas 
y  Ulleres  de  los  particulares.  Se  arrasan,  pues,  los  castillos, 
muros  y  fortilicacioues,  jiero  no  se  hac(í  iiijiuia  ;i  los  ediíicios 
de  otra  especie,  j'mtes  Jjien  ne  t(jman  providencias  para  prote- 
í^erlos  contra  la  furia  y  la  licencia  dr-l  soldado.  No  es  ))ermitido 

(t)  c  En  ( I  üilio  de  las  plazas  es  [)erm¡iiiJo  quemar   los  siibiirliios.  Lo  es 
i;'i.   ■  ■•  lirar  á  los  parajes    en  qii'!    ('í«l;illa  un  incf-ndií),   para  (pie,  pro- 

|.   .  f;|  i'siraK'i ,  apresure   la    rendición.    Pero    no  delicn   (liri;,Mrsc  los 

tiros  a  |i»s  cani|ianirios,  sjUo  que  la  i/uari  icion  se  val^a  de  ellos  [wira 
lia<?er  Aeñale«  ó  pnra  oíros  actos  do  liosliiidad.  lün  las  ciudad(!s  ciliadas 
ue  (IrLe  tener  ciiidailo  de  parar  los  relojes  de  las  torres;  si  no,  al  tíenijo 
<Ic  la  n*nilicion  p«Tlctiffen  al  venccdür  :  Ideti  que  «-s  coslumljre  rrscalar- 
loi.  •  (ücbrnaíz,  VI,  4.) 
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destruirlos  ó  ex|)onerIos  al  estrago  de  la  artillería,  sino  cuando 
es  inevitable  para  alguna  operarion  militar  (1). 

En  el  bombardeo  de  una  ciudad  es  dil'icil  no  liaccr  murlio 
daño  á  los  edificios  públicos  y  á  las  casas  de  los  particulares. 
De  aquí  es  que  no  se  debe  proceder  A  semejante  extremidad, 
sino  cuando  es  imposible  reducir  de  otro  modo  una  plaza  im- 
portante, cuya  ocupación  puede  influir  en  el  suceso  de  la  guerra, 

7. 

Se  dan  salvaguardias  á  las  tierras  y  casas  ({ue  el  invasor 
quiere  sustraer  á  los  estragos  de  la  guerra,  sea  por  puro  fa- 
vor, ó  aprecio  de  contribuciones.  Salva-guardia  es  un  piquete 
de  soldados  que  protege  una  hacienda  ó  casa,  notificando  (\  los 
otros  individuos  ó  cuerpos  de  su  nación  la  orden  del  general, 
que  manda  no  se  le  haga  daño.  La  tropa  empleada  en  este  ser- 
vicio de  beneficencia  debe  ser  inviolable  para  el  enemigo. 

8. 

La  captura  bélica  nos  conduce  al  derecho  de  postlinüiiio. 
Dase  este  nombre  al  derecho  por  el  cual  las  personas  ó  cosas 
tomadas  por  el  enemigo,  si  se  hallan  de  nuevo  bajo  el  poder  de 
la  nación  á  que  pertenecían,  son  restituidas  ;i  su  estado  pri- 
mero. En  este  caso  el  público  y  los  particulares  vuelven  al 
goce  de  los  derechos  de  que  habían  sido  desi)OJados  por  el 
enemigo  :  las  personas  recobran  su  libertad,  y  las  cosas  re- 
tornan á  sus  antiguos  dueños. 

Esto  sin  embargo  no  se  extiende  á  los  prisioneros  de  guer- 
ra, sueltos  bajo  palabra  de  honor. 

Volver  las  cosas  al  poder  de  nuestros  aliados  es  lo  misino  (¡ue 
volver  al  nuestro.  Pero  debe  advertirse  ([ue  el  territorio  de  una 

(1)  En  el  si^'lo  pasado  so  miraba  todavía  como  una  barbarie  despojar 
los  palacios  del  enemigo,  lomando  los  muebles,  estatuas,  cuadros,  trofeos 
militaros,  bibliotecas  y  oíros  efectos  preciosos.  Federico  II,  en  la  guerra 
de  los  sillo  años,  se  creyó  obli>;ado  .-i  jiisiificarse  de  baberse  apropiado 
ciertos  cnatlros  ile  la  galería  «lo  Dresde.  Recientemente  ge  ha  teñid»)  en  eso 
menos  escrúpulo.  Los  íranccses  pusieron  ;i  conlribution  las  colecciones  tle 
los  países  que  invadieron,  con  la  mira  de  bacer  a  su  patria  centro  de  las 
ciencias  y  de  las  arles,  reuniendo  en  ella  todas  las  preciosidades  que  la 
vicloria  ponia  á  su  alcance.  La  necesidad  en  que  después  se  vieron  de 
resliluir  la  mayor  parte  do  esta  presa,  contribuirá  lal  \ez  á  restablecer 
la  usanza  antigua  do  no  tocar  esta  clase  de  objetos.  ^Schmalz,  VI,  3.) 
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potencia  nieraim'nU'  auxiliar  y  ([\w  no  hace  causa  común  con 
nosotros  ^cuya  distinción  se  nianeiestará  después),  se  reputa 
territorio  neutral. 

El  derecho  de  poslliniinio,  por  lo  tocante  á  las  personas, 
tiene  cabiba  en  territorio  neutral.  Si  sucede,  i)ues,  (pie  un 
prisionero  de  guerra  sale  del  pober  de  su  enemigo,  aunque 
haya  logrado  su  escape  faltando  á  su  palabra  de  honor,  no 
puede  ser  reclamado  ante  las  potencias  neutrales.  Y  si  el  ene- 
migo trae  sus  i)risioneros  á  puerto  neutnd,  })uede  quizá  tener- 
los asegurados  á  bordo  de  sus  naves  armadas,  que  por  una 
ficción  legal  se  estiman  territorio  suyo,  pero  no  tienen  acción 
ni  derecho  alguno  sobre  ellos,  desde  que  pisan  la  tierra  (1). 

Pero,  por  lo  locante  á  las  cosas,  el  derecho  de  postliminio  no 
tiene  cabida  en  el  territorio  de  los  pueblos  neutrales,  para 
cada  uno  de  los  cuales  el  apresamiento  de  hecho,  ejecutado 
según  las  leyes  de  la  guerra,  esto  es  el  apresamiento  de  pro- 
piedad enemiga  en  guerra  legítima,  ejecutado  sin  infracción 
de  su  neutralidad,  es  un  apresamiento  de  derecho. 

Hesta  lijar  los  limites  del  derecho  de  postliminio  relativa- 
mente á  su  duración. 

El  derecho  que  el  enemigo  tiene  sobre  los  prisioneros  quo 
han  caido  en  su  poder,  no  puede  ser  trasferido  á  un  neutral. 
Desde  (|ue  salen  de  manos  del  enemigo,  ó  desde  el  tratado  de 
paz,  recobran  su  libertad  personal.  Por  consiguiente  puede 
decirse  que  el  derecho  de  postliminio  no  espira  jamas  relati- 
vamente á  las  personas. 

Con  respecto  á  las  cosas  hay  diferencia :  ó  se  trata  de  bienes 
raíces  ó  de  bienes  muebles. 

La  adípiisicion  de  las  ciudades,  provincias  y  territorios, 
conquistados  i)or  nn  Ix.'ligerante  al  otro,  no  se  consuma  sino 
por  el  tratado  do  ¡¡az,  cuíindo  en  él  se  coníh'inan  las  ad(]uisi- 
cionesdel  uno  ó  del  otro  beligerante,  ó  por  la  entera  sumisión 
y  extinción  del  Estado  cuyas  eran.  Antes  de  uno  de  estos  dos 
eventos  el  conípiistador  tiene  meramente  la  posesión,  no  (il 
dominio  del  territorio  conquistado;  de  modo  (jii(3  si  lo  li*asli- 
riese  jí  un  neutral,  no  por  eso  sul'riria  menoscabo  el  derecho 
del  otro  beligeriinte  pnni  ríH-oln-zn-Io  enq)leando  la  fuerza,  de 

(I)  Kfní'i  Comment.,  j».  I,  Icct.  5. 
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la  misma  manera  que  si  se  hallase  en  poder  de  su  enemigo,  y 
recobrándolo,  no  adquiría  solamente  la  posesión,  sino  la  ple- 
na propiedad,  que  podia  trasferir  á  ({uien  quisiese.  Lo  mismo 
se  verifica  respecto  ds  las  casas  y  heredades  privadas.  Si  el 
conquistador  confiscase  alguna  de  ellas,  y  la  enajenase  á  un 
neutral,  reconipiistado  el  territorio  ó  restitui/^lo  por  el  tratado 
de  paz,  revivirían  los  derechos  del  propietario  antiguo,  á  me- 
nos que  el  tratado  contuviese  una  estii)ulacion  contraria.  Asi, 
pues,  por  lo  que  respecta  á  los  bienes  raices,  tanto  particula- 
res como  públicoff,  el  derecho  de  postliminio  solo  espira  por 
el  tratado  de  paz  ó  por  la  completa  subyugación  del  Estado. 
Mas  en  esta  última  suposición  se  preguntará  si  el  levanta- 
miento del  })ueblo  subyugado  hace  revivir  el  derecho  de  i>ostli- 
minio. 

Para  resolver  esta  cuestión  es  necesario  distinguir  dos  casos. 
O  la  subyugación  presenta  el  asi)ecto  de  involuntaria  y  vio- 
lenta, y  entonces  subsiste  el  estado  de  guerra,  y  por  consi- 
guiente el  derecho  de  postliminio;  ó  bien  el  dominio  del  con- 
quistador ha  sido  legitimado  por  el  consentimiento,  á  lo  mé. 
nos  tácito,  de  los  vencidos,  el  cual  se  presume  por  la  pacifica 
posesión  de  algunos  años;  y  entonces  se  supone  terminada  la 
guerra,  y  el  derecho  de  postliminio  se  extingue  para  siempre. 
Solo,  pues,  en  este  segundo  caso  serán  válidas  las  enajenacio- 
nes hechas  por  el  conquistador,  y  conferirán  un  verdadero 
título  de  i)ro piedad,  (jue  en  ningún  evento  podrá  ya  ser  estor- 
bado ni  disputado  por  los  antiguos  dueños. 

Si  de  dos  potencias  aliadas  ha  sido  conq)letamente  subyu- 
gada una,  y  la  otra  no  de})one  las  armas,  subsiste  la  sociedad 
de  guerra,  y  con  ella  el  derecho  de  poslhminio.  Si  sucediese, 
pues,  que  en  el  curso  de  la  guerra  recobrase  su  libertad  la  na- 
ción subyugada,  todos  los*terr¡torios  y  casas  podrían  entonces 
ser  vindicados  por  los  propietarios  antiguos. 

Con  respecto  á  los  inue})les  es  muy  «liferente  la  regla,  ya 
})or  la  diticullad  de  reconocerlos  y  de  })n)bar  su  identidad,  lo 
(jue  da  motivo  i)ara  (pie  se  pn^suman  abandonados  i»or  el  pro- 
pietario, luego  (pie  se  ha  verificado  su  cai)lura;  ya  i)or  la  im- 
posibilidad en  (pie  se  hallan  los  neutrales  de  distinguir  los 
efectos  ([ue  los  beligerantes  han  ai)resado,  de  los  ipie  poseen 
por  otro  cualípiier  título;  de  (pie  resultaría  gran  número  de 
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eiubiirazos  ó  inoonvenieiUes  al  coiiuu'cio  si  sul)sisliese  larjj'o 
lieni]>o  con  respecto  á  los  primeros  el  derecho  de  })oslliiniiiio. 

Se  adijuiere,  pues,  la  propiedad  de  las  cosas  iiiuebles  ai)re- 
sadas,  desde  el  luomenlo  ipie  han  entrado  en  nuestro  poder. 
De  aquí  el  principio  reconocido  jíor  los  romanos  y  })or  las  na- 
ciones modernas  :  jtíey  incraní  occupalioncm  doininium  pnediv 
hoslilis  uc(¡uii'itiii\  Pero  es  necesario  ((iie  la  })resa  haya  entra- 
do verdaderamente  en  poder  del  captor,  lo  que  no  se  entien- 
de sino  cuando  es  conducida  a  lugar  seguro,  ó  como  dicei^  los 
\)\i\A\c'\'ü{'i{s^infi'a  prcvsidiii.  Sin  esta  circunstancia  no  se  creeria 
consumada  la  ocupación,  ni  extinguido  el  derecho  de  postiimi- 
minio  (1). 

Si  ajíresada,  }»ucs,  y  asegurada  una  alhaja,  se  vendiese 
luego  á  un  neutral,  el  titulo  adquirido  })or  esto  prevalecería 
sobre  el  del  propietario  antiguo,  que  no  podria  vindicarla  ni 
aun  ante  los  tribunales  de  su  propia  nación,  aunque  ])robase 
indubitablemente  la  identidad.  Lo  mismo  sucede  si  los  efectos, 
después  de  llevados  ¡i  paraje  seguro,  son  represados  por  una 
fuerza  nacional  ó  amiga.  El  represador  adquiere  entcnices  un 
lílulu  de  pnqtiedad  que  no  puede  ser  disputado  por  los  pro- 
pietarios antiguos. 

Sin  endjargo,  como  la  propiedad  de  todo  lo  que  se  adcpiiere 
en  la  guerra  ]jertenece  originalmente  al  soberano,  las  leyes 
civiles  puedí'u  modiücar  en  esta  parte  con  respecto  á  los  sub- 
ditos la  regla  del  Derecho  de  gentes ;  y  otro  tanto  puede  veri- 
ficarse respecto  de  las  naciones  extranjeras  por  medio  de  con- 
venciones especiales.  Asi  el  término  (1(3  veinte  cuati'o  lioi-as 
que  exigen  algunos  escritores  para  consumar  la  adíjuisicion 
por  el  titulo  de  captura  bélica,  debe  mirarse  (3  como  ley  civil 
du  ci«*]-los  Kstados,  ()  como  una  institución  del  Derecho  de 
gentes  convencional  <)  (íonsuetudinario,  (pie  solo  obliga  á  las 
naciones  que  expresa  ó  tácitamente  la  han  adoptado. 

De  los  principios  expuestos  en  este  arlículo  so  colige  evi- 
denlenienle,  (|ue  los  efectos  apresados  y  d(S])ues  abandonados 
por  el  captor,  no  pasan  á  S(;r  ras  imllius,  ni  su  ocuj)acion  con- 
fiere un  tíluln  de  propiedad,  mientras  subsiste  el  derecho  de 
|)OSlUinini(i  sobre  ellos. 

(I>  A'e«l'«  (.ommení.,  \t.  I,  Ucl.    ;>. 
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CAPITULO  \. 


DE  LAS   PRESAS  MARÍTIMAS 


1.  Circunstancias  que  dan  un  carácter  hostil  á  la  propiciad.  —  2  Corsa- 
rios. —  3.  Presas.  —  4.  Juzgados  de  presas.  —  5.  Ueglas  relativas  á 
los  juicios  de  presas.  —  G.  Üerecho  de  posUiniinio  en  las  presas  maríti- 
mas. —  7.  Represa.  —  8.  Recobro.  —  9.  Rescate. 

1. 

Hay  un  canícter  hostil  accidental,  relativo  al  comercio  ma- 
ritimo  :  carácter  que,  mientras  subsiste  su  causa,  hace  que 
ciertas  mei^aderias  sean  legítimamente  confiscahlesy/í/'e  Lellif 
aunque  las  otras  del  mismo  propietario  no  lo  sean.  Importa, 
pues,  mucho  en  una  guerra  marítima  determinar  con  i)reci- 
sion  las  circunstancias  que,  independientemente  de  la  verda- 
dera nacionalidad  de  un  individuo,  le  constituyen,  por  lo  ciue 
á  ellas  toca,  enemigo  y  dan  el  mismo  carácter  á  sus  efectos 
mercantiles,  mientras  que  bajo  los  otros  aspectos  se  le  consi- 
dera neutral  y  ciudadano.  El  Derecho  de  gentes  áv\  mundo 
comercial  reconoce  en  el  dia,  con  relación  áesta  materia,  va- 
rias reglas  que  voy  á  exponer  en  el  presente  articulo  (i). 

Se  adquiere  un  carácter  hostil:  i""  por  tener  bienes  raices 
en  territorio  enemigo ;  2°  por  domicilio  comercial,  esto  es,  por 
mantener  un  establecimiento  ó  casa  de  comercio  en  territorio 
enemigo;  8°  por  domicilio  personal;  i"  por  navegar  con  ban- 
dera y  pasaporte  de  potencia  enemiga. 

1"  El  (¡ue  posee  bienes  raices  en  el  territorio  de  la  potencia 
enemiga,  aunque  resida  en  otra  jtarte  y  sea  bajo  todos  los 
otros  aspectos  ciudadano  de  un  estado  neutral  ó  subdito  de 
nuestro  propio  Pastado,  en  cuanto  i)ropÍL'lario  de  aquellos  bie- 
nes debe  mirarse  como  incoiporado  en  la  nación  enemiga. 
«  La  ¡¡osesion  del  suelo,  dijo  Sir  W.  Scott  en  elcasodel/Vicf*- 
nixy  da  al  propietario  el  carácter  del  i)aís,  en  cuanto  concier- 
ne á  las  i)roducciones  de  acjuel  fondo  en  su  trasporte  ;i  cual- 

(1)  Se  ha  compendiado  en  él  la  doclrina  tío  Chiity  iComm.  Lnw,  vol.  I,. 
chapt.  8,  sed.  i2\  Konl  Commeut.,  p.  L  lecl.  4',  y  Whealon  {Eletnents  of 
iiiternational  Luio.,  p.  IV.  ch.  1.  'i  17,  18,  oto  ) 
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quier  otro  pííís.Esto  se  ha  decidido  tan  respetidas  veces  en  los 
IribunalCí^  británicos,  (jue  no  puedo  discutirse  de  nuevo.  En 
ninjíuna  especie  de  propiedad  parece  mas  claranienle  el  ca- 
rácter lioslil,  que  en  los  frutos  déla  tierra  del  enemii;o,  como 
ipie  la  tierra  es  una  de  las  grandes  fuentes  de  la  riqueza  na- 
cional y  en  sentir  de  alj^unos  la  úniíM.  Es  sensible  ciei'tamente 
que  en  nuestras  venganzas  contra  nuestro  adversario  quede 
algunas  veces  lastimado  el  interés  de  nuestros  amigos,  pero 
es  inqtosible  evitarlo,  ponpie  la  observancia  de  las  reglas  pú- 
blicas no  admite  excepciones  privadas,  y  el  (jue  se  apega  á  las 
ganancias  de  una  conexión  liostil  debe  resignarse  á  participar 
también  de  sus  pérdidas  (1). 

2"  Otro  tanto  se  ajilica  á  los  establecimientos  comerciales 
en  país  enemigo.  El  buque  Presidont  fué  becho  presa  en  un 
viaje  del  Cabo  de  Buena  Esperanza,  posesión  holandesa  en- 
lúnces,  á  un  puerto  de  Europa,  y  reclamado  á  nombre  de 
Mr.  Elmslie,  cónsul  americano  en  aífuella  colonia.  «  La  corte 
(dijo  Sir  W.  Scott)  tendria  (pie  retractar  todos  los  principios 
que  han  dirigido  su  conducta  hasta  ahora,  si  hubiese  de  resti- 
tuir este  buque.  El  reclamante  se  dice  haber  residido  muchos 
años  en  el  Cabo  con  una  ca.sa  de  comercio,  y  en  cuanto  comer- 
ciante de  acjuella  colonia,  debe  mirarse  como  subdito  del  Es- 
lado  enemigo.  » 

Al  principio  de  la  última  guerra  fué  bastante  general  en 
los  comerciantes  americanos  el  erróneo  concepto  de  que  po- 
dían retener  sin  menoscabo  los  privilegios  de  neutralidad  del 
carácter  americano  á  pesar  de  su  residencia  y  ocui)acion  en 
cualíjuíera  otro  país.  Este  error  fué  desvanecido  en  gran  nú- 
mero de  decisiones  de  los  tribunales  británicos.  En  el  caso  de 
la  Auna  (lütliurino,  el  reclamante  apareció  como  ciudadano  y 
comerciante  de  América,  pero  en  el  curso  de  la  causa  resultó 
que*  tenia  su  residenr-ia  y  casa  de  comercio  en  Curazao,  en- 
tonces i)oses¡on  holandesa;  y  la  Corle  falló  que  se  le  debía 
considerar  como  í-nemigo  ;d  jirincijjio  di;  la  operación  mer- 
cantil en  que  se  hizo  \.\  jiresa,  porípie  la  Holanda  y  la  Gran 
Pretaña  eran  en  aquella  época  enemigas. 

(1)  Véa<»e  por  lo  locante  á  los  Kalados  Unidos  la  opinión  del  juez  M.usliall 
en  el  caso  «le  Benlzon  v.  fíoyle;  Crnnch's  Jieporls,  IX,  lül. 
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La  regla  general  «  que  el  establecimiento  de  una  persona 
imprime  en  ella  el  carácter  nacional  del  país  en  que  se  halla 
establecida,  »  no  se  limita  á  los  establecimientos  en  territorio 
enemigo,  antes  bien  se  extiende  con  imparcialidad  á  todos  los 
casos.  Así  un  extranjero  ([ue  tiene  casa  de  comercio  en  terri- 
torio británico  se  mira  como  subdito  de  la  Gran  Bretaña  en 
cuanto  concierne  á  las  operaciones  mercantiles  de  esta  casa. 
Por  consiguiente  se  halla  imposibilitado  de  comerciar  por 
medio  de  ella  con  el  enemigo.  Un  cargamento  i)ertenecente  á 
Mr.  Millar,  cónsul  americano  en  Calcuta,  fué  apresado  en  una 
operación  mercantil  de  esta  especie,  y  condenado  como  pro- 
piedad de  un  comerciante  británico  empleada  en  un  tráfico 
ilícito.  «  Se  mira  como  cosa  dura  (dijo  Sir  W.  Scott)  que 
Mr.  Millar  se  halle  comprendido  en  la  inhabilidad  de  los  subdi- 
tos británicos  para  comerciar  con  el  enemigo,  no  estándolo  en 
las  ventajas  y  privilegios  afectos  á  semejante  carácter ;  pero 
no  puedo  convenir  en  este  modo  de  presentar  la  cuestión ;  por- 
que las  armas,  y  leyes  británicas  protegen  su  persona  y  co- 
mercio, y  aunque  esté  sujeto  á  ciertas  limilaciones  que  no 
obran  sobre  los  ciudadanos  de  la  Gran  Bretaña,  es  necesario 
(pie  reciba  el  beneficio  de  aquella  protección  con  todas  la 
cargas  y  las  obhgaciones  anexas  á  ella,  una  de  las  cuales  es 
la  de  no  comerciar  con  el  enemigo.  » 

Del  mismo  principio  se  sigue,  que  un  ciudadano  de  nuestro 
Estado  goza  de  las  inmunidades  del  carácter  neutral  por  lo 
tocante  á  las  operaciones  mercantiles  de  los  establecimientos 
(jue  tenga  en  país  neutral.  Puede  por  consiguiente  comerciar 
en  ellos  con  el  enemigo.  En  el  almirantazgo  británico  se  ha 
decidido,  (jue  un  ciudadano  de  la  Gran  Bretaña  (pie  está  do- 
miciliado en  país  neutral,  y  comercia  con  los  enemigos  de  su 
soberano  natural,  no  hace  mas  que  ejercer  los  privilegios  le- 
gales anexos  á  su  domicilio.  Esta  regla  fué  reconocida  termi- 
nantemente en  Inglaterra  el  año  de  1SÜ2  por  los  Lores  di^l  al- 
iniranlazgo,  los  cuales  declararon  cpie  un  subdito  británico 
residente  en  Portugal,  (lue  era  entonces  i)aís  neutral,  j.udo 
lícitamente  comerciar  con  la  Holanda,  enemiga  de  la  Gran 
Bretaña.  Pero  hay  una  limitación  :  el  domicilio  neutral  no 
protege  á  los  ciudadanos  contra  los  derechos  bélicos  de  su  pa- 
tria, si  se  ha  adijuirido  Ihhjrnnlc  bello.  En  los  tribunales  de 
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los  Kstíuios  ruidos  se  lia  observado  luiiforinenienle  la  misma 

re^da. 

Sijruese  asiiiiisino  de  lo  dicho,  que  un  ciudadano  del  Estado 
eiieini}ío  se  mira  como  neutral  en  todas  las  operaciones  mer- 
cantiles de  los  establecimientos  de  comercio  que  tenga  en  país 
neutral.  Por  consiguiente  las  propiedades  emi)leadas  en  ellas 
no  son  conüscables  juro  J)oIli.  De  manera  (pie  el  comerciante 
participa  de  las  ventajas  (')  desventajas  de  la  nación  en  que 
ejerce  el  comercio,  sea  cual  hicve  su  país  nalivo ;  en  territorio 
neutral,  es  neutral  :  y  en  territorio  enemi<;o,  enemigo. 

Kxceptúanse  de  este  principio  generid  las  factorías  ({ue  las 
naciones  europeas  tienen  en  los  países  de  Oriente,  en  la  In- 
dia, V.  g.  ó  la  China.  «  Es  una  regla  de  Derecho  internacio- 
nal (según  Sir  W.  Scott  en  el  caso  del  Indiaii  (Uiief)  (\\\Q  el 
comercio  de  los  europeos  que  trafican  bajo  la  protección  de 
estas  factorías,  toma  el  carácter  nacional  de  la  asociación  mer- 
cantil á  cuya  sondjra  se  hace,  y  no  el  do  la  potencia  en  cuyo 
territorio  está  la  factoría.  La  diferencia  entre  esta  práctica  y 
la  que  se  observa  generalmente  en  Europa  y  los  países  de  Oc- 
cidente, proviene  de  la  diferencia  de  costumbres.  'En  el  Occi- 
dente los  tralicantes  extranjeros  se  mezclan  con  la  sociedad 
indígena,  y  se  puede  decir  (pie  se  inc()ri)oran  completamente 
en  ella.  Pero  en  el  Oriente  desde  los  siglos  mas  remotos  se  ha 
mantenido  una  línea  de  sei):u'ac¡on  ;  los  extrajeres  no  entran 
en  la  masa  de  la  sociedad  nacional,  y  se  miran  siem])re  como 
advenedizos  y  jjeregrinos.  (^on  arreglo  á  esta  máxima  se  de- 
claró en  la  última  guerra  que  un  individuo  (pie  comerciaba 
en  Esmirna  bajo  la  protección  del  ccinsul  holandés  en  Mquella 
plaza,  debia  rejiutarse  holandés,  y  (pie  i)or  consiguiente  su 
buque  y  mercaderías,  en  virtud  de  la  (írden  de  represalias  ex- 
pedida contra  la  Holanda,  debían  condenarse  como  propiedad 
holandesa. 

Va\  fin,  para  que  el  domicilio  comercial  produzca  sus  elc'c- 
log",  no  es  necesario  rpie  el  connírciante  resid.i  cu  el  país  donde 
se  halla  el  establecimiíMito.  En  el  caso  do  la  Nnncy  y  de  otros 
buques,  ante  la  corU;  de  1í»s  Lores  del  almirantazgo,  el  U  de 
abril  de  IT'.iH,  so  (lecidií»j'orm.'dm(,'nte,  (pie  si  un  individuo  era 
socio  de  una  casa  de  comercio  enemiga  en  tiem[)o  de  guerra, 
ó  continuaba  en  esta  sociedad  durante  la  {.-uerra,  su  residen- 
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cia  personal  en  terntoriu  amigo  ne  podía  protegerle  contra  el 
otro  beligerante,  en  negocios  de  la  sociedad.  La  regla  de  que 
el  (pie  mantiene  un  establecimiento  ó  casa  de  comercio  en 
país  enemigo,  aunque  no  resida  en  él  personalmente,  se  re- 
puta enemigo  por  lo  tocante  á  las  operaciones  mercantiles  de 
esta  casa,  se  lia  confirmado  en  varios  otros  casos,  los  cuales 
prueban  también  que  la  regla  es  una  misma,  ora  sea  único  in- 
teresado en  el  establecimiento,  ó  solamente  socio  (1). 

3°  La  residencia  ó  domicilio  personal  en  país  enemigo  es 
otra  circunstancia  que  imprime  un  carácter  hostil  al  comer- 
cio. Por  consiguiente  es  menester  determinar  qué  es  lo  que 
constituye  esta  residencia  ú  domicilio.  Eli  íinimo  de  permane- 
cer es  el  punto  sobre  que  rueda  la  cuestión.  La  actual  residen- 
cia da  lugar  á  la  presunción  de  {inimiis  manendi;  incumbe, 
pues,  á  la  parte  desvanecer  esta  presunción  para  salvar  su 
propiedad.  Si  resulta  que  ha  tenido  ánimo  de  establecer  una 
residencia  permanente,  lo  mismo  es  que  esta  haya  dui-ado  ya 
algunos  años,  ó  que  cuente  un  solo  día.  Pero  si  tal  intención 
no  ha  existido,  si  la  residencia  ha  sido  involuntaria  ó  forzada, 
entonces,  por  larga  que  sea,  no  altera  el  c¿irácter  primitivo  de 
la  persona,  ni  lo  convierte  de  neutral  en  hostil.  Las  reglas  en 
esta  materia  son  flexibles  y  fjíciles  de  acomodar  á  la  verdad  y 
equidad  de  los  casos.  Se  necesita,  por  ejemplo,  menos  circuns- 
tancias para  constituir  domicil.o  en  un  ciudadano  qfie  vuelve 
á  su  patria  y  reasume  su  nacionalidad  original,  que  para  dar  el 
carácter  del  territorio  á  un  extranjero.  La  cuestión  quo  animo 
es  en  todos  los  casos  el  objeto  de  la  averiguación  (2). 

(1)  Si  el  socio  de  una  casa  neulral  litMie  su  domicilio  en  país  onomigo, 
su  parle  en  la  casa  neulral  eslá  sujela  á  ciniíiscacion  jure  belli :  el  juez 
Slory  en  ei  caso  de  la  Aulunia  Johannd,  Wlnaluns  lii'purls,  I,  159. 

{->)  «  Para  cousliluir  domicilio,  decía  Sir  W.  ScuU,  el  inj^reditMile  prin- 
cipal <'S  el  liompo.  Dice>e  que  d  que  se  Iraslada  á  un  país  con  al>;iin  objelo 
especial  no  contrae  domicilio  en  él;  pero  esla  regla  no  es  al»soluta  :  es 
preciso  lomar  en  cuenta  el  liempo  que  pueda  ó  deba  ser  necesario  para  la 
consecución  del  objeto;  parque  si  esle  es  de  lal  naturaleza  tiuo  probable- 
mt^ite  pruduzca,  ó  si  en  cfetto  produce,  una  lar¿a  mansión  en  el  país,  del 
objeto  particular  puede  nacer  una  residencia  general,  l'n  objeto  particular 
puede  delt'nernos  en  un  país  toda  la  víila.  >  contra  una  demura  lar»  pro- 
longada no  seria  justo  alegar  la  especialidad  de  la  intención,  porijue 
en  lal  caso  es  de  presumir  que  con  el  objelo  especial  se  lian  mezclado  ine- 
vitablenienle  oíros  varios  qu»;  han  estampado  en  nosotros  el  carácter  de 
la  nación  en  que  residimos.  Si  un  hombre  se  dirige  al  territorio  de  un  he 
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Tna  vez  ijiio  la  luirlo  ha  contraído  el  carácter  de  la  nación 
ea  que  reside,  no  lo  depone  por  las  ausencias  que  haga  de 
tiempo  en  tiempo,  aunque  sea  ])nra  visitar  su  país  natal. 

ligeranto  al  principio  de  la  ptierra  ó  antes  de  ella,  no  seria  cierlamenle 
razonahli'  alribuirle  un  nuevo  caiiicter  sin  qut^  primero  liubiose  trascurrido 
alj:un  liMupo  ;  poro  si  continúa  residiendo  allí  durante  una  buena  par- 
le de  la  guerra,  pagando  los  impuestos  y  contribuyendo  por  o'ros  medios 
á  la  fuerza  del  Estado,  no  podria  ya  alegar  el  motivo  particular  de  su 
viaje  contra  los  efectos  del  domicilio  hostil.  De  otra  manera  no  babria 
medio  de  precaver  los  fraudes  y  abusos  de  pretendidos  objetos  especíalos 
para  paliar  una  larga  residencia.  En  prueba  de  la  eficacia  de  la  sola  con- 
sideración del  tiempo,  no  estará  de  mas  observar  que  la  misma  cantidad 
de  negO'io  especial  que  no  constituiría  domicilio  en  cierto  espacio  de 
tiempo,  pudiera  producir  ese  efecto  distribuida  sobre  un  tiempo  mas  largo. 
El  domifilio  debe  fijarse  por  una  razón  compuesta  del  liempo  y  de  la  ocu- 
pación, pero  dando  siempre  una  gran  preponderancia  al  liemi>o;  sea  cual 
fuere  la  ocupación,  no  es  imi)osible  (á  no  ser  en  casos  raros)  que  se  con- 
traiga domicilio  p'Jr  el  mero  lapso  do  tiempo.  »  Caso  de  la  Harmoun, 
Rohimons  ¡ieporls,  II,  p.  324;   miealotis  Elements,  p.  IV,  ch.  1,  g  17. 

Se  ha  pretendido  que  cuando  un  subdito  nativo  ó  naturalizado  se  en- 
cuentra domiciliado  en  otra  parle  al  liempo  de  estallar  la  guerra,  debe 
dársele  tiempo  para  que  elija  entre  permanecer  allí  ó  restituirse  á  su 
patria,  respetándose  entretanto  las  propiedades  por  los  cruceros  de  esta. 
Pero  se  ha  rechazado  esa  doctrina  :  I"  porque  se  funda  en  la  presunción, 
di  que  el  domiciliado  se  restituirá  á  su  patria,  como  es  su  deber  hacerlo: 
presunción  falsa  :  el  dfber  del  domiciliado  se  limita  á  no  hostilizar  á  su 
patria,  y  á  darle  ayuda,  requerido  ;  y  por  eso  no  es  raro  en  los  tratados 
de  comercio  estipular  que  en  caso  de  rompimiento  se  permitirá  á  los  ciu- 
dadanos de  un  beligerante  permanecer  en  el  territorio  del  otro  :  2»  porque 
mientras  el  domiciliado  no  elija  volver,  su  carácter  subsiste  el  mismo  que 
antes,  y  si  sus  propiedades  se  respetasen  entretanto,  prefiriendo  después 
p amanecer,  las  habría  sustraído  injustamente  á  la  persecución  del  beli- 
geratiie  enemigo  :  «  lo  que  violaría  »  (dijo  la  Corto  Suprema  de  los  Estadus 
Unidost  «  los  principios  que  han  regido  largo  tiempo  en  los  juzgados  de 
presas  de  Inglati-rra,  y  que  ino  habiendo  fuertes  razones  que  los  lii  ii-scn 
inaplicables  á  la  América)  no  deben  dej-atenderse  en  los  Estados  Luidos. 
¿CuáU's  sorian  en  efecto  las  consecuencias  de  la  regla  contraria?  Se  apresa 
una  propiedad  dol  domiciliado:  el  propietario  escoge  entre  el  país  de  su 
domicilio  y  el  país  nativo.  Si  la  captura  ha  sido  hecha  por  el  primero, 
eligí*  ST  ciudaílano  suyo  ;  «i  por  el  segundo,  prefiere  pertenecer  A  este. 
¿  Puede  lolf-rars*'  jior  ninguno  de  los  dos  jjeligerantcs  una  posición  tan 
privilegiada  ?  Por  el  contrario,  la  re-la  de  los  iuzgados  ingleses,  que  le 
mira  <<>n\o  subdito  del  Estado  á  que  todavía  adhiere  y  á  cuya  fuerza  con- 
tribuye mientras  reside  y  comercia  en  él,  no  tiene  nada  de  duro  ;  ponjue 
-•♦i  áhl^'s  «le  volver  .1  su  patria,  está  expuesta  su  ¡tropiedad  á  ser  apresada 
en  el  Oréano  pí.r  los  cruceros  de  esti,  no  solo  está  exenta  de  captura,  sino 
prol*%'i.J.i  j,or  las  armas  del  Estado  bajo  cuyas  leyes  vive.  El  doblo  prixile- 
gio  que  SI'  reclama  es  contrario  á  la  r^zon  y  no  puedo  otorgarse.  »  f.'ran/i's 
íie¡>orli,  VIII,  p.  253. 

Pude  I  \ft%e  oira<  decisiones  sobre  el  mismo  asunto  en  ]\ltrnton*s 
EUmfnti.  p.  IV,  rh.  I.  íl  17,  y    Wlinilons  /{eporti,  II,  A(q»endi\  n.  1. 
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Ni  es  invariablemente  necesaria  la  residencia  personal  en 
territorio  enemigo  para  desneutralizar  al  comerciante,  por- 
que hay  una  residencia  virtual,  que  se  deduce  de  la  natura- 
leza del  tráfico.  En  el  caso  de  la  Auna  Catharine  apareció  que 
se  habia  celebrado  con  el  gobierno  español,  entonces  enemigo, 
una  contrata  que  por  los  privilegios  peculiares  que  se  acor- 
daban á  los  contratistas,  los  igualaba  con  los  vasallos  españo- 
les, y  aun  podia  decirse  que  los  hacia  de  mejor  condición.  Los 
contratistas,  para  llevarla  á  efecto,  juzgaron  conveniente  no 
residir  ellos  niismos  en  el  territorio  español,  sino  comisionar 
un  agente.  Con  este  motivo  declaró  Sir  \\\  Scott  en  la  senten- 
cia, que  aunque,  generalmente  hablando,  un  individuo  no  se 
desneulraliza  por  el  hecho  de  tener  un  agente  en  país  ene- 
migo, esto  sin  embargo  solo  se  entiende  cuando  el  individuo 
comercia  en  la  forma  ordinaria  de  los  extranjeros,  no  con  pri- 
vilegios particulares  que  le  asimilan  á  los  subditos  nativos,  y 
aun  le  conceden  alguna  ventaja  sobre  ellos.  En  el  caso  de  la 
Anna  Catharine  se  declaró  también  que  un  cónsul  extranjero 
contrae  residencia  en  el  país  para  donde  ha  sido  nombrado 
aunque  ejerza  sus  funciones  por  medio  de  un  vizcónsul  ó  di- 
putado, y  no  resida  actualmente  en  él  (1). 

No  es  necesaria  tampoco  la  existencia  de  un  establecimiento 
ó  casa  de  comercio  para  constituir  residencia  personal.  En  el 
caso  de  la  Jov(jc  Klassina  se  alegó  que  no  habia  residencia 
porque  la  parte  no  tenia  casa  de  comercio  en  el  país  ;  pero  el 
tribunal  declaró  que  esta  circunstancia  no  era  decisiva,  y  que 
bastaba  que  el  comerciante  residiese  y  traficase  en  territorio 
de  potencia  enemiga  jiara  que  se  le  considerase  como  enemigo 
en  todo  lo  relativo  á  este  tráfico. 

El  carácter  nacional  (jue  se  adquiere  por  la  residencia,  cesa 
solamente  por  la  ausencia  sine  animo  rcvoríondi.  Y  como  con- 
secuencia de  este  pi  incipio  se  ha  declarado  i)or  las  cortes  de 
almirantazgo,  (jue  si  un  individuo  establece  su  domicilio  en  el 
territorio  de  una  potencia  extranjera,  y  esta  llega  á  estar  en 
guerra  con  otra,  su  i)roi)ieda(l  embarcada  antes  do  tener  co- 
nocimiento de  la  guerra,  y  mientras  at^uel  domicilio  conti- 
núa, puede  ser  apresada  por  el  otro  beligerante.  La  doctrina 

(1)  Puede  verse  esle  caso  en  fíohinson's  I{<'ports,  IV,  18". 
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M  i'íiniclt'i'  liostil  emanado  ele  la  rosidoncia,  se  suele  lomar 
tíslrii-tiunenle.  y  las  exoopciont^s  fundadas  en  consideraciones 
de  e(|uidad  se  desatienden  para  hacer  mas  precisa  y  cierta  la 
re^la,  y  evitar  los  fraudes  i\  que  los  derechos  de  los  beligeran- 
tes quedarian  expuestos  de  otro  modo. 

Mas  aumpie  un  behj^'erante  imede  legítimamente  mirar  co- 
mo enemigo  á  todo  el  que  reside  ó  tiene  bienes  raices  ó  esta- 
blecimiento de  comercio  en  territorio  hostil,  sin  embargo  de 
que  bajo  otros  respectos  sea  verdaderamente  neutral  ó  ciuda- 
dano ;  puede  fK)\o  considerarle  como  enemigo  con  relación  á 
la  captura  de  las  propiedades  á  que  (\stá  alecta  la  residencia, 
estal)lec¡miento  ó  bienes  raíces  en  territorio  hostil.  Sj3  ha  de- 
clarado por  consiguiente  (pie  un  individuo  que  tiene  esta- 
blecimiento (')  domicilio  en  dos  países  se  halla  en  el  caso  de 
considerarse  como  ciudadano  del  uno  ó  del  otro,  según  el  orí- 
gen  y  dependencia  de  sus  operaciones  mercantiles,  de  manera 
que  mientras  goza  de  las  innmnidadcs  neutrales  en  las  unas, 
se  le  tratará  como  enemigo  en  las  otras  (1). 

4°  Navegar  con  bandera  y  pasaporte  del  enemigo  hace  ene- 
raiga  la  nave  y  la  sujeta  á  confiscación,  aunque  sea  proj)iedad 
de  un  neutral.  Las  mercaderías  pueden  seguir  otra  regla; 
pero  los  l/uques  se  revisten  siempre  del  carácter  de  la  poten- 
ciíí  cuya  bandera  toman,  y  los  papeles  de  mar  son  en  ellos 
ona  eslamj>a  (]>•  nacionalidad,  que  prevalece  contra  cuales- 
quiera derechos  ó  acciones  de  personas  residentes  en  países 
neutrales.  Si  el  buípie  lleva  licencia  especial  ó  pasapoi'te  de 
prolecriou  del  eneniigo,  ([ue  dé  motivo  de  sospechar  (pie  sii've 
ó  coadyuva  de  algún  m(^)do  á  sus  miras,  esto  se  consideraria 
romo  suflcieiiie  motivo  i)ai'a  confiscar  biujue  y  carga,  cuíü- 
quiera  que  fuese  el  í»bjelo  ostensible  y  el  rlr'sfino  del  viaje. 

(I)  Un  subdiío  de  España  (|uo  paso  á  los  Estados  Unidos  en  un  tiempo 
lie  paz  enlP!  la  Rspafia  y  la  (irán  BrcUiña  para  comercial"  entro  los  Estados 
Unido»  y  Idi  proyincias  de  España  on  \irliid  de  un.i  licencia  del  rey,  y  que 
d«»po<^  **«  estallar  la  icue-.n  entre  la  (irán  iJrefaña  y  la  E-paña  continña 
í  «'íi  los  EüUuJog  Unidos  y    ejercitando  aqiKd  conícrcio,  di  l)0  consi- 

d  mío  un  com.,T<¡anle  arneri.'ano,  auníjnc  (d   Ir.iüco  en  qm;  se  ocupa 

MA  d#»  j.tfn-A\tn  qoe  ñvio  poede'n  li.icersc  legit¡m.imcnle  por  un  súhdito 
MpaAol.  1^  na' iofialidad  del  rarácler  romercJHl  de  un  individuo  <l(d)e  do- 
Urminarw  por  su  donii-ili*»  y  no  por  la  naliiralfízi  de  su  ir.iliro.  Decisión 
d"  U  C  rt<!  >uprema  d»-  |(,s  Estados  liiidos  en  el  c.iso  ile  /JcíikjsIuii  conlrn 
la  Compañía  de  segurot  de  Mnryland;  Lrnnch's  fíeports,  VIlj  :ií)(i. 
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Pero  no  hal^iendo  esta  jiroteccion  especial,  se  ooníisca  solo  el 
bufjue. 

Tales  son  las  principales  circunstancias  que  en  el  concepto 
de  los  tribunales  de  Derecho  internacional  dan  un  carácter 
hostil  al  comercio.  No  estará  de  mas  adveii^ir,  que  la  propie- 
dad que  al  principio  del  viaje  tiene  un  carácter  hostil  no  lo 
pierde  por  las  traslaciones  ó  enajenaciones  que  se  hagan  in 
¿ransilUy  ni  á  virtud  de  ellas  deja  de  estar  sujeta  á  captura. 
Una  regla  contraria  abriria  la  puerta  n  un  sinnúmero  de  frau- 
des para  jiroteger  las  proi)iedades  contra  el  derecho  de  la 
guerra  por  medio  de  enajenaciones  sinudadas.  Durante  la 
paz  puede  la  propiedad  trasferirse  in  transitu  ;  pero  cuando 
existe  ó  amenaza  la  guerra,  la  regla  que  siguen  los  beligeran- 
tes es  que  los  derechos  de  propiedad  de  las  mercaderías  no 
experimentan  alteración  alguna  desde  el  embarque  hasta  la 
entrega.  Sucede  muchas  veces  que  para  proteger  una  proi)ie- 
dad  embarcada  se  trasñere,  durante  el  viaje,  á  un  neutral. 
Los  (ribunales  de  almirantazL;o  han  declarado  (luc  esta  prác- 
tica no  servia  de  nada,  porque  si  hubiese  de  ret^onocerse  como 
legitima  duranste  la  guerra,  todo  lo  que  se  eml>arcase  en  país 
enemigo  podria  fácilmente  salvarse  bajo  la  capa  de  traslacio- 
nes íicticias.  Y  aun  ha  legado  á  decidirse  (en  el  caso  del 
JJnnekebanr  Africaan)  que  la  propiedad  enviada  de  una  colo- 
nia enemiga  y  apresada  en  el  viaje,  no  habia  nuidado  de  ca- 
rácter in  transitu  aunque  antes  del  apresamiento  los  propie- 
tarios habían  plisado  á  ser  subditos  británicos  por  la  capitula- 
ción de  la  colonia. 

Las  reservas  (juelos  consignadores  neutrales  suelen  hacer 
del  i-iesgo,  tomándolo  sobre  sí,  han  sido  tr.daflas  por  los  al- 
jüirantazgos  como  fraudulentas  é  inválidas.  En  el  caso  de  la 
Sal/y,  el  cargamenlo  se  habia  embarcado  ostensiblemente  por 
cuenta  de  comerciantes  americanos,  y  el  capitán  (lechuN)  que 
creía  que  desde  el  momento  de  su  desembanjue  habia  pasado 
á  ser  })ropiedad  del  gobierno  francés.  Era,  pues,  claro  ipie  se 
habia  conq)leta(lo  la  venta,  y  (jue  el  embartjue  por  cuenta  y 
riesgo  de  los  americanos  era  un  pretexto  para  evadir  la  cap- 
tura á  que  habrían  estado  sujetas  las  mercaderías  como  pro- 
})iedad  enemiga.  «  lia  sido  sienq)re  una  regla  de  los  juzgados 
do  })resas  (se  dijo  en  la  sentencia  de  esla  (\ansa^  ipielos  efectos 
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(jue  se  ll('\aii  ;'i  j);iis  enomig-o  l)ajo  conlralo  de  pasar  ;'i  ser  pro- 
piedad del  eneinig:o  á  su  llegada,  se  niiraii  conio  propiedad 
eiiemig:a  si  se  ai)resaii  in  (rniisitii.  En  tiempo  de  pa/  y  no  ha- 
biendo temores  de  guerra  imnediala,  este  contrato  seria  per- 
fectamente legítimo  y  produciria  todos  sus  efectos  en  juicio. 
Pero  en  un  caso  como  el  })resente,  en  que  la  forma  del  con- 
trato lleva  manifiestamente  i^or  objeto  precaver  los  peligros 
de  una  ¡¡róxima  guerra,  la  regla  antedicha  debe  inevitable- 
mente llt^varse  á  efecto.  El  conocimiento  expresa  cuenta  y 
riesgo  de  comerciantes  americanos  ;  pero  los  papeles  no  hacen 
prueba,  si  no  son  corro])orados  por  declaración  del  capitán,  y 
aquí  el  cai)itan,  en  vez  de  apoyar  el  contenido  de  los  cono- 
cimientos, depone  que  los  efectos  á  su  llegada  iban  á  ser  del 
gobierno  francés,  y  los  papeles  ocultos  dan  mucho  color  de 
verdad  á  esta  deposición.  No  se  necesita  mas  prueba.  Si  el  car- 
gamento iba  á  ser  pro})iedad  enemiga  á  su  llegada,  el  apre- 
samiento es  equivalente  á  la  entrega.  Los  captores  por  el  de- 
recho de  la  guerra  se  ponen  en  el  lugar  del  enemigo.  » 

En  general,  lodo  contrato  hecho  con  la  mira  de  pahar  una 
propiedad  enemiga,  es  ilegal  é  inválido.  Los  arbitrios  de  que 
se  valen  los  comerciantes  para  lograr  este  objeto  son  tan  va- 
rios, como  puede  fácilmente  imaginarse  por  el  grande  interés 
que  tienen  en  hacer  ilusorios  los  derechos  de  los  beligerantes. 
Así  es  (|ue  en  las  causas  de  presa  la  cuestión  rueda  frecuente- 
mente so})re  la  interpretación  (pie  se  trata  de  dar  á  los  títulos 
de  propiedad  por  los  apresadores  y  por  los  que  reclaman  la 
restitución  de  la  presa,  esforzándose   los  unos  en  rastrear  el 
fraude  y  los  otros  en  eludir  la  investigación.  Cada  nueva  es- 
pecie d<?  fraude  produce  necesariamente  nuevas  reglas  de  ad- 
judicaciofi  en  los  juzgados  de  presas;  y  al  mismo  paso  que 
estas  reglas,  se  nnjltiphcan  los  efugios  y  los  arbitrios  palia- 
tivos para  evadir  la  captura ;  de  manera  que  esta  parte  de  la 
legislación  internacional  se  va  complicando  cada  vez  mas  y  mas. 
Lo  peor  es  que  no  hay  en  la  práctica  de  las  diferentes  nacio- 
nes toda  la  uniformidad  (pie  seria  de  desear.  Cada  una  de  las 
princip.'ilííK  potenrias  forma  su  código  j)art¡culai*,    á    (jue  los 
Estados  menos  fuertes  tienen  que  someterse  en  sus  relaciones 
ron  clin. 
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Las  potencias  marítimas  (1)  ademas  de  las  naves  de  guerra 
del  Estado,  suelen  emplear  el  voluntario  auxilio  de  armado- 
res particulares  ó  corsarios,  que  apresan  las  embarcaciones  y 
propiedades  enemigas,  y  á  los  cuales  ceden  en  recompensa  de 
este  servicio  una  parte  ó  todo  el  valor  de  las  presas.  Llámase 
propiamente  armador  el  que  dispone  el  armamento  ó  corre 
con  el  avío  de  una  embarcación  destinada  al  corso  ;  v  corsa- 
rio  la  persona  elegida  por  el  armador  para  salir  al  mar  con 
el  objeto  de  hacer  presa  en  los  bajeles  y  propiedades  enemi- 
gas :  aunque  moderadamente  suele  entenderse  por  armador 
el  mismo  corsario  ó  comandante  del  buque  armado  en  corso, 
acaso  porque  estas  dos  calidades  se  juntan  á  menudo  en  una 
misma  persona. 

En  la  edad  media  no  se  consideraba  necesaria  una  comisión 
del  soberano  para  apresar  las  propiedades  enemigas,  ni  hasta 
el  siglo  XV  empezó  la  práctica  de  expedir  pa:entes  á  los  par- 
ticulares en  tiempo  de  guerra  para  que  pudiesen  hacer  el  cor- 
so. En  Alemania,  Francia  é  Inglaterra  se  promulgaron  entón- 
eos varias  ordenanzas  exigiendo  para  la  legitimidad  de  las 
presas  este  requisito,  que  según  la  práctica  de  las  naciones  ci- 
vilizadas, es  ahora  de  necesidad  indi¿j)ensable. 

Sír  Matlhcw  líale  calilicó  de  acto  depredatorio  el  de  atacar 
las  naves  del  enemigo  sin  una  patente  ó  comisión  pública,  á  no 
ser  en  defensa  projjia.  Pero  esta  doctrina  parece  demasiado 
severa.  Ya  se  ha  expuesto  (2)  la  opinión  de  Vattel  sobre  la  le- 
gilimidad  de  las  hostilidades  co:netidas  por  los  })articulares 
sin  autoridad  del  soberano.  De  ella  se  sigue  que  si  los  parti- 
culares sin  patento  de  corso  apresan  naves  y  mercaderías  de 
los  enemigos  de  su  nación,  no  por  eso  se  les  debe  considerar 
como  piratas.  A  los  ojos  de  las  naciones  extranjeras  son  com- 
batientes legítimos.  Delinquen,  pero  no  contra  la  ley  univer- 
sal de  las  naciones,  sino  contra  la  de  su  patria.  Toca,  pues,  á 

(t)  En  estoy  los  siguientes  artículos  se  lia  compendiado  á  Chitly  (vol.  I, 
c\\.  S.  sp<M.  3\  y  n  Ketil  (p.  I,  iect.  5).  Adema'<  se  han  tenido  presentes  las 
Ordenan/as  francesas  de  corso. 

(2)  i».  II,  cap.  :•>,  arl.    I. 

IS 
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esta  sola  castigarlos  por  ello,  si  lo  cree  coiiveniento,  y  privar- 
los (le  todo  derecho  sobre  los  electos  apresados,  que  es  lo  que 
coniuiuueute  se  hace.  La  pro})iedad  de  las  i)resas  hechas  siu 
autoridad  pública  })erteuece  i)rivativaniente  al  soberauo. 

La  patente  de  corso  tiene  un  térimno  limitado,  que  })or  las 
Ordenanzas  francesas  puede  ser,  según  la  mas  ó  menos  dis- 
tancia de  los  cruceros,  de  O,  12,  18  y  24  meses.  Y  ademas  de 
la  ])alente  de  corso  suelen  darse  á  los  capitanes  corsarios  comi- 
siones ó  despachos  para  los  conductores  de  presas.  También 
es  costumbre  dar  á  los  corsarios  junto  con  la  patente  instruc- 
ciones y  reglas  para  el  ejercicio  del  derecho  de  captura,  y 
exigirles  lianza  i)ara  la  indemnización  de  los  perjuicios  que 
ilegítimamente  inliriesen.  Se  ha  disputado  sobre  si  los  arma- 
dores y  comandantes  de  las  naves  de  corso  eran  responsa- 
Ijles  con  sus  bienes  al  pleno  resarcimiento  de  los  daños  causa- 
dos por  su  ilegal  conducta,  ó  solo  hasta  concurrencia  de  la 
lianza,  liynkerschoek  atribuye  á  los  armadores  colectiva  y  se- 
paradamente una  responsabilidad  in  solidiim  y  á  los  fiadores 
liasta  el  valor  de  la  lianza  (1).  Esta  regla  puede  modificarse 
por  las  leyes  locales.  La  Ordenanza  de  presas  de  Francia  era 
lonlbrine  en  un  todo  con  la  doctrina  de  Bynkerschoek  :  mas 
por  el  Código  Comercial  moderno  se  exime  á  los  propietarios 
tle  las  naves  de  corso,  de  la  responsabilidad  de  los  daños  co- 
metidos en  el  mar,  sino  es  hasta  el  valor  de  las  seguridades 
otorgadas  por  ellos,  á  menos  ({ue  hayan  tenido  alguna  com- 
plicidad en  los  hechos.  Donde  callan  las  leyes  locales,  como 
sucede  en  los  Estados  Unidos,  debe  seguirse  el  principio  ge- 
neral, (jue  la  responsabilidad  se  conmensura  por  el  valor  de 

(I)  Exercitores  pulo  íeneri  doñee  omne  damnum  resarciverint.  Qua'st. 
Jur.  Pub.,  I.  líi.  Cori\¡(íne  iiolur  que  el  armador  no  es  responsable  á  mas 
de  lo  que  nioDla  la  lianza  <^ne  las  l.;yes  le  oljli^'an  á  dar  y  á  la  i)éidida 
df.-l  Ijuquc,  por  uctox  de  piraterin,  de  (|iic  se  Jiajari  hecho  culi)ahl('s  el 
i-apiUn  y  la  Iripulacioii  del  burjue.  El  derecho  niaríiiino  no  le  impuno  res- 
pc-iHahilitlad  tri  tolidum  por  la  conduela  del  capilaii  y  iripulacion,  sino  en 
luanto  e»lü»  5»e  ocupan  en  la  ejecución  ilel  mándalo,  que  es  el  apresamiento 
iJe  propiedades  hostiles.  (Kent.) 

Ij  p-spon'sabilidad  de  los  arinailore-s  se  extiende  á  los  cajtilanc.s  :  Est 
nubn  rUclin  utrum  exercitorem  un  nutijiili  mu  convenire  vclimus  :  1.  1, 
I  17,  1).  Jje  exercit.  act. 

Ooíjde  cesa  U  responsabilidad  del  captor,  principia  la  del  Kslado  á 
quien  tinc.  [Hhealun'M  JJniienls,  p.  IV,  ch.  ü,  ¿  l'ó.) 
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los  'lafios  y  recae  sobre  cada  uno  de  los  íirmadores  in  soli- 
diim  (1). 

A  pesar  de  estas  precauciones,  suele  ser  tal  el  carácter  de 
los  que  abrazan  este  servicio,  sobre  todo  cuando  se  emplean 
en  él  extranjeros,  y  tan  frecuentes  son  los  desórdenes  en  ([ue 
incurren  y  las  quejas  y  reclamaciones  á  (jue  dan  motivo  de 
parte  de  las  naciones  amigas,  ({ue  se  ha  pensado  en  abolirlo  ó 
por  lo  menos  restringirlo  considerablemente.  La  Ordenanza 
francesa  de  1681  prohibe  á  los  extranjeros  hacer  el  corso  bajo 
pabellón  francés.  En  los  tratados  de  algunas  potencias  se  ha 
estipulado,  que  sobreviniendo  entre  ellas  la  guerra  no  dariau 
})atentes  de  corso  para  hostilizarse  una  á  otra.  Varios  Pasta- 
dos (2)  han  i)rohibido  bajo  severas  penas  á  sus  subditos  acej)- 
tar  comisiones  ó  equipar  naves  para  cruzar  bajo  pabellón  ex- 
tranjero y  hacer  presa  en  el  comercio  de  naciones  amigas. 
Otros  Estados  han  estipulado  entre  si  (pie  los  subditos  de  cada 
uno  de  ellos  no  recibirían  patente  de  corsu  de  los  enemigos 
del  otro  para  hostilizarse  en  el  mar,  so  pena  de  ser  tratados 
como  piratas. 

El  corsario  que  cruza  con  dos  ó  mas  patentes  de  diversas 
potencias,  se  expone  á  ser  considerado  como  pirata ;  pero  la 
nave  que  cruza  legítimamente  contra  un  Estado  se  halla  por 
esto  solo  autorizada  para  cruzar  conti  a  un  nuevo  enemigo  del 
suyo.  Por  las  Ordenanzas  francesas  de  1(350,  1674  y  1681, 
conürmadas  en  la  do  prairial  año  11,  se  sujeta  á  la  jiena  de 
})irateria  á  todo  capitán  francés,  convencido  de  haber  hecho  el 
corso  bajo  diferentes  pabellones;  y  se  declara  de  buena  presa 
toda  nave  que  pelee  bajo  otro  })abcllon  ([ue  el  del  Estado  cuya 
patente  lleva,  ó  (pie  lleve  patentes  de  diversas  potencias,  y  si 
está  armada  en  guerra,  se  impone  á  su  capitán  y  oluiales  !a 
I)ena  de  })iralas. 

Las  Ordenanzas  francesas  de  1681  y  161)^],  conlirmadas  \a)i 
el  decreto  de  líí  termidor  año  6,  prohiben  bajo  pena  de  des- 
titución y  otras  in.is  pravos  á  los  oficiales,  administradores^ 
agentes  diplomáticos  y  consulares,  y  otros  empicados  públicos 

(1)  Véase  el  caso  de  Del  Col  v.  Aiuuld,  jux^'ado  [)or  la  CorU"  Suproiua 
tie  los  Ksladüs  Unidos.  Dallt  s's  /íí/ur/.v,  UI,  ;kU,  >  el  del  Karasan,  \ov 
Sir  W.  Scolt,  /{ob.  liep.  V,  21)1. 

(2)  Entre  ellos  la  Francia.   Véase  Mtrlin,  J{epc¡t.\.  Armateur. 
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i'i  quienes  toque  velar  sobre  la  ejecución  de  las  Ordenanzas  de 
cüi*so,  o  concurrii'  lú  juicio  de  la  legitimidad  de  las  presas, 
tener  intereses  directos  ó  indirectos  en  los  armamentos,  ó  ha- 
cerse directa  ó  indirectamente  adjudicatarios  de  los  electos 
apresados  cuya  ^  enta  haya  sido  ordenada  por  ellos. 

Los  capitanes,  por  las  Ordenanzas  francesas  de  1696  y  1704 
(conlirmadas  por  la  del  2  prairial  año  11)  deben  arbolar  el 
j)abellon  nacional  antes  de  tirar  con  bala  al  bajel  á  que  dan 
caza,  bajo  pena  de  ser  privados  de  ellos  y  los  armadores  de 
todo  el  producto  de  la  presa,  que  se  confisca  á  favor  del  Esta- 
do, si  el  bajel  es  enemigo;  y  si  este  resulta  ser  neutral,  son 
condenados  en  daños,  perjuicios  é  intereses  á  favor  de  los  pro- 
pietarios. 

«  Navegar  y  dar  caza  con  bandera  falsa  (dijo  Sir  W.  Scott 
en  el  caso  del  Peacock)  puede  ser  permitido  como  estratagema 
en  la  guerra;  pero  hacer  fuego  con  bandera  falsa,  las  leyes 
marilimas  de  este  pais  no  lo  toleran,  porque  puede  acarrear 
consecuencias  inicuas;  puede  ocasionar  la  muerte  de  personas, 
(jue  conociendo  el  verdadero  carácter  de  la  embarcación  que 
los  persigue,  se  ])Ondr¡an  tal  vez  bajo  su  protección  en  vez  de 
resistirse  [i).  »  Kn  este  caso  el  captor  inglés  acriminnl)a  á  los 
reclamantes  haber  arrojado  papeles  al  agua,  y  se  decidió  que 
era  justilicable  este  hecho,  ponjue  creyendo  que  los  atacaba 
un  buque  francés,  tuvieron  motivo  para  deshacerse  de  cartas 
que  hubieran  legitimada  la  presa  ante  los  tribunales  franceses. 

Aunque  es  lícito  á  los  corsarios  tener  á  bordo  los  pabello- 
nes (jue  quieran  y  hacer  uso  do  ellos,  sea  para  reconocer  mas 
fácilmente  por  este  medio  las  naves  que  encuentran,  sea  para 
evilai'  que  otros  mas  fuertes  les  den  caza,  hay  varias  naciones 
que  iniraii  como  un  ai-to  ilegal  tirar  el  cañonazo  de  llamada 
Ijaju  olro  j»abe]lon  que  el  del  soberano  (2).  Otras  por  el  con- 
Iráno  dan  jiocít  iiiqjorttincia  á  este  acto.  Los  juzgados  anieri- 
ctífios  han  declarado  que  para  eximir  de  j)erjuici()s  y  costas  al 
captor,  en  el  caso  de  un  apresamiento  originado  del  error 
inuluo  de  cada  uno  de  los  conlendientíís  sobre  la  nacionalidad 
del  otro,  no  era  necesario  qu(?  hubiese  níinn/mlo  su  hundera 

(I,  Ho»j.  Ikp.,  IV,  187. 

\;t¡  Valiii.,  ton.meht,  de»  (Jrdonhüucc»  de  frunce,  lii.  JJes priteg,  arl.  :;. 


DE    DERECHO    INTERNACIONAL.  197 

con  un  cañonazo,  pues  auu«{ue  esta  era  la  costumbre  de  Fran- 
cia, España  y  Portugal,  no  lo  era  de  la  Gran  Bretaña  y  de  los 
Estados  Unidos  (1). 

Inmediatamente  después  del  apresamiento  de  una  nave,  el 
capitán  captor  se  apodera  de  las  licencias,  pasaportes,  letras 
de  mar,  contratas  de  fletamento,  conocimientos  y  demás  pa- 
peles que  haya  á  bordo.  Todo  se  deposita  en  un  cofre  ó  saco 
á  presencia  del  capitán  de  la  nave  apresada,  cpie  es  requerido  á 
sellarlo  con  su  sello  propio.  El  capitán  captor  hace  cerrar  las 
escotillas  y  toma  las  llaves  de  todos  los  cofres  y  armarios.  Se 
imponen  severas  penas  á  los  capitanes,  oficiales  y  marineros 
apresadores  que  sustraigan  alguno  de  los  papeles  de  la  nave 
apresada. 

Hecha  una  presa,  debe  conducirse  á  un  puerto  del  soberano 
del  corsario  para  su  adjudicación  (2).  Si  los  captores  no  quie- 
ren hacerse  cai'go  de  la  nave  apresada,  y  toman  solamente  las 
mercaderías,  ó  lo  dejan  todo  por  composición,  se  les  obliga 
por  las  Ordenanzas  de  Francia  á  quedarse  con  los  papeles  y  á 
detener  á  lo  menos  los  dos  principales  oficiales,  sin  duda  con 
el  objeto  de  que  pueda  calificarse  la  legaHdad  de  la  presa  ante 
un  juzgado  francés. 

Cuando  no  es  posible  conducir  la  presa  á  puerto  seguro,  y 
el  enemigo  no  la  i-escata,  es  licito  al  apresador  destruirla; 
pero  en  tal  caso  es  obligación  snya  proveerse  de  los  documen- 
tos necesarios  para  calificar  su  conducta  y  la  legitimidad  do  la 
presa,  y  hacer  que  se  reciban  las  declaraciones  juradas  de  los 
principales  oficiales  de  ella,  por  ante  un  magistrado  de  su 
nación  ó  de  un  aliado,  ó  por  ante  un  cónsul  do  su  nación  resi- 
dente en  país  neutral. 

Los  Ordenanzas  francesas  de  corso  son  en  general  un  mo- 
delo digno  de  unitacion  para  los  Estados  (jue  deseen  poner  un 
freno  á  la  licencia  de  los  cor.sarios,  y  -evitar  las  ({nejas  y  de- 


(1)  Caso  (le  la  }ínriiina  Flora.  ]yheatons  7^'/).,  II,  48. 

(2)  Si  las  inslruccioiíGS  del  gobierno  facullan  al  captor  para  conducir 
su  presa  al  puerto  mas  convenienle,  no  por  eso  le  dan  ui.a  libre  y  ab- 
soluta iliscrocion  sobre  csla  materia,  sino  solo  una  discreción  racional, 
en  qtif  se  consulta,  junio  con  su  propia  comodidad,  el  interés  que  pue- 
dan tener  loa  neulrales:  Sir  W.  ScoU,  on  el  caso  del  /VucocA-,  lioh.  J{»'p., 
IV,  187. 
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uiínulas  de  reparación  do  los  Estados  neutrales.  Kstas  Orde- 
nanzas, adoj)lailas  en  ^ran  j^arte  por  la  Ksj)aña  y  ])or  otras 
naeiones,  lian  conlr¡l>iiido  inueho  á  fijar  el  Dereclio  consuetu- 
dinario de  Europa.  Aqui  solo  })uede  indicarse  lo  mas  principal 
y  lo  que  tiene  mas  inmediato  enlace  con  las  obligaciones  y  de- 
rechos entre  los  diferentes  Estados. 

Es  libre  á  cada  nación  dar  á  sus  armadores  y  corsarios  las 
reglas  que  ipiiera.  En  tanto  que  estas  regias  se  dirigen  sola- 
mente á  los  subditos,  nadie  puede  disputar  la  competencia  del 
soberano  para  eslablecerl  is.  Tero  no  sucede  lo  mismo  con  res- 
})eclo  á  los  extranjeros.  No  hay  autoridad  para  sujetarlos  á  re- 
((uisitos  do  esta  ó  aquella  especie  particular,  sino  en  cuanto 
las  reglas  que  se  les  impongan  sean  conformes  al  Derecho  uni- 
versal de  gentes,  á  la  costumbre  ó  los  tratados. 

3. 

l'na  i»resa  (1)  i)uede  ser  ilegítima,  ya  ])or  el  tiempo  del 
apresamiento,  si  ha  sido,  por  ejemplo,  después  de  la  fecha  del 
tratado  de  paz,  ó  después  del  plazo  ])reíijado  en  este  para  la 
legitimidad  de  las  presas  ;  ya  })or  el  lugar  del  apresamiento, 
si  ha  sido  bajo  el  cañón  ó  dentro  de  la  jurisdicción  de  un  Es- 
lado  neutral ;  ya  i>or  haberse  violado  en  el  apresamiento  al- 
gunas de  las  inmunidades  acordadas  al  enemigo  en  tratados 
anteriores  ;i  la  guerra  y  relativos  á  ella,  ó  alguna  excepción  ó 
l»r¡vilcgio  particular,  como  el  de  los  salvos-conduclos,  j)asa- 
vanles  ó  licencias  concedidas  por  un  beligerante  á  las  naves  ó 
mercaderías  del  otro. 

Si  el  apresamiento  se  hace  antes  de  la  declaración  formal 
de  guerra,  es  necesario  examinar  si  ha  sido  á  virtud  de  una 
orden  de  represalias  exj)edida  por  I.m  autoridad  competente. 
La  presa  es  entonces  legítima,  no  en  virtud  del  derecho  de  la 
^MiciTa,  sino  del  denícho  de  i'ei)resalias  ;  ó  mas  bien  las  rcpre- 
halias  constituyen  en  este  caso  un  estado  paicial  de  guerra, 
supuesto  que  en  ellas  empleamos  la  fuerza  para  hacernos  jus- 
licin. 

Un  apresamiento  hecho  dentro  (]()  territorio  neutivil  es  ile- 


(I)  Chitty  y  Kenl,  en   los    lugaroí  arriba  «lirlios,   lian  suministrado    casi 
toJa  U  doctrina  «ie  e»t(9  articulo. 
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gítimo,  según  se  lia  dicho ;  pero  esta  ilegitimidad  se  entiende 
con  respecto  al  soberano  de  aquel  territorio,  no  con  respecto 
al  apresado,  el  cual  tiene  solamente  derecho  para  reclamar  la 
protección  del  Estado  neutral,  como  este  lo  tiene  para  que  el 
apresador  repare  la  violación  de  su  neutralidad,  poniendo  la 
presa  en  sus  manos.  Pero  si  la  nave  apresada  fué  la  que  co- 
menzó las  hostilidades  en  aguas  neutrales,  no  tiene  derecho  á 
la  protección  del  territorio,  y  la  captura  subsiguiente  no  es 
una  injuria  de  que  el  soberano  neutral  esté  obligado  á  exigir 
reparación  (1). 

Guando  se  toma  una  plaza  marítima  por  capitulación,  las 
propiedades  que  están  en  el  mar  no  parecen  hallarse  en  el 
mismo  predicamento  que  las  propiedades  en  tierra.  La  licen- 
cia que  se  concede  á  los  conquistados  para  salir  con  su  dine- 
ro, mercaderías  y  efectos  por  mar  ó  por  tierra,  no  comprende 
necesaria  ni  comunmente  el  permiso  de  llevarse  las  propie- 
dades flotantes,  porcpie  semejante  licencia  no  deroga  la  cos- 
tumbre establecida  de  apresárosla  clase  de  bienes.  Por  el  caso 
de  Jas  naves  apresadas  en  Genova,  parece  también,  que  la  cir- 
cunstancia de  haberse  acordado  en  la  capitulación  una  entera 
hbertad  de  comercio,  no  protege  las  propiedades  flotantes, 
porque,  según  Sir  W.  Scott,  es  práctica  ordinaria  apresarlas 
aunque  se  haya  capitulado  esta  libertad  de  comercio  (2). 

Los  efectos  apresados  cuya  restitución  no  se  reclama  ante 
el  tribunal  competente,  se  condenan  como  presa  legitima  (3). 
Con  todo,  si  aparece  que  el  carácter  nacional  de  la  })resa  es 
neutral  ó  dudoso,  y  no  se  interpone  reclamo,  la  i)ráctica  do 
los  Estados  Unidos  es  conceder  a  los  propietarios  un  año  y  día 
de  plazo,  contados  desde  la  iniciación  de  los  procedimientos 
judiciales  (i)  para  (\ue  hagan  valer  -sus  derechos  ;  y  si  no  lo 


(1)  Caso  lio  la  Anne  en  la  Corlo  Sui>ienia  ilo  los  Cstailos  rniílos.  W/ica- 
ton's  Rep.  III,  147.  Según  Schmalz,  se  mira  como  ilícilo  á  un  corsario  (no 
;i  un  buque  de  {rnerra  úo  la  armada)  el  dar  caza  á  un  buque  enemij:o  on 
ios  riüs  del  lerrilorio  enemigo,  y  si  el  corsario  caNOse  en  manos  de  los 
naturales,  no  se  le  Iralaria  con  las  consideraciones  que  ;i  los  prisioneros 
de  guerra.  Droil  des  (¡cns  eufope'en,   VI,  3. 

(-2)  Jiobinson's  Heporls,  IV,  397. 

(3)  Caso  (le  la  Ailclinn.   Cranch'.^  /{rports,  I\,  '2ii. 

(4)  After  llie  instilntion  of  tlie  prize  proceedin(jx.  Caso  del  //ar- 
risun,  Wheaton's  iieporls,  I,  2i)9. 
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liaoen  dentro  de  este  plazo,  so  iuljudica  la  propiedad  á  los 
captores  (1). 

La  comisión  que  da  un  soberano  Ix^i^oraulc  para  apresar 
propiedades  eneinii^-as,  se  extiende  ¡i  las  propiedades  neutra- 
les, apresadas  en  el  acto  de  violar  la  neutralidad  (2).  De  los 
derechos  y  obligaciones  propias  de  este  carácter  se  tratará  mas 
adelante.  Acpii  nos  limitaremos  á  advertir  que  los  efectos  en- 
contrados á  bordo  de  buques  enemigos,  se  presumen  propie- 
dad enemiga,  á  menos  (jue  ju'esenten  claras  señales  y  los 
acompafien  docimientos  fehacientes  oel  carácter  neutral  (3). 


Para  que  la  presa  marítima  dé  un  título  auléiitico  de  pro- 
piedad, trasferible  á  los  neutrales  ó  al  represador,  es  necesa- 
ria, según  la  práctica  mas  general  de  las  naciones  modernas, 
la  adjudicación  de  un  tribunal,  que  debe  pertenecer  al  sobe- 
rano del  captor,  y  residir  en  el  teriitoi'io  de  este  soberano,  ó 
íle  sus  aliados. 

La  necesidad  de  los  juzgamientos  de  presas  nace  prinoípal- 
inenle  del  ¡)el¡gro  de  que  en  el  ejercicio  del  derecho  de  cap- 
tura Sí;  confundan  las  propiedades  neutrales  con  las  enemigas, 
]»or  error  ó  malicia  de  los  captores.  Es  evidente  que  si  el  juicio 
de  la  Ifgitimidíid  de  las  presas  se  dejase  á  estos,  la  guerra  se 
conví'rtiria  en  un  sistenn  de  pillaje,  y  la  propiedad  de  acpie- 
llos  que  nada  tienen  (juh  ver  con  la  guerra,  correi'ia  no  mtínor 
peligro  (jue  la  propiedad  de  los  beligerantes,  a  Kl  Derecho  de 
gentes  (decía  L^rd  Mansíield)  hace  á  los  pueblos  recíproca- 
mente resjionsables  de  las  injurias  que  se  cometen  por  mar  ó 
tierra.  Los  principios  naturales  de  justicia,  la  conveniencia 
mutua  y  el  consentímienlo  de  las  naciones  han  establecido 
ciertag  reglas  de  procedimiento,  un  código  y  tribunales  des- 
tinados á  juzgar  las  presas.  Los  ciudadanos  de  cada  Kstado 
ocurren  á  los  tribunales  de  los  otros,  y  se  les  administra  justi- 
cia conformí*  á  una  misma  ley,  igualnifüito  conocida  de  todos. 

(1)  V¿a«e  la  ñola  anierior. 
{ti  FAlioCt  Diplnmalic  C'ile^  Uefn\  ii.  2.*>7. 

(3)  fUhül'i  /Ji¡i.  Code,  /{ffer.  n.  ü:í8.  Vó.isc  lamijicii  Jtubinsuu's  lie 
portt,  IV,  3%. 
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Y  para  dar  eficacia  á  lo  que  dispone  el  Derecho  internacional 
en  esta  materia,  las  leyes  ó  edictos  que  se  promulgan  al  prin- 
cipio de  la  guerra,  determinan  por  punto  general  que  los  bu- 
ques y  efectos  apresados,  sea  por  naves  del  soberano  ó  de  los 
parliculares,  hayan  de  condenarse  previamente  en  una  Corte 
de  almirantazgo  para  que  los  captores  puedan  gozar  de  ellos  ó 
enajenarlos  (1). 

El  conocimiento  de  las  causas  de  presas  es  privativo  de  la 
nación  apresadora.  Esta  es  una  consecuencia  necesaria  de  la 
igualdad  y  la  absoluta  iiulependencia  de  los  Estados  sobera- 
nos, por  una  p¿a'le,  y  de  la  obligación  de  observiir  ima  impar- 
cial y  rigurosa  neutralidad,  por  otra.  En  virtud  del  primer 
principio,  cada  soberano  es  el  arbitro  reconocido  de  toda  con- 
troversia que  concierna  á  sus  derechos  propios,  y  no  puede 
sin  degradar  su  dignidad  aparecer  en  el  foro  de  las  otras  na- 
ciones á  defender  los  actos  de  sus  agentes  y  comisionados,  y 
mucho  menos  la  legalidad  y  justicia  de  las  reglas  de  conducta 
que  les  ha  prescrito.  Y  en  virtud  del  segundo  es  prohibido  á 
los  neutrales  intervenir  de  modo  alguno  entre  el  apresador  y 
el  apresado,  y  no  pueden  menos  de  considerar  el  hecho  de  la 
posesión  como  una  i)rueba  concluyente  del  derecho.  Asi  los 
corsarios  no  están  sujetos  á  otros  tribunales  que  los  del  Estado 
cuya  bandera  llevan,  á  lo  inénos  en  todo  aquello  que  concier- 
ne al  ejercicio  de  la  comisión  pública  i[ue  se  les  ha  conlerido. 

Y  tan  general  es  esta  regla,  que  según  la  doctrina  de  los  tri- 
bunales americanos,  es  un  acto  ilegal  quitar  al  captor  la  po- 
sesión de  las  naves  y  mercaderías  de  la  nación  neutral  á  que 
arriba,  siempre  que  hayan  sido  apresadas  á  titulo  de  enemigas 
ó  de   conliscables  ,////'t'  hclli,  auiiíjue  realmente  no  lo  sean  (2). 

Azuni  indica  las  excepciones  siguientes  :,  i'  cuando  el  apre- 
sador ha  quebrantado  aipiellas  leyes  de  la  naturaleza  que  se 
miran  como  sagradas  aun  entre  enemigos,  ejecutando  cruel- 
dades monstruosas  en  la  gente  del  buque  apresado  ;  pues  en- 
tonces podrá  el  Estado  neutral  á  cuyo  puerto  ha  llegado  la 
presa  poner  en  salvo  á  los  prisioneros,  y  aun  prender  al  capi- 
tán y  olicialidad  del  corsario  ;  2*  cuando  el  captor  es  acusado 

(l)  Chitly,  yol.  III,  cli.  13,  p.  G08. 

(•2)  Elliol's  Codr,  Kef.  i».  107.  Lo  misino  en  Ingla  ii;  Kii  Fraiicii», 
como  veremos  mas  adeiiinle,  no  se  sigue  csla  r»gla. 
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de  piratona  ;  3'  cuando  este  lia  violado  la  iieulralidad,  apre- 
sando en  a^riias  neutrales,  rompiendo  los  documentos  que 
probaban  la  inocencia  de  la  carg-a,  ó  cometiendo  otros  desa- 
fueros semejantes  :  si  el  corsario  ha  violado  la  neutralidad  del 
Estado  en  (¡ue  se  halla,  no  ])uede  declinar  su  jurisdicción,  ale- 
gando el  privilegio  de  los  buques  armados  en  guerra  (1).  Pero 
dejo  esta  materia  para  cuando  se  trate  de  los  derechos  y  obli- 
gaciones de  los  neutrales  (2). 

*  Tan  estrictamente  es  privativo  del  soberano  del  apresador 
el  conocimento  de  las  causas  de  presa,  que  la  sentencia  de  un 
tribunal  de  una  potencia  aliada  no  se  miraria  como  legítima. 

Parece  por  una  multitud  de  casos  substanciados  en  los  tribu- 
nales })ritánicos,  (|ue  la  sentencia  de  un  tribunal  de  presas 
que  juzga  por  comisión  de  un  beligerante  en  territorio  neu- 
tral, se  invalida  por  esta  última  circunstancia,  aunque  seme- 
jantes juicios  so  instituyan  con  aprobación  ó  equiescencia  de 
la  potencia  neutral  (8). 

La  posesión  del  captor  da  jurisdicción  á  sus  juzgados  nacio- 
nales ;  y  si  se  pierde  la  posesión  por  represa,  escape,  ó  aban- 
dono voluntario,  cesa  la  jurisdicción  conferida  por  el  apresa- 
miento (i;. 

Las  causas  de  presa  son  siempre  in  rem  contra  la  nave,  la 
carga,  ó  ambas,  ó  fjuasi  in  rcín,  contra  el  producto  de  ellas. 
Mas  para  dar  jurisdicción  á  los  tribunales  de  la  nación  apre- 
sadora,  no  es  necesario  que  la  presa  sea  conducida  á  sus  aguas 
ó  tierras.  Basta  que  el  captor  la  haya  ocupado  jure  hclli,  y  (pie 
tonga  tranípiila  posesión  de  ella  en  territorio  neutral  (5).  Su- 
púso.se  por  algún  tiempo  ({ue  un  tribunal  de  presas  residente 
en  el  pais  del  soberano  cuya  autoridad  representa,  ó  de  un 
soberano  aliado,  no  tenia  jurisdicción  sobre  las  presas  que  per- 

(I)  Azani,  Derecho  Maní.,  j).  II,  cap.  4,  arl,  3. 

(4)  Mas  adelante,  cap.  VII,  aii.  7. 

(3;  Véase  ol  caso  del  l-ln<l  Oyen,  Hobinsou's  /{rports,  I,  l.'J.'i;  y  á  Wlipa- 
lon  EUfuents,  IV,  ch.  2,  j!,  U.  Kenl  o.slahlccc  la  mi.sma  regla  qu(5  Wliea- 
lon  :  «  .No  seria  h-gal  qiio  s<!  juzgase  la  prosa  por  un  Irihuiial  lesidonle 
en  país  neutral.  Esta  proliibirion  no  so  apoya  .solo  en  \n  impropio  y  po- 
Ufrow  qae  seria  <l  har.ir  la  tierra  neutral  nn  centro  do  procedimientos 
boMiks.  Mno  »Mi  la  prá.iica  de  la.s  naciones,  >.  I    p.   103. 

(4)  hlltot'i  Codf,  liefer.,  n.   3t. 

r5    fJlUol'i  Hefer.,   u.  <i\)(i,  :m,  etc. 
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manecian  en  puertos  neutrales,  porque  carecía  de  la  posesión 
necesaria  para  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  iii  rem.  Sir 
W.  Scott  reconoció  que  esta  máxima  era  fundada,  pero  creia 
que  el  almirantazgo  británico  liabia  mantenido  tan  expresa  y 
terminantemente  el  valor  de  las  condenaciones  de  presas  exis- 
tentes en  país  neutral,  que  ya  no  era  posible  abandonar  esta 
práctica  y  volver  al  principio  antiguo.  La  regla  del  almiran- 
tazgo británico  se  halla  ahora  definitivamente  establecida  por 
la  costumbre  general  de  las  naciones.  Aunque  la  presa  se  halle 
en  territorio  neutral,  si  el  apresador  está  en  posesión  de  ella, 
y  la  tiene  bajo  su  potesdad,  esto  se  estima  suficiente  para  la 
legitimidad  del  juicio  in  rem  /I) . 

Las  sentencias  de  estos  juzgados  tienen  toda  fuerza  y  valor 
en  las  naciones  extranjeras  como  pronunciadas  por  autoridad 
legítima  sobre  materias  de  su  fuero.  Ellas  dan  á  los  adjudica- 
tarios de  la  propiedad  apresada  un  título  incontrovertible.  Los 
juzgados  americanos  han  sentado  en  principio  que  la  senten- 
cia de  un  tribunal  extranjero  que  condena  propiedades  neu- 
trales en  conformidad  con  una  ley  ó  edicto  injusto  en  si  mis- 
mo, contrarío  al  Derecho  de  gentes,  derogatorio  de  las  inmu- 
nidades de  los  neutrales,  y  declarado  tal  por  el  Presidente  y 
Congreso  de  los  Estados  Unidos,  trasfiere  no  obstante  el  do- 
minio de  la  propiedad  condenada.  Consecuentes  á  este  prin- 
cipio declararon  que  los  propietarios  americanos  no  podían 
reclamar  ante  los  tribunales  de  su  patria  las  propiedades  apre- 
sadas v  condenadas  en  los  tribunales  franceses  á  consecuencia 
del  decreto  de  Milán  (2). 

Otro  corolario  de  la  fuerza  y  valor  que  se  da  por  el  Derecho 
de  gentes  á  las  decisiones  de  los  juzgados  de  presas,  es  que 
cada  sentencia  pronunciada  por  uno  de  ellos  se  recibe  como 
prueba  concluyentc  en  los  juicios  sobre  pólizas  de  seguros, 
aun  dado  caso  que  haya  sido  injusta,  con  tal  que  la  injusticia 
no  ai)arezca  en  la  sentencia  misma.  Por  consiguiente,  no  se 
admite  prueba  contraria  dirigida  á  falsificar  los  hechos  que  se 
afirman  expresamente  en  ella,  ó  á  manifestar  que  el  fallo  ha 
sido  infundado  (3). 

(l)  KcnVs  Commcnt.,  I,  103,  lOi  (seg.  edic). 

(i>)  J'niiors  llefcr.,  n.  50,  53. 

(3)  Chitty's  Comm.  Law,  lll,  487. 
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En  un  juicio  sobre  el  seguro  de  una  propiedad  que  habia 
sido  condenada  en  Francia  por  una  supuesta  infracción  de  un 
tratado,  entre  Francia  y  América,  decia  Lord  Ellenborough  : 
«  ¿Xo  se  funda  la  sentencia  de  condenación  en  la  circunstan- 
cia de  no  llevar  el  buque  los  documentos  de  que,  á  juicio  del 
tribunal  francés,  debió  estar  provisto  según  el  tratado  ?  Yo  no 
digo  que  fuese  correcta  la  interpretación  que  dieron  cá  este  tra- 
tado los  jueces;  pero  por  inicua  que  haya  sido,  teniendo  juris- 
dicción competente  para  interpretarlo,  y  habiéndolo  hecho  en 
efecto,  el  respeto  y  cortesía  que  las  naciones  civilizadas  se 
guai'dan  unas  á  otras ,  nos  obliga  á  dar  crédito  á  la  adju- 
dicación. Alegúese  lo  que  se  quiera;  el  almirantazgo  fran- 
cés ha  condenado  el  buque  por  luia  infracción  de  tratado, 
que  falsifica  la  garantía  de  neutralidad  :  ó  hemos  de  disputar 
su  jurisdicción,  ó  debemos  atenernos  á  la  sentencia  (1).  » 

I^ero,  según  la  jtráctica  del  almirantazgo  británico,  la  sen- 
tencia no  baria  prueba,  si  en  ella  se  expusieran  los  motivos 
especiales  que  habían  inducido  la  condenación  (circunstancia 
que  no  es  necesaria  para  su  validez  en  derecho)  y  si  estos  mo- 
tivos no  justificaran  la  decisión  del  juzgado  (2).  De  aquí  es 
que  la  garantía  de  neutralidad  no  se  falsificaría  por  la  sen- 
tencia de  un  tribunal  de  presas  extranjero  que  condenase  á 
un  buque  neutral  por  haber  infringido  las  leyes  ú  ordenan- 
zas particulares  del  Estado  beligerante,  que  no  fuesen  confor- 
mes al  Derecho  de  gentes,  y  que  no  hubiesen  sido  aceptadas 
por  la  nación  neutral  (3) . 

La  autoridad  de  cosa  juzgada  que  la  costumbre  general  de 
las  naciones  da  á  los  actos  de  los  trüjunales  de  presas,  no  se 
opone  al  dereclio  que  tienen  los  Estados  extranjíu'os  para  so- 
licitar la  reparación  de  los  daños  que  hayan  sufrido  por  la  ile- 
galidad ó  injusticia  de  las  sentencias.  Si  un  beligerante  esta- 
blece para  el  juzgamiento  de  sus  presas  reglas  arbitrarías, 
opuestas  á  los  j)rínc¡i)ios  del  Derecho  de  gentes  reconocido, 
las  potencias  extr.injoras  no  mirarán  por  eso  como  justas  las 

(l)ChiUy.  III,  .1,.  i.j,  p.  G8Í).  Eliol's  lief.  .TJ.  Kii  Knincia,  según  Cl.il 
Ijr,  no  j»e  rf>i»i;iaii  igualrncnlo  las  decisiones  de  los  juzgados  do  aliniran- 
Uziro  exiranjf;ros 

'    •  .  ni,  rli.   10,  p.  487. 

í       '         ,••   ib.,  p.   4HH. 
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condenaciones  pronunciadas  con  arreglo  á  ellas.  La  sentencia 
no  dejará  por  eso  de  dar  al  captor  un  dominio  irrevocable 
sobre  la  propiedad  apresada  ;  pero  el  beligerante  se  hallará 
obligado  á  indemnizar  los  perjuicios  que  los  subditos  de  los 
otros  Estados  hayan  sufrido  por  ella.  Mucho  menos  los  privará 
de  este  derecho  una  sentencia  pronunciada  contra  las  reglas 
que  reconoce  la  potencia  apresadora,  ó  contra  los  pactos  que 
esta  haya  celebrado  con  otras.  Los  reclamos  de  indemnización 
se  hacen  entonces  por  los  órganos  diplomáticos,  y  se  deciden 
por  ajustes  privados  ó  convenciones  solemnes.  Tal  fué  la  de 
agosto  de  1802,  ratificada  en  1818,  entre  la  España  y  los  Es- 
tados Unidos  de  América,  para  el  arreglo  de  las  indemniza- 
ciones solicitadas  por  ambas  partes  á  consecuencia  de  los  ex- 
cesos cometidos  en  la  guerra  anterior  por  individuos  de  una 
ú  otra  nación  contra  el  Derecho  de  gentes,  ó  contra  los  pac- 
tos que  existían  entre  ellas  (1)  :  arreglo  que  vino  á  terminar 
en  la  cuestión  de  las  Floridas,  estipulada  en  el  tratado  de 
Washington  de  22  febrero  de  1819  entre  las  mismas  na- 
ciones (2). 

Pueden,  pues,  los  interesados  en  una  presa  indebidamente 
condenada,  recurrir  al  gobierno  de  su  pais  para  que  reclame 
la  competente  indemnización  del  gobierno  cuyos  juzgados  han 
pronunciado  la  sentencia  injusta.  Pero  la  equidad  natural  no 
permite  que  un  Estado  sea  responsable  de  la  conducta  de  sus 
miembros,  mientras  los  actos  de  estos  no  hayan  sido  examina- 
dos por  todos  los  medios  que  el  Estado  ha  provisto  al  efecto. 
Como  regularmente  no  solo  hay  juzgados  inferiores  de  presas, 
sino  ti'ibunales  de  revisión  ()  apelación,  á  cpie  tienen  recurso 
los  (jue  han  sido  agraviados  por  los  juzgamientos  de  atpiellos, 
los  neutrales  no  pueden  interponer  juslamenle  la  autoridad  de 
su  gobierno,  contra  un  fallo  del  juzgado  inferior,  mientras  no 
han  hecho  uso  del  recurso  ó  recursos  de  apelación,  que  les 
conceden  las  leyes  del  beligerante  (3). 


(1)  M.irtons,  Siipplément  au  Recueil  des  Traite^!,  t.    Nlll,  p.   5()8. 

(2)  RIartens,  Supp.,  IX.  p.  ;ViS. 

(3)  nuUierforth's  Imlit.,  1.   II.   I.   II,  c.   1.    g  99,   citado    por  Wliealon, 
p.  IV,  c.  !2.  ji  l'i. 
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Lue^ro  que  los  cai)loi'es  lloi^nn  á  tierra,  es  su  obligaeioii  pre- 
sentar los  papeles  de  mar  de  la  nave  ó  propiedad  apresada  al 
Iribunal  de  piesas,  y  liacer  que  se  i)rocL'da  al  ex;hnen  de  los 
otieiales  y  marineros.  Sobre  estos  papeles  y  declaraciones  debe 
juzí^arse  la  causa  en  primera  instancia.  Si  en  virtud  de  estas 
pruebas  aparece  claramente  que  la  propiedad  apresada  es  hos- 
til ó  neutral,  se  pronuncia  desde  luego  su  condenación  ó  res- 
titución. Pero  si  el  canicter  de  la  presa  es  dudoso,  ó  se  pre- 
sentan fundados  motivos  de  sospecha,  se  manda  esclarecer  la 
materia  y  amjjliar  las  pruebas.  Guando  el  apresado  se  ha  he- 
cho culpable  de  fraude,  ilegalidad  ó  mala  conducta,  no  se  le 
admiten  mas  pruebas,  se  condena  desde  luego  la  i)resa.  Final- 
mente, si  la  parte  (¡ue  solicita  la  restitución  intenta  engañar  al 
tribunal,  reclamando  como  suyo  propio  lo  que  pertenece  á 
otros,  pierde  su  derecho  aun  á  aciuella  parte  de  la  presa,  cuya 
propiedad  llegase  á  probar  satisfactoriamente.  Si  propiedades 
enemigas  se  confunden  fraudulentamente  con  propiedades 
neutrales  en  un  mismo  reclamo,  estas  sufren  regularmente  la 
suerte  de  aquelhis  (1). 

I. as  partes  que  se  crean  perjudicadas  por  el  apresamiento, 
deben  recurrir  formalmente  al  tribunal;  bien  (¡ue,  íuui  sin  esto 
recurso,  el  tribunal  exig-e  siempre  á  los  captores  ([ue  eslablez- 
<'an,  á  lo  nwnoíi  jji'iniu  ñtcic,  la  legalidad  de  la  i)resa.  En  In- 
trlaterra  se  observa,  que  si  la  propiedad  reclamada  vale  menos 
(le  cien  libras  esterlinas,  se  permite  restituirlas  sin  necesidad 
de  recurso  formal,  p-ara  no  cargarla  con  gastos  desproporcio- 
nados. Kn  general,  no  se  da  oidos  á  ningún  reclamo  que  esté 
en  contradicción  con  los  pajjeles  de  la  nave  y  las  declaraciones 
de  la  gente  de  ella.  Pero  hay  excepciones  á  esta  regla.  En  el 
caso  de  la  Flora  la  propiedad  parecía  ser  holandesa  por  los 
papeles  de  mar  y  la  declaración  del  capitán;  pero  habiéndose 
probado  (|uc  pertenecía  verdaderamente  á  pci'sonas  domiciliíi- 
düs  (MI  Suiza,  ¡)or  cuya  cuenta  y  riesgo  era  el  viaje,  se  admitii) 
la  instancia  de  los  propietarios  suizos  y  so  les  restiluyó  la  pro- 
piedad (á). 

.1)   Kllint't  UefiT.,    II.   Ul,    lis. 

{t)  Lhitiy't  Cuunn.Luw,  Vi  I.  JII,  di.   J.;,  ]>.  ülJ. 
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En  cuanto  al  tiempo  dentro  del  cual  puede  intentarse  la 
acción  de  perjuicios  por  un  apresamiento  ilegal,  expondré  aquí 
la  doctrina  del  almirantazgo  inglés  en  el  caso  del  Mentor,  buque 
americano,  que  liabia  sido  destruido  perlas  fragatas  británicas 
Centurión  y  Vulliive,  después  de  terminadas  las  hostilidades, 
pero  antes  de  saberlo  los  apresadores.  «  Este  caso,  dijo  Sir 
W.  Scott,  es  peculiarisimo  en  sus  circunstancias,  y  la  primera 
particularidad  que  observo  en  él  es  el  intentarse  la  acción  á  la 
distancia  de  cerca  de  diez  y  siete  años  del  hecho.  No  recuerdo 
que  jamas  se  haya  permitido  entablar  en  esta  Corte  un  caso  de 
tanta  antigüedad.  No  quiero  decir  que  el  estatuto  de  limita- 
ciones (ley  civil  de  prescripciones)  se  extienda  á  las  causas  de 
presas ;  pero  no  hay  quien  no  vea  que  el  principio  de  equidad 
en  que  se  funda  aquel  estatuto  alcanza  hasta  cierto  punto  á  los 
procedimientos  de  esta  Corte,  y  es  sumamente  propio  que  ella, 
á  su  juicio,  fije  las  limitaciones  (prescri})CÍones).  Y  si  hay  ca- 
sos de  remota  antigüedad  á  que  no  deba  dar  acogida,  aquel 
seria  uno,  en  que  apareciese  claramente  (|ue  el  demandante 
habia  tenido  cabal  conocimiento.de  la  injuria,  y  del  remedio 
legal  correspondiente  (1).  » 

En  el  caso  del  Haldach  se  intentó  la  acción  ante  la  Alta 
Corte  de  Almirantazgo  un  año  y  nueve  meses  después  de  la 
sentencia  de  condenación  de  la  presa,  i)ronunciada  por  un 
tribunal  de  Santo  Domingo,  incompetente  i)ara  ejercer  esta 
jurisdicción.  «  Este  es  un  caso  (dijo  Sir  William  Scott)  durí- 
simo para  los  apresadores ;  pero  no  creo  que  me  sea  lícito  exi- 
mirlos de  la  necesidad  de  proceder  á  un  juicio.  Mientras  existe 
la  comisión  de  i)resas,  no  hay  un  tiempo  preciso  y  determinado 
que  impida  á  los  interesados  intentar  l;i  acción;  aun([ue  tam- 
bién sea  cierto  que  debe  haber  un  tiempo  que  produzca  ese 
efecto.  El  único  medio  de  asegurarse  el  caj^tor  es  el  recurrir 
á  una  corto  de  jurisdicción  competente;  si  no  lo  hiciese,  se 
haría  reo  de  una  culpa  grave;  y  si  por  Cíjuivocacion  recur- 
riese á  un  tribunal  inq)ropio,  auníjue  esta  circunstancia  le  re- 
levase de  aquel  reato,  no  le  protegería  contra  los  interesados 
que  le  citasen  ante  el  tribunal  conq)etente.  En  el  caso  pre- 
sente, no  se  imputa  mala  conducta  á  los  captores;  pero  la  sen- 

(2)  fíobinson's  fíeporls,  I.  i  79. 
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tencia  condenaloría  pronunciada  en  Santo  Domingo  es  nnla;  y 
no  ha  pi'oiluciclo  efectos  legales  de  ninguna  clase.  Por  otra 
parte,  era  un  deber  del  reclamante  haber  intentado  su  acción 
lo  mas  pronto  i^osible,  puesto  que  siempre  le  era  dado  com- 
peler al  captor  á  un  juicio,  cuando  este  habia  dejado  de  pro- 
vocarlo. Quizá  creyó  el  reclamante  que  el  juzgado  de  Santo 
Dominico  tenia  la  jurisdicción  necesaria ;  i)ero  pudo  haber 
apelado,  y  si  bien  es  cierto  cpie  no  se  hu])iera  admitido  la  ape- 
lación por  Iti  incompetencia  del  juzgado  a  qiio ,  hubiera  así 
manifestado  diligencia ;  punto  sustancial  en  la  reclamación  de 
perjuicios.  Hubo  con  todo  una  especie  de  dificultad  :  hubo 
como  una  nube  de  incertidumbre  en  la  opinión  de  muchos 
acerca  de  la  competencia  del  juzgado  inferior,  y  esto  bastaba 
para  explicar  una  })arte  de  la  demora.  Como  quiera  que  sea,  el 
reclamante  ha  ocurrido  ahora  á  esta  Corte,  y  soy  de  dictamen 
que  debe  admitirse  la  demanda  (1).  » 

En  el  caso  de  la  Susana  :  a.  Se  hace  este  reclamo  contra  un 
oficial  de  la  armada  para  que  proceda  á  la  adjudicación  de  un 
buque  apresado  seis  años  há.  Jíl  hecho  es,  pues,  de  una  fecha 
muy  antigua.  Xo  digo  por  eso  que  el  mero  lapso  de  tiempo  se- 
ria un  obstáculo  perentorio,  si  el  reclamante  probase  haber 
empleado  toda  la  dihgcncia  debida,  y  se  hubiese  visto  imposi- 
bilitado de  intentar  oportunamente  la  demanda  en  fuerza  de 
í-ircunslancias  inevitables  ó  irremediables  (2).  » 

Los  juzgados  de  presa  po(h'án,  i)ues,  oponer  por  equidad 
en  estas  causas  los  principios  de  la  pi-escripcion  judicial,  y  des- 
pués de  un  largo  lajjso  de  tiempo  no  recibirán  una  demanda 
de  perjuicios  contra  los  cajjtores  por  apresamiento  ilegal  (3). 

No  s^  permite  á  los  reclamantes  alegar  que  los  captores  no 
tenian  patente  legitima  ;  pero  si  resulta  en  efecto  que  el  apre- 
.sainienlo  de  pro];iedad  enemiga  se  ha  hecho  sin  ella,  la  presa 
(fs  á  benelicio  del  Estado.  Que  el  aprcsador  haya  ó  no  tenido 
comisión  legitima,  es  una  cuestión  entre  él  y  su  gobierno 
exclusivamente,  y  que  de  ningún  modo  concierne  al  apre- 
sado {i). 

(í)Hob.  nej,.,  jii  235. 

(2)  liub.    Uep  ,   VI,  iS. 

l3^    Whratuu't  /{rjiorlit,   II,  Ajijiemlix,  p.    líi. 

(4)  EUiot't  Hffer.,  u.   181. 
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Es  una  regla  de  los  tribunales  de  presas  que  el  onus  prohan- 
cU  incumbe  al  que  reclama  (1). 

Puede  á  veces  remitirse  la  demanda  de  los  propietarios  á 
la  decisión  de  un  juzgado  extianjero.  El  AícIjoJ¿is  nnd  Jan, 
buque  holandés  apresado  en  San  Eustaquio,  y  enviado  á  In- 
glaterra para  su  adjudicación,  fué  apresado  en  la  boca  del  Ca- 
nal de  la  Mancha  por  una  escuadra  francesa.   Habia  efectos 
neutrales  i\  bordo,  suficientemente  documentados,  y  un  comer- 
ciante de  Hamburgo  reclamó  su  valor,  alegando  que  los  cap- 
tores los  habian  puesto  en  peligro  voluntariamente,  pudiendo 
haber  recurrido  para  su  adjudicación  á  las  Cortes  de  almiran- 
tazgo de  las  Antillas.  Pero  la  Alta  Corte  opinó  que  en  las  dudo- 
sas circunstancias  del  caso,  y  en  el  conflicto  de  atenciones  impor- 
tantes en  que  estaban  empeñados  los  comandantes,  no  liabian 
abusado  de  las  faculladcs  discrecionales  (|ue  se  les  liabian  con- 
ferido por  la  naturaleza  de  su  empleo ;  fuera  de  (jue,  habiendo 
sido  recobrada  la  propiedad  por  una  nación  amiga  (la  Francia 
lo  era  de  la  Holanda)  tenian  derecho  para  exigir  de  sus  juzga- 
dos la  restitución  de  las  especies. 

En  el  caso  del  Ilondrick  and  Jacob  se  resolvió  de  un  modo 
contrario,  en  conformidad  á  los  mismos  principios.  Era  este 
un  buque  de  Hamburgo,  que  habiendo  sido  erróneamente 
apresado  como  de  nación  holandesa,  y  represado  por  un  fran- 
cés que  le  llevaba  á  Francia,  zozobró  en  el  camino.  Entablada 
la  demanda  contra  el  apresador  británico,  decidiere. i  los  Lores 
del  Almirantazgo,  que  pues  la  captura  no  se  habia  hecho  con 
un  motivo  justiticaljle,  los  dueños  tenían  derecho  ;i  la  restitu- 
ción :  (pie  el  captor  francos  habia  tenido  justa  causa  para  apo- 
derarse del  buque,  y  por  tanto  no  era  respon.sablc  del  accidente : 
que,  salvatlii  la  propiedad,  el  interesado  hubiera  podido  recla- 
marla ante  un  juzgabo  francés,  pero  una  vez  que  la  pérdida  del 
buque  le  privaba  de  este  derecho,  lo  tenia  sin  duda  j^ara  ((ue  el 
primer  captor  le  indemnizase  ¡2). 

Los  daños  y  perjuicios  se  abonan  ;'i  los  })ro;  ietarios  siempre 
que  aparece  haber  sido  infundado  el  apresamiento,  ó  qui^  el 
apresador  se  ha  hecho  culpable  do  alguna  ii'regularidad,  i)  no 

(I)  ElUol's  liefer.,  n.  183. 
(t>J  Hob.  llep.,  I,  97,  98. 

ií 


210  ri;iNciPios 

ha  ouúlíulo  sulicieiitemcnti^  do  la  ))iv?a.  Pero  es  justiíicablo 
la  detención  de  la  i^ropiedad,  y  el  apresador  no  es  obligado  á 
indemnizar  al  dueño,  siempre  que  por  parte  de  aquel  ha  ha- 
bido bastante  motivo  para  dudar  del  carácter  de  la  propiedad 
V  someterla  á  examen.  Si  el  apresamiento  aparece  justilicable 
áprimera  vista  y  después  se  encuentra  infundado  y  se  restituye 
la  propiedad,  el  apresador  no  está  obligado  á  reintegrar  el  dé- 
ficit que  resulte  de  la  veuta  del  cargamento,  hecha  de  buena 
fe  (1). 

En  el  caso  del  Willianí  se  condenó  al  captor  en  los  perjui- 
cios originados  de  no  haberse  empleado  toda  la  diligencia  de- 
bida. Con  este  motivo  dijo  el  juez,  que  en  cuestiones  de  esta 
especie  solia  sentarse  una  regla  (jue  no  era  de  su  aprobación, 
á  saber  :  que  los  captores  no  eran  responsables  de  mas  diligen- 
cia que  la  que  solian  emplear  en  sus  propios  negocios  :  porque 
un  hombre  puede  cuando  se  trata  de  lo  suyo  correr  riesgos  por 
motivo  de  interés  ó  por  una  temeridad  natural:  lo  que  no  po- 
(U'ia  disculparse,  cuando  aventurase  la  propiedad  ajena  venida 
á  sus  manos  por  violencia.  Cuando  confiamos  nuestras  cosas  á 
una  persona  cuyo  carácter  nos  es  conocido  ó  se  presume  serlo, 
el  cuidado  que  ella  suele  emplear  en  lo  suyo  es  una  norma  ra- 
zonable ;  pero  no  se  puede  decir  ({ue  hacemos  confianza  de  la 
persona  á  quien  dejamos  forzadamente  lo  nuestro  (2). 

En  el  caso  de  la  Betsey  estableció  Sir  W.  Scott  las  reglas 
siguientes :  «  Los  puntos  principales  á  que  debemos  atender 
son  estos  :  ¿ha  sido  legal  y  de  buna  í'e  en  su  principio  la  pose- 
sión de  los  captores?  Y  suponiendo  ([ue  lo  haya  sido,  ¿se  ha 
convertido  después  en  ilegal  y  torticera?  Porque  sobre  estos 
dos  puntos  es  precisa  la  ley :  un  poseedor  de  buena  fe  no  es 
responsable  de  accidentes  fortuitos,  pero  puede  por  su  mala 
conductíi  subsiguiente  perder  la  protección  á  (jue  era  acreedor 
por  la  aparente  justicia  de  su  titulo,  y  exponerse  á  (pie  se  le 
considere  como  injusto  detontador  ah  iniLiu.  Tal  es  la  ley  no 
solo  de  este  juzgado,  sino  de  todos  los  juzgados,  y  uno  de  los 
primeros  prúuipios  de  la  jurisprudencia  universal  (3).  » 


<1)  Chiily.  III,  Mi. 
(í>  /ío/..  lUi'.,  VI,  :;iG. 
(3,  Hoh.  Iif¡,..  I,  f|(i 
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Si  la  detención  fué  justiiicaLle  á  primera  vista  y  se  absuelve 
la  propiedad,  el  captor  es  en  general  responsable  de  los  per- 
juicios ({ue  sufren  los  dueños  por  no  haberse  llevado  la  presa 
al  puerto  conveniente  (i).  Las  circunstancias,  con  todo,  pueden 
á  veces  autorizar  á  los  comandantes  de  los  buques  de  guerra 
del  Estado  para  desviarse  de  esta  regla  por  el  interés  del  ser- 
vicio que  se  les  ha  encargado,  como  se  ha  visto  en  el  caso 
anterior  del  Midiólas  and  Jan. 

Ei  apresador  es  responsable  de  la  conducta  del  capitán  de 
presa,  aun  cuando  la  del  primero  haya  sido  intachable  (2), 

a  El  captor  (según  el  mismo  juez)  no  es  responsable  de  la 
pérdida  ó  menoscabo  que  sobrevenga  álos  efectos  mientras  se 
hallan  bajo  la  custodia  de  la  ley  (3).  Pero  se  dice  que  esta  re- 
gla no  debe  obrar  contra  el  proprietario  extranjero,  y  que  no 
es  razón  alegar  á  los  subditos  de  otro  Estado  una  excepción 
fundada  en  la  insuíiciencia  de  la  policía  del  nuestro.  Si  la  ley 
toma  una  propiedad  bnjo  su  custodia,  ella  es  responsable  de 
su  conservación.  Por  razonable  que  fuese  la  excusa  de  hurto  ó 
robo  con  respecto  á  las  personas  (jue  viven  bajo  la  protección 
de  una  misma  ley,  con  los  defectos  de  esta  protección  nada 
tienen  que  ver  los  extraños.  Pero  creo  que  este  modo  de  ra- 
ciocinar es  demasiado  severo  contra  todos  los  captores  y  con- 
tra todas  las  naciones,  porcjue  en  todas  ellas,  cuando  se 
comete  un  hurto,  forzando  puertas  ú  horadando  paredes,  la 

(T)  La  conveniencia    es  un    término    lí-^noral    y  amplio,  que    deja   cierta 

latiluil  di>crt'cional  i)ero  ceñida  á  los  limites  de  la  prudencia Iiay  cou- 

venieiicias  raéuos  iniporlaaies,  otras  casi  indispensables.  Una  de  las  juas 
importantes  es  que  el  puerto  sea  tal  que  pueda  fondearse  en  él  con  seiru- 
ridad.  Es  preciso  también  que  el  puerto  tenga  bastante  profundidad  fuira 
que  no  sea  menester  descargar  el  buque,  porque  los  a[>resadores  no  deben 
manejar  la  caf^ia  en  manera  aljj'una  sin  autoridad  del  juzgado Tam- 
bién es  de  desear  que  sea  breve  y  fácil  la  comunicación  del  puerto  con 
los  juzgados,  para  que  las  partes  puedan  obtener  pronlaraenle  los  con- 
sejos é  informes  que  necesiten,  y  no  se  demore  el  cunipliniienlo  de  las 
ordenes  de  la  Corte  de  almirantazgo.  La  elección  de  su  propio  puerto  ti 
un  privilegio  que  puede  con<'edersc  ctrtcris  paribus  A  los  apresadores. 
Caso  del  }\\ishin<jton.  fíob.   /{ep.,  VI.  '27(>. 

(2)  Caso  d.l  Orr  Morr.  l\ob .   Itep.,  III,   l'2d. 

(3)  Se  entienden  estar  bajo  la  custodia  de  la  ley  los  efectos  que  el 
captor,  en  virtud  de  una  comisión  del  juzgado,  desembarca  y  deposita  en 
almacenes.  -Si  en  el  desembarco  no  sufren  un  accidente  imputable 
á  descuido  del  captor,  ó  de  sus  agentes,  si  se  depositan  en  almacenes 
suficientemente  seguros,  el  cnplor  no  es  responsable  ile  liurto  ó  robo. 
(Chitly,  III,  015.) 


212  ruiNCiPics 

persona  t'i)  cuyo  podor  se  encontraba  la  propiedad  no  es  res- 
ponsable de  la  perdida.  T;d  es  la  condición  universal  de  las 
cosas  en  este  mundo  (1).  »  Sin  embargo,  se  debe  advertir  (jue  en 
In^'laterra  el  Marsliall  de  la  Corte  de  almirantazgo  es  obligado 
á  repanu*  las  pérdidas  (pie  sobrevienen  j)or  burtos,  mientras 
la  propiedad  está  bajo  el  cuidado  de  sus  subalternos  (2). 

Otra  regla  es,  que  si  lia  ofrecido  y  aceptado  pura  y  simple- 
mente la  restitución  antes  de  juzgarse  la  causa,  no  pueden 
reclamarse  perjuicios  (3). 

Aveces  no  es  el  cai)tor  sino  su  gobierno  el  responsable.  En 
el  caso  de  la  Freyn  liabiendo  recibido  un  buíjue  neutral  consi- 
derable averia  por  la  mala  situación  del  paraje  en  que  seleliizo 
guardar  cuarentena,  fué  de  opinión  el  juzgado,  que  no  siendo 
imputable  á  los  apresadores  este  accidente,  se  representase  el 
beclio  al  gubierno  para  que  reparase  el  daño,  como  ocurrido, 
aunciue  inculpablemente,  bajo  la  dirección  de  los  empleados 
del  puerto  (4). 

No  habiendo  moiivo  para  la  detención,  el  captor  es  conde- 
nado á  indemnizar  completamente  álos  propietarios.  En  el  caso 
de  la  Lucy,  Sir  W.  Scott  condeno  al  captor  en  el  valor  de  la 
factura  de  las  mercaderias,  y  diez  por  ciento  mas,  en  razón  de 
ganancia,  para  el  propietario  de  la  carga,  y  en  el  valor  del  flete 
para  el  dueño  del  buque.  Se  condena  también  al  captor  á  pa- 
gar estadías,  cuando  ha  demorado  la  restitución,  siendo  mani- 
liesto  el  derecho  de  los  propietarios  á  ella. 

Es  práctica  del  almirantazgo  británico  hacer  avaluar  los 
perjuicios  por  un  juri  d(í  comerciantes,  que  se  llaman  en  este 
caso  asesores. 

Con  respecto  á  las  costas  del  juicio,  la  regla  es  condenar  en 
ellas  al  captor,  si  no  tuvo  motivo  suíiciente  para  la  detención, 
ó  si  teniéndolo,  su  conducta  subsiguiente  íué  iri'egular  ó  in- 
ju.Nta.  Por  el  contrario,  annque  la  presa  resulte  ilegítima  y  se 
ordene  la  restitución,  el  captor  tendrá  demcho  á  las  costas,  si 
ha  obrado  de  buena  fe  (5). 

(i)  Cliilly,  íh. 

{t)  Chut),  ni,  617. 

|3)  Chith .  ib. 

(4 1  hob.  /irp.,  V,  7.",. 

(r.)  Chiii),  III.  CIO.  GI7. 

Loi   que  deseen     ma.s    nolicias   sobre   los    |triiici|)i(js   \  pr.icica  de  los 
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La  trasmisión  de  propiedad,  por  lo  que  respecta  á  los  beli- 
gerantes, se  puede  decir  que  se  consuma  por  el  mero  hecho  de 
la  captura,  luego  que  se  ha  veriíicado  de  un  modo  completo, 
es  decir,  cuando,  terminada  la  resistencia,  se  presume  que  los 
vencidos  abandonan  toda  esperanza  de  recuperar  los  efectos 
de  que  el  enemigo  ha  hecho  prosa.  Pero  este  titulo  de  propie- 
dad está  sujeto  á  disputa  luego  que  la  cosa  apresada  sale  de 
la  posesión  de  la  potencia  captora  por  la  enajenación  á  un 
neutral,  por  un  abandono  voluntario  ó  por  una  represa  ó  re- 
cobro. Nace  de  aqui  la  necesidad  de  señalar  los  límites  del  de- 
recho de  postliminio.  Algunos  escritores  opinan  que  para  la 
extinción  de  osle  derecho  se  necesita  solamente  que  la  propie- 
dad haya  estado  veinte  cuatro  horas  en  poder  del  capto;* :  otros 
sostienen  que  si  ha  sido  llevada  infra  piwsidia,  es  decir,  si  ha 
sido  colocada  al  abrigo  de  los  puertos,  fortificaciones  ó  escua- 
dras de  la  potencia  captora,  esto  basta  para  la  ad(iuisicion  de 
un  dominio  perfecto,  (|ue  el  apresador  puede  trasferir  á  quien 
quiera,  y  otros  han  tnizado  otras  lineas  igualmente  arbitrarias. 
Actuahnente  se  exige  una  i)Osesion  mas  auténtica,  a  Yo  con- 
cibo, decia  Sir  W.  Scott  en  el  caso  del  Fland  Oyen,  que  por 
la  práctica  general  de  las  naciones  una  sentencia  de  condena- 
ción es  casi  siempre  necesaria  para  la  propiedad  de  las  presas  ; 
y  que  el  neutral  que  co.npra  durante  la  guerra,  mira  esta  sen- 
tencia como  uno  de  los  titules  indispens  ibles  para  asegurar 
su  adíiuisicion.  Tal  vez  no  hay  ejemplo  de  ijue  un  hombre  que 
ha  comprado  una  nave  apresada  se  haya  creido  completamente 
seguro  porque  la  nave  ha  estado  en  poder  del  enemigo  veinte 
cuatro  horas,  ó  ha  si  lo  llevada  infrn  piwsidia.  Kn  Inglaterra 
hace  ya  mucho  tiempo  (jue  se  consiilei-a  necesaria  la  con  lena- 
cion  ác  un  tri'uunalde  presas  p  ira  extinguir  el  derecho  de  post- 
liminio. »  En  el  reinado  de  Cirios  II  se  ordenó  solemnemente 


juzga;los  (le   presas,  consulto  í  ti  Coin'Murio  «lií   V'uUi  al  tilulo  D'S  prises 
(le  las  ÜiItMíanzas  frai)cesa>,    y  los    Apñidices  a    los   lomos  1   y   II  ile  lo 
HepurU  lie  Wheaton.   Pueden  también  consultarse  coa  utilidad  los   ínter- 
rogatorius  de  costumbre  {Standing   Jnterrogatoriis)  en   Robinson,  I,  381. 
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la  restitución  do  una  nave  represada  por  un  corsario  después 
de  haber  estado  catorce  semanas  en  poder  enemiijo,  porque 
no  liabia  sido  condenada;  y  en  otro  caso  la  posesión  do  cuatro 
años  y  el  haber  ejecutado  varios  viajes  no  se  creyó  suficiente 
para  Iraslerir  la  propiedad  de  una  Uíivo  que  no  habia  sido  de- 
clarada buena  presa. 

Pero  si  se  hace  la  paz  después  que  un  enomií^o  trasñere  la 
presa  i\  un  neutral,  la  traslación  conferirá  un  verdadero  titulo 
de  propiedad,  auniiue  la  i)resa  no  haya  sido  condenada  en 
forma.  El  derecho  de  postliminio  termina  con  el  estado  de 
guerra.  La  amnistía  general  de  la  paz,  que  legitima  el  título  do 
captura  jtor  vicioso  que  sea,  produce  el  mismo  efecto  sobre  la 
propiedad  aj>resada,  cualesquiera  (jue  sean  las  manos  á  que 
el  captor  ha  trasferido  acjuel  titulo. 

Si  la  enajenación  se  ha  hecho  por  el  captor  de  un  modo  re- 
gular y  de  buena  fe,  y  la  parte  á  quien  se  ha  trasmitido  la  pro- 
piedad era  entonces  subdito  do  un  Estado  neutral,  el  titulo 
del  nuevo  propietario  no  se  invalida  por  la  circunstancia  de 
pasar  su  nación  al  estado  de  i;uerra.  El  antiguo  dueño  ha  per- 
dido ya  su  derecho  ;  y  si  la  propiedad  de  que  se  trata  es  arreba- 
tada al  actual  poseedor  jure  heJJi,  se  mirará  entonces  no  como 
una  reirresa  (en  que  por  las  leyes  civiles  podría  durar  el  dere- 
cho de  |jostliminio  entre  los  subditos  hasta  la  terminación  de 
la  guerrai,  sino  como  una  nuev  aju'esa,  (pie  pertenecerá  al  cap- 
tor ó  al  Estado,  según  las  circunstancias  del  caso  (1). 

La  enajenación  de  la  presa  antes  de  haber  sido  condenada 
por  el  tribunal  competente,  se  valida  y  coníiere  un  título  com- 
pleto do  pro])iedad  al  nuevo  poseedoi'en  virtud  de  la  condena- 
ción sidjsi^uiente  (2). 

Puodí'  suceder  que  un  buque  encallo  cu  la  playa  del  Estado 
enemigo,  ó  entre  en  sus  aguas,  forzado  de  vientos  contrarios, 
y  sea  entóneos  ai)resado  por  individuos  (|ue  carecen  de  comi- 
f5Íon  iJÚblica.  En  tal  caso  para  la  extindoii  del  derecho  do 
postliiiiiriiode  los  jírimilivos  i)ropietarios,  es  también  necesaria 
la  condenación  de  juez  conip(;toutc  ("I). 


(I)  CliUly,  vol.  I,  ch.  8,  p.  4:'r2,  Z'.i,  34 
(S;  ElUoi»  Hef.,  ü.  28Ü. 
43;  ib.,  II.  ^1. 
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yamos  á  considerar  ahora  las  modificaciones  que  recibe  la 
regla  anterior  relativa  al  derecho  de  postliminio  en  el  caso  de 
represa,  esto  es,  cuando  hecho  el  apresamiento  sobreviene 
una  Tuerza  del  beligerante  á  quien  [)ertcnecia  la  presa  ó  de  sus 
aliados,  y  arranca  al  captor  la  propiedad  apresada.  Estas  mo- 
dificaciones provienen  ó- de  las  leyes  i)art¡culares  de  algunos 
Estados,  ó  de  los  pacios  que  han  celebrado  entre  sí. 

Las  leyes  civiles  pueden  extender  ó  restringir  con  respecto 
á  los  subditos  la  duración  del  derecho  de  posthminio.  Si  un 
buíjue  francés  es  represado  por  otro  buque  francés  veinte  y 
cuatro  horas  después  de  haber  sido  hecho  presa,  las  Ordenan- 
zas de  Francia  lo  declaran  propiedad  del  represador;  pero  si 
la  represa  se  verifica  antes  de  las  veinte  cuatro  horas,  se  res- 
tituye el  buque  á  los  propietarios,  dando  estos  un  tercio  de  su 
valora  los  represadores  como  premio  de  salvamento  (1).  Entre 
los  subditos  británicos  el  derecho  de  postliminio  expira  solo 
por  líi  paz  (menos  con  respecto  á  las  naves  que  el  enemigo  ha 
armado  en  guerra,  ó  que  fueron  apresadas  en  alguna  especie 
de  tráfico  prohibido  por  las  leyes  de  la  Gran  Bretaña,  pues  unas 
y  otras  se  adjudican  á  los  represadores).  Y  la  misina  regla  se 
observa  con  las  naciones  amigas  mientras  no  conste  que  ellas 
se  i)ortan  menos  liberalmente  con  los  subditos  de  la  Gran  Bre- 
taña ;  en  cuyo  caso  se  guarda  con  ellas  una  exacta  recipro- 
cidad (2).  Los  americanos  siguen  una  conducta  semejante.  Por 
sentencia  de  la  Corte  Suprema  en  el  caso  de  la  goleta  Adeline  y 
su  carga,  se  declaró  que  la  i)ropiedad  de  inilividuos  domicilia- 
dos en  í' rancia  (ora  .fuesen  americanos,  franceses  o  extranje- 
ros) era  buena  presa,  si  se  represaba  veinte  cuatro  horas  des- 
pués de  haber  estado  en  manos  del  enemigo,  por  ser  esa  la 
regla  adoptada  en  los  tribunales  franceses  (3).  Y  esto  sin  em- 
bargo de  que  las  cortes  americanas,  generalmente  hablando, 
no  se  sujetan  á  las  reglas  de  reciprocidad  en  cuestión  de  De- 


(1)  Til.   Des  jirises,  arl.  8. 

(2)  Cliitiy,  I,  p.  435. 
(31  ElUoCs  J{(f.,  n.  86. 
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recho  ilo  {gentes  (1).  Kn  v\  caso  ile  ln  Star  so  (leclaiv)  j)or  i)unto 
general,  que  se- un  las  leyes  americanas,  debe  estarse  á  la 
re^'la  ile  reciprocidad  en  materia  de  represa  de  propiedades  de 
naciones  a  migas  (12) . 

Lo  que  liacen  las  leyes  civiles  con  respecto  á  los  subditos 
pueden  hacerlo  con  respecto  á  las  naciones  extranjeras  los 
tratados  celebrados  con  ellas. 

El  premio  que  se  concede  ¡i  los  represadores  á  titulo  de  sal- 
vamento, cuando  la  propiedad  represada  se  restituye  á  los  pri- 
mitivos propietarios,  y  estos  son  ciudadanos  de  la  nació  i  re- 
presadora,  es  un  punto  en  tpie  varían  mucho  los  reglamentos 
de  los  diferentes  Estados.  Ya  hemos  visto  cuál  es  la  regla  ob- 
servada en  Erancia.  En  la  Gran  Bretaña  el  premio  de  salva- 
mento es  una  octava  parte  de  la  propiedad  represada,  si  la 
presa  se  hace  por  bajeles  de  la  marina  real,  y  una  sexta  parte, 
si  por  corsarios  ó  endjarcaciones  mercantes  (3). 

Qué  I  remio  de  salvamento  se  deba  al  apresador  cuando  la 
propiedad  represada  pertenece  á  una  potencia  amiga,  es  una 
cuestión  de  Derecho  de  gentes,  que  debe  decidirse  ó  por  la 
regla  de  reciprocidad,  ó  por  convenciones,  ó  por  una  regula- 
ción prudencial  según  las  circunstancias  del  caso.  Es  costum- 
bre igualar  á  los  aliados  con  los  subditos,  pero  no  hay  una 
obligación  estricta  de  hacerlo  así  (i). 

Las  jjropiedades  neutrales  represadas  se  devuelven  á  sus 
dueños  sin  premio  de  salvamento,  á  menos  que  por  la  natu- 
raleza del  caso  ó  por  la  ])ráctica  del  enemigo  haya  motivo  de 
creer  que  hubieran  sido  condenadas  por  él,  en  cuyo  caso  hay 
derecho  al  premio.  En  la  última  guerra  entre  la  Inglaterra  y 
la  Francia  la  conducta  de  los  corsarios  y  de  los  juzgados  fran- 
ceses daba  motivo  de  temer  (pje  toda  propiedad  neutral  apre- 
sada por  a(|uellos  en  alta  mar  seria  condenada  en  los  tribuna- 
les de  presas.  Era,  jiucs,  justo  (jue  los  propietarios  neutrales 
paga.sen  un  i)remio  de  salvamento  á  los  ajiresadores,  y  así  lo 
ordenó  repetidas  veces  el  almirantazgo  británico  (5j. 

(1     Ih  ,  n.  02. 

(2)  Ib.,  n.  i:5'). 

(.1}  Chiliy,  I.  AS  • 

(4)  niiny,  I.  457. 

(5)  Cbtlt),  th. 
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El  rcpresador  no  adquiero  ningún  derecho  á  la  propieda  I, 
si  la  presa  ha  sido  ilegítima,  pero  se  le  concede  en  todos  los 
casos  de  esta  especie  una  razonable  remuneración  á  título  de 
salvamento.  Esta  regla,  sin  embargo,  puede,  como  las  otras, 
restringirse  por  las  leyes  civiles.  En  Francia  la  propiedad  re- 
presad-i  á  un  pirata  puede  reclamarse  por  el  primitivo  dueño 
hasta  dentro  de  un  año  y  un  día  contados  desde  la  declaración 
hecha  al  efecto  en  el  almirantazgo  (i).  Pero  en  otros  países, 
según  Grocio,  era  costumbre  adjudicnrla  al  represador,  por  lo 
desesperado  del  cobro  y  el  presunto  abandono  del  dueño  (2). 

No  hay  represa  ni  recobro,  ni  por  consiguiente  derecho  al- 
guno al  premio  de  salvamento,  si  la  presa  no  llegó  á  estar  ver- 
daderamente en  poder  del  enemigo,  ó  por  lo  menos  tan  á 
punto  de  sucumbir,  que  se  considerase  inevitable  la  captura. 
«  No  tengo  noticia  de  ningún  caso  (dijo  Sir  W.  Scott  en  el  del 
Franklin)  en  que  se  haya  concedido  la  remuneración  de  sal- 
vamento, si  la  propiedad  salvada  no  estaba  en  posesión  del 
enemigo,  ó  próxima  á  caer  irremediablemente  en  sus  garras, 
como  cuando  la  nave  ha  arriado  bandera,  y  el  enemigo  se 
halla  á  tan  corta  distancia,  que  es  imposible  la  fuga  (3).  » 

Lo  dicho  acerca  de  la  represa  puede  aplicarse  al  abandono 
voluntario  de  la  presi  por  el  captor.  Si  no  ha  precedido  sen- 
tencia do  condenación,  subsiste  el  derecho  de  los  prhnitivos 
propielai'ios;  pero  si  ha  precedido  la  condenación  al  abando- 
no del  cai)tor,  la  presa  es  res  nulliiis  y  cede  al  primer  ocupan- 
te; á  menos  que  por  las  leyes  del  Estado  á  quien  fué  tomada, 
el  derecho  de  postliminio  entre  los  subditos  dure  hasta  la  ter- 
minación de  la  guerra ;  pues  entonces,  si  el  primer  ocupante 
es  un  subdito,  está  obligado  á  restituir  la  presa  al  propietario 
primitivo,  y  solo  es  acreedor  ;'i  un  premio  de  salvamento,  (pie 
se  regula  por  las  circunstancias  del  caso.  Las  Ordenanzas  de 
Francia  prescriben  otra  regla  independiente  de  la  condena- 
ción. Si  la  nave  antes  de  entrar  en  puerto  enemigo  es  aban- 
donada y  viene  á  poder  de  los  subditos,  se  restituye  al  pro- 
pietario que  la  reclama  dentro  de  un  año  y  día,  auncjue  haya 


(1)  Ordonn.  de  1681,  t.    Des  priscs,  ari.   10. 

(2)  De  Jure  li.   el    /'.,  111,  c.  9,  I  17.  1. 

(3)  Cliitly,  I,  436. 
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estado  mas  do  veiiile   cuatro  horas  en  la  })osesion  del  cap- 
tor (1). 

El  estado  de  presa  puede  también  terminar  por  el  recobro^ 
que  es  cuando  la  tripulación  de  la  nave  apresada  encuentra 
modo  de  salvarla,  levantándose  contra  los  captores  ó  valién- 
dose de  alg'un  accidente  favorable.  No  se  entiende  haber  reco- 
bro, si  la  nave  no  ha  llegado  á  estar  en  i)Osesion  actual  de  los 
captores. 

Si  es  un  deber  de  los  ciudadanos  ó  de  los  aliados  procurar 
la  represa  de  las  propiedades  que  han  caido  en  manos  del  ene- 
migo, socorriéndose  mutuamente,  no  se  puede  decir  lo  mismo 
del  recobro  efectuado  por  los  marineros  de  la  nave  apresada, 
el  cual  en  ellos  es  un  acto  de  mérito,  pero  enteramente  vo- 
luntario. La  presunción  es,  (¡ue  cuando  se  rinde  la  nave,  se 
ha  perdido  toda  esperanza  de  salvarla  ;  y  en  tales  circunstan- 
cias debe  quedar  al  juicio  y  voluntad  de  cada  uno  de  los  ([ue 
van  en  ella  la  posibilidad  ú  oportunidad  de  una  insurrección 
subsiguiente  (2). 

Si  el  buque  es  recobrado  i)or  la  tripulación,  en  cualquier 
tiempo  que  esto  suceda,  vuelven  las  cosas  á  la  propiedad  de 
los  interesados  respectivos,  que  deben  dar  un  premio  de  sal- 
vamento á  los  recobradores  (3). 

Los  juzgados  de  presas  de  los  Estados  Unidos  han  declarado 
que  el  recobro  intentado  por  el  capitán  ó  tripulación  de  un 
buque  apresado  por  violación  de  la  neutralidad,  es  una  infrac- 
ción del  Derecho  de  gentes  y  una  causa  legitima  do  condena- 
ción (4).  En  el  mismo  sentido  se  ha  expresado  el  almirantazgo 
británico  (5). 

Antiguamente  (0)  era  costumbre  general  rescatar  las  presas, 

(1)  Til.  Da  prises,  arl.  ü. 

(2)  Chitly,  I,  423. 

(3)  Cliiiiy.  I,  i:U:. 

(4)  Elliot'i  Hefer.,  n.  405,  .",17. 

(5)  Caso  .le  VACalhariua   IClizabetli.  Jiob.  fíep.,  V,  2:i2. 

(6;  Kn  eslo  aiiiirulo  Ik;  hcguiílo  priricipulnículc  ú  Vuliii,  Cunnncnl.  111, 
9,  19,  >  a  Kunl,  lecl.   V,  \üI.  1,  ]).   Wo. 
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esto  es,  obtener  del  enemigo  su  restitución  por  una  cantidail 
de  dinero.  Este  contrato  es  sin  duda  licito  y  válido,  si  no  se 
opone  á  los  reglamentos  nacionales.  La  Inglaterra  proliibe  á 
sus  subditos  el  rescate  de  las  propiedades  apresadas  por  el 
enemigo,  á  no  ser  en  caso  de  gravísima  necesidad,  de  que  de- 
ben juzgar  las  Cortes  de  slmirantazgo.  Esto  ha  sido  sin  duda 
con  el  objeto  de  mantener  la  energía  de  la  guerra  marítima 
por  el  interés  de  las  represas  ;  pero  el  ejemplo  de  la  Inglaterra 
no  ha  sido  imitado  por  las  otras  potencias,  antes  bien  se  mjra 
generalmente  el  rescate  como  una  do  las  mas  inocentes  y  be- 
néficas relajaciones  de  los  rigores  de  la  gueiTa. 

El  rescate  es  equivalente  á  un  salvo-conducto  concedido  por 
el  soberano  del  captor  y  obligatorio  para  los  demás  coman- 
dantes de  bu({ues  armados,  públicos  ó  i)articulares,  tanto  déla 
nación  del  captor,  como  de  las  potencias  aliadas.  Este  salvo- 
conducto exige  que  el  buque  no  salga  de  la  ruta  ni  exceda 
el  plazo  estipulado,  si  accidentes  mayores  no  le  fuerzan  á 
ello. 

Si  el  buque  rescatado  naufragase  antes  de  llegar  al  puerto, 
se  debería  sin  embargo  el  rescate,  esto  es,  el  precio  estipulado 
por  la  restitución,  á  menos  que  expresamente  se  hubiese  pac- 
tado lo  contrario.  Guando  se  estipula  esta  condición  para  el 
pago,  debe  limitarse  al  caso  de  pérdida  total  por  naufragio,  y 
no  al  de  encallar  en  la  costa.  En  este  último  caso  se  presumi- 
ría que  se  liabia  hecho  voluntariamente  encallar  la  nave,  para 
eludir  el  pago  del  rescate,  salvando  la  carga. 

Si  v\  buque  es  apresado  de  nuevj  fuera  de  la  ruta  ó  después 
del  plazo  prescrito,  y  es  condenado  como  presa  legítima,  se 
duda  si  los  deudores  del  rescate  ])ermanecen  obligados  al 
pago.  La  práctica,  según  Valin,  es  que  cesa  la  obligación  de 
los  deudores,  y  el  precio  del  rescate  se  deduce  del  producto 
de  la  pres.i  y  se  da  al  primer  captor.  Si  (d  captor  mismo  es 
apresado  con  el  pagaré  del  rescate,  i)asaiido  este  á  poder  del 
enemigo,  queda  cancelada  la  deuda. 

Dánse  á  voct  s  rehenes  para  la  seguridad  de  estos  contratos, 
y  si  mueren  ó  se  escapan,  no  por  eso  se  extingue  la  obliga- 
ción de  los  deudores.  En  Francia  s»»  observa  ([ue  cuando  un 
buque  nacional  se  rescata  dejando  rehenes,  los  jueces  del  al- 
mirantazgo embargan  la  nave  y  la  carga  para  compeler  á  los 
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dueños  á  obtener  la  libortail  de  los  rehenes,  pagando  el  res- 
cale;  i)rovidencia  digna  de  ser  imitada. 

No  pnede  haeerse  lei^ílinianiento  un  contrato  de  rescate  al- 
gún tiempo  después  del  a]>resamiento  y  á  consecuencia  de  un 
nuevo  viaje  emprendido  con  este  principal  objeto.  Semejante 
viaje,  según  la  doctrina  de  los  tribunales  americanos,  esta 
comprendido  en  la  prohibición  general  de  comerciar  con  el 
enemigo,  y  sujetaria  la  nave  á  la  pena  de  confiscación  (1). 

Durante  la  guerra  no  es  admisible  ninguna  acción  de  un 
subdito  enemigo  en  los  tribunales  británicos,  y  esta  regla  se 
aplica  á  las  acciones  fundadas  en  una  escritura  de  rescate  aun 
en  los  casos  en  que  el  contrato  pareciese  legitimo,  sin  embargo 
de  que  esta  especie  de  pactos  es  del  número  de  aquellos  itue 
el  derecho  de  la  guerra  autoriza  (2).  Seria,  pues,  necesario  para 
la  admisión  de  la  demanda  á  beneficio  del  captor,  que  fuese 
intentada  á  nombre  de  los  rehenes,  y  con  el  objeto  de  obtener 
su  libertad.  Pero  esta  formalidad  solo  se  exige  en  los  tribuna- 
les británicos,  porque  en  los  de  Francia  y  Holanda  es  práctica 
corriente  admitir  los  reclamos  de  los  propietarios  del  pagaré 
de  rescate  (3). 

(1    Küiut's  liefer.  n.  ^273. 

(2    Kob.  fíej>.,  I,  '■21)1. 

(3,    ]yheatou'6  Elements,  p.   IV,  ch.  á,  ^,  Ti . 

Ha  parecido  convenienle  exponer  a(iui  brevímenle  las  réjalas  aJopladas 
por  la  lpgi>lac¡on  española  con  rdacion  íi  las  presas  marilimas  y  al  co- 
mercio neutral  en  liemi)o  de  yuerra. 

Se  declaran  de  buena  presa  las  embarcaciones  que  navegan  sin  palenle 
legítima,  ó  que  pelean  con  otra  bandera  que  la  del  Estado  cuya  palenle 
llevon,  ó  que  las  lii-nen  de  iliversos  listados;  y  si  están  armadas  en  guerra 
sus  cabos  y  oliciale>  son  tratados  como  piratas. 

Tod.j  vasallo  cspiñul  qu<!  Iiace  el  corso  con  patente  de  listado  extranjero 
sin  petmiso  del  rey,  es  castigado  como  pirata. 

Debe  ser  delenid.i  loda  embarcación  de  f;ibrica  enemiga  ó  que  hubiese 
pertenecido  á  enemigos,  como  el  capitán  ó  maestre  no  rnani(¡(!ste  escritura 
auténiiaque  asegure  ser  propiedad  neutral.  Se  detiene  asimismo  «!l  buque 
cuyo  ilueño  ó  capitán  fuere  de  nación  enemiga,  conduciéndole  ;i  puerto 
español,  para  que  se  reconozca  si  debe  ó  no  darse  por  de  buena  i»resa.  Lo 
mismo  se  ejecuta  si  la  embarcación  lleva  á  su  Jjordo  oficiales  de  guerra 
enemigos,  maes'.re,  sobrecargo,  administrador  ó  mercailer  de  nación  ene- 
raiga,  ú  cuya  iripulaci.jti  »e  co  njijiigi  de  enemigos  en  mas  de  su  tercera 
parle;  y  st*  averiguan  en  el  puerto  los  motivos  qae  obligaron  ;i  emplearlos. 
Cuando  los  capitanes  du  las  embarcaciones  en  que  se  bailan  efectos  ene- 
migos, declaran  de  buena  fe  que  lo  son,  se  ejecuta  su  trasbordo  sin 
detenerlas  mas  li<'mp')  que  el  necesario,  y  se  entrega  á  los  capitanes  recibo 
de  ios  eíeclos  que  trasborden  ,  dagindules   el  flete    correspondiente  basta 
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CAPITULO  VI. 

DE  LA  BUENA  FE  EN  LA  GUERRA. 

FJcJflidaJ    en  los   paclos.  —  2.  Esiratagemas.  —  3.    SeJuccion  de  los 
subditos  del  enemigo. 

1. 

La  guerra  pone  fin  á  los  tratados  entre  las  naciones  belige- 
rantes, excepto  los  que  son  relativos  al  estado  mismo  de  guerra, 
porque  si  estos  no  produjesen  el  efecto  único  que  se  propusie- 

el  parajft  de  su  deslino,  ó  dándoles  una  libranza  de  su  impone,  á  cargo 
del  armador  6  del  fisco,  según  sea  de  particulares  ó  de  la  real  armada  la 
nave  (jue  hubiere  hecho  el  apresamiento.  Pero  se  eximen  de  confiscación 
las  |iroi»iedades  de  aquellas  naciones  que  reconocen  la  inmunidad  de  la 
banilt-ra  neutral,  imponiéndose  á  los  interesados  en  la  carga  la  obligación 
de  probarlo  ante  los  juzgados  de  presas. 

Toda  embarcación  que  navega  con  bandera  ó  patente  de  Estado  enemigo 
es  de  buena  presa  con  lodos  los  efectos  que  lleve  á  su  bordo,  auuque  sean 
de  propiedad  española,  si  se  han  embarcado  después  de  la  declaración  de 
guerra,  y  de  un  plazo  suficiente  para  que  se  haya  podido  saberla. 

Si  una  embarcación  es  represada  por  un  buque  de  li  real  armada  ó 
por  un  corsario,  se  devuelve  á  su  duiñ  ,  no  resultando  que  en  su  carga 
tengan  interés  los  eiemigo?.  Si  la  embarcación  represjuLi  es  nacional,  los 
buques  do  la  ariuada  no  perciben  cosa  alguna  por  la  represa  ;  pero  los 
corsarios  particulares  perciben  la  mitad  del  valor  de  la  presa,  si  la  han 
recobrado  de  los  enemigos  en  el  término  de  veinte  y  cuatro  horas  de  su 
apresamit'iito,  quedando  la  otra  mitad  al  dueño  primitivo  ;  y  si  la  represa 
se  ejecult)  despui'S  de  pasado  e>le  térniioo,  no  lia>  lugar  ai  d.  recho  de 
postliminio. 

Si  la  embarcation  represada  jx-rlenece  á  un  aliado,  los  bucjues  de  la 
armada  la  iL-stituyen  perciljiendo  la  octava  parte  de  su  valor,  y  los  corsa- 
rios particulares  cobran  la  sexta  pnrte  en  el  mismo  caso;  lo  qup  solo 
tiene  lugar  si  la  potencia  á  quien  j'ertenoce  la  embarcación  observa  i^'ual 
conducta  con  la  España. 

La  embarcación  de  comercio  que  hace  rcsistCLcia  di-spuos  cjue  el  corsario 
hubiese  asegurado  la  bandera,  es  declarada  de  buer)a  presa,  á  monos 
que  el  caiii'an  justifique  haberle  dado  el  corsario  moiivo  sulicienle  para 
resistirle. 

La  embarcación  que  carece  do  los  documentos  mas  )irinc!palo>,  como 
son  la  patente,  pasaporte,  contrato  de  fletamunto,  conocimientos  ú  oíros 
que  acrediten  la  propiedad  neutral  del  buque  y  la  carga.  e«  declarada  de 
buena  presa,  á  menos  que  se  verifique  haberlos  pertli  lo  por  nccidenle  ine- 
vitable. Si  se  arrojan  papeles  al  mar,  se  confi-ca  irromisiblemenio.  Véase 
el  til.  8,   lib    M,  de  la  Nov.  Recop. 
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ron  los  contratantes  al  celebrarlos,  serian  nugatorios  (1).  De- 
ben, pues,  observarse  en  la  guerra  aijuellos  pactos  que  üjan 
reglas  de  conducta  para  el  caso  de  sobrevenir  un  roinpinuento 
entre  los  contratantes;  v.  g.  el  tiempo  que  se  dará  á  los  sub- 
ditos del  uno  para  retirarse  del  teritorio  del  otro,  la  neutrali- 
dad de  un  puerto,  ciudad  ó  provincia  de  uno  de  ellos,  etc. 

Aun  es  mas  necesaria  la  observancia  de  los  pactos  que  se 
celebran  en  la  guerra  misma,  como  son  las  capitulaciones  de 
plazas,  las  convenciones  de  tregua,  las  relativas  al  canje  ó 
rescate  de  los  prisioneros,  y  otras  varias  de  que  después  se 
hai'á  mención,  l^orque  no  todo  deber  cesa,  ni  todos  los  víncu- 
los de  la  liuinanidad  se  rompen  entre  las  naciones  que  se  hacen 
la  guerra  ;  y  bien  lejos  de  suspenderse  en  ellas  la  obligación 
de  guardar  le,  nunca  es  mas  importante  á  los  hombres  ;  pues 
en  el  curso  de  la  guerra  hay  mil  ocasiones  en  que,  para  poner 
á  raya  sus  furores  y  moderar  las  calamidades  que  acarrea,  la 
salud  de  ambos  beligerantes  exige  que  traten  y  estipulen  so- 
bre varias  materias  :  sin  lo  cual  la  guerra  degeneraria  en  una 
atroz  y  desenfrenada  licencia,  y  sus  males  no  terminarían  jamas. 

Solo  en  el  caso  de  infidelidad  por  parte  del  enemigo  en  el 
cumplimiento  de  sus  promesas,  nos  hallamos  autorizados  á 
failar  á  las  nuestras  :  y  esto  auntiue  se  trate  de  convenciones 
separadas  que  no  tengan  conexión  entre  sí.  Pero  no  podemos 
contravenir  á  una  convención  á  pretexto  de  los  actos  de  perfidia 
del  enemigo  anteriores  á  ella. 

La  buena  fe  entro  enemigos  no  solo  requiere  que  cumpla- 
mos fielmente  lo  prometido,  sino  íjue  nos  abstengamos  de  en- 
gallar en  todas  las  ocasiones  en  que  el  interés  de  la  guerra  no 
está  en  conllicto  con  los  deberes  comunes  de  la  humanidad. 
Así,  por  ejemplo,  cuando  el  príncipe  ó  general  enemigo  pide 
noticias  de  una  esposa  ó  de  un  hijo  í|uc  se  halla  en  poder  nues- 
tro, seria  vileza  engañarle. 

Pero  si  por  un  ardirl,  por  un  estratagema  exento  de  perfi- 
dia, podemos  apoderarnos    de  una   [)l,'izn  fuorte,  sorprender 

(I)  ÍCslc  capitulo  es  un  re.súmcn  de  la  (Joclrina  do  V.itt.l,  I.  III,  c.  10. 
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al  enemigo  ó  reducirle,  vale  mas  lograr  nuestro  objeto  de  este 
modo  que  por  meJio  de  una  batalla  sangrienta.  Hubo  un 
tiempo  en  que  se  condenaba  á  la  muerte  los  que  intentando 
sorprender  una  plaza,  caian  en  manos  del  enemigo.  En  el 
dia  se  acostumbra  tratarlos  como  á  los  demás  prisioneros  de 
guerra. 

No  es  lícito  abusar  de  la  humanidad  y  generosidad  del  ene- 
migo para  engañarle.  Un  corsario  que  hiciese  la  señal  de  peli- 
gro para  atraer  otro  buque  y  apresarlo,  ó  que  socorrido  elec- 
tivamente por  él  le  hiciese  presa,  deshonraría  las  armas  de  su 
nación  y  se  liarla  digno  de  un  castigo  ejemplar. 

Es  costumbre  general  valerse  de  espías,  que  observan  lo 
que  pasa  entre  los  enemigos  y  penetran  sus  designios  i)ara 
dar  noticia  de  ellos ;  y  también  es  costumbre  castigarlos  con 
el  último  suphcio,  cuando  son  descubiertos.  Un  hombre  de 
honor  se  creerla  degradado  si  se  le  emplease  en  esta  especie, 
de  manejos  clandestinos,  que  presentan  siempre  algo  de  bajo 
y  repugnante;  y  el  príncipe  no  tiene  derecho  })ara  exigirlos  de 
sus  subditos.  Limitase,  pues,  á  emplear  en  él  á  los  tjue  volun- 
tariamente se  le  ofrecen,  moviilos  por  el  ¿üiciente  de  una  re- 
compensa pecunaria.  Xo  le  es  lícito  corromper  la  íUlelidad  de 
los  subditos  del  enemigo  ni  abusar  de  su  hospitali  lad  para 
descubrir  sus  secretos. 

3. 

Por  punto  general,  la  seducción  de  los  subditos  del  enemigo 
para  que  cometan  actos  de  íntidencia,  y  sobre  todo  para  que 
traicionen  una  confianza  especial  depositada  en  ellos,  entre- 
gando, V.  g.,  una  plaza,  ó  re\  ciando  los  secretos  del  gobierno, 
es  un  medio  reprobado  por  la  ley  natural,  por  inducir  a  un  cri- 
men abominalile.  Cuando  mas,  dice  Vattel,  pudiera  excusarse 
esta  práctica  en  una  guerra  injustísima,  y  para  salvar  la  patria 
amenazada  por  un  conquistador  inicuo.  Vattel  cree  también 
que  nos  es  lícito  aceptar  los  servicios  de  un  traidor  ([ue  espon- 
táneamente nos  los  ofrece ;  i)ero  el  hacernos  ceuiiplices  de  un 
delito  y  premiarlo,  es  en  realidad  incitar  á  él.  Lo  único  que 
puede  decirse  á  favor  do  semejante  conducta  es  que  está  to- 
lerada. 
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Admitiremos,  sin  cmbariio,  1°  quo  el  ejemplo  del  enemi<^o 
nos  da  licencia  para  obrar  de  esta  suerte,  porque  un  Estado 
que  seduce  los  ciudadanos  de  otro,  vulnera  él  mismo  los  dere- 
chos sagrados  de  la  soberanía,  y  relaja  en  cierto  modo  las  obli- 
gaciones de  sus  propios  subditos  ;  y  2"  que  si  se  introduce  la 
división  en  el  Estado  enemii>o,  podemos  mantener  inteligencia 
con  uno  de  los  partidos  pai'a  lograr  una  i)az  equitativa  por  su 
medio ;  porque  esto  viene  á  ser  lo  mismo  que  valemos  del 
auxilio  de  una  sociedad  independiente. 

Se  llama  inteligencia  doble  la  de  un  hombre  que  aparenta 
iiacer  traición  á  su  partido  para  engañar  al  enemigo  y  sor- 
prenderle. Es  un  acto  infame  iniciar  de  propósito  deliberado 
esta  especie  de  tratos.  Pero  si  el  enemigo  es  quien  da  princi- 
pio á  ellos  tentando  la  fidelidad  de  los  subalternos,  pueden  es- 
tos, ó  espontáneamente  ó  por  mandado  de  sus  jefes,  íingir 
que  dan  oídos  á  las  proposiciones  y  que  se  prestan  á  las 
miras  del  seductor,  para  hacerle  caer  en  el  lazo ;  pues  el  faltar 
á  la  promesa  de  un  crimen  no  es  violar  la  fe  mutua  ni  obrar  de 
un  modo  contrario  al  ínteres  del  género  humano.  Decimos  de 
Jos  siibfillcrnos,  porque  seria  mucho  mas  i)ropio  de  un  jefe 
ractiazar  con  indignación  una  i)roiJuesta  insultante. 


CAPITULO  YII. 


OBLIGACIO.NES  Y  DEIIECUOS  LE  LOS  NEUTRALES.    • 

1,  Dus  re^'Ias  generales,  —  2.  Falsa  Hmitacion  úo  la  j)rimera.  —  3.  Con- 
secuencias que  se  deducen  de  ellas.  —  4.  Levas  en  país  neutral.  — 
5.  Tránsil)  de  las  fuerzas  de  los  beli;;eraiiles  por  tierra  ó  aguas  neu- 
trales. —  (j.  Acogi'la  y  asilo  de  las  tropas  y  naves  armadas  do  los 
heügeranlos  en  icrriiorio  neutral.  —  7.  Jurisdicción  de  lus  neutrales  en 
los  casos  (le  presas. 

1. 

Pueblos  neutralíjs  (i),  (  n  una  guí.'rra  son  aíjuellos  (|uc  no 
loinan  parte  en  ella,  permaneciendo  amigos  comunes  de  am- 

(1,  fcn  Cüi».'  capitulo  .se  lia  >fgnido  genfralincnh'  del  7  del  libro  III  de 
Vailel,  lo"»  (!<>m*.'iiiario.<(  de  k»n',  p.  I,  Ifcl.  ('>,  y  la  L<!y  Comercial  do  Cliilty, 
vol.  1.  cli.  U.   i.a»  ülrusi  auloiidudcü  so  indican  ^epaialamentc. 
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bos  partidos,  y  no  favoreciendo  al  uno  en  perjuicio  del  otro. 
Aqui  vamos  á  tratar  de  las  obligaciones  y  derechos  de  la  neu- 
tralidad en  general,  reservando  para  el  capitulo  sig-uiente  lo 
relativo  al  comercio  marítimo,  que  exige  consideraciones  par- 
ticulares. 

La  imparcialidad  en  todo  lo  concerniente  á  la  guerra  cons- 
tituye la  esencia  del  carácter  neutral,  y  comprende  dos  cosas. 
La  primera  es  no  dar  á  ninguno  de  los  beligerantes  socorro 
de  tropas,  armas,  buques,  municiones,  dinero  ó  cualesquiera 
otros  artículos  que  sirvan  directamente  para  la  guerra.  Xo 
solo  les  es  jiroliibido  dar  socorro  á  uno  de  los  beligerantes, 
sino  auxiliar  igualmente  á  uno  y  otro  ;  porque  esto  seria  man- 
tener la  misma  proporción  entre  sus  fuerzas  y  expender  la  san- 
gre y  los  caudales  de  la  nación  á  pura  ])érdida,  ó  alejando 
quiza  la  terminación  de  la  contienda  ;  y  porque  ademas  no  se- 
ria fácil  guardar  una   exacta  igualdad,  aun  procediendo    de 
buena  fe,  pues  la  iinpoitancía  de  un  socorro  no  depende  tanto 
de  su  valor  absoluto,  como  de  las  circunstancias -en  que  se 
presta.  La  segunda  cosa  es,  (jue  en  lo  cjue  no  tiene  relación 
con  la  guerra  no  se  debe  rehusar  á  ninguno  de  los  beligerantes 
lo  que  se  concede  al  otro ;  lo  cual  tampoco  se  opone  á  las 
preferencias  de  amistad  y  comercio,  fundadas  en  tratados  an- 
teriores ó  en  razones  de  conveniencia  propia. 


2. 


Vattel  pone  una  limitación  á  la  primera  de  estas  dos  reglas. 
Según  él,  se  puede,  sin  faltar  á  la  inq)arc¡alidad,  conceder  á 
uno  de  los  beligerantes  los  socorros  moderados  que  se  le  de- 
ban en  virtud  de  una  antigua  alianza  defensiva,  que  no  se  ha 
hecho  particularmente  contra  el  olro.  Pero  no  es  iVu-il  apoyar 
esta  excepción  en  los  principios  del  Derecho  natural.  El  con- 
traer por  un  i»aclo  la  obligación  de  prestar  un  servicio,  no  al- 
tera el  car.icter  de  este  con  relación  á  una  tercera  persona,  (pie 
no  ha  consentido  en  el  pació.  El  ])restar,  juies,  un  socorro  ipie 
sin  un  convenio  i)recedente  violaría  la  neutralidad,  no  dejani 
de  violarl.i  aumpu'  baya  precedido  el  convenio.  Se  ha  tolerado 
esta  conducta,  ponpic  en  la  alternativa  de  vcm-  aunuMitar  las 
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fuerzas  do  nuestro  enemigo  con  un  auxilio  moderado,  ó  con  lo- 
dos los  niedioií  que  el  supuesto  neutral  pudiera  poner  en  mo- 
vimiento si  le  decía  raicemos  la  í^uerra,  nos  vemos  muchas  ve- 
ces en  la  necesidad  de  preterir  el  primer  partido.  En  1788  la 
Dinamarca  suministró  naves  y  tropas  á  la  Rusia  contra  la  Sue- 
cia,  á  consecuencia  de  un  tratado  anterior,  declarando  que  en 
ello  no  creia  contravenir  á  la  amistad  y  á  las  relaciones  co- 
merciales (jue  subsistian  entre  ella  y  la  Suecia;  y  en  contra- 
declaración  de  esta  úllima  se  respondió,  (jue  aunque  la  Suoria 
no  podia  conciliar  semejante  conducta  con  el  Derecho  de  gen- 
tes, sin  embargo  aceptaba  la  declaración  de  Dinamarca,  y  ce- 
ñiría sus  hostilidades,  con  respecto  á  esta  potencia,  a  los  auxi- 
liares   suministrados  por  ella  a  la  Rusia.  Se    alega    que   la 
intolerancia  de  los  auxilios  prometidos  y  determinados  por  con- 
venciones expresas  seria  funesta  á  la  humanidad,  porque  mul- 
tiplicaría las  causas  de  desavenencia;  pero  es  probable  que 
haciendo  mucho  menos  frecuentes  las  alianzas  defensivas  de 
que  se  trahí,  disminuiría  mas  bien  los  medios  y  los  estragos 
de  la  guerra ;  y  si  el  i)eligro  de  emi)eñarnos  en  nuevas  con- 
tiendas fuera  una  razón   para  permitir  la  suministración  ác 
socorros  moderados^  presci'itos  i)or  un  \)'dclo  precedente,  lo 
seria  también  i>ara  que  se  disimulase  esta  conducta  á  los  neu- 
trales, sin  embargo  de  que  no  hubiese  precedido  pacto  algu'no. 
Cuando  sobreviene  una  guerra  entre  dos  naciones,  las  otras 
tienen- derecho  i)ara  mantenerse  nenlrales;  y  si  por  una  de 
las  potencias  que  hacen  ó  prejjaran  la  guerra  ó  por  los  neutra- 
les mismos  se  proponen  tratados  de  neutralidad,  es  ronveniente 
acceder  á  ellos  para  lijar  con  toda  precisión  lo  (|ue  cada  uno 
de  los  contratantes  podrá  hacer  ó  exigir   sin  violarla.  Asi- 
mismo tienen  derecho  las  otras  naciones  para  abrazar  la  cansa 
de  uno  de  los  beligerantes,  si  lo  creen   jtisto  y  conveniente  ;  ó 
para  níanlener  con  ambos  las  relaciones  anteriores  de  amistad 
y  comercio,  salvas  las  restricciones  de  que  hablaremos  en  el 
capitulo  que  sigue. 

3. 

Se  deduce  do  lo  ílicho,  ípu;  si  un  soberano  íjiic  íicoslnnibrab;i 
iinloR  de  In  guerra  preslMi-  ;i  usum  i'i  mi  enemigo,  sigue  ha- 
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cióndolo  en  ella,  y  rehusa  tratar  conmigo  en  ipruales  términos, 
porque  no  le  inspiro  la  misma  confianza,  no  infringe  la  neutra- 
lidad. Tampoco  la  infringirían  los  subditos,  ya  haciendo  este 
negocio  en  tiempo  de  guerra,  aunque  no  lo  hubiesen'  acostum- 
brado en  la  paz,  ya  tratando  con  ambos  beligerantes  ó  con  uno 
de  ellos  del  modo  que  les  pareciese  mas  conveniente  á  su  in- 
terés mercantil.  Pero  los  subsidios  ó  préstamos  que  un  Pastado 
hiciese  á  mi  enemigo  para  }jonerle  en  estado  de  defenderse 
ó  de  atacarme,  deberían  mirarse  como  una  intervención  en  la 
guerra. 

Se  infiere  también  de  lo  dicho,  que  si  una  nación  comercia 
en  armas,  municiones  de  guerra,  naves  ó  maderas  de  cons- 
trucción, no  debo  llevar  á  mal  que  venda  estos  artículos  á  mi 
adversario,  siempre  que  no  se  los  lleve  ella  misma  y  (jue  haga 
oti'O  tanto  conmigo. 


Podemos  a^)licar  los  mismos  principios  á  las  levas  de  solda- 
dos ó  marineros  en  país  neutral  para  servir  en  los  ejércitos  6 
naves  armadas  de  uno  de  los  beligerantes.  Los  hombres  deben 
considerarse  como  articulo  de  guerra  en  que  es  Ubre  á  todas 
las  naciones  comerciar  de  la  misma  manera  ({ue  en  los  otros 
y  con  iguales  restricciones.  Pero  esta  esj)ecie  de  negocio,  si 
el  Estado  tiene  }>or  conveniente  permitirlo  para  desahogarse 
de  una  población  superabundante,  para  ocui)ar  á  sus  ciudada- 
nos, ó  acostumbrarlos  al  manejo  de  las  armas,  debe  dejarse 
enteramente  á  los  particulares,  porque  desde  el  momento  que 
se  mezcla  en  ello  el  soberano,  sea  contratando  anticipadamente 
el  auxilio,  sea  prestíindolo  dui-ante  la  guerra,  ó  toma  sobre  si 
un  empeño,  cuyo  cumi>limiento  ha  de  estar  en  contradicción 
con  los  deberes  de  la  neutralidad,  ó  la  viola  eu  efecto.  Es  ne- 
cesario tand)ien  que  las  facilidades  y  favores  (pie  se  conceilen 
bajo  este  respecto  al  uno  de  los  beligerantes,  se  extiendan  en 
los  mismos  términos  al  otro.  Finalmente,  el  alistar  tropas  en 
el  territorio  del  Estado  para  el  st'rvicio  de  las  na(Mones  extran-. 
jeras,  ha  de  ser  bajo  la  condición  de  no  emplearlas  sino  en  la 
guerra  defensiva.  De  oli'o  modo  j)odi-ia  lli'gai*  el  caso  de  pelear 
unos  con  otros  los  ciudadanos  de  un  mismo  Estado  sirviendo 
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(le  auxilhires  en  los  ojórcitos  de  ambos  ljv>lii;ci'anles,  como  La 
sucedido  á  los  suizos. 

Esla  |)arece  la  mayor  lalitud  compalihle  con  el  carácter  de 
una  verdadera  y  estricta  neutralidad  ;  pero  el  derecho  consue- 
tudinario de  Europa  es  algo  mas  laxo. 

5. 

La  nación  neutral  debe  usar  con  ambos  Ijelig-eranles  los  ofi- 
cios de  humanidad  (jue  los  miembros  de  la  i^ran  sociedad  hu- 
mana se  deben  nuituamenle,  y  prestarles,  en  todo  lo  que  no 
concierna  á  la  guerra,  los  servicios  y  auxilios  (luc  pueda,  su 
rehusar  al  uno  de  ellos  cosa  alguuíi  por  la  razón  de  hallarse  en 
gpuerra  con  el  otro. 

A  todas  las  naciones  con  ((uienos  vivimos  en  paz  sc  debe  el 
triinsito  inocente ;  y  este  deber  se  extiende  á  las  tropas  y  na- 
ves. Pero  toca  al  dueño  del  territorio  juzgar  si  el  tránsito  es 
inocente  ó  no;  y  como  el  de  cuerpos  de  tropa,  y  sobre  todo  el 
de  ejércitos,  es  dificil  (juc  deje  de  causar  peligros  y  daños, 
el  beligerante  ({ue  desea  pasar  con  gente  armada  por  territorio 
extraño,  debe  ante  todo  solicitar  el  permiso  del  í-oborano.  Kn- 
trar  de  otro  modo  en  su  territorio,  seria  violar  sus  derechos, 
porque  no  se  puede  presumir  un  permiso  tácito  para  la  entrada 
de  un  cuerpo  de  tropa;  entrada  que  pudiera  tener  consecuen- 
cias nmy  serias. 

b'i  el  soberano  neutral  cree  ({ue  le  asisten  buenas  razones 
para  negar  el  tránsito,  no  está  obligado  á  concederlo,  })or(iue 
en  tal  caso  deja  de  ser  inocente.  Los  beligei  antes  deben  res- 
petar en  esta  parte  su  juic O,  y  someterse  á  la  negaíivj,  aun 
estimándola  injusta.  Sin  embargo,  si  el  paso  ai)areciese  indu- 
bilablcme-nte  iimocuo,  imdiera  entonces  la  nación  beligerante 
(jue  lo  pide,  hacerse  justicia  á  si  misma,  y  obtenerlo  á  viva 
fuerza,  l'ero  esta  es  umi  excepción,  (jue  solo  debe  tener  rábida 
en  arjuellos  rarísimos  casos  en  (¡ue  se  puede  manifestar  con  la 
ii»ay(jr  evidencia  (pie  el  tránsito  carece  d(í  lodo  iuconNcnientc 
y  peligrí).  Otra  excepción  es  la  d(;  una  extrema  necesidad. 
Cuando  ufi  ejército  se  ve  en  la  alternativa  de  perec(!r  ó  de 
pa.-íUr  po.'  tierras  neutrales,  tieae  derecho  para  bacei-lo  aun 
contni  la  V(dunlad  del  soberam),  y  para  abrirse  vA  paso  (si  no 
es  posible  de  otro  modo;  con  las  armas. 
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Una  necesidad  de  esta  especie  puede  autorizar  al  Ijcligerante 
á  apoderarse  de  una  plaza  neutral,  y  poner  guarnición  en 
ella,  para  cubrirse  contra  el  enemigo,  ó  prevenir  los  designios 
de  este  conti-a  la  misma  plaza;  suponiendo  que  el  sobe- 
rano neutral  no  se  halle  en  estado  de  guardarla.  Pero  debe 
restituirla,  pasado  el  peligro,  y  pagar  tolos  los  perjuicios 
causados. 

Si  el  neutral  exige  algunas  seguridades,  es  natural  con- 
cedérselas. La  mejor  de  todas  es  el  tránsito  en  poíiueñas  parti- 
das, y  consignando  las  armas.  Rehenes  y  fianzas  no  serian 
suficientes  en  algunos  casos.  ¿De  qué  me  servirá  rccibii*  re- 
henes de  una  nación  que  ha  de  apoderarle  de  mi?  ¿V  qué 
seguri.lad  puede  dar  una  fianza  contra  un  con(|uistador  po- 
deroso  ? 

Tero  si  el  tránsito  es  absolutnmonte  necesario  y  si  el  per- 
miso dj  1  asav  se  nos  concede  bajo  condiciones  sosj)echosas  en 
que  no  i)odemos  consentir  sin  exponernos  á  un  gran  })eligro, 
nos  os  licito  en  este  caso,  después  de  habernos  allanado  iiu'i- 
lilmenle  á  todas  las  condiciones  compatibles  con  nuestra  se- 
gurida  1  propia,  recurrir  á  la  fuerza  para  abrirnos  el  ])aso, 
empleando  la  moderación  mas  escrupulosa,  de  manera  (pie 
no  salgamos  de  los  limites  del  derecho  (pie  la  necesidad  nos 
concede. 

Si  el  Estado  neutral  ñ\ui(pu^a  c)  niega  el  tránsito  al  uno  de 
los  beligerantes,  debe  fran  ¡ucarlo  ó  negarlo  en  los  mismos 
lé.'ininüs  al  otro  ;  salvo  que  haya  sobrevenido  un  candjio  en 
las  circunstancias  capaz  de  justificar  es!a  variedad  de  conducta. 

Si  lio  t(Migo  motivo  de  rehusar  el  tránsito,  el  beligerante 
contra  (piion  lo  permito,  no  debo  mirar  (^ -ta  concesión  como 
una  injuiia.  Aun  cuando  yo  tuviese  algún  motivo  de  rehu- 
sarlo, me  seria  lícito  no  usar  de  mi  derecho.  Y  hi  la  n'\Lrativa 
me  pusiese  (Mi  la  precisión  de  sostenerla  con  las  ai'nias, 
¿quién  osarla  (juejarse  de  «pie  yo  i)ermit¡era  (pie  le  hiciesen 
la  guerra,  para  no  atr.ierla  sobre  mi?  Nadie  pued^  exigir  que 
yo  tome  las  armas  á  favor  suyo,  si  no  m^  he  couq)ronii>lido  á 
ello  por  un  i>acl(í.  Las  na-Moues  sin  embargo,  mas  atentas  á 
sus  intereses  (pie  á  la  justicia,  alz;ui  .i  menudo  el  grito  contra 
esta  pret(Mi(li(la  injuria  ;  y  si  por  m.'dio  de  reconvenciones  y 
amenazas,  consiguen  ipie  el  nrntial  vedo  el  j)aso  á  las  fuerzas 
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enemi^Nis  creon  (jue  en  esto  no  hacen  mas  que  seguir  los 
consejos  de  una  s/íbia  política.  Un  Estado  débil  debe  })roveor  ;í 
su  salu  1,  y  eslíi  indispensable  consideración  le  autoriza  á  ne- 
j»ar  un  favor,  (jue  exponiéndole  á  graves  peligros,  lia  dejado 
de  ser  inocente. 

Puede  suceder  también  (pie  si  francpicásemos  el  paso  á 
uno  de  los  beligerantes,  el  otro  lo  pidiese  por  su  jjarle  para 
salir  á  encontrar  al  enemigo.  El  territorio  neutral  vendria 
entonces  á  ser  el  teatro  de  la  guerra.  Los  males  incalcula- 
bles que  de  aquí  rtacerian,  presentan  la  mejor  de  todas  las 
razones  para  negar  el  tránsito. 

Un  tratado  por  el  cual  nos  empeñásemos  á  permitir  el 
paso  á  las  tropas  de  una  nación  ó  á  negarlo  á  sus  enemigos, 
no  nos  eximiría  de  ninguna  de  las  obligaciones  de  la  neutra- 
lidad, mientras  que  nos  pro}>usiésemos  conservar  este  carác- 
ter; ponjue  segim  hemos  visto,  un  pacto  anterior  no  altera 
de  modo  alginio  la  naturaleza  de  nuestros  actos  respecto  de 
un  tercero  que  no  ha  c-onsentido  en  él. 

En  fln,  aun  el  tránsito  innocuo  y  anteriormente  pactado 
puede,  ó  [»or  mejor  decir,  debe  relmsarse  en  una  guerra  ma- 
nifiestamente injusta,  V.  g.  la  que  se  emprendiese  para  inva- 
dir un  país  sin  motivo  ni  pretexto  alguno. 

La  concesión  del  tránsito  comprende  la  de  todo  aquello  que 
es  necesai-io  para  verificarlo,  v.  g.  el  permiso  de  conducir  la 
arlillería,  bagaje  y  demás  objetos  malcríales  prr)f)¡os  de  un 
ejército,  el  de  ol^servar  las  ordenanzas  militares  ejerciendo 
jurisdicción  sobre  los  oficiales  y  soldados,  y  el  de  comprar  por 
su  justo  jírecio  las  provisiones  de  boca,  á  menos  ({ue  la  nación 
neutnil  las  necesite  todas  para  sí.  El  que  concede  el  tránsilo 
debe,  en  cuanto  le  sea  posible,  prestarlo  seguro ;  de  otro 
modo  la  coníícsion  no  s(;ría  mas  (pío  un  lazo. 

Ks  preíMso  que  el  ejéirito  (pie  ti-ansita,  se  abstenga  de  cau- 
sar toda  especie  de  daño  al  país;  <pje  guarde  la  mas  severa 
disciplina,  y  pague  todo  aquello  (pie  se  le  .siamínistra.  Las  in- 
jurias causadas  por  la  licí^ncia  del  soldado  deben  castigarse  y 
rrqw'irarsf*.  Y  coíno  d  ti-ánsito  d(í  un  ejército  no  podría  menos 
de  tra<;r  iiicouiodidades  y  j)erjuie¡os  dd'ícíles  d(!  avaluar,  nada 
prohibe  que  rp;  estipule  de  ant(!maiio  el  pago  de  una  cantidad 
de  dinero  por  via  de  compensación. 
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El  paso  de  las  naves  armadas  de  los  beligerantes  por  el  ter^ 
ritorio  neutral  no  ocasiona  los  peligros  y  daños  que  el  de  las 
fuerzas  terrestres.  De  aquí  es  que  en  general  no  se  requiere 
ni  se  acostumbra  peür  permiso  para  efectuarlo. 

El  tránsito  j)or  aguas  neutrales,  si  se  lia  rehusado  expresa- 
mente por  el  soberano  neutral  ó  se  ha  obtenido  con  falsos  pre- 
textos, vicia  el  apresamiento  subsiguiente.  El  Instado  cuya 
neutralidad  se  ha  violado,  tendria  derecho  para  pedir  la  resti- 
tución de  la  presa. 


6. 


No  es  permitido  atacar  al  enemigo  en  país  neutral,  ni  ce- 
meter  en  él  ningún  género  de  hostilidad.  Conducir  prisione- 
ros ó  llevar  el  botin  á  p;iraje  seguro  son  actos  de  guerra  ;  por 
consiguiente  no  podemos  hacerlo  en  territorio  neutral,  y  el, 
que  nos  lo  permitiese,  saldría  de  los  límites  de  la  neutralidad, 
favoreciendo  al  uno  de  los  partidos  contra  el  otro.  Pero  aquí 
se  habla  de  los  prisioneros  y  despojos  de  que  el  enemigo  no 
tiene  todavía  segura  posesión,  y  cuyo  apresamiento,  por  de- 
cirlo así,  no  está  consumado.  En  el  caso  de  estarlo,  tampoco 
puede  un  beligerante  desembarcar  los  prisioneros  para  man- 
tenerlos cautivos,  ponjue  el  cautiverio  es  una  continuación  de 
la  hostilidad  :  mas  los  efectos  se  han  hecho  i)ropiedad  del 
apres;idor,  y  no  toca  al  neutral  averiguar  la  procedencia,  ni 
embarazar  el  uso  inocente  de  ell(ts. 

El  beligerante  derrotado  goza  de  un  refugio  seguro  en  el 
territorio  neutral ;  pero  no  debe  abusar  del  asilo  que  se  le 
concede,  i)nra  rehacerse  y  espiar  la  ocasión  de  atacar  de  nue- 
vo á  su  adversario  ;  y  la  potencia  que  se  lo  tolerase,  violaría 
la  neutralidad. 

No  es  permilitlo,  por  consiguiente,  á  los  buques  armados 
de  las  naeiones  beligerantes  perseginr  al  enemigo  fugitivo 
que  se  ri'fugia  en  aguas  neutrales;  y  si  ambos  contendientes 
han  entrado  cu  ellas,  la  costumbre  de  las  naciones  exige  que 
entre  la  salida  del  uno  y  la  del  otro  medie  á  lo  menos  el  espa- 
cio de  veinte  y  cuíitro  horas.  La  infniccion  de  este  privilegio 
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(.lo  los  neutrales  les  daria  ilerecho  i)ara  reclaniar  la  restitución 
de  la  cíiptura  subsiguiente  [i). 

En  el  caso  de  la  Auna,  Sir  ^^^  Scott  se  nianilestó  inclinado 
á  creer  con  Hynkerschoek,  que  si  un  butjue  hacia  resistencia 
á  la  vista  y  registro,  y  se  refugiaba  á  lugares  colocados  den- 
tro del  territorio  neutral,  pero  enteramente  desiertos,  como 
las  islas  de  la  l)0ca  del  Misisipí,  y  el  corsario  persiguiéndolo 
hasta  alli  sin  causar  daño  ni  molestia  alguna  á  un  tercero,  lo 
apresaba,  no  era  tan  rigido  el  principio  de  la  inviolabilidad 
del  país  neutral,  que  por  esto  solo  so  estimase  ilegal  la  cap- 
tura. Pero  en  esta,  como  las  otras  ocurrencias  de  la  misma  es- 
pecie, hay  stricto  jure  una  violación  de  los  privilegios  neutra- 
les, y  el  soberano  del  territorio  tendría  derecho  para  insistir 
en  la  restitución  de  la  propiedad  apresada  (2). 

Solo  á  la  potencia  neutral  toca  disputar  la  legitimidad  de 
una  captura  en  que  se  ha  violado  su  territorio,  y  el  gobierno 
de  los  apresados  no  imede  producir  con  este  motivo  queja  al- 
guna, sino  es  al  gobierno  neutral,  por  su  cobarde  ó  fraudu- 
lenta sumisión  á  semejante  injuria  ;  y  si  este  no  se  hace  justi- 
cia á  si  mismo,  el  beligerante  que  ha  sufrido  la  captura,  ten- 
drcá  derecho  para  tratarle  del  mismo  modo,  persiguiendo  y 
apresando  en  su  territorio  las  propiedades  enemigas. 

El  (jue  principia  las  hostilidades  en  las  tierras  ó  aguas  de 
una  potencia  neutral,  pierde  todo  derecho  á  la  pi^otcccion  del 
territorio. 

El  neutral  no  debe  permitir  que  las  naves  armadas  de  los 
beligerantes  se  aposten  al  abrigo  de  sus  puertos,  golfos  ó  en- 
senadas, con  el  objeto  de  acechar  las  naves  enemigas  que  pa- 


(1    M.irlen'?,  Précis  de  droil  des  Gens,    1.  VIII,  j;!  ;iií2,  note  c. 

(2  iJyiikersclioek  [Qutest,  1.  1,  c.  8)  cilu  varias  (lecisiünes  de  los  lisia- 
dos (jeneral''S  «lo  l;is  Provinci.is  Unidas,  según  las  cuales,  aunque  no 
paeiJe  principiarse  la  agre-ion  en  aguas  neutrales,  puede  continuarse  la 
agresión  principiada.  Él  extiende  el  mismo  principio  á  la  tierra.  «  Quod 
juris  cát  in  inari,  idem  esl  el  in  Ierra,  ul  nemj)e  et  liic  in  allcrins  im|)(;rio 
recle  persequamur  liostcm,  ex  recenli  jjradio  lugienlcni.  «  «  L'no  verbo, 
dice  mas  adelante,  terrilorium  communis  amici  valrt  ad  prohiix/idaní  \im 
qua- ihi  inrlioatiir,  non  valet  ad  iiiliil>fndani  qua:  e\lra  ten  iloriuin  iiii-lioacla, 
dora  íervi-i  opun,  in  ipso  territorio  continuatur.  »  Pero  el  mismo  iJynkers 
choek  retoíioce  que  no  se  encuentra  esta  doctrina  en  oíros  escritores  de 
Üereclio  púi'lico,  ni  rniá  autorizada  por  la  [iráclica  de  las  naciones  euro- 
peas, excepto  |j  Holaniia. 
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san,  ó  de  enviar  sus  botes  á  apresarlas  (1).  El  armar  buques 
para  el  servicio  de  la  guerra,  aumentar  sus  fuerzas,  aderezar- 
los, preparar  expediciones  hostiles,  son  actos  ilegítimos  en 
territorio  neutral ;  y  las  capturas  subsiguientes  á  ellos  se  mi- 
ran como  viciosas  en  el  foro  de  la  potencia  neutral  ofendida, 
que  tiene  derecho  para  restituir  la  presa  á  los  primitivos  pro- 
pietarios, si  es  conducida  á  sus  }juertos.  La  Corte  Suprema  de 
los  Estados  Unidos  ha  sentenciado  gran  número  de  casos  en 
conformidad  con  este  principio  (2).  Es  verdad  que  por  el  tra- 
tado de  Paris  de  6  de  febrero  de  1778,  se  estipuló  para  los 
subditos  franceses  el  privilegio  de  equipar  y  armar  sus  buques 
en  los  puertos  de  aquellos  Estados  y  llevar  á  ellos  sus  pre- 
sas (3)  ;  pero  este  y  otros  privilegios  obtenidos  entóneos  por 
la  Francia,  y  ciertamente  incompatibles  con  las  obligaciones 
de  la  neutralidad,  han  sido  después  derogados  (4). 

Nada  se  opone  á  que  los  beligerantes  apresten  naves  de  co- 
mercio en  los  puertos  neutrales,  las  tripulen  y  surtan  de  todo 
lo  necesario ;  lo  cual  se  extiende  á  las  naves  que  i)ULMlen  desti- 
narse indistintamente  al  comercio  ó  la  guerra.  También  es 
costumbre  permitir  en  ellos  á  los  buques  armados  públicos  y 
particulares  proveerse  de  víveres  y  otros  articules  inocentes. 
Es  licito  á  los  beligerantes  llevar  sus  presas  á  i)uerto  neutral  y 
venderlas  en  él,  si  no  se  lo  prohibe  el  soberano  del  territorio, 
á  (juien  es  libre  conceder  este  i)ermiso  ó  rehusarlo,  observan- 
do con  ambos  beligerantes  una  conducta  igual  (5).  Algunos 
jurisconsultos  creen'que  es  mas  conforme  á  los  deberes  de  la 
neutralidad  rehusarlo.  En  1G5G  los  Estados  Generales  de  las 
Provincias  Unidas  i)roliibieron  á  los  corsarios  exlranjeros  ven- 
der ó  descargar  sus  presas  en  el  territorio  de  Holanda  ;  y  las 
Ordenanzas  marítimas  ile  Luis  XIV  repitieron  la  misma  pro- 
hibición, añadiendo  que  los  corsarios  extranjeros  no  puiliesen 
permanecer  con  sus  presas  en  los  puertos  de  Francia  mas  de 

(1)  Sülirc  cslc  piiiilo  os  iliirní  <lo  l-'orso  la  sonlencia  de  Sir  W.  Scclt  en  el 
caso  doi  Twee  Gebroeders.  Hub  llp.,  III,  Kítí. 

[H)  E\  del  Alerta,  Crunc's  l{e¡>.,  I\,  ;i5  ;  el  de  la  Estrella,  Whoalon,  IV. 
298;  el  d»!  la  (Concepción,  Whoalon,  VI,  tí3.'> ;  el  do  la  Santisiina  Tiini- 
dad,  Wlicalon,  VII,  -J83,  ele. 

v3    Marlcns,  Itccnetl,  II,  p.   51).^  (se^'.  edic). 

;4)  líUioCs  liefcr.,  u.  .  N. 

{r^\  Ib.,  II.  2')2. 
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veinte  y  cuatro  horas,  á  monos  ({iie  fuesen  dotcnidos  por  vien- 
tos contrarios  (1).  FinalnuMite,  no  tienen  derecho  h)8  behgeraii- 
tes  para  establecer  tribunales  de  })resa  en  pais  neutral,  á  me- 
nos que  se  les  haya  concedido  este  favor  por  un  tratado  (2). 
Pero  unn  convención  de  esta  especie,  si  no  se  dispensase  igual 
favor  al  otro  beligerante,  no  eximiiia  de  la  nota  de  parcialidad 
la  conducta  del  soberano  neutral,  ponjue,  según  hemos  sentado 
antes,  una  convención  entre  dos  naciones  no  altera  la  cuali- 
dad de  un  acto  con  relación  á  un  tercero  que  no  ha  tenido 
parte  en  ella.  Hoy  se  miran  casi  generalmente  como  ilegitimes 
los  juzgamientos  de  presas  en  país  neutral. 

Sean  cuales  fueren  las  restricciones  que  un  soberano  esta- 
blezca para  el  uso  de  sus  aguas  y  tierras  (y  no  hay  duda  que 
tiene  autoridad  para  establecer  las  (|ue  quiera)  están  obliga- 
dos lus  beligerantes  á  someterse  á  ellas,  con  tal  que  no  favo- 
rezcan al  uno  de  los  partidos  mas  que  al  otro,  ni  sean  contra- 
rias á  los  oficios  de  hospitalidad  y  asilo  que  se  dispensan  á  las 
naciones  amigas,  y  que  la  humanidad  concede  siempre  al 
infortunio. 

7. 

El  único  remedio  de  las  injurias  que  la  licencia  de  la  guerra 
hace  sufrir  demasiadas  veces  á  las  naciones  amigas,  es  en  la 
ma\or  parte  de  los  casos  la  imparcial  justicia  administrada 
por  lus  behgei  antes  en  materia  de  presas,  y  la  restitución  de 
las  propiedades  ilegítimamente  apresadas  ;  restitución  que  sí 
no  se  hace  oportunaiiiente  por  los  tribimales  que  juzgan  esta 
especie  de  causas,  produce  después  embarazosos  reclamos  y 
conlrover.->ias  delicadas.  Pero  también  hay  circunstancias  en 
que  el  Derecho  de  gentes  permite  á  los  neutrales  hacerse  jus- 
ticia á  sí  ji.isuios,  ejerciendo  jurisdicción  sobre  las  presas  de 
lob  beligt'i'uiiles  (jue  hegan  fojzada  ó  vuluntariam(;nte  á  sus 
puertos. 

I. os  pidjlícístas  no  están  acordes  sobi-e  los  límites  de  esta  in- 
tervenciüii  judicial.  Las  Ordenanzas  de  juarina  de  Francia  es- 

(I;   lit.   /jf$  piites,  arl.   U. 
*/  /;//íor«  Hefcr.,  '¿íhí. 
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tdljlecen  que  si  en  las  presas  llevadas  á  puertos  franceses  se 
hallan  mercaderías  pertenecienles  á  los  subditos,  ó  aliados  de 
Francia,  se  les  restituyan ;  sin  distinguir  si  ha  sido  ú  no  ilegal 
el  apresamiento  ;  lo  que  Valin  explica  suponiendo  que  esta 
restitución  se  exige  como  una  especie  de  recompensa  por  la 
acogida  que  se  da  á  los  captores  y  á  sus  presas  ;  l'avor  que,  se- 
gún hemos  visto,  es  extremadamente  limitado,  Á  los  corsarios 
mismos  que  son  obligados  á  esta  restitución,  no  se  les  permite 
almacenar  ni  vender  las  mercaderías  restantes  bajo  ningún 
pretexto.  Pero  cualquiera  que  haya  sido  el  motivo  de  esta  tlis- 
posicion,  ella  exigiría  sin  duda  el  juicio  de  un  tribunal  Irances 
sobre  la  nacionalidad  de  las  mercaderías  (1).  Azuni  da  nmcha 
mas  latitud  á  la  jurisdicción  de  los  neutrales.  «  Es  constaiUe, 
dice,  <iue  un  buque  armado  en  guerra  conserva  su  indepen- 
dencia en  el  territorio  neutral  por  lo  tocante  á  su  régimen  in- 
terior, y  que  el  soberano  del  puerto  en  que  ha  entrado,  no 
puede  obligar  á  la  tripulación  á  que  oliedezca  sus  leyes.  Así 
tjue,  generalmente  habhmdo,  no  le  es  lícito  poner  en  liljertad 
una  presa  ilegitima.  Pero  esla  prerogativa  de  los  buques  de 
guerra  ó  corsarios  no  se  extiende  á  los  casos  en  que  los  sub- 
ditos del  soberano  del  puerto,  y  aun  de  cualquiera  otra  po- 
tencia neutral,  tienen  ínteres  en  el  buque  apresado.  Entonces 
se  debe  proceder  según  las  reglasde  la  mas  severa  justicia.  El 
apresador  está  obligado  á  probar  (juo  el  buque  ha  sido  apre- 
sado legítimamente,  porque  ha  \  iolado  las  leyes  de  la  neutra- 
lidad. Por  consiguiente  me  parece  indubitable  ijue  un  arma- 
dor que  entra  en  los  puertos  de  un  Estado  extranjero  condu- 
ciendo presas  neutrales,  no  puede  negarse  á  reconocer  la 
jurisdircion  del  soberano  del  puerlo,  si  la  reclama  el  capitán 
del  bu([ue  a])resado,  y  sobre  todo  si  son  subditos  de  este  sobo- 
rimo  los  (jue  tienen  ínteres  en  la  presa  [2).  » 

Pero  esta  doctrina  no  parece  conrormarse  á  la  costumbre 
actual  de  la  Europa,  llecas  naciones  han  defeníJido  con  mas 
celo  y  tesón  los  privilegios  de  los  neutrales,  que  los  Estadob 
Unidos  de  .\mérica ;  y  ya  hemos  visto  (|ue  sus  juzgados  se 
abstienen  de  conocer  en  la  legitimidad  de  las  presas  hechas  á 


yl)  Tit.  Des  priscs,  a\t.   1."). 
l'2]Der.  M.ir,  p.   II,  c.    i,  art.  3. 
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sus  propios  ciudadanos  ;'i  (ílnlo  de  infracción  de  la  neutralidad. 
En  el  caso  di*  l'Invincible  decliuv)  la  Corte  Suprema,  que  á  los 
tribunales  de  América  no  competia  corregir  los  agravios  que 
se  supusiesen  cometidos  en  alta  mar  contra  las  propiedades  de 
los  ciudadanos  de  ai[uellos  Estados  por  un  corsario  que  tuviese 
comisión  legitima  de  una  j)otencia  amiga  (1). 

Hay  casos,  con  todo,  en  que,  según  la  pi'áctica  de  los  mis- 
mos Estados,  es  conq)etente  la  jurisdicción  de  los  neutrales  :  á 
saber,  cuando  el  corsario  ctiya  })resa  es  conducida  á  un  puerto 
amigo,  ha  violado  la  neutralidad  de  la  ])etencia  en  cuyo  terri- 
torio se  .encuentra,  ya  armando  ó  tripulando  alli  sin  su  consen- 
timiento, ya  cometiendo  actos  de  hostilidad  en  sus  aguas  (2). 
En  el  caso  de  la  Estrella  se  declaró  por  la  Corte  Suprema,  (¡ue 
el  derecho  de  adjudicar  las  jresas  y  de  dirimir  todas  las  contro- 
versias reí  divas  á  ellas,  pertenece  exclusivamente  á  los  tribu- 
nales de  la  nación  del  aprcsador;  pero  que  es  una  excepción 
de  esta  regla,  que  cuando  el  bu({ue  apresado  se  halla  bajo  las 
Laterías  de  la  potencia  neiitral,  los  juzgados  de  esta  tienen  fa- 
cultad de  investigar  si  la  nave  apresadora  ha  infringido  su 
neutralidad  ;  y  que  siendo  así,  están  obligados  á  restituir  á  los 
]>rimitivos  dueños  las  propiedades  apres.'idas  por  corsarios 
ilegalmente  armados,  iq)arejados  ó  ti'ipulados  en  sus  i)uer- 
tos  (8).  Y  es  de  notar  (pío  la  'exención  de  que  gozan  los  bu(¡ues 
de  la  mai'ina  jiública  de  un  Estado  extranjero,  que  entran  en 
los  j)uertos  de  una  potencia  neutral  con  licencia  del  soberano, 
exi)resa  ó  presunta,  no  se  extiende  á  las  naves  o  mercaderías 
que  llevan  á  ellos,  apresadas  en  contravención  á  los  privilegios 
de  la  neutralidad  de  esa  i)otencia  {'a). 

Esta  línea  de  sejiaracion  entre  los  beligerantes  y  los  neutra- 
les, por  lo  locante  (i  la  jm-isdiccion  de  presas,  es  clara  y  pre- 
cisa. I^a  expresión  violar  lu  nciilralidívl  tiene  dos  sentidos 
diferenlf's  :  ya  signiíl'-a  un  acto  del  nenlj-al,  que  interviene 
¡legítimamente  en  la  guerra,  favoreciendo  al  uno  de  los  beli- 
gerantes, mas  (pje  al  oirí);  y  ya  se  aplÍ!-a  \\  la  conducta  de  los 

;i,  lídioCt  /{rfer.,  n.   270  :    Wlienloii's  Hepuiis,  I.  ^i.'JS. 
{%  KUiol't  He(er.,    tísr,  :  raso  citado  do    la   Sant.   Trinidad,    U'healun'a 
R^l».,  I.  ¿8.-». 

\.l     H'hi-atini's  licj).,  IV,  -íM. 

m  Ca*u  CÍl.iU»  de  la  Smii.   Triuilml. 
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beligerantes,  quc.infriiigen  la  inmunidad  del  teri'itorio  neutral, 
atacando  ó  persiguiendo  al  enemigo  en  el,  ó  haciendo  arma- 
mentos hostiles  en  contravención  á  las  leyes.  De  las  infraccio- 
nes de  la  primera  especie  la  potencia  beligerante  agraviada  es 
el  único  juez  :  si  sus  buques  armados  apresan  propiedades 
neutrales  alegando  que  sus  dueños  se  han  hecho  culj-ables  de 
algunas  de  las  delincuencias  ([ue  por  el  Derecho  de  tientes  se 
castigan  con  la  confiscación  del  bu({ue  ó  la  carga,  toca  íi  los 
tribunales  de  los  captores  pronunciar  sobre  la  legitimidad  del 
aprcsnmiento.  Pero  si  es  el  beligerante  el  que  infringe  los  de- 
rechos del  neutral,  abusando  de  su  hospitalidad  y  cometiendo 
en  su  territorio  actos  hostiles,  corresponde  entonces  á  la  ¡luteii- 
cia  neutral  agraviada  defender  sus  inmunidades,  compeliendo 
al  ofensor  á  la  reparación  de  los  daños  hechos ;  de  manera  (pie 
cuando  la  [)resa  es  conducida  ;i  un  y)uerto  suyo,  puede  ejercer 
j'iu'isdiccion  sobre  ella,  y  mandarla  restituir  á  los  iiro})ietarics 
primitivos ;  y  este  derecho  se  extiende,  seg»m  Kent,  aun  á 
api'ehender  en  alta  mar  los  bu({Ues  extranjeros  que  han  atro- 
pellado sus  privilegios  ó  contravenido  á  sus  leyes,  y  á  condu- 
cirlos á  sus  puertos  para  el  examen  judicial  de  los  hechos  y  la 
restitución  de  las  presas. 

Hé  aíjui  las  reglas  que  los  tribunales  americanos  observan 
en  esta  adjudicación. 

Los  armamentos  ó  aprestos  ilegales  solo  viciíni  las  predas 
hechas  en  el  crucero  ó  viaje  de  corso,  jtara  que  fueron  desti- 
nados; y  no  producen  vicio  alguno  después  de  la  terminación 
de  este  viaje  (1). 

Si  la  terminación  del  crucero  es  puramente  })aliativa,  y  el 
buque  corsmio  se  aprestó  y  armó  en  teiritorio  neutral  con  el 
()bj(  to  de  enqilearse  en  el  viaje  de  corso,  durante  el  cual  se 
hizo  lii  presa,  el  vicio  de  la  cai)tura  no  se  considera  purgado  (!2). 

La  jurisdicción  del  neutral  en  estos  casos  se  ciñe  pe  r  el  De- 
recho de  gentes  á  la  restitución  de  la  i^ropiedad  apresada  con 
la  indemnización  de  los  peí  juicios  causados  y  el  pa^o  de  las 
costas  del  juicio  \  i>ero  no  comprende  la  facultad  de  imponer 


^  (1)  Caso  citado  de  la   Sanl.    Trinidad. 
(2)  Caso  lili  Cr<in  Pnrñ.   Whealon,  Vil,  475. 
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mullas  piMiales  romo  en  los  casos  (n-diiiarios  do  injurias  come- 
tidas cu  el  mar  (1). 

Kl  que  pitia  la  restitución  alegando  ilegal  armamento,  debe 
probarlo  (2). 

Si  se  prueba  contra  el  apresador  el  hecho  de  haber  alistado 
marineros  en  el  territorio  neutral,  y  él  alega  en  su  defensa 
que  estos  marineros  eran  subditos  de  la  potencia  bajo  cuya 
bandera  se  ha  lieclio  la  presa,  y  no  domiciliados  en  territorio 
neuti'dl,  está  obliga<lo  el  a[)resado  á  probar  la  excepción  (3). 

La  condenación  de  la  i)resa,  pronunciada  por  un  tribunal 
de  la  nación  del  captor,  no  embaraza  la  jurisdicción  del  juz- 
gado neutral,  que  tiene  la  custodia  de  la  propiedad  apre- 
sada (4). 

El  juzgado  neutral  ordena  la  restitución  de  la  presa  al 
dueño  pi'imitivo,  cuando  el  que  demanda  la  propiedad  á  titulo 
de  cai)tui-a  hostil  es  el  mismo  que  iní'rigio  la  neutralidad;  lo 
cual  se  verifica  sin  embargo  de  haber  sido  condonada  la  presa 
por  un  tribunal  de  la  nación  del  captor  (5).  Pero  si  el  que  hace 
la  demanda,  dcsjjues  de  la  condenación  de  la  presa,  no  es  el 
que  cometií'i  la  infracción,  ni  ha  tenido  com[)li('i(lad  en  ella,  y 
I)rueba  posesión  de  buena  fe  á  título  oneroso,  no  puede  el 
juzgado  neutral  restituir  la  ])ropieda(l  al  piiinilivo  dueño  (0). 


(!)  Caso  de  la  Ainistad    de  fíucx.  Wliealon.  V,  385. 
(2;  Caso  citado  de  la  An-islad  de  Jiues. 
(3,1  Caso  citado  de  la  Sant.  Trinidad. 
(A    El  mismo  caso. 

(5)  Cisü  del  Arruganle  Burceloncs.  Wheitoii,  N'II,  496. 

(6)  Caso  de  la  Xcn'ijde.  NVIi<;Uun.  \\\\.  108. 


DE    DERECHO    INTERNACIONAL  239 


CAPITULO  VIH. 

RESTRICCIONES    IMPUESTAS    POR    EL    DERECHO     DE     LA     GITRRA     AL 
COMERCIO    NEUTRAL   ACTIVO,    Y    PRINCIPALMENTE    AL    MARÍTIMO. 

i.  Mercaderías  enemigas  en  buques  neutrales.  —  2.  Mercaderías  neutrales 
en  buques  enemigas.  —  3.  Observación  sobre  los  d(js  priiicii);os  opuestos, 
el  de  la  propiedad  y  el  del  paboilon.  —  4.  Contrabando  de  guerra.  — 
5  Bloqueo.  — 6.  Protección  enemiga  y  participación  de  los  neutrales  en  la 
guerra.  —  7.  Deferencia  servil  de  los  neutiabs  á  las  miras  del  enemigo.  *^ 
8.  Com' rcio  colonial  y  di'  cabotaje  :  regla  de  IT.'iG.  —  9.  Embargo  de  los 
buques  neutrales  para  eNpediciones  de  guerra  —  10  Visita.  —  11.  Docu- 
mentos justificativos  del  carácter  neutral. 

1. 

¿  Tenemos  derecho  (1)  para  coníiscar  las  mercaderías  ene- 
migas embarcadas  en  bqíines  neutrales?  Considerando  las  na- 
ves mercantes  de  una  nación  como  una  parte  del  territorio 
sujeto  á  sus  leyes,  parece  que  no  nos  es  lícito  cometer  en  ellas 
un  acto  tan  declarado  de  hostilidad,  como  el  de  apresar  las 
propiedades  de  nuestro  adversario.  Pero  la  territorialidad  de 
las  naves  es  una  ficción,  imaginada  para  representar  la  juris- 
dicción de  cada  Estado  sobre  ellas  y  ^obre  los  individuos  (jue 
van  ;í  su  bordo.  No  debemos  dar  á  esta  ficción  una  latitud  de 
que  resultase  mucho  mas  perjuicio  á  los  belii^erantes  cjue  de 
la  práctica  contraria  á  los  neutrales.  Suponiendo,  pues,  que 
al  coníiscar  las  propiedades  enemig-as  bajo  pabellón  neutral, 
se  indemnizasen  ;'i  los  dueños  del  buque  los  perjuicios  oca- 
sionados por  el  ai)resnmiento,  ¿qué  pudieran  alegar  las  nacio- 
nes amigas  conlr.i  un  ejercicio  tan  racional  y  modera<lo  del 
derecho  de  captura?  ¿La  incomodidad  de  la  visita  del  buíjue  y 
del  e.xámen  de  la  carga?  Pero  esta  visita  y  examen  serian 
siempre  necesarios  para  averiguar  si  los  btuiues  piM'lenecen 
efectivamente  á  la  nación  cuya  bandeni  tremolan,  si  su  carga 
es  contrabando  de  guerra,  si  se  dirigen  á  una  pla/.a  sitiada  ó 

(1    Kn  e<lo  capitulo  so  lia  seguido  priiicipalmenle  á  Cliiity.  vol.  I    cli.  0. 
y  á  Koiil,  p.  I,    lect.  tí  y  7. 
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bloiiueada,  etc.  Toda  la  clileiviR'ia  consisto  on  la  necesidad  de 
llevar  docnnientos  qne  caliliqnen  la  nenlralidad  do  la  carga,  y 
de  someterse  á  veces  á  un  registro  mas  escrupuloso  y  prolijo. 
Pero  estos  inconvenientes  se  hallan  superaljundantemente  com- 
I  ensados  por  las  grandes  utilidades  que  acrecen  en  liempo  de 
guerra  al  trálu^o  de  las  na  'iones  neutrales. 

llidjlamos  en  el  supuesto  de  (|ue  el  derecho  de  la  guerra 
nos  autoriza  para  apresar  en  el  mar  las  i)roi)iedades  de  los 
subditos  del  enemigo ;  máxima  que  reconocen  actualmente 
todos  los  Estados  de  la  tierra.  Seria  de  desear  que  en  esla  ma- 
teria se  adoptasen  reíalas  mas  análogas  al  espirilu  mitigado  y 
liberal  del  Derecho  de  gentes  moderno.  Pero  si  se  admite  que 
es  licito  y  justo  destruir  la  navegación  y  el  comercio  marilimo 
del  enemigo,  como  elementos  de  donde  saca  los  mas  pode- 
rosos medios  de  dañarnos,  y  que  para  lograr  este  objeto  nos 
es  permitido  hacer  presa  las  propiedades  particulares  emplea- 
das en  ellos,  fuerza  es  admitir  tandjien  las  consecuencias  (|ue 
se  derivan  de  este  principio,  en  tanto  que  no  se  siga  do  ellas 
ningún  inconveniente  grave  á  los  neutrales. 

Con  respecto  á  las  naves  de  guerra  neutrales,  so  admite  ge- 
neralmente cjue  no  están  sometidas  á  esta  visita  y  registro,  ni 
aun  dentro  de  la  jurisdicción  del  otro  Estado  :  mucho  menos 
en  alta  mar  (i). 

Podemos  apresar  las  propiedades  enemigas  en  buques  mer- 
cantes bajo  la  bandera  de  una  potencia  neutral,  pero  estamos 
obligados  á  resarcir  á  sus  ciudadanos  los  daños  que  el  ejerci- 
cio de  este  derecho  les  ocasione.  La  regla  que  se  observa  es, 
que  si  la  carga  se  declara  buena  presa  y  el  capitán  no  ha 
obrado  de  mala  fe  ó  en  contravención  .'i  la  neutralidad  [2),  se 
le  abona  el  flete,  y  ademas  se  le  concedo  una  razonable  in 
demnizacion  i>or  la  demora,  dado  caso  que  el  apresamiento  le 
haya  causado  alguna.  El  Hele  de  los  efectos  condenados  se  le 
abona  por  entero  como  si  los  hubiese  entregarlo  á  los  consig- 
natarios, y  no  á  proporción  de  la  {¡arte  del  vi.ijí;  (juu  efoí^li va- 
lí)  lyiteaton's  Elemcnls,  p.  IV.  cli.  3,  jí  lo. 

■f)  Por  í'jíirnplo,  Ir.il.iinJo  <lo  íírjciibrir  con  falcas  apariencias  la  propie- 
dad del  (nemigo  [lílliut's  Hc/er.,  .il.Jj ,  dcslru^ciido  ú  ocultando  paju;- 
<e«.  llevando  pliegos  al  fnemigo  ,  eícclos  de  contrabando,  etc.  .Elliol's 
fíefer.,  (HiZ.j 
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mente  ha  hecho;  porque  el  captor  se  sustituye  al  enemigo,  y 
apoderándose  de  sus  propiedades,  contrae  con  los  dueños  del 
buque  las  obligaciones  inlierentes  á  ellas. 

Si  una  parte  de  la  cart-a  se  condena,  v  se  absuelve  v  resti- 
tuya  la  parte  restante,  el  ílete  debe  imputarse  á  toda  la  carga, 
y  no  solamente  á  la  que  ha  sido  adjudicada  al  captor  :  es  de- 
cir, ({ue  el  captor  no  es  obligado  á  pagar  otro  flete  que  el  cor- 
respondiente á  los  efectos  condenados,  a  Los  captores  (dijo  el 
juez  Story  en  la  Corte  Suprema  de  los  Estados  Unidos)  no 
pueden  ser  obligados  á  mas  que  al  flete  de  los  efectos  que  se 
les  adjudican.  La  detención  de  un  buque  neutral  que  lleva 
mercaderías  enemigas  es  un  ejercicio  estrictamente  justiñca- 
ble  de  los  derechos  de  la  guerra.  No  se  hace  en  ello  agravio  al 
neutr¿il,  aunipie  se  le  frustre  el  viaje.  Los  captores  no  deben, 
pues,  responder  de  los  perjuicios  que  ocasione  al  neutral  el 
justo  ejercicio  de  los  derechos  de  un  behgerante.  Habrá  en 
ello  una  desgracia  para  el  neutral,  pero  no  una  injuria  del 
beligerante.  Por  el  apresamiento  los  captores  se  sustituyen  á 
los  dueños,  y  adquieren  la  propiedad  con  el  gravamen  inhe- 
rente á  ella.  Por  consifzuienle  son  responsables  del  flete  de 
aquellos  efectos,  de  que  la  sentencia  les  declara  el  dominio,  y 
en  que  los  subroga  á  los  primitivos  propietarios.  Hasta  aquí 
la  regla  es  i)erfec lamente  equitativa.  P'xtenderla  mas,  y  car- 
garles el  flete  de  mercaderías  que  no  han  recibido,  ó  gravar- 
los con  las  obligaciones  de  un  contrato  de  fletamento  en  (pie 
no  han  intervenido,  no  seria  razonable  en  sí  ni  conciliable  con 
los  principios  reconocidos  en  materia  de  presas.  De  esa  ma- 
nera, en  un  caso  de  captura  legítima,  li  condenación  de  un 
solo  fardo  pudiera  envolver  á  los  captores  en  una  ruina  com- 
pleta, gravándolos  con  el  flete  estipulado  para  toda  la  carga  (1). 

No  se  considera  como  perjuicio  ([ue  deba  abonarse  á  los 
neutrales  la  mera  privación  de  un  lucro  (pie  nace  del  estado 
de  guerra.  De  aquí  es  ({ue  no  siempre  se  abona  el  flett^  esti- 
pulado (MI  la  contrata  de  fletamento,  que  puede  ser  á  veces 
muy  alio  en  razón  de  las  circunstiuicias  de  la  guerra,  y  á  veces 
abultado  con  el  objeto  de  defraudar  al  captor  (2). 

(1)  Caso  lie  la  Autnuin  Juhauna.  WUeaton's  liep.^  I,  159.  Véase  olra 
decisión   si'iiiejaiiie  \'i\  lAiiol's  Hef>r..  n.  3l(í. 

(2)  Caso  del  Twilliiuj  liiíjei.  Rohiiison,  V.  b-l. 
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8. 


¿Tenemos  derecho  para  confiscar  las  propiedades  neutrales 
embarcadas  en  bajeles  enemigos?  No  hay  principio  alguno 
sobre  que  jiueda  fundarse  una  pretensión  semejante.  Los  ma- 
les de  la  guerra  deben  limitarse,  en  cuanto  es  posible,  á  las 
potencias  beligerantes  :  las  otras  no  hacen  mas  que  continuar 
en  el  estado  anterior  á  ella :  conservan  con  los  dos  partidos 
las  mismas  relaciones  que  antes ;  y  nada  les  prohibe  seguir  su 
acostumbrado  comercio  con  el  uno  y  el  otro,  siempre  que  esto 
pueda  hacerse  sin  intervenir  en  la  contienda. 

Las  propiedades  neutrales  son,  pues,  inviolables,  aunque  se 
encuentren  á  bordo  de  embarcaciones  enemigas.  Pero  en  este 
caso  no  se  les  debe  indenmizacion  alguna  por  la  pérdida,  me- 
noscabo ó  desmejora  que  sufran  sus  mercaderías  á  consecuen- 
cia del  apresamiento  del  buque.  El  perjuicio  que  reciben  en- 
tonces los  neutrales  es  una  contingencia  á  que  se  exponen 
voluntariamente  embarcando  sus  propiedades  bajo  un  pabe- 
llón que  no  les  ofrece  seguridad  alguna;  y  el  ca})tor,  ejerci- 
tando el  derecho  de  la  guerra,  no  es  responsable  de  los  acci- 
dentes que  ocasione,  como  no  lo  seria  si  una  de  sus  balas  ma- 
tase á  un  pasajero  neutral  que  desgraciadamente  se  hallase  á 
bordo  de  la  nave  enemiga. 

Esta  regla  no  parece  haber  sido  siempre  bien  entendida ;  y 
en  tiempo  de  Grocio  pasaba  por  una  máxima  antigua  (|ue  los 
efectos  encontrados  en  buques  hostiles  se  Reputaban  hostiles. 
Pero  el  sentido  racional  de  esta  máxima  es  que  en  tal  caso  se 
presume  generalmente  que  los  efectos  son  de  proi)icdad  ene- 
miga; presunción  que  puede  desvanecerse  con  pruebas"  feha- 
cientes de  lo  contrario.  Juzgólo  así  la  Corte  soberana  de  Ho- 
landa durante  la  guerra  de  1338  con  las  Ciudades  Hanseáticas: 
y  de  entíínces  acá  ha  venido  á  ser  este  un  principio  de  Dere- 
cho marítimo;  de  tal  manera  que  si  un  nculral  fuese  soeio  de 
una  compañía  de  comercio,  y  emprendiese  algún  lr;'dico  ó  gii'O, 
que  fuese  ilegal  pora  otro  de  los  socios,  esta  ilegalidad  no  vi- 
ciarla la  parte  (pie  tuviese  el  ii('ulr;il ;  de  lo  que  s(í  presenta  un 
ejemplo  en  el  caso  d<'17*/v////i7y/y,  juzgado  por  el  Almirantazgo 
briU'uiico.  Juan  y  íluillí-irno   iJell,  neutrales,   ¡iqucl    residente 
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en  América,  país  neutral,  y  este  en  Ing-laterra,  país  belige- 
rante, estaljan  asociados  y  comerciaban  con  el  enemigo  de 
Inglaterra  en  tabacos,  tráfico  que  respecto  de  Juan,  residente 
en  país  neutral,  era  pefectamente  legítimo,  pero  respecto  de 
Guillermo,  revestido  del  carácter  nacional  de  su  residencia, 
era  ilegílimo,  como  toda  especie  de  tráfico  ó  giro  entre  los  dos 
beligerantes.  Embargóse  el  tabaco  :  la  parte  de  Guillermo  se 
confiscó;  pero  la  de  Juan,  que  retuvo  su  carácter  neutral,  fué 
restituida.  Si  el  subdito  neutral  se  constituyese  agente  de  un 
subdito  enemigo  é  hiciese  uso  de  papeles  falsos,  el  caso  sería 
dife^rentc  :  la  parte  del  neutral  estaría  sujeta  á  confiscación  (1). 

La  Corte  Suprema  de  los  Estados  Unidos  ha  declarado,  que 
los  efectos  neutrales  eran  libres  aun  á  bordo  de  naves  enemi- 
gas armadas  en  guerra,  y  sin  embargo  de  la  resistencia  que 
estas  naves  hiciesen  al  apresamiento,  siempre  que  los  dueiíos 
de  los  efectos  no  hubiesen  tenido  parte  en  el  armamento  ni  en 
las  hostilidades  cometidas  por  ellas  (:2) ;  pero  el  Almirantazgo 
británico  ha  decidido  lo  contrái-io. 

Los  apresadores  de  mercaderías  neutrales  en  naves  enemi- 


(i)  Robinsou,  VI,  127.  Puede  verse  también  el  caso  de  la  Zulemn,  Weha- 
toii's  Reporls,  1,  14. 

(á)  Eslo  punto  fué  discutido  á  la  larira  eji  el  caso   de  la   iSereyle  ante  la 
Corle  Suprema,  el  año  de  1815  .Cranoli,  1\,  Í12i.  La  uiayona  de  la  Corle 
adhirió  al  voto  del  juez  mayor  Marslial  :  según    el  juez  Slory,  que  fué  de 
contraria  opinión,  el   neutral  no  puo  le    sin  fa  lar  á  sus   obligaciones  poner 
sus  mercaderías  á  bordo  de  un    buque  enemi^'o  armado,  sea  que  el  buque 
tenga    patente    de    corso    ó  no  la    tenga ;    y  dado  caso  que  el    mero    aclo 
de    embarcarlas   en   él    fuese   inocente,  la  re-istencia  del   capitán    enemigo 
compromeleria  siempre    el   carácter    neulral   de   la  carga.   «  La   resistencia 
del  buque  es  resistencia  de  la  carera  :  ya  esté  el  buque  armado  en  j:uerra  o 
no  lo  esté;  ora  lleve  patente  de  corso,  ora  no  la  Heve.  El  que  libra  su  ¡no- 
piedad  á  la    fortuna    de   las  armas,    debe    atenerse    a    lo    (jue   esta   decida. 
Cuando  se  apela  ;i  ellas,  los  pri\ileírios  de  los    neutrales  callan,  y    el  captor 
tiene  dcreclio   á  toda  la  pre^a,  ^'anada  por  su  valor  y  bizarría.    En  las  dos 
grandes  naciones   marítimas,  la  Francia    y   la  Inglaterra,  la  confiscación  es 
la  pena  de  la  resistencia  á  la  visita,  cual'iui<'ra  que  sea   la  nacionalidad  de 
la  nave  o    de  la   carga.   Segim  Valiii,  esa   t»8    lamb:en  la  regla  de    E«<paña: 
y  no  solo  se  aplica  en  Francia  á    las  naves  y  cargas   neutrales,  sim»  á  las 
francesas.  No  se  encuentra  en  el  código  marítimo    de   ninguna  nación,  ni 
en  comentario  alguno  de  lejes  marítimaN,  la  menor  xislumbre  tie  autoridad 
para  creer  <iue  en  caso  de  resistirse  la  \isila,  baya  diferencia  entre  la  sui^rte 
de  la  carga   y  la  del  buipie.    Existiendo  esta  distinción,  es    increihfe  que  no 
la  e>clar«.ci«*.-^e   algun    rayo   de   luz   en    tantos    siglos   de    hostilidades  marí- 
timas. » 
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gas  no  tienen  derecho  al  tloto  cuando  se  ordena  la  restitución 
de  estaíí  mercaderias,  á  menos  (jue  sean  conducidas  á  su  des- 
lino, se^'un  la  intencien  de  ios  conlratanles  (1). 

3. 

El  derecho  de  apresar  las  iropiedades  enemigas  á  bordo  de 
buques  neutrales  fué  ya  reconocido  en  la  anticua  compilación 
de  Derecho  marítimo  llamada  Consiilütlo  del  Mar.  Inglaterra, 
aunijue  se  ha  separatlo  de  esta  pníctica"  t>n  ali^unos  tratados, 
lo  ha  sostenido  poi'  cei'ca  de  dos  sii^los  coiuo  pertiMieciente  al 
Líerecho  común  y  primitivo  de  las  naciones.  Otras  potencias 
han  proclamado  en  viirias  épocas  el  princi})io  coiitríirio,  tpie 
a  las  embarcaciones  libres  hacen  igualmente  libres  las  merca- 
derias que  van  á  su  bordo.  »  Así  lo  hicieron  los  holandeses  en 
la  guerra  de  17Ü6.  Pero  Mr.  Jenkinson  (después  Lord  Liver- 
pool) i»ub!icó  el  año  siguiente  un  discurso  en  (jue  manifestó 
del  modo  mas  concluyente  la  legalidad  del  apresamiento,  ci- 
tando gran  número  de  autoridades j  ejemplos.  La  conducti 
del  goijierno  francés  ha  sido  caprichosa  y  lluctuante,  ya  soste- 
niendo el  antiguo  derecho,  y  aun  extendiéndolo  hasta  el  punto 
de  conliscar  la  nave  neutral,  si  el  embarco  de  propiedades  hos- 
tiles se  hubiese  hecho  a  sabien  ías  (2);  ya  limitando  la  conüs- 
cacion  de  la  nave  á  los  casos  en  que  su  neutralidad  apare- 
ciese dudosa,  ó  en  (jue  el  sobrecargo  ú  oiicial  mayor  ó  mas  de 
los  dos  tercios  de  la  marinería  fuesen  subditos  de  un  Estado 
enemigo,  ó  en  (^uo  el  rol  de  tripuhicion  no  l'ueso  autorizado  por 
los  iuncionarios  públicos  del  puerto  neutral  de  que  procediese 
la  nave  (3). 

Tal  era  el  estado  de  cosas  en  Í7H(J,  cuando  la  Emperalriz  de 
Husia  í'atalina  II  expidió  la  célebre  declaración  de  la  neulrali- 
d;id  íirmada,  jíroclainando  como  una  regla  incontestable  del 
Derecho  primitivíj  d(í  gentes  :  «  Que  los  neutrales  pueden  na- 
vegar librement»;  de  puerto  jí  puerto  y  s(jbre  las  costas  de  las 
naciones  en  g-uerra,  siendo  igualmente   libres  los  efe.'tos  de 

(I)   /íiltol'i  íiefer.,  -Jii. 

(1!.  ()nJcií.uiz;is  «I*!  1G81,   \  Dccr.los  de   l(i!t2  y  ITO.'J. 
3)  /teijlamtnlo  de    l'-y,  ll,,urü  (|,.    .Murlciis,  t.   III,  p.  18  (odie  dü   1818). 
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estas  naciones  que  vayan  á  su  bordo,  excepto  los  de  contra- 
bando ;  »  é  intimando  (jue  para  mantenei'la  y  pi'oteger  el  ho- 
nor de  su  pabellón  y  el  comercio  y  navegación  de  sus  subditos, 
habia  mandado  aparejar  una  parte  considerable  de  sus  fuer- 
zas navales  (1).  Accedieron  á  esta  declaración  la  Fran 'ia,  la 
España  ,  la  Holanda,  la  Suecia,  la  Dinamarca,  la  Prusia,  el 
Emperador  de  Alemania,  el  Portugal  y  las  Dos  Sicilias.  Pero 
la  oposición  de  una  potencia  de  tan  decidida  superioridad  ma- 
rítima como  la  Gran  Bretaña  ej'a  un  obstáculo  para  el  tri;info 
de  aquella  ley  convencional  de  neutralidad.  Asi  fué  que  se 
di'jó  de  insistir  en  ella.  Los  esfuerzos  que  las  potencias  del 
Báltico  hicieron  en  1801  para  retablocerla,  fueron  vigores  i- 
mente  contrarestados  \  or  la  Inglaterra  :  la  Rusia  misma  tuvo 
que  abandonarla  en  la  convención  de  5  (17)  de  junio  de  1801, 
estipulando  expresamente  :  «  Que  los  efectos  embarcados  en 
naves  neutrales  fuesen  libres,  á  excepción  de  los  de  coiilra- 
bando  de  guerra  y  los  de  propiedad  enemiga  (2) ;  »  y  el  Au.~tria 
siguió  este  ejemplo  en  sus  Ordenanzas  de  neutralidad  de  7  de 
agosto  de  1803.  Li  regla  fué  reconocida  como  derecho  común, 
sin  perjuicio  de  los  convenios  especiales  que  la  derogaban  ó 
modificaban. 

El  "obierno  de  los  Estados  Unidos  admitió  la  leiialidüd  de 
la  })ráctica  británica  durante  las  prolongadas  guerras  que  se 
originaron  de  la  revolución  francesa  ;  pero  posteriormente  se 
ha  empeñado  en  el  establecimiento  de  la  regla  prescrita  por 
el  código  del  Báltico,  alegando  (jue  el  supuesto  derecho  de 
confiscar  las  propiedades  enemigas  en  buques  neutrales,  no 
tiene  otro  fundamento  que  la  fuerza  :  que  aun» pie  la  alta  mar 
es  común  á  todos,  cada  Estado  tiene  jurisdicc.on  privativa 
sobre  sus  bu(pies  :  que  todas  las  naciones  marítimas  de  la  Eu- 
ropa moderna,  cuál  en  una  época  y  cuál  en  otra,  h  m  accedi- 
do á  la  regla  de  la  innumidad  de  las  propiedatles  enemigas 
en  naves  amigas  :  (jue  ninguna  potencia  neutral  está  obligada 
á  deferir  al  principio  contrario  ;  y  que  por  haberlo  tolerado 
un  tiempo  no  han  renunciado  el  derecho  de  sostener  opor- 
tunamente la  seguridad  de  su  bandera.  La  única  excepción  cpie 

(1)  Vcan:=e   l«)s  «  Actos  rolaiivo^  á  la  iiiMitralidil  Armula,  »  on  la  CoLc- 
cion  de  Marlens..  I.  III,  p.   l.VS  y  sij;. 

(i)  Suppl.du    Jit'cueil  (le  Marlens,  i.   II,  [•.   HT. 
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admiten  los  íinj^lo-amoricnnos  es  esta:  {ue  el  uno  de  los  be- 
ligerantes }>nede  rehusar  á  una  bandera  neutral  esta  inmimi- 
dad  protectora,  si  el  otro  no  se  la  concede  igualmente.  Con 
todo  eso,  la  autoridad  y  la  iiráctica  antigua  en  ({ue  se  apoya  la 
regla  contraria  (dice  el  americano  Kent)  y  el  expreso  y  pro- 
longado reconocimiento  de  ella  por  los  Estados  Unidos,  pare- 
cen no  darles  ya  margen  para  controvertii'la. 

El  gabinete  de  Washington  ha  incorporado  esta  nueva  doc- 
trina en  sus  tratados  con  las  otras  repúblicas  americanas, 
cuya  reciente  inde})endpncia  ha  parecido  una  coyuntura  favo- 
rable })ara  -inculcar  é  introducir  principios  mas  humanos  y 
liberales  de  Derecho  marítimo,  bajo  la  sanción  de  una  nume- 
rosa familia  de  pueblos,  llamados  á  un  extenso  comercio  con 
las  naciones  de  Europa.  Mucha  parte  del  actual  poder  y  pros- 
peridad de  los  anglo-americanos  se  debe  sin  duda  á  las  reñi- 
das contiendas  que  han  agitado  al  mundo  antiguo,  y  en  (|ue 
han  tenido  la  cordura  de  no  mezclarse  :  su  política  es  la  neu- 
tralidad ;  y  por  consiguiente,  esforzándose  en  extender  las 
inmunidades  de  los  neutrales,  no  han  hecho  otra  cosa  que 
promover  su  interés  i)ropio.  Pero  este  coincide  con  el  ínteres 
general,  porque  tiende  á  suavizar  la  guerra  y  proteger  el  co- 
mercio. 

La  libertad  de  los  efectos  neutrales  bajo  pabellón  enemigo 
no  es  menos  antigua,  ni  está  menos  firmemente  reconocida. 
Encuéntrase  ya  en  el  Consuhdo  del  Mar.  Las  Ordenanzas 
francesas  de  15ifí,  1584  y  1681  declararon  estos-efectos  Ijuena 
presa,  pero  en  el  dia  la  opinión  y  la  práctica  general  se  oponen 
H  ello. 

En  los  tratados  de  la  Federación  Americana  con  las  nuevas 
repúblicas  se  ha  unido  la  exención  antedicha  de  las  mcrcade- 
Has  «enemigas  en  naves  neutrales  con  la  regla  contraría  de  la 
confiscación  de  mercaderías  neutrales  bajo  pabellón  enemigo  : 
subordinando  en  lodos  casos  la  pi-0])iodad  á  la  bandera.  Pero 
tal  vez  en  esto  han  llevado  miras  mas  nacionales  y  exclusivas. 
En  efecto  natunil  de  esta  regla  es  atraer  el  comercio  de  acar- 
reo de  los  beligerantes  á  las  potencias  neutrales  :  movimiento 
á  que  propende  baslante  por  sí  solo  el  estado  de  guerra. 

Las  dos  pro[)osiciones  distintas,  (pie  «  las  mercaderías  ene- 
migas bajo  pabellón  neutra]   pueden  líeilamenle    a])resarse,  » 
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y  que  «  las  mercaderías  neutrales  bajo  pabellón  enemigo  de- 
ben restituirse  á  sus  dueños,  »  han  sido  explicitamente  incor- 
poradas en  la  jurisprudencia  de  los  Estados  Unidos,  cuya  Corte 
Suprema  las  ha  declarado  fundadas  en  el  Derecho  común  de 
gentes.  Ellas  reposan,  según  la  doctrina  de  aquel  tribunal, 
sobre  un  princi|)io  claro  y  sencillo,  es  á  saber,  í[ue  tenemos 
un  derecho  incontestable  para  apresar  las  propiedades  de 
nuestro  adversario,  pero  no  la  de  nuestros  amigos.  La  bandera 
neutral  no  constituye  protección  parala  carga  enemiga,  y  la 
bandera  enemiga  no  comunica  este  carácter  ala  carga  neutral. 
El. carácter  de  la  carga  no  depende  de  la  nacionalidad  del  vehí- 
culo, sino  de  la  del  propietario. 

Los  pactos  que  las  naciones  han  hecho  para  derogar  este 
simple  y  natural  principio,  solo  obligan  á  los  contratantes  en 
sus  relaciones  recíprocas.  En  lo  demás  no  se  hace  mudanza. 
Los  anglo-americanos,  por  ejemplo,  confiscarán  las  propieda- 
des hostiles  bajo  el  pabellón  neutral  británico,  y  las  respetarán 
bajo  el  de  Colombia  ó  Chile,  mientras  permanezcan  en  vigor 
los  tratados  que  han  celebrado  con  estas  repúblicas.  Mas  aun 
en  las  relaciones  recíprocas  de  los  contratantes  hay  casos  en 
que  es  necesario  atenerse  al  derecho  común.  Supongamos, 
por  ejemplo,  que  la  Gran  Bretaña  se  hallase  en  guerra  con  los 
Estados  Unidos.  Como  la  Gran  Bretaña  confiscaría  las  propie- 
dades hostiles  bajo  bandera  neutral,  seria  necesario  que  los 
Estados  Unidos  hiciesen  lo  mismo  por  su  parte  :  de  otro  modo 
darían  una  ventaja  á  su  enemigo.  Por  consiguiente,  se  ha  in- 
troducido en  los  tratados  de  las  repúblicas  americanas  esta  ex- 
cepción :  que  si  una  de  las  partes  contratantes  se  hallase  en 
guerra  con  una  tercera  potencia  que  no  admitiesi^  como  regla 
que  Iq  bandera  libre  baca  libro  la  carga,  y  la  otra  parte  con- 
tratante pennancciese  neutral  en  la  guerra ,  la  bandera  de 
esta  última  nación  no  cubriría  las  propiedades  de  aquella  ter- 
cera potencia. 

Esta  excepción  conduce  naturalmente  .i  otra.  Si  en  el  caso 
que  hemos  supuesto,  las  mercadeiias  do  la  potencia  neutral, 
bajo  el  pabellón  británico,  fuesen  confiscadas  por  los  america- 
nos, y  las  mercaderías  de  la  Gran  Bretaña,  bajo  el  pabellón 
de  la  potencia  neutral,  fuesen  igualmente  confiscables  por  los 
americanos,  la  potencia  neutral  se  habría  hecho,  en  virtud  del 
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tratado,  do  mucho  })Ooi'  coiulicion  que  los  deinas  neutrales. 
Fuera  de  eso,  la  Gran  Bretafa  tendría  derecho  })ara  conside- 
rar la  conducta  del  neutral  como  opuesto  á  los  deberes  de  la 
neutralidad  :  sujetándose  este  á  la  prohibición  de  valerse  de 
naves  brit;im"cas  para  el  acarreo  desús  productos  niercantiles, 
autorizaba  ;'i  la  Gran  Brelafia  para  imponerle  por  su  })arte  la 
prohibición  de  valerse  de  naves  americanas.  Dejaría,  pues,  de 
respetar  los  productos  de  aquella  potencia  neutral  embarca- 
dos bajo  el  pabellón  de  su  enemigo.  De  aquí  es  que  en  los 
tratailos  de  las  repúblicas  americanas  se  ha  introducifio  esta 
excepción  ;  que  cuando  el  enemigo  de  una  de  las  partes  con- 
tratantes no  reconociese  el  principio  de  la  bandera  sino  el  de 
la  propiedad,  las  mercaderías  del  otro  contratante,  embarca- 
das en  las  naves  de  este  enemigo,  fuesen  li])res. 

Hay  cierta  conexión  natural  entre  la  regla  que  absuelve  la 
carga  enemiga  en  buque  neutral  y  la  que  condena  la  carga 
neutral  en  buque  enemigo.  Pero  este  enlace  no  es  necesario. 
lya  primera  regla  es  una  concesión  de  los  beligerantes,  que 
confieren  á  la  bandera  neutral  un  privilegio  cá  que  no  tiene  de- 
recho :  la  segunda  regla  es  una  concesión  de  los  neutrales, 
que  renuncian,  á  favor  de  los  beligerantes,  una  inmunidad 
natur.d.  Si  un  tratado  estableciese  una  de  estas  dos  reglas,  y 
guardase  silencio  con  respecto  á  la  otra,  se  entendería  que  en 
esta  parte  la  intención  de  los  contratantes  había  sido  mante- 
ner el  derecho  común. 

Concluiremos  este  artículo  con  dos  observaciones.  La  pri- 
mera es  relíitiva  al  j^riníMijio  de  la  pro})iedad  y  al  modo  de  cali- 
licaila.  El  derecho  ad  rcín  ó  iii  rom  que  un  neutral  puede 
tener  sobre  la  propiedad  hostil,  no  borra  en  ella  este  carácter 
ante  los  juzgados  de  presas.  Una  nave,  por  ejemplo,  no  dejará 
de  ser  adjudícuda  al  captor,  porque  el  neutral  á  quien  la  haya 
comprado  el  enemigo  no  haya  recibido  el  precio  de  la  vi^ta. 
De  oti'O  modo  no  sabrían  jamas  los  captores  á  (|ué  efectos  les 
seria  lícito  echar  mano  :  los  mas  auténticos  documentos  servi- 
rían solo  para  inducirlos  en  cn-or,  sí  hubiesen  de  tom.u'Sí!  en 
cuenta  los  privilegios  é  hipotecas  á  que  pudieran  estar  afectas 
la.s  niercaderías.  Los  juzgados  uíísukjs  se  verían  sumamente 
einburazuiios,  si  admitiesen  consideraciones  semejantes,  por 
4Ue  la  doctrina  relativa  á  las  hipotecas  no  es  uniforme,  y  de- 


DE    DERECHO    INTERNACIONAL.  2/l9 

pende  enteramente  de  los  princi])ios  de  jurisprudencia  civil 
que  cada  nación  ha  adoptado. 

La  segunda  oljservacion  es  general.  Cada  beligerante  tiene 
facultad  (con  el  consentimiento  de  sus  aliados)  jara  mitigar  el 
ejercicio  de  sus  derechos,  eximiendo  de  confiscación  cual- 
quiera especie  de  tráfico  en  épocas  y  lugares  determinados  : 
como  cuando  el  gobierno  inglés  d.ó  orden  á  los  comandantes 
de  sus  bu  {ues  de  guerra  y  corsarios,  que  no  molestasen  las 
naves  neutrales  cargadas  solamente  de  granos  (aunque  estos 
fuesen  propiedad  enemiga)  y  destinadas  á  España,  afligida 
entonces  de  hambre  y  pestilencia.  Las  concesiones  de  esta  es- 
pecie se  interpretan  siempre  en  el  sentido  mas  favorable. 


Las  dos  reglas  de  que  se  ha  hecho  mención  en  los  artículos 
anteriores  pueden  considerarse  como  meras  consecuencias  de 
la  máxiuia  general  relativa  al  comercio  de  los  neutrales,  es  á 
saber,  que  la  neutralidad  no  es  una  mudanza  de  Estado  :  que 
su>  relaciones  entre  si  y  con  los  beligerantes  son  las  mismas 
que  antes  eran  ;  y  que  nada  les  prohibe,  por  consiguiente,  se- 
guir haciendo  con  todas  las  otras  naciones  el  tráfico  y  giro 
mercantil  que  acostumbraban  en  tiemi)0  de  paz,  y  aun  exten- 
derlo, si  pueden,  con  tal  q^ue  no  intervengan  ilegítimamente  en 
la  guerra. 

Pero  del  deber  de  no  intervenir  en  las  operaciones  hostiles, 
favoreciendo  á  uno  de  los  partidos  contra  el  otro,  nacen  varias 
limitaciones  de  su  libertad  comercial.  De  estas  vanios  á  tratar 
ahora.  Enq)ezaremos  por  la  prohibición  del  coiitrubando  de 
guerra. 

Mercaderías  de  contrabando  se  llaman  a  [uellas  que  sirven 
particularmente  para  las  operaciones  hostiles,  por  lo  cual  se 
prohibe  á  los  neutrales  llevarlas  á  los  beligerantes.  Grocio 
distingue  tres  cLses  de  mercaderías  :  unas  cuya  ulilidad  se 
limita  á  la  guerra  :  otras  i[ue  no  sirven  para  operaciones  hos- 
tiles; y  otras  de  naturaleza  mista,  (|ue  son  igULdmente  útiles 
en  hi  pa/  y  en  la  guerra.  Todos  están  acordes  en  considerar 
los  artículos  de  la  primera  clase  coaio  de  contrabando,  y  los 
de  la  segunda  como  de  lÍL'ito   tráfico.  En  cuanto  ;i  los  de  la 
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tercera,  v.  g.  dinero,  provisiones,  naves,  aparejos  navales, 
niailera  ele  eonstrneeion  y  otros,  hay  mucha  variedad  en  las 
opiniones  y  en  la  práctica. 

Caballos  y  monturas  se  miran  generalmente  como  artículos 
de  comercio  ilegal. 

En  una  guerra  marítima  tienen  el  carácter  de  contrabando 
las  naves  y  toda  especie  de  cíectos  destinados  al  servicio  de  la 
marina.  Valin  dice  que  estos  efectos  se  han  calificado  de  con- 
trabando desde  el  principio  del  siglo  XVIII;  y  las  reglas  britcá- 
nicas  relativas  á  la  captura  marítima  son  terminantes  en  la 
materia.  Alquitrán,  pez,  cáñamo,  y  cualesquiera  otros  mate- 
riales á  propósito  para  la  construcción  y  servicio  de  naves  de 
guerra,  se  han  declarado  contrabando  en  el  Derecho  de  gen- 
tes moderno,  aunque  en  tiempos  pasados,  cuando  el  mar  no 
era  tan  á  menudo  el  teatro  de  las  hostilidades,  su  carácter 
fuese  mas  disputable.  La  lona  se  mira  como  contrabando  uni- 
versalmente,  aun.  cuando  su  destino  es  á  puerto  de  que  el 
enemigo  se  sirve  solo  para  el  comercio,  y  no  para  expedicio- 
nes hostiles. 

Con  respecto  á  la  madera  do  construcción,  no  exclusiva- 
mente aplicable  á  la  guerra,  las  opiniones  no  están  acordes. 
El  gobierno  americano  ha  concedido  frecuentemente  que  esta 
esí)ecie  de  mercancía  era  contrabando  de  guerra.  Pero  el  Con- 
sejo de  presas  de  Paris  declaró  en  1807,  en  el  caso  de  la  nave 
austríaca  //  Volante^  que  la  madera  de  construcción,  no  ex- 
clusivamente aplicable  á  la  marina  de  guerra,  no  estaba  com- 
prendida en  la  prohibición  del  Derecho  de  gentes. 

Aun  á  las  [trovisiones  de  boca  destinadas  á  puerto  enemigo 
no  bloíjueado,  se  ha  extendido  á  veces  la  calificación  de  con- 
trabando ;  como  á  los  granos  y  harinas  por  el  decreto  de  9  de 
mayo  de  170^  de  la  Convención  Nacional  francesa,  y  por  las 
instrucciones  dadas  á  los  marinos  británicos  en  8  de  julio  si- 
guiente. La  Inglaterra  sostuvo  que  debían  considerarse  como 
tales  toda  clase  de  víveres  cuando  el  privar  <le  ellos  al  enemi- 
go era  uno  de  los  medios  de  re<lu('irle  á  términos  razonables 
de  paz,  y  que  este  medio  se  adaptaba  i)art¡cularmente  á  la  si- 
tuación de  la  Francia,  que  había  puesto  sobre  las  armas  casi 
toda  su  clase  trabajadora  con  el  objeto  d(;  hostilízMi'  á  todos 
los  gobiernos  do  Eurojia.  Los  anglo-americanos  rechazaron 
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•esfa  [jretension  con  el  vigor  que  saljcn  emplear  en  la  defensa 
■de  sus  intereses  nacionales.  La  cuestión  sin  embar¿^o  quedó 
indecisa  en  el  tratado  que  celebraron  con  la  Gran  Bretaña  en 
1794  ;  en  el  cual  aunque  la  lista  de  articules  de  contrabando 
contenia  toda  especie  de  materiales  destinados  á  la  construc- 
ción de  naves,  excepto  el  hierro  en  bruto  y  tablas  de  pino,  con 
respecto  á  los  víveres  solo  se  declaró  que  generalmente  no 
eran  de  tráfico  ilícito,  pero  que  según  el  Derecho  actual  de 
gentes  podian  serlo  en  algunos  casos,  que  no  se  especificaron ; 
y  se  estipuló,  por  via  de  relajación  de  la  pena  legal ,  que 
cuando  se  confiscasen  como  contrabando  de  guerra,  se  abona- 
rían por  los  captores  ó  su  gobierno  el  justo  precio  de  ellos,  el 
flete  y  una  razonable  ganancia.  El  gobierno  americano  ha  re- 
conocido repetidas  veces,  que  en  cuanto  á  la  enumeración  de 
artículos  de  contrabando,  este  tratado  fué  meramente  declara- 
torio del  Derecho  común. 

El  catálogo  de  los  artículos  de  contrabando  (según  expuso 
el  juez  del  Almirantazgo  británico  el  caso  de  ]a.'Joi]r/o  Mar- 
ff arcilla)  habia  variado  algunas  veces  de  tal  modo,  que  era  di- 
fícil explicar  las  variedades,  porque  estas  dependían  de  civ 
cunstancias  particulares ,  cuya  historia  no  acompañaba  á  la 
noticia  de  las  decisiones.  En  1673  se  consideraba  como  con- 
trabando el  trigo,  el  vino,  el  aceite,  y  en  épocas  posteriores 
muchos  otros  artículos  de  mantenimiento.  En  1747  y  48  pasa- 
ba por  contrabando  el  arroz,  la  manteca  y  el  pescado  salado. 
La  regla  que  actualmente  rige  es  que  las  provisiones  de  boca 
no  son  contrabando  per  so,  pero  pueden  tomar  este  carácter 
según  las  circunstancias  de  la  guerra  y  la  situación  de  las  po- 
tencias beligerantes  (1). 

En  el  rigor  ó  lenidad  con  (|uc  se  tratan  los  artículos  tanto 
de  mantenimiento  como  de  oti-as  especies,  infiuye  mucho,  se- 
gún la  doctrina  del  Almirantazgo  británico  ,  la  circunstancia 
de  ser  producciones  naturales  del  país  á  (jue  pertenece  la  nave. 
Otro  motivo  de  indulgencia  es  el  hallarse  en  su  estado  nativo, 
y  no  haber  recibido  del  arte  una  forma  que  los  haga  á  propó- 
sito i)ara  la  guerra.  Así  es  que  el  trigo,  el  cáñamo  y  el  hierro 
en  bruto  se  consideran  como  de  licito  tráfico,  mas  no  la  ga- 

{1}  Robinson^s  Heporls,  I,  1S9. 
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Uetn,  ni  las  jarcias  ó  anclas.  Tero  la  distinción  mas  importante 
que  debe  hacerse  es,  si  los  arlÍLiilos  se  destinan  al  consuma 
{jeneral  ó  de  la  marina  mercante,  ó  si  hay  prohahilisima  pre- 
sunción de  que  van  á  emplearse  en  operaciones  hostiles.  En 
este  punto  las  circunstancias  del  i)uerto  á  que  se  llevan  ofre- 
cen un  razonable  criterio.  Si  el  puerto  es  lluramente  de  co- 
mercio, se  i)resume  (jue  los  artículos  ambiguos  se  destinan  a 
usos  civiles,  aunque  accidentalmente  haya  servido  para  la 
construcción  de  un  navio  de  guerra.  Pero  si  es  de  aquellos  en 
que  suelen  hacerse  aprestos  militares,  como  Porsmouth  en. 
Inglaterra,  ó  Brest  en  Francia,  se  presume  (jue  los  artículos  se 
destinan  á  usos  militares,  aunque  pudieran  aplicarse  á  otro 
objeto.  Como  no  hay  modo  de  averiguar  el  destino  final  de 
efectos  cuyo  uso  es  indefinido,  no  debe  miiarso  como  inju- 
riosa la  regla  que  se  íija  en  el  carácter  del  puerto  á  que  se 
dirige  la  nave,  y  crece  en  gran  manera  la  vehemencia  de  la 
presunción,  cuando  es  notorio  (pie  se  hace  en  este  puerto  un 
armamento  considerable,  para  el  cual  serian  de  mucha  utili- 
dad los  efectos. 

Esta  doctrina  de  los  juzgados  ingleses  coincide  esencial- 
mente con  la  del  Congreso  Americano  en  1775,  cuando  declaró 
que  toda  nave  que  llevas(3  provisiones  ú  otros  artículos  de  ne- 
cesario consumo  á  los  ejércitos  ó  escuadras  británicas,  estaba 
sujeta  á  conllscacion.  Adoptóla  también  plenamente  la  Corte 
Suprema  de  los  Estados  Unidos,  como  se  vio  el  año  de  1815 
en  el  caso  del  Conmwrco,  buque  neutral  que  lleviiba  provi- 
siones para  el  servicio  del  ejército  inglés  en  España.  La  Corte 
Suprema  declaró  (jue  las  provisiones  eran  contrabando  siem- 
pre <|ue  fuesen  producción  de  país  enemigo,  y  que  se  desti- 
nasen al  consumo  de  las  fuerzas  terrestres  ó  navales  del  mis- 
mo enemigo,  pero  (|ue  no  debían  mirarse  como  contrabando 
si  eran  producción  neutral,  y  se  destinaban  al  uso  cominun  (1). 
•  Esta  esjjecie  de  aitículos  (añadiíj  la  Corle)  no  son  general- 
mente ilícitos  ;  pero  el  objeto  del  viaje  y  las  circunstancias  de 
la  guerra  pueden  darles  este  carácter.  Si  van  á  servir  á  los 
Imbituntes  del  país  enemigo  sin  disliücíon  de  personas,  es  lí- 
cito su  trasporte;  pero  el  caso  es  diferente  si  van  á  servir  par- 

(1)    Wkeatuu't  Hepnrli,   I,   38». 
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ticularnieníc  a  las  trojms  ó  escuadras  del  enemigo,  ó  se  llevan 
á  los  puertos  en  que  suelen  a|irestarse  sus  armamentos.  Y 
esto  se  a})líca  aun  al  caso  en  que  las  tropas  ó  escuadras  del 
enemigo  se  hallan  en  territorio  neutral.  » 

La  Corte  de  Circuito  de  los  mismos  Estados  declaró  el  ano 
de  1815,  que  la  i  provisiones  pasan  á  ser  de  tráfico  ilícito, 
siempre  (jue  se  destinan  á  un  puerto  en  que  se  hacen  apres- 
tos de  guerra  (1). 

Variando  los  usos  de  la  guerra  de  un  tiempo  á  otro,  artí- 
culos que  han  sido  inocentes  pueden  dejar  de  serlo  á  conse- 
cuencia de  su  aptitud  para  emplearse  en*  algún  nuevo  género 
de  hostilidad.  Los  principios  son  siempre  uuñs  mismos,  pero 
su  aplicación  puede  ser  diferente.  Compete,  pues,  al  soberano 
beligerante  la  declaración  de  nuevos  artículos  de  contrabando, 
cuando  por  las  novedades  introducidas  en  la  práctica  de  la 
guerra  llegan  á  ser  instrumentos  de  destrucción  de  las  cosas 
que  antes  eran  por  su  naturaleza  inocentes. 

La  \)ena  que  se  aplica  á  los  infractores  de  las  leyes  interna- 
cionales relativas  al  contrabando,  es  la  confiscación  de  las  es- 
pecies de  ilícito  tráfico.  Una  vez  (pie  los  neutrales  tienen  no- 
ticia de  la  guerra,  si  conducen  ;i  mi  enemigo  mercaderías  de 
que  puede  hacer  uso  para  dañarme,  no  deben  quejarse  de  mi 
si  las  a})reso  y  confisco.  Limitarme  á  tomarlas  paganilo  el  pre- 
cio de  ellas  á  su  dueño,  seria  contraer  con  los  neutrales  la 
obligación  de  comprarles  todos  los  efectos  de  esta  especie  que 
afectasen  llevar  al  enemigo,  sin  otro  iínñte  que  el  de  sus  me- 
dios de  producción  ;  y  ol  mero  embargo  de  los  efectos  seria 
por  otra  parte  una  providencia  ineficaz  para  íntinñdar  la  co- 
dicia de  los  es[)ecuadores,  pi-incípalmento  en  la  mar,  dond  > 
es  inq)osible  cortar  lodo  acceso  á  los  puertos  de  los  belige- 
rantes. 

Tienen,  pues,  derecho  las  naciones  que  se  hallan  en  guerra 
para  a})rehen  1er  y  confiscar  los  efectos  do  conlr¿ibando.  I^ero 
no  lo  tienen  para  quejarse  del  sob-M-ano  cuyos  subditos  han 
deliiKinido  traficando  en  estos  efectos.  Kn  1790  preiendít)  la 
repúljüea  francesa  ijue  los  golnernos  neutrales  estaban  obliga- 
dos á  prohibir  y  castigar  este  tráfico.  Pero  los  Estidos  Unidos 

(1)  ElUoCs  Rcf.,  -loS. 
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sostuvieron  la  libertad  de  ios  iieulrali^s  paní  vender  en  su 
territorio  ó  llevar  á  los  beligei'antes  cualesíiuiera  artículos  de 
conlraliiindo,  sujetándose  á  la  i)ena  de  confiscación  en  el  trán- 
sito. El  derecho  de  los  neutrales  al  acarreo  de  estos  artículos 
está  en  eonnicto  con  el  derecho  del  beliii'erante  á  confiscarlos,  y 
nin^uncí  de  los  dos  soberanos  puede  imputar  una  ofensa  al  otro. 

La  confiscación  se  conmuta  algunas  veces  en  la  simple 
j>reencion  ó  preferencia  de  compra ;  es  decir,  que  los  captores 
retienen  los  artículos  de  contrabando,  satisfaciendo  su  valor  á 
los  neutrales.  Obsérvase  esta  regla  con  las  sustancias  alimen- 
ticias que  no  han  recibido  su  última  preparación,  como  el 
trigo  ó  la  harina,  y  con  algunos  otros  artículos,  v.  g.  alqui- 
trán y  pez,  y  cuando  son  i)roducciones  del  país  á  (jue  perte- 
nece la  nave.  Se  paga  por  ellos  un  precio  equitativo,  no  el 
que  pueden  tener  accidentalmente  por  un  efecto  de  la  guerra 
en  el  puerto  á  que  van  destinados. 

El  contrabando,  según  la  expresión  de  los  juzgados  de  Al- 
mirantazgo contagia  los  demás  efectos  que  se  hallan  á  bordo 
de  la  misma  nave  y  pertenecen  al  mismo  propietario.  Anti- 
guamente se  confiscaba  también  el  buque  ;  hoy  solo  recaen 
sobre  él  la  pérdida  del  flete  y  los  gastos  consiguientes  ¡i  la 
captura,  á  menos  (jue  sea  también  propiedad  del  dueño  de  los 
artículos  de  conti'abando,  ó  ijue  en  el  viaje  se  descubran  cir- 
cunsUincias  de  particular  malignidad,  entre  las  cuales  la  de 
navegar  con  papeles  simulados  se  mira  como  la  mas  odiosa  de 
todas.  En  este  y  los  demás  casos  de  fraude  por  parto  del  pro- 
pietario del  buíjue  ó  de  su  agente,  la  pena  se  extiende  ;'i  la 
contisracion  del  bufjue  y  de  toda  la  carga. 

El  delito  di'l  contrabando  se  i)urga,  según  el  lenguaje  de 
los  juz^rados  de  presas,  por  la  terminación  del  vi.'ije;  es  decir, 
que  Bo  puede  apresarse  el  producto  de  los  efectos  ilícitos  en 
el  viaje  de  vuelta  (1).  I 'ero  en  ol  caso  de  haberse  debido  el 
buen  suceso  del  primer  viaje  á  papeles  falsos  (jue  paliaban  oí 
verdadero  deslino  de  la  expedición,  so  puede,  según  el  Almi- 
rantazgo briljínico,  ajji-esar  y  r-oníiscar  ;'i  la  vuelta  el  produelo 
de  los  efectos  de  contrabanrlo  (2). 


(II  La  JoniíKi.  U„li.  ni,  l(i7. 

(f)  La  R'naíieand  ítHtij.  /{„h .   [I.  .',í.{;   n    Ijl  \nnci/.,  fíuh.  III,  Itíí. 
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Para  evitar  el  peligro  de  confiscación  es  necesario  que  el 
neutral  que  tiene  efectos  de  contrabando  á  bordo,  sea  suma- 
mente circunspecto  en  su  viaje ;  porque  no  puede  tocar  con 
impunidad  en  ningún  puerto  enemigo  bajo  el  pretexto,  por 
especioso  que  parezca,  de  vender  articules  inocentes.  Para  ha- 
cerlo debe  dirigirse  primero  á  un  paraje  en  que  no  se  halle 
establecido  el  enemigo  y  se  puedan  descargar  licitamente  las 
mercaderías  de  contrabando. 


t). 


Otra  restricción  impuesta  á  los  neutrales  es  la  de  no  comer- 
ciar en  ninguna  manera  con  las  plazas  sitiadas  ó  bloqueadas. 
«  El  behgerante  que  pone  sitio  á  una  plaza  ó  que  la  bloquea 
(dice  Vatter  tiene  derecho  para  impedir  á  los  demás  la  en- 
trada en  ella,  y  para  tratar  como  enemigo  al  que  quiera  en- 
trar, ó  llevar  algo  á  los  sitiados  sin  su  permiso,  porque  es- 
torba su  empresa,  y  puede  hacerla  abortar,  y  envolverle  de 
este  modo  en  todas  las  calamidades  que  trae  consigo  la  fortuna 
adversa  de  las  armas.  »  Entre  los  derechos  de  la  guerra  nin- 
guno híiy  mas  puesto  en  razón,  ni  mas  autorizado  por  la  prác- 
tica de  los  mejores  tiempos. 

Para  la  legalidad  de  la  pena  que  recae  sobre  los  quebranta- 
dores  de  este  derecho,  son  necesarias  tres  cosas:  actual  blo- 
queo ;  noticia  previa;  violación  efectiva  (1). 

1.  Un  simple  decreto  no  basta  para  conslituir  bloqueo:  es 
menester  también  (pie  delante  de  la  })laza  bloqueada  haya  una 
fuerza  suficiente  para  llevarlo  .4  efecto.  Si  se  blo(iuea  no  solo 
una  i)laza,  sino  una  costa  algo  extensa,  es  necesario  que  la 
fuerza  sea  bastante  grande  para  obrar  á  un  mismo  tiempo  so- 
bre toda  la  linea  (2). 

La  ausencia  accidental  de  la  escuadra  Ijlocpicadora  en  el 
caso  de  una  tempestad,  no  se  mira  como  interrupción  del  blo- 

(1)  Caso  de  la  /ietsey.  /{»(>.  I,  p.  93. 

(2)  a  No  se  cuiiceele  la  ilenoiuinaciuii  de  puerlo  bluqueado  sino  ú  aquel 
en  que  por  la  disposición  de  la  fuerza  bloqueadora  en  buques  apostados 
allí  ó  sufuienlenitMile  cercanos  liay  pelij/ro  evidente  de  entrar.  »  Convención 
de  17  de  junio  de  18Ü1  entre  la  Gran  IJrotaña  }  la  Uusia  ;  Martens,  6u¡ipli- 
mcnt,  1.  11,  p.  47G. 
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qiioo;  y  así  es  (jiio  si  un  neutral  quisiese  aproveeliarse  de  esta 
circuuslaneia  para  iutreducirse  en  el  puerlo  bloqueado,  la  ton- 
lativa  se  eonsideraria  fraudulenta  (1).  Pero  si  el  servicio  de  la 
escuadra  fuese  remiso  y  descuidado,  ó  si  se  la  emi)lease  acci- 
denlahnente  en  otros  objetos  que  distrajesen  una  parte  consi- 
derable de  su  fuerza,  de  manera  (jue  no  (piedase  la  necesaria, 
estas  interrupciones,  aumpie  fuesen  por  un  tiempo  limitado, 
suspenderian  veriladeramente  el  bloqueo.  «  Es  en  vano,  (decia 
Sir  W.  Scolt  en  el  caso  de  la  JalTrow  María  Schroedei),  ({ue 
les  gobiernos  impongan  bloqueos,  si  los  que  están  encargados 
de  este  servicio  no  lo  desempeñan  como  deben.  El  inconve- 
niente que  de  ello  resulla  es. muy  grave.  Cunde  el  rumor  de 
haberse  levantado  el  bloqueo,  los  especuladores  extranjeros 
se  aprovechan  de  esta  noticia,  cae  en  el  lazo  la  propiedad  de 
liersonas  incautas,  y  se  compromete  el  honor  mismo  de  los 
beligerantes  (2).  »  Si  se  suspende  voluntariamente  el  bloqueo, 
ó  si  la  presencia  de  una  fuerza  contraria  oljíiga  á  levantarlo, 
se  le  mira  como  terminado,  y  es  necesario  nueva  noticia  para 
íjue  produzca  otra  vez  sus  efectos  (3). 

2.  La  segunda  circunstancia  in(lisi)onsable  para  la  aplica- 
ción legal  de  la  pena  es  que  el  neutral  tenga  co:iocimicnlo  del 
bloqueo.  Este  conocimiento  se  le  jiuede  dar  de  dos  modos :  i)or 
notilicacion  formal  del  gobierno  beligerante  á  los  gobiernos 
neutrales,  ñ  por  noticia  especial  dada  á  la  nave  (|uc  se  dirige 
al  puerto  bloqueado.  Puede  también  ser  suficiente  en  muchos 
casos  la  notoriedad  del  bloqueo. 

Para  que  una  notilicacion  sea  válida  (según  Sir  W.  Scott 
en  el  caso  del  Iiolla)  basta  que  sea  digna  de  fe.  Que  se  comu- 
nique con  mas  ó  menos  solenuiidad  importa  poco,  sienqire 
que  se  trasmita  de  manera  que  no  (|uede  duda  alguna  de  su 
autent¡(;idad,  pues  entonces  debe  <1  neutral  dirigir  í)or  ella  su 
conducta.  Lr,  que  conviene  en  todos  casos  es  que  el  bloijiieo 
se  declare  de  un  modo  (pie  no  dé  lug.u*  á  ecpiivocacioiies 
ni  inrcilidumbres  (4;. 

.1;  í:.i«o  rld  l'relnicl:  Malhr.  /^/^.  I,  fi(',, 

(2)  hnbiv%i)n\  l{p¡,nrls,  III,  147. 

(3;   Whealou,  Kli-menis  of  intfrnnliunal  Law.,  \).    IV,  di.   .{,  j¿  ü.;. 

(4)  fíoh  llej,  ,  .-iOi.  El  juez  rl.rlaró  qn»i  si  l.irn  ol  rnoilo  usual  í-ri  ilirÍKÍr 
líi  nolifi.  ación  ú  los  gohifrnos  rMiilralf  .s,  [i^.ü.-i  r(,n  lodo  sor  v;ili<la  y  \)\\>- 
«Jucir  í?í.  clüJ»  lí'g.ilo,  cuando  <  ra  -liriijida  ¡xm-  u/i  aliniíaiilí;  o  coriiandaiilc  al 
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El  efecto  de  la  notilicacion  á  un  gobierno  extranjero  es  que 
todos  sus  subditos  se  reputan  comprometidos  en  ella.  Los  sub- 
ditos no  pueden  entonces  alegar  ignorancia,  jiorque  es  un  de- 
ber del  gobierno  comunicar  la  noticia  á  todos  los  in  lividuos 
cuya  seguridad  está  encomendada  (1).  Pero  se  concede  un 
plazo  razonable  para  la  circulación  de  la  noticia,  que,  pasado 
este  plazo,  se  presume  sabida  :  bien  ({ue  la  presunción  puede 
destruií'se  por  prueba  contraria  (2;. 

Cuando  el  neutral  ha  recibido  efectivi  ó  presuntivamente 
la  notilicacion,  no  se  le  permite  acercarse  á  la  fuerza  bloquea- 
dora  á  pretexto  de  informarse  de  si  subsiste  (')  no  el  blo  {ueo. 
«  Si  fuese  lícito  al  comerciante  (decia  Sir  W.  Scott  en  el  caso 
de  la  Spes  y  la  Jrvne)  enviar  su  buque  al  puerto  bloqueado, 
para  que  no  encontrando  la  escuadra  bloqueadora,  entrase,  y 
encontrándola  pidiese  una  intimación  y  se  dirigiese  á  otra 
parte,  ¿á  qué  fraudes  no  daria  lugar  semejanle  ron  lucta?.  La 
verdadera  regla  es,  que  sabida  la  existencia  del  bloqueo,  no 
es  licito  á  los  neutrales  dirigirse  al  puerto  mismo  bloqueado 
so  color  de  tomar  informe  ['ó).  » 

En  el  caso  del  NepiunOj  sentenciado  por  el  mismo  juez,  se 
declaró  ({ue  precediendo  notificación  formal,  el  acto  de  nave- 
gar al  puerto  bloqueado  con  destino  contingente,  esto  es,  con 
intención  de  entrar  ea  él  si  se  ha  levantado  el  bloqueo,  ó  si 
subsiste,  dirigirse  á  otra  parte,  basta  })ara  consli;uir  ofensa  : 
porque  el  neutral  debe  presumir  ({ue  se  alzará  formalmente  el 
entredicho  y  se  le  dará  noticia;  y  mientras  esto  no  suceda, 
debe  mirar  el  i)uerto  como  cerrado.  Asi  que,  desde  el  momento 
que  zarpa  con  este  destino,  se  hace  delincuente,  y  su  propie- 
dad está  sujeta  á  confiscación  (i). 

Los  tribunales  bi'ilánicos  han  relajado  esta  regla  con  res- 
pecto á  los  viajes  distantes.  A  las  Uiives  procedentes  de  Amé- 


gobernador  de  una  pliza  enemigí  para  conocimitMilo  de  los  neutrales  que 
no  tuviesen  cónsules  en  ella.  Dado  esle  paso,  los  exlranjcros  que  se 
hallasen  eulónces  en  Li  plaza  dobijiu  considerarse  como  sabedores  del 
bloqueo. 

(1)  i\ei)lunus,  llob.  11,   lio 

C-l)  Jontje  Pelrunella,  Jiub.  11.  \9[.  Cali/pso ,  fínb.  II,  "IOS.  Ad-^laülr, 
Rob.    II,  111.  noli. 

(3)  Hoh.  V,  7() 

(4)  ¡lüb.   1.  170. 
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rica  ((l'\\'a  SirW".  Scoll  en  el  cíiso  citado  ile  la  Spcs^  la  Jrcnc) 
se  penuilo  recibir  noticia  ei^pecialeri  el  puei*to  mismo  bloqueado, 
si  salieron  e  la  América  antes  de  tenerse  allí  conocimiento  del 
bloqueo;  y  las  ijue  zarpan  después  de  llegada  la  notilicacion, 
pueden  navecrar  con  deslino  contingente  al  mismo  puerto,  ha- 
ciendo escala  primeramente  en  un  i)uerto  neutral  ó  británico 
para  informarse  del  estado  de  cosas.  A  tanta  distancia  (scguu 
observó  el  mismo  juez  en  el  caso  de  la  Uetsey)  no  es  posible 
tener  noticias  constantes  de  la  continuación  ó  suspensión  del 
bloqueo,  y  se  hace  necesario  muchas  veces  atenerse  á  proba- 
bilidades y  conjeturas.  Los  comerciantes  de  naciones  remotas 
serian  de  peor  condición,  si  estuviesen  sujetos  á  la  misma  regla 
que  los  de  Europa,  (pie  «  el  bloipieo  se  debe  suponer  existente 
mientras  no  se  ha  notificado  su  revocación  »  :  porcjue  todo  blo- 
queo durarla  dos  meses  mas  para  ellos,  que  para  las  naciones  de 
Europa,  que  reciben  esta  notificación  inmediatamente.  Pero 
en  ningún  caso  se  puede  irá  la  bo  /a  misma  del  puerto  á  saber 
si  subsiste  el  blo(pieo,de  que  ya  se  tiene  noticia  (1). 

La  notificación  puede  ser  regular  y  precisa.  Bloqueando  á 
Amsterdam  los  ingleses,  el  comandante  de  la  fuerza  notificó 
falsamente  á  una  nave  neutral  (pie  todos  los  puertos  de  Ho- 
landa estaban  bloqueados.  La  notificación  fué  considerada 
como  nula  no  solo  respecto  de  los  otros  puertos,  sino  respecto 
de  Amsterdam,  porcjue,  según  la  observación  del  mismo  juez, 
se  dejó  al  neutral  sin  elección  para  dirigirse  á  otro  })uerto  de 
Holanda,  y  un  comandante  no  debe  poner  á  un  ncuti'al  en  se- 
mí'jante  conflicto.  «  Soy  de  opinión,  dijo  que  si  el  neutral 
hubiese  contravenido  á  la  noticia,  esta  iri'egularidad  hubiera 
justificado  el  hecho  ;2).  » 

La  noticia  especial  basta  para  (pie  se  suponga  la  nave  neutral 
suficientemente  informada ;  porque  si  la  comunicación  de  go- 
bierno á  gobierno  es  para  conocimiento  de  los  individuos,  con 
la  noticia  es]>eí"ial  se  logra  todavía  mejor  este  obj(ito  (.S). 

La  notoriedad  fiel  hecho,  según  la  doctrina  del  Almiran- 
tazgo británico,  puede  mirarse  como  ecpiivalentí;  á  l;i  uolifi- 
caciOD,  y  hacerla  innecesaria.  Si  se  puede  im})Utar  á  los  ueu- 

(1)  liob.  I,  .332. 

(í)  Caso  (Jí'l  llenrick  and  Maria,  Uith.,  I,  2iC,. 

.(3)  Mercuriut,    Hoh.  I,  80. 
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Irales  el  conocimiento  del  jjloqueo,  la  intimación  de  la  fuerza 
bloqueadora  es  una  ceremonia  superllua  (1).  Por  consi^'-uicnte 
no  es  necesaria  la  intimación  á  las  naves  (jue  están  surtas  en 
el  puerto  bloqueado  :  es  imposible  en  este  caso  ignorar  la 
existencia  de  una  fuerza  que  pone  entredicho  al  comercio  (2). 

El  estar  un  navio  de  guerra  á  la  boca  de  un  puerto,  aunque 
él  solo  baste  á  cerrarlo,  no  constituye  un  bloqueo  de  suficiente 
notoriedad  para  afectar  al  neutral,  á  menos  (jue  se  le  con- 
venza de  haber  recibido  informes  específicos.  Por  el  contrario, 
6i  el  hecho  es  suficientemente  visible  y  notorio,  todo  nave- 
gante que  se  dirige  al  puerto  blo({ueado  se  presume  prima 
facie  hacerlo  á  sabiendas  (3).  Hay,  sin  embargo,  relativamente 
á  los  efectos  legales,  dos  diferencias  entre  el  conocimiento  que 
se  supone  adquirido  por  notoriedad  y  el  que  se  ha  dado  por 
notificación  formal.  La  excepción  de  ignorancia,  (|ue  no  puede 
alegarse  en  este  caso,  es  admisible  á  prueba  en  el  otro.  Si  ha 
precedido  notificación,  el  acto  de  zarpar  con  destino  al  puerto 
bloqueado  constituye  delito;  pero  si  el  bloqueo  existe  solo  de 
hecho,  los  neutrales  no  tienen  motivo  de  presiunir  cjiíe  se  les 
notificará  formalmente  su  terminación,  y  pueden  dirigii'se  al 
puerto  bloqueado,  haciendo  escala  en  un  paraje  no  £OS]}6choso, 
para  informarse  del  estado  de  cosas  (4). 

A  las  reglas  anteriores,  fecundas  sin  duda  de  inconvenien- 
tes graves  para  los  neutrales,  se  ha  sustituido  por  convencio- 
nes otra  mas  indulgente  y  cómoda,  que  prescribe  para  todos 
los  casos  la  noticia  especial ;  de  manera  (|ue  es  siempre  licito 
á  los  neutrales  dar  vela  con  destino  á  un  puerto  bloqueado, 
y  el  dirigirse  á  él  no  constituye  infracción  d.e  la  neutralidad, 
mientras  no  se  recibe  ó  no  se  evita  dolosamente  la  notificación 
especial  (o). 

3.  Veamos  ahora  qué  es  lo  que  constituye  violación  de  blo- 
queo. La  opinión  general  es,  (jue  adcniíis  del  conocimiento 
efectivo  ó  presunto  de  la  existencia  del  blotjueo,  es  nocesario, 
para  constituir  violación,  (pie  se  pueda   imputar  al  neutral  el 


(1)  Cohinibia,  Rob.   I,   I.'ü. 

(2)  \ruw  Judilh,  liub.   I,  150. 

^3)  Hurtidije    llanc,  lioh .  Ill,   3-2 i. 

(4)  (lasos  citados  del  /Iiirdidgc  llaní'  y  tlol  Neptnnus. 

(5)  Cranch's  Heports,   IV,   185. 
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dosigiiio  (le  qnebríinlarlo,  iu\)iui)aricuU)  de  alguna  toiitaliva 
actual.  La  jírohauza  ác\  designio  y  del  acto  variará  según  las 
circunslancias,  y  en  las  inferencias  que  se  saquen  de  estas, 
intluiríui  su  carácter  y  el  juicio  del  tribunal ;  pero  rara  vez  se 
han  d¡si)utado  los  principios.  Dirigirse  á  un  puerto  bloqueado 
es  en  si  un  acto  inocente,  si  no  se  sal)c  que  lo  está.  A  la  nave 
(pie  se  halle  en  este  caso,  debe  hacerse  una  intimación  del 
bloqueo,  y  si  después  de  recibirla  procura  entrar,  se  la  con- 
sidera delincuenle. 

En  los  tribunales  norte-americanos  se  ha  disputado  á  veces 
la  justicia  de  la  doctrina  inglesa,  «  cpie  el  acto  de  navegar  á 
un  puerto  blocjueado,  sabiendo  ([ue  lo  está,  es  criminal  desde 
el  principio,  sea  cual  fuere  la  distancia  entre  la  jirocedencia  y 
el  destino  de  la  nave.  »  Pero  después  de  la  relajación  admitida 
por  los  ingleses  en  los  viajes  trasatlánticos,  hay  bastante 
conformidad  sobre  este  punto  en  la  jurisprudencia  marítima 
de  las  dos  naciones.  En  el  caso  de  la  A'eivydo  se  declaró  que 
el  zai'i)ar  con  intento  de  quebrantar  un  Ijloqueo,  era  una  de- 
lincuencia (pie  autorizaba  la  confiscación.  El  delito  subsiste, 
aunque  al  tiemjío  de  la  captura  la  nave  compelida  de  vientos 
contrarios  se  haya  apartado  del  derrotero,  porque  se  presume  . 
que  subsiste  el  projxisito.  En  la  OrdíM.anza  holandesa  de  1080 
se  decían')  tand)ien,  que  las  naves  que  se  dirigian  á  un  puerto 
blo  jueado  á  sabiendas,  incuiTian  en  la  pena  de  conliscacion,  á 
menos  (jue  hubi-  sen  voluntariamente  alterado  el  rumbo  antes 
de  llegar  á  vista  del  puerto  ;  y  Hyidverschoek  ha  defendido  la 
legalidad  de  esta  regla. 

Si  una  plaza  está  bloípieada  solamente  por  mar,  el  comercio 
terrestre  con  ella  no  es  una  ofensa  contra  los  derechos  de  hi 
potencia  bloípjeadora. 

No  se  permite  h  la  nave  neutral  mantenerse  á  las  inmedia- 
ciones del  puerto  bloqueado,  de  manera  (jue  pueda  entrar  en 
él  impunemente,  aprovechándose  de  una  ocasión  favorable. 
•  Si  á  pretexto  de  dirigii'se  á  otra  parte,  se  permitiese  á  una 
nave  acercarse  al  puerto  blocpuíado,  y  acechar  la  oportunidad 
(le  introducirse  en  él  sin  obstáculo  (dijo  Sir  W.  S(!ott  r,n  el 
caso  de  la  Acn/niJilcl)  no  seria  posibh;  mantener  un  blocpieo. 
Se  presume,  i)ues,  de  derecho,  (jue  la  nave  trata  de  introdu- 
cirse en  el  puerto  ;  y  ainiquc  semejante  presunción   j)arez('a 
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demasiado  severa  en  algunos  casos  particulares  en  que  los 
navegantes  puedan  obrar  de  buena  fe,  esta  severidad  es  una 
consecuencia  de  las  reglas  establecidas  en  el  juzgamiento  de 
las  causas,  como  indispensables  para  el  eficaz  ejercicio  de  los 
derechos  de  la  guerra.  » 

El  Ijloqueo  se  rompe  no  menos  por  la  salida  que  por  la  en- 
trada en  el  })uerto.  No  se  permite  la  salida  con  carga  alguna 
comprada  ó  embarcada  después  de  principiar  el  blo  jueo.  Se 
presumen  comprados  en  tiempo  inhábil  todos  los  artículos  que 
al  principio  del  bloqueo  no  están  ya  á  bordo  de  la  nave  ó  en 
las  balsas  ó  botes  cargadores  (1). 

Hay  circunstancias  que  |)ueden  disculpar  la  violación  de  las 
reglas,  por  ejemplo,  una  serie  de  accidentes  ([ue  no  ha  per- 
mitido saber  el  bloqueo,  un  temporal,  ó  una  necesidad  extrema 
de  víveres  ;  pero  es  necesario  i)robarlas  ;  y  por  inocente  que 
haya  sido  la  conducta  del  capitán  ó  de  los  cargadores,  se  debe 
dar  cuenta  de  ella  y  ajustar  las  pruebas  á  las  reglas  que  el 
tribunal  ha  creído  necesario  lijar  para  la  jjroteccion  de  los 
derechos  de  los  beligerantes,  y  sin  las  cuales  hubieran  de  ser 
ilusorios.  La  necesidad  de  procurarse  un  piloto  para  hacer 
viaje  á  otro  puerto,  no  se  considera  excusa  legitima  (2).  Tam- 
poco lo  es  en  general  la  falta  de  provisiones,  que  obligari  i  sin 
duda  á  tomar  puerto,  })ero  no  exclusivamente  el  puerto  blo- 
queado, sino  en  circunstancias  muy  raras  (8). 

A  la  fértil  invenliva  de  los  neutrales  nunca  faltan  pretextos 
y  excusas  con  (¡ue  dar  color  á  las  infracciones  ;  pero  se  reciben 
generalmente  con  desconüanza,  y  para  ([ue  se  admitan  es  me- 
nester i)robar  una  compulsión  irresistible. 

Una  vez  consumada  la  ofensa,  no  se  purga  hasta  la  termi- 
nación del  viaje.  Si  la  infracción  ha  consistido  en  salir  áA 
puerto  bloqueado  con  mercaderías  cargadas  en  tiempo  inhábil, 
ó  eludiendo  la  visita  ó  examen,  puede  el  buque  ser  apresado 
por  cual(|uiera  nave  de  guerra  ó  corsaria  y  á  cual(|uiei'a  dis- 
tancia de  la  plaza  bloquéala,  antes  de  llegar  á  su  verdadero 
destino.  Y  si  la  inrraccio.i  ha  siilo  entrando,  puede  apresarse 


(1)  Caso  citado  ¿A  Fte.h'rick  Molkc. 

(1)  Arlliur,  E'itcanls's  ¡{e¡K,  -ly.)^. 

(3)  Furluna,  liobiusous  HcpvilSy  V.  '■21. 
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á  la  siilida  y  aurante  todo  el  viaje  do  vuelta.  Segiui  la  exposi- 
ción de  Sir  W.  Scoll,  en  el  caso  del  Cristianherg,  «  cuíuido 
el  buque  ha  consumado  el  delito,  entrando  en  un  puerto  que 
eslá  en  entredicho,  no  hay  otra  ocasión  de  hacer  electiva  la 
lev,  (|ue  la  (jue  él  mismo  da  á  su  reyreso.  Se  objeta  (jue  si  en 
el  viaje  subsii^niente  subsisto  todavía  la  culpa,  se  puede  supo- 
ner con  igual  razón  ipie  acompaña  al  buque  para  siempie.  En 
estricto  derecho  no  seria  tal  voz  injusto  aprehenderlo  después ; 
pero  es  sabido  que  en  la  práctica  la  persecución  de  la  pena  se 
extiende  solo  al  viaje  inmediato,  que  es  el  que  ofrece  la  pri- 
mera oi)ortuiiidad  do  aprehensión  (1).  jx 

El  delito,  cualquiera  que  haya  sido,  se  horra  enteramente 
por  la  terminación  del  bloqueo,  porque  con  ella  cesa  la  necesi- 
dad de  ai)licar  la  pena  para  impedir  trasgresiones  futuras  (2). 

La  coniiscacion  del  buque  es  la  pena  ordinaria  (pi(3  por  el 
Derecho  de  gentes  se  impone  í\  los  infractores  del  bloqueo.  A 
primera  vist;i  la  carga  se  considera  sujeta  á  la  misma  senten- 
cia que  el  buque.  Pero  es  costumbre  oir  las  pruebas  que  pre- 
sentan los  cargadores  para  exonerarse  de  complicidad  en  el 
reato  de  la  nave;  pues  aunque  la  i)resuncion  está  contra  ellos, 
puede  suceder  que  el  patrón  ó  capitán  haya  sido  el  único  cul- 
pable [S). 

Hay  circunstancias  que  hacen  la  carga  de  peor  condición 
que  la  misma  nave,  como  se  vio  en  el  caso  de  la  Jufí'row  Jlaria 
Schjveder.  Este  buque  fué  restituido  por  haber  tenido  licen- 
cia para  introducir  un  carganieiito  en  el  puerto  bloqueado,  lo 
cual  le  daba  libeitad  para  sacar  uu  cai-gaineuto  de  retorno  , 
pero  habiendo  aparecido  en  los  dueños  de  la  cai'ga  la  inten- 
ción de  exportarla  clandestinamente  á  la  ijrimera  ocasión,  fué 
Cüníibcuda  por  el  .Umirantazgo  británico  (4). 

La  costumbre  antigua  era  nnicho  mas  severa  eu  esta  parte, 
jjorque  lii(;ra  de  condenarse  las  propiedades  inqjlicadas  en  el 
delito,  que  es  á  lo  que  se  liuñta  el  iJerecho  de  giMites  mo- 
derno, se  imponia  prisión  y  otit)S  castigos  personales  a  los 
trabgresores. 

(ii  Hoh.  vi,:í7í;. 

(2)  /í.>6.  VI.3S7. 

¡3   Neplitunf,  l{i,b.   111,  I7:j. 

(♦:  Hub.  111.   Ii7. 
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6. 

Los  tribunales  de  los  Estados  Unidos  han  declarado  frecuea- 
temente  que  el  naveg-ar  con  licencia  ó  pasaporte  de  protección 
del  enemigo  con  el  objeto  de  promover  sus  miras  ó  intereses, 
era  un  acto  de  ilegalidad  que  sujetaba  tanto  la  carga  como  la 
nave  á  la  pena  de  confiscación  (1). 

La  práctica  del  Almirantazgo  británico  es  menos  severa. 
Confíscanse  los  buques  empleados  en  un  acto  de  ilegal  asis- 
tencia al  enemigo  ó  de  intervención  directa  en  la  guerra,  pero 
no  se  extiende  la  misma  pena  á  la  carga  sino  cuando  a[>arece 
que  los  dueños  de  ella  han  tenido  participación  en  la  ofensa. 

El  trasporte  de  militares  en  servicio  del  enemigo,  sijeta  la 
nave  á  la  pena  de  confiscación,  y  no  se  admite  la  excusa  de 
fuerza,  ó  de  haberso  dolosamente  encubierto  el  carácter  de  los 
pasajeros  ;  pues  en  tales  casos  tiene  el  neulr¿il  la  acción  de 
perjuicios  contra  los  que  le  compelieron  ó  engañaron  (2). 

Uno  do  los  actos  mas  odiosos  es  la  conducción  de  despachos 
hostiles.  Sir  ^^^  Scott  hizo  una  reseña  de  las  autoridades  y 
princi})ios  relativos  á  este  punto  en  la  sentencia  de  la  Atnlnnta. 
Este  buque  fué  apresado  llevando  comunicaciones  oficiales  de 
una  colonia  francesa  á  su  metr(')poli.  Las  perniciosas  conse- 
cuencias de  este  senicio  son  incalculables,  y  no  pueden  com- 
l)ararse  con  ellas  las  del  comercio  en  artículos  de  contrabando. 
Un  solo  pliego  puede  trasmitir  un  i)lan  de  campaña,  ó  dar  una 
noticia  quo  frustre  couipletamente  los  proyectos  del  otro  beli- 
gerante en  aquella  parte  del  nmndo  (8). 

Gomo  el  delito  del  capitán  ó  i)atron  se  mira  como  virtual- 
mente  peri)etrado  por  el  dueño  del  bu({ue,  según  la  regla  de 
derecho  (jue  hace  al  comitente  responsable  de  lo3  actos  ile  Sú. 
agente,  el  tribunal  creyó  fundada  la  contiscacion  de  la  na\  e  en 
este  caso. 

Sobre  los  dueños  de  las  cargas,  segu:i  aparece  en  este 
mismo  caso,  no  recae  responsabilidad  ni  pena  alguna,  sino 


(1)  Keitt'a  Coviment.,  p.  1,  locl.  4. 

(2)  L;i  Carulina,  fíub.  IV,  ií5Ü  :  oí  Orozembu. 

(3)  Rob.  VI,  440. 
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c  :an(lo  so  descubro  quo  i^st;'ui  de  inleligencia  con  el  capitán  y 
se  hallan  implicados  en  su  delito. 

Kn  el  Juicio  de  C(Hvlin¿i  se  mandaron  restituir  bucpie  y 
carjía,  ponjue  resultó  (pie  los  j^liegos  interceptados  eran  del 
embajador  de  la  ])otencia  enemiga  en  la  corte  de  la  potencia 
neutral.  «  Nada  prohibe  al  neutral  (dijo  Sir  W.  Scolt)  conser- 
var sus  rela'Mones  con  nuestro  enemigo,  rii  hay  motivo  de  pre- 
sumir que  las  comunicaciones  que  pasan  entre  ellos  tienen 
algo  de  hostil  contra  nosotros.  El  carácter  de  la  persona  por 
cuyo  ministerio  comunican  l.is  dos  potencias,  ofrece  otra  con- 
sideración importante.  Esta  persona  no  es  un  empleado  ejecu- 
tivo del  Estado  enemigo,  sino  un  embajndor  (|ue  reside  en  una 
corle  amiga  con  el  encargo  de  cultivar  i-elaciones  de  amistad 
con  ella ;  y  los  embajadores  son  un  objeto  especial  de  la  i)ro- 
teccion  y  favor  del  Derecho  de  gentes  (1).  » 

Ofensa  no  menos  grave  que  la  conducción  de  oficiales,  sol- 
dados y  correspondencias,  es  la  de  armas  ú  otros  materiales 
de  guerra  pertenecientes  al  Estado  enemigo. 

7. 

Es  una  regla  fiel  Derecho  de  jientes  reconocida  i)or  la  Gran 
Bretaña,  ípie  si  una  potencia  neutral  se  somete  á  las  preten- 
siones injustas  de  un  beligerante,  perjudicando  en  ello  al  otro, 
tiene  este  el  derecho  de  exigir  que  la  potencia  neutral  se  so- 
meta á  iguales  actos  de  su  parte,  de  manera  que  su  defei-encia 
al  uno,  ya  sea  voluntaria  ó  forzada,  no  agrave  las  calamidades 
de  la  guerra  para  el  otro,  ni  le  ponga  en  una  situación  desven- 
tajosa. Si,  por  ej'jmplo,  nuestro  enemigo  prohibiese  al  neutral 
comíTciar  con  nosotros  y  visitar  nuestros  puertos,  el  neutral 
nos  baria  gravo  injuria  obedeciendo  á  un  entredicho  (pie  nadie 
tiene  facultad  d(í  imponerle.  Si  lo  ha(;e  \)oy  i)arcial¡dad  á  nues- 
tro enemigo,  ya  deja  de  ser  neutral ;  y  si  })or  temor  ó  por  cual- 
<|niera  otro  motivo  no  hostil  iii  fiaudulento,  el  derecho  natural 
<Je  la  propia  defensa  nos  ¡iiitoriza  j)ai-a  obligarle  á  que  ti-ale  á 
las  dos  parles  conlendienles  con  entera  igualdad  y  se  allane  á 
sufrir  fie  uf)-;otrí)s  lo  fpio  fonsicnte  ;i  nuesfi-f)  adversario  :  de 

(I,  i:ob.  VI.  u,i. 
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otro  modo  conservaria  sus  relaciones  con  él  á  costa  nuestra  y 
obraría  como  instrumento  suvo. 

Aunque  esta  especie  de  talion  contra  los  neutrales  parece 
fundada  en  justicia,  no  se  puede  negar  que  en  la  práctica  está 
sujeta  á  graves  inconvenientes.  Se  alegan  hechos  particulares 
pai'a  autorizar  medidas  generales  ;  y  aumentando  á  poríia  los 
beligerantes  la  extensión  y  rigor  de  las  restricciones  y  penas 
que  imponen  al  comercio  neutral,  la  aplicación  del  principio 
llega  ¡i  no  tener  otro  limite  que  la  fuerza :  de  lo  ([ue  nos  ofrece 
repetidos  ejemplos  la  historia  de  las  guerras  entre  la  Gran 
Hretaña  y  la  Francia.  Sobre  la  especie  de  talion  de  (pie  se  trata 
en  es(e  articulo,  se  fundaba  en  parle  el  célebre  decreto  de  Ber- 
lin,  de  21  de  noviembre  de  1806,  en  que  el  Emperador  Napo- 
león prohibió  todo  comercio  y  comunicación  con  las  islas  bri- 
tánicas, declarándolas  en  estado  de  bloqueo,  y  ordenando  que 
ningún  bajel  fjue  procediese  directamente  de  Inglaterra  (')  de 
dominios  ingleses,  ó  (jue  hubiese  estado  en  cual({uier  punto 
sujeto  á  Inglaterra,  fuese  recibido  en  puer:o  alguno.  Esta  ri- 
gurosa providencia,  según  el  decreto  imperial,  era  justiücada 
por  el  derecho  natural  de  oponer  al  enemigo  las  mismas  armas 
de  que  él  se  servia ;  V  como  la  Gran  Bretaña  declaraba  ])lazas 
bloqueadas  no  solo  a({uellas  delante  d(^  las  cuales  no  tenia  ni 
un  solo  l)uque  de  guerra,  sino  costas  dilatadas  que  todas  sus 
fuerzas  navales  eran  incapaces  de  blo((uear,  «  hemos  resuelto, 
decia  Napoleón,  ai)licnr  á  la  Inglaterra  los  usos  que  ella  ha 
consagrado  en  su  legislación  marítima.  »  Kl  decreto,  sin  em- 
bargo, daba  \ma  exorbitante  latitud  al  talion,  ponpie  prescin- 
diendo de  si  eran  ó  un  exactos  los  hechos  (pie  se  alegaban 
contra  Inglaterra,  nadie  jamas  hahia  pretendido  (jue  los  neu- 
trales contribuyí^sen  ;i  la  ejecución  de  un  bloqueo,  real  ó  no- 
minal, ceri'ando  sus  jiuertos  á  las  naves  (pie  lo  hul»it\<en  \  in- 
lado.  Condenábase  ademas  como  buena    i)resa  no  solo  toda 
propiedad  británica,  sino  toda  mercadería  de  producción  ó  l)\- 
brica  inglesa,  sin  distinción  alguna.  No  se  limitaba,  pu(»s,  in\uo\ 
nuevo  sistema  á  exigir  de  los  neutrales  lo  (pie  estos  ile  grado 
ó  por  fuerza  toleraban  á  la  Inglaterra. 

La  n)isina  regla  fué  reconocida  en  la  orden  dd  Gonsejo  bri- 
tí'mico  de  7  de  enero  de  1807  expiMÜda  á  consecuencia  del  de- 
creto citado.  La  Inglat(*rra  alegaba  tener  un  d(^recho  impensable 
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para  retorcer  contra  la  Kraiioia  la  })roscripcioii  clti  lodo  comer- 
cio. Era  roi)ujínante,  decía  la  orden,  seguir  semejante  ejemplo, 
y  Uejrar  n  un  extremo  de  que  debia  resultar  tanto  daño  al  co- 
mercio de  las  uiiciones  que  uo  habían  touiado  parte  en  la 
guerra  ;  mas  para  }troteger  los  derechcs  de  la  Gran  Bretaña 
era  neces;u-io  rechazar  las  medidas  violentas  de  la  Francia, 
haciendo  recaer  sobre  ellas  las  consecuencias  funestas  de  su 
propia  injusticia.  Se  ordenó,  pues,  que  no  se  permitiese  á  bu- 
que alg-uno  comerciar  de  uno  á  otro  de  los  puertos  de  Francia 
ó  de  sus  abados,  ú  ocupados  por  sus  armas,  ó  sometidos  de 
tal  modo  á  su  inllujo  que  no  admitiesen  el  libre  comercio  de 
las  naves  británicas.  Con  esta  prohibición  (según  otra  or- 
den del  Consejo,  .*i  11  de  noviembre  del  mismo  año)  se  habia 
propuesto  la  Gran  Bretaña  obligar  al  enemigo  á  retirar  sus 
providencias,  ó  inducir  á  los  neutrales  á  obtener  la  revocación ; 
jjero  nohaljiéndosc  logrado  este  objeto,  se  insistió  en  el  nnsmo 
entredicho,  añadiendo  la  coníiscacion  de  todo  comercio  de  gé- 
neros producidos  o  fabricados  en  los  dominios  de  la  Francia,  de 
sus  aliados,  ó  de  los  saberanos  que  sin  declarar  la  guerra  ha- 
bian  excluido  de  sus  puertos  la  bandera  británica;  y  castigando 
con  la  misma  pena  el  uso  de  los  cerliíicados  de  origen,  expe- 
didos por  los  agentes  consulares  del  enemigo,  y  de  que  se  ser- 
vían los  comerciantes  para  hacer  constar  que  las  mercaderías- 
no  eran  de  producción  ó  fábrica  inglesa. 

En  esta  misma  orden  y  sobre  todo  en  la  de  25  de  noviembre 
se  excej)luaban  de  aquel  imaginario  bloqueo  las  naves  neutra- 
les queliiciesen  el  comercio  con  el  enemigo  desde  puertos  ia- 
gleses,  obteníe  ido  para  ello  pasavantes  del  gobierno  inglés,  y 
pagando  varios  derechos  de  entrada  y  salida  según  las  circuns- 
tancias del  viaje.  Esto  provocó  el  decreto  de  Milán  de  17  de 
ciicíembre  de  1807.  El  Emi>erador  francés  declaró  desnaciona- 
lizaiL'i  y  conví.Ttida  en  propí(.'(iad  enenñga,  y  por  tanto  conñs- 
cable,  toda  nave  que  hubiese  sufrido  líi  visita  de  un  bajel  brí- 
túnico,  ó  ftometídose  á  aquella  escala,  ó  pagado  cuabjuier  ím- 
pueslo  al  enemigo  :  subsistiendo  en  toda  su  fuerza  el  bloqueo 
de  las  islas  británicas,  hasta  que  el  gobierno  inglés  volviese  á 
loB  principios  del  Bei'echo  de  gentes. 

Fosteriornimtü  (por   la  orden  del   Consejo   de  ^í)  de  abril 
de  18ÜÜ)  i»e  limitó  el  blo<pieo  británico  á  la  Francia,  Holanda  y 
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reino  de  Italia  con  las  respectivas  colonias.  De  esta  manera 
el  sistema  de  represalias  de  la  Gran  Bretaña  no  se  hacia  sen- 
tir indistintamente  á  todos  los  paisas  donde  estaban  en  vigor 
los  decretos  de  Berlin  v  Milán,  sino  solamente  á  la  Francia  y 

■V  '  Tí 

á  los  países  mas  inmediatamente  sometidos  á  su  yugo,  y  que 
eran  ya  en  realidad  partes  integrantes  del  imperio  francés. 
Quisose  con  esta  medida  acallar  los  justos  clamores  de  los 
neutrales  y  particularmente  de  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica, ((ue  habiiin  cortado  toda  comunicación  comercial  con  la 
Francia  y  la  Ini^laterra. 

Continuaron  asi  las  cosas  hasta  1812.  La  Francia  i)roclamó 
en  aquel  año  un  nuevo  código  de  Derecho  internacional.  Fijóse 
como  condición  para  revocar  sus  decretos  el  reconocimiento 
de  los  derechos  marítimos  de  los  neutrales,  que  según  ella 
habían  sido  reglados  por  el  tratado  de  Utrecht,  y  admitidos 
como  ley  común  de  las  naciones  ;  es  á  saber  : 

Que  el  pabellón  cubre  la  mercancía,  de  modo  que  los  efec- 
tos bajo  pabellón  neutral  son  neutrales,  y  bajo  pabellón  ene- 
migo, enemigos; 

Que  las  únicas  mercancías  no  cubiertas  por  el  pabellón  son 
las  de  contrabando,  y  las  ú:iicas  de  contrabando,  las  armas  y 
municiones  de  guerra; 

Que  la  visita  de  un  bucpie  neutral  por  un  buque  armado  debe 
hacer-e  por  un  pequeño  número  de  hoinhres,  manteniéndose 
el  buque  armado  fuera  del  alcance  del  cañen; 

Que  todo  bu  jue  neutral  puede  comerciar  de  un  puerto  ene- 
migo á  otro  puerto  enemigo,  y  de  un  puerto  enemigo  ;i  un 
puerto  neutral; 

Que  se  exceptúan  de  esta  regla  los  puertos  blo  jueados,  y  que 
solo  deben  considerarse  como  bloqueados  los  puertos  que  es- 
tán sitiados  y  cuya  comunicación  se  halla  realmente  intercej> 
tada  por  fuerzas  enemigas,  de  manera  que  las  naves  neutrales 
no  puedan  entrar  en  ellos  sin  peligro  (Ij. 

La  Inglaterra  tialó  de  insensatas  estas  preti'usiones,  (pie  se 
suponiaa  consagradas  de  común  acuerdo  por  el  tratado  de 


(1)  Informe  del  Ministro  <\e  Rtlacionos  Exteriores  de  Francia  al  Ein- 
peradoi,  cuiiiunicado  al  Senado  Conservador  en  sesión  de  10  de  marzo 
de  181-2. 
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Ulrechl  :  como  si  un  pai'lo  oiitre  dos  naciones  que  obran  por 
miras  especiales  y  recíprocas,  (pío  solo  lÍL;a  á  los  contraíanles, 
y  cuviís  principios  no  liabian  sido  contirinados  en  el  último  tra- 
tado de  paz  entre  las  mismas  potencias,  debiese  considerarse 
como  un  acto  declaratorio  del  Derecho  de  gentes.  La  caída  de 
Napoleón  puso  lin  á  esta  contienda,  y  á  una  i^uerra  marítima 
que  ha  sido  de  las  mas  vejatorias  y  desastrosas  para  el  comer- 
cio neutral. 

8. 

Otra  ol)ligacion  imj)uesta  á  los  neutrales  es  el  abstenerse 
durante  la  p^uerra  de  aquellos  ramos  de  comercio  que  las  po- 
tencias Ijeii^erantes  no  acostumbraban  conceder  á  los  extran- 
jeros en  tiempo  de  paz,  como  suelen  ser  el  de  cabotaje  en  sus 
costas  V  el  de  sus  colonias. 

1.  Ha  sido  de  largo  tiempo  atrás  la  pr.áctica  de  las  naciones 
reservar  para  sus  propios  ciudadanos  todo  el  comercio  que  se 
hace  entre  diferentes  partes  de  sus  costas,  y  solo  las  insupe- 
rables dificultades  de  la  guerra  han  podido  desviarlas  acci- 
dentalmente de  esta  política.  El  neutral,  pues,  cuando  se  em- 
plea en  este  comercio,  se  nos  presenta  con  el  c  irácler,  no  de 
un  neutral  pi'opiamente  dicho,  sino  de  un  aliado  del  enemigo  : 
hácese  entonces  un  instrumento  voluntario  del  uno  de  los  be- 
ligerantes, librándole  de  los  embarazos  y  dificultades  á  que 
el  otro  le  tenia  reducido.  «  ;,No  es  desviarse  de  los  rígidos  de- 
beres que  impone  la  neutrahdad,  decía  SirW.  Scott,  entrome- 
terse á  amjjarar  á  la  i)arte  que  sufre,  liacicndo  el  comercio  quíí 
era  exclusivamente  propio  de  ella,  y  cuya  extinción  entraba 
en  el  plan  d<!  la  guerra,  como  medio  necesario  de  ojjlener 
una  paz  honrosa?  ¿No  os  esto  interponerse  de  un  modo  ime- 
vo,  dí'Sí'onocido,  [)i'ohibido  por  el  eneuiigo  en  el  estado  ordi- 
nario para  fi'ustiar  los  designios  del  vencedor,  hacer  inútü  la 
superioridad  de  sus  armas,  y  levantar  el  apremio  coa  cpie  es- 
trecha á  su  advíírsario  y  le  obliga  ;'i  (pie  recono/ra  su  injusticia 
y  la  rí'pare?  Porque  suponiendo  qiHí  el  comercio  d(;  cabotaje 
no  esté  abierto  de  ordin.ario  á  los  (íxtrímj(!ros,  ;, qué  asistencia 
mas  eficaz  [)Uí'díí  pi-eslarsíi  á  una  nación,  (pie  hacer  este  co- 
mercio en  lugar  de  ella,  cuando  ella  no  lo  puche  hacer  por  si 
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misma?  El  comercio  de  cabotaje  trasporta  las  producciones  de 
un  gran  reino,  de  los  distritos  en  que  se  crian  y  elaboran  á  los 
distritos  en  que  se  necesitan  para  el  consumo ;  y  aunque  es 
verdad  que  no  introduce  nada  de  afuera,  produce  los  mismos 
efectos.  Supongamos  que  la  marina  francesa  tuviese  una  pre- 
ponderancia decidida  so})re  la  nuestra,  y  hubiese  cortado  toda 
conmnicacion  entre  la  parte  setentrional  y  la  parte  del  sur  de 
esta  isla;  y  que  en  semejante  estado  de  cosas  se  interpusieran 
los  neutrales,  trayendo,  por  ejemplo,  el  carbón  de  nuestras 
provincias  del  norte  para  las  manufacturas  y  los  usos  domés- 
ticos de  esta  capital ;  ¿pudiera  hacerse,  tuera  de  la  interven- 
ción á  mano  armada,  una  oposición  mas  abierta  y  efectiva  á  las 
operaciones  bélicas  de  la  Francia  (1)  ? 

a  No  es  neutralidad  aprovecharse  de  todas  las  ocurrencias 
de  la  guerra  para  hacer'lucro,  aunque  sea  con  maniliesto  daño 
de  alguno  de  los  beligerantes ;  sino  observar  una  imparciali- 
dad rigurosa,  restringiendo  nuestro  comercio  á  su  giro  ordi- 
nario, de  manera  (pie  no  demos  ayuda  al  uno  do  ellos  contra  el 
otro.  La  obligación  del  neutral  es  :  non  intcrponere  se  bvllo^ 
non  hosti  imminenti  lioslem  eripere  (2) .  » 

En  otro  tiempo  las  Corles  de  Almirantazgo  de  la  Gran  Bre- 
taña imponían  la  pena  de  confiscación  á  los  buques  neutrales 
empleados  en  el  comercio  de  cabotaje  del  enemigo.  Posterior- 
mente y  hasta  la  época  de  las  ordenes  del  Consejo  menciona- 
das en  el  articulo  anterior,  solo  recala  sobre  el  buque  la  pér- 
dida del  flete.  Es  justo  indemnizar  al  neutral  que  obra  de  buena 
le  los  perjuicios  que  le  ocasionamos  por  la  confiscación  de  las 
propiedades  enemigas  (pie  lleva  á  su  bordo;  pero  cuando  se 
ocupa  en  una  especie  de  trauco  (pie  no  fe  es  lícito,  no  tiene 
derecho  á  la  misma  indemnización,  y  so  le  trata  con  bastante 
indulgencia,  absolviendo  la  nave. 

Esta  relajación  de  la  pena  antigua  no  tiene  lugar,  cuando 
á  la  naturaleza  del  trálico  se  juntan  otras  i'ircuiistancias  ((ue 
agravan  la  ofensa.  En  el  caso  de  la  Jolininiu  Tliolon  (en  (|ue 
el  abogado  del  rey  cotejó  y  discutiíi  las  dos  reglas,  antigua  y 
moderna)  se  decidió  ([ue  el  hacer  un  comercio  propio  del  ene- 

(I)  Caso  d(M  Emnnu'l,  liob.  I.  ¿Oli.  Véase  lambien  el  del  Lbenezcr.  liub, 
VI,  t>5J. 

(^)  Lord  Howick,  cilado  por  Cliilly,  Covnn.   Late,  cli.  9. 
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miiro  con  papi'los  falsos,  sujolaba  la  nave  á  ooniiscacion  (1). 
Forjar  papeles  para  ocnllar  á  los  a})resadores  ol  verdadero 
destino  del  bnque  era,  en  sentir  de  la  Corte,  una  agravación 
enorme  del  reato  contraido  })or  la  ilegalidad  del  trálico. 

La  orden  del  Consejo  de  7  de  enero  de  1807  jmso  otra  vez 
en  vigor  la  regla  antigua  de  coníiscacion  de  la  nave;  pero 
siendo  esta  medida,  según  creo,  una  parte  del  extraordinario 
sistema  de  guerra  adoptado  en  aíjuella  época  por  la  Gran  Bre- 
taña y  la  Francia,  parece  que  no  debe  servir  de  ejemplo  para 
lo  sucesivo. 

2.  Análoga  á  la  precedente  en  su  princijúo  es  la  regla  que 
prohibe  á  los  neutrales  mezclarse  en  el  comercio  colonial  pro- 
pio de  los  beligerantes.  Sobre  esta  materia  me  parece  conve- 
niente copiar  aqui  la  exposición  de  la  doctrina  del  Derecho 
de  gentes,  que  hizo  el  juzgado  del  Almirantazgo  británico  en  el 
cííso  del  Itnmanuel.  «  Al  estallar  la  guerra  (dijo  Sir  W.  Scott) 
los  neutrales  tienen  derecho  para  seguir  haciendo  su  acos- 
tumbrado comercio,  excepto  en  articules  de  contrabando,  ó 
con  los  puertos  bloqueados.  No  quiero  decir  que  con  motivo 
délos  accidentes  déla  guerra  no  se  halle  muchasveces  envuelta 
en  peligro  la  propiedad  neutral.  En  la  naturaleza  de  las  cosas 
humanas  apenas  es  posible  evitar  do  todo  })unto  este  inconve- 
niente. Habrá  neuti'ales  que  hagan  á  sabiendas  un  comercio 
¡legitimo,  protegiendo  las  i)ropiodadeB  enemigas,  y  habrá  otros 
á  quienes  se  inq)utará  injustamente  esta  ofensa.  Este  daño  es 
isas  que  contrapesado  por  el  beneíicio  que  las  disensiones  de 
otros  pueblos  acarrean  al  comercio  neutral.  La  circulación  mer- 
cantil, obstruida  en  gran  })arte  por  la  guerra,  reíluye  en  la  mis- 
ma jjroporciíjn  á  lo6  canales  libres.  l*ero,  prescindiendo  de 
accidentes,  la  regla  general  es,  que  el  neutral  tiene  derecho 
para  seguir  haciemlo  en  litinpo  de  gueria  su  acostumbrado 
tráíico,  y  aun  para  daj'le  toda  la  extensión  de  que  es  suscep- 
iible.  Muy  diverso  es  el  ciso  en  (pie  se  halla  un  comeicio  que 
el  Uíjutral  no  ha  poseído  jamas,  (juíí  solo  debe  al  ascendiente 
de  las  armas  de  uno  de  los  beligí^rantes  sobre  el  otro,  y  qne 
cede  en  daño  de  aquel  mismo  beligerante,  cuya  prejionderan- 
í'ia  es  la  causa  de  (jue  se  haya  concedido.  Kn  este  caso  se  halla 

(1)  Hoh.  VI,  71. 


DE    DERECHO    INTERNACIONAL.  271 

él  comercio  colonial,  generalmente  hablando:  porque  este  es 
un  comercio  que  la  metrópoli  se  reserva  exclusivamente  con 
dos  fines  :  abastecerse  de  los  frutos  peculiares  de  las  colonias, 
y  proporcionarse  un  mercado  ventajoso  y  seguro  para  el  ex- 
pendio de  sus  producciones  propias.  Cuando  la  gueiTa  inter- 
rumpe este  cambio,  ¿cuáles  son  con  respecto  á  las  colonias  los 
deberes  mutuos  de  los  beligerantes  y  neutrales?  Es  un  dere- 
cho incontestable  del  beligerante  apoderarse  de  ellas,  si  puede; 
V  tiene  un  medio  casi  infalible  de  efectuarlo,  si  se  hace  dueño 
del  mar.  Las  colonias  se  proveen  de  afuera ;  y  si  cortando  sus 
comunirariones  marítimas,  se  logra  privarlas  de  lo  necesano 
para  la  subsistencia  y  defensa,  les  será  forzoso  entregarse.  Su- 
poniendo, pues,  que  el  behgerante  ponga  los  medios  para  obte- 
ner este  resultado,  ¿á  qué  título  podrá  un  neutr¿il  entrome- 
terse á  estorbarlo?  El  neutral  no  tiene  derecho  para  convertir 
en  conveniencia  y  lucro  suyo  las  consecuencias  de  un  mero 
acto  del  beligerante:  no  tiene  derecho  para  decirle:  es  verdad 
que  tus  armas  han  puesto  en  peligróla  dominación  de  tu  adver- 
sario en  esos  países ;  pero  es  menester  que  yo  participe  del 
fnito  de  tus  victorias,  aunque  esta  participación  las  ataje  y  ma- 
logre. Tú  has  arrancado  al  enemigo  por  medios  legítimos  ese 
monopolio,  ({ue  había  mantenido  contra  todo  el  nmndo  hasta 
ahora  y  (\ne  nunca  presumimos  disputaile  ;  ptTO  yo  voy  á  in- 
terponerme para  impedir  que  com})letes  tu  triunfo.  Yo  traeré 
á  las  colonias  de  tu  enemigo  los  artículos  (pie  necesitím  y  ex- 
portaré sus  productos.  lias  expendido  tu  sangre  y  dinero,  no 
para  tu  utilidad  propia,  sino  para  beneficio  ajeno. 

«  No  hay,  pues,  razón  alguna  (continuó  Sir  ^^^  Scott)  para 
que  los  neutrales  se  ingieran  en  un  ramo  de  comercio,  ([ue  se 
les  ha  vedado  constantemente,  y  que  si  ahora  se  les  iVanquen, 
es  por  la  urgencia  de  la  guerra.  Si  el  enemigo,  inliai)ilitado 
l)ara  comerciar  con  sus  colonias,  las  abrr  á  los  extranjeros, 
no  es  [)0r  su  voluntad,  sino  por  la  apurada  situación  ;i  (pie 
nuestras  armas  le  han  reducido  (1).  » 

Estos  fueron  los  ])rincii)ales  fundamentos  alí^gado-^  por  «*l 
tribunal  para  condenar  al  Iminniiucl,  y  su  doctrina  fué  i)lena- 
mcnte  confirmada  por  la  Corle  de  apelación  en  el  caso  de  la 

(1)  Rob.  II,  186. 
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W'illjcliiiinii,  en  ({iio  el  Lord  C4aiiciller  se  expreso  de  este  mo- 
do: *  No  es  lícito  á  los  neutrales,  por  el  Derecho  común  de 
jiente$,  hacer  en  tiempo  de  guerra  un  comercio  de  quj  antes 
no  gozaban,  y  en  esta  virtud  el  trdjun.d  es  de  sentir  que  se 
deben  confiscar  buijue  y  cari>a  (1).  » 

La  prohibición  no  se  exiiende  á  los  casos  en  que  el  comercio 
de  una  colonia  era  i)ermitido  á  los  extranjeros  en  tiempo  de 
paz.  Kn  el  caso  de  la  xJiiliünn,  buque  neutral  que  navegaba 
entre  la  Francia  y  el  Senegal,  que  era  entonces  colonia  iVance- 
sa,  habiéndose  probado  ijue  este  trálico  solia  permitirse  á  los 
extranjeros  ánies  y  después  de  la  guerra,  se  restituyó  el  bu- 
que á  los  propietarios  neutrales  (:2). 

En  año  de  1756  fué  cuando  se  estableció  práctica  y  univer- 
salmenle  la  regla  que  prohibe  á  los  neutrales  hacer  en  tiem- 
po de  guerra  un  comercio  que  no  les  era  permitido  en  la  paz. 
\'amos  ahora  á  referir  las  relajaciones  que  ha  ex})erimentado 
de  entonces  acá  por  el  espíritu  algo  mas  humano  y  benigno  de 
la  política  moderna. 

Durante  la  guerra  de  la  independencia  de  Nortc-America 
estuvo  suspenso  el  principio,  porque  la  Francia,  poco  antes  de 
comenzar  las  hostilidades,  pareció  abandonar  el  monopolio, 
permitiendo  á  los  extranjeros  el  comercio  con  las  Antillas 
francesas.  Percibióse  después  que  esta  medida  había  sido  un 
mero  artilicio  para  eludir  la  regla:  mas  no  por  eso  dejó  de 
producir  su  efecto.  Durante  acjuella  guerra  gozaron  de  tanta 
libertad  los  buques  neutrales  en  este  ramo  de  comercio  como 
en  otro  cuíil(|uiera. 

Fu  lis  guerras  que  se  originaron  de  la  revolución  francesa, 
las  primeras  instrucciones  del  gobierno  inglés  á  los  corsarios 
previnieron  ({ue  se  apresase  toda  nave  cargada  de  efectos  que 
fuesen  producciones  de  cualquiera  de  las  colonias  de  Francia, 
ó  que  llevasen  provisiones  ú  otros  artículos  destinados  á  al- 
guna de  ellas.  Las  relajaciones  rpie  después  se  adoptaron  han 
provenido  princi])almente  de  la  mudanza  (pie  sobrevino  en  el 
comercio  de  las  Américas  por  í;1  establecimiento  de  un  go- 
bierno indeperiílicnte  en  esta  parte  del  mundo.  Á  consecuencia 


il    /o/».  IV,  Appori  l¡\   A  , 

(<i  Hub.  IV,  :j2X. 


DE    DKRECHO    INTERNACIONAL.  273 

de  este  suceso  fueron  admitidos  los  bu({ues  anglo-americanos 
á  comerciar  en  varios  artículos  y  con  diferentes  condiciones 
en  las  colonias  francesas  é  inglesas.  Este  permiso  vino  á  ser 
una  parte  del  sistema  comercial  ordinario.  Menoscababan,  pues, 
aquellas  instrucciones  el  comercio  legítimo  de  los  anglo-ame- 
ricanos.  Su  gobierno  se  quejó  al  británico;  y  en  8  de  enero 
de  1794  dio  este  nuevas  instrucciones  á  sus  buques  armailos 
para  apresar  toda  nave  cargada  de  frutos  de  las  Antillas 
francesas,  y  que  zarpase  de  cualquier  puerto  de  ellas  con 
destino  á  cualquier  puerto  de  Europa.  Mas  como  los  neutrales 
europeos  solicitasen  igual  franqueza,  se  relajó  todavía  mas  la 
regla,  y  en  28  de  enero  de  1798  se  ordenó  á  los  corsarios  que 
apresasen  toda  nave  cargada  de  producciones  de  cualquiera  de 
las  colonias  de  Francia,  España  ú  Holanda,  y  que  zarpase  de 
cualquier  puerto  de  ellas  para  cualquier  puerto  europeo,  que 
no  fuese  de  la  Gran  Bretaña  ó  de  la  nación  neutral  á  que  per- 
teneciese la  nave,  ó  á  lo  menos  el  dueño  de  la  carga  (i). 

Quedaron,  pues,  autorizados  los  neutrales  para  traficar  di- 
rectamente entre  una  colonia  del  enemigo  y  su  propio  país  : 
concesión  tanto  mas  razonable,  que  aniquilado  por  los  sucesos 
de  la  guerra  el  comercio  francés,  español  y  bolandes,  no  te- 
nían los  Estados  de  Europa  medio  alguno  de  proveerse  de 
géneros  coloniales  en  a(|uellos  mercados.  Pero  subsistió  la  ile- 
galidad del  tráfico  directo  entre  una  colonia  enemiga  y  su  nie- 
tr()polí :  entre  una  nación  enemiga  y  la  colonia  de  su  aliado  : 
entre  una  y  otra  colonia  enemiga,  y  una  misma  ó  diversas 
naciones  ;  y  entre  una  colonia  enemiga  y  un  jnierto  de  Europa 
que, no  fuese  de  la  (iran  Bretaña,  ó  de  la  nación  á  que  perte- 
neciese la  nave.  En  rigor  (lel)i(')  también  condenarse  el  Ir.ifico 
directo  de  los  neutrales  entre  una  colonia  enemiga  y  una  co- 
lonia neutral  :  mas  en  los  c<asos  de  dos  buques  americanos 
que  navegaban  entre  las  Antillas  enemigas  y  la  isla  neutral  de 
Santómas,  se  ordenó  la  restitución.  Helmsóse  empero  igual 
franquez  i  á  un  bu((ue  sueco  que  navegaba  entre  una  colonia 
boslíl  y  el  ttuM'itoi'io  de  los  Estados  Unidos,  nación  enttuu^^s 
neutral  ;  iioripie  (como  so  dijo  en  la  sentencia)  »  si  no  es  lícito 
á  un  americano  traficar  entre  Santo  Domingo  y  la  Suecia,  no 

(1)  fíubiuso  i's  Reporls,  IV,  Appcndix  A. 
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hay  i'azon  alprnna  para  que  ^^e  permita  ;i  un  sueco  traficar  entre 
Santo  nouiin^'o  y  Auiérica.  » 

Hay  circunstancias  que  hacen  ilegitimo  el  tráfico  de  los 
neutrales  comprendido  al  parecer  en  las  excepciones  indica- 
das. En  el  caso  del  Rendsborg  se  liabia  celebrado  una  contrata 
entre  un  comerciante  neutral  y  la  coinpañia  holandesa  de  la 
India  oriental  con  el  objeto  declarado  de  amparar  las  propie- 
dades holandesas  contra  las  armas  de  Inglaterra.  Aunque  la 
expedición  era  á  Copenhague,  puerto  de  la  nación  á  que  per- 
tenecía la. nave  neutral,  la  ('orte  fué  de  sentir  que  una  opera- 
ción en  grande  emprendida  ex  profeso  para  favorecer  al  eine- 
migo,  y  alentada  por  este,  como  aquella  lo  habia  sido,  con 
privilegios  peculiares,  no  dcbia  reputarse  neutral,  sin  embargo 
de  que  la  })ropiedad  })ertenecia  verdaderamente  á  ciudadanos 
de  una  nación  amiga.  «  El  comercio  (según  la  exposición  del 
juez)  puede  no  ser  neutral,  auníjue  la  propiedad  lo  sea.  Se 
dice  cpie  el  comprador  no  tiene  que  ver  con  el  motivo  de  la 
venta.  No  se  exige  ciertamente  que  escudriñe  las  miras  de  la 
persona  con  quien  trata;  pero  si  estas  se  descubren  sin  re- 
bozo, no  debe  desentenderse  de  ellas.  Si  un  beligerante  soli- 
cita su  ayuda  para  frustrar  la  diligencia  del  enemigo,  no  puede 
el  neutral  ¡irestarla,  sin  hacerse  reo  de  intervención  en  la 
guen*a.  Es  cierto  ({ue  el  interés  que  le  lleva  no  es  favorecer  f\ 
nadie  sino  hacer  su  negocio  ;  pero  tampoco  el  (|ue  envía  ar- 
tículos de  contrabando  al  enemigo  se  propone  otro  objeto  que 
el  lucro.  Es  una  sana  máxima  de  Derecho  de  gentes,  que  no 
es  lícito  ayudar  á  uno  do  los  contendientes  en  perjuicio  del 
otro,  y  que  la  granjeria  ({ue  pueda  hacerse  de  este  modo  es 
ilegitima.  Las  leyes  de  la  guerra  i)ermiten  á  tu  eni'migo  des- 
truir tu  comercio  :  según  tu  propia  confesión,  lo  está  efec- 
tuando :  tiene  de  su  parte  el  derecho  y  la  fuerza  :  el  neutral 
que  en  semejante  estado  de  cosas,  por  un  motivo  de  lucro  ó 
de  cualípiiera  otra  especie,  se  ingiere  á  dart(;  socorro  y  á  sa- 
carte de  Ims  garras  de  tu  adversario,  obra  ilej^ílimamímle  (1).  >• 

Kl  comercio  colonial  prohibido  no  se  legitima  aiuKpie  se 
haga  rirruitivnmente  ó  y)or  rodeo.  A  un  neutrnl  es  permitido 
llevar  á  su  nación  los  productos  coloniales  df;  un  beligerante» 

(1;  /íofc.  nep.^W,  121 
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y  una  vez  inlroducidos  de  buena  fe,  extraerlos  de  nuevo  y 
llevarlos  á  cualquiera  otra  nación  y  al  enemigo  mismo.  ¿  Pero 
qué  línea  puede  trazarse  en  la  práctica  entre  la  im{)ortancia  de 
buena  fe,  y  la  que  solo  es  paliativa,  y  por  tanto  Iraudulenta  ? 
Esta  cuestión  se  ventiló  detenidamente  en  el  tribunal  de  los 
Lores  Comisorios ác\  Almirantazg-o  británico;  y  se  decidió  que 
el  hacer  escala  en  un  puerto  cualiiuiera  no  muda  la  proceden- 
cia de  la  nave,  aunque  por  los  pai)eles  de  navegación  ó  por 
•otros  medios  se  dé  color  de  viajes  distintos  á  los  varios  trámi- 
tes de  una  misma  expedición  mercantil,  y  aunque  se  desem- 
barquen realmente  los  efectos  para  figurarla  terminada.  La 
regla  general  adoptada  por  aquel  Almirantazgo  es,  que  el 
desembarco  de  los  efectos  y  pago  de  los  derechos  de  entrada 
en  el  pais  neutral,  rompe  la  continuidad  del  viaje  y  constituye 
una  verdadera  importación,  que  legaliza  las  o})eraciones  sub- 
siguientes, aunque  los  efectos  vuelvan  á  embarcarse  en  el 
mismo  buque,  y  por  cuenta  de  los  mismos  propietarios  neu- 
trales, con  destino  á  metrópoli  ó  colonia  enemiga. 

No  se  sigue  esta  regla,  cuando  se  descubre  que  la  importa- 
ción ha  sido  aparente.  «  La  verdad  (según  la  doctrina  de  aquel 
juzgado)  puede  no  discernirse  siempre,  pero  si  aparece  clara- 
mente, debe  sentenciarse  con  arreglo  á  ella  y  no  al  carácter 
ficticio  de  los  hechos.  »  Desitues  de  todo,  no  puede  estable- 
cerse un  criterio  definido  y  preciso  para  juzgar  de  la  conti- 
nuidad y  consiguiente  ilegitimidad  de?  viaje,  y  siempre  es  ne- 
cesario tomar  en  consideración  las  circunstancias  del  caso  (1). 

El  castigo  que  se  impone  á  los  neutrales  que  hacen  un 
comercio  colonial  ó  de  otra  especie,  que  no  puedan  hacer,  por- 
(jue  les  ora  vedado  antes  de  la  guerra,  es  la  confiscación.  Por 
algún  tiempo  hnbia  sido  coslumbre  absolver  la  nave,  y  con- 
fiscar solamente  la  carga ;  i)ero  en  estos  últimos  tiempos  se 
ha  vuelto  al  rigor  del  principio  antiguo,  condenando  una  y 
otra;  lo  ((ue  (según  se  ha  dicho  hablando  del  comercio  de 
cabotaje)  debo  tal  vez  mirarse  como  un  efecto  pasajero  del 
sistema  extraordinario  de  guerra  de  (jue  se  hizo  mención  en 
el  i)recedente  ai'lículo. 

He  expuesto  la  doctrina  do  los  tribunales  y  publicistas  in- 

(IjCasodol  \'iUiam,  Rob.  V,  3S7. 
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^leses  ii).  Kii  la  caria  do  ruíYciidorf  á  líi'üiiiiiyio,  publicada 
on  1701,  se  dice  que  los  holandeses  é  ingleses  perniilian  á  los 
neutrales  el  comercio  que  estaban  acostumbrados  á  hacer  en 
tiempo  de  paz,  pero  no  les  tolerarian  (jue  se  aprovechasen  de 
la  guerra  para  aumentarlo  en  jierjuicio  de  sus  respectivas  na- 
ciones. Parece  que  en  tiempo  de  Garlos  II  era  ya  reconocida 
esta  regla  por  la  Inglaterra  y  la  Holanda,  que  conminaban  con 
Ja  pena  de  confiscación  á  los  buques  neutrales  que  la  infrin- 
gian.  Los  holandeses  alegaban  entonces  á  favor  de  ella  los 
principios  generales  de  la  razón  y  la  práctica  de  los  pueblos ; 
y  se  añade  que  ea  la  guerra  de  17 íl  fué  sostenida  por  los  tri- 
bunales ingleses  la  prohibición  del  comercio  de  cabotaje, 
como  fundada  en  el  Derecho  conuui  de  gentes.  Según  Valin, 
la  Ordenanza  francesa  de  170i  envuelve  el  mismo  principio. 
-Pero  en  la  guerra  de  1756  fué  cuando  la  regla  de  que  se  trata 
excitó  la  atención  general.  Mr.  Jeukinson  en  su  «  Discurso 
acerca  de  la  conducta  de  la  Gran  Bretaña  respecto  de  las  na- 
ciones neutrales,  »  publicado  en  1757,  condenó  como  ilegal  é 
injusta  la  ingerencia  de  los  neutrales  en  una  especie  de  co- 
mercio tpie  no  les  era  permitido  en  la  })az,  y  ({uo  solo  se  les 
franqueaba  durante  la  guerra  para  hacer  inútil  é  ilusoria  la 
€Ui)r*r¡oridad  que  el  enemigo  liabia  sabido  labrarse,  llubner 
mismo,  que  en  el  tratado  que  dio  á  luz  en  1759  procuró  en- 
sanchar cuanto  pudo  las  franquezas  de  los  neutrales,  coníiesa 
que  la  legitimidad  de  este  comercio  es  dudosa. 

Por  otra  parte  los  Estados  Unidos  han  reclamado  constante 
y  vigorosamente  contra  la  legalidad  de  la  regla,  en  la  exten- 
sión (pie  la  ílran  Hreíaña  ha  (juerido  darle,  alegando  que  se 
trataba  de  introducir  una  novedad  subversiva  de  ijrincipios 
que  se  habian  mirado  siempre  como  sagrados  entre  las  na- 
ciones :  que  los  neutrales  podían  hacer  cualquiera  espcjcie  de 
comercio  con  los  beligerantes,  menos  con  artículos  (h;  contra- 
Ijariílo  ó  con  los  I)U(M'I(»s  blo(pj(;ad()S,  sin  embargo  (h;  (lue  no 
se  les  hubiese;  pei'initído  ;'mles  de  la  guerr¿i ;  (jue  era  b'cito  á 
las  naciones  amigas  recibii-  una  de  otra  cualesípiicra  favores 
Cíjmerciales,  y  nada  leuian  que  vím*  ani  Ins  motivos  de  la  con- 
ce.sion,  cualcsípiiera  que  fuesen  ;  y  que  solo  aqu(dlas  especies 

(I;  Lo  que  sigue  se  lia  srirado  '!«•  los  Coirientaiios  do  Kfiil,  p.  I,  WcA.  i. 
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de  comercio  que  tenían  una  conexión  inmediata  con  la  í^ueiTa^ 
violaijan  la  neutralidad.  «  Asi  que,  la  regla  de  1756  (dice  Kent) 
puede  considerarse  todavia  como  controvertible  y  dudosa.  El 
juez  mayor  de  los  Estados  Unidos  en  el  caso  del  Commerceiiy 
se  abstuvo  de  expresar  juicio  alguno  sobre  su  legitimidad.  Es 
muy  posible  que  si  los  Estados  Unidos  llegan  al  alto  grado  de 
poder  é  iníluencia  marítima  á  que  sus  circunstancias  locales  y 
su  rápido  incremento  parecen  llevarlos,  d(^  manera  que  un 
enemigo  suyo  se  viese  oblig-ado  á  franquear  su  comercio  do- 
méstico á  las  naciones  neutrales,  diésemos  mas  importancia  á 
los  derechos  de  los  beligerantes,  é  hiciesen  mas  impresión  en 
nosotros  los  argumentos  de  los  publicistas  extranjeros  á  favor 
de  la  justicia  de  la  regla.  » 

9. 

Entre  las  cargas  á  que  está  sujeto  el  comercio  neutral  se 
cuenta  el  embargo  forzado  de  sus  bu  pies  para  las  expedicio— 
nes  de  guerra  :  sobre  lo  cual  solo  tongo  que  remitirme  á  lo 
dicho  en  la  primera  parte  de  estas  lecciones  (1). 

10. 

Asimismo  están  sujetos  los  neutrales  al  gravamen  de  la  vi- 
sita y  registro  de  sus  buques  en  alta  mar  por  los  buipies  ar- 
mados de  los  beligerantes. 

Los  deberes  de  un  neiitral  para  con  un  beligerante  existi- 
rían en  vano,  si  este  no  se  halhise  revestido  de  la  facultad  de 
visitar  y  registrar  las  naves  de  aijuel.  ¿Cómo,  por  ejemplo, 
seria  posil)le  averiguar  si  una  de  ellas  lleva  ó  no  artículos  de 
contrabando,  si  esta  facultad  no  existiese?  Los  neutrales  han 
hecho  re|)etidos  esfuerzos  ])ara  limitarlo,  principalment  '  por 
medio  de  la  liga  que  con  el  título  de  neutraliilad  armada  so- 
formó  en  1780  bajo  los  auspicios  de  la  P^mj)eratri/.  de  Husia. 
Pretendióse  (jue  si  una  ó  mas  naves  neutrales  eran  convoya- 
das por  un  buque  de  guerra  dt'l  Estado,  y  el  comandanti^  de 
este  buque  aseguraba  que  á  bordo  de  aquella  nave  ó  naves  na 

(l)C:ip.   VI.  a»-.  G. 
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había  ning:iin  artículo  prohibido,  el  beliiíoraiile  de])ia  coiiten- 
tarse  con  esta  declaración,  y  no  le  era  lícito  proceder  á  la  vi- 
sita. La  (Irán  Bretaña  no  quiso  entonces  insistir  rigurosamente 
en  la  regla  absoluta,  })ero  no  la  abandonó.  Otras  tentativas, 
hechas  en  épocas  posteriores  por  los  neutrales,  han  quedado 
sin  electo,  y  el  derecho  de  visita  subsiste  en  el  día  teórica  y 
prácticamente,  sin  otras  limitaciones  que  las  establecidas  por 
tratados  especiales. 

La  doctrina  relativa  á  la  visita  de  los  buques  neutrales  fué 
expuesta  con  bastante  claridad  por  Sir  W.  Scott  en  el  juicio 
de  la  Mi}!iii.  Redújola  á  tres  proposiciones.  Primera  :  «  Que 
el  visitar  y  examinar  los  buques  mercantes  en  alta  mar,  sean 
cuales  fueren  los  buques,  cargas  y  destinos,  es  un  derecho  in- 
controvertible de  los  beligerantes ;  porque  mientras  no  se  vi- 
siten y  examinen  los  buques,  es  imposible  saber  si  son  verda- 
deramente neutrales,  y  cuál  es  su  carga  y  destino.  »  Segun- 
da :  a  One  el  empleo  de  la  fuerza  por  parte  de  las  naciones 
neutrales  contra  el  ejercicio  de  este  derecho,  no  lo  altera  ni 
menoscaba.  »  «  Dos  soberanos,  continuó ,  pueden  estipular 
entre  sí,  como  recientemente  lo  han  hecho  algunos,  que  la 
presencia  de  sus  buques  de  guerra  significará. mutuamente  la 
neutralidad  de  las  naves  mercantes  escoltadas  por  ellos  y  la 
legitimidad  de  sus  destinos  y  cargas  ;  y  si  los  soberanos  con- 
tratantes se  ffvienen  á  aceptar  el  uno  del  otro  esta  prenda  ú 
otra  cualquiera,  no  tienen  las  demás  potencias  que  ver  en 
eso,  ni  se  les  da  el  menor  motivo  de  queja.  Pero  ningún  sobe- 
mno  puedp  legalmente  exigir  (jue  se  admita  semejante  segu- 
ridad, no  mcdiamlo  pacto  expreso,  porque  el  Derecho  común 
no  reconoce  otra  que  la  visita  y  registro  ejecutados  por  los 
beligerantes.  »  La  tercera  proposición  es  :  «  Que  la  })ena  im- 
puesta por  el  Derecho  de  gentes  á  los  contraventores  es  la 
confiscncion  de  las  propiedades  (pie  se  intenta  sustraer  al  exa- 
men. »  «  Hí-mitiéndome,  añ;idió  el  juez,  al  dictamen  de  la  recta 
razón,  á  la  expresa  autoridad  de  Vattcl,  á  nuestras  institucio- 
nes y  ;i  las  de  otras  grandes  potencias  marítimas,  sostengo 
ron  lo  la  coníian/.a  que  f)or  el  Derecho  de  gentes,  según  se  en- 
tiende en  el  dia,  la  pena  del  neutral  (jue  opone  una  deliberada 
y  continuada  resistencia  á  la  visita,  es  la  conllscacion  (1).  » 

II)  fíob.  /{ep.,  I,  340. 
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La  visita  se  hace  de  este  modo.  Un  buque  intima  á  otro  por 
medio  de  un  cañonazo  ó  de  la  bocina,  que  se  detenga  y  se- 
aceri[ue  hasta  que  el  primero  le  envíe  un  bote  para  examinar 
sus  papeles  y  carga.  Habit-ndose  hecho  práctica  universal  la 
de  navegar  con  diferentes  pabellones  para  disimular  la  nacio- 
nalidad de  la  nave,  con  la  mira  de  inspirar  una  fulsa  seguri- 
dad á  los  enemigos  ó  evitar  sus  ataques,  resulta  que  nadie 
tiene  confianza  en  la  bandera  del  que  le  llama,  el  cual  puede 
ser,  no  solo  un  beligerante  legítimo,  sino  un  pirata,  que  para 
mejor  ejecutar  su  pérfido  intento,  enarbola  un  pabellón  amigo. 
Para  ocurrir  á  este  inconveniente  se  introdujo  la  coslundjre 
de  aíianzar  el  pabellón  tirando  un  cañonazo  sin  bala,  por  me-' 
dio  del  cual  el  comandante  del  buque  armado  asegura  ¿il  otro 
que  su  divisa  es  sincera  y  leal.  Pero  como  es  fácil  que  un  pi- 
rata haga  otro  tanto,  y  como  las  potencias  beligerantes  no  han 
olisorvado  escrupulosamente  esta  costumbre,  y  aun  algunas 
no  la  reconocen,  el  derecho  convencional  de  la  Europa  ha  esta- 
blecido que  después  del  cañonazo  no  debe  el  buque  armado 
abordar  al  neutral,  sino  permanecer  en  ñicha  á  la  distancia  de 
un  tiro  ó  medio  tiro  de  canon,  y  echar  al  agua  su  bote  con  un 
oficial  para  que  vaya  á  visitarlo.  La  visita  debe  hacerse  con  la 
menor  incomodidad  y  violencia  posible  (i). 

Hé  aquí  algunas  reglas  relativas  al  ejercicio  de  este  dere- 
cho según  la  práctica  del  Almirantazgo  británico  :  1'  Kl  dere- 
cho de  visita  no  se  extiende  á  los  buques  de  guerra,  cuya  in- 
munidad del  ejercicio  de  toda  especie  de  jurisiUccion,  excepto 
la  del  soberano  á  quien  pertenecen,  ha  sido  universalinente 
reconocida,  reclamada  y  consentida.  Los  actos  atentatorios 
contra  esta  inmunidad  se  han  resistido  y  reprobado  constan- 
temente. La  doctrina  contraria  no  tiene  á  su  favor  la  opinión 
de  ningún  ])ubl¡cisla,  ni  se  la  ha  dado  lugar  en  tratado  algu- 
no. 2'  La  visita  y  registro  debe  hacerse  con  el  debido  cuidado 
y  consideración  á  la  seguridad  del  buque  y  á  los  dereclios  de 
los  interesados  en  él.  Si  el  neutral  ha  obrado  do  buena  fe  y  la 
investigación  se  ha  llevado  mas  allá  de  sus  justos  lí miles,  el 
corsario  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  (pie  cause. 
3"  Siempre  que  hay  luij;ar  á  la  jiena,  recae  jiuitamenle  sobro 

(1)  Azuni,   Dcr.  Marit.,  p.  11,  c.   3,  art.    1. 
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la  nave  y  la  carjia.  í*  La  disposición  á  la  resistencia,  no  ha- 
biéndose llevado  á  electo,  no  induce  la  pena.  5"  Si  el  neutral 
no  tiene  suficiente  fundamento  para  creer  que  hay  guerra,  la 
resistencia,  por  directa  que  sea,  no  da  lugar  á  la  pena,  porque 
si  no  existe  la  guerra,  no  existe  el  carácter  neutral,  ni  las 
obligaciones  inherentes  á  él.  C«  El  escape  intentado  antes  de 
la  actual  tenencia  de  la  nave  por  el  beligerante,  no  induce  la 
pena.  7'  Si  se  detiene  á  una  nave  neutral  y  el  ])eligerante  la 
deja  á  cargo  de  su  jiati-on  ó  capitán,  sin  que  este  se  compro- 
meta expresamente  á  llevarla  á  un  puerto  del  beligerante  para 
su  adjudicación,  el  escape  del  neutral  no  es  una  resistencia 
ilegitima.  8»  El  recobro  efectuado  por  la  tripulación  después 
que  el  beligerante  se  halla  en  tenencia  de  la  nave,  es  un  acto 
de  resistencia  que  da  lugar  á  la  pena.  9=»  La  resistencia  de  la 
nave  convoyante  se  mira  como  resistencia  de  todo  el  convoy, 
que  por  consiguiente  queda  sujeto  á  la  pena. 

11. 

Se  exige  en  fin  á  los  neutrales  que  vayan  provistos  de  los 
documentos  necesarios  para  proJjar  la  nacionalidad ,  proce- 
dencia y  destino  del  buque,  y  de  las  mercaderías  que  lleva  á 
su  bordo. 

El  i>rimero  de  estos  documentos  os  el  pnsnporto.  Se  llama 
así  en  términos  de  Derecho  marítimo  el  permiso  de  un  sobe- 
rano neutral,  que  autoriza  al  capitán  ó  patrón  del  buque  para 
naveg-ar  en  él.  Deben  por  consiguiente  expresarse  en  este  do- 
cumento el  nombre  y  domicilio  nacional  del  capitán,  y  el  nom- 
bre y  designación  del  buque.  Se  puede  ademas  indicar,  si  se 
(pnere,  el  destino  del  buque  y  su  carga  ;  pero  estas  y  otras 
circunstancias  no  son  de  la  esencia  del  pasaporte. 

Este  documento  es  absolutamente  indispensable  para  la 
seguridad  de  toda  nave  neutral.  Según  los  reglamentos  de  va- 
rias naciones,  no  sirve  sino  para  un  solo  viaje,  el  cual  se  en- 
tiende terminar  por  el  retorno  di?  la  nav(;  al  puerto  de  su  pro- 
cedencia. Se  puede  dar  por  tiempo  determinado  ó  sin  limitación 
de  t¡em¡)0.  Es  nulo,  si  á  la  fecha  en  qu(;. suena  expedido,  no  so 
hallaba  la  nave  en  ci  (cniír.nr)  de  l;i  potencia  que  lo  concedió, 
ó  81  ha  heclio  arribadas  ó  escalas  que  no  se  mencionan   en  él, 
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á  menos  (|ue  se  pruebe  por  otros  documentos  auténticos  que 
la  nave  se  vio  forzada  á  hacerlas.  Finalmente,  cuando  la  nave 
ha  mudado  de  nombre,  es  necesario  probar  su  identidad,  con 
escrituí  as  certificadas  por  las  autoridades  del  puerto  de  donde 
procede  (1). 

2.  Letras  de  mar.  Especifican  la  naturaleza  y  cantidad  de  la 
carga,  su  procedencia  y  destino.  Este  documento  no  es  nece- 
sario, cuando  el  pasaporte  hace  sus  veces. 

3.  Los  títulos  de  propiedad  del  buque.  Estos  sirven  para 
manifestar  que  el  bu(jue  pertenece  verdaderamente  á  un  sub- 
dito de  un  Estado  neutral.  Si  aparece  construido  en  país  ene- 
migo, se  necesitan  pruebas  auténticas  de  haberlo  comprado  el 
neutral  antes  de  declararse  la  guerra,  ó  de  haberse  apresado 
y  condenado  legalmente  en  el  curso  de  ella  ;  y  en  este  último 
caso  debe  acreditarse  del  mismo  modo  la  venta.  Los  que  na- 
vegan sin  estos  documentos  se  exponen  á  ser  detenidos  y  á 
que  se  les  dispute  el  carácter  neutral. 

4.  Kl  rol  de  la  tripulación.  Contiene  el  nombre,  edad,  pro- 
fesión, naturaleza  y  domicilio  de  los  oficiales  y  gente  de  mar. 
Es  utilisimo  para  probar  la  neutralidad  de  la  nave.  Seria  cir- 
cunstancia sospechosa  que  la  tripulación  se  compusiese  prin- 
cipalmente de  extranjeros,  y  sobre  todo,  enemigos.  Por  los 
reglamentos  de  algunas  naciones,  se  declaran  buena  presa  las 
naves  en  que  el  sobrecargo  ú  oficial  mayor  es  enemigo,  ó  en 
que  mas  de  los  dos  tercios  de  la  tripulación  tienen  este  carác- 
ter, ó  cuyo  rol  no  está  legalizado  por  los  oficiales  públicos  del 
puerto  neutral  de  donde  ha  salido  la  nave,  á  menos  de  pro- 
barse (]uc  ha  si(lo  necesario  tomar  oficiales  ó  marineros  ene- 
migos para  reemplazar  los  muertos  {"1). 

Algunos  Estados  no  usan  otro  rol  (jue  un  certificado  (pie 
expresa  el  número  de  la  oficialidad  y  tripulación,  y  notifica 
que  la  mayor  parte  de  ellos  se  compone  de  subditos  de  poten- 
cias neutrales. 

5.  ('.arta-partida  ó  contrata  de  tlctaincntu  del  bu([ue.  Es  de 
la  mayor  importancia  })ara  calificar  su  neutralidad. 

().  Patente  de  navegación.  Es  un  documento  expedido  por  el 


(1)  Ordenanza  ¡roucesn  de  26  (i(?  julio    dr   I77S,  ele. 

(2)  0''di'nanza  francesa  citdda. 
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soberano  ó  jefe  del  Estado,  autorizandi)  á  im  buque  })ai'a  na- 
veg:ar  bajo  su  bandera  y  gozar  de  las  preferencias  anexas  á  su 
nacionaUdad.  Contiene  el  nombre  y  descripción  del  buque,  y 
el  nombre  y  residencia  del  propietario.  Cuando  se  trasíiere  la 
pro])icdail  á  un  extranjero,  so  devuelve  la  patente  al  gobierno 
que  la  expidió.  No  varia  de  viaje  á  viaje,  y  aunque  \medc  dar 
luz  sobre  el  carácter  del  buque,  no  es  necesaria,  según  el  De- 
recho de  gentes,  para  calificar  su  neutralidad. 

7.  Conocimientos.  Recibos  de  la  carga  otorgados  por  el  ca- 
l'itaii,  con  promesa  de  entregarla  al  consignatario.  De  estos 
suele  haber  muchos  ejemplares :  uno  conserva  el  capitán,  otro 
se  entrega  al  cargador,  y  otro  se  trasmito  al  consignatario. 
Como  son  documentos  privados,  no  producen  el  mismo  grado 
de  fe  que  la  contrata  de  íletamento. 

8.  Facturas.  Listas  de  los  (afectos,  envia-dos  por  los  carga- 
dores á  los  consignatarios  con  expresión  de  sus  precios  y  de- 
mas  costos.  Son  documentos  que  se  adulteran  fácilmente  /  á 
que  se  da  jioco  crédito. 

y.  Diario.  Llevado  con  exactitud,  puede  dar  mucha  luz  so- 
bre el  verdadero  carácter  de  la  nave  y  del  viaje,  y  cuando  se 
falsifica,  es  fácil  descid^rir  la  impostura. 

10.  Certificados  consulares.  Conviene  mucho  á  los  neutrales 
proveerse  de  certificados  de  los  cónsules  de  las  naciones  beli- 
gerantes, si  los  luiy  en  los  puertos  de  donde  navegan. 

£1  echarse  de  menos  los  papeles  que  se  han  señalado  como 
mas  importantes,  suministraria  vehementes  presunciones  con- 
tra la  neutralidad  de  la  nave  ó  la  carga ;  pero  ninguno  de 
ellos,  según  la  práctica  de  los  juzgados  británicos  y  america- 
nos, es  en  tanto  grado  indis[)ensablo,  (jue  su  falta  se  mire. 
como  una  prueba  conclusiva  que  acarree  necesanani(>níe  la 
condenación  de  la  propiedad,  cuyo  carácter  se  disputa.  Si 
aliijuid  ex  soIewniJjus  de/iciat,  cum  ¿erfuiías  poscií,  suhvrnien- 
duin  est.  Kl  ocultamionto  de  papóles  de  mar  autoriza  la  dcrnten- 
cíoíi  de  la  nave,  y  aunque  no  bastarla  para  que  se  condenase 
sin  mas  averiguación,  cerraria  la  ])Uorta  á  todo  re<'lamo  de  i>er- 
juicios.  El  ecluir  los  papeles  al  agua,  el  destj-uirlos  ó  liacíjrlos 
ilegibles  son  circunstancias  en  extremo  agravantes  y  i)oi  iiioio- 
sas.  I*ür  las  Ordenanzas  de  Francia,  todo  buque,  sea  cual  luere 
su  nación,  en  que  se  probasr;  (pie  se  han  arrojarlo  papcíles  al 
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agua,  ó  se  han  destruido  ú  ocullado  de  cualquier  otro  modo, 
se  declara  buena  presa  junto  con  su  cargtí,  sin  que  sea  nece- 
sario examinar  qué  papeles  eran  los  arrojados,  quién  los  echó 
al  agua,  ó  si  han  quedado  á  bordo  los  suíicientes  para  justiíi- 
car  que  la  nave  ó  su  carga  pertenecen  á  neutrales  ó  aliados. 
Pero  la  práctica  de  la  Inglaterra  y  de  los  Estados  Unidos,  me- 
nos rígida  en  este  punto,  no  desecha  las  explicaciones  que  pue- 
dan ofrecerse,  ni  dispensa  ordinariamente  de  la  concurrencia 
de  otras  pruebas  para  la  confiscación  de  1 1  presa. 


CAPITULO  IX. 

DE  LAS   C0NVENCI0:NES  RELA.TIVAS  AL  ESTADO  DE  GUERRA. 

1.  Alianzas.  —  2.  Treguas.  —  3.  Capitulaciones.  —  4.' Salvoconducto.  — 
5.  Carteles  y  otras  contenciones  relativas  al  canje  y  rescate  de  prisione- 
ros.—  6.  Tratado  de  paz. 

i. 

La  ahanza  (1)  es  de  modos  :  defensiva ^  en  que  solo  nos 
obligamos  á  defender  al  aliado  invadido  ;  y  ofensiva^  en  que 
nos  obligamos  á  hacer  la  guerra  con  él  atacando  á  otra  nación. 
Hay  alianzas  á  un  mismo  tiempo  defensivcis  y  ofensivas,  y  este 
segundo  carácter  comprende  generalmente  el  primero  ;  pero 
las  puramente  defensivas  son  las  mas  frecuentes,  así  como  las 
mas  naturales  y  legítimas. 

La  alianza  es  también  indeterminada  „  cuando  ofrecemos 
ayuda  á  nuestro  aliado  contra  cual((uiera  potencia,  ó  solamente 
excepluamos  una  ú  otra  :  ó  determinada  cuando  el  auxilio  <¡ue 
prometemos  es  contra  una  i)Otencia  en  particular. 

Hay  alianza  intima,  en  que  los  aliados  hacen  causa  común 
y  empeñan  todas  sus  fuerzas  :  esta,  esi)ecialmento  si  es  ofen- 
siva, constituye  una  verdadera  sociedad  de  guerra.  Hay  otras 
en  que  el  aliado  no  toma  una  parte  directa  en  las  operaciones 
hostiles,  y  solo  está  comprometido  á  dar  cierto  auxilio  de  tro- 
pas, naves  ó  dinero. 

(1)   Se  ha  seguido  a  Vattel,  1.  III,  cli.  6. 
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Estiis  (ropas  ó  luivos  so  llaiiiau  niixJIiíircs,  y  no  puede  ha- 
cerse de  ellas  otro  uso  (jue  el  poriuitido  por  el  soberano  que 
las  presta.  Si  se  dan  pura  y  simplemente,  podemos  emplear- 
las en  cualquiera  especie  de  sei  vicio,  pero  no  tendríamos  fa- 
cultad para  IraslVrirlas  como  auxiliares  á  otra  tercera  })otencia. 

Kl  auxilio  en  dinero  se  llama  subsidio,  üase  también  este 
nombre  ¡i  la  pensión  anual  que  un  soberano  paga  á  otro  por 
un  cuerpo  de  tropas  ({ue  este  le  suministra  ó  tiene  á  su  dispo- 
sición. 

Todo  tratado  de  alianza  encierra  la  cláusula  tácita  de  la  jus- 
ticia de  la  guerra.  El  conjunto  de  circunstancias  en  que  lo  con- 
venido se  debe  Uoviu*  ;i  electo,  se  llama  casiis  fücdoris,  sea  que 
estas  circunstancias  se  mencionen  de  un  modo  expreso,  ó  solo 
se  contengan  implícitamente  en  el  tratado.  No  hay,  pues,  ca- 
sus  füC'deris  cuando  la  guerra  es  manifiestamente  injusta.  La 
injusticia  debe  ser  manitiesta,  para  (}ue  podamos  exonerarnos 
honrosamente  de  la  obligación  contraída;  ¡¡orque  de  otro  modo 
no  nos  faltarían  nunca  pretextos  para  eludir  un  tratado  de 
alianza.  Pero  no  es  lo  mismo  cuando  tratamos  de  aliarnos  con 
una  potencia  ({ue  está  ya  en  armas ;  porque  entonces  debemos 
tomar  por  única  guia  de  nuestra  conducta  el  juicio  que  hacemos 
de  la  justicia  n  conveniencia  de  la  g"uerra  en  que  vamos  á  em- 
peñarnos. 

l'na  guerra  justa  en  su  origen  deja  de  serlo  cuando  nues- 
tro aliado  no  se  contenta  con  la  i'oparacion  de  la  ofensa  y  los 
medios  razonables  de  seguridad  futura  que  le  propone  el  ene- 
migo. Debemos  en  tal  caso  retirar  nuestro  auxilio.  Debemos 
por  bi  misma  razón  rehusarlo  .aun  en  una  alianza  defensiva, 
cuando  nuestro  aliado,  por  un  acto  maniíiesto  de  injusticia, 
que  no  se  allana  á  reparar,  ha  i)rovocado  la  invasión  ene- 
migíi. 

Si  nos  ponemos  bajo  la  protección  de  otro  Estado  y  prome- 
temos asistirle  en  sus  guerras,  es  necesario  reservar  nuestras 
alianzas  existentes,  ¡jorque  de  dos  tratados  que  nos  imponen 
obligaciones  contrarias,  tiene  mas  fuerza  el  mas  antiguo.  La 
excepción  á  favor  de  nuestros  ¡)ropios  aliados  cuando  contrae- 
mos una  alianza  general  é  ind(;terni¡ii;ida,  so  limita  sienq)re 
á  los  quf  enlónr-í-s  lo  son  :  á  monos  ípie  se  esli))ule  expresa- 
nicnlc  lí>  cííMlrário,  lo  cual  reb  ijaria  nnicho  el  valor  (hd   tra- 
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tada  y  lo  haria  fácil  de  eludir.  Si  de  tres  potencias  ligadas  por 
un  pacto  de  triple  alianza,  las  dos  llegan  á  romper  entre  si  y 
hacerse  la  guerra,  á  ninguna  de  ellas  se  debe  auxilio  en  virtud 
de  tal  pacto. 

Rehusar  á  nuestro  aliado  en  una  guerra  justa  el  auxilio 
que  le  hemos  prometido,  es  hacerle  injuria.  Deljemospor  con- 
siguiente reparar  los  daños  que  nuestra  infidelidad  le  causase. 

La  alianza  con  uno  de  los  beligerantes  nos  hace  enemigos 
del  otro.  Pero  si  no  empeñamos  en  la  alianza  todas  ó  la  mayor 
parte  de  nuestras  fuerzas,  si  no  la  hemos  contratado  cuando 
la  guerra  existia  ya  o  amenazaba,  si  es  indeterminada  y  no 
contra  aquel  enemigo  en  i)articular,  y  en  fin,  si  es  puramente 
defensiva,  Vattel  es  de  sentir  que  no  rompemos  la  neutrali- 
dad, ciñéndonos  estrictamente  á  prestrir  el  auxiUo  ofrecido. 
Sobre  esté  punto,  en  que  no  están  acordes  las  opiniones  de 
los  publicistas,  he  expuesto  ya  lo  que  me  parece  mas  confor- 
me á  razón  (1). 


La  guerra  (2)  seria  demasiado  cruel  y  funesta,  y  su  termi- 
nación imposible,  si  se  rompiese  toda  comunicación  con  el  ene- 
migo. Las  circunstancias  obligan  á  veces  al  uno  de  los  belige- 
rantes á  tratar  y  estipular  con  el  otro,  y  ya  hemos  visto  la 
obligación  en  que  se  hallan  de  guardar  fe  en  sus  coiilr.ilos. 
Consideramos  ahora  algunos  de  ellos  en  particular. 

Se  pacta  algunas  veces  suspender  las  hostilidades  })or  cierto 
tiempo.  La  interrupción  de  la  guerra  que  se  limita  <i  las  inme- 
diaciones de  una  ciudad  o  campo,  y  á  un  breve  espacio  de 
tiempo,  como  las  que  se  hacen  i)ara  entenar  los  nmerlos  des- 
pués de  un  asalto  ó  combate,  ó  para  una  conferencia  iMitre  los 
jefes,  se  llama  {innislicio  ó  snsj)ejisi()n  de  armns.  Si  es  por  un 
tiemi)0  considerable,  y  sobre  todo  si  es  giMieral,  si»  llama  //v- 
gua.  Pero  muchos  usan  estas  dtMiominaciones  indistintamente. 

La  tregua  ó  armisticio  no  suspende  el  estado  de  guerra, 
sino  solo  sus  efectos.  Es  ó  general,  que  suspende  totalmente 

(1)  l>.  II.  c.  7,  íul.  2. 

(2)  Ka  que  sifrue  es  iloclrina  de  Vallol,  1.  111,  ch.  Uí,  g  233  y  s'g.,  y  de 
los  Elementos  de  Whealon,  \*.  IV,  c.  2.   j¿  18  y  sig. 
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las  hostilidailes ;  ó  particular,  que  solo  se  verifica  en  determi- 
nado paraje,  v.  g.  entre  una  plaza  y  el  ejército  sitiador;  ó  con 
respecto  ñ  cierta  especie  de  hostilidades,  ó  con  respecto  á 
ciertas  personas.  Una  trcií'ua  general  y  por  muchos  aííos  no 
-se  diferencia  de  la  paz  sino  en  cuanto  deja  indecisa  la  cuestión 
que  ha  dado  motivo  á  la  iiuerra.  Si  la  tregua  es  general,  solo 
puede  estijíularse  por  el  soberano  ó  con  especial  autorización 
suya.  Lo  mismo  se  aplica  aim  á  las  treguas  particulares  de 
largo  liemi»o,  que  un  general  no  puede  ajnstar  sino  reservando 
la  ratificación.  Para  las  treguas  particulares  de  corto  término 
se  hallan  naturalmente  autorizados  los  jefes.  El  soberano  queda 
igualmente  obligado  á  la  puntual  observancia  de  todas  ellas 
(siempre  que  hayan  sido  estipuladas  por  autoridad  competente) 
y  se  hacen  obligatorias  á  sus  subditos  á  medida  que  llegan  á  su 
noticia.  Débense,  pues,  publicar,  y  para  e^itar  disputas  se 
-acostumbra  en  ellas,  como  en  los  tratados  de  paz,  fijar  térmi- 
nos diferentes,  según  la  situación  y  distancia  de  los  lugares, 
para  la  suspensión  de  las  hostilidades.  Cuando  asi  se  hace,  es 
necesario  indemnizar  de  todo  perjuicio  que  resulte  al  enemigo 
de  la  infracción  de  la  tregua  después  del  momento  en  que  de- 
bió empezar  á  obserx'arse.  Pero  si  no  se  ha  hecho  mas  que 
j)ublicarla  sin  fijar  ese  momento,  no  nos  corre  la  obligación  de 
reparar  los  danos  ocasionados  por  las  hostihdades  que  ejecu- 
tamos antes  de  sal>er  que  hay  tregua,  sino  meramente  la  de 
restituir  los  efectos  apresados  que  se  hallen  en  ser  (1).  Cuando 
por  culpa  de  las  autoridades  que  debieron  publicar  la  tregua 
se  ignorase  su  existencia,  habria  derecho  para  exigir  una  in- 
dcmnizarion  completa. 

Si  un  partirular  contraviene  á  la  tregua,  sabiéndola,  no  solo 
debe  ser  comiiolido  á  la  reparación  de  los  daños  hechos,  sino 
castigado  .severamente.  Si  el  soberano  se  negase  á  ello,  liai  ia 
suya  la  culpa,  y  violarla  la  tregua. 

La  violar-ion  de  la  tregua  por  uno  de  los  contratantes  auto- 
riza al  otro  para  renovar  las  hostilidades,  si  no  es  (jue  ha^-a 
estipulado  ípio  el  infractor  se  sujete  á  una  j)ena  :  en  cuyo  ca.so 
si  «e  allana  ú  sufrirla,  subsiste  la  tregua,  y  el  ofendido  no  tiene 
derecho  á  mas. 

(I)  Véwe  la  nota  <1.'  I»  pápna  ao:i  de  esi»;  caiiílnlo. 
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En  los  convenios  de  tregua  es  necesario  determinar  el  tiempo 
con  la  mayor  precisión,  señalando  no  solo  el  dia,  sino  hasta  la 
hora  de  su  principio  y  terminación.  Si  se  dice  de  tal  (lia  á  tal 
dia^  es  importante  añadir  inclusiva  6  exclusivamente^  para  qui- 
tar todo  motivo  de  disputa.  Cuando  se  habla  de  dias,  se  debe 
entender  el  natural,  que  comienza  y  acaba  al  levantarse  el  sol. 
Si  no  se  ha  fijado  el  principio  de  la  suspensión  de  armas,  se 
presume  que  empieza  en  el  momento  de  publicarse.  En  todo  caso 
de  duda  acerca  de  su  principio  ó  su  fin,  debe  interpretarse  el 
convenio  en  el  sentido  mas  favorable,  que  es  el  ([ue  evita  la 
efusión  de  sanare,  prolongando  la  tregua. 

El  efecto  de  toda  la  tregua  es  la  sus[»ension  de  las  hostilida- 
des. Podemos  por  consiguiente  hacer  en  ella,  y  en  los  luga- 
res de  que  souios  dueños,  ó  dentro  de  los  límites  prescritos 
por  la  convención,  todo  lo  que  es  licito  durante  la  paz  :  levan- 
tar tropas,  hacerlas  marchar  de  un  punto  á  otro,  llamar  auxi- 
liares, reparar  fortificaciones,  etc.  Pero  no  es  licita,  durante 
una  tregua,  nini^una  de  ai(uellas  operaciones  (jue  perjudican 
al  enemigo  y  que  no  hubieran  podido  emprenderse  sin  peligro 
en  medio  de  las  hostilidades ;  v.  gr.  facilitar  el  ataque  ó  de- 
fensa de  una  plaza  sitiada,  continuando  aquellos  trabajos 
exteriores,  en  que,  si  no  fuese  por  la  tregua,  tendríamos  que 
exponernos  al  fuego  de  nuestro  enemigo. 

Si  el  objeto  de  la  tregua  es  reglar  los  términos  de  una  ca- 
pitulación, ó  aguardar  órdenes  de  los  soberanos  respectivos, 
el  sitiado  no  debe  aprovecharse  de  ella  para  recibir  socorro  ó 
municiones  en  la  plaza,  pues  el  espíritu  de  semejante  pncto  es 
que  las  cosas  subsistan  en  el  mismo  estado  en  todo  aquello 
que  hubiera  podido  impedirse  })0r  la  fuerza  contraria.  En  una 
suspensión  de  armas  i)a!';i  enterrar  los  muertos  después  de  un 
ala({ue,  nos  seria  permitido  recibir  socorro  por  un  paraje  dis- 
tante de  aquel  en  que  están  los  cadáveres,  ó  mejorar  la  posi- 
ción de  nuestras  fuerzas  haciendo  mover  la  retaguardia,  por- 
que los  efectos  de  una  convención  de  esta  especie  se  limitan 
y  circunscriben  á  su  objeto.  No  se  prohibe,  pues,  valemos  de 
este  medio  para  adormecer  la  \'igilanc¡a  del  enemigo.  Pero 
no  tendríamos  derecho  para  desfilar  inpnnemente  á  su  vista. 
Y  si  la  tregua  no  tiene  un  objeto  particular  y  limilailo,  seria 
siempre  un  acto  de  mala  fe,  ó  por  mejor  decir,  una  inlVaccion 
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de  la  trejiua,  airoveoharnos  do  ella  para  avanzar  en  país  ene- 
mi«íO  ú  oeupar  un  i)uesto  importante.  Por  jjunto  general,  en 
los  lu¿:ares  eiiya  posesión  se  disputa,  y  que  se  hallan  eompren- 
didos  en  la  treiiua,  debemos  dejar  las  cosas  como  están,  y 
al>stenernos  de  toda  empresa  que  pudiese  perjudicar  al  ene- 
migo . 

Si  una  })laza  ó  provincia  es  abandonada  verdaderamente  por 
el  enemigo,  su  ocupación  no  quebranta  la  tregua.  Kl  dar  asilo 
á  sus  desertores  tampoco  la  infringe.  Pero  mientras  ella  dura, 
no  es  licito  aceptar  la  sumisión  de  las  plazas  ó  provincias  que, 
estando  comprendidas  en  la  tregua,  se  entregan  espontánea- 
mente á  nosotros,  y  mucho  menos  instigarlas  á  la  defección  ó 
tentar  la  lidelidad  de  los  habitantes. 

El  derecho  de  postliminio,  como  propio  que  es  de  la  guerra, 
se  suspende  por  la  tregua. 

Puede  prohibirse  en  ella,  ó  sujetarse  á  cualesquiera  restric- 
ciones, la  comunicación  con  el  enemigo.  Los  que  han  venido 
durante  la  tregua  al  país  ({ue  ocupan  nuestras  armas,  pudieran 
á  su  espiración  ser  detenidos  como  prisioneros,  aun  cuando 
una  enfermedad  ú  otro  obstáculo  insuperable  les  hubiese  im- 
pedido volverse ;  pero  es  mas  generoso  y  humano  darles  un 
plazo  en  que  les  sea  posible  hacerlo. 

Espiranílo  el  término  del  armisticio,  se  renuevan  las  hoslili- 
dades  sin  necesidad  de  declaración.  Pero  si  no  se  ha  lijado 
término,  es  necesario  denunciarlos.  Lo  mismo  se  acostumbra 
generalmente  después  de  una  larga  tregua,  })ara  dar  al  ene- 
migo la  oportunidad  de  precaver  las  calamidades  de  la  guerra, 
prestándose  á  la  satisfacción  que  pedimos. 

.S. 

Otra  especie  (1)  de  convención  relativa  á  la  guerra  es  la  ca~ 
piluJncioii  de  un  ejército  ó  plaza  que  se  rinde  á  la  fuerza  ene- 
miga. Para  í|ue  lo  pactado  en  ella  sea  válido,  de  maneía  que 
imponga  á  los  dos  soberaiKJS  la  obligación  de  cumj)lirlo,  se 
requiere  que  los  jefes  contratantes  no  excedan  las  íacultades 
de  que  por  la  naturaleza  d(í  su  maudí»  se  les  debe  suponer  n  - 

(I)  Vallel,  ib.,  {í  2G1  y  sig. 
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vestidos.  Valdrá,  pues,  lo  que  contraten  sóbrelas  cosas  que  les 
están  sujetas  :  sobre  la  posesión  natural,  no  sobre  la  propie- 
dad del  territorio  que  sus  aimas  dominan.  Concertarán  legí- 
timamente los  términos  en  que  ha  de  rendirse  la  plaza  ó  ejér- 
cito, y  han  de  ser  tratados  los  habitantes.  Pero  no  pueden 
disponer  de  fortalezas  ó  provincias  lejanas,  ni  renunciar  ó  ce- 
der ninguno  de  los  derechos  de  su  soberanos  respectivos,  ni 
prometer  la  paz  á  su  nombre.  Si  el  uno  de  los  generales  in- 
siste en  exigir  condiciones  (jue  el  otro  no  cree  tener  facultad 
de  otorgar,  no  les  queda  otro  partido  que  ajustar  una  sus- 
pensión de  armas  para  consultar  al  soberano  y  aguardar  sus 
órdenes. 

Las  capitulaciones  obligan  desde  luego  á  los  subditos  de 
ios  jefes  contratantes,  y  apenas  es  necesario  advertir  que 
cuando  estos  no  han  traspasado  sus  poderes,  deben  ser  reli- 
giosamente observadas. 

Igual  \  alor  y  firmeza  deben  tener  las  convenciones  de  los 
particulares  con  los  jefes  ú  oficiales  del  enemigo  acerca  de 
contribuciones,  rescates,  salvaguardias,  etc.,  siempre  que  las 
promesas  de  los  unos  ó  de  los  otros  no  se  extiendan  á  cosas 
de  que  no  pueden  disponer  legítimamente  (1). 

4. 

El  seguro  (2)  ó  salvoconducto  es  una  especie  de  privilegio 
que  se  da  á  los  enemigos  paia  (jue  puedan  transitar  con  se- 
guridad. Llámase  también  pasaporte,  aunque  esta  palabra  se 
aplica  mejor  al  permiso  de  tránsito  (jue  se  concede  indistin- 
taniento  á  todos  aquellos  que  no  tienen  algún  impedimiento 
particular. 

Se  da  salvoconducto  no  solo  A  las  personas  sino  á  las  pro- 
piedades, eximiéndolas  de  captura  en  alta  mar  ó  en  territorio 
del  Estado  :  ni  solamente  al  enemigo,  sino  á  los  convencidos  ó 
acusados  de  algún  crimen,  para  que  puedan  venir  sin  peligro 
de  que  se  les  castigue  ó  enjuicie. 

Todo  salvoconducto  debe  resi)elarse  como  emanado  del  so- 

(1)  Véase  lo  dicho  sobre   l:is  convenciones  de   las  potestades  subalternas 
en  la  p.ui.  I,  cap.  IX,  art.  4. 

(2)  Vattcl,  I.   111,  ch.  17.  g  '205  y  sig. 
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bernno,  sea  que  este  mií^ino  lo  orlogue,  ó  alguna  de  las  potes- 
tades subalternas  que  tienen  facultad  para  ello  i)or  la  natura- 
leza de  sus  funeiones  ordinarias  ó  por  comisión  especial. 

Las  reglas  siguientes  determinan  las  obligaciones  mutuas 
que  j)roceden  de  la  naturaleza  de  este  contrato :  I-»  El  salvo- 
conducto se  limita  á  las  personas,  electos,  actos,  lugares  y 
tiempos  especificados  en  él.  !2*  Se  entiende  sin  embargo  com- 
prender el  equipaje  de  la  persona  á  quien  se  da  y  la  comitiva 
proporcionada  á  su  clase,  aunque  i)ara  evitar  dificultades  lo 
mejor  es  (pie  especilupien  y  articulen  ambos  puntos  en  el 
mismo  salvoconducto.  3*  El  asegurado  no  tiene  derecho  para 
traer  en  su  comitiva  desterrados,  fugitivos  ú  otras  personas 
sospechosas.  í-"»  Puede  ser  hecho  prisionero,  luego  c{iio  se 
cumple  el  término  del  salvoconducto,  á  menos  tjue  una  fuerza 
mayor  le  haya  detenido  en  el  pais,  en  cuyo  caso  es  justo  darle 
un  plazo  para  su  salida.  5»  El  salvoconducto  no  espira  por  la 
muerte  ('»  deposición  del  que  lo  ha  concedido.  6^  El  soberano 
pu(Mle  revocarlo  aun  antes  de  cumplirse  su  término,  pero  dando 
al  portador  la  libertad  de  retirarse.  7=^  Si  razones  poderosas 
obligan  á  detenerle  contra  su  voluntad  por  algún  tiemi)o  (como 
pudiera  hacerse  con  otro  cualquier  viajero,  para  impedir,  v.  g., 
que  llevase  á  nuestro  enemigo  una  noticia  importante)  se  le 
debe  tratar  bien  y  soltarle  lo  mas  pronto  posible.  8«  Si  el  sal- 
voconducto tiíjiie  la  cláusulay:/or  el  tiempo  de  nuestra  voluntad^ 
puede  ser  revocaílo  á  cada  momento  y  espira  con  la  muerte 
del  (|ue  lo  ha  concedido. 

5. 

Sobre  los  carírdes  6  convenciones  entre  soberanos  ó  los  ge- 
nerales para  el  canje  de  i»risioneros  solo  advertiremos  ({ue  no 
es  lícito  ti-alicar  á  su  sombra  ni  servirse  d(í  ellas  para  urdir 
estratagfmas  hostiles.  Ningún  abuso  es  mas  reprensible  (pie 
el  de  aípiellos  limitados  medios  de  comunica(íion  que  existen 
entre  enemigos  y  son  tan  neresai'ios  para  mitigar  las  calairií- 
dades  de  la  {,'uerni. 

Por  lo  que  toca  alas  convenciones  (¿ue  puedan  hacerse  entre 
particulares  para  el  canje  ó  rescate  de  pri.sioneros,  y  que  en 
el  modo  antifj'uo  de  hacer  la  guerra  ocuiiiaii  mucho  mas  ú  me- 
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nudo  que  en  el  presente,  la  doctrina  de  Vattel  (1}  puede  redu- 
cirse á  estas  reglas  :  1^  El  derecho  que  uno  tiene  para  exigir 
un  rescate,  es  trasferible.  2»  El  contrato  de  rescate  no  puede 
rescindirse  á  pretexto  de  haberse  descuhierto  que  el  prisionero 
es  de  mas  alta  clase  ó  mas  rico  de  lo  (juo  se  habia  creido  al 
prenderlo.  3^  No  están  oljligados  los  herederos  á  pagar  el  pre- 
cio del  rescate,  si  el  prisionero  fallece  después  del  ronlrato, 
pero  antes  de  recibir  la  libertad,  i-*  Guando  se  suelta  á  un  pri- 
sionero á  condición  de  que  obtenga  la  libertad  de  otro,  el  pri- 
mero es  obligado  á  ponerse  otra  vez  en  poder  del  enemigo,  si 
el  segundo  fallece  antes  de  recibir  la  libertad,  o^  El  prisionero 
que  ha  recibido  la  suya  y  antes  de  pagar  el  rescate  cae  de 
nuevo  en  poder  del  enemigo,  no  queda  exento  por  eso  de  la 
obligación  anterior ;  y  si  por  el  contrario,  después  de  ajustado 
el  rescate  y  á:ites  de  recibir  del  enemigo  la  libertad,  la  recobra 
por  la  suerte  de  las  armas,  queda  disuelto  el  contrato.  6-^  Gomo 
por  la  muerte  del  prisionero  espira  el  derecho  que  el  enemigo 
tenia  sobre  su  persona,  espira  al  mismo  tiempo  la  obligación 
de  los  rehenes  que  se  hubiesen  dado  por  él;  pero  si  estos  jnue- 
ren,  subsiste  la  obhgacion  del  primero.  7«  Si  se  ha  sustituido 
un  prisionero  á  otro,  la  nmerte  de  cualquiera  de  ellos  no  altera 
la  condición  del  sobreviviente  (2). 


El  último  de  los  tratados  relativos  á  la  guerra  (3)  es  el  de 
paz,  que  la  termina ;  acerca  del  cual  haremos  las  observaciones 
siguientes : 

1.  Es  privativo  del  soberano  ajustar  los  tratados  de  paz. 
Sucede  empero  algunas  veces  que  no  es  una  misma  la  auto- 
ridad constitucional  á  (juien  está  encomendado  hacer  la  paz  y 
la  autoridad  que  declara  y  hace  la  guerra.  En  Suecia  después 
de  la  nuiertc  de  Garlos  XII,  el  rey  podía  declarar  la  liuerra  sin 

Cl)  Ib.  g  279  y  sig. 

(2)  Ya  no  es  cosUimbrt»  eTÚjíin  rosralrs;  poro  pn  un  canje  general  de 
boDibre  por  hombre  y  grado  por  grado,  se  ha  vislo  á  ▼«jcos  ajustarse  un 
saldo  en  dinero  para  componsar  el  e\ce>o  de  número  ó  la  ilifereiicia  de 
grado. 

(3)  Se^  ha  seguido  en  cst.^  arlículo  á  Vallel,  1.  iV,  ch.  2,  3,  i,  y  .-i 
Kent,  p.  I.  locl.  S. 
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el  consentimionlo  de  la  Dieta,  j.ero  hacia  la  paz  con  acuerdo 
del  senado.  En  los  testados  Unidos  el  presidente  pnede  hacer 
lapa/  con  el  dict;iiiien  y  consentimiento  de  dos  tercios  del  se- 
nado; pero  está  reservado  al  congreso  de  acuerdo  con  el  pre- 
sidente, declarar  la  í^uerra. 

2.  Todas  las  cláusulas  del  tratado  de  paz  son  obligatorias 
para  la  nación,  si  el  gobierno  no  traspasa  en  ellas  las  faculta- 
des de  que  está  revestido.  El  poder  constitucional  que  hace 
la  paz,  tiene  para  este  íin  todas  las  facultades  que  la  nación  ha 
depositado  en  los  \arios  jefes  y  cuerpos  que  administran  la 
soberanía.  Los  pactos  (pie  él  celebra  con  el  enemigo  son  una 
ley  sui)rema  para  todos  estos  jefes  y  cuerpos  Si  se  promete, 
por  ejemplo,  el  i)ago  de  una  suma  de  dinero,  el  cueri>o  legisla- 
tivo se  hallaría,  en  virtud  de  esta  promesa,  obhgado  á  expedir 
el  acta  ó  ley  necesaria  para  llevarla  á  efecto,  y  no  podría  ne- 
garse á  ello  sin  violar  la  fe  pública. 

3.  El  tratado  de  paz  no  deja  de  ser  obHgatorio,  porque  lo 
haya  celebrado  una  autoridad  incompetente,  irregular  ó  usur- 
padora, si  tiene  la  i)Osesion  aparente  del  poder  que  ejerce,  la 
cual  basta  i)ara  legitimar  sus  actos  á  los  ojos  de  las  naciones 
extranjeras.  En  los  tratados  de  paz  es  aun  mas  preciso  que  en 
los  otros  atenerse  á  esta  regla.  Los  sucesos  de  la  guerra  em- 
barazan á  veces  el  orden  político  de  los  Estados  y  á  veces  lo 
alteran  y  dislocan;  y  el  exigir  entonces  la  rígida  observancia 
de  las  formas  constitucionales  seria  dificultar  el  restableci- 
miento de  la  paz  cuando  es  mas  necesario,  que  es  en  estas 
épocas,  desastrosas. 

4.  En  sentir  de  algunos  el  tratado  es  inmediatamente  obli- 
gatorio aun  cuando  la  autoridad  que  hace  la  paz  haya  excedido 
los  poíleres  que  le  están  señalados,  sea  por  las  leyes  funda- 
mentales, sea  por  la  natui-aloza  de  las  cosas.  No  es  raro  verse 
una  nación  en  la  necesidad  imperiosa  de  comprar  la  paz  con 
un  sacrificio  que  en  el  curso  ordinario  ninguno  de  los  poderes 
constituidos  ni  tal  vez  ella  misma  tiene  facultad  de  hacer.  Si 
la  cesión  inmediata  de  una  provincia  es  lo  único  qua  pue- 
de nt'ijar  la  marcha  de  un  enemigo  victorioso  ;  si  la  nación, 
exhaustos  sus  recursos, se  halla  en  la  alternativa  de  obtener  la 
paz  á  este  precio,  ó  de  ¡)erecer ;  un  peligro  inminente  de  tanta 
magnitud  da  á  su  conductor,  pfjr  limitadas  «pie  sean  sus  facul- 
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tades  en  otros  casos,  todas  las  necesarias  para  la  salud  co- 
mún. Esta  es  una  de  las  aplicaciones  mas  naturales  y  Icijáti- 
mas  de  aquel  axioma  de  Derecho  público:  salus  popnli  supre- 
ma lex  esto.  ¿Pero  quién  determinarte  el  punto  preciso  en  que 
el  ejercicio  de  este  poder  extraordinario  empieza  á  ser  legí- 
timo? Por  la  naturaleza  de  las  cosas  no  puede  ser  otro  que  el 
mismo  que  ha  de  ejercerlo.  A  las  potencias  extranjeras  no 
toca  juzgar  si  el  depositario  de  esta  alta  confianza  abusa  de 
ella.  Por  consiguiente,  sus  actos  ligan  en  todos  casos  á  la  na- 
ción y  empeña  su  fe. 

Esta  doctrina  tiene  á  su  favor  la  práctica  general.  En  mu- 
chos Estados  se  prohibe  por  las  leyes  fundamentóles  la  ena- 
jenación de  los  dominios  de  la  corona.  Sin  embargo  hemos 
visto  á  los  conductores  de  esos  mismos  Estados  enajenar  pro- 
vincias y  territorios  de  grande  extensión,  aun  en  circunstan- 
cias que  no  parecían  autorizar  el  ejercicio  de  facultades  ex-r 
traordinarias. 

En  el  caso  de  un  abuso  monstruoso,  la  nación  por  sí  misma 
ó  por  sus  órganos  constitucionales  podría  declarar  nulo  el  tra- 
tado. Pero  esto  debe  hacerse  luego.  Su  aquiescencia  aparente 
sanaría  los  vicios  del  tratado,  cualesquiera  que  fuesen. 

5.  El  soberano  cautivo  puede  negociar  la  paz;  pero  sus  pro- 
mesas no  ligan  á  la  nación,  sí  no  han  sido  ratiiicadas  por  ella, 
á  lo  menos  tácitamente. 

6.  El  beligerante  principal  debe  comprender  en  la  jiaz  á  las 
naciones  aliadas  que  le  han  prestado  auxilios  sin  tomar  otra 
parte  en  la  guerra;  pero  el  tratado  de  aíjuel  no  os  obligatorio 
á  las  otras,  sino  en  cuanto  (piieran  aceptarlo  :  siilvo  cine  le  hayan 
autorizado  para  tratar  á  su  nginbre. 

7.  Los  soberanos  que  se  han  asociado  para  la  guerra  deben 
hacer  la  paz  de  concierto,  lo  cual  no  se  0])ono  á  que  cada  uno 
pueda  negociarla  por  sí.  Pero  un  aliado  no  tiene  derecho  para 
separarse  de  la  liga  y  hacer  su  paz  particular,  sino  cuando  el 
permanecer  en  la  guerra  pusiese  en  iimiínente  peligro  el  Es- 
tado, ó  cuando  ofrecida  una  satisfacción  competente  por  el 
adversario,  los  aliados  no  tuviesen  ya  de  su  parte  la  justicia. 

8.  Para  facilitar  la  paz  suele  sohcitarse  ó  aceptarse  la  inter- 
vención de  una  tercera  jiotencia  como  arbitra,  mediadora  ó  ga- 
rante. 
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9.  El  tratado  de  paz  debe  considerarse  como  una  transac- 
ción, en  (}iie  no  se  decide  cuál  de  las  dos  partes  ha  obrado  in* 
justanienle,  ni  se  seritenciiui  con  arreglo  á  derecho  las  con- 
ti*oversias  suscitadas  entre  ellas,  si  no  se  determina  de  común 
acuerdd  lo  (pie  debe  darse  ó  dejarse  á  cada  una  para  quo  de 
alli  en  íidelante  ipieden  extinguidas  sus  pretensiones. 

iO.  Por  el  tratíuio  de  paz  cada  una  de  las  partes  contratan- 
tes renuncia  al  derecho  de  cometer  actos  de  hostilidad,  sea 
por  el  motivo  que  ha  dado  ocasión  á  la  guerra,  ó  á  causa  de 
lo  que  haya  ocurrido  en  ella  :  á  menos  que  uno  de  los  con^ 
tratantes  pueda  apoyar  con  nuevos  fundamentos  sus  preten- 
siones á  la  cosa  disputada,  y  que  no  la  haya  renunciado  ¿ib- 
solutamente  en  el  tratado  de  paz.  La  amnistía  ú  olvido  com- 
pleto de  lo  pasado  ,  va  envuelta  necesariamente  en  ól,  aun 
cuando  esto  no  se  exprese,  como  casi  siempre  se  hace  en  el 
primer  artículo. 

11.  Las  pretensiones  ó  derechos  acerca  de  los  cuales  el 
tratado  de  paz  nada  dice,  permanecen  en  el  mismo  estado  que 
antes  ;  y  los  tratados  anteriores  que  se  citan  y  conñrman 
en  él,  recobran  toda  su  fuerza,  como  si  se  insertaran  lilcral- 
mente. 

1¿.  La  cláusula  que  repone  las  cosas  en  el  estado  anterior 
á  la  guerra  (in  staífi  (¡no  anle  belliini)  se  entiende  solamente  de 
las  pro])iedades  territoriales  y  se  limita  á  las  mutaciones  que 
la  guerra  ha  producido  en  la  i)osesion  natural  de  ellas ;  y  la 
base  de  la  posesión  actual  {iiti  possidelis)  se  reíiere  á  la  época 
señalada  en  el  tratado  de  i)az,  ó  á  falta  de  esta  especiücacion, 
á  la  lecha  misma  del  tratado.  El  uti  possidelis  se  entiendo  tá- 
citamente en  todo  aquello  que  no  abrazan  las  csiipulaciones 
expresas. 

Las  observaciones  que  siguen  son  relativas  á  su  ejecución  ó 
infracción. 

i.  Contduido  el  tratado,  es  obhgatorio  á  los  subditos  de  cada 
una  de  las  partes  contratantes  desde  el  momenlo  (|ue  llega  ;'i 
su  noticia ;  y  las  presas  hechas  desí)ues  de  la  data  del  trata- 
do, ó  dfsimes  del  término  i)refijado  en  él,  se  deben  restituir 
á  k)8  prf>j>ietarios,  del  mismo  modo  (jue  en  la  tregua,  l^jr 
©•iis!"""'!tf?,  si  no  se  han  lijado  plazos  |)ara  la  cesación  de  las 
hosti  ,,  los  ajjresadores  que  han  obrado  do  buena  fe  os- 
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tan  solo  obligados  á  la  restitución  de  las  propiedades  existen- 
tes :  ni  está  obligado  á  mas  el  soberano,  suponiendo  que  baya 
tomado  las  medidas  necesarias  para  bacer  saber  inmediatamen- 
te á  sus  subditos  la  terminación  de  la  i^uerra  (1).  Pero  si  se 
han  fijado  plazos  diferentes  según  la  varia  situación  y  distan- 
cia de  los  lugares,  como  el  objeto  de  esta  medida  es  obviar  la 
excusa  de  ignorancia,  los  apresadores,  ó  el  soberano  de  quien 
dependen,  están  obligados,  no  solo  á  la  restitución  de  las  pre- 
sas hechas  en  tiempo  inhábil,  sino  á  la  indemnización  de  per- 
juicios. 

Suponiendo  que  se  haya  fijado  cierto  plazo  para  la  cesación 
de  las  hostihdades  en  un  lugar  dado,  y  (¡ue,  sabiéndose  la 
paz,  se  haya  hecho  alli  una  presa  antes  de  espirar  aquel  pla- 
zo, se  ha  disputado  entre  los  publicistas,  si-debia  restituirse  la 
presa.  Parece  que  el  apresamiento  debe  tenerse  por  ilegal  y 
nulo,  pues  (como  advierte  Emerigon)  si  el  conocimiento  pre-- 
sunto  de  la  paz,  después  del  término  señalado  pira  el  lugai* 
en  (jue  se  hace  la  presa,  es  bastante  causa  para  declararla  ile- 
gitima y  ordenar  su  restitución,  el  conocimiento  positivo  lo 
será  todavía  mas.  Pero  los  tribunales  franceses  exi)resaron  di- 
ferente concepto  en  el  caso  del  SwineJwrd,  buque  britíinico 
apresado  por  el  corsario  Irances  B clona.  El  i*'  de  octubre  de 
1801  se  firmaron  preliminares  de  paz  entre  la  Francia  y  la 


(1)  La  opinión  mas  fundad:»  parece  ser  que  la  iíinorancia  Jel  captor  no 
le  exime  de  la  plena  indomiiizacion,  y  que  si  obró  d»*  buena  fe  y  no  se 
le  puedo  imputar  la  ignorancia,  tuca  á  su  gobierno  indemnizarle  á  01. 

«  Si  los  oficiales  del  rey,  por  ignorancia,  han  ejecutado  un  daño  i^íin  act 
of  mischief)  en  un  lugar  donde  no  debió  cometerse  ningún  acto  de  hos- 
lililad,  no  por  eso  se  signe  (|ue  la  mora  ignorancia  1  s  exima  de  rfspon- 
sabilidail  civil.  Si  por  las  estipulaciones  un  Ingir  ó  distrito  se  hall. iba  en 
paz,  y  durante  ella  se  ha  perpetrado  allí  un  acto  de  hostilidad,  ol  inte- 
resado podrá  ocurrir  á  un  juzgado  de  presas  á  manifestar  la  injuria  que 
se  le  ha  inf.'rido  por  esta  Niolacion  de  la  paz  y  red.imir  conipi-nsicion. 
Si  el  oficial  obró  por  i^rnorau'ia,  toca  al  gobierno  «leí  rey  sanearle,  porque 
los  gobiernos  son  obligados  á  dar  noticia  do  la  paz  á  las  peisonas  que 
debeu  observarla;  y  si  no  se  ha  tlado  esta  noticia  ó  no  se  ha  empleado 
la  diligencia  debida  en  comunicarla,  y  se  comete  por  ignorancia  una  infrac- 
ción de  la  paz,  los  que  la  cometan  deben  ser  indemnizados  por  su  go- 
bierno. »  vSir  W.  Scotl,  en  el  caso  del  Mentor,  Roh.  I,  iVJ.)  Según  esta 
doctrina,  los  propietarios  deben  ser  indemnizados  por  el  captor,  y  el  captor 
por  su  gobi-rno,  en  el  caso  de  ignorancia  inculpable;  poro  la  repiracion 
loca  directamente  al  que  cometió  l1  daño,  á  menos  que  obrase  bajo  la 
autoridad  inmediata  de  otra  personn. 
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Inglaterra,  y  se  estipul('>  por  el  artículo  11  (pie  toda  presa  he- 
cha en  cualquiera  parle  del  mundo  cinco  meses  desjmes,  finase 
ilejíítima   y  nula.  El  corsario  salió  de  la  isla  de  Francia  el 
27  de  Noviembre,  antes  de  tenerse  noiicia  del  tratado,  y  aj)re- 
só  al  Swineljcril  el  24  de  Febrero  de  1802  en  un  luj^ar  á  que 
no  correspondía  para  la  cesación  de  las  hostilidades  menor 
plazo  que  el  de  cinco  meses.  La  propiedad,  pues,  fué  ajiresada 
en  tiempo  hábil.  Pero  se  probó  que  el  corsario  habia  \isto 
varias  veces  en  la  g-aceta  de  Calcuta,  dias  antes  del  apresa- 
miento, la  proclamación  del  rey  de  Inglaterra,  notificando  la 
paz  y  el  contenido  del  artículo  11.  El  buque  inglés,  sin  em- 
bargo, fué  llevado  á  la  isla  de  Francia,  juzgado  y  condenado  ; 
y  el  Consejo  de  presas  de  París  confirmó  la  sentencia,  fundán- 
dose i)or  una  parte,  en  que  la  proclamación  del  rey  de  Iní>la- 
terra,  desnuda  de  toda  atestación  francesa,  no  era  para  el  cor- 
sario una  prueba  auténtica  de  la  existencia  de  la  paz,  y  ])or 
otra,  en  que  no  había  espirado  el  término  para  la  legitimidad 
de  las  hostilidades  en  los  mares  de  Oriente  (1). 

Si  es  ilegítima  la  presa  en  tiempo  inhábil,  no  lo  es  menos 
la  represa.  Un  buque  de  guerra  británico  habia  represado  una 
nave  mercante  de  su  nación,  apresada  por  un  corsario  ame- 
ricano. La  presa,  aunque  no  sentenciada,  era  válida,  como 
hecha  sin  noticia  del  tratado  de  paz  de  1814,  y  antes  de  espi- 
rar el  plazo.  Pero  la  represa  era  ilegal,  porque  le  faltaba  esta 
última  circunstancia.  El  juzgado  declaró  que  la  posesión  del 
caj)tor  americano  era  legítima,  y  que  no  se  le  podía  despojar 
de  ella  de.sjjues  de  la  restauración  de  la  paz,  que  sancionaba 
todas  las  adquisiciones  bélicas  ;  porque  la  paz,  llegado  el  mo- 
mento que  se  ha  prefijado  para  que  empiece  á  obrar,  pone  fin 
al  u.so  de  la  fuerza,  y  extingue  por  consiguiente  toda  espe- 
ranza de  recobrar  lo  que  se  ha  llevado  infra  prsosidin,  aunfjue 
no  se  haya  condenado  por  ningún  tribimal. 

2.  Con  respecto  á  la  cesión  de  plazas  ó  territorios,  el  tratado 
de  paz  produce  solamente  un  jus  nd  njn],  que  no  altera  el  ca- 
ráctííP  do  la  cosa  cedida,  hasta  íjue  su  jjosesion  se  haya  tras- 
ferido  de  hecho.  El  poseedor  (pie  no  ha  demorarlo  la  entrega 
estipulada  por  el  tratado  de  paz,  tiene  derecho  á  los  frutos 

(1)  Merlin.  Heperloire,  V,  ¡>rnc  Marilime. 
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hasta  el  momento  de  verificarla.  Pero  como  las  contribuciones 
impuestas  al  país  conquistado  son  actos  de  hostilidad,  solo  se 
deben  al  conquistador  por  el  derecho  de  la  guerra  aquellas 
que  se  han  devengado  antes  de  la  fecha  del  tratado  de  paz,  ó 
antes  del  término  prefijado  en  él  para  poner  ñn  á  las  opera- 
ciones hostiles. 

3.  Las  cosas  cuya  restitución  se  ha  estipulado  simplemente, 
deben  devolverse  en  el  estado  en  que  se  tomaron,  bien  que 
con  los  deteriores  y  menoscabos  que  hayan  sufrido  por  un 
efecto  de  la  guerra.  Las  nuevas  obras  que  el  conquistador  ha 
construido  y  puede  demoler  sin  detrimento  de  las  antiguas,  no 
se  incluyen  en  la  restitución.  Si  ha  arrasado  las  fortificaciones 
antiguas  y  construido  nuevas,  parece  natural  que  estas  mejo- 
ras se  sujeten  á  la  misma  regla  que  los  daños  y  pérdidas  oca- 
sionados por  la  guerra.  Mas  para  evitar  disputas,  lo  mejor  es 
arreglar  todos  estos  puntos  con  la  mayor  claridad  posijjle  en 
el  tratado  de  paz. 

4.  Los  pueblos  hbres,  ó  los  que  abandonados  por  su  sobe- 
rano se  hallan  en  el  caso  de  proveer  á  su  salud  como  mejor 
les  parezca,  y  que  en  el  curso  de  la  guerra  se  entregan  volun- 
tariamente á  uno  de  los  beligerantes,  no  se  comprenden  e:i 
la  restitución  de  conquistas  estipulada  en  el  tratado  de  p:iz. 

5.  Entre  este  y  los  otros  tratados  hay  una  diferencia  digna 
de  notarse,  y  es  que  no  lo  vicia  la  circunstancia  de  haber  sido 
obra  de  la  fuerza.  Declarar  la  guerra  es  remitirse  á  la  decisión 
de  las  armas.  Solo  la  extrema  iniquidad  do  las  condiciones 
puede  legitimar  semejante  excepción. 

6.  Importa  distinguir  entre  una  nueva  guerra  y  la  conti- 
nuación de  la  anterior  por  el  (juebrantamiento  del  tratado  de 
paz.  Los  derechos  adcjuiridos  por  este  subsisten  á  pesar  de  una 
nueva  guerra,  pero  se  extinguen  por  la  infracción  del  trata- 
do ;  pues  aunque  el  estado  de  hostilidad  nos  autori/.a  para  des- 
pojar al  enemigo  de  cuanto  posee,  con  todo,  cuando  se  trata 
de  negociar  la  })az  hay  gran  diferencia  entre  pedir  concesio- 
nes nuevas  ó  solo  la  restitución  de  lo  que  ya  se  gozaba  tran- 
({uilamente,  para  lo  cual  no  se  necesita  cpie  la  suerte  de  las 
armas  nos  haya  dado  una  superioridad  deciilida.  Añádese  á 
esto,  que  la  infracción  del  tratado  de  paz  impone  á  las  poten- 
cias garantes  la  necesidad  de  sostenerlo,  reproduce  el  casas 
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foedcris  para  los  aliados,  y  da  á  la  ofensa  un  carácter  de  per- 
fidia que  la  agniva. 

7.  Ve  dos  modos  puedi^  roini)crse  el  tratado  de  paz  :  ó  por 
una  conducta  ctMiti'ária  á  la  esencia  de  todo  tratado  de  paz 
(como  1()  seria  cometer  hostilidades  sin  motivo  plausible  des- 
pués del  plazo  pretljado  para  su  terminación,  o  alegando  para 
cometerlas  la  misma  causa  que  habia  da<lo  ocasión  á  la  güera, 
ó  alguno  de  los  acontecimientos  de  ella)  ;  o  por  la  infracción 
de  alguna  de  las  cláusulas  del  tratado,  cada  una  de  las  cua- 
les, según  el  principio  de  Grocio,  debe  mirarse  como  una 
condición  de  las  otras. 

8.  La  demora  voluntaria  en  el  cumplimento  de  una  promesa 
es  una  infracción  del  tratado. 

9.  Si  en  el  tratado  se  nnpone  una  pena  por  la  infracción  de 
una  cláusula,  y  el  infractor  se  somete  á  la  pena,  subsiste  en 
su  fuerza  el  tratado. 

10.  La  conducta  de  los  subditos  no  infringe  el  tratado  sino 
cuando  el  soberano  se  la  apropia,  autorizándola  o  dejándola 
impune. 

11.  La  conducta  de  un  aliado  no  es  imputable  al  otro,  si  este 
no  toma  paj-te  en  ella. 

12.  Finalmente,  si  se  lia  contravenido  á  una  cláusula  del 
tratado  de  paz,  el  otro  contratante  es  arbitro,  ó  de  dejarlo  sub- 
sistir, ó  (le  declararlo  infringido  ;  y  en  el  })rimer  caso  tiene 
derecho  para  la  indemnización  de  los  i)erjuicios  que  la  con- 
travención le  hava  causado. 


DE   DERECHO   INTERNACIONAL.  299 


CAPITULO  X. 

DE    LA    GUERRA   CIVIL   Y    DE    OTRAS    ESPECIES    DE    GUERItA. 

1.  Guerra  civil.  —  2.  Bandidos.  —  3.  Piratas. 

1. 

Cuando  (1)  en  el  Estado  se  forma  una  facción  que  toma  las 
armas  contra  el  soberano,  para  arrancarle  el  poder  supremo 
ó  para  imponerle  condiciones,  ó  cuando  una  república  se  di- 
vide en  dos  bandos  que  se  tratan  mutuamente  como  enemig:os, 
esta  guerra  se  llama  civil,  que  quiere  decir  guerra  entre  ciu- 
dadanos. Las  guerras  civiles  empiezan  á  menudo  por  tumultos 
populares  y  asonadas,  que  en  nada  conciernen  á  las  naciones 
extranjeras  ;  pero  desde  que  una  facción  ó  })arcialidad  domina 
un  territorio  algo  extenso,  le  da  leyes,  establece  en  él  un 
gobierno,  administra  justicia,  y  en  una  palabra,  ejerce  actos 
de  soberania,  es  una  persona  en  el  Dereclio  de  gentes  ;  y  por 
mas  que  uno  de  los  dos  partidos  dé  al  otro  el  título  de  rebelde 
ó  tiránico,  las  potencias  extranjeras  que  quieren  mantenerse 
neutrales,  deben  considerar  á  entrambos  como  dos  Estados 
independientes  entre  sí  y  de  los  demás,  á  ninguno  de  los 
cuales  reconocen  por  juez  de  sus  diferencias. 

En  la  primera  época  de  la  guerra  de  las  colonias  hispano- 
americanas para  sacudir  el  yugo  de  su  metrói)oli,  la  España 
solicitó  de  los  otros  Estados  cpie  mirasen  á  los  disidentes  como 
rebeldes,  y  no  como  beügerantes  legítimos  ;  pero  no  obstante 
la  parcialidad  dealgimos  de  los  antiguos  gobiernos  de  Europa 
á  la  causa  de  Es})ana,  ninguno  de  ellos  disputó  á  las  nuevas 
naciones  el  derecho  de  apresar  las  naves  y  i)roi»iedades  de  su 
enemigo  en  alta  mar ;  y  las  potencias  cpie  no  estaban  infatua- 
das con  los  extravíTí^antos  y  absurdos  principios  de  la  Santa 
ahanza,  guardaron  una  rigurosa  ncutriilidad  en  la  contienda. 
La  Corte  Suprema  de  los  Estados  Unidos  declaró  el  año  de  1818, 

(1)  Vauel,  I.  III,  cli.  18. 
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que  «  cuando  se  enciende  la  guerra  civil  en  una  nación,  sepa- 
rándose una  parto  de  ella  del  gobierno  antiguo  y  erigiendo 
otro  distinto,  los  tribunales  de  la  Union  debian  mirar  al  nuevo 
gobierno  como  lo  miraban  las  autoridades  legislativa  y  ejecu- 
tiva de  los  Estados  Unidos  ;  y  mientras  estas  se  mantenían 
neutrales  reconociendo  la  existencia  de  una  guerra  civil,  los 
tribunales  de  la  Union  no  podían  considerar  como  criminales 
los  actos  de  hostilidad  que  la  guerra  autoriza,  y  que  el  nuevo 
gobierno  ejecutase  contra  su  adversario.  »  Según  la  doctrina 
de  atiuella  Corte,  «  el  mismo  testimonio  que  hubiera  bastado 
para  probar  que  una  persona  ó  buque  estaba  al  servicio  de  una 
potencia  reconocida,  era  suíiciente  para  probar  que  estaba  al 
servicio  de  uno  de  los  gobiernos  nuevamente  creados.  »  Igual 
declaración  se  hizo  en  la  causa  de  la  Divina  Pastora  el  año  de 
1819.  En  la  de  N.  S.  de  la  Caridad,  el  mismo  año,  decidió  la 
Corte  Suprema  que  a  los  apresamientos  que  se  hacían  por  los 
corsarios  de  aquellos  gobiernos  debian  mirarse  como  ejecuta- 
dos jure  helli,  de  la  misma  manera  que  los  que  se  hiciesea 
bajo  la  bandera  de  España,  siempre  que  en  ellos  no  se  violase 
la  neutralidad  de  los  Estados  Unidos ;  que  si  la  una  ó  la  otra 
parte  llevaba  sus  presas  á  puertos  de  jurisdicción  americana, 
era  un  deber  de  los  juzgados  resj)etar  la  posesión  de  los  cap- 
tores ;  y  que  si  esta  posesión  se  turbaba  por  algún  acto  de  ciu- 
dadanos de  América,  debian  restituirse  las  cosas  á  la  situación 
anterior  (1).  » 

Desde  que  un  nuevo  Estado  que  se  forma  por  una  guerra 
civil,  ó  de  otro  modo  ejerce  actos  de  soberano,  tiene  un  dere- 
cho perfecto  íi  que  las  naciones  con  quienes  no  está  en  guerra 
no  estorben  en  manera  alguna  el  ejercicio  de  su  independen- 
cia. Las  potencias  extranjeras  i)ueden  no  entrar  en  correspon- 
dencia ílirecla  con  el  bajo  formas  diplomáticas  :  esta  especie 
de  reconocimiento  solemne  depende  de  otras  consideraciones 
que  esl;in  sujetas  al  juicio  particular  de  cada  potencia  ;  i)ero 
las  relacií>nes  inlernacionales  de  Derecho  natural  no  dependen 
de  este  reconocimiento,  por<|ue  se  derivan  de  la  mera  pose- 
sión de  la  soberanía. 

Considerándose  las  dos  facciones  civiles  óomo  dos  Estados 

(1)  Whealon't  /{rporls,  IH,  Glü;  IV,  .V2.  4ÍJ7. 
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independientes,  se  sigue  también  que  las  naciones  extranjeras 
pueden  obrar  bajo  todos  respectos  con  relación  á  ellas,  como 
obrarían  con  relación  á  los  Estados  antiguos ;  ya  abrazando 
la  causa  del  uno  contra  el  otro,  ya  interponiendo  su  media- 
ción, ya  manteniéndose  en  una  neutralidad  perfecta,  sin  mez- 
clarse de  ningún  modo  en  la  querella.  En  esto  no  tienen  otra 
regla  que  consultar  qne  la  justicia  y  su  i)ro|iio  interés  ;  y  si  se 
deciden  por  la  neutralidad,  les  es  lícito  mantener  las  acostum- 
bradas relaciones  de  amistad  y  comercio  con  ambos,  entablar 
nuevas,  y  aun  reconocer  formalmente  la  independencia  de 
aquel  pueblo  que  haya  logrado  establecerla  por  las  armas. 

Dedúcese  del  mismo  principio  ({ue  los  dos  partidos  conten- 
dientes deben  observar  las  leyes  comunes  déla  guerra.  Si  uno 
de  ellos  cree  tener  derecho  para  matar  á  los  prisioneros,  su 
adversario  usartá  de  represalias  :  si  aquel  no  observase  fiel- 
mente las  capitulaciones  y  treguas,  el  otro  no  tendría  confianza 
en  sus  promesas,  y  no  habría  modo  alguno  de  abrir  tratos  y 
comunicaciones  entre  ellos,  aun  para  objetos  de  común  inte- 
rés :  si  por  una  parte  se  hiciese  la  guerra  á  sangre  y  fuego, 
por  la  otra  se  baria  lo  mismo  ;  y  de  aquí  resultaría  un  estado 
de  cosas  sumamente  funesto  y  calamitoso  para  la  nación,  cuyos 
males  no  podrían  tener  fin  sino  por  el  exterminio  completo  de 
uno  de  los  dos  partidos. 

Cuando  el  soberano  ha  vencido  al  partido  opuesto  y  lo  ha 
obligado  á  pedir  la  paz,  es  costumbre  concederle  una  amnistía 
general,  exceptuando  de  ella  á  los  autores  y  cabezas,  á  los 
cuales  se  castiga  según  las  leyes.  Ha  sido  harto  frecuente  en 
los  monarcas  violar  las  promesas  de  olvido  y  clemencia  con 
que  lograban  terminar  una  í^uerra  civil,  y  no  ha  faltado  legis- 
lación que  autorizase  expresamente  la  infidelidad,  dando  por 
nulo  lodo  i)acto  ó  capitulación  entre  el  soberano  y  sus  vasallos 
rebeldes  ;  pero  en  el  día  ningún  gobierno  cuito  osaría  profesar 
semejante  principio. 

2. 

Llamamos  aquí  bandidos  los  delincuentes  que  hacen  armas 
contra  el  gobierno  establecido,  para  sustraerse  á  la  pena  de 
sus  delitos  y  vivir  del  pillaje.  Guando  una  cuadrilla  de  facine- 
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rosos  se  piiiiTuesa  oii  términos  de  ser  necesario  atacarla  en 
forma  y  hacerle  la  gnerra,  no  i)or  eso  se  reconoce  al  enemigo 
como  bcliiicrante  legitimo.  Es  lícito,  por  consiguiente,  solici- 
tarlos ;i  la  defección  :  sus  i)risioneros  no  tienen  derecho  á  nin- 
guna indulgencia  :  sus  presas  no  alteran  la  propiedad  :  las 
naciones  extranjeras  no  les  deben  asilo;  y  sus  naves  pueden 
ser  tratadas  como  i)ir;Uicas  por  cual({uicr  butjue  de  guerra  ó 
corsario  que  las  encuentre. 

Mácese  siempre  una  gran  diferencia  entre  esta  clase  de  de- 
hncuentes  y  los  (pie  toman  armas  para  sostener  opiniones  po- 
líticas, aun  cuando  el  furor  de  })artido,  como  sucede  á  menudo 
en  las  disenciones  civiles,  los  arrastre  á  cometer  algunos  actos 
de  atrocidad. 

Pero  en  ningún  ca>o  y  contra  ninguna  especie  de  enemigos 
es  permitida  la  iníidehdad  en  el  cumplimiento  de  los  pactos. 

3. 

La  piratería  (1)  es  un  rol)o  ó  depredación  ejecutada  con  vio- 
lencia en  alta  mar,  sin  autoridad  legítima.  Los  piratas  son  en 
el  mar  lo  mismo  que  los  bandoleros  ó  salteadores  en  tierra,  y 
se  miran  como  violadores  atroces  de  las  leyes  universales  de 
la  sociedad  humana  y  enemigos  de  todos  los  pueblos.  Cual- 
quier gobierno  está  pues  autorizado  á  perseguirlos  y  á  impo- 
nerles 1  ana  de  muerte  ;  severidad  que  no  })arecerá  excesiva  si 
se  toma  en  consideración  la  alarma  general  que  esta  especie 
de  crimen  i)roduce,  la  fticilidad  do  iiorpetrai'lo  en  la  soledad 
del  océano,  la  crueldad  que  por  lo  común  lo  acompaña,  la 
desamparada  situación  de  sus  víctimas,  y  lo  difícil  que  es  des- 
cubrirlo y  ai)rchendcr  á  los  reos. 

Los  piratas  [)ueden  ser  atacados  y  exterminados  sin  ninguna 
declaración  de  guerra  ;  y  aunque  lleguen  á  formar  una  espe- 
cie de  sociedad,  que  esté  sometida  á  ciertas  reglas  do  subordi- 
nación y  prarti'jue  en  su  régimen  interior  los  principios  de 
justicia  íjuíí  viola  con  (d  resto  del  inundo,  sin  (imhnVgo  no  so 
les  considera  jamas  como  una  íisociacioii  civil,  ni  como  beli- 
gerantes le^qtimos  :  la  conquista  no  les  da  derecho  alguno ;  y 

(1)  Kentg  Comment.,  p.  I,  lort.  9. 


DE   DERRCHO  INTERNACIONAL.  303 

la  ley  común  de  las  naciones  autoriza  á  los  despojados  para 
reclamar  su  propiedad  dondo  quiera  (|ue  la  encuentren.  .4  pi- 
ratis  el  latronibiis  capta  dominium  non  niutanl,  es  un  principio 
umversalmente  recibido. 

No  puede  haber  duda  alg^una  acerca  de  la  competencia  de  la 
autoridad  legislativa  de  un  Estado  para  establecer  leyes  arre- 
,glando  el  modo  de  proceder  contra  los  piratas;  ni  importa 
contra  quién  ó  en  qué  lugar  se  haya  cometido  un  acto  de  pi- 
ratería, para  que  esté  sujeto  á  la  jurisdicción  de  cualquiera 
potencia.  Pero  ningún  soberano  tiene  la  facultad  de  caiiíicar 
de  tales  los  actos  que  no  se  hallan  comprendidos  en  la  deíini* 
cion  de  este  deUto,  generalmente  admitida.  Un  gobierno  podrá 
declarar  que  esta  ó  aquella  ofensa  perpetrada  á  bordo  de  sus 
buques  es  piratería ;  pero  él  solo  podrá  castigarla  como  tal,  si 
la  ofensa  no  es  de  aquellas  ({ue  el  Derecho  de  gentt's  consi- 
dera como  un  acto  pirático.  El  congreso  americaro  declaró  el 
ano  de  1790  que  era  piratería  todo  delito  cometido  en  el  mar, 
que  si  lo  fuese  en  tierra,  sujetarla  sus  ejecutores  á  la  pena  de 
muerte.  Sin  embargo,  como  esta  ley  da  una  latitud  excesiva  á 
la  detiuicion  del  Derecho  de  gentes,  no  legitimaria  la  jiu'isdic- 
cion  de  los  tribunales  americanos  sobre  los  actos  cometidos 
bajo  la  bandera  de  otra  nación,  que  no  fuesen  rigurosamente 
piráticos. 

Ademas,  como  toda  nación  es  juez  competente  para  conocer 
•  en  un  crimen  de  piratería,  la  sentencia  absolutoria  de  una  de 
ellas  es  válida  para  las  otras,  y  constituye  una  exce})cion  irre- 
cusable contra  toda  nueva  acción  por  el  mismo  supuesto  delito, 
donde  (juiera  que  fuese  intentada. 

Un  extranjero  que  obra  en  virtud  de  comisión  leííífima,  no 
se  hace  culpable  de  piratería,  mientras  se  ciñe  al  cumplimiento 
de  sus  instrucciones.  Sus  actos  pueden  ser  hostiles,  y  su 
nación  responsable  por  ellos;  poro  el  que  los  ejecuta  no  es 
pirata.  En  una  causa  ante  el  Almirantazgo  brit;'mico  en  1801, 
se  pretendió  que  el  apresamiento  y  venta  de  un  buque  inglés 
por  un  corsario  argelino  no  trasferia  la  ))ropiedad,  porque  la 
presa  era  pirática.  El  tribunal,  sin  embargo,  decidió  que  los 
Estados  berberiscos  habían  ad((uir¡do  de  largo  tiempo  atrás  el 
€arácter  de  gobiernos  estableciólos  ;  que  si  bien  sus  nociones 
áo  justicia  eran  diferentes  de  las  que  regían  entre  los  Estados 
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cristianos,  no  podía  disputarse  la  leííalidad  de  sus  actos  públi- 
cos ;  y  por  consiguiente  el  titulo  derivado  de  una  ca})lura  ar- 
gelina era  válido  contra  el  primitivo  propietario. 

En  una  causa  juzgada  en  1675  se  declaró  que  un  corsario, 
aunque  tuviese  patente  legítima,  podía  ser  tratado  como  pi- 
rata, si  excedía  los  términos  de  sus  instrucciones.  Bínkers- 
choek  impugna  esta  peligrosa  doctrina.  Mientras  que  el  corsa- 
rio no  se  despoja  de  su  carácter  nacional  y  obra  como  pirata, 
no  se  puede  ejercer  semejante  especie  de  jurisdicción  sobre 
sus  actos. 


PARTE  TERCERA. 


DERECHOS  Y  FUNCIONES  DE  LOS  AGENTES  DIPLOMÁTICOS. 


CAPITULO  I. 


DE    LOS    MINISTROS    DIPLOMÁTICOS. 


1.  Diplomacia.  —  2.  Derecho  de  legación  ó  embajada.  —  3.  Privilegios  de 
los  ministros  diplomáticos.  —  -i.  Sus  varias  clases.  —  3.  Documentos 
relativos  á  su  carácter  público.  —  6.  Su  recibimiento.  —  7.  De  qué 
modo  suelen  terminar  sus  funciones.  —  8.  Su  despedida. 


1. 

No  pudiendo  (1)  las*  naciones  comunicar  unas  con  otras  por 
sí  mismas,  ni  ordinariamente  por  medio  de  sus  conductores 
ó  jefes  supremos,  se  valen  i)ara  ello  de  apoderados  ó  manda- 
tarios, (pie  discuten  ó  acuerden  entre  sí  ó  con  los  ministros  de 
ne^íocios  extranjeros  de  los  Estados  á  que  se  les  envía,  lo  cpie 
juzgan  conveniente  á  los  intereses  que  se  les  han  cometiilo  • 
Estos  mandatarios  se  llaman  ministros  ó  agentes  diplomáticos^ 
y  también  ministros  públicos^  contrayendo  este  término,  que 
de  suyo  signiííca  toda  persona  que  administra  los  negocios  de 
la  nación,  {\  los  ([ue  están  encargados  i\o  ellos  cerca  de  una 
potencia  extranjera.  La  diplomúticn  era  solo  el  arte  de  conocer 
y  distinguir  los  diplomas,  esto  es,  las  escrituras  públicas  ema- 
nadas de  un  soberano ;  pero  habiéndose  dado  aquella  deno- 
minación á  los  embajadores  ó  légalos  que  los  soberanos  se 

(1  Para  la  materia  de  este  y  del  siguiente  capitulo  he  tomado  por  guia  á 
Valtel  (1.  IV,  cli.  5  y  sig.),  y  el  Manual  Diplomático  de  Marlens. 
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acredilan  iimluainente,  hoy  se  llama  también  diplomática  ó  di- 
ploniaviii  la  ciencia  que  trata  de  los  derechos  y  funciones  de 
estos  ministros:  aunque  el  uso  propio  y  autorizado,  es  decir, 
diplomálica  en  el  primer  sentido,  y  diplomacia  en  el  se- 
gando  (1). 


2. 


Todo  soberano  tiene  derecho  de  enviar  y  recibir  ministros 
públicos.  Una  alianza  desigual,  un  tratado  de  protección,  no 
despoja  á  los  Estados  de  este  derecho,  si  expresamente  no  lo 
han  renunciado.  Tampoco  están  privados  de  él  (no  habiendo 
intervenido  renuncia  expresa)  los  Estados  federados,  ni  los 
feudatarios.  Y  lo  que  es  mas,  pueden  gozar  de  esta  facultad, 
por  delegación  del  soberano  ó  por  costumbre,  comunidades  y 
jefes  (|ue  no  están  revestidos  del  poder  supremo;  en  cuyo  caso 
se  hallaban  los  vireyes  de  Ñapóles,  y  los  gobernadores  dte  Mi* 
lau  y  de  los  Paises-Bajos,  obrando  en  nombre  y  por  autoridad 
del  rey  de  España,  y  las  ciudades  de  Suiza  que  como  las  de 
Ncuchatel  y  liienne  tcnian  el  derecho  de  Landora  6  de  levantar 
tropas  y  dar  auxiliares  á  los  principes  extranjeros. 

En  el  caso  de  revolución,  guerra  civil  ó  soberanía  disputada, 
aunque  las  naciones  extranjeras,  estrictamente  hablando  no 
tienen  derecho  para  decidir  en  cuál  de  los  dos  partidos  reside 
la  autoridad  leírítiraa,  pueden,  según  su  propio  juicio,  enba- 
i)lar  relaciones  diplomáticas  con  el  gobiei'uo  de  heclio,  y  con- 
tinuar las  anteriores  con  el  Estado  antiguo,  ó  suspenderlas  ab- 
golulamenle  con  ambos.  Guando  una  provincia  ó  colonia  se  de- 
clara imlependiente  de  su  metrópoli,  y  mantiene  su  indepen- 
dencia con  las  armas,  los  Pastados  extranjeros  se  deciden  o  no, 
según  lo  estiman  justo  ó  conveniente,  á  entablar  relaciones 
diplomáticas  con  ella  (2). 

Ei  derecho  de  ernbíijada  es  íina  regalía  que,  como  todas  las 
otras,  reside  originalmento  en  la  nación.  La  ejercen  ipso  jure 
los  depositarios  de  la  soberanía  ¡jlona,  y  en  virtud  de  su  auto- 
riíL'id  cori^fihwinnal,  los  monarcas  íjue  concurren  con  las  asam- 

•  {i)  Díccíonaríoí  «lo  la  Aca<lemia  Francesa  y  de  la  Aca<lcmía  Española. 
(i)  WHeaton's  EJemcntt,  p.  I,  ch.  2,  jí  17,   18. 
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bleas  de  nobles  y  diputados  del  pueblo  á  la  formación  de  las 
leyes,  y  aun  los  jefes  ejecutivos  de  las  repúblicas,  sea  i)or  sí 
solos  ó  con  intervención  de  una  parte  ó  de  todo  el  cuerpo  le- 
gislativo. En  los  interregnos  el  ejercicio  de  este  derecho  recae 
naturalmente  en  el  gobierno  provisional  ó  regencia,  cdívos 
agentes  diplomáticos  gozan  de  iguales  facultades  y  prerogati- 
vas  que  los  del  soberano  ordinario. 

El  Estado  que  tiene  el  dereciio  de  enviar  ministros  públicos 
de  diferentes  clnses,  puede  enviarlos  de  la  clase  que  quiera; 
pero  la  costumbre  pide  que  los  Estados  que  mantienen  lega- 
ciones permanentes  entre  sí,  envíen  y  reciban  ministros  de 
igual  rango.  Un  Estado  puede  enviar  á  una  misma  corte  va- 
rios ministros,  y  un  solo  ministro  á  vári.is  cortes.  Puede  tam- 
bién enviarse  uno  ó  mas  ministros  á  un  congreso  de  represen- 
tantes de  varios  Estados,  sin  credenciales  para  ninguna  corte 
en  particular. 

Los  cónsules  de  las  potencias  cristianas  en  los  países  berbe- 
riscos son  acreditados  y  tratados  como  ministros  públicos. 

Es  costumbre  conceder  libre  tránsito  á  los  ministros  quedos 
Estados  envían  uno  á  otro,  y  pasan  por  el  territorio  de  un  ter- 
cero. Si  se  rehusa  á  los  de  una  potencia  enemiga  ó  neutral  en 
tiempo  do  guerra,  es  necesario  justificar  esta  conducta  con 
buenas  razones;  y  aun  seria  mas  necesario  hacerlo  asi  en  tiem- 
po de  paz,  cuando  recelos  vehementes  de  tramas  secretas  con- 
tra la  seguridad  del  Estado  aconsejasen  la  aventurada  i)ro vi- 
dencia de  negar  el  tránsito  á  los  agentes  diplomáticos  de  una 
l)Otcncia  extranjera. 

Se  deben  recibir  los  ministros  de  un  soberano  amigo  (1) ;  y 
aunque  no  estamos  estrictamente  obligados  á  tolerar  su  resi- 
dencia perpetua,  esta  i)ráctica  es  tan  general  en  el  día,  (jue  no 
pudiéramos  separarnos  de  ella  sin  nniy  graves  motivos.  El 
ministro  de  un  enemigo  no  puede  venir  á  tratar  con  nosotros, 
si  no  es  con  permiso  especial,  y  bajo  lo  j)rotecoion  de  un  pasa- 
porte ó  salvoconducto;  y  es  regla  general  concederlo,  cuando 
no  tenemos  fundamento  i)ara  recelar  que  viene  á  introducir 


(1)  Esta  obligación  es  imperfecla,  y  pnedo  por  tanto  coTiceJer^c  bajo 
ciertas  limitaciones  y  condiriones  la  recepción  del  ministro  permanente. 
}yheaton's  /::iemcuts,  p.  III,  di.  1,  g  ^2,  5. 


308  piviNciPios 

discordia  éntreles  ciudadanos  ó  los  aliados,  ó  (jue  solo  trata  de 
adonnccernos  con  esj^cranzas  de  paz. 

Cuando  una  nación  lia  mudado  su  dinastia  ó  su  gobierno,  la 
regla  general  es  mantener  con  ella  las  acostumbradas  rela- 
ciones diplomáticas.  Portarnos  de  otro  modo,  seria  dar  á  en- 
tender i[ue  no  reconocemos  la  legitimidad  del  nuevo  orden 
de  cosas;  lo  (pie  bastaria  para  justilicar  un  rompimiento. 


La  persona  del  ministro  público  se  ha  mirado  siempre  como 
inviolable  y  sagrada.  Maltratarle  ó  insultarle  es  un  delito  con- 
tra todos  los  pueblos;  cá  quienes  interesa  en  alto  gi'ado  la  se- 
guridad de  sus  representantes,  como  necesaria  para  el  desem- 
peño de  las  delicadas  funciones  que  les  están  cometidas. 

Esta  inviolabilidad  del  ministro  público  se  le  debe  principal- 
mente de  parte  de  la  nación  á  quien  es  enviado.  Admitirle  como 
tal  es  empeñarse  á  concederle  la  protección  mas  señalada  y  á 
defenderle  de  todo  insulto.  La  violencia  en  otros  casos  es  un 
delito  que  el  soberano  del  ofensor  puede  tratar  con  indulgen- 
cia; contra  el  ministro  público,  es  un  atentado  que  infringe  la 
fe  nacional,  que  vulnera  el  Derecho  de  gentes,  y  cuyo  perdón 
toca  solo  al  principe  que  ha  sido  ofendido  en  la  persona  de  su 
representante.  Los  actos  de  violencia  contra  un  ministro  pú- 
blico pueden  permitirse  ó  excusarse  sino  en  el  caso  en  que 
este,  ¡Tovocándolos,  ha  puesto  á  otro  en  la  necesidad  de  re- 
peler la  fuerza.  Cuando  el  ministro  es  insultado  por  personas 
que  notenian  conocimiento  de  su  carácter,  la  ofensa  desciende 
á  la  clase  de  los  delitos  cuyo  castigo  jjertenccc  solamente  al 
Derecho  civil  (i). 

(I;  Si  fc  romfio  á  sabiendas  un  acto  de  violcnciíi  contra  iin  niiiiislro 
extranjero,  ó  cualquiera  persona  tic  su  comitiva,  no  hay  obligación  de 
eolntrar  el  dciinciicnle  ;i  la  nación  ofendida,  aun  cuando  sea  ciudadano 
•Je  ell.i  ;  sin  embargo  de  que  puedan  ocurrir  casos  en  que,  pro  bono  pu- 
blico, y  paia  'jue  los  culpables  de  un  crimen  atroz  no  cvadiin  el  castigo, 
s«a  lílilo  ei.lrr;;arlos  á  la  justicia  del  ¡laís  á  que  pertenecen  ó  (n  que  se 
comeiKi  el  delito.  Kn  í,'<  leral  la  pena  .'■e  ¡iplica  <n  el  país  «n  que  el  dtlilo 
ha  >ido  ju/j?ado  y  Rcnlcneiado  ;  y  como  la  sentencia  debe  ser  cierta  y  de- 
terminada liajo  todo»  rcspcclos,ro  jjuede  acced»  rse  á  que  bi  prisión  del 
rfo  ie  prolon;:ui:  basta  fjue  el  soberano  ofendido  declare  oslar  satisfecho  : 
Ca«0  de  Hrpubluu    V.   /.ijiicli    inj>M,   riladclliu  ;    Dallas  s  Hrporls,  1.  I. 
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La  misma  seguridad  se  debe  á  los  parlamentarios  ó  trom- 
petas en  la  guerra;  y  aunque  no  estamos  obligados  á  recibir- 
los, sus  personas  son  inviolables,  mientras  se  limitan  á  obrar 
como  tales,  y  no  abusan  de  su  cartáctcr  para  dañarnos.  Pero 
debe  notarse  que  la  comunicación  por  medio  de  ]:)arlamenta- 
rios  solo  tiene  lugar  entre  jefes. 

Otro  privilegio  del  ministro  público  es  el  estar  exento  de  la 
jurisdicción  del  Estado  en  que  reside:  independencia  necesa- 
ria para  el  libre  ejercicio  de  sus  funciones,  i)ero  que  no  debe 
convertirse  en  licencia.  Está,  pues,  obligado  á  respetar  las 
leyes  del  pais,  las  reglas  universales  de  justicia,  y  los  dere- 
chos del  soberano  que  le  dispensa  acogida  y  hospitalidad. 
Corromper  á  los  subditos,  sembrar  entre  ellos  la  discordia, 
serian  en  un  ministro  público  aclos  de  perfidia  que  deshonra- 
rían á  su  nación. 

Si  un  ministro  delinque,  es  necesario  recurrir  á  su  sobe- 
rano para  que  haga  justicia.  Si  ofende  al  gobierno  con  quien 
ha  sido  acreditado,  se  puede,  según  la  gravedad  de  los  casos, 
ó  pedir  á  su  soberano  que  le  retire,  ó  prohibirle  el  presentarse 
en  la  corte,  mientras  que  su  soberano,  informado  de  los  he- 
chos, toma  providencias,  ó  mandarle  salir  del  Estado.  Y  si  el 
ministro  se  propasa  hasta  el  extremo  de  emplear  la  fuerza  ó 
valerse  de  medios  atroces,  se  despoja  de  su  carácter  y  ¡mede 
ser  tratado  como  enemigo. 

En  casos  criminales  no  debe  el  ministro  constituirse  actoi- 
en  juicio,  sino  dar  su  (pieja  al  soberano  para  ([ue  el  i)ersonero 
público  proceda  contra  el  delincuente. 

Esta  independencia  de  la  jurisdicción  territorial  se  verifica 
igualmente  en  materias  civiles.  Así  es  (pie  las  deudas  (pie  un 
ministro  ha  contraído  antes  ó  en  el  curso  de  su  misión,  no  pue- 
den autorizar  su  arresto,  ni  el  embargo  de  sus  bienes,  ni  otro 
acto  de  jurisdicción,  cualquiera  (pie  sea;  á  menos  ((ue  id  mi- 
nistro haya  (pierido  renunciar  su  in(lependen(Ma,  ya  lomando 
parle  en  alguna  negociación  mercantil,  ya  comprando  bienes 
raices,  ya  aceptando  un  empleo  del  gobierno  cerca  del  cual 
reside.  En  todos  estos  casos  se  entiende  (pie  ha  renunciado 
tácitamente  su  independencia  de  la  jurisdicción  civil  sobre  lo 
concerniente  á  a(piel  lr;ifico,  proj  iedad  ó  empleo.  Lo  mismo 
sucede  si  para  causas  civiles  se   constituye  aolor  en  juicio. 
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como  puede  ojecutarlo  sin  inconveniente  por  medio  de  im  piü- 
curador. 

Un  subdito  no  i)uede  aceptar  el  encargo  de  representante 
de  un  soberano  ox(raiiJi>ro  sin  permiso  del  suyo  propio,  á 
quien  es  libre  el  relmsarlo  ó  concederlo  bajo  la  condición  de 
que  este  nuevo  car;icter  no  suspender;!  las  oblii»aciones  del 
súbdilo.  Sin  esta  declaración  expresa  so  i)resumiria  la  inde- 
pendencia del  ministro. 

Para  hacer  electivas  las  acciones  ó  derechos  civiles  contra 
el  ministro  di})loni;itico,  es  necesario  recurrii*  á  su  soberano; 
y  aun  en  los  casos  en  ({uc  por  una  i'enuncia  explícita  o  pre- 
sunta se  halla  sujeto  á  la  jurisdicción  local,  solo  se  puede  pro- 
ceder contra  él,  como  contra  una  persona  ausente.  En  efecto, 
es  ya  un  princii)io  del  derecho  consuetudinario  de  las  nacio- 
nes, que  se  debe  considerar  al  ministro  público,  en  virtud  de 
la  independencia  de  que  goza,  como  si  no  hubiese  salido  del 
Lerrilorio  de  su  soberano,  y  continuase  viviendo  fuera  del  país 
en  que  reside  xealmenle.  La  extensión  de  esta  exterritoria- 
lidad depende  del  Derecho  de  gentes  positivo,  es  decii*,  que 
puede  ser  modilicada  poi'  la  costumbre  ó  las  convenciones, 
como  efectivamente  lo  ha  sido  en  varios  Estados.  El  ministro 
no  puede  ni  extenderla  mas  allá  de  estos  límites,  .ni  renun- 
ciíirla  en  todo  ó  parte  sin  el  consentimiento  expreso  del  sobe- 
rano á  quien  representa. 

Los  jninistros  diplomáticos  gozan  también  de  una  plena  li- 
bertad en  el  ejercicio  de  su  rehgion,  á  lo  menos  privada.  En 
la  mayor  parte  délas  cíjrles  cristianas  hay  capill;isi)ara  el  ser- 
vicio de  las  diferentes  legaciones;  y  no  solo  á  la  familia,  sino 
á  los  extranjeros  de  su  nación,  se  permite  asistir  en  ellas  al 
servicio  divino. 

Otro  de  sus  privilegios  es  la  T3xencion  de  todo  impuesto  per- 
sonal. En  cuantí)  á  la  inmunidad  de  derechos  de  entrada  y 
sahda  para  los  efectos  de  su  uso  y  consumo,  es  lícito  á  los  go- 
biernos arreglarla  como  míjjor  les  jiarezca,  y  los  abusos  á  (jue 
ha  dado  lugar  han  inducirlo  en  efecto  ¡i  muchas  cíjrtes  á  linii- 
kirla  consideríiljlemenle ;  píjr  lo  i\nii  el  ministro  d(3bei'ii  con- 
U)íil¿jj*se  con  gozar  de  los  ¡jrivilegios  «|ue  en  ol  país  de  su  resi- 
denciü  si;  dispensa  generaliriente  á  los  íle  su  grado;  á  menos 

pif  por  (;í>nvene:(jn  íj  á  Utuhj  de  reciprocidad  croa  lener  doie- 
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cho  á  alguna  distinción  particular.  Hay  paiscs  en  que  no  se 
permite  á  los  ministros  la  introducción  de  mercaderías  prohi- 
bidas, ó  á  lo  menos  se  les  limita  considerablemente;  y  en  este 
caso  están  obligados  á  tolerar  la  visita  de  los  efectos  que  re- 
ciben de  país  extranjero;  pero  nunca  en  su  casa. 

Su  equipaje  está  generalmente  exento  de  visita  ;  bien  que  en 
esta  materia  las  leyes  y  ordenanzas  de  cada  país  varían  mucho. 

Los  impuestos  destinados  al  alumbrado  y  limpieza  de  las 
calles,  á  la  oonsorvacion  de  caminos,  puentes,  calzadas,  cana* 
les,  etc.,  siendo  una  justa  retribución  por  el  uso  de  ellos,  no 
se  comprenden  en  la  exención  general  de  impuestos. 

La  morada  del  ministro  no  está  libre  de  los  impuestos  or- 
dinarios sobre  los  bienes  inmuebles,  aun  cuando  sean  propie- 
dad suya  ó  de  su  gobierno;  pero  lo  está  completamente  de  la 
carga  de  alojamientos  y  de  toda  otra  servidumbre  nmnicipal; 
ni  es  lícito  á  los  magistrados  enti'ar  en  ella  de  propia  autori- 
dad para  registrarla  ó  extraer  personas  y  efec-tos.  El  ministro 
por  otra  parte,  no  debe  abusar  de  esta  inmunidad,  dando  asilo 
á  los  enemigos  del  gobierno  ó  á  los  malhechores.  Si  tal  hi- 
ciese, el  soberano  del  país  tendría  derecho  para  examinar  hasta 
qué  punto  debía  respetarse  el  asilo,  y  tratándose  de  delitos  de 
Estado,  podria  dar  órdenes  i  ara  que  so  rodease  de  guardias  la 
casa  del  ministro,  para  insistir  en  la  entrega  del  reo  y  aun  pai*a 
extraerlo  por  fuerza. 

Las  carrozas  de  los  ministros  extranjei'os  están  exentas  de 
las  visitas  ordinarias  de  los  oficiales  de  aduana,  jjero  les  está 
prohibido  servii'se  de  ellas  para  favorecer  la  evasión  de  reos. 

Gozan  de  una  inviolabilidad  })ai'tic'ular  las  cartas  y  despa- 
chos del  ministro,  (jue  solo  pueden  aprehenderse  y  registrarse, 
cuando  esl^  viola  el  Derecho  de  gejiles,  tramando  ó  favore- 
ciendo conspiraciones  coiiira  el  Estado. 

Los  privilegios  del  ministro  se  comunican  ásu  esposa,  liijos 
y  comitiva.  Los  tribunales  no  pueden  intentar  proceso  conlra 
las  personaa  que  la  componen  ;  pero  si  eutrt*  ellas  hay  natu- 
rales del  i>aís  y  alguno  de  estos  comete  un  delito,  es  uece>ariií 
solicitar  la  autorización  del  ministro  ¡«ara  (¡ue  el  delincuente 
comparezca  á  ser  juzgado  ;  y  el  juicio  no  tiene  lugar,  si  el 
agente  diiilomático  no  se  i)resla  á  ello,  ó  si  el  reo  no  es  des- 
pedido de  su  servicio.  En  materias  civiles  se  acostumbra  con- 
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ceder  á  los  ministros  do  primera  y  segunda  clase  una  juris- 
dicción especial,  aunque  limitada,  sobre  los  individuos  de  su 
comitiva  y  servidumbre.  El  jefe  de  la  legación  puede  autori- 
zar sus  testamentos,  contratos  y  demás  actos  civiles  ;  y  cuan- 
do es  necesaria  la  declaración  judicinl  de  alguno  de  ellos,  es 
costumbre  pedir  al  ministro  do  relaciones  exteriores,  que  le 
haga  coniparecer  ante  el  tribunal,  ó  que  se  sirva  recibir  su 
declaración  por  sí  mismo  ó  por  el  secretario  de  la  legación,  y 
comunicarla  en  debida  forma.  La  jurisdicción  de  los  agentes 
diplomáticos  sobre  su  comitiva  y  servidumbre  en  materias 
criminales  (que  tampoco  se  concede  generalmente  sino  á  los 
de  primera  ó  segunda  clase)  es  una  materia  que  debe  deter- 
minarse entre  las  dos  cortes,  ó  á  falta  de  convenciones,  por  la 
costumbre,  ({ue  sin  embargo  no  es  siempre  suficiente  para 
servir  de  regla  (1).  Solo  en  materia  de  delitos  cometidos  en  el 
interior  de  la  casa  del  ministro  por  las  personas  que  la  habi- 
tan ó  contra  ellas,  y  cuando  ol  reo  es  aprehendido  en  la  mis- 
ma casa,  se  reconoce  generalmente  como  una  consecuencia 
de  la  exterritorialidad,  que  las  autoridades  locales  no  puedan 
demandar  su  extradición  para  juzgarle. 

Los  mensajeros  y  correos  de  gabinete  que  una  legación  en- 
vía ó  que  son  enviados  á  ella,  gozan  tamljien  de  inviolabili- 
dad, en  cuanto  á  no  ser  registrados  ni  detenidos  en  el  territo- 
rio de  las  naciones  amigas  por  las  cuales  transitan.  Mas  para 
esto  deben  estar  provistos  de  un  pasaporte  que  los  designe 
como  tales,  expedido  por  su  gobierno  ó  su  ministro  ;  y  si  van 
por  mar  es  necesario  que  el  buque  ó  aviso  lleve  también  una 
comisión  ó  pase.  En  tiempo  de  guerra  puedo  sor  de  necesidad 
la  bandera  parlamentaria  con  pasaportes  de  ambos  beligeran- 
tes. Los  ministros  que  residen  en  la  corte  de  uno  de  ellos  es- 
tán autorizados  para  enviar  libremente  sus  despachos  en  em- 
barcaciones neutrales  (2). 

Los  j)rivilegios  del  ministro  empiezan  desde  el  momento 
que  pisa  el  territorio  del  soberano  [)ara  quicm  es  acreditado, 
sujíoniímílo  que  este  so  halle  instruido  de  su  juision  ;  y  no  cc- 

(1;  La  co^lamhre  moderna  autoriza  al  ministro  solamente  para  el  arresto 
y  para  enviar  l«s  (l<;lirirucntes  á  su  país,  (Jondo  son  jnzgados  y  castigados. 
{Whealon's  KlemeiilK,  p.  III,  ch.  1,  g  17.) 

(2)    H'héalon't  FAemp.nl»,    p.  I||,  rli.  1,  ^í  ÜO, 
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san  hasta  su  salida,  ni  por  las  desavenencias  que  pueden  ocur- 
rir entre  las  dos  cortes,  ni  por  la  guerra  misma. 

Los  privilegios  de  inviolabilidad  y  exterritorialidad  se  ex- 
tienden por  cortesía  aun  tá  los  ministros  diplomáticos  que  se 
hallan  de  tránsito  ó  por  algún  accidente  en  el  territorio  de 
una  tercera  potencia  ;  bien  que  para  ello  es  necesaria  la  decla- 
ración expresa  ó  tácita  del  soberano  territorial.  El  pasaporte 
de  este  soberano  permitiéndoles  el  tránsito  ó  residencia  con 
el  carácter  de  ministros  diplomáticos,  es  lo  que  hace  las  veces 
de  aquella  declaración,  en  la  mayor  parte  de  los  Estados  de 
Europa  (1). 

h. 

Hay  varias  especies  de  misiones  diplomáticas  :  unas  son  per- 
manentes, otras  temporales  ó  extraordinarias  ;  unas  públicas, 
otras  secretas;  unas  dirigidas  á  verdaderas  negociaciones, 
otras  do  pura  ceremonia  ó  de  etiqueta,  como  para  dar  una  en- 
horabuena ó  pésame  ó  para  notificar  la  exaltación  de  un  prín- 
cipe al  trono. 

Hay  asi  mismo  varias  clases  de  ministros.  La  primera  com- 
prende los  legados  apostólicos  (({ue  son  ó  logados  a  latcrCy  siem- 
pre cardenales,  ó  legados  de  latero,  que  no  tienen  la  dignidad 
cardenalicia,  ó  simples  legados  que  son  inferiores  á  los  otros 
en  grado) ;  los  nuncios,  que  son  también  ministros  pontiliyios 
de  primera  clase  ,  y  los  embajadores. 

La  segunda  clase  comprende  los  enviados,  los  ministros  ple- 
nipotenciarios, y  los  internuncios  did  papa.  Los  ministros  ple- 
nipolenciarios  se  miran  ya  como  ij^uales  á  los  enviados,  y  re- 
gularmente el  primero  de  estos  títulos  va  unido  al  de  enviados 
extraordinarios. 


(1)  Vallel  lleva  los  privilogios  do  los  ministros  iransountcs  mas  allá  de 
lo  que  diclan  la  razón,  la  costuinltro,  y  l;i  auloridad  dt»  otros  acrodilados 
publicistas,  como  (irocio,  Ryiikorschock  y  NVicqiiefort,  qiii"  os  uno  do  los 
mas  (lenotlailos  campeónos  de  las  iunniniílados  iliploniálicas.  Kl  asesinato 
de  un  embajador  en  el  territorio  de  una  tercera  potencia  seria  sin  <luda  un 
acto  alroz,  ajíravado  por  la  catofíoría  de  la  persona  ;  pero  no  envolveria 
la  cuestión  de  la  in\iolal)iliilail  iliplom.ilica,  (jue  solo  puede  nacer  do  un 
pacto  tácito  entre  el  Estado  quo  autoriza  al  ministro  y  el  Estado  que  le 
recibe.  {U'healon's  Elemcnts.i).  III,  cli.  I,  g  11.) 
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La  tercera  clase  comprendo  los  niiinslroSj  los  nnnislros  i'csi- 
Jonlcsij  los  liiiiiistivs  onc¿urfados  do  negocios,  los  cónsules  que 
ejercen  lunciones  diplomáticas,  como  son  los  de  la  costa  de 
Berbería,  y  los  encargados  do  negocios. 

Pero  esta  clasiticacionesya  anticuada  :  la  que  generalmente 
se  sig-iie  en  el  dia  es  la  adoptada  por  los  congresos  de  Viena 
y  de  Ai|uisgran,  de  que  se  lia  dado  idea  en  el  capítulo  VIII  de 
la  Primera  Parte.  Según  ella,  pertenecen  á  las  dos  primeras 
clases  los  agentes  diplomáticos  acreditados  directamente  por 
un  soberano  á  otro,  y  solo  se  distinguen  entre  sí  por  la  repre- 
sentación mas  ó  menos  plena  que  se  les  atribuye  :  y  la  tercera 
clase  comprende  todos  aquellos  (jue  bajo  cualquier  título  son 
acreditados  por  el  ministro  de  relaciones  exteriores  de  una 
potencia  al  ministro  del  mismo  departamento  en  otra.  Los  tí- 
tulos que  comunmente  se  usan  son  los  de  embajadores,  mi- 
nistros plenipotenciarios,  y  encargados  de  negocios. 

Los  secretarios  de  embajada  ó  de  legación,  aunque  no  son 
ministros,  gozan  del  fuero  diplomático,  no  solo  como  depen- 
dientes del  embajador  ó  ministros,  sino  por  derecho  propio  : 
y  en  ausencia  de  estos  jefes,  hacen  funciones  de  encargados 
de  negocios. 

5. 

Los  documentos  que  suele  llevar  consigo  el  ministro  y  que 
establecen  su  carácter  público  ó  dirigen  su  conducta  son  la 
carta  credencial^  las  instrucciones  y  los  pJenos-podcrcs. 

i.  En  clases  de  embajadores,  ministros  i)lcni})oteiic¡arios  y 
ministros  resid(,'ntes,  la  credenínal  es  una  carta  del  soberano 
que  constituye  al  ministro  para  el  soberano  cerca  del  cual  va 
á  residir,  expresando  en  términos  generales  el  oljjeto  de  la 
misión,  inílicando  el  carácter  diplomático  del  ministio,  y  ro- 
gnirlo  se  le  dé  entero  cródilo  en  cuanto  diga  de  parle  de  su 
corte.  Va  Orinada  por  el  soberano,  y  sídlada  con  el  gran  sello 
del  Estado.  Ks  costumbre  dar  una  copia  legalizada  de  ella  al 
ministro  de  relaciones  exteriores  al  ti(Mn])o  de  pedir  por  su 
conducto  una  audiencia  del  prinr^ipe  ó  jefe  supremo  j)ara  poner 
en  sus  TTinnos  el  original ;  lo  cual  es  de  regla  en  tod;is  las  co- 
municaciones aul(')grafas  que  los  Sf)bí'ranos  dirigen  uno  á  otro 
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en  su  carácter  público.  En  la  clase  de  los  encargados  de  ne- 
gocios la  carta  credencial  es  firmada  por  el  ministro  de  nego- 
cios extranjeros  del  Estado  constituyente  y  dirigida  al  minis- 
tro del  mismo  departamento  en  el  Estado  en  que  va  á  residir 
el  enviado. 

No  se  debe  confundir  la  credencial  con  la  carta  de  recomen- 
dación que  á  veces  la  acompaña  para  el  ministro  de  negocios 
extranjeros,  y  que  suele  también  darse  á  los  cónsules. 

Como  cosa  el  poder  del  ministro  por  la  muerte  del  consti- 
yente  ó  del  aceptante,  es  iireciso  en  uno  y  otro  caso  que  el 
ministro  sea  acreditado  de  nuevo,  lo  cual  se  hace  muchas  ve- 
ces, en  el  primer  caso,  por  medio  de  la  carta  misma  de  notifi- 
cación que  el  sucesor  escribe  dando  parte  de  la  muerte  de  su 
predecesor.  En  el  segundo  caso,  la  omisión  de  esta  formalidad 
pudiera  dar  á  entender  ({ue  el  nuevo  príncipe  no  es  reconocido 
por  la  potencia  á  quien  representa  el  ministro. 

2.  Las  instrucciones  son  para  el  uso  del  ministro  solo,  y 
tienen  por  objeto  dirigir  su  conducta.  Se  alteran  ó  adicionan 
á  menudo  según  las  ocurrencias.  El  Estado  constituyente  puede 
permitir  su  comunicación,  en  todo  ó  parte,  al  Estado  con  quien 
trata. 

3.  Los  plenos-poderes  se  dan  al  ministro  para  una  gestión 
ó  negociación  ¡¡articular.  En  ellos  debe  expresarse  claramente 
el  grado  de  autoridad  que  se  le  confia.  Los  ministros  en\  ia- 
dos  á  una  dieta  ó  congreso  no  llevan  de  ordinai-io  credenciales 
sino  plenos-poderes. 

Guando  llega  el  caso  de  hacer  uso  de  ios  plenos-poderes, 
se  canjean  las  copias  de  ellos  cotejadas  con  los  originales,  ó 
se  entregan  al  ministro  director  ó  mediador.  Hoy  dia  se 
considera  como  suficiente  la  mutua  exhibición  de  los  plenos- 
poderes. 

Ademas  de  estos  documentos,  el  ministro  suele  llevar  una 
cifi'fi  para  la  seguridad  de  su  correspondencia  con  el  gobii-rno 
á(iuien  representa;  ¡¡asaporles  en  forma  expinlidos  por  su  pro- 
pio soberano  y  por  los  gobiernos  de  los  países  de  su  tj'áusilo  ; 
y  un  salvoconducto  en  tiempo  de  guerra,  si  ha  de  tocar  el  ter- 
ritorio de  la  potencia  enemiga,  ó  está  expuesto  á  ser  detenido 
por  sus  naves. 
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6. 


La>  formalidades  para  la  recepción  de  los  ministros  son  va- 
rias en  cada  corte.  Lo  sustancial  es  esto.  El  embajador  ó  mi- 
nistro (le  primera  clase  notillca  su  llegada  al  ministro  de  rela- 
ciones exteriores  por  medio  del  secretario  ó  de  un  gentil-liombre 
de  la  embajada,  enviando  copia  de  la  credencial,  y  pidiendo  se 
le  señale  dia  y  hora  en  (jue  pueda  tener  audiencia  del  sobe- 
rano para  entregársela  en  persona.  El  ministro  de  segunda 
clase  puede  hacer  esta  notificación  del  mismo  modo,  ó  por  es- 
crito. El  encargado  de  negocios,  (pie  regularmente  no  tiene 
secretario,  participa  por  escrito  su  llegada  al  ministro  de  rela- 
ciones exteriores,  y  le  entrega  sus  credenciales  en  la  i)rimera 
conferencia. 

Los  embajadores  y  demás  ministros  de  primera  clase  sue- 
len tener  entrada  solemne  y  audiencia  pública  del  soberano  ó 
jefe  supremo,  precedida  por  lo  común  de  audiencia  priva- 
da (1).  Los  ministros  de  segunda  clase  tienen  solo  audiencia 
privada.  En  estas  audiencias  se  entregan  las  credenciales,  y  es 
costumbre  pronunciar  un  discurso  de  cumplimiento  ,  á  que 
contesta  el  soberano.  Los  encargados  de  negocios,  después  de 
la  recepción  particular  que  es  propia  de  ellos,  son  introduci- 
dos en  la  corte  por  medio  del  ministro  de  relaciones  exterio- 
res, que  los  presenta  al  soberano  ó  jefe  supremo  el  primer  dia 
de  corte.  Los  secretarios,  cancilleres  y  gentiles-hombres  de 
las  embajadas  ó  legaciones  son  presentados  por  su  embajador 
ó  ministro. 

Al  rocibimionto  del  embajador  ó  ministro  siguen  las  visitas 
de  etiíjueta  á  los  miembros  do  la  familia  reinante,  á  los  de' 
gabinete  y  á  los  del  cuerpo  dij)lomático  ;  cuyo  orden  y  forma- 
lidades son  varias  según  la  clase  del  ministro  diplomático  y 
la  costumbre  de  cada  corte. 

1^  En  f;l  (lia  la  onlra'ia  solemne  y  amlifricia  i)úi)lica  lian  cuido  casi 
geiieralmenlc  en  desaso.  Wheaton's  /•Jlemfínia,  p.  III,  cli.  1,  f¡  'i. 
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7. 


Las  funciones  del  agente  diplomático  empiezan  uniforme- 
mente por  el  recibo  y  aceptación  de  su  credencial;  pero  cesan 
de  varios  modos  :  1°,  por  la  espiración  del  término  señalado 
á  la  misión,  si  lo  hay ;  2<»,  por  la  llegada  ó  vuelta  del  propie- 
tario, si  la  misión  es  interina ;  3°,  por  haberse  cumplido  el 
objeto  de  la  misión,  si  fué  extraordinaria  ó  de  etiqueta  ;  4°,  por 
la  entrega  de  la  carta  de  retiro  de  su  constituyente  ;  5",  por  la 
muerte  del  soberano  á  quien  representa ;  6",  por  la  muerte  del 
soberano  en  cuya  corte  reside ;  7°,  por  su  propia  muerte  ; 
8°,  cuando  el  ministro,  á  causa  dü  alguna  enorme  ofensa  con- 
tra su  soberano,  ó  por  alguna  otra  ocurrencia  que  lo  exija, 
declara  de  su  propio  motivo  que  se  debe  mirar  su  misión  como 
terminada  ;  9°,  cuando  el  gobierno  con  quien  está  acreditado 
le  despide.  En  los  casos  5"  y  G*»  suelen  continuarse  las  gestio- 
nes y  negociaciones  sub  spe  rali. 

8. 

Una  carta  formal  de  retiro  es  necesaria  cuando  el  objeto  de 
la  misión  no  se  ha  cumplido  ó  se  ha  malogrado;  cuando  el  go- 
bierno á  quien  está  acreditado  el  ministro,  ofendido  de  su 
conducta  pide  que  se  le  retire ;  y  siempre  que  el  gobierno  á 
quien  el  ministro  representa,  subsistiendo  la  amistad  y  buena 
armonía,  tiene  por  conveniente  retirarle. 

Si  fallece,  las  ceremonias  rcli,uiosas  externas  «lependen  de 
la  costumbre  del  país.  El  secretario  de  legación,  y  en  su  de- 
fecto, el  ministro  de  una  corte  amiga,  sella  sus  papeles  y  efec- 
tos sin  intervención  de  las  autoridades  locales,  á  no  ser  abso- 
lutamente necesaria.  Su  viuda ,  familia  y  servidumbre  conser- 
van por  algún  tiempo  las  inmunidades  di})loniáticas  de  que 
gozaban  durante  la  vida  del  ministro. 

La  carta  de  retiro  debe  ser  expedida,  como  la  carta  creden- 
cial, ya  por  el  soberano  ó  jefe  supremo,  ya  por  el  ministro  do 
relaciones  exteriores  del  Estado  constituyente. 

Llegada  la  carta  de  retiro,  en  que  el  un  príncipe  ó  jefe  su- 
premo participa  al  otro  que  ha  tenido  por  conveniente  llamar 
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á  su  representante  ó  nombrar  ({uioii  le  suceda,  el  embajador 
ó  ministro  j)lonipotonciario  solicita  por  el  do  negocios  extran- 
jeros, trasmitiéndole  copia  de  esta  carta,  una  audiencia  pú- 
blica ó  privada  para  poner  el  original  en  manos  del  principe 
d  jefe  con  quien  estaba  acreditado,  y  recibir  sus  órdenes.  En 
esta  audiencia,  casi  siempre  privada,  pronuncia  un  discurso 
de  despedid.!,  adaptado  á  las  circunstancias  ;  y  después  de  ella 
hace  las  acostumbradas  visitas  de  despedida  á  los  otros  miem- 
bros de  la  familia  reinante,  y  á  los  del  gabinete  y  cuerpo  di- 
plomático. 

No  es  costumbre  dar  audiencia  de  despedida  á  los  encarga- 
dos de  negocios,  que  regularmente  se  limitan  a  entregar  su 
carta  de  retiro  al  ministro  de  relaciones  exteriores. 

A  los  unos  y  á  los  otros,  cuando  se  retiran  en  la  forma  acos- 
tumbrada, se  dan  cartas  vccrcdencialcs,  ya  del  soberano,  ya  del 
ministro  de  negocios  extranjeros,  según  su  grado.  En  estas 
cartas  se  maniíiesta  la  satisfacción  que  de  la  conducta  del 
agente  diplomático  ha  recibido  el  gobierno  con  quien  estaba 
acreditado,  y  se  añaden  las  expresiones  de  respeto  y  cortesía, 
(jue  corresponden  á  la  imjjortancia  relativa  de  las  dos  cortes  y 
á  la  intimidad  de  sus  relaciones. 

Algunas  cortes  acostumbran  dar  presentes  al  ministro,  di- 
plomático á  su  despedida  ó  en  otras  ocasiones  especiales.  Hay 
gobiernos  que  })rohiben  á  sus  agentes  recibirlos.  Tal  era  la 
práctica  de  la  república  de  Venecia,  y  la  misma  observan  los 
Estados  Unidos  de  América  (1). 

Cuando  el  agente  diplomático  por  una  desavenencia  ó  rom- 
pimiento se  retira  ó  es  despedido  ex  abriiplo,  se  limita  á  pe- 
dir pasaporte. 

(ly  WlieatonH  Elci/tenís,  p.  f,  cli.   I,  jí  124. 
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CAPÍTULO  II. 

DE    LAS    FUNCIONES  Y   ESCRITOS    DIPLOMÁTICOS. 


1   Deberes  del  ministro  público.  —  2.   Negociaciones.  —  3.  Actos  públicos 

emanados  del  soberano. 


i. 

El  objeto  mas  esencial  de  las  misiones  diplomáticas  es  man- 
tener la  buena  inteligencia  entre  los  respectivos  gobiernos, 
desvaneciendo  las  proocupaciones  desfavorables,  y  sostenien- 
do- los  derechos  nacionales  con  una  firmeza  templada  por  la 
moderación.  Es  un  deber  del  ministro  esltidiar  los  intereses 
mutuos  de  los  dos  paises,  sondear  las  mii-as  y  disjiosiciones 
del  gobierno  á  f{uien  está  acreditado,  y  dar  cuenta  á  su  sobe- 
rano de  todo  lo  que  pueda  importarle.  Debe  asimismo  velar 
sobre  la  observancia  de  los  tratados,  y  defender  á  sus  compa- 
triotas de  toda  vejación  é  injusticia.  Circunspección,  reserva, 
decoro  en  sus  comunicaciones  verbales  y  escritas,  son  cuali- 
dades absolutamente  necesarias  para  el  buen  suceso  de  su  en- 
cargo. Aun  en  los  casos  de  positiva  desavenencia  y  declarado 
rompimiento,  debe  el  ministro  ser  medido  en  su  lenguaje,  y 
niucho  mas  en  sus  acciones,  guardando  puntualmente  las  re- 
glas de  cortesía  que  e.xige  la  independencia  de  la  nación  en 
cuyo  seno  reside,  y  las  formalidades  de  etiqueta,  que  la  cos- 
tumbre lia  introducido. 

Importa  no  menos  al  ministro  granjearse  la  conlianza  de  los 
otros  miembros  del  cuerpo  diplonuitico,  y  peneU-ar  los  desig- 
nios de  las  potencias  extranjeras  con  relación  á  la  corte  en 
que  reside,  para  promoverlos  ó  contrariarlos  según  convenga 
á  los  intereses  do  su  nación  ;  punto  delicado  en  que  no  siem- 
pre es  fácil  conciliar  las  mtlxiinas  del  honor  y  de  la  moral  con 
la  desti'eza  diplomática. 
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2. 


Las  negociaciones  de  que  el  ministro  está  encargado  se  con- 
ducen de  palabra,  ó,  si  el  asunto  es  de  alguna  importancia^ 
por  escrito  :  á  veces  directamente  con  el  soberano  á  ({uien  e.stá 
acreditado ;  de  ordinario  con  su  ministro  de  relaciones  exte- 
riores, ó  con  los  plenipotenciarios  nombrados  para  algún  ne- 
gocio particular  por  las  potencias  extranjeras,  como  sucede  en 
los  congresos  y  conferencias.  La  negociación  puede  ser  direc- 
ta entre  dos  Estados  que  tienen  alguna  cuestión  que  discutir, 
ó  por  el  conducto  de  una  potencia  mediadora. 

Las  razones  y  argumentos  en  que  han  de  consistir  las  nego- 
ciaciones, se  deducen  de  los  principios  del  Derecho  de  gentes, 
apoyados  en  la  historia  de  las  naciones  modernas,  y  en  el  co- 
nocimiento profundo  de  sus  intereses  y  miras  recíprocas.  El 
estilo  debe  ser,  como  el  de  las  demás  composiciones  epistola- 
res y  didcácticas,  sencillo,  claro  y  correcto,  sin  excluir  la  fuer- 
za y  vigor  cuando  el  asunto  lo  exija.  Nada  afearla  mas  los 
escritos  de  este  género,  que  un  tono  jactancioso  ó  sarcástico. 
Las  hipérboles,  las  apostrofes  y  en  general  las  figuras  del  es- 
tilo elevado  de  los  oradores  y  poetas  deben  desterrarse  del  len. 
guaje  de  los  gobiernos  y  de  sus  ministros,  y  reservarse  úni- 
camente á  las  proclamas  dirigidas  al  pueblo,  que  permiten  y 
aun  requieren  todo  el  calor  y  ornato  de  la  elocuencia. 

Los  escritos  á  que  dan  asunto  las  negoci'aciones  entre  mi- 
nistros son  cartas  ó  notas.  Se  llaman  propiamente  notas  las 
comunicaciones  que  un  ministro  dirige  á  otro,  hablando  de  sí 
mismo,  y  del  sugeto  á  quien  escribe,  en  tercera  persona  ;  y  se 
llaman  cartas  ú  oficios  aquellas  en  que  se  usan  primeras  y  se- 
gundas personas.  Se  emplea  por  lo  común  la  forma  de  notas 
entre  ministros  que  se  hallan  en  una  misma  corte  ó  congreso, 
y  la  de  carUis  entre  ausentes. 

Se  da  el  titulo  de  nota  verbal  á  una  esquela  en  que  se  re- 
cuerda un  asunto  en  (pje  se  ha  dejado  de  tomar  resolución  ó 
de  dar  respuesta ;  y  cuando  la  una  ó  la  otra  se  difiere  todavía 
algún  tiempo,  la  contestación  ípio  suele  darse  es  otra  nota 
verbal.  \\ii\  otras  llamadas  t;unbien  niomoranila  ó  minulns, 
en  que  se  expone  lo  que  ha  j)asado  en  una  conferencia,  para 
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auxilio  de  la  memoria,  ó  para  fijar  las  ideas.  Ni  unas  ni  otras 
acostubran  firmarse. 

Á  las  notas  ó  cartas  acompañan  á  veces  memorias  o  deduc- 
ciones. En  ellas  se  expone  6  discute  un  asunto  á  la  larga.  La 
memoria  en  que  se  responde  á  otra,  se  llama  contra-memoria. 
El  ultimátum  es  el  aspecto  definitivo  que  una  potencia  da  á 
las  negociaciones  que  tiene  entabladas  con  otra,  determinando 
el  minimo  de  sus  pretensiones,  de  que  ya  no  puede  rebajar 
cosa  alguna. 

El  mandatario  no  puede  fijar  un  ultimátum  sin  autorización 
expresa. 

Guando  varias  potencias  con  el  objeto  de  deliberar  sobre  un 
asunto  de  interés  común  ó  de  terminar  amigablemente  sus  di- 
ferencias nombran  plenipotenciarios  para  que  se  reúnan  en 
conferencia  ó  congreso  se  elige  de  comuii  acuerdo  el  lugar,  y 
en  la  primera  sesión  se  canjean  ó  se  reconocen  los  plenos-po- 
deres. En  las  siguientes  se  arregla  el  modo  de  proceder  y  el 
ceremonial;  y  á  este  respecto  es  digna  de  imitarse  la  conducta 
de  los  congresos  de  Utrecht  en  1713  y  de  Aquisgran  en  l"i8, 
que  menospreciando  la  favoridad  de  las  controversias  sobre  la 
etiqueta,  acordaron  no  someterse  á  ningún  ceremonial,  ni 
guardar  orden  fijo  de  asientos.  La  presidencia  se  da  al  minis- 
tro mediador,  si  le  hay;  al  ministro  director,  que  es  el  de  la 
corte  en  que  se  verifica  la  reunión,  o  el  que  se  elige  de  acuerdo  ; 
ó  la  tiene  cada  plenipotenciario  i)or  turno.  Arreglados  estos 
preliminares,  se  entra  á  discutir  el  asunto ;  y  se  redactan  los 
i\c\ieYc\o5  en  procesos-verbales  ó  protocolos  de  que  cada  ne- 
gociador trasmite  una  copia  á  su  gobierno.  Se  puede  enviai-  i\ 
estos  congresos  mas  de  un  representante  por  cada  potencia, 
para  que  si  son  muchos  ó  complicados  los  objetos  (jue  se  co- 
meten á  la  deliberación  de  la  junta,  los  rei)artan  entre  sí  del 
modo  mas  conveniente  á  la  celeridad  del  despacho. 

El  idioma  de  que  generalmente  se  iiacc  uso  en  las  conle- 
rencias  entre  ministros  ó  plenipotenciarios  que  no  tienen  una 
misma  lengua  nativa,  es  el  Trances.  En  las  comunicaciones 
por  escrito  cada  corte  emplea  la  suya,  salvo  que  por  mas  co- 
modidad se  convengan  en  el  uso  de  otra  distinta,  (jue  entonces 
suele  ser  también  la  Irancesa. 
En  los  tratados  de  las  otras  potencias  con  la  Francia  se 
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tiene  cuidado  de  insertar  un  artículo  en  que  se  declara  que  el 
uso  hecho  en  ellos  de  la  lengua  francesa,  no  dehe  servir  de 
ejemplo ;  reservándose  cada  potencia  el  derecho  de  emplear  en 
las  ncj^ociaciones  y  convenciones  futuras  el  idioma  de  que 
hasta  allí  se  ha  servido  para  su  correspondencia  diplomática. 
Son  asimismo  en  esa  lengua  las  comunicaciones  que  los  mi- 
nistros de  las  potencias  extranjeras,  residentes  en  Paris,  di- 


rigen al  ministro  trances. 


3. 


Resta  hablar  solamente  de  los  actos  públicos  emanados  de 
uno  ó  mas  soberanos.  lié  aquí  los  principales. 

Tratados  ó  convenciones.  Documentos  en  que  se  ponen  por 
escrito  los  pactos  internacionales,  ó  de  soberano  á  soberano. 
Alguna  vez  se  mantienen  secretos.  Casi  siempre  se  hacen  por 
medio  de  plenipotenciarios.  La  Santa  Alianza,  celebrada  en 
l'aris  entre  los  soberanos  de  Austria,  Francia  y  Rusia,  ofrece 
el  raro  ejemplo  de  un  tratado  hecho  y  íirmado  sin  la  intervención 
de  agentes  diplomáticos. 

El  ti'atado  de  paz  suele  ser  precedido  de  preliminares^  pri- 
mer bosijuejo,  que  encierra  sus  jn'incipales  artículos  y  debe 
servirle  de  base. 

Todos  los  tratados,  menos  aquellos  que  los  soberanos  acuer- 
den por  sí  mismo,  necesitan  de  ratificarse.  El  acto  de  la  rati- 
ficación es  un  escrito  Íirmado  por  el  soberano  ó  jefe  supremo, 
v  sellfldo  con  sus  armas,  en  uue  so  aprueba  el  tratado,  y  se 
jjromete  ejecutarlo  de  buena  fe  en  todas  sus  partes.  Las  rati- 
iicaciones  se  canjean  entre  las  respectivas  cortes  dentro  del 
término  que  se  prefija  en  el  tratado;  y  cuando  hay  una  poten- 
cia mediadora,  el  canje  se  hace  de  ordinario  por  su  conducto. 
I^a  obser\aníMa  de  los  tratados  no  principia  á  ser  obligatoria, 
sino  desde  el  canje  de  las  ratiíicaciones. 

iJff'lnraciones.  Documentos  en  que  un  gobierno  hace  ma- 
nifestación de  su  modo  de  pensar  ó  de  la  conducta  que  se  pro- 
pone observar  sobre  alguna  materia.  Las  pr¡nc¡[)ales  son  las 
(le  guerra  y  las  do  neutrahdad.  Se  contestan  ó  se  impugnan 
por  otros  documentos  de  la  misma  esj)ecie,  llamados  conlru- 
dcclarucioncs.  Las  expiden  ya  los  soberanos  mismos,  ya  los 
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ministros  de  negocios  extranjeros,  6  los  agentes  diplomáticos. 

Manifiestos.  Declaraciones  que  los  gobiernos  publican  para 
justificar  su  conducta  al  principio  de  una  guerra,  ó-  cuando 
apelan  á  una  medida  de  rigor. 

Actos  de  garantía.  Por  ellos  se  empeña  un  soberano  á  man- 
tener á  otra  potencia  en  el  goce  de  ciertos  derechos,  ó  á  hacer 
observar  un  convenio.  Es  indiferente  que  teagan  la  forma  de 
declaraciones  ó  de  tratados. 

Protestas.  Declaraciones  de  un  soberano  ó  de  su  mandatario 
contra  la  violencia  de  otro  gobierno,  ó  contra  cualquier  acto 
que  pueda  interpretarse  como  derogatorio  de  los  derechos  de 
la  nación.  El  ministro  á  quien  se  entrega  la  protesta,  si  no  tiene 
instrucciones  que  le  prevengan  lo  que  ha  de  hacer  ó  respon- 
der, solo  puede  recibirla  ad  referendum,  esto  es,  para  consul- 
tar al  soberano  sobre  la  conducta  que  le  toca  observar.  A  las 
protestas  suele  responderse  por  contra-protesta. 

Renuncias.  Actos  por  los  cuales  abandona  un  soberano  los 
derechos  que  actualmente  posee  ó  que  recaigan  en  él,  ó  á  que 
puede  alegar  algún  tilulo. 

Abdicación.  Renuncia  que  hace  un  soberano  de  los  derechos 
personales  de  soberanía  que  actualmente  posee. 

Cesión.  Acto  por  el  cual  un  soberano  trasíiere  á  otro  un  de- 
recho, especialmente  el  de  soberania,  sobre  una  porción  de 
tierras  ó  aguas.  Puede  hacerse  en  forma  de  tratado  ó  de  de- 
claración. En  este  segundo  caso  es  necesario  que  sea  confir- 
mado por  la  aceptación  del  cesionario.  En  la  cesión  la  parle  ó 
persona  que  trasfiere  el  derecho  es  la  nación,  y  en  la  abdica- 
ción la  parte  que  lo  abandona  es  el  príncipe. 

fíeversales.  Por  ellas  un  soberano  reconoce  en  otro  un  de- 
recho, no  obstante  las  novedades  introchicidas  por  el  primero, 
que  lo  pudieran  hacer  disputable.  Asi  el  emperador  de  Ale- 
mania, cuya  coronación,  según  la  Huía  de  Oro,  debia  solem- 
nizarse en  Aíjuisgran,  daha  letras  reversales  á  esta  ciudad, 
cuando  se  coronaba  en  otra  parle,  d(*clarando  que  no  se  Jiabia 
tratado  de  inferir  perjuicio  ñ  sus  derechos,  y  cpie  aquel  acto 
no  debia  servir  de  ejemplo. 
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